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Planteamiento, metodología y pertinencia de la investigación.  
 
El desempleo en España es sin duda1 la mayor lacra a la que se enfrenta nuestra 
sociedad y nuestro modelo económico. La persistencia de altas tasa de desempleo 
incluso en momentos de bonaza económica y los niveles insoportables que alcanza en 
momentos de crisis hacen que los poderes públicos estén obligados jurídica y 
moralmente a hacer de la lucha contra el desempleo un eje principal de sus políticas. Por 
otra parte, el desempleo juvenil que lacera nuestra juventud llega a niveles que, sin 
duda, suponen una ruptura de las posibilidades de la misma de alcanzar la plenitud del 
desarrollo social y personal a que toda persona tiene derecho y en lo que la obtención de 
un puesto de trabajo digno, que le permita desarrollarse, ocupa un lugar primordial. Las 
Administraciones dedican, como es lógico, grandes cantidades en sus presupuestos para 
la mejora de las tasas de empleo entre los jóvenes, sin que se haya podido ver una 
mejora sustancial en las mismas; por todo ello, se hace indispensable el diseño de un 
modelo de evaluación de la eficacia de las diferentes medidas que a tal fin son 
impulsadas por los poderes públicos. 
 
  El objeto de estudio de esta investigación es realizar un análisis y una evaluación 
de la eficacia de las políticas de fomento del empleo juvenil en el logro de su objetivo 
principal, que es la creación de empleo; y el mismo se centrará fundamentalmente en las 
diferentes medidas implantadas por la Administración para el fomento de dicho empleo 
juvenil; es decir, un análisis de estos concretos aspectos de política económica desde el 
enfoque jurídico-social de justicia. Así en una primera parte se describirá el entorno 
socioeconómico español analizando las principales causas y elementos que inciden en la 
problemática del empleo juvenil. Asimismo se realizará un estudio del marco jurídico 
esencial del tratamiento del problema del desempleo juvenil en el ámbito nacional e  
internacional, con el fin de que pueda valorarse adecuadamente tanto la protección que 
al empleo y al desempleo se le dan en nuestro ordenamiento jurídico, ya que esta 
comprensión nos resultará crucial para comprender por qué se adoptan determinadas 
soluciones para afrontar el problema del desempleo juvenil y por qué otras no tienen 
cabida en nuestro marco constitucional.  
 
                                                 
1 La tasa de desempleo en España, al final del segundo trimestre de 2014, era el 24,47% de la población 
activa, equivalentes a 5,622 millones de personas. 
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En la segunda parte, constituyendo la parte esencial de la tesis, se abordará  el 
tratamiento (escaso, hay que hacer notar ya desde aquí)  de la evaluación de políticas de 
empleo juvenil; dentro de este apartado se realizará un estudio de los mecanismos de 
evaluación de políticas de empleo que son impulsadas desde la Unión Europea y otros 
modelos que se hayan aplicado aunque sea parcialmente en España; terminaremos esta 
parte con un diseño propio de un modelo de evaluación para políticas de empleo con la 
descripción de una serie de indicadores de evaluación para las diferentes tipos de 
políticas de fomento de empleo juvenil y que con posterioridad en la siguiente se 
procederá a aplicar.  
 
Esta tercera parte comprenderá una descripción de las diferentes medidas que han 
sido impulsadas por las Administraciones. Se comenzará  con una descripción de la 
estructura administrativa relacionada con el entorno del empleo juvenil, así como un 
somero análisis de la competencia en materia de empleo en España, tanto en su 
definición como su reparto, entre todas las Administraciones que están en ella, 
Administración Central, Autonómica y Municipal entre las que también se incluirá el 
papel que juegan las Diputaciones. Por otro lado, obviamente, se comentará el papel 
central que la Unión Europea ha tenido y está teniendo en los últimos años en la 
definición de los objetivos de esas políticas públicas, determinando directrices de 
contenido económico y social que los Estados se ven obligados a cumplir, así como en 
el papel que los fondos de la Unión Europea, han tenido, en la lucha contra el 
desempleo. Esta descripción tanto de la competencia de empleo supone la primera 
política activa de empleo, y  como tal ella misma debe ser evaluada con los indicadores 
específicos que para ella a tal fin crearemos, todo ello que la eficacia de la organización 
administrativa de la competencia influya en la eficacia de las políticas de fomento del 
empleo que ejecuta directamente la Administración.  
 
Seguidamente, se describirán y analizarán los dos principales ejes que las 
Administraciones han utilizado para la luchar contra el desempleo juvenil. Comenzando  
por una parte, la potenciación de la formación de los trabajadores actuales mediante los 
instrumentos de formación continua, así como la de los desempleados a través de la 
formación para el desempleo, (a la vez que se quiere el desarrollo de un sistema 
educativo moderno y competitivo en todas su niveles, tanto desde la enseñanza 
obligatoria, como en sus niveles superiores sean las universitarias o en el nivel de 
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formación profesional y que pretenden todas ellas adaptar la cualificación de los 
trabajadores a las necesidades presente y futuras del modelo productivo). Además de 
estas políticas de formación como medidas de lucha contra el desempleo juvenil, 
también se analizarán las medidas de fomento de la contratación de jóvenes españoles, 
tales como las subvenciones a la contratación de jóvenes ofertadas por la 
Administración, consistentes en, o bien una disminución de los costes de la Seguridad 
Social durante un determinado tiempo, en el que permanece contratado el joven por la 
empresa receptora de la subvención, o bien una cantidad fija ofrecida a la empresa, que 
disminuye  los costes de Seguridad social o bien disminuye las cuotas del impuesto de 
sociedades que la misma tiene que pagar a la Administración tributaria, funcionando en 
este caso la medida de fomento del empleo como una deducción fiscal más. Además de 
estas medidas, la Administración también promueve el empleo juvenil, mediante la 
creación de modalidades contractuales que favorezcan la contratación de jóvenes como 
el contrato de formación o los contratos en prácticas o el contrato de fomento de 
emprendedores, o los contratos indefinidos de fomento de la contratación indefinida. 
Todos estas medidas pretenden, por una parte, flexibilizar la contratación de jóvenes (de 
modo que permitan tanto el despido del joven tras un periodo de prueba o por haber 
pasado por una modalidad de contratación destinado a ese fin, o por fijar la norma una 
indemnización de despido baja o inexistente); y por otra parte permiten pagar unos 
salarios más bajos que los que corresponden a un trabajador de más edad, que se supone 
tiene una mayor capacitación y experiencia, y por tanto generan unas productividades 
mayores que las que genera un joven recién incorporado al mundo laboral. Para finalizar 
con las medidas de fomento del empleo juvenil, no se puede dejar de hacer mención al 
impulso al emprendimiento juvenil como vía para la creación de empleo, así como 
salida a la propia situación del desempleo, lo que parece haberse convertido eje esencial  
de respuesta de las Administraciones a la lucha contra el desempleo juvenil. 
 
En el estudio se analizarán solo políticas de empleo de fomento del empleo en 
España (incluyendo una mención a las especialidades en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y obviamente un estudio de las políticas o directrices de ámbito internacional 
y europeo en todas estas materias)2, utilizando un doble marco de investigación. En 
                                                 
2 Apenas se hará mención a las medidas en evaluación de políticas de fomento del empleo introducidas en 
la negociación colectiva, ya que no hay muchas reseñas de la misma. Los interlocutores sociales, realizan 
seguimientos estadísticos de estas medidas, como modalidades de contratación, pero son escasas las 
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primer lugar un marco teórico jurídico que nos sirva para describir y situar dentro de 
nuestro ordenamiento jurídico las diversas medidas de fomento del empleo juvenil así 
como el propio concepto de inserción laboral juvenil. Por otra parte se utilizará un 
marco estadístico como soporte de las afirmaciones sobre la eficacia de las diferentes 
medidas, siempre que se puedan aportar datos sobre las mismas y que no será posible en 
muchos casos. Así se analizará la eficacia de dichas medidas aportando datos 
estadísticos de evaluaciones que de los mismos hayan podido realizar las 
Administraciones públicas o datos que nos sirvan de alguna forma para determinar el 
grado de eficacia que han podido tener dichas medidas. El análisis de estos datos se 
interconectará con la normativa que aprueba una determinada política de fomento del 
empleo y se encuadrará la misma en su contexto histórico y económico con el fin de 
comprender cuáles fueron las razones de esta índole que favorecieron unas 
determinadas políticas de fomento y  no otras; por otra parte, de todas ellas se hará una 
aproximación al mecanismo económico a través del cual se espera que dicha norma 
favorezca la creación de empleo.  
   
Esta investigación nos servirá, de manera indirecta, aunque no exhaustiva, para 
analizar la influencia y la eficacia del gasto público en estas políticas en la creación de 
empleo. El gasto público de fomento del empleo3 juvenil está dentro del gasto público 
destinado a la protección social en España que  supuso en 2012 un 13,9% del Producto 
Interior Bruto (PIB), según datos del Anuario de Eurostat. Este porcentaje posicionó a 
nuestro país cuatro puntos por debajo de la media europea, situada en el 18,2%. España 
destinó el 6,1% del PIB a salud, el 4,7% a servicios públicos generales y el 4,6% a 
educación. Todos estos capítulos tuvieron un gasto inferior a la media de la Unión 
Europea (UE), que fue del 6,9%, 6,3% y 5,2%, respectivamente,4 según el Anuario de 
                                                                                                                                               
acciones evaluatorias que desde la negociación colectiva se proponen, a lo más a que se impulsa es a 
realizar labores de seguimiento, como por ejemplo en el Acuerdo para el empleo y la negociación 
colectiva de 25 de enero de 2012,  se insta a “establecer dispositivos específicos para el seguimiento del 
efectivo cumplimiento de los objetivos formativos como instrumento adecuado para su incorporación al 
mercado laboral” en referencia al contrato de aprendizaje y en ese mismo acuerdo se insta a “establecer 
mecanismos de seguimiento y control de la evolución del empleo y de la contratación en los sectores 
cuando se adopten medidas de empleo, a fin de compartir el resultado de las medidas implementadas de 
fomento del empleo.” 
3Sobre evaluación de políticas activas de empleo en España, ver Alonso Borrego, C.; Arellano Espinar, 
A.; Dolado Lobregat , J.; Jimeno Serrano, J. F,”Eficacia del gasto en algunas políticas activas en el 
mercado laboral español”, Fundación Alternativas.2004 
4 El gasto público en 2013 en la totalidad de la UE fue el 49,2% del PIB y la mayor parte del mismo fue 
para protección social en todos los Estados miembros, aunque el porcentaje oscila del 9,4% de Estonia al 
22,4% de Dinamarca, el 21,8% de Francia o el 21,5% de Suecia. Algunos países de la UE han tenido el 
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Agencia europea de estadística (Eurostat) el PIB español en ese año supuso 1.045.624 
millones de euros, con lo que se ve más que claramente la gran cantidad de recursos que 
se dedican a estas políticas por las administraciones públicas. 
 
Por otra parte, este estudio no pretende ser un estudio econométrico  que relacione 
el gasto en políticas de empleo y su eficacia en términos cuantitativos en creación de 
empleo, que exigiría un modelo que cuantificara las variables de este gasto y de 
influencia en el empleo mediante la modelización econométrica de dicho gasto en 
políticas de empleo. Ello, por lo demás,  no ha podido ser determinado por multitud de 
estudios económicos que en dicho sentido han sido realizados por diversos economistas, 
sin que en verdad se haya podido precisar un modelo, ya que son tantas las variables 
económica sociales y jurídicas que habría que tener en cuenta en dicho modelo, y que 
tienen una interpelación posible tan diferenciada, que lo máximo que han podido llegar 
dichos estudios, es la constatación, más o menos fiable de la correlación entre las dos 
variables,  pero nunca un modelo con ecuaciones exactas. 
 
En cuanto al tratamiento macroeconómico de las políticas activas,  lo que implican 
los gastos en políticas de activas de empleo es la creación de una curva de oferta de 
empleo más flexible, en tanto  que las ayudas a la contratación, sea vía subvenciones o 
por formación subvencionada, abaratan el coste de la mano de obra, con lo que en 
principio a menor coste se ofrece más empleo por parte de los empresarios. Al mismo 
tiempo, las políticas de formación pretenden adaptar la oferta de trabajo a la demanda 
de la misma con el fin de impedir rigideces, lo que al tiempo que generan un coste al 
alza del factor de la mano de obra, también consigue adecuar la oferta a la demanda. 
Ello permite que las empresas encuentren mano de obra suficientemente preparada para 
poder atender toda la demanda de producción que tenga la empresa, sin que quede 
demanda de producto o servicio sin cubrir, con la consiguiente pérdida de beneficio y 
negocio que ello implicaría para la empresa. Además, al estar más adaptada por estar 
más preparada, ahorra a la empresarios gastos en formación y adaptación y por lo tanto 
a menores costes puede atender nuevos pedidos o clientes, sin alza en costes de 
producción. Se analizarán también brevemente otras condiciones que se tienen que dar 
                                                                                                                                               
siguiente nivel de gasto público durante 2013: , Francia (57%) Italia (50%) y Grecia (58%), Portugal 
(48%), Reino Unido (47%), Alemania (45%)  y España (44%), mientras que el menor gasto correspondió 
a Eslovaquia, Luxemburgo, Bulgaria y Lituania, que gastaron entre el 34% y el 37% del PIB. Fuente: 
Elaboración propia con datos de Eurostat. 
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para la efectividad de estas medidas y su relación con otras reformas en la contratación 
o en la negociación colectiva y que tienen influencia en la lucha contra el desempleo 
juvenil. Muchas de estas medidas provenientes de las Administraciones pero otras se 
amparan en posibilidades legislativas que el Estatuto de los Trabajadores da a los 
interlocutores sociales. 
 
A la hora de determinar la pertinencia de esta investigación desde el punto de vista 
académico-científico, así como por su relevancia social, dos son los aspectos que 
convienen destacar: 
 
1.  La pertinencia de la investigación en función del contexto económico y social 
en que estamos inmersos en este momento. El desempleo juvenil como se ha dicho, es 
sin duda el problema más importante de nuestro país y al mismo tiempo causante de 
muchos problemas sociales de integración social de la juventud, por lo que cualquier 
investigación que aborde la creación de empleo por si misma, es interesante.  Por otra 
parte el gasto público en políticas activas de empleo es elevado y por tanto analizar el 
mismo desde el punto de vista de la creación de empleo es sin duda esencial para 
mejorar tanto su eficacia como su eficiencia, y más en un contexto de recortes de gasto 
público. 
 
2. La pertinencia de la investigación también debe ser analizada por las 
aportaciones a las ciencias jurídicas y económicas que esta investigación pueda 
conllevar. La evaluación de la efectividad de las políticas de empleo de fomento del 
empleo juvenil es  sin duda una de las grandes carencias de nuestro sistema público de 
fomento del empleo. Desde que el desempleo azota a la economía española con fuerza, 
es decir desde los años setenta, se han puesto en funcionamiento un sinfín de medidas 
de apoyo o de fomento del empleo juvenil sin que en términos generales se haya hecho 
un seguimiento de su efectividad y sólo puntualmente alguna medida ha sido analizada 
parcialmente, y más bien por requerimiento del Fondo Social Europeo que ha sido el 
que ha financiado muchas de ellas. Las políticas activas de empleo juvenil han sido 
tratadas sobre todo como una parte de la negociación entre sindicatos y patronal (y en la 
que el Gobierno desempeñaba un papel de intermediación a la vez que de impulsor, 
mediante una serie de medidas de fomento del empleo como apoyo a los acuerdos de los 
interlocutores sociales). No obstante, estas medidas no han sido analizadas en su 
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conjunto, ni  se ha estudiado y evaluado toda la actuación de los servicios públicos de 
empleo en la labor de intermediación en el mercado laboral.  
 
Por todo ello, es de esperar que este trabajo resulte de utilidad, puesto que ésta es 
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Contexto socioeconomico del desempleo juvenil en españa. 
 
El desempleo en España es sin duda el primer problema nacional. A su vez el paro 
está, en el fondo, de una manera u otra, detrás de una gran variedad de problemas 
sociales. Si existe un colectivo entre el que es más alta la tasa de desempleo, ése es el de 
los jóvenes, situándose la misma en torno a un 53,1% entre los menores de 25 años. La 
tasa de desempleo juvenil supone un doble fracaso, ante todo para el desarrollo vital de 
los propios jóvenes que ven sus proyectos vitales paralizados con el desgaste 
profesional económica y psicológico que ello implica. El hecho de tener en cuenta la 
totalidad de estos efectos del desempleo es vital para que comprendamos en su 
integridad los efectos del mismo; y que, a la hora de buscar soluciones al problema del 
desempleo y evaluar la eficacia de las mismas, debemos tener en cuenta el fenómeno en 
su totalidad y no observarlo simplemente como el problema derivado de que los jóvenes 
no encuentren empleo y por lo tanto no tengan ingresos. Detrás de muchos problemas 
asociados a la juventud (como: delincuencia juvenil, tráfico de drogas, desestructuración 
familiar o otros derivados de la falta de ingresos de los jóvenes que inciden en la 
juventud como el retraso en la emancipación, dificultad en el acceso a la vivienda, 
nupcialidad tardía con el retraso obvio en la edad de natalidad etc) existe un problema 
en muchas ocasiones de desempleo que acaba generando estas conductas destructivas 
hacia la propia persona y hacia la sociedad en la que vive el joven. Por lo tanto, resolver 
el problema de desempleo juvenil indirectamente nos ayudará a solventar o al menos 
aminorar muchos de los problemas de la juventud española.  
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Por otra parte, el desempleo juvenil también supone un fracaso social por cuanto 
implica una pérdida de potencial humano que malgasta sus conocimientos y habilidades 
y que además implica una pérdida de productividad por no tener actividad en la que 
emplear sus conocimientos. Más aún teniendo en cuenta que la educación en una 
inmensa mayoría, ha sido financiada con cargo a presupuestos públicos.  En este sentido 
la ausencia de inserción en el mercado laboral implica un despilfarro de gasto público 
del que muchas veces se benefician otros países adonde emigran nuestros jóvenes más 
formados -que no encuentran en España oportunidades laborales-. Tener en cuenta esta 
visión del desempleo nos ayuda a comprender primero la importancia de las políticas de 
empleo tanto para resolver el problema en sí mismo, como para contribuir a la solución 
indirecta de otros problemas asociados al desempleo, y por otra parte, sirve para intentar 
rentabilizar el esfuerzo y gasto en educación y formación realizado  por el Estado como 
y por las familias. 
 
Para comprender y realizar una evaluación de las políticas de empleo en España es 
necesario que primero efectuemos una aproximación al fenómeno del desempleo 
analizando someramente sus causas, de raíz fundamentalmente económica, aunque es 
cierto que algunas estructuras de la sociedad pueden estar contribuyendo a fomentar 
algunos de sus efectos. Se puede citar como ejemplo la idoneidad o no del sistema 
educativo de cara al logro de la inserción laboral de los jóvenes. Por otra parte será 
necesario discernir entre las causas del desempleo que tienen origen en la propia crisis 
económica que sufre España desde 2007 y las que tienen su origen en la propia 
estructura de la actividad económica española y del mercado laboral español, ya que 
muy probablemente ambas merecerán diferente diagnóstico y análisis y por tanto unos 
parámetros de evaluación de la eficacia de las mismas completamente diferentes. 
 
  La acción de la Administración en la lucha contra el desempleo, con mayor o 
menor fortuna, es sin duda una de las políticas públicas más demandadas por los 
ciudadanos a nuestros responsables políticos. Dentro de esta acción pública, las políticas 
de empleo, constituyen un elevado gasto total en los presupuestos públicos y su eficacia 
en el cumplimiento de sus objetivos es una exigencia necesaria de la buena 
administración de los recursos públicos. La necesidad de diseñar todo un sistema y 
prácticas de evaluación de la eficacia de dichas políticas y establecer toda una batería de 
indicadores de gestión de las mismas, constituye una exigencia para los poderes 
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públicos tanto desde un punto de vista económico como desde un punto de vista 
político. Además, la implementación de políticas públicas interventoras por parte de las 
Administraciones se lleva a cabo con una finalidad que es el logro del aumento de las 
tasas de empleo y sólo el cumplimento de dicho fin puede permitir la acción 
interventora de la Administración en libertades y derechos, tales como la libertad de 
contratación o la discriminación positiva en el fomento de la contratación de unos 
colectivos frente a otros, como en el caso del desempleo juvenil. 
 
En el desempleo juvenil y en la evaluación de la eficacia de las políticas de 
fomento del empleo impulsadas por la Administración, influye una serie de 
circunstancias económicas y sociales que se deben mostrar, ya que sólo con una 
comprensión del contexto en que dichas medidas se implementan - y en el que las 
mismas deben ser evaluadas, - permitirá que se comprenda la interrelación entre este 
triple eje (situación económica, social y laboral), que obligan a las Administraciones a 
impulsar una serie de medidas y a su posterior evaluación.  
 
A continuación se expondrán tanto esos condicionantes sociales, económicos e 
históricos con las consecuencias en el mercado laboral que esta situación genera; y 
además, y muy especialmente relacionado con ello, las implicaciones o las dificultades 
que para la evaluación de las políticas de empleo, este contexto genera. Entre los 
condicionantes económicos, nos encontraremos, los derivados de la crisis económica 
desde 2007 y los efectos del estallido de la burbuja inmobiliaria en el empleo juvenil, la 
estructura productiva de la economía española, y como fenómenos sociales que inciden 
en el desempleo juvenil, se tratarán: la emigración española desde inicios de la crisis y 
la inmigración previa a la misma, el fenómeno de la sobrecualificación y el del fracaso 
escolar y su incidencia en las tasas de desempleo, o la dificultad de inserción en la vida 
adulta de los jóvenes españoles. Todas estas facetas del entorno del desempleo juvenil 
serán abordadas aparte de su descripción e influencia en el desempleo juvenil, en su 
incidencia en las dificultades que generan a la evaluación de la eficacia de las medidas 
de fomento del empleo.  
 
Por último, se comentará la evolución de las tasas de empleo desde los años 60 y 
su comparación con las tasas europeas, ya que como las diferentes medidas de fomento 
del empleo juvenil que están en vigor, han sido aprobadas en diferentes momentos 
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históricos, y por lo tanto las mismas, obedecían a diferentes situaciones económicas. 
Con ello se pretende, que cuando se expongan en la última parte de la tesis, las 
diferentes medidas y se encuadren en un contexto histórico, se pueda encuadrar bien 
dichas medidas en la situación económica y del mercado laboral de cada momento. 
 
1. El desempleo juvenil en España. Causas del mismo y consecuencias en la 
inserción laboral y social de la juventud española. La necesidad de 
implantación de evaluación de políticas de empleo juvenil. 
 
A la hora de analizar las causas del desempleo en España es necesario distinguir 
en primer lugar aquellos factores que pueden ser causantes de las altas tasas de 
desempleo de carácter estructural, es decir aquellos que con independencia del momento 
del ciclo económico en que nos encontremos no favorecen la creación de empleo y 
generan una tasa de desempleo juvenil friccional, más elevada para el caso de España,  
que el de otras economías (todo ello sin perjuicio de que obviamente en momentos de 
crecimiento económico la tasa de  desempleo juvenil sea más baja).  
 
Por el contrario se hablará de causas5 coyunturales del desempleo juvenil como 
aquéllas derivadas de bajas tasas de crecimiento o decrecimiento económica con la 
lógica destrucción de empleo juvenil. Es sin duda un hecho que dentro de la evolución 
de los ciclos económicos que con mayor o menor intensidad regulan el devenir 
económico, en momentos de bajo crecimiento económico o de disminución del  
producto interior bruto, se genera desempleo. No obstante, es interesante destacar que se 
observa que aunque todas las economías destruyen empleo y también empleo juvenil 
cuando se producen crisis económica, no todas destruyen la misma cantidad del mismo, 
con lo que la relación decrecimiento económico desempleo es en unas economías mas 
elástica que en otras6. Esta diferente respuesta del mercado laboral juvenil a las crisis 
económicas hay que encontrarlas en factores estructurales de las distintas economías 
tanto en sus diferentes estructuras económicas como en sus diversos modelos de 
contratación laboral, negociación colectiva, sistemas de protección de desempleo, 
                                                 
5 Para ver un breve resumen de las causas del desempleo en España, ver Monereo Pérez, J. L et 
al..”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las 
políticas públicas y derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 36. 
6 Según datos del Banco de España la volatilidad de ocupados respecto al PIB  es en España 1,41 mientras 
en Francia es 0,7 o en Alemania 0,78 o en EEUU 0,71. 
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adecuación de la oferta educativa a las necesidades económicas, fomento de la 
investigación y el desarrollo en sectores punteros menos afectados por las crisis 
coyunturales (y un sinfín de factores relacionados con la sociología, la economía y las 
políticas de las diferentes sociedades que afecta a la manera en que se entiende por los 
mismos la interrelación entre ocio, empleo, bienestar social demandado de los poderes 
públicos). 
 
En el caso español nos encontramos con un modelo que desde finales de los 
setenta  opera con tasas de paro friccional mayores que las de nuestro entorno europeo y 
a su vez con tasas de paro juvenil altas, y además es destacable que ante tasas de 
decrecimiento económico similares a las que se producen en países europeos,  nuestro 
mercado laboral reacciona generando mayores niveles de paro, lo que demuestra que 
nuestro modelo es intensivo en mano de obra de poca capacitación frente a otros 
modelos de crecimiento económico más intensivos en capital y por tanto menos 
sensibles a la destrucción de empleo (y también a la creación del mismo en momentos 
de crecimiento económico) en tiempos de crisis. 
 
El hecho de que la destrucción de empleo sea en términos generales una 
consecuencia aceptada de las crisis económicas pero que desaparece con la vuelta del 
crecimiento económico, hace que en aquellos países como España donde los niveles de 
desempleo se mantienen altos incluso en momentos de altas tasas de crecimiento 
económico, sea necesario desarrollar tanto un sistema que de manera constante evalúe 
las diversas medidas que se implantan para bajar las tasas de desempleo. Los países en 
los que el desempleo desaparece en momentos de crecimiento económico no tienen la 
necesidad de desarrollar potentes sistemas de evaluación de políticas de empleo y como 
se verá después, de hecho en países con bajas tasas de paro no nos encontramos 
sistemas de evaluación avanzados, ya que al saber que sus economías regulan el paro 
con el crecimiento económico, ponen más énfasis en la protección del desempleo (como 
medida para paliar de manera temporal la situación necesidad en la que se encuentran 




2. El desempleo juvenil derivado de la crisis económica. El estallido de la burbuja 
inmobiliaria y sus efectos en el mismo. Dificultades que plantea a la evaluación 
de políticas de empleo.  
 
El nivel de empleo juvenil, con independencia de los factores de carácter 
económico educativo y social que afectan a su tasa de empleo, está relacionado con el 
nivel de empleo general que exista en un país. Nunca se va a encontrar a un país con 
bajas tasas de paro y altas tasas de paro juvenil ni viceversa. Por ello en la actual 
situación de crisis económica7, sin duda alguna, podemos establecer unas causas del 
desempleo derivadas de la propia crisis, con las características específicas que la misma 
ha tenido en España y entre las que podemos citar sin duda alguna la crisis del sector de 
la construcción y del inmobiliario que ha destruido desde el momento de mayor 
actividad económica en el mismo durante 2007 en torno a un millón de empleos. 
(tenemos que recordar que el sector económico que más empleo aportó durante los 
largos años de crecimiento económico entre 1995 y 2007 es  este sector). 
  
Además, el enorme crecimiento del sector inmobiliario y constructor de estos 
años, ayudó en gran manera a disminuir el desempleo juvenil ya que este sector se 
convirtió en un enorme demandante de empleo juvenil cualificado a través del sector 
auxiliar de la construcción fabricante de materiales para la construcción, como 
demandante de empleo de baja cualificación en trabajos que requerían aptitudes físicas 
pero escasa preparación. Este sector  se convirtió en una auténtica mina de empleo para 
perfiles de jóvenes que abandonaban el sistema educativo sin a veces obtener poco más 
que el graduado escolar que se veían atraídos por el empleo rápido que ofrecía este 
sector y muy bien remunerado, ya que la intensa demanda de empleo que generaba, 
hacía crecer los salarios de los mismos con independencia de su nivel formativo. Se 
debe recordar que la construcción generó tal demanda de empleo no cualificado que 
incluso fue uno de los sectores que acogieron a muchos de los emigrantes que entraron 
en España aquellos años y que vieron en un sector de la construcción8 ávido de 
trabajadores sin cualificación para algunas tareas, una posibilidad de empleo en España; 
                                                 
7 Desde el año 2008 el PIB español ha caído un 7,4% en términos reales, frente a una caída del 3% del 
PIB de los países de la Unión Europea. Fuente eurostat.  
8 El sector de la construcción llegó a suponer en el 2006 el 10,8% del PIB español sin contar las 
actividades auxiliares industriales y de servicios que podían llevar el mismo a casi el 21,9% y los 
ocupados eran el 13,8%, mientras que tras la crisis del sector su aportación al PIB es el 10,8% y se calcula 
que se ha perdido en torno a 1000000 de empleos el sector. Elaboración propia con datos de INE: 
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y que como consecuencia de esa necesidad imperante de trabajadores, no siempre hacía 
demasiadas preguntas respecto al grado de legalidad de la situación de estos 
trabajadores en España. Además, el enorme volumen de economía sumergida y de 
dinero no declarado generado por el sector de la construcción, favoreció la contratación 
con pago en mano sin ningún tipo de alta en la Seguridad Social como vía de 
abaratamiento de costes. Esta enorme necesidad de contratación de trabajadores para 
atender las necesidades de la construcción afectó  también al sector agrícola, también 
demandante de trabajadores temporeros con baja cualificación y que se vio afectado por 
la euforia en el sector inmobiliario, en el sentido de que muchos de los trabajadores del 
campo decidieron trabajar en el sector de la construcción que pagaba salarios mucho 
más altos que el agrícola. La necesidad de trabajadores con baja cualificación,  fue una 
de las causantes de las regularizaciones extraordinarias de emigrantes del 20069 como 
vía para legalizar enormes bolsas de trabajadores extranjeros10 que, al menos entonces, 
gozaban de cierta estabilidad económica en la economía sumergida. 
 
La llegada de la crisis al sector de la construcción desde 2007 y 2008 comenzó a 
generar rápidamente y según las última obras en construcción iban finalizando, grandes 
bolsas de trabajadores en desempleo. Entre ellos abundaba mano de obra juvenil que 
salían de un sector en el que habían prestado servicios durante muchos años, sin tener  
ningún tipo de cualificación en muchos casos, ya que, ni siquiera muchos de ellos tenían 
ni los certificados de acreditación profesional por experiencia laboral, ni tenían muchos 
de ellos, poco más que estudios primarios o de Enseñanza  Secundaria Obligatoria 
(ESO). Por otra parte el hecho de haber estado trabajando con altos sueldos en 
proporción a la formación que tenían les había permitido desarrollar un nivel de vida 
muy elevado, en relación con aquellos que disfrutaban muchos jóvenes que habían 
seguido formándose en la universidad o en otros sectores económicos que no sufrieran 
un enorme crecimiento en las retribuciones. Esto sin duda alguna, dificultaba la 
                                                 
9 Con la llegada de la crisis, fueron precisamente los trabajadores extranjeros, los que primero sufrieron e 
desempleo al estar empleados muchos de ellos en el sector de la construcción, en marzo de 2013 según 
datos de la EPA, el 39,2% de los no españoles estaba en el paro. 
10 El derecho a trabajar, tal y como viene configurado en el artículo 35.1 CE, reconoce el derecho  trabajar 
sólo a los españoles, lo que constituye una preferencia de los españoles para acceder a puestos de trabajo 
en caso de escasez de los mismos; ahora bien, una vez que mediante las oportunas autorizaciones de 
residencia que establece la Ley Orgánica de Derechos y Deberes de los extranjeros en España, los 
extranjeros regularizan su situación, los mismos pueden acceder a un empleo en España en las mismas 
condiciones que un nacional. STC 107/1984, de 23 de noviembre (RTC 1984, 107). 
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reinserción laboral,11 en tanto a que sólo tenían experiencia profesional en un sector que 
era más que obvio que en muchos años no iba generar una demanda de empleo 
suficiente para dar trabajo ni a una parte de esos trabajadores;  además cualquier intento 
de reciclaje laboral iba a pasar por reducir considerablemente el nivel salarial de estos 
trabajadores con la disminución de nivel de vida que ello iba generar y los problemas 
tanto económicas. Entre estos problemas, el no poder acometer el pago de hipotecas que 
muchos de estos trabajadores habían firmado para comprar unas viviendas que, a su vez, 
comenzaban a perder valor por el crack inmobiliario, comenzó a crear la enorme bolsa 
de morosidad asociada a la crisis del sector que desembocaría en la crisis bancaria 
posterior.  
 
Otro de los problemas sociales que el aumento del desempleo generaba entre 
jóvenes trabajadores que habían pasado gran parte de su vida en el sector de la 
construcción, era que habiendo accedido a un status de adultez con las 
responsabilidades y cargas familiares que ello implicaba, el desempleo, sin duda, truncó 
el desarrollo de unas vidas que ya consideraban en parte consolidada gracias al empleo 
en el sector constructor.  
 
Los poderes públicos hay que reconocer que reaccionaron a este desempleo 
derivado del sector de la construcción. Aunque jamás se previó por los mismos la 
intensidad que la crisis iba a tener en este sector, si es cierto, que ya antes de la crisis 
había voces que alertaban del excesivo peso del sector de la construcción en el conjunto 
de la economía española y del peligro que una desaceleración podría causar en el 
empleo. Además en los primeros estadios de la crisis, fue este sector el que generó de 
manera unilateral desempleo, ya que en un primer momento, el sector servicios, (tanto 
en una Administración pública que seguía generando empleo como en el sector 
privado), salvo el relacionado con el sector auxiliar de la construcción, mantuvo una alta 
tasa de empleo. Esta característica de las primeras oleadas de desempleo generadas por 
la crisis, incidió en que desde la Administración se diseñaran una serie de programas 
que los servicios públicos de empleo tenían que poner en funcionamiento orientados al 
reciclaje de trabajadores provenientes del sector de la construcción hacia otros trabajos 
que se consideraban afines, como el sector de obra pública que aún no se había visto 
                                                 
11 A junio de 2013, 1047.400 personas llevan en desempleo más de tres años frente a los 216800 que 
había en 2007 según datos del INE. 
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afectado por estrecheces presupuestarias y que, de hecho, recibió cierto impulso por las 
Administraciones como medida anticrisis de fomento del gasto público; además 
también se intentó desde las mismas, potenciar ciertos sectores como el de cuidado de 
bosques12 y se pretendió fomentar también la restauración y rehabilitación de viviendas 
en cascos antiguos de la ciudad, ante la creencia inicial de que la crisis del sector 
inmobiliario sólo iba a afectar a la construcción en la costa y en otros sitios turísticos, 
donde se había construído mucho, pero que la demanda de vivienda habitual en el 
centro de las ciudades se iba a mantener, así como los precios que la misma tenía en  
2008. 
 
La realidad y la intensidad de la crisis llevaron al traste de estos planes; primero 
porque la crisis comenzó a partir de 2009 a extenderse a otros sectores como 
consecuencia de la crisis económica internacional, que afectó a sectores exportadores de 
la economía española, y segundo, por los efectos que el aumento del desempleo tuvo en 
el consumo interno así como en la restricción al crédito que empresas no relacionadas 
con el sector de la construcción13 comenzaron a tener a partir de 2009. Por otra parte los 
sectores que en principio tenían que ser los acogedores de parte de estos trabajadores 
entraron también en su propias crisis. Así el sector de construcción de obra publica se 
comenzó a ver ya muy seriamente afectado a partir del 2010 cuando las 
Administraciones ante las primeras dificultades de financiación de los enormes déficit 
públicos, generados desde 2008, se vieron obligados a disminuir gasto en 
infraestructuras. Otros sectores como el del cuidado de bosques, también se vieron 
afectados por las estrecheces presupuestarias y el sector de rehabilitación de vivienda 
habitual también entró en crisis ante la realidad puesta en manifiesto a partir del 2009 
que este nicho del sector inmobiliario no se iba salvar de la caída de precio generalizada 
del sector inmobiliario en España. 
 
A partir de 2009 el desempleo juvenil generado como consecuencia de la crisis 
cada vez se ve menos recluido al generado por la crisis inmobiliaria y se unen a la 
                                                 
12 El Gobierno andaluz aprobó en 2012 un fondo de 200 millones de euros para la limpieza de bosques, 
rehabilitación de viviendas y obras en colegios. 
13 La producción industrial en España ha caído un 30% desde 2007 según datos del Banco de España, de 
tal manera que el sector industrial constituye en la actualidad un 13% del PIB español frente al 17,4% que 
pesaba en el mismo en 2001, mientras por ejemplo en la Unión europea, supone de media un 16%. 
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generación de desempleo en el mismo todos los sectores14. Así después del sector de la 
construcción comenzaron a generar desempleo el sector industrial y el turístico, y en 
una siguiente fase, se les unió el sector servicios, especialmente el desempleo femenino, 
que en unas primeras fases de la crisis había aguantado muy bien al estar la mujer en 
general subrepresentada en el sector de la construcción15. Por último, y ya en una última 
fase en la que nos encontramos, está siendo el sector público16 el que se está uniendo a 
la destrucción de empleo, como consecuencia de los recortes generalizados que están 
acometiendo las Administraciones en prácticamente todas las partidas presupuestarias. 
 
La crisis económica ha afectado también a las modalidades de contratación 
utilizadas para la contratación de jóvenes17. Así debido a que en un primer momento la 
destrucción de empleo se concentró en el sector de la construcción donde abunda la 
contratación temporal, y a que las empresas como estrategia para reaccionar frente a la 
crisis y para abaratar costes, optaron por despedir en un primer momento a trabajadores 
temporales con indemnizaciones de despido más bajas,  ha conllevado como efecto de la 
crisis que la ratio de temporalidad haya disminuido con el paso de la crisis de un 33% a 
un 25%; pero sin que como se ve sea derivado de una promoción de la contratación 
indefinida sino más bien por la intensa destrucción de empleo temporal. El empleo 
temporal siempre ha sido el más sensible a los cambios de ciclo económico. El hecho de 
ser el que tiene costes más bajos de despido en nuestro modelo de contratación laboral, 
hace que sea el primero en acusar las crisis pero también, debido a las incertidumbres 
que en los estadios iniciales de las recuperaciones se producen, son las que  se producen 
en un primer comento, como nuevamente está mostrando los datos de empleo que están 
apareciendo desde el primer trimestre de 2014. 
 
                                                 
14 El desempleo en España distribuido por sectores se reparte de la siguiente manera: 261500 
desempleados en la agricultura, 215600 en la industria, 256000 en la construcción, 1481000 en el sector 
servicios y perdieron su empleo hace más de un año 2868900 y que buscan su primer empleo 539600, 
según datos de la EPA del 2º trimestre de 2014. 
15 La evolución de la tasa de desempleo juvenil en España desde el inicio de la crisis en 2008 ha sido por 
años la siguiente: 25% a  finales de 2008, 37%% en 2009, 41% en 2010, 46% en 2011, 53% en 2012 y 
55% en 2013 y 53,1% a mediados de 2014. 
16 Según datos de la EPA en junio de 2014 había 2929500 empleos públicos. 
17 Según un informe de la Fundación 1º de Mayo, el empleo juvenil, entre 16 y 29 años considera este 
informe, en España ha caído entre 2008-2012 en 1,9 millones de personas lo que representa el 67% del 
total de población activa que ha perdido un empleo en ese periodo.  
Rocha Sánchez, F. (2012), “El desempleo juvenil en España, situaciones y recomendaciones políticas”, 
Fundación 1 de Mayo, Informe 50.   
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3. El desempleo juvenil estructural en España. El desempleo estructural como 
objeto principal de la evaluación de las políticas de empleo. 
 
3.1. Origen del mismo desde la década de los ochenta. 
 
El desempleo juvenil en España desde la crisis de los años setenta siempre ha 
tenido unas tasas bastante mas elevadas que en el resto de Europa18. Así frente a la tasa 
de desempleo juvenil para menores de 25 años de un 20% de media, en España19 esta 
tasa siempre ha estado en torno a un 30%20 incluso en los momentos de mayor 
crecimiento económico y menos desempleo, así por ejemplo en junio de 2007 cuando se 
registró la tasa de paro más baja en España de todo el ciclo económico, la tasa de paro 
juvenil para menores de 25 años no bajó del 25%. Este hecho convierte al desempleo 
juvenil en algo más que un fenómeno consecuencia de la crisis económica,21 y  por 
tanto, la mera superación de la crisis sin otro tipo de cambios, no es esperable que pueda 
solucionar el problema del desempleo juvenil. No obstante, hay que recordar como 
elemento estructural que influirá en  la evolución de la tasa de desempleo juvenil  es  la    
pirámide demográfica española que está bastante envejecida. La bajada más que notable 
en la entrada de futuras cohortes de jóvenes en el mercado laboral activo,hace que  sea 
probable que cuando se produzca y recupere el crecimiento económico, la tasa de 
desempleo juvenil mejore, como de hecho así se creía antes de esta crisis económica, de 
una manera rápida pero no por mejora en la creación de empleo para jóvenes sino por la 
reducción de la población activa en edad joven. De hecho ante la bajada ya considerable 
de la tasa de paro juvenil que se estaba produciendo hasta 2007, se pensaba que sí 
continuaba el crecimiento económico para 2015 habría un déficit más que notable de 
trabajadores en España. Este crecimiento no se produjo y la tasa de desempleo cayó a 
los niveles cercanos a un 60 % en algunas provincias de España. No obstante si se 
                                                 
18 Las tasas de paro juvenil en la Unión Europea zona Euro se han mantenido más estables desde el inicio 
de la crisis, así desde 2008 en que la tasa se situaba en el 16%, se ha pasado a un 23% en 2013 y en la 
UE-27 ha pasado del 15% al 22%.. 
19 Las tasas del desempleo en España por tramos de edad según el INE son las siguientes: entre 16-19 
años la tasa de desempleo es el 71,45%, entre 20-24 el 48,06%, entre 25-29 el 31,17%, entre 30-44 el 
22,72%. Entre 45-54 el 19,8% y más de 55 años 16,49%. 
20 La tasa de desempleo general también se ha situado siempre por encima de la media europea, así desde 
1980 hasta 2010, la tasa media de desempleo se ha situado en torno al 14,5% frente al 8,5% de la UE-15 y 
ello pese que el PIB ha crecido en España a una media del 2,6% frente a l 2,2% del la UE-15 o el 2,1% 
del área euro. 
21 La presencia de un paro estructural y endémico ha generado una transformación del derecho laboral 
para ser cada vez más un derecho de la actividad profesional, que tiende a favorecer la empleabilidad en 
un contexto de flexibilidad, cambios y movilidad profesional. 
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compara la tasa de desempleo de España con la de otros países de Europa22 y sobre 
todo, su evolución durante la crisis, se puede apreciar que su aumento aunque 
considerable, no ha sido comparable a la desastrosa evolución que la misma ha tenido 
en España.  
 
A la hora de buscar razones para esta alta tasa de paro juvenil que España sufre 
desde hace ya muchas décadas se pueden dar razones muy diversas que pueden 
analizarse, así como las diversas soluciones que los poderes públicos han diseñado para 
resolverlas. Por otra parte, es importante destacar que el fenómeno del desempleo 
juvenil no se producía antes de la crisis de los setenta, donde la inserción laboral de los 
jóvenes se producía a edades tempranas; si bien, probablemente, a costa de unos niveles 
de cualificación bajísimos ya que muchos jóvenes accedían al mercado laboral sólo, y 
no siempre, con el graduado escolar.  
 
Las razones estructurales que se dan para explicar la alta tasa de desempleo juvenil 
en España son: 
 
Primero, la desconexión entre el sistema educativo y las necesidades formativas de 
nuestro tejido empresarial. Esta explicación, aducida especialmente por los empresarios, 
se refiere a la orientación  poco práctica de muchos de los estudios ofertados por el 
sistema educativo, al mismo tiempo que se aduce que la actualización de los estudios 
ofertados a las necesidades de las empresas es muy lenta, lo que aumenta los costos de 
adaptación de estos trabajadores jóvenes a la empresa. En términos generales hay dos 
orientaciones alegadas por los estudiosos del sistema educativo, con relación a este 
tema. Una primera que aduce que si se especializan demasiado los estudios, el joven 
pierde un carácter generalista de la formación23 y por otra parte no hay posibilidad de 
saber en que puesto de trabajo va desarrollar exactamente el joven su carrera 
profesional; esta previsión era tan sólo posible en las antiguas escuelas de artes y oficios 
que formaban en sus talleres a los jóvenes que luego accedían a sus fábricas. Hoy en día 
                                                 
22 Dentro de los países de la Unión Europea durante la crisis ha habido evoluciones muy diferenciadas, así 
Grecia ha pasado de una tasa de desempleo juvenil del 22% en 2008 al 55%, en Portugal del 21% al 
37,7%, en Italia del 21% al 35%, en Francia del 19% al 24% en el 2013. 
23
 “La necesidad del cambio educativo para la sociedad del conocimiento” de José Ginés Mora. Revista 
Iberoamericana de educación- Número 35. 
http://www.rieoei.org/rie35a01.htm 
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este modelo ha desaparecido y  prácticamente ya son muy  pocas las empresas que 
tienen escuelas de formación con programas formativos que duren años y con alumnos 
seleccionados en su juventud. La otra opción es enfocar los estudios con un carácter 
eminentemente práctico; pero en un mundo económico tan cambiante en el que nos 
movemos, el contenido de los puestos de trabajo cambia a una mayor velocidad que lo 
podían hacer en la época de las escuelas de taller y oficios y ésto implica que además 
nos encontramos con que los conocimientos caducan más rápidamente que antes y por 
lo tanto es necesario formar en competencias y habilidades para aprender, sin perjuicio 
de poner al alcance del trabajador y del desempleado los medios para reciclar los 
conocimientos. Este contexto económico tan cambiante, dificulta aun más el determinar 
un contenido muy especializado de los estudios diseñados para los jóvenes. 
 
Un segundo elemento que se aduce como causa de las altas tasas de desempleo 
juvenil son los altos costes de contratación y de despido de jóvenes recién contratados. 
El periodo de prueba, sin perjuicio de lo que regulen los convenios según el artículo 14 
del Estatuto de los Trabajadores, es de dos meses para no titulados y de seis para 
titulados. Este periodo es considerado escaso por los empresarios que creen necesario 
un periodo mayor de prueba. Por otra parte no se establece con carácter general un 
salario inferior por el hecho de ser joven o de acceder  a un puesto de trabajo siendo 
primerizo. El trabajador joven cuando accede al empleo, es clasificado en un grupo 
profesional y cobra en función a esta clasificación, sin que haya un menor salario, 
siendo acreedor de todos los complementos que pudieran corresponderle por el puesto 
que ocupa, salvo obviamente la antigüedad que aún no ha devengado. Este alto coste de 
contratación de jóvenes es rechazado por muchos autores y por los sindicatos, 
aduciendo que existen fórmulas de contratación como el contrato en prácticas o el 
contrato de aprendizaje que disminuyen el coste salarial del trabajador joven; todo ello 
sin contar además con las amplias subvenciones a la contratación que existen 
especialmente para este colectivo. Además, es destacable que en términos generales está 
la capacidad que el Estatuto de los trabajadores otorga a la negociación colectiva de 
regular periodos de prueba diferente del fijado en el Estatuto y que no ha sido utilizado 
salvo en convenios de empresa, con lo que la mayor flexibilidad para las empresas en la 
determinación de un periodo de prueba diferente esta facultad, en principio, otorgaría. 
Ni los contratos subvencionados ni la fórmula del contrato de aprendizaje o en prácticas, 
en sus muy diferentes formatos, han tenido un éxito destacable en lograr bajadas 
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apreciables en las tasas de desempleo; de hecho, incluso en momentos de crecimiento 
económico ha sido la utilización profusa del contrato temporal o de la conversión 
bonificada a fijos de los mismos, la fórmula a través de la cual los jóvenes han accedido 
al mercado laboral. En un punto posterior se trata el tema de las dobles escalas 
salariales, que si bien no están directamente orientadas a abaratar el coste de la 
contratación de jóvenes, sí provoca un efecto similar, en cuanto separa a partir del 
momento del acuerdo dentro de la empresa, los salarios de los trabajadores en plantilla 
antes de la doble escala salarial y de los que entren con posterioridad al mismo. 
 
En cuanto a la alta indemnización de despido de un joven que es tasada en los 
mismos términos de despido de cualquier trabajador, hay que decir que, sin entrar en el 
efecto más o menos disuasorio que la indemnización puede tener en la contratación de 
un trabajador sea joven o no, este efecto desaparece en la contratación temporal, que 
queda reducida a once días, con lo que si bien el efecto desincentivador por la alta 
indemnización de despido puede estar justificada en la contratación indefinida, no lo 
está en el caso de la contratación temporal. 
 
El desempleo estructural es el objetivo esencial de las políticas de fomento del 
empleo, ya que el desempleo coyuntural es temporal y no requiere medidas activas de 
fomento del empleo juvenil, sino que las medidas de reactivación económica generarán 
el desempleo destruido por el ciclo recesivo. El desempleo estructural que necesita 
medidas de fomento del empleo para modificar esas condiciones que plantea el modelo 
económico y laboral,  es al que van dirigidas las mismas y las que deben ser objeto de 
evaluación en cuanto a su eficacia. Estos sistemas de evaluación de medidas de fomento 
del empleo, mientras se mantenga ese desempleo estructural, deben  integrarse en el 
Sistema Nacional de Empleo y, por lo tanto, cualquier diseño de política de fomento del 
empleo tanto para el colectivo juvenil como para cualquier otro colectivo, debe 
incorporar la aplicación de un modelo de evaluación para detectar su eficacia - así como 
las mejoras que puedan introducirse en dichas políticas de fomento del empleo y en el 
propio sistema de evaluación-. 
 
3.2. La opacidad del mercado laboral juvenil en España y las dificultades 
metodológicas que genera a la evaluación estadística de las políticas de 
fomento del empleo. 
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Uno de los aspectos más criticados por los jóvenes dentro de sus dificultades de 
acceso al mercado laboral es la opacidad del mismo, entendiendo por tal la poca 
publicidad que tienen la mayoría de los puestos de trabajo en España, y muy 
especialmente aquellos de mayor potencial profesional.  
 
En nuestro país, una de las vías a través de las cuales se accede con mayor 
frecuencia a un empleo es través de redes sociales, entendidas éstas como contactos, 
amigos, familiares, etc. Esta vía que está presente en todos los países, es utilizada con 
mayor frecuencia en España que en otros Estados de nuestro entorno, donde los canales 
oficiales tienen un mayor predicamento24. Esta forma de acceso al mercado laboral tiene 
como inconveniente principal que lesiona el principio de igualdad material en el acceso 
a un puesto de trabajo, pero que se debe recordar que sólo está legalmente 
constitucionalizado en lo referido a los puestos públicos donde, según nuestra 
Constitución, los principios de mérito y capacidad deben regir el acceso a la función 
pública. Así como en la medida en que se incida en cualquier contratación en alguna 
discriminación por  razón de raza, sexo, religión u otras de las establecidas en el artículo 
14 de la Constitución y desarrolladas profusamente por la jurisprudencia de los 
tribunales. No obstante, salvaguardando estas discriminaciones prohibidas en los 
procesos de selección25, el empresario, en ejercicio de la libertad de contratación que le 
viene reconocida como parte de la libertad de empresa expresada constitucionalmente 
en el artículo 38,26 y de la que deriva el poder de organización de los medios materiales 
y personales recogida27 en el artículo 2 del Estatuto de los Trabajadores, tiene derecho a 
                                                 
24 No obstante, cada vez son más frecuentes en los convenios, la aparición de cláusulas que controlan 
procesos de selección para garantizar el principio de igualdad y oportunidades o el establecimiento de 
limitaciones a la libertad de contratación del empresario en los procesos de selección, garantizando su 
publicidad. 
25 La Ley de Empleo de 2003 en su artículo 22 establece la posibilidad de que en los procesos de 
selección que puedan afectar a colectivos con especiales dificultades de inserción laboral, los servicios 
públicos puedan contar con entidades colaboradoras especializadas, lo que supone una tutela de los 
servicios públicos de empleo en los procesos de selección de estos colectivos en colaboración con estas 
entidades. 
26 La libertad de empresa está en relación en nuestro modelo con la intervención del Estado en la 
actividad económica del 128 CE y garantiza al empresario un margen de autonomía pero no absoluta y 
que viene limitada por razones de interés social o general, que en el campo de la contratación laboral se 
manifiesta, en la subordinación de esta cuando choca con bienes jurídicos fundamentales protegidos por 
la Constitución, como ha dicho el TC, la libertad de empresa es “el derecho de iniciar y sostener en 
libertad la actividad empresarial, cuyo ejercicio está disciplinado por normas de muy distinto orden.”STC 
83/1984, de 24 de julio (RTC 1984, 83). 
27 Ver para este tema”Límites a la libertad de empresa y derechos fundamentales inespecíficos del 
trabajador. Olarte, Sofía. Facultad de Derecho. Universidad de Granada, núm. 2, 1999, Págs. 263 y ss. 
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contratar a la persona que estime oportuna con los criterios28, - o incluso ninguno- que 
estime convenientes. Es por ellos que no son recurrribles ante los tribunales procesos de 
selección en los que no haya habido publicidad ni igualdad de acceso a los mismos por 
parte de todos aquellos a quienes pudiera haberles interesado el puesto29.  
 
Los efectos de esta vía de acceso privada a los puestos de trabajo son evidentes ya 
que las relaciones sociales que posea la persona que busca trabajo inciden directamente 
en la posibilidad de encontrar empleo; y cuanta mayor categoría, salario o importancia 
tenga, más difícil es su acceso para personas que, aunque preparadas, no pertenezcan -
ellos o su familia- a ese núcleo social o esfera de poder30. Otro efecto de esta modalidad 
de acceso al mercado laboral es que reincide de nuevo en la importancia del círculo 
social asociado a la tenencia de un determinado nivel formativo. En el acceso al  
mercado laboral la tenencia de un determinado nivel formativo, que en esos momentos 
es accesible por amplias capas sociales ya que los programas de becas implementados 
estos años, ha hecho que la carencia de medios económicos no sea un obstáculo para  
llegar a los más altos niveles formativos. No garantiza un puesto de trabajo acorde a ese 
nivel educativo pero sí permite el acceso a un círculo social de alta cualificaciòn que 
facilita en muchas ocasiones el acceder de manera privada a determinados puestos de 
trabajo que no se ofrecen al mercado laboral de manera pública. Otro efecto que 
también se puede considerar es la pérdida de importancia que los canales formales de 
búsqueda de empleo generan en la misma, ya que, según datos de estudios sobre acceso 
al mercado de trabajo, el 80 por ciento de las ofertas de empleo no son públicas, con lo 
que la gestión de ofertas que puedan aparecer en portales de empleo de Internet, 
                                                 
28 En España son muy pocas las normas que han impulsado medidas limitadoras de la libertad de 
contratación, salvo las cuotas a favor de discapacitados que determina la Ley de Integración Social de 
minusválidos o las exigencias de paridad de género de la Ley de Igualdad de oportunidades entre el 
Hombre y la Mujer de 2007, las limitaciones a la discriminación en el caso de que pudieran ser 
demostradas algo nada fácil, sólo garantizarían la obligación del cese de esos comportamientos pero no la 
exigencia de contratación a personas de un colectivo determinado. 
29 La Unión Europea en el Libro Verde para el Fomento de la Responsabilidad Social de las empresas en 
2000, abogaba por códigos éticos a favor de igualdad de oportunidades, inclusión social y desarrollo 
sostenible, muy especialmente con colectivos pertenecientes a grupos con dificultades de inserción social 
y laboral (Com, 2001, 366 final). 
30 Algunos países, sí regulan de alguna manera el proceso de reclutamiento; así la Ley de 31 de diciembre 
de 1992 en Francia, avanza algunas normas obligatorias en el estos procesos previos a la contratación 
como la limitación de indagar en el currículo del candidato sólo lo imprescindible para evaluarle de cara 
al puesto de trabajo (recientemente en EEUU se ha planteado la intromisión de las empresas al exigir en 
procesos de selección análisis incluso de ADN para conocer posibles futura enfermedades del candidato) 
así como la obtención de información nueva por vías legales y la Ley de Igualdad, en ese país, garantiza 
el currículo vitae anónimo en la fase de reclutamiento para evitar discriminaciones en la medida de lo 
posible. 
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anuncios en prensa o en bolsas de empleo, como las propias de los servicios públicos de 
empleo, es muy minoritaria en comparación con la oferta de empleo informal. Por 
último, otro efecto que se puede referir es, sin duda, cierta sensación de desgana que 
puede cundir entre los demandantes de empleo en tanto a que si ven que el factor que 
más índice en sus posibilidades de encontrar un empleo son los contactos que puedan 
tener, quizás acaben considerando que otros elementos como la formación, son menos 
importante, con las consecuencias que en su crecimiento profesional pueden sufrir. 
 
En el caso de la contratación de un joven por un empresario, estos efectos se ven 
aumentados por cuanto que debido a la poca o nula experiencia laboral que el mismo 
tiene, hay una mayor incertidumbre en la valía del joven, y de la que el empresario 
intenta salvaguardarse optando por alguien conocido de quien, por lo menos, tenga 
referencias personales. Además se debe tener en cuenta que la mayoría de las empresas 
españolas carecen de servicios propios de recursos humanos en el área de selección de 
personal, con lo que no tienen medios técnicos para aplicar pruebas de selección de 
personal a jóvenes sin experiencia, las cuales requieren unos conocimientos técnicos en 
psicología y administración de pruebas como test de selección, entrevistas por 
competencias, dinámicas de grupo etc. Esta limitación mueve nuevamente a la mayoría 
de los empresarios a contratar a jóvenes a los que conozcan personalmente antes que 
realizar un proceso de selección público, que queda limitado a grandes empresas con 
medios personales y materiales para tal fin. Esto genera que estos procesos de selección 
públicos de grandes empresas para puestos para jóvenes sin experiencia, sean muy 
concurridos y se convierta en una tarea muy difícil e ingrata conseguir un puesto de 
trabajo mediante esta vía de selección de personal. 
 
 La importancia de los métodos privados en el acceso al mercado laboral dificulta 
la evaluación de la eficacia de las políticas de fomento del empleo, puesto que esta 
modalidad de acceso al empleo supone que en el acceso al puesto de trabajo no ha 
habido en términos generales competencia entre candidatos. Las políticas de fomento 
del empleo pretenden mejorar la empleabilidad de sus destinatarios, sea mediante un 
perfeccionamiento en su capacitación profesional o bien con fórmulas de contratación o 
bonificación que disminuyan los costos de contratación del trabajador. El hecho de que 
un trabajador acceda a un puesto de trabajo mediante métodos no competitivos, rompe 
la relación causal entre el fin que se pretende de las políticas de fomento de empleo y la 
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contratación, en tanto a que en este caso, ya no es posible atribuir la elección de ese 
trabajador por el empresario a estas políticas ya que si bien las cualidades del trabajador 
han podido ser las razones que explican su elección por parte del empresario, también es 
cierto que pueden haber entrado otro tipo de consideraciones de tipo personal y 
subjetivo difíciles de evaluar. Por otra parte el hecho de que, – y obviamente- las 
elecciones de trabajadores hechas por el empresario al margen de procesos públicos y 
competitivos, no impiden que estos contratos puedan acogerse a las bonificaciones y 
demás beneficios establecidos por la legislación. Esta ruptura del nexo causal entre 
elección de un trabajador y políticas de fomento del empleo impide determinar en que 
medida un determinado número de contrataciones se debe a las bondades de dichas 
medidas con lo que queda muy dificultada la evaluación de las mismas. Hay que decir 
que esta dificultad no tiene solución, puesto que es imposible hacer constar en el 
contrato las razones por las que el empresario ha optado por ese trabajador porque como 
más adelante se explicará, el empresario goza de libertad de contratación con el único 
limite de la no discriminación por razones de sexo, raza, religión y otras que vulneren 
principios y valores constitucionales. Fuera de estos el empresario es libre de establecer 
los criterios de selección  que estime oportunos, así como también el derecho a no 
establecer ninguno. Se puede favorecer el uso de sistemas públicos de acceso al empleo 
que permitan una concurrencia y acceso por criterios de mérito pero salvo en el ámbito 
público, donde dichos principios de mérito y capacidad, sí tienen protección en la 
Constitución Española, en el ámbito privado, el empresario es libre del uso de dichos 
criterios en los procesos de selección. 
 
4. El fracaso escolar en España como indicador de evaluación de la eficacia de 
políticas de educación. 
 
A la hora de estudiar el desempleo juvenil es necesario hacer mención a uno de 
sus elementos más característicos y que más nos diferencia del resto de Europa,31 y es la 
alta tasa de fracaso escolar32 que está asociada a las elevadas tasas de desempleo juvenil 
entre jóvenes que no tienen una mínima formación básica. Se entiende por fracaso 
                                                 
31
La reducción del fracaso escolar ha sido también objeto de preocupación por las Instituciones europeas; 
así  título de ejemplo se puede ver la Recomendación de Consejo para reducir el abandono escolar 
prematuro de 28 de junio de 2011 (DOC 191. 1.7.2011). 
32 Un 23,5% de los jóvenes había abandonado prematuramente los estudios frente al 11,9% en la Unión 
Europea. Datos de Eurostat. 
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escolar la no superación por los jóvenes de un grado mínimo de escolarización que 
garantiza al alumno la adquisición de una serie de conocimientos y habilidades mínimas 
necesarias para poder desenvolverse con una cierta capacitación en la vida laboral e 
incluso personal.  En España, después de la reforma de 2002 se entiende que este nivel 
académico mínimo está en la Enseñanza Secundaria Obligatoria ESO hasta los 16 años. 
Este aumento progresivo de la escolarización mínima está relacionada con la 
Constitución Española donde se garantiza el derecho de educación y una escolarización 
mínima, y así  los sucesivos gobiernos la han ido aumentando hasta los 16 años actuales 
que coinciden con el final de la ESO.  
 
Hay que tener en cuenta que el fracaso escolar no viene determinado por no 
alcanzar un nivel de estudios de cierta cualificación, sino por no alcanzar ni el mínimo 
que la sociedad de cada momento determine como indispensable, no pudiendo 
equiparase este mínimo indispensable a la antigua tasa de analfabetismo en tanto a que 
el nivel mínimo exigible en el sigloXXI no puede ser el mismo exigido a mediados del 
siglo XX, donde sólo se exigía saber leer y escribir para salir de ese umbral de 
analfabetismo. De hecho hasta mediados de los años 60 era muy normal acceder al 
mercado laboral con un nivel bajo de cualificación profesional que en ningún modo 
puede asimilarse a la de fracaso escolar actual. La tasa de desempleo juvenil está 
relacionada con el fracaso escolar en cuanto deja a una serie de jóvenes fuera 
directamente del mercado laboral por no acceder ni a ser población activa por no poder 
ni plantearse el buscar un puesto de trabajo, lo que los lleva a situaciones en muchos 
casos de marginalidad, ya que el fracaso escolar se concentra en las clases sociales más 
pobres o los deja a poder acceder sólo a puestos de trabajo donde se valoren sólo las 
aptitudes físicas y que por lo tanto con la edad dejarán de ser candidatos a los mismos.  
 
Los diferentes gobiernos, como se verá, siempre han intentado acabar con este 
fracaso escolar33 por este doble peligro que conlleva y han sido múltiples los planes que 
                                                 
33 El fracaso escolar ha sido uno de los primeros problemas abordados en los Planes Nacionales de 
Inclusión Social obligatorios desde la Estrategia de Lisboa y que tenían dos años de duración; así en las 
Directrices de empleo 2003-2005 ya figura como objetivo el disminuir para el 2010 la tasa de fracaso 
escolar al 10%.(Decisión 740/2004/CE  de 4 de octubre de 2004) y desde entonces los Planes Nacionales 
de Reforma que han sustituido a los PNAE siempre los han incluido entre los objetivos en materia de 
empleo juvenil (así en el PNR de 2005-2008 se incluye en el eje 9 el objetivo de reducir la tasa de 
desempleo juvenil en un 15%, incluyendo medidas de fomento y estabilidad del empleo juvenil) sin 
perjuicio de que hasta el 2013, en verdad, no ha habido una intervención más directa de la UE en materia 
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se han implementado con un éxito razonable, aunque en sí nuestra tasa de abandono 
escolar sigue estando por encima de la de otros países europeos, Los programas, en 
general,34 siempre han pivotado alrededor de dos ideas: una retornar al joven al sistema 
educativo para que vuelva a través de programas especiales de reinserción como 
programas previos de cualificación inicial, y como segunda idea que estos programas 
compatibilicen una fase formativa especial con el aprendizaje de un oficio y la 
realización de prácticas en una empresa con un contrato de aprendizaje. 
 
Aunque el fracaso escolar ha repuntado algo por la crisis en general35 y aún 
seguimos por encima de otros países,  éste es uno de los problemas asociados al 
desempleo juvenil donde se han conseguido mayores éxitos36 dentro de lo que cabe37, y 
en general, hoy el fracaso escolar está más relacionado38 con situaciones de 
marginalidad extrema que como consecuencia de escasas posibilidades económicas 
                                                                                                                                               
de empleo juvenil, ya que hasta esa fecha, han sido todo directrices o recomendaciones que el país debía 
incluir en sus planes de empleo pero de cuya efectiva ejecución no se daban cuentas en Europa. 
34 La Unión Europea en el Consejo Europeo de marzo de 2006 fijó como uno de sus objetivos reducir el 
abandono escolar al 10% en 2010 y garantizar que el 85% de los menores de 22 años hayan 
complementado la enseñanza secundaria postobligatoria.  
35 En la EPA del IT2013, el 52% de los desempleados menores de 30 años no tenían educación secundaria 
y el 15’6% del total  no tenía estudios secundarios. 
36Según el estudio del  BBVA Sobre desempleo juvenil en España “el diferencial de tasas de desempleo 
juvenil por nivel educativo entre España y la UE15 ha sido permanentemente positivo y generalizado 
durante los últimos 15 años. Si bien los datos parecían sugerir –al igual que para el conjunto de la 
población activa- una convergencia durante el ciclo expansivo precedente, el deterioro del mercado de 
trabajo durante la crisis ha evidenciado que los jóvenes españoles, especialmente los menos educados, 
continúan teniendo mayores problemas de inserción laboral que sus homólogos europeos”. ”Desempleo 
juvenil, causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de estudios 
económicos del BBVA. Pág. 6. 
37 La tasa de abandono de jóvenes entre 16-24 años se situó en 2012 en el 24,9% cuando en 2005 se 
situaba en el 30,8% y en 2010 en el 28,4%. La tasa promedio de Europa es el 14,5% siendo Austria con 
un 7,9% y Suecia con un 8,5%, lo que tienen una tasa de abandono más baja. Los hombres tienen una tasa 
de abandono escolar del 28,8% frente a las mujeres que la tienen del 20,8% mientras que en Europa, la 
media de los 27, se sitúa en 14,5%, estando en otros países en el 27,1% en Portugal, 20,5% de Italia, 
13,7% de Grecia, 13,4% en Francia, 11,1% en Alemania. Fuente Eurostat, Instituto de Estudios 
Económicos. 
38 Según el estudio del  BBVA Sobre desempleo juvenil en España ”Desempleo juvenil, causas y 
soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de estudios económicos del 
BBVA. Pág. 5 “la tasa de desempleo juvenil apenas mostró diferencias por nivel educativo hasta finales 
de los años 90. Durante la primera mitad de la década pasada, mientras que los jóvenes con educación 
secundaria superior y terciaria vieron reducidas sus tasas de paro, la de aquellos que habían abandonado 
el sistema educativo se mantuvo por encima del 19,5%. Los efectos del abandono escolar temprano sobre 
la tasa de desempleo juvenil se han hecho patentes durante la crisis actual. Así, la tasa de paro de los 
jóvenes menos educados creció casi 30 puntos porcentuales (pp) entre 2007 y 2010 hasta situarse en el 
49,6%, 15,3pp mayor que la de aquellos que alcanzaron la segunda etapa de secundaria y 20,7pp superior 
a la de quienes obtuvieron una titulación universitaria”. 
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familiares.39El hecho de que el acceso al sistema educativo sea gratuito40, incide en que 
sean dificultades de aprendizaje lo que impida que el alumno obtenga la ESO, ya que en 
general, el sistema permite y potencia que el alumno, por mucha falta de habilidades 
que tenga, obtenga la escolaridad obligatoria. Otro tema sería, y no es objeto de esta 
investigación, el hecho del nivel de conocimientos que un alumno obtenga al acabar sus 
estudios obligatorios o el bachillerato y en el que diversos informes internacionales, 
como el informe41 PISA,42 determinan la carencia en conocimientos en matemáticas o 
en capacidad de lectura y su comprensión, que se detectan en algunos centros y en 
algunos alumnos dentro del sistema educativo español. La comparación de nuestro 
sistema educativo con otros europeos a los que somos parangonables, incide en muchas 
posibilidades de mejora en las capacidades de los alumnos, las cuales en un entorno 
competitivo como el nuestro, suponen una base esencial sobre la que poder desarrollar 
un sistema educativo superior y de formación profesional, competitivo e innovadora.   
 
En general, el fracaso escolar, necesita soluciones  que son más bien aportadas por 
los programas de inserción social, donde los servicios sociales tienen una mayor 
intervención que en soluciones que puedan ser aportadas por las políticas de empleo; sin 
perjuicio de reconocer el valor incuestionable que la inserción laboral tiene en la plena 
inserción social de las personas. Por ello, en muchos casos no pueda hablarse de una 
plena inserción social, si no existe una plena inserción laboral. No obstante, al tratar del 
                                                 
39 Según el informe “ El futuro comienza hoy” de la Fundación Adsis, el 18,4% de los estudiantes de ESO 
tiene carencias económicas severas en casa que marca sus resultados académicos, siendo los nacidos entre 
1997 y 2000 los más afectados.  
40 Bedard (2001) sugiere que ambos fenómenos están estrechamente relacionados. Utilizando datos de 
EE.UU., obtiene que tanto el nivel educativo de la población como las tasas de abandono escolar 
temprano son mayores en aquellas regiones en las que existen universidades. Este resultado se explica por 
la pérdida de valor de mercado de los estudios no superiores. Las mayores facilidades de acceso a la 
educación universitaria provocan que los estudiantes con habilidades intermedias ingresen en la 
universidad, lo que –a su vez- incentiva el abandono de aquellos con menores capacidades ante la 
imposibilidad de hacerse pasar por los de nivel intermedio. Citado del estudio del  BBVA Sobre 
desempleo juvenil en España ”Desempleo juvenil, causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, 
Septiembre de 2011. Servicio de estudios económicos del BBVA. Pág. 6. 
41 El último informe PISA incide en que el nivel de los alumnos españoles, no sólo es deficiente en 
matemáticas, ciencias y comprensión lectora, sino que también lo son en habilidades prácticas, situándose 
los españoles de 15 años, 23 puntos por debajo de la media de la OCDE y a 30 puntos de Francia, 
Alemania o Italia. 
42 Informe conjunto provisional de 2006 del Consejo y de la Comisión sobre los progresos registrados en 
la puesta en práctica del programa de trabajo “Educación y Formación 2010” señala que aún el 16% de 
los jóvenes abandonan el sistema escolar prematuramente, el 20% tiene problemas de lectura, el 77% de 
jóvenes entre 18 y 24 años completa la enseñanza secundaria superior en vez del 85%. (DOUE nº 
C79/1.1.4.2006). 
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fracaso escolar,43 es importante relacionarlo con el desempleo juvenil, en tanto a que las 
situaciones de fracaso escolar, siempre son la antesala del desempleo. Por ello un 
correcto tratamiento del mismo por los servicios sociales en coordinación con los 
servicios de empleo, evitará situaciones futuras de desempleo de un tipo de personas 
difíciles de reinsertar, puesto que los  dispositivos más utilizados de formación y 
subvención de jóvenes, no son suficientes para lograr éxitos en la reinserción laboral de 
los que están en situación de fracaso escolar. 
 
Uno de los aspectos que muchos estudios determinan como causante del 
desempleo juvenil, y que tal y como hemos comentado es mencionado por los 
empresarios como causante del desempleo juvenil, en parte, es el hecho del rápido 
crecimiento del número de alumnos que se han dirigido a las titulaciones universitarias 
o bien, en menor medida, a grados de formación profesional de ciclo superior. Por el 
contrario, han quedado con pocos alumnos los ciclos de grado medio de formación 
profesional. Para entender este fenómeno del masivo acceso de jóvenes a los estudios 
universitarios hay que comprender la situación previa de ingreso a los estudios 
superiores únicamente por las clases altas y pudientes y, por lo tanto, obtener una 
titulación superior posibilitaba el acceso a una clase social más elevada o al menos 
moverse en un entorno laboral con más posibilidades de mejoras social y económica. 
Con la llegada de la democracia, en la Constitución se garantiza el derecho a la 
educación a todos los españoles y además se promueve el acceso de un mayor número 
de ciudadanos a la universidad mediante un programa de becas44 que, de manera 
creciente, permiten a un mayor número de alumnos acceder a los estudios universitarios 
con  una doble función de mejora de capacitación laboral y como vía de ascenso o 
                                                 
43 Según el informe anteriormente citado de la Fundación Adsis, un 61% ha suspendido tres asignaturas o 
más, un 37% cree que no acabará la ESO, y en general, se estima que los alumnos en riesgo de exclusión 
social, tienen un desempeño un 24% inferior a los demás. 
44 En España cuesta la matrícula universitaria de un estudio de grado, según datos del 2011-12, unos 1074 
euros por curso y en torno a los 1500 un Master; por ejemplo en EEUU en una universidad pública, 
cuesta entorno a los 6000 euros y en una universidad privada unos 30000 euros por curso. Por el contrario 
en Europa el panorama en muy variado  y va desde ser gratuita como en Noruega, Finlandia, Suecia, 
Malta, o Austria a precios inferiores a 1000 euros por curso como en Alemania, Bélgica, Francia o Italia y 
a precios de más de 2000 euros como en Hungría, Irlanda, Reino Unido o Chipre.  Fuente Observatorio 
del sistema universitario. 
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mejora social,45 ya que la posesión de estudios de ámbito superior siempre se ha visto 
como símbolo de status46 social,47al menos en las generaciones anteriores.  
 
Este aumento del número de titulados y de técnicos de formación profesional de 
grado superior, en un principio pudo ser absorbido por la oferta de empleo para titulados 
que se generó en los años ochenta con un Estado de bienestar y autonómico que estaba 
en pleno crecimiento; y que, por lo tanto, era un gran demandante de un sinfín de 
titulaciones y que se debe recordar, también coincidió con las altas tasas de crecimiento 
económico que se dieron en España desde mediados de los años ochenta derivadas de la 
entrada en la Comunidad Económica Europea. No obstante, a partir de la crisis de los 
años noventa, comenzó a darse una cierta saturación de titulados en el mercado, que 
generó dos efectos: primero el desempleo entre titulados superiores,48 que era un hecho 
que no se había dado en anteriores periodos históricos; y segundo, la sobrecualificación 
de los mismos, elemento que era también novedoso en el mercado laboral. 
 
 Estos dos fenómenos propios y específicos del mercado laboral juvenil, -ya que la 
sobrecualificacion de titulados superiores es poco frecuente en trabajadores con títulos  
superiores obtenidos antes de los años ochenta- han continuado entre nosotros desde 
entonces con más o menos fuerza, dependiendo de la evolución de la actividad 
económica y de la tasa de empleo, y son dos fenómenos que aunque también existen en 
Europa, no se dan con tanta fuerza. 
 
En Europa, el acceso generalizado de la población a los estudios superiores, con 
carácter más o menos universal, ya se dio desde la Segunda Guerra Mundial, con el 
desarrollo de sus Estados de bienestar, y durante el larguísimo periodo de crecimiento 
económico que se produjo desde finales de los años cuarenta. Este largo periodo de 
                                                 
45 Los licenciados españoles ganan un 49% más que la media según la OCDE en 2010 y un 92% en 
EEUU pero sólo en el caso de que el titulado desarrolle funciones de titulado. 
46 El informe “España 2012” en su capítulo 2, muestra que la movilidad social en España fue amplia en 
los años ochenta por la introducción de políticas redistributivas de la renta pero se paró notablemente en 
los años 90. http://www.fund-encuentro.org/informe_espana/indiceinforme.php?id=IE19  
47 El setenta por ciento de los alumnos van a la universidad para lograr un buen trabajo según dicho 
informe. 
48 Los titulados universitarios que llegaron a la universidad a partir de 1974 si lograron mejoras de 
posición por su paso por la universidad pero los que nacieron en los 70 y llegaron a la universidad en los 
noventa no lo han logrado, siendo víctimas del fenómeno de la sobrecualificación, así mientras en Europa 
el 22% de los hijos de obreros cualificados ascienden de clase social gracias a su formación, en España 
sólo el 15% pesando aquí más consideraciones de origen familiar según el Informe España 2012 de la 
Fundación Encuentro antes citado. 
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crecimiento económico permitió que los profesionales encontraran empleo con 
facilidad, y por otra parte, los sistemas educativos enfocaron los modelos de formación 
profesional  a la demanda de las empresas, en especial en los países del norte. Este largo 
periodo de crecimiento, también permitió que el mercado laboral europeo tuviera más 
años para absorber la nueva oferta de titulaciones  y además no hubo un desequilibrio 
tan acusado como en España entre las proporciones de estudiantes de formación de 
grado superior o medio y estudios universitarios. 
 
En los últimos años las Administraciones, como consecuencia de estos efectos 
acumulados, desempleo de titulados y falta de gente formada en formación  profesional, 
han potenciado la misma como vía de inserción laboral mejor y más rápida entre los 
jóvenes y, en general, estos programas han tenido cierto éxito, en parte por que ya las 
últimas cohortes de jóvenes han visto que en si la posesión de un título universitario, no 
garantiza ni un empleo mejor remunerado per. se, ni que esté referido a su contenido. 
Por el contrario, la formación profesional permite un acceso más rápido al mercado 
laboral, ya que por una parte los ciclos formativos son más cortos que en el caso de las 
titulaciones superiores y se accede a puestos relacionados con los estudios con mayor 
facilidad. Así han sido diversas las campañas, tanto publicitarias potenciadas por la 
Administración, como en sí la apuesta por la formación profesional para lograr una 
mejor adecuación de la formación de los jóvenes a las necesidades de las empresas. Esta 
apuesta por la formación profesional, ha que reconocer se ha visto muy truncada por el 
crack inmobiliario que ha afectado tanto en el sector de la construcción como al sector 
auxiliar del mismo, a muchos oficios de carácter profesional superior y medio, a la par 
que también ha afectado, la propia crisis industrial que en un segundo momento desde el 
inicio de la crisis, afectó a la economía española. 
 
Los índices de fracaso escolar se consideran el mejor indicador de la eficacia de 
las políticas educativas al menos en el ámbito de edad más joven. La tasa de fracaso 
escolar no ha tenido el mismo significado con el paso de los años, puesto que de ser 
entendida como una mera tasa de analfabetismo se ha pasado a ser considerada como el 
no alcanzar un nivel de escolarización básico, (en la actualidad el graduado escolar). 
Las tasas de fracaso escolar siguen siendo en España más altas que en Europa, aunque 
han mejorado desde los años ochenta con los sucesivos aumentos de la edad de 
escolarización. Como ya se ha comentado, la enorme demanda de empleo sin 
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cualificación que el crecimiento del sector de la construcción  desde mediados de los 
años noventa hasta 2007, favoreció el abandono de jóvenes de la escuela, con el 
problema que la crisis en el sector ha generado de expulsar del mercado laboral a 
jóvenes carentes de la más mínima formación en muchos casos.  
 
El índice de fracaso escolar es un indicador de evaluación de la eficacia de las 
políticas educativas pero ni puede ser el único ni el más importante para la medición de 
otros muchos aspectos relacionados con las políticas de educación. El hecho de que este 
indicador sea fácilmente comparable con otros países, no debe llevar a no implantar un 
sistema de evaluación completo, que afecte tanto a aspectos formativos, -entendiendo 
como tal la adquisición de conocimientos y habilidades- como la medición de otros 
aspectos más relacionados con la organización educativa y su adecuada colaboración 
con los sectores productivos de la economía, con el fin de conseguir la deseada 
transferencia de conocimientos a la generación de riqueza. 
 
5. La emancipación tardía y efectos sobre el tránsito a la vida adulta de los jóvenes 
españoles. 
 
El desempleo juvenil, como ya se ha mencionado, debe ser considerado no sólo 
desde una óptica laboral o económica, si no que hay que considerarlo desde las 
consecuencias que el mismo genera en el desarrollo de la  vida de los desempleados 
jóvenes. El desempleo supone una ruptura, especialmente cuando es de larga duración, 
un impedimento para los jóvenes de abandonar el estado juvenil y pasar a una vida 
plenamente adulta, en la que, por una parte, sean responsables de sus propias vidas y, al 
mismo tiempo, puedan ser partícipes plenamente de la vida social y económica del país. 
El desempleo juvenil49 alarga el Estado de dependiente económicamente del joven de 
sus familias o de algún tipo de subsidio del estado. Además hay que hacer notar que no 
                                                 
49 “Durante el último quinquenio –especialmente desde mediados de 2008- la probabilidad de 
permanencia en la inactividad de los jóvenes aumentó casi 6 puntos, mientras que la de los de 25 y más 
años apenas varió. (......) el porcentaje de jóvenes que abandona el mercado laboral crece desde finales de 
2008, mientras que el de mayores de 25 años cae ligeramente. El incremento de los flujos de salida de la 
actividad por parte de los jóvenes se explica por un “efecto desánimo” que compensa la reducción de la 
probabilidad de transitar de la ocupación a la inactividad: la destrucción de empleo y el aumento del 
tiempo de permanencia en paro provocan una caída progresiva de la intensidad de búsqueda de trabajo de 
los jóvenes desempleados, lo que incrementa su propensión a transitar a la inactividad”. Desempleo 
juvenil, causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de estudios 
económicos del BBVA. Pág. 13. 
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muy abundantes, en términos generales en España, donde no hay unas políticas públicas 
definidas de apoyo a la emancipación de jóvenes, salvo algunos ejemplos efímeros 
como la renta de emancipación y en algunos casos de ayudas a la vivienda en algunas 
Comunidades Autonomías o de fomento del alquiler para jóvenes como los que tenía la 
extinta sociedad para el fomento del alquiler. Esta ausencia de condiciones para la 
emancipación de los jóvenes, o al menos su retraso de manera considerable, genera 
problemas como el retraso en la edad de nupcialidad y del momento en que los jóvenes 
deciden formar una pareja y por lo tanto tener familia, con el problema del retraso en el 
momento en que las mujeres tienen su primer hijo, lo que genera un envejecimiento de 
la pirámide poblacional con el consiguiente efecto en el futuro del sistema de pensiones.  
 
Otro de los problemas derivados del hecho de esta tardía emancipación, es el 
alargamiento de manera artificial de esta situación de dependencia juvenil y que retrasa 
la plena incorporación del joven en la sociedad, con la aparición de jóvenes, los 
llamados NI-NI que ni estudian ni trabajan que pueden generar conductas antisociales y 
no sólo de exclusión laboral. 
 
5.1. Modelos de transición del joven a la vida adulta. 
 
A la hora de analizar cómo afecta el desempleo juvenil a la emancipación de los 
jóvenes en España, se debe hacer una pequeña mención a los diversos modelos de 
aproximación al mercado laboral que se han dado, o se dan, puesto que las condiciones 
personales y económicas de cada joven, hacen que no se pueda hablar de un único 
modelo para cada generación50. 
 
Los diferentes modelos de aproximación del joven al mercado laboral han ido 
cambiando en el tiempo, en función de dos aspectos: por una parte, las circunstancias 
económicas que obviamente han afectado a las posibilidades de inserción laboral de los 
jóvenes en cada momento; y por otra, el alargamiento de la fase formativa de los 
jóvenes que en parte ha dependido de las facilidades que los mismos hayan tenido para 
formarse. Esta apuesta por la formación, también ha venido motivada por la 
                                                 
50 Para ver un estudio práctico sobre la aplicación de los modelos de transición al mercado laboral, se 
puede ver Ojeda  Avilés, A (dir.); N. Armitage... [et al.] Sevilla “El empleo juvenil en la ciudad de 
Sevilla”.Sevilla: Universidad de Sevilla: Ayuntamiento de Sevilla, Servicio de Juventud, 2007.Capítulo 4. 
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imposibilidad de encontrar empleo y que ha sido sustituida por un aumento artificial de 
la fase formativa, al no ser esta nueva formación necesaria en muchos casos para 
mejorar las capacidades del joven. 
 
Los tres modelos de trayectoria de inserción laboral51 del joven que se pueden 
considerar son: 
 
En un primer lugar la trayectoria lineal que supone la más exitosa y rápida 
incorporación al mercado laboral. Esta trayectoria se daba sobre todo en periodos de 
pleno empleo o en alumnos con titulaciones muy demandadas por el mercado laboral, 
como lo fueron todas las relacionadas con la construcción en España entre los años 2000 
y 2006 o, por ejemplo, todas las relacionadas con el sector informático y las 
telecomunicaciones entre 1998-2002. Esta trayectoria, que es la más deseada por los 
jóvenes,   permite una rápida emancipación y aunque en general se da en la actualidad 
en menor número de ocasiones, los afortunados que encuentran empleo rápidamente al 
acabar sus carreras, encuentran empleos mejores, mejor retribuidos, más relacionados 
con sus estudios y suelen desarrollar carreras profesionales más exitosas y sufrir 
periodos de desempleo más cortos. Esto demuestra una vez más que de lo adecuada que 
sea la inserción profesional justo al acabar la fase formativa del joven, dependerá su 
carrera profesional en gran medida; de ahí la importancia que estos años tienen en la 
vida del joven. 
 
Una segunda trayectoria de inserción laboral es la llamada inserción por 
aproximación sucesiva, que se caracteriza porque el joven disfruta de trabajos 
temporales, alternados con periodos de desempleo, con una mayor o menor relación con 
los estudios que posea, que le permiten tener una cierta independencia económica; 
aunque en muchos casos no se da la salida plena del hogar familiar, viéndose obligado 
en muchos casos a compartir vivienda. Esta trayectoria por aproximación sucesiva, es la 
más frecuente en el mercado laboral para los jóvenes en la actualidad,  impide o retrasa 
una plena emancipación del joven y un desarrollo profesional pleno. Esta trayectoria 
                                                 
51 Es interesante el Proyecto DER2012-36775 “Mercado de trabajo, transiciones laborales y edad: jóvenes 
y mayores de 55 años”, financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad para el estudio de las 
transiciones laborales en función de la edad. 
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finaliza o cuando el joven consigue un trabajo estable,52 relacionado o no con sus 
estudios, o acaba sin que el joven se estabilice, y entonces pasa a una tercera fase de 
inserción o trayectoria de aproximación al mercado laboral desestructurada en la que el 
joven, o no encuentra ningún trabajo, o cada vez encuentra trabajo de una manera más 
espaciada; cayendo lentamente en situaciones cercanas a la marginalidad que con el 
paso del tiempo, sólo dificultan su inserción laboral y social. 
 
5.2. La encuesta de transición educativa formativa e inserción laboral y su uso 
como estadística para el grado de eficacia del proceso de incorporación del 
joven al mercado laboral. 
 
Un instrumento esencial para poder conocer cómo se desarrolla la inserción 
laboral de los jóvenes es poseer una encuesta que nos informe de cómo se produce este 
tránsito de la vida de estudiante al mercado laboral, así como un seguimiento de estos 
jóvenes en el tiempo analizando la evolución de las distintas cohortes. La encuesta de 
transición educativa formativa e inserción laboral es realizada por el INE con estos 
fines.  
 
5.3. La evolución de las carreras profesionales en el futuro de los jóvenes, datos 
traspuestos de cohortes anteriores. 
 
El estudio retrospectivo de cómo situaciones de altas tasas de  desempleo juvenil 
afectaron a las carreras de los jóvenes, es interesante para que las instituciones sean 
conscientes de cuales son los efectos que a largo plazo van a generar estas prolongadas 
tasas de desempleo en los jóvenes. El desempleo puede suponer un problema a largo 
plazo en el desarrollo de sus vidas profesionales con independencia de los problemas en 
el desarrollo personal que la misma puede tener tal, ya que, el desempleo juvenil no es 
un fenómeno reciente en el mercado laboral español, como hemos visto. Tanto a 
principios de los años ochenta como a mediados de los noventa, se estuvo en situaciones 
de altas tasas de desempleo y por lo tanto, ya hemos podido observar los efectos que 
aquellas situaciones de alto desempleo juvenil tuvieron en el desarrollo profesional de 
                                                 
52 Una consecuencia de la crisis en el proceso de incorporación sucesiva de los jóvenes al mercado 
laboral, ha sido el fenómeno de la vuelta a las aulas compatibilizado o alternado con cortos periodos de 
trabajo. Así desde 2009 según datos del Ministerio de Educación, el alumnado matriculado en Formación 
Profesional ha aumentado un 15% y en la Universidad un 10%.   
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las jóvenes en periodos posteriores. En este sentido los principales efectos que podemos 
ver derivados del desempleo juvenil en las carreras profesionales de los jóvenes son: 
 
1º Las carreras profesionales de los jóvenes quedan cortadas en tanto que o sufren altas 
tasas de desempleo, o si no,  en muchos casos, realizan trabajos con contratos 
temporales con contenido muy diferente a aquel para el que tienen formación. 
 
2ª Cuando se produce una mejora de la economía, los jóvenes que han sufrido la crisis y 
que estuvieron en el paro o cubrieron puestos de trabajo de carácter y contenido inferior 
a su titilación, no se ven beneficiados por la mejora del mercado laboral. Por el 
contrario, mayoritariamente, siguen en empleos que requieren un nivel profesional 
inferior al que tienen, si bien, si es normal que pasen a tener más estabilidad laboral y 
condiciones salariales mejores. 
 
3ª Las empresas a la hora de contratar jóvenes que disponen ya de algo de experiencia 
profesional, sobrevaloran la misma sobre la formación que posea el joven, de tal manera 
que si el joven inició su vida profesional en un sector o puesto de trabajo diferente al de 
su formación y titulación, si accede a otro puesto de trabajo, es altamente probable, que 
el puesto de trabajo esté relacionado con aquél que ha desempeñado y no que 
desempeñe uno que tenga más relación con su formación. Esto motiva que a la hora de 
ofrecer un empleo, las empresas valoren más la experiencia profesional del joven que su 
titulación, y por lo tanto, se puede concluir que la experiencia laboral53 previa es más 
decisiva y determinante  que la formación, tanto en la obtención de un puesto de trabajo, 
como en el tipo de trabajo que se obtenga. 
 
4ª El reciclaje de jóvenes vía exclusivamente formación tal y como pretenden muchos 
programas destinados a la lucha contra el desempleo juvenil, si no va acompañado de 
convenios con compromiso de contratación de las empresas de la región, ha tenido una 
eficacia muy limitada a la hora de conseguir que estos jóvenes se reincorporen al 
mercado laboral. Estos programas que en teoría ofrecen  una determinada formación de 
                                                 
53 En el estudio “Labor Market Participation incl. quarterly mobility, confidence & job satisfaction” 
realizado por Randstad Workmonitor , Global Press Report Q2 2013, el 92% los jóvenes consideran que 
la formación tiene más peso a la hora de ser contratados que la experiencia, opinión no compartida por los 




la que el mercado demanda trabajo, tras un proceso de reciclaje con formación 
exclusivamente, obtienen unos resultados limitados en la readaptación del joven a otros 
puestos. Una vez más, parece que el hecho de que el joven  no tenga experiencia es más 
decisivo, según se ha podido ver por experiencias anteriores en otros momentos en los 
que ha habido altas tasas de desempleo y también se ha apostado por programas 
formativos como vía de inserción laboral. 
 
5ª Una consecuencia tanto de las altas tasas de desempleo juvenil, como de la 
inestabilidad laboral que sufren o de los bajos niveles retributivos, es que los jóvenes 
desarrollan una vidas de cotización a la Seguridad Social con escasas aportaciones al 
sistema, lo que determinará en el futuro unas pensiones de jubilación bajas. La 
legislación fomenta y premia54 fiscalmente, con desgravaciones en la base imponible del 
impuesto sobre la renta de las personas físicas, la contratación de planes de pensiones 
privadas con el fin de completar y mejorar las pensiones públicas, ya que en un futuro, 
se espera que dichas pensiones públicas, sean más bajas que las actuales, debido a la 
evolución demográfica y a las peores condiciones de cotización de los actuales 
trabajadores. Los jóvenes no aportan o lo hacen en pequeñas cuantías a dichos planes 
debido a sus bajos salarios, con lo que es de esperar que, cuando llegue el momento de 
la jubilación, tendrán pensiones de jubilación bajas. 
 
5.4. Desempleo juvenil y exclusión social.  
 
Sin duda alguna sí hay que destacar un efecto pernicioso del desempleo como ya 
se ha apuntado anteriormente: uno de los efectos del desempleo es la desestructuración 
vital que la situación  de desempleo genera y que pueden derivar en la sensación de 
frustración y de pérdida de tiempo y dinero en el proceso formativo. Además, el 
desempleo crea la sensación cierta de estar quedando obsoletos los propios 
conocimientos adquiridos por una incorrecta o deficiente actualización de los mismos, 
ya que en general la simple formación, no es capaz de mantener durante mucho tiempo 
actualizados los conocimientos, sin estar inserto en el mercado laboral. El desempleo de 
larga duración acaba creando jóvenes con titulaciones que se convierten en desfasados, 
a los ojos de los empresarios. Este es un efecto importante a destacar como 
                                                 
54 En este sentido pueden verse las reducciones en base imponible establecidas en la Ley 35/2006, de 28 
de noviembre, sobre el Impuesto de la Renta de las Personas Físicas en su artículo 51. 
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consecuencia del desempleo juvenil: los jóvenes que ahora están formados pero no 
encuentran empleo por las razones de la crisis o por otras causas estructurales del 
mercado, cuando la economía mejore, no podrán acceder a puestos de trabajo en ese 
momento; ya que los que accedarán a los mismos serán los jóvenes que en ese momento 
terminen su formación, y que serán percibidos por las empresas como formados y 
plenamente adaptados a las necesidaes del momento y con mejores hablidades y 
aptitudes, (que las que entenderán, tiene una persona que ha estado varios años en el el 
desempleo55 o desempeñando puestos de diferente capacitación de la que para la que 
está formado).    
 
Una de las consecuencias del desempleo o de la sobrecualificación, es que sus 
títulos quedarán obsoletos en muchos casos, y salvo procesos de reconversión formativa 
y reciclaje profundo, no podrán acceder al mercado laboral con puestos adaptados a su 
perfil formativo, con lo que aunque encuentren empleo, lo harán en puestos que 
necesitan menor formación y por lo tanto aumentarán las tasas de sobrecualificación.   
 
Otra consecuencia derivada de las altas tasas de desempleo juvenil, 
particularmente de los jóvenes que han entrado al desempleo en estos últimos años, es  
que, ante la dificultad de encontrar empleo de cualquier tipo y la imposibilidad de 
acceder a formación de alto nivel por ser costosa, pasan a ser un grupo cada vez más 
numeroso de jóvenes que ni estudia ni trabaja. Además de este grupo de desempleados 
jóvenes también es interesante reconocer que hay una serie de ellos, con o sin estudios, 
que al finalizarlos, tampoco están interesados en buscar empleo o insertarse en el 
mercado laboral; y en verdad, lo que prefieren es aprovechar unos años para viajar a 
otros países o vivir nuevas experiencias, no en sí directamente destinadas a lograr un 
empleo u obtener una mejor formación. En general, estos últimos casos referidos, hay 
que reconocer que sí pueden ser considerados algo reprochables en cuanto puede 
reconocerse que hay un grupo de jóvenes que directamente no quieren ni buscar empleo 
ni formarse, y buscan unos años al margen de cualquier intento de acceder al mercado 
laboral. La Administración en general, respetando esta libertad de decisión de los 
                                                 
55 El tratamiento legal del desempleo de larga duración puede verse en Monereo Pérez, J. L. Et 
al.”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las 
políticas públicas y derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011.Pág. 413-414. No obstante el 
límite de desempleo de larga duración desde un punto de vista legal cada vez es más difuso y cada vez 
más normativa considera el plazo de entre 6 meses y un año para dar al joven desempleado un tratamiento 
más beneficioso. 
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mismos, debe evitar que se intente de manera fraudulenta acceder a algún tipo de 
ayudas con estos fines, ya que son recursos públicos que no inciden para nada en la 
empleabilidad de los mismos. Por el contrario, aquellos llamados “nini”56 que ni 
estudian ni trabajan, en muchos casos, son jóvenes ya aburridos de buscar empleo que 
merecen toda consideración de los poderes públicos, además de, por supuesto, todo tipo 
de ayuda para salir de esa situación. 
 
6. La emigración de jóvenes españoles cualificados como elemento más grave del 
desempleo juvenil y las dificultades de medición que plantea en la estimación de 
la población activa juvenil y sus consecuencias en la evaluación. 
 
6.1. Causas de la emigración juvenil española.  
 
A la hora de hacer una introducción sobre las causas del desempleo juvenil en 
España y sus consecuencias en el desarrollo de la vida laboral de los jóvenes en España, 
no se puede dejar de aludir al fenómeno de la emigración de jóvenes españoles a otros 
países para buscarse un futuro laboral del que carecen en España. 
 
España ha pasado en un periodo de cinco años de ser un país netamente receptor57 
de mano de obra, generalmente de baja cualificación y proveneniente de países de 
África y de Sudamérica principalmente a ser un país exportador58 de trabajadores 
jóvenes de alta cualificación que no encuentran en España empleo y que ven en la 
emigración la única vía59 de poder acceder a un empleo. Sin duda alguna, el elemento 
causante de este rápido cambio en la tendencia migratoria en nuestro país es la brutal 
crisis que España sufre desde 2008 y que ha hundido el sector receptor de la 
                                                 
56 Informe de Eurofound de 22.10.2012,“Los“NiNi”, Jóvenes que ni Estudian ni Trabajan: Características, 
Costes y Respuestas Políticas en Europa”. Oficina de Publicaciones de la Unión Europea, Luxemburgo. 
2012. Esta es la cifra que menciona la Resolución del Parlamento Europeo, de 11.9.2013  
57 A junio de 2013 estaban dados de alta en la seguridad social 1607609 extranjeros, habiendo perdido 
18000, sólo en el segundo trimestre de ese año. 
58 Según datos del INE en el extranjero vivían 1816000 españoles en el año 2012.  
58 La cuantificación del número de jóvenes titulados que abandonan el país para buscar empleo es difícil 
ya que si bien por ejemplo en número de españoles que vive fuera de España ha aumentado en 114413 
personas en 2012 y en 459557 desde 2009 pero si se elimina de ese dato los españoles nacionalizados 
pero no nacidos en el país, ese dato en términos netos se limita a 3943 personas y españoles autóctonos 
han salido 28643 pero han regresado 24700 e incluso el número de inscritos en el padrón en el extranjero 
ha disminuido en 6482 personas, con lo que parece que lo que se está es produciendo como consecuencia 
de la crisis un retorno de los emigrantes fundamentalmente sudamericanos que vinieron durante el ciclo 
expansivo y acabaron pidiendo la nacionalidad y ahora regresan a sus países de origen por haber perdido 
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inmigración, el sector de la construcción  y por otra parte esa misma crisis ha generado 
tal volumen de desempleo entre los jóvenes que éstos se han visto obligados a elegir la 
vía de la emigración. Este fenómeno no es nuevo en nuestro país y se pueden recordar 
varias oleadas migratorias, por ejemplo la que se produjo con la conquista de América o 
la posterior a la guerra civil, aunque está más bien causada por razones políticas. 
  
La inmigración de jóvenes españoles60 es probablemente una de las consecuencias 
más tristes y dolorosas de la crisis económica por cuanto supone una auténtica 
descapitalización de capital humano de personas, puesto que generalmente son muchos 
de los mejor formados en estos momentos, los que emigran61. Por otra parte esta 
emigración forzada supone un drama personal, ya que si bien el hecho de que los 
jóvenes incorporen la movilidad internacional62 como parte de sus procesos formativos 
(o incluso como proceso para mejorar o complementar mediante el trabajo en el 
extranjero su experiencia profesional), es sin duda, positivo para el desarrollo 
profesional de los jóvenes, si  esta emigración es obligada (por la ausencia de 
posibilidades de encontrar trabajo en España y además en muchos casos se da hacia 
puestos de trabajo que son de menor nivel profesional),63 no puede considerarse positivo 
(Se une a ello la problemática de la homologación y reconocimiento de títulos en parte 
ahora resuelto por el proceso integrador de Bolonia, así como en el déficit en el 
conocimiento de idiomas de los jóvenes españoles en términos generales en 
                                                 
aquí sus empleos y tener más perspectivas en sus países de Sudamérica. Por el contrario, los jóvenes 
españoles parece que tienen más movilidad pero pasados unos años intentan volver y con éxito en su gran 
mayoría porque los saldos netos en españoles autóctonos son más bien estables. 
61 El saldo migratorio de la población joven de entre 16 y 29 años en España en 2012 ha sido de -6.435 y 
apenas explica el 16,3% del saldo neto para el total de la población. La emigración de jóvenes de esas 
edades nacidos en España ha alcanzado las 8.812, apenas un 4,6% más que en 2011, cuando el 
incremento interanual en ese año 2011 fue del 34,2% respecto a 2010. Es decir, las salidas de jóvenes 
nacidos en España son limitadas, experimentaron su mayor incremento en 2011, y se están desacelerando, 
justo lo contrario a lo que han apuntado distintos actores del debate público.  
Extractado del Informe del Impacto de la reforma laboral. Págs. 68.  
http://www.empleo.gob.es/es/destacados/HOME/impacto_reforma_laboral/Informe_de_evalacion_del_im
pacto_de_la_reforma_laboral.pdf 
62 Hay que tener en cuenta, que pese a que es indudable la notable pérdida de condiciones laborales de los 
jóvenes en las cohortes de mayor salida de españoles que es entre 28 y 41 años, el desempleo es bajo, en 
concreto, en titulados es sólo un 12% en esa franja (ya se ha hablará del fenómeno de la 
sobrecualificación y sobre las condiciones laborales de los jóvenes en España) y por tanto, entre los más 
jóvenes, sí se está produciendo una movilidad laboral pero en edades algo mayores, y no se puede afirmar 
que la emigración entre autóctonos españoles sea masiva, por ello afirmar que los jóvenes más preparados 
abandonan el país por falta de expectativas laborales, no es sostenible 
63 Según los datos del INE del Censo electoral de españoles residentes en el extranjero (CERA), unos 
350000 españoles se han ido de España desde el inicio de la recesión, y los sectores económicos donde se 
encuentran trabajando fuera son: Finanzas 23%, Consultoría 13%, Industria farmacéutica 11%, IT y 
telcomunicaciones 5%, Transporte 5%, energía 5%, alimentación bebida y tabaco 4% y otros  32%. 
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comparación con el resto de Europa). Esta emigración económica puede mostrarse 
como el síntoma más desgarrador del fracaso del sistema educativo y económico con 
respecto a la inserción laboral de los jóvenes españoles y que debe una vez más llevar a 
los poderes públicos a buscar medidas que la hagan innecesaria. Los datos respecto a la 
inmigración nos muestran que son los jóvenes mas preparados64 los que están 
abandonando nuestro país ante las escasas y poco atractivas ofertas laborales65 que les 
ofrece el mercado laboral español.  
 
6.2. La flexibilidad geográfica de los jóvenes españoles.  
 
Esta emigración de jóvenes españoles ha sido favorecida en parte por la 
potenciación de la flexibilidad laboral geográfica tanto nacional como internacional que 
las Administraciones han promovido en diferentes reforma laborales. No obstante, 
aunque la emigración66 del joven español supone en muchos casos una oportunidad 
profesional que mejora su currículo, hay que decir que tampoco en ellos supone una 
mayor probabilidad de volver a España y que pueda encontrar un empleo donde pueda 
desarrollar su experiencia profesional y aportar su experiencia internacional. La razón 
de ello suele ser por una parte el hecho de que el mercado laboral es oculto en el sentido 
de que los puestos de trabajo, y especialmente los mejores, no se publicitan en el 
mercado, en términos generales, sino que se ofertan en círculos privados dentro de 
prácticas algo opacas en el mercado laboral y que además en muchos casos fomentan el 
nepotismo social, por contactos, y no por valía profesional en la selección de 
determinados puestos de trabajo.  
 
Por otra parte las instituciones europeas siempre han potenciado la movilidad 
geográfica del factor trabajo como vía tanto para abaratar costes de mano de obra, 
trasladando con facilidad mano de obra de donde sobra a donde falta, así como también  
                                                 
64 Según datos de la escuela ESCP Europe, el 44% de los estudiantes de postgrado especialmente de las 
áreas de administración de empresas, encuentran empleo fuera de su país de origen. Estudio “Salidas 
profesionales.” 
65 Según este mismo estudio hay dos tipos de emigrantes jóvenes españoles titulados, aquellos con  sin 
idiomas no pueden encontrar o mejorar de trabajo y por eso están en el extranjero aprendiéndolo y 
aquellos que ya poseen titulación y experiencia en el extranjero ya sea por trabajo o por haber tenido una 
beca erasmus etc. que emigran como vía de mejora profesional. 
66 Según el Instituto de movilidad internacional de Randstad, un 65% entre los jóvenes de 18-25 años, 




para favorecer un espíritu más innovador y experimentador de los jóvenes europeos de 
la cultura europea y muchos programas de becas profesionales fomentados y 
financiados por la Unión Europea (como las becas prácticas de Erasmus y los 
programas de experiencias laborales en Europa) y que en general son muy bien 
valorados por los jóvenes europeos y españoles. 
 
6.3. Consecuencias de la emigración de talento. 
 
Por otra parte, como consecuencia lógica, otro efecto de esa inmigración es la 
pérdida de contactos profesionales e incluso personales de los inmigrantes, sin perjuicio 
de que en la actualidad las redes sociales favorecen mucho el mantenimiento de 
relaciones a distancia, pero la lejanía del inmigrante le hacen sin duda desconocer 
posibilidades laborales en España y además el emigrante español, que va a estos países 
en edades relativamente jóvenes, suele tejer una red social, y en muchos casos familiar, 
en este país y que con el paso del tiempo no favorece en nada el retorno del joven a 
España. Las Administraciones y las empresas privadas españolas, nunca han 
desarrollado programas de retorno67 de jóvenes profesionales y en términos generales, 
sólo han fomentado el retorno de emigrantes muy mayores que tuvieron que huir de 
España en los años de la posguerra por causas políticas, pero nunca han atendido esta 
nueva emigración de jóvenes.     
 
6.4. Diferencias con la emigración de los años 60. Datos comparativos con Europa. 
 
Las diferencias fundamentales entre la emigración de los años 50 y 60 con la 
emigración de la actualidad se pueden citar las siguientes: 
 
1º Durante los años 50 y 6068 las personas que emigraban eran gente con bajos niveles 
profesionales provenientes principalmente del mundo rural y que emigraban para 
salir de situaciones cercanas a la miseria y de pobreza. Por el contrario, en la 
                                                 
67 La Constitución en su artículo 42 da el mandato a los poderes públicos de orientar su política hacia el 
retorno de trabajadores españoles en el extranjero. 
68 Alemania fue uno de los grandes receptores de españoles en los años 50-60 y así entre 1960 y 1973 
emigraron entre 18000 y 80000 españoles cada año. En 2012 emigraron 29910 españoles a ese país, cifra 
que no se producía desde 1973. En Alemania figuran según la Agencia Federal de Empleo Alemana, 
49933 españoles trabajando allí, si bien se debe recordar siempre que este dato viene referido a personas 
que tengan permiso de residencia en España pero que pueden haber sido previamente emigrantes a la 
propia España y que utilizan como puerta de entrada en Europa. 
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actualidad, los jóvenes que emigran están preparados como universitarios 
provenientes de ámbitos urbanos y que emigran porque en España no logran 
empleo, o los que pueden alcanzar, nada tienen que ver con su titulación; pero no 
emigran ya para huir de situaciones de pobreza que en España, gracias al desarrollo 
del estado de bienestar así como al crecimiento económico que España ha tenido en 
los últimas décadas, están en general, erradicadas. 
 
2ª La emigración de aquellos años 50 y 60  se veía como una forma de obtención de 
recursos económicos que enviaban a  España para el mantenimiento de sus familias 
en España, mientras que en la actualidad, los jóvenes que emigran, suelen estar 
solteros y en términos generales, no les corresponde a ellos el mantenimiento y 
sostenimiento de sus familias como sí sucede en el caso de  la emigración que se ha 
producido hacia España proveniente de Sudamérica o de los países africanos y que 
se asemeja a la española de los años 50 y 60 en este aspecto. 
 
3º  Los jóvenes que emigran y que logran algún tipo de empleo en estos países, suelen   
obtener empleo que está algo más relacionado con sus estudios, si bien tampoco 
puede decirse que a nuestros jóvenes que emigran tienen asegurado el éxito laboral 
y profesional. 
 
7.La sobrecualificación de los jóvenes españoles. 
 
La mejora de la educación y la formación es una de las políticas  emprendidas por 
las Administraciones con más ahínco para combatir el desempleo juvenil. En términos 
generales se observa que aquellos países que invierten mayores presupuestos en 
formación y educación tienen unas tasas de desempleo más bajas, ya que, por lo 
general, fomentan las inversiones en sectores de alto valor añadido que suelen demandar 
empleos cualificados que pagan altos niveles salariales; mientras que aquellos países 
que no invierten en investigación y desarrollo, y por tanto no demandan para su 
estructura económica puestos que necesiten altos niveles de cualificación profesional69, 
se verán obligados a competir vía costes, es decir reduciendo los niveles salariales para 
                                                 
69Para ver un estudio aplicado a los EEUU que analiza la evolución previsible de la demanda de empleo 
cualificado, Levy y Murnane (2003) “The skill content of recent technological change: an empirical 
exploration”. The Quarterly Journal of Economics, November 2003. 
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poder competir; y ello obviamente generará un tejido productivo de escaso nivel técnico 
y una economía con poca capacidad de generar alto bienestar, ya que bajos salarios 
crearán una sociedad de bajos niveles de consumo.  
 
En España desde los años setenta los niveles de educación y formación a los que 
han podido acceder los jóvenes, han ido mejorando poco a poco y en términos generales 
nuestra economía se ha modernizado, tanto en el sector industrial como en el sector 
servicios y de la construcción. Este despegue de la economía española, especialmente 
intenso desde mediados de los años ochenta,  ha mejorado el nivel salarial de los 
jóvenes españoles de una manera desigual. Los jóvenes españoles, mucho mejor 
preparados en la actualidad, no han encontrado empleo70 en el mercado laboral 
español71, salvo algunas profesiones y de manera temporal como por ejemplo, el auge 
de los informáticos en los años del inicio del desarrollo exponencial de la informática y 
de las telecomunicaciones  de los años los años 2000 o por ejemplo todas las 
profesiones relacionadas con la construcción durante los años del auge de la 
construcción, El grado en que un mayor nivel de formación ha sido aprovechado por las 
empresas para conseguir mejoras de productividad72 ha sido usado por nuestros sectores 
económicos de una manera algo limitada en tanto a que las empresas no siempre han 
apostado por el desarrollo de sectores o actividades que necesiten mano de obra 
cualificada, sino que han preferido sectores intensivos en mano de obra poco cualificada 
y con bajos costes salariales (y con poca necesidad de alta cualificación, es decir han 
apostado por desarrollar un modelo de competencia basado en los costes). Ello ha 
generado en muchos momentos excedentes de jóvenes cualificados por un sistema 
educativo sobredimensionado73o, al menos no acondicionado al tipo de demanda de 
puestos de trabajo que nuestras empresas generan.   
 
La interrelación en que los gastos y la inversión en formación mejoran la 
productividad, no depende sólo del importe del gasto de la inversión, sino también de la 
                                                 
70 Un estudio profundo sobre la sobrecualificación en España se puede ver en García-Montalvo, J; Peiró, 
J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral: Observatorio de inserción laboral de los 
jóvenes Fundación bancaja, 2008. 
71 Sólo el 28% de los puestos de trabajo requieren algún tipo de titulación universitaria superior o media. 
72 La productividad en España mejoró en España desde principios del año 2000 en torno  un 0,5% anual 
frente al 1,3% que lo hizo en la Unión  Europea. “El fracaso de la primera revolución industrial en 
España” de Jordi Nadal. Planeta. 2009. 
73 España figuraba con una tasa del 39% en sobrecualificación en el colectivo de jóvenes titulados 
superiores universitarios. Datos de Eurostat. 
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eficacia de dicho gasto y sobre todo de la capacidad que el tejido productivo tenga de 
absorber esas capacidades y de incorporarla a su know how. La transferencia de los 
resultados de la investigación universitaria, como ejemplo del máximo nivel de 
conocimiento, a las empresas, es donde el modelo español falla de manera ostensible, ya 
que muchas de las patentes que se desarrollan por universidades o por centros de 
investigación españoles, son adquiridas por empresas extranjeras que son quienes las 
incorporan a sus procesos productivos, (y son por lo tanto quienes se aprovechan tanto 
del conocimiento español como del gasto en educación e investigación que los 
presupuestos públicos aportan). 
 
7.1. Los modelos de eficiencia en gasto en formación. Teorías credencialistas, 
modelo de capital humano. Implicaciones en la evaluación de la eficacia de las 
políticas educativas como instrumento de fomento de la inserción laboral. 
 
El gasto en formación y en educación74 es una de las partidas que más importancia 
tiene en los presupuestos públicos y que más desarrollo han tenido en el fomento del 
estado de bienestar75. Por otra parte el gasto educativo76 es considerado una de las 
variables más eficaces en el fomento de la productividad de los trabajadores, siempre 
que éstos desarrollen su trabajo en un entorno laboral donde puedan desarrollar dichas 
competencias y conocimientos. 
 
Por otra parte un nivel formativo alto del trabajador, en términos generales, facilita 
su inserción laboral, así como la obtención de puestos mejores y mejor remunerados. 
Ahora bien, siendo estas dos premisas ciertas en términos amplios, si algo demuestra el 
alto desempleo en España es que el mero acceso a altos niveles de formación, no 
garantiza  un nivel de empleo alto ni de alta cualificación, pudiendo aparecer la figura 
de la sobrecualificacion con más frecuencia de la deseada. Han sido varios los intentos 
                                                 
74 Sobrecualificación y rentabilidad de la educación en García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de la 
sobrecualificación y la flexibilidad  laboral: Observatorio de inserción laboral de los jóvenes Fundación 
bancaja, 2008.Págs.. 80-87. 
75 Según un estudio titulado “Mind the gap” de NESSE  una red europea de expertos de educación cuyo 
estudio ha sido avalado por la Comisión Europea, los países que tienen un mayor porcentaje de titulados 
superiores y de FP tienen un mayor nivel de renta.  
http/ec.europa.eu/education/news/doc/nesse/report_en.pdf. 
76 El coste de un grado no experimental de 4 años ronda los 32000 euros de media en España de la que el 
alumno sólo paga de media unos 1074 euros por curso, siendo el resto financiado por recursos públicos. 
Datos del Ministerio de Educación y elaboración propia. 
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por establecer modelos que expliquen la influencia e importancia de la formación y de 
la alta calificación a la hora de acceder al empleo; y es interesante una atención a ellas, 
ya que teniendo en cuenta que los jóvenes acceden al mercado laboral proviniendo 
fundamentalmente del sistema educativo con un mayor o menor nivel de cualificación, 
es interesante el estudio de los modelos que se han propuesto por los investigadores 
para determinar dicha relación.  
 
La correlación entre el nivel de estudios y el nivel salarial o de responsabilidad 
profesional, parte de esta premisa: que un mayor nivel de formación, facilita el acceso a 
un empleo con mejores salarios y con mejores perspectivas salariales77. El trabajador 
realiza en teoría una opción consistente en dedicar una serie de años de su vida a 
formarse, con el correspondiente costo de oportunidad que tanto de esfuerzo como 
económico, por el coste explícito (el derivado de gasto en matrículas o incluso 
manutención) como por el implícito (derivado del coste de oportunidad que implica 
dejar de trabajar con la consiguiente pérdida de salario e ingresos).  
 
En cuanto a las razones que llevan a un empresario a preferir a un trabajador con 
más formación, está por una parte la idea de que su adaptación al puesto de trabajo será 
en menor tiempo y, por lo tanto, el trabajador será más productivo en un periodo más 
corto de tiempo y por otra parte (Teoría del Capital Humano)78 el trabajador que posea 
una amplia formación  se adapta a nuevas situaciones o puestos y tareas diferentes a las 
que desarrolla en la actualidad. Polivalencia ésta que es una cualidad muy valorada por 
las empresas en la actualidad, ya que el cambiante entorno económico las obliga a 
cambiar estructuras con frecuencia y  se requieren nuevas competencias (por lo que la 
amplitud en conocimientos y habilidades faculta dicha polivalencia). Por otra parte, el 
                                                 
77 Los estudios que han analizado la relación entre empleo y nivel educativo si establecen una relación 
clara y directa entre ambas magnitudes, ahora bien, la sobrecualificación desvirtúa la intensidad de esa 
correlación. Así por ejemplo en el estudio ”Desempleo juvenil, causas y soluciones” Documentos de 
trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de estudios económicos del BBVA. Pág. 3-4, se hace una 
regresión para analizar esta correlación entre estudios y empleo en función de la edad, así manifiesta que  
“El análisis de regresión confirma que la probabilidad condicionada de que un individuo se encuentre 
parado decrece con su edad y su nivel educativo, especialmente durante un ciclo recesivo como el actual. 
El papel de la edad resulta especialmente relevante durante los primeros años de vida activa del individuo, 
lo que refleja la importancia que los empleadores otorgan a la experiencia laboral en sus decisiones de 
contratación. El efecto positivo de la educación también ha aumentado durante la crisis actual, de tal 
modo que contar con un título de educación secundaria superior o universitaria reduce en torno a un 20% 
el riesgo de caer en desempleo”. 
78 La influencia de las diversas teorías sobre el capital humano y la sobrecualificación se han obtenido de 
García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral: Observatorio 
de inserción laboral de los jóvenes Fundación bancaja, 2008. Págs.41-44.  
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trabajador utiliza la formación como medio de destacar en un proceso de selección de 
personal mediante la utilización de los títulos como medio de acreditar su conocimiento 
(Teoría credencialista)79, mientras que la empresa utiliza los mismos como método para 
disminuir el riesgo en la elección en un proceso de selección, puesto que en principio el 
título funciona como elemento constatador de las capacidades y conocimientos del 
candidato (la mayor predictividad entre la rentabilidad futura del trabajador y la 
formación que posea dependerá de la calidad y el prestigio de la entidad formadora que 
haya emitido los títulos que presenta el candidato). 
 
7.2. Evolución de las carreras profesionales de los sobrecualificados en el tiempo. 
Comparación de tasas de sobrecualificación con Europa. 
 
No obstante, el modelo de capital humano y demás modelos de determinación de 
la eficacia  de la contratación de un determinado trabajador en función de su formación, 
dan por sentado que existe todo tipo de puestos de trabajo del nivel de formación que 
tiene el trabajador; ya que la tasa de desempleo es baja y por lo tanto se da una 
posibilidad de opción entre más formación (para obtener un mejor empleo en el futuro) 
o menos formación (y obtención de un empleo en el momento), dando así por 
descontada por dada una adaptación de la oferta de titulación a la demanda del mercado 
bastante alta80.  
 
El problema en España es que por una parte, no existe, en verdad, la posibilidad de 
opción, ya que al ser la tasa de desempleo81 tan alta no hay multitud de trabajos82 de 
baja cualificación (a los que el trabajador puede optar en el caso de que no querer seguir 
formándose), sino que sólo existe la opción de seguir formándose, en muchos casos, 
debido a la situación de desempleo (que lleva al joven a seguir formándose para 
engrosar su currículo) y mantenerse ocupado y actualizado en sus conocimientos (con la 
                                                 
79 Un estudio de la aplicación de esta teoría a la inserción laboral de los jóvenes puede verse en  “La 
educación universitaria en España y la inserción laboral de los graduados en la década de los noventa”. 
http://www.injuve.es/sites/default/files/9321-03.pdf 
80La evolución de la sobrecualificación con el paso del tiempo puede verse en García-Montalvo, J; Peiró, 
J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág. 46.  
81 Según estudio de ESADE e Infojobs de 2012, el 76% de los trabajadores inscritos en ofertas de empleo 
que piden estudios básicos, son personas con estudios universitarios y además mientras que en 2008 por 
cada puesto optaban 28 trabajadores, en la actualidad esa cifra se ha elevado a 61 candidatos. 
82 La sobrecualificación aumenta en periodos de crisis según García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de 
la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág ss. 63-76. 
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esperanza de que obtenga un puesto de trabajo en el futuro, y a poder ser que esté 
bastante relacionado con sus estudios), no existiendo una garantía plena de acceder a un  
cierto nivel de formación, para obtener un mejor empleo ya que tan sólo se aumentan las 
posibilidades83.  
 
La sobrecualificación no es exclusiva de España84, estando también presente en85 
Europa (de hecho la Comisión Europea ha realizado algún estudio sobre el tema y que 
al mismo tiempo convive con la falta de personas capacitadas para determinados 
perfiles)86 y es un fenómeno muy extendido en otros países del mundo aunque no con 
tanta virulencia como en España.87  
 
7.3. Causas y efectos en la productividad del gasto en educación en el desarrollo 
profesional de los jóvenes. 
 
                                                 
83 La sobrecualificaciòn disminuye con el tiempo pero muy lentamente en parte por que el joven se 
adecua a su situación laboral y en parte por promoción personal del mismo, no obstante los estudios 
demuestran la influencia de los primeros empleos en la trayectoria futura del joven. Aunque la sobre 
cualificación inicial que llega al 40% disminuye, en parte es esta desmotivación la que lleva a que el 
joven no se sienta sobrecualificado. García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de la sobrecualificación y la 
flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág. 40. 
84 El fenómeno de la sobrecualificación además es estructural en España y en Europa. Así según el 
estudio del BBVA Desempleo juvenil en España, causas y consecuencias” en sus  páginas 8-9, “el 
subempleo6 no es un problema puntual, sino que ha estado presente durante las dos últimas décadas. El 
porcentaje de universitarios empleados en ocupaciones que requieren una titulación menor ha sido 
superior al 30% desde comienzos de la década de los 90, el más elevado de la UE27 y 10pp mayor que el 
promedio de la UE157. La incidencia de la sobreeducación es todavía más relevante en las cohortes de 
población más jóvenes: el porcentaje de ocupados sobrecualificados supera el 40% en la población entre 
25 y 29 años en España”. 
85 En el informe REFLEX realizado en 2007 en 15 países europeos, más del 60% de los graduados en 
Francia, Alemania, Austria y Finlandia han tenido experiencias laborales relacionadas con sus estudios, 
frente al 20% de los graduados de Reino Unido, España e Italia. 
86 El problema de la sobrecualificación en España además tiene otra faceta que es la falta de perfiles 
profesionales de aquellas profesiones que se cree van a tener más demanda en el futuro. Según la 
Comisión Europea “la economía española, a pesar de contar con una tasa de desempleo en torno al 25%, 
está funcionado cerca de la plena capacidad”. Según la Comisión cuando se produzca la recuperación  no 
será en el sector de la construcción con lo que“ no estará disponible la fuerza laboral para los nuevos 
empleos que impulsarán el crecimiento español en e futuro”. Ello provoca la paradoja de en un país con 
alta tasa de paro y alto nivel de sobrecualificación, faltan trabajadores en perfiles tecnológicos, generando 
inflación por aumento salarial en estas profesiones.   
87 Según las conclusiones de la cumbre de París sobre empleo juvenil en Europa hay unos 300000 puestos 
no cubiertos por falta de cualificación de los candidatos y pueden llegar  ser 900000 cuando se desarrolle 
la agenda digital. http://www.europapress.es/economia/noticia-rajoy-pide-celeridad-desembolso-fondo-
paro-juvenil-20131112205627.html 
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Una consecuencia esencial de la sobrecualificacion es, como ya se ha comentado, 
- es el despilfarro de recursos públicos88, (ya que una gran parte de los mismos 
subvencionada vía impuestos por el Estado) y, además el despilfarro de recursos y 
ahorros privados (en aquellos casos en que hayan sido las familias quienes se hayan 
hecho cargo de los gastos)89. Por otra parte supone todo un potencial de conocimiento 
desaprovechado en tanto que en los puestos de trabajo adecuados, esas personas podrían 
generar una productividad mucho mayor que la que desarrollan. Adicionalmente, 
además de los costos de oportunidad de contenido económico, se produce una sensación 
de fracaso personal90 en el desempleado sobrecualificado, que se traduce de alguna 
manera en una productividad menor ya que en muchos casos el trabajador que 
desarrolla una actividad de un nivel profesional, y en muchos casos salarial, inferior91 a 
aquélla92 para la que se formó, no se siente plenamente desarrollado, en su puesto de 
trabajo.  
 
Otro efecto de la sobrecualificacion es la dificultad que tienen muchos jóvenes 
para acceder a trabajos de peor cualificacion, a los que se ven obligados a optar ante la 
ausencia de trabajos adaptados a sus titulaciones; y que los empresarios, ante el hecho 
de ver que claramente tienen una cualificación muy superior a la requerida  para el 
puesto, rechazan ofrecérselos, por el temor a que dicho trabajador cualificado opte al 
mismo sólo como un empleo de carácter temporal, hasta que encuentre uno que se 
                                                 
88 La Unión Europea ha valorado el coste del desempleo juvenil para Europa en 153000 millones de euros 
anuales en concepto de prestaciones de desempleo y pérdida de ingresos fiscales y de seguridad social y 
todo ello sin entrar a valorar el potencial crecimiento perdido por no disponer de un tejido económico que 
sea capaz de absorber todo el conocimiento que poseen los jóvenes españoles y que es muy difícil de 
valorar en términos económicos. www.eurofound.europa.eu/publicaciones/htmlfiles/ef1254.htm 
89 La sobrecualificación reduce la rentabilidad de la formación en todos los modelos de evaluación de la 
misma al disminuir el valor de los retornos de la misma. En este sentido se puede ver García-Montalvo, J; 
Peiró, J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág. 81. 
90 En la sobrecualificación hay dos aspectos uno el objetivo derivado de una comparación entre la 
titulación poseída y el puesto de trabajo desempeñado y otra faceta subjetiva que cambia en el tiempo por 
la adecuación de expectativas del joven a la realidad laboral. García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de 
la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág. ss. 75-75. 
91 La influencia de la sobrecualificación sobre el salario del joven en el tiempo puede verse en García-
Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. Pág 47-56. 
92 Según el citado informe sobre el desempleo juvenil en España realizado por el BBVA“el subempleo ha 
reducido la prima salarial de la educación. A diferencia de lo sucedido en los países de nuestro entorno, la 
dispersión salarial por nivel educativo ha caído en España desde comienzos de la década de los 90, 
especialmente entre los varones (...... ) si bien la rentabilidad salarial de la educación es creciente con el 
nivel alcanzado y con la calidad del emparejamiento laboral, ha disminuido durante las últimas dos 
décadas, tanto más cuanto mayor es la titulación obtenida: ceteris paribus, el salario percibido por un 
titulado universitario con una ocupación adecuada a su formación era un 80,3% superior al de un 
empleado con educación primaria a mediados de la década de los 90, 10pp más elevado que el 
(diferencial) actual”. Pág. 8. 
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adapte a su formación y cualificación. Esta reacción de los empleadores a la 
sobrecualificacion está generando  en los demandantes de empleo93 el fenómeno de la 
ocultación de su titulación, por entender que con esta medida favorecen sus 
posibilidades de obtener un empleo y ello genera sobrecualificación, emigración de 
personas capacitadas y frustración entre los jóvenes a la par que un indudable 
desperdicio de dinero público en el sistema educativo. 
 
7.4. Aspectos metodológicos de su estudio. 
 
La sobrecualificacion es un fenómeno del mercado laboral que, aunque está muy 
presente entre los jóvenes españoles, y es estudiado por investigadores y es muy 
consciente la Administración de ella, es poco analizado por los institutos oficiales,  
aunque el INE en la Encuesta de Población Activa si incluye una pregunta para 
medirla94. Las razones por las que no se analiza oficialmente este fenómeno pueden ser 
muy variadas. Por una parte, es indudable la dificultad de su estudio para determinar 
cuándo un trabajador está sobrecualificado, ya que el mismo tiene un alto componente 
subjetivo desde el punto de vista del propio trabajador; por otra parte, el criterio 
objetivo que se utiliza para la determinación de la existencia o no de esta 
sobrecualificación es la comparación entra la clasificación profesional del trabajador y 
su nivel formativo. Además desde un punto de vista estadístico95, la sobrecualificación 
no deja de ser una forma de desempleo encubierta y por lo tanto, si se midiera 
oficialmente esta sobecualificacion aportando una tasa determinada de la misma, las 
Administraciones, (además de la tasa de desempleo que trimestralmente miden a través 
de la EPA o los datos de temporalidad que miden el ratio entre contratos de duración 
determinada y el total de contratos por cuenta ajena), se encontrarían con datos del 
                                                 
93 Para ver el efecto de la experiencia laboral sobrecualificada en la carrera profesional del joven véase, 
García-Montalvo, J; Peiró, J.M “Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral....” Op. Cit. 
Pág. 55. 
94 Según la EPA del primer trimestre de 2014, el 59% de los titulados de entre 22-25 años tenía un empleo 
adecuado a su formación y un 70% entre 26-30 años, un 74,9% a partir de los 30 y  partir de los 40 un 
79,9%. No obstante el grado de adecuación entre estudios y trabajo desempeñado es evaluado 
subjetivamente por cada encuestado, no estableciendo un criterio objetivo de lo que cada uno considera 
por sobrecualificación. Así por ejemplo, el Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas, que lleva 
más de 10 años estudiando el fenómeno de la sobrecualificación destaca, que los mismos encuestados que 
hace 10 años se manifestaban como sobrecualificados, ahora están satisfecho, lo cual también implica un 
cierto reajuste psicológico a la realidad. 
95 Una metodología de medición de la sobrecualificación puede verse en García-Montalvo, J; Peiró, J.M 
“Análisis de la sobrecualificación y la flexibilidad  laboral: Observatorio de inserción laboral de los 
jóvenes Fundación bancaja, 2008.Págs. 25-35. En ella es especialmente útil el estudio de trayectorias de 
vida de los jóvenes a lo largo del tiempo. 
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grado de adecuación de la formación a los puestos de trabajo desempeñados. Teniendo 
en cuenta que durante estos últimos años esta  sobrecualificación ha sido una realidad en 
aumento, la Administración no ha querido desarrollar nuevas estadísticas en esta 
delicada materia que por otra parte, para que pudieran ser presentadas de manera oficial, 
deberían ser desarrolladas con una metodología internacionalmente contrastada que no 
existe. La implantación de una nueva estadística en materia de sobrecualificación, 
debería contar con el apoyo de fuerzas políticas e interlocutores sociales, con el fin de 
que no se convirtiera el dato en objeto de controversia política. Éstas son las razones 
que se pueden apreciar al hecho de que, al aproximarse al fenómeno de la 
sobrecualificación, se debe recurrir a datos aportados por estudios no oficiales96, 
acudiendo a datos de investigadores privados. 
 
7.5.Las consecuencias en la evaluación de la eficacia en las políticas de empleo de la 
sobrecualificación. 
 
La sobrecualificación plantea una grave problemática de cara a la evaluación de 
muchas políticas de fomento del empleo juvenil. Un joven que desarrolla un empleo 
para el que está sobrecualificado, no está en el desempleo y no figurará como tal ni en la 
Encuesta de Población Activa ni en el registro de desempleados del Servicio Público de 
Empleo. Por otra parte, si con una serie de medidas de fomento del empleo sean 
bonificaciones a la contratación, actuaciones de mejora de la capacitación del joven o el 
impulso de modalidades de contratación que favorecen la inserción laboral de jóvenes 
en condiciones ventajosas para el empresario, se consigue la generación de puestos de 
trabajo para el que el joven está sobrecualificado, se rompe, pues en cierta medida el 
nexo causal entre medidas de fomento de empleo y creación de empleo. 
 
 En cuanto a la evaluación de la eficacia de las medidas de fomento del empleo, 
viene referida en muchos aspectos al número de puestos de trabajo creados al amparo de 
ciertas medidas, en tanto éstas no discriminan el grado de sobrecualificación que pueda 
                                                 
96 Uno de los escasos estudios oficiales que se han hecho sobre la materia han sido realizados por Eurostat 
en un informe de diciembre de 2011 pero realizado con datos del 2008 lo que demuestra tanto la 
dificultad como el poco interés en analizar este fenómeno. Así dentro de la Unión España tiene una tasa 
de sobrecualificación del 31%% frente al 19% de media Europea, Irlanda tiene un 29% y Chipre un 27%, 
por el contrario la República Checa y Eslovenia tienen una tasa del 7%, en Italia es el 13%, Alemania y 




darse en un joven que accede a un puesto de trabajo. La eficacia de la evaluación será 
más que limitada y por el contrario la eficacia de las medidas de fomento del empleo 
impulsadas por las Administraciones, estará sobrevaloradas. Sería interesante que las 
Administraciones atendieran más a este fenómeno de la sobrecualificación, ya que, 
evitaría dirigir acciones de reciclaje y formación a jóvenes que realmente no lo 
necesitan. Además, la introducción de la sobrecualificación como elemento de 
evaluación de la eficacia de las políticas de fomento del empleo, sin duda daría claridad 
a la eficacia de las políticas formativas como elemento que mejora las posibilidades de 
inserción laboral de los jóvenes; si bien hay que ser conscientes de que el 
establecimiento de indicadores de sobrecualificación muy probablemente implique que 
la Administración tenga que reconducir sus programas formativos, en tanto que muy 
probablemente los mismos deberían circuscribirse a jóvenes sin formación (o bien a 
jóvenes formados que necesiten actualización de conocimientos), pero debiendo quedar 
descartadas actuaciones de formación sobre jóvenes que ya posean estudios de tipo 
superior (sean univesitarios o de formación profesional), que sólo implicarán gasto 
público.  
 
Además, en cuanto a la eficacia de las políticas de empleo juvenil, hay que decir 
que primero se debe establecer en qué medida supone un éxito el logro del fomento de 
un empleo sobrecualificado, o en qué medida supone un fracaso para el sistema 
educativo pero, en cualquier caso, es necesario tanto medir esta sobrecualificación como 
que los poderes públicos consideren la misma a la hora de diseñar sus políticas de 



















Inserción laboral, protección jurídica y fomento del empleo juvenil 
 
En este capítulo de la tesis se van a analizar las diferentes medidas que desde las 
Administraciones públicas se han desarrollado para fomentar el empleo juvenil. La 
estructura del mismo constará de una primera fase introductoria del concepto del 
fomento del empleo juvenil, retrotrayéndonos a cuando comienzan a ser los jóvenes 
objetos de un tratamiento individualizado por parte de los poderes públicos en la 
legislación laboral. Se analizará jurídicamente el concepto de joven que se utiliza por 
parte de las Administraciones a la hora de encuadrar un segmento de personas en una 
determinada edad, con la problemática estadística que el concepto conlleva. A partir de 
ahí, se comenzarán a analizar las medidas de fomento del empleo juvenil desde las dos 
facetas, formación y bonificaciones a la contratación, desde las que se ha actuado 
durante los últimos años para abordar este problema, dando de ella tanto su 
fundamentación jurídica como económica.  
 
Esta doble faceta de las medidas debe ser entendida en todo el resto de la 
exposición, ya que todas las medidas, al analizar su eficacia, la misma debe ser 
entendidas siempre en términos económicos, de modo que son indicadores de tipo 
estadístico sean la evolución de las tasas de desempleo o de otros aspectos de la relación 
laboral, la que nos determinará la eficacia de dichas medidas para disminuir el 
desempleo. El análisis jurídico de la medida nos servirá para delimitar si se parte del un 
determinado problema o aspecto en el acceso de los jóvenes al mercado laboral que se 
deba a algún problema jurídico97 y que, por tanto, desde el Derecho se pueda solucionar; 
o si por el contrario, la problemática, tiene un enorme componente económico y en 
                                                 
97 La justificación desde un punto de vista jurídico para estas medidas de acción positivas de 
discriminación a favor de fomento del empleo de colectivos desfavorecidos, el TC ha definido estas 
medidas (en general referidas a cuestiones relacionadas con temas de género), como “aquellas que tienden 
a procurar la igualdad sustancial de sujetos que se encuentran en condiciones desfavorables en situaciones 
de partida para muchas facetas de la vida social en las que está comprometida su propio desarrollo 
personal” STC 269/1994,  de 3 de octubre (RTC 1994, 269) o STC 229/1992, de 14 de diciembre (RTC 
1992, 229).Además el propio tribunal considera “que el tratamiento diverso de situaciones distintas puede 
incluso venir exigido en un Estado Social y Democrático de Derecho, para la efectividad de los valores 
que la Constitución consagra con el carácter de superiores del ordenamiento jurídico como son la justicia 
y la igualdad,”esta posibilidad de establecer acciones positivas discriminatorias a favor de colectivos 
desfavorecidos, también es amparado por convenios de la OIT como el núm. 159, sobre trabajo de 
minusválidos o la Convención de Naciones Unidas de 1979 de eliminación de discriminaciones contra la 
mujer 
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ellas, el derecho, sólo debe evaluar si cumplen el marco constitucional y normativo, 
asegurándose que se respeten los derechos fundamentales y demás derechos y que se 
adopten soluciones que vayan en el sentido determinado por los principios rectores que 
nuestra Constitución fija en materia económica y social. No obstante, nuestra 
Constitución dentro de esos principios rectores, permite una gran variedad de soluciones 
y propuestas dentro de la diversidad ideológica que los partidos políticos que obtienen 
representación en las Cámaras ofrecen. Por lo tanto, el Derecho aparece en la aportación 
de soluciones al problema del desempleo juvenil, como garante y como instrumento, y 
no como fin en sí mismo, salvo en la remoción de impedimentos de tipo jurídico que 
eventualmente puedan producirse. 
 
Por otra parte, aunque las medidas que se van a analizar en los bloques que siguen 
(formación y educación, medidas de fomento a la contratación de jóvenes desempleados 
y fomento y promoción del espíritu emprendedor), tienen todas un único fin común, que 
es disminuir la tasa de desempleo juvenil, tanto su forma jurídica como la razón 
económica por la que se diseñan estas medidas, son diferentes. 
 
En el caso de la formación profesional, o en general de la mejora del sistema de 
educación en todos sus ámbitos, el fin es que la dotación presupuestaria para dichas 
mejoras y el diseño de planes de estudio que se intenta, sean los más eficientes posibles, 
dotando a los estudiantes de los mejores conocimientos y habilidades posibles para 
acceder al mercado laboral. El objetivo económico del sistema educativo, es proveer al 
sistema productivo de los trabajadores más preparados posibles, que eviten rigideces en 
el mercado laboral derivadas de la ausencia de perfiles profesionales adaptados a las 
necesidades, con el problema del aumento de costes salariales derivada de la dificultad 
de contratar y encontrar a los perfiles necesarios, y la imposibilidad de atender la 
demanda de producto y servicio en precio y cantidad. Se trata de obtener una curva de 
oferta de las empresas, los más flexible posible y que produzca la cantidad de bienes o 
servicios necesaria al mejor precio posible. En el caso del fomento de la contratación de 
empleados jóvenes, las medidas inciden todas ellas, en el abaratamiento de los costes de 
dicha contratación, ya sea mediante bonificaciones y subvenciones (que disminuyen sus 
costes salariales) o bien mediante la implantación de formas de contratación (que 
permitan bajar los sueldos de los jóvenes contratados, disminuyendo sus 
indemnizaciones de despido), o incluso permitiendo amplios periodos de prueba o 
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modalidades de contratación que la supriman temporalmente. El razonamiento 
económico de este tipo de ayudas es abaratar costes de mano de obra de los jóvenes, de 
modo que al ser su coste inferior, se estimule la demanda de dichos jóvenes por parte de 
las empresas y al mismo tiempo, las fórmulas flexibles de contratación que se ofrecen 
para su contratación, permitan un periodo de prueba de evaluación de las capacidades 
del nuevo trabajador. Esta variedad de modalidades de contratación provee de 
flexibilidad en función de las necesidades de la empresa, permitiendo despedir a estos 
trabajadores jóvenes sin indemnización (como se verá, esto genera una serie de 
problemas derivados de la creación de un modelo dual de contratación en la que los 
jóvenes por tener contratos sin apenas indemnización de despido, son los que siempre 
sufren en primer lugar las crisis económicas y las reestructuraciones de plantilla que 
ellas conllevan).  
 
En el caso del fomento del espíritu emprendedor entre los jóvenes, son fondos 
presupuestarios que se ofrecen para la puesta en funcionamiento de proyectos 
empresariales de jóvenes mediante subvenciones o acceso a créditos blandos. La 
finalidad económica es desarrollar nuevos proyectos en los que los jóvenes con 
iniciativa puedan poner en práctica sus conocimientos y habilidades, haciendo del 
autoempleo una vía para que muchos de ellos creen su puesto de trabajo y a la vez 
generen nuevos puestos de trabajo, en el caso de que el proyecto triunfe. La razón 
económica es muy sencilla de ver: cuantas más empresas logren hacerse un hueco en el 
mercado de manera eficiente, más demanda y más creación de renta y empleo se 
conseguirán. La explicación de las razones económicas que hay detrás de estas medidas 
no es baladí, ya que hay que darse cuenta de que dentro del amplio margen de libertad 
que la Constitución98 da para gestionar la economía, las diversas opciones ideológicas 
están más o menos a favor de unas determinadas medidas de fomento del empleo99. Así 
                                                 
98 La Constitución diseña el derecho al trabajo dentro de unos presupuestos económico y políticos 
amparados en el propio texto constitucional como la libertad  e igualdad de los individuos y los grupos 
reales y efectivos del 9.2, la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad en el 10.1, la libertad de 
empresa del 38, la adopción de una política orientada al pleno empleo del 40.1, o la planificación estatal 
de la actividad económica  en el 131, entre otros y dentro del marco del Estado Social y Democrático de 
Derecho del 1.1. 
99 La necesidad de intervención pública para favorecer el empleo de personas con dificultades es un 
principio arraigado en la tradición europeo ya desde la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano en el artículo 2, si bien en cada momento histórico subyacen consideraciones y presupuestos 
ideológicos y éticos diferentes y así todos los gobiernos de todo signo han intervenido en el mercado 
laboral desde comienzo de los años sesenta. V. Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y colectivos con 
especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid: 2008. Pág. 26 
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por ejemplo, los partidos de corte más neoliberal suelen preferir opciones que 
favorezcan la flexibilidad total, dando amplios márgenes al empresario en la 
contratación, frente a otras opciones más socialdemócratas que suelen preferir el 
estímulo de la contratación mediante la concesión de bonificaciones o subvenciones que 
disminuyan los costes de contratación pero manteniendo figuras de contratación rígidas 
y con amplia protección social. Incluso en el fomento a la creación de empresas, que 
suele generar más uniformidad de criterios entre todos las ideologías políticas, mientras 
que los partidos más neoliberales apuestan por bajar o erradicar la presión fiscal a las 
nuevas empresas, las opciones socialdemócratas, suelen apostar más por la concesión de 
subvenciones, etc. pero manteniendo los tipos de recaudación para estas nuevas 
empresas. En la práctica, todos los partidos que han gobernado, han acabado utilizado 
varios métodos para el fomento del empleo juvenil, pero siempre se ha visto la diferente 
posición que tienen respecto a la presencia del Estado en la regulación y fomento del 
mercado laboral, mucho más activa en las opciones de carácter socialdemócrata, frente a 
las opciones liberales, que apuestan más por liberar al mercado y que sea éste, el que de 
manera natural, aproveche las posibilidades que la competencia le permite para generar 
riqueza y puestos de trabajo. 
 
1. Evolución del desempleo juvenil: comparación con los países europeos.  
 
Para comenzar, se va a ofrecer un resumen de la evolución de la tasa de desempleo 
juvenil durante estas últimas décadas,100 ya que a lo largo de la tesis doctoral se hará 
referencia a diferentes medidas que fueron aprobadas para luchar contra el desempleo 
juvenil. Estas medidas hay que comprenderlas en contextos económicos y sociológicos 
diferenciados. Un conocimiento de cómo evolucionó la tasa de desempleo juvenil en 
esos años servirá para comprender la gravedad que el mismo tenía en los distintos años 
y explica por qué en unos momentos históricos las reformas legales llegaron a ser más 
favorables a unas posiciones u otras, apostándose por posiciones más o menos 
liberalizadoras del mercado laboral para jóvenes. 
 
                                                 
100 Cachón Rodríguez, L. (1997). “Políticas de inserción de los jóvenes en los mercados de trabajo en la 
Unión Europea”, Montevideo.  
Disponible en http://www.oitcinterfor.org/sites/default/files/file_publicacion/papeles4.pdf   
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 La evolución del desempleo juvenil en España desde que existen mediciones de la 
misma, como del resto del desempleo por tramos de edad, viene determinada en parte 
por la edad a la que se espera que se incorpore al mercado laboral el joven. Esta edad de 
iniciación al mercado laboral ha ido subiendo en España y en el resto de países 
occidentales. El aumento de la enseñanza obligatoria en los países, así como el 
alargamiento de la etapa formativa, ha ido aumentando la edad de acceso al mercado 
laboral. Así como hasta los años sesenta era muy normal acceder al mercado laboral a 
edades entre los 16 años o similar, hoy en día en términos generales, es raro que un 
joven acceda al mercado laboral por primera vez antes de los 18 años, salvo algún 
trabajo de temporada de carácter ocasional. Hay que recordar además también el efecto 
que la guerra civil y su posguerra tuvieron en la población activa de edad juvenil; 
primero, por la muerte de muchos de ellos durante la contienda civil y, posteriormente, 
por las exiguas tasas de natalidad que se produjeron en los años cuarenta, fruto de la 
política autárquica y de las extremas condiciones de vida que existía en España aquellos 
años, y que no favorecían la natalidad. Por otra parte, es destacable que los poderes 
públicos, y la propia sociedad, han fomentado un alargamiento de la edad juvenil, 
creando sociológicamente toda una serie de valores y estilo de vida diferenciado entre la 
edad adolescente y el tránsito a la edad adulta. Un lapso de tiempo que en épocas 
anteriores en España tenía una periodo de duración de pocos años y que en la 
actualidad, es debido muy probablemente a las altas tasas de desempleo y a que los 
jóvenes acceden, durante largos periodos de tiempo, a trabajos de carácter temporal,  
que impiden una emancipación en condiciones en términos generales. Los jóvenes que 
durante el auge inmobiliario accedieron al mercado laboral lo hicieron en ventajosas 
condiciones laborales, pese a su escasa formación en muchos casos, con lo que pudieron 
acceder a edades tempranas a tener responsabilidades familiares y a una vida adulta; 
pero en general esto ha sido la excepción en el acceso a la emancipación de los jóvenes 
en España en las últimas décadas. 
 
Tras las etapas del desarrollo económico español, y a partir de la crisis de los años 
setenta, comienza a aparecer, como fenómeno estructural101, el desempleo juvenil, que 
                                                 
101 Las principales reformas legislativas que se han aprobado desde los años setenta para el fomento del 
empleo juvenil se pueden resumir en las siguientes normas: El Real Decreto-ley 43/1977, de 25 de 
noviembre, sobre política salarial y empleo, habilitó al Gobierno a estructurar un programa experimental 
para el fomento temporal del empleo juvenil, El Real Decreto-ley 43/1977, de 25 de noviembre, sobre 
política salarial y empleo, autorizó al Gobierno a estructurar un programa experimental para el fomento 
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desarrolla un notable incremento del mismo, derivado también del inicio de la llegada al 
mercado laboral de las generaciones de jóvenes nacidas durante los años 60. Así, el 
desempleo juvenil comienza a convertirse en un problema para España ya desde  
mediados de los años 80, que es cuando aparecen las primeras medidas para fomentar el 
empleo juvenil, inicialmente concentradas en la reinserción laboral de jóvenes con 
problemas sociales o con perfiles de carencia total de formación. Fruto de esta 
preocupación de los poderes públicos, se aprueban las primeras medidas, como la 
creación de los talleres de empleo, que estaban dedicados a la inserción de jóvenes 
mediante el aprendizaje de un oficio relacionado con la rehabilitación del patrimonio 
artístico y su inserción laboral posterior, mediante contratos formativos con amplias 
subvenciones por parte de la Administración. 
 
La tasa de desempleo, aunque se mantuvo más alta que el resto de los países 
europeos, comenzó a descender lentamente a finales de los años ochenta, fruto de la 
etapa de crecimiento económica que España vivió durante esos años102. Con la llegada 
de la crisis de los años 92-94, la tasa de desempleo general en España subió hasta un 
25% y la tasa de desempleo juvenil subió hasta un casi 50% probablemente, 
                                                                                                                                               
temporal del empleo juvenil. El RD 1989/1984  permitía contratos de entre seis meses y tres años, para 
cualquier tipo de actividad, incluso la normal y permanente de la empresa. El “Plan de empleo juvenil” de 
1988, que no llegó a ponerse en práctica tras la Huelga General de 14 de diciembre, la siguiente reforma 
de calado fue la que permitió las Empresas de Trabajo Temporal y el fomento de la temporalidad como 
vía para crear empleo a través de la Ley 10/1994, de 19 de mayo, de Medidas urgentes de fomento de la 
ocupación y la Ley 11/1994, de 19 de mayo, por la que se modifican determinados artículos del Estatuto 
de los Trabajadores. El Real Decreto 2317/1993, de 29 de diciembre, por el que se desarrollan los 
contratos en prácticas y de aprendizaje y los contratos a tiempo parcial. En un intento de fomentar la 
estabilidad laboral la Ley 63/1997 de Medidas urgentes para la mejora del mercado de trabajo y el 
fomento de la contratación indefinida que fijaba como objetivos la lucha contra la precariedad laboral, 
apostando por  la generación de empleo estable, el Real Decreto 488/1998, de 27 de marzo desarrollaba 
los contratos formativos, modificando aspectos como la edad, la duración máxima, salario, la formación 
teórica. Ya en el inicio de la crisis se debe citar, el Real Decreto-ley 10/2011, de 26 de agosto, de medidas 
urgentes para la promoción del empleo de los jóvenes, el fomento de la estabilidad en el empleo y el 
mantenimiento del programa de recualificación profesional de las personas que agoten su protección por 
desempleo y la Ley 3/2012 de 7 de julio de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, la ley 
11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la 
creación de empleo que deroga al RDL 4/2013 y el Real Decreto Ley 8/2014 de 4 de julio por el que se 
regula el Sistema Nacional de Garantía Juvenil. 
102 A comienzos de los años ochenta, los países socialdemócratas como Dinamarca, Finlandia y  Suecia, 
tenían unas tasas de empleo de más del 70% con mucha presencia de mujeres, los países liberales como 
Reino Unido se situaban en un nivel intermedio con tasas de empleo de 66% y altas tasas de presencia de 
la mujer, en los países de la Europa continental la tasa de empleo se situaba entorno al 45-60% y tasas de 
empleo femenino inferiores al 55%. Desde los años 90 se ha favorecido en el crecimiento del empleo a 
mujeres y jóvenes sobre todo en países como Dinamarca y Países Bajos, en Alemania, Italia y Francia el 
incremento del empleo sobre todo se ha producido entre mujeres menos que en jóvenes o trabajadores 
maduros mientras que en países como Suecia se ha producido una disminución de la tasa de empleo de 
trabajadores mayores y de jóvenes. (Ver. Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y colectivos con 
especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid, 2008, Pág. 29). 
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coincidiendo dos elementos: primero, la llegada del pico del auge de la natalidad de los 
años setenta al mercado laboral y, por otra parte, una crisis económica que también 
afectó, aunque menos severamente que la actual, al sector de la construcción, que 
siempre ha sido un importante generador de empleo y los primeros efectos del hecho de 
que se generalizara el acceso a la universidad, (mediante un amplio programa de becas 
que permitía que muchos jóvenes de familias sin recursos y que antes no podían acceder 
a estudios superiores, ahora si estuvieran en condiciones de ello). Es durante esta crisis 
cuando comienza a aparecer otro fenómeno que en España se da en mayor grado que en 
el resto de Europa: la sobrecualificación. El exceso de titulados superiores103 y medios 
frente a un tejido productivo que requiere profesionales con niveles de formación 
profesional de grado medio o superior, generó un aumento de la tasa de desempleo 
juvenil y al mismo tiempo una reivindicación de las empresas de la falta de expertos y 
profesionales en algunos perfiles de tipo técnico y profesionales de oficio. A este efecto 
de sobrecualificación no es ajeno el desapego que entre los jóvenes españoles y sus 
familias apareció en relación con los estudios de formación profesional, a los que se 
veía, por una parte, como el reducto profesional de los que no querían o no podían 
estudiar y por otra parte era identificada con personas pertenecientes a clases sociales 
medias y bajas; y ante una sociedad que estaba en pleno despegue del Estado de 
bienestar, con un sistema educativo universitario que ofrecía amplias posibilidades de 
estudio para jóvenes sin posibilidades económicas, aparecía la formación profesional 
como una opción profesional y educativa poco atractiva para los jóvenes.  
 
La tasa de desempleo104 juvenil en Europa subió poco en esta crisis de 1992-94105 
probablemente debido a la brevedad de su duración. No obstante, sí hay que hacer 
mención a los datos  de Alemania, que tras su reunificación en 1990 tuvo que afrontar 
un largo proceso de reconversión de la ineficiente industria de Alemania oriental, 
                                                 
103 En España entre 1999 y 2008 el porcentaje de población con Estudios superiores universitarios o 
formación profesional superior, ha pasado del 21 al 30% y entre los jóvenes menores de 29 años la tasa es 
del  39% según datos de Eurostat.  
104 Las recesiones en España siempre han generado mucho desempleo así por ejemplo la crisis de 1973-74 
y 1980-81 el desempleo cayó durante ocho años y tardó 13 en volver al nivel inicial, en la recesión de 
1993-94 el empleo cayó durante 2,3 años y tardó 5,5 en recuperarse. Elaboración propia con datos de 
INE. 
105 Desde los años 90 se ha favorecido en el crecimiento del empleo a mujeres y jóvenes sobre todo en 
países como Dinamarca y Países Bajos, en Alemania, Italia y Francia el incremento del empleo sobre 
todo se ha producido entre mujeres menos que en jóvenes o trabajadores maduros mientras que en países 
como Suecia se ha producido una disminución de la tasa de empleo de trabajadores mayores y de jóvenes. 
(Ver. Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid, 
2008, Pág. 181).  
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proceso éste que generó un gran desempleo juvenil en la antigua República Democrática 
Alemana y una ola de emigración de jóvenes hacia las regiones de la Alemania 
occidental u otros países de Europa. A partir de 1995 y hasta el 2007, España ha tenido 
uno de los periodos de su historia con mayor crecimiento económico así como en 
términos de generación de empleo. La tasa de desempleo nacional cayó desde el 25 % 
en 1994 a un 7% en 2007; y la tasa de desempleo juvenil cayó hasta un 21% nivel aún 
más alto que la de los países de nuestro entorno, pero mucho más baja que la que se 
venía dando desde inicios de los ochenta. La causa fundamental de este enorme 
crecimiento del empleo juvenil hay que encontrarla en tres factores: 
 
El primero de ellos, el crecimiento económico intenso que se produjo en España 
en esos años, y del que obviamente se favoreció el empleo juvenil. En segundo lugar, la 
disminución de nuevas cohortes de jóvenes, que aumentaban  la población activa debido 
a que la natalidad, a partir de finales de los setenta comenzó a descender de manera 
continuada y que tuvo su consecuencia en el mercado laboral, según estas cohortes de 
jóvenes llegaba al mercado laboral; y por último, el enorme impulso que el sector de la 
construcción e inmobiliario, demandante en términos generales de personas con edad 
joven, por la elevada importancia que las aptitudes físicas tienen en este tipo de trabajos 
que genera este sector y que son ocupados por jóvenes en una gran mayoría de puestos. 
En Europa el desempleo juvenil también disminuyó, salvo en el caso alemán, que tuvo 
razones relacionadas con la reestructuración económica tras la reunificación alemana 
como se ha comentado.  
 
A partir de finales del 2007 la economía española y el resto de economías 
mundiales entran en una crisis económica106, en la que aún seguimos especialmente en 
España, debido al enorme impacto que en el empleo ha tenido el crack inmobiliario con 
los efectos en el empleo juvenil que hemos señalado antes107. En comparación con los 
                                                 
106 El colectivo de jóvenes de entre 16-34 años que están sin empleo son el 45,5% del total de 
desempleados de España a finales de 2012, alcanzándose una tasa de paro en este grupo de edad del 33% 
frente al 10,85 que suponía la tasa de desempleo en esta franja de edad en 2008 según el informe de 
AGETT sobre el mercado laboral.  
107 La tasa de desempleo juvenil está situada en el 55% a mediados de 2013, lo que según la EPA nos 
indica que existen en España unos 930000 desempleados jóvenes de entre 16 y 24 años. No obstante, 
dentro del territorio español se puede apreciar grandes diferencias en las tasas de desempleo juvenil, así 
por ejemplo, hay provincias que tienen unas tasas más bajas como las provincias de Burgos, Guipúzcoa, 
Huesca, La Rioja, Lugo, Palencia que rondan tasas notablemente más bajas entre el 25 y el 40 %, por el 
contrario otras como Cádiz, Córdoba, Albacete, Huelva y Badajoz donde la tasa de desempleo está 
situada entre el 60 y el 70%. Datos del INE. 
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países europeos, la evolución del paro juvenil ha sido mucho peor en España,108 con 
independencia de que el problema se ha convertido en  tema de atención en todos los 
países, así como de las propias instituciones europeas. 
 
2. La configuración jurídica del derecho del empleo diferenciada del derecho al 
trabajo. El concepto de inserción laboral de jóvenes como colectivo con 
especiales dificultades para encontrar empleo.  
 
El Derecho al trabajo, tradicionalmente aparece como un derecho protector del 
trabajador frente el empresario, por entender que la posición desigual que las dos partes 
tienen en la contratación, exige que un Estado Social y de Derecho desarrolle una 
normativa protectora del trabajador. En este contexto protector del trabajador y en un 
entorno económico como el de la industrialización, que se desarrollaba con bajas tasas 
de paro, es donde hay que entender la concepción del Derecho del trabajo, como un 
Derecho protector pero que no tenía que incidir en favorecer la creación de empleo, por 
no existir tasas de paro tan altas y sobre todo, que el mismo llevaba aún muy pocos años 
subiendo. 
 
Esta concepción del derecho al trabajo, en la que se encontraría el artículo 35.1 de 
CE, entra en crisis en los años setenta cuando el fenómeno del desempleo comienza a 
ser estructural y no meramente cíclico. Es a partir de este momento, cuando las 
concepciones liberales, comienzan a apostar por un Derecho del empleo109 que vaya 
más allá del Derecho tuitivo del trabajo110, y que se conforma como una auténtica 
palanca de impulso que favorezca la creación de empleo111 como parte de una estrategia 
                                                 
108 En el último trimestre de 2012 la población activa de jóvenes menores de 34 años perdió población 
activa a un ritmo del 4,7% y desde el inicio de la crisis la tasa de actividad de jóvenes menores de 34 años 
es el 70,7% y la tasa de empleo ha caído desde 66,5% al 47,4%, lo que demuestra que la población activa 
juvenil comienza a situarse en situación de desempleados desanimados que dejan de buscar empleo y 
dejan de computar como población activa. Datos del INE. 
109 Un estudio sobre el Derecho al empleo puede verse en VVAA (Monereo Pérez, J. L.; Moreno Vida, 
M.N. y Fernández Avilés, J. A. dirs.), “El Derecho del empleo: el estatuto jurídico del empleo. Estudio 
sistemático de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo”, Granada, Comares, 2011. 
110 Molina Navarrete, C., “Del Derecho del Trabajo al Derecho Social del Empleo: ¿un ordenamiento de 
crisis o de renovación”, en VV.AA., Empleo y Mercado de Trabajo: nuevas demandas, nuevas políticas, 
nuevos derechos, CARL, Sevilla, 2005, Pas. 11 y ss. 
111 La desregulación ha sido la apuesta del Derecho del empleo para crear puestos de trabajo desde los 
años 70, teniendo esta nueva rama del derecho una plena subordinación a las necesidades económicas. En 
este sentido Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y Derecho del empleo: instituciones, relaciones de 
empleo y marco legal de las políticas públicas y Derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 
28. 
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global de crecimiento económico, basada en una competitividad112 impuesta por una 
creciente globalización113 (y en la que el coste salarial ya no es una mera variable de la 
que dependen los beneficios empresariales, sino parte esencial de los costes de empresa 
que deciden su inclusión o expulsión de un mercado, cada vez más internacional, de 
bienes y servicios). Es en esta nueva concepción del Derecho del trabajo, transmutado 
en Derecho de empleo114, donde hay que entender al artículo 40.1 de la CE, donde el 
desempleo,115 hace necesario exigir políticas encaminadas a un pleno empleo116 que ya 
no existe117 pero donde el Derecho del trabajo, se convierte en Derecho al empleo118 
pero no119 a un empleo.120 
                                                 
112 En STC 112/2014 de 16 de julio de 2014, diversos aspectos de la reforma del mercado laboral de 
febrero de 2012, han sido declarados constitucionales debido a la situación económica que obliga al 
legislador a tomar medidas excepcionales así en sus propias palabras “constituye una medida legislativa 
coyuntural adoptada en un contexto de grave crisis económica con una elevada tasa de desempleo; atiende 
a la legítima finalidad de potenciar la iniciativa empresarial como medio para facilitar el empleo estable, 
lo que conecta con el deber de los poderes públicos de realizar una política orientada al pleno empleo 
(Art. 40.1 CE)” Esta sentencia supone un claro ejemplo de la subordinación del Derecho del trabajo al 
Derecho del empleo que como se ha dicho, viene siendo una línea legislativa clara ya desde hace varias 
décadas. 
113 En España la apuesta por un cambio de modelo económico que permitiera otro tipo de actividades de 
mayor valor añadido así como el fomento de un llamado “tercer sector” se intentó muy ligeramente con la 
Ley de la Economía Sostenible, que apuntó reformas en este sentido. La crisis de 2007 acabó con la 
puesta en aplicación de esta ley. 
114 La relación entre pleno empleo y Derecho al trabajo puede verse en “Pleno empleo, Derecho al 
trabajo, deber de trabajar en la Constitución de 1978” Martín Valverde, A. en Derecho del trabajo en la 
seguridad social en la Constitución, Madrid, CEC,1980, Págs. 180 y ss. 
115 El pleno empleo es también un objetivo de la Ley de Empleo 56/2003 en su artículo 1 y el Tratado 
Refundido de la Unión Europea 127.2 y 136 tiene como objetivo alcanzar un alto nivel de empleo. 
116 La constitución del derecho al empleo como un sistema de garantías de empleabididad se puede ver en 
Monereo Pérez, J.L. y Molina Navarrete, C: “El derecho a la redistribución de la riqueza. El derecho al 
empleo.” En AAVV, “Constitución socioeconómica de España”, Comares, 2002, Pág. 1341. 
117 El empleo se convierte en un bien jurídico a proteger y el empleador incrementa su posición de fuerza 
en la relación laboral. En este sentido Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y Derecho del empleo: 
instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo” . 
Madrid: Tecnos, 2011 Tema. 4 y donde el trabajador se convierte de titular de un derecho subjetivo 
exigible contra el Estado de algunos elementos concomitantes con el empleo como el derecho a recibir 
formación o, a que los servicios públicos le hagan un itinerario profesional tal y como establece la 
reforma laboral de 2011. etc. Vid. Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y Derecho del empleo: 
instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. 
Madrid: Tecnos, 2011.Pág. 58. 
118 Este derecho a acceder, no a un puesto determinado puesto de trabajo, sino  una organización de 
servicios, procedimientos o medios establecidos por los poderes públicos se ha clarificado por nuestra 
doctrina como el sistema de garantías de empleabilidad (Monereo Pérez, J.L. y Molina Navarrete, C. “El 
derecho a una redistribución equitativa de la riqueza” en Comentarios al Estatuto de los Trabajadores, Ed 
Comares, Pág. 1341,  citado en Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y colectivos con especiales 
dificultades”, Aranzadi, Madrid: 2008. Pág. 49.) y por otra parte ese artículo 40.1, consagra toda una 
política y organización el Estado, así como posibilidad de dirigir el Derecho del trabajo hacia el pleno 
empleo y hacia un derecho del empleo como objetivos claramente diferentes al clásico Derecho del 
trabajo. 
119 En el Sistema Nacional de Garantía juvenil, si parece que se crea un derecho del joven a recibir, o una 
oferta de trabajo o una oferta de formación  ya que fija entre sus objetivos “Que todos los jóvenes a que se 
refiere el artículo 88.d), no ocupados ni integrados en los sistemas de educación o formación, puedan, 
recibir una oferta de empleo, educación continua, formación de aprendiz o periodo de prácticas tras 
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Antes de comenzar a dar una definición de inserción laboral juvenil para poder 
explicar  las políticas de fomento de empleo juvenil, se va a dar una breve definición del 
concepto de política de empleo, para poder acotar las acciones que normalmente se 
consideran como tales en la Ley de empleo121. Una definición del concepto de políticas 
de empleo,122 tal y como se va a utilizar en este estudio, debe en un primer lugar incluir 
las mismas dentro de las que se denominan políticas activas de empleo y que están 
dirigidas “a la mejora de las posibilidades de acceso123 al empleo124, por cuenta ajena o 
propia de las personas desempleadas, el mantenimiento del empleo y la promoción 
profesional de las personas ocupadas y al fomento de espíritu empresarial y de la 
economía social.” (Art. 23.1 de la Ley de empleo (LE) 56/2003). Las políticas de 
empleo que se van a analizar especialmente, son aquéllas que dicha ley denomina 
                                                                                                                                               
acabar la educación formal o quedar desempleadas, a través de la implantación de un Sistema de Garantía 
Juvenil” y estos beneficios van dirigidos según el artículo 88.d) del Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de 
julio a “Los jóvenes mayores de 16 años y menores de 25, o menores de 30 años en el caso de personas 
con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento, que cumplan con los requisitos recogidos 
en este real decreto-ley...” 
120 Muchas de las regulaciones del despido o de modalidades de contratación han supuesto una 
contraposición entre ambas concepciones del Derecho del trabajo clásico frente al Derecho al empleo, no 
obstante, el pleno empleo es un principio jurídico vinculante como así reconoce el TC (STC 95/2000, de 
10 de abril, RTC 2000, 95) por tanto tiene una función reguladora tanto si la legislación no los desarrolla 
o si los vulnera en su desarrollo impidiendo la igualdad efectiva (STC 215/1994, de 14 de julio RTC 
1994, 215). 
121 El artículo 2 de la Ley de Empleo afirma el principio de igualdad de oportunidades en el ámbito del 
empleo en el  marco del artículo 9.2 de la CE. 
122 Las políticas de empleo en la actualidad se constituyen como un instrumento fundamental para la 
consecución del derecho al trabajo, favoreciendo la necesidad de intervención pública para favorecer el 
empleo de personas con dificultades con medidas concretas a favor de dichos colectivos. 
123 En nuestro ordenamiento jurídico el Derecho al trabajo tal y como viene reconocido en nuestra 
Constitución de 1978 en el 35.1, no viene definido como un derecho subjetivo exigible ante los tribunales 
contra el Estado, pero si es exigible el diseño de políticas que faciliten la inserción laboral, así como la 
remoción de obstáculos legales a la creación de empleo o discriminaciones no justificadas y amparadas 
para el logro de la inserción de colectivos desfavorecidos en el acceso al empleo. Esto incluye el derecho 
al acceso a unos servicios de empleo y un derecho a la empleabilidad, aunque tampoco el Derecho del 
trabajo debe obviar su carácter tuitivo del trabajador y más en un mercado laboral donde la posición de 
las partes ante la relación laboral es muy desfavorable al trabajador. En este sentido se manifiesta la STC 
22/1981, de 2 de Julio (RTC 1981, 22). 
124 No obstante, el Derecho al trabajo viene recogido en la sección 2ª del capítulo II del Título I entre los 
derechos y deberes de los ciudadanos con las garantías que el mismo tiene y no es un principio rector de 
la economía como si lo es la orientación de la una política hacia el pleno empleo reconocida en el 40.1 y 
que sería el instrumento a través del cual se hace efectivo el Derecho al trabajo como derecho a acceder a 
un trabajo concreto que sería el derecho a un empleo, pero si es exigible el derecho al empleo tanto 
removiendo obstáculos a su acceso como fomentando medidas públicas para su creación. Este derecho al 
empleo se configura como parte de la dignidad personal reconocida en la Constitución en el  Art. 9.2  y el 
derecho al trabajo en el Pacto de Derechos Económicos Sociales y Culturales en el artículo 6 o en la Carta 
Social Europea, que constituyen al pleno empleo como objetivo de la política social y al derecho efectivo 
a trabajar mediante medidas que lo garanticen como parte esencial de la dignidad humana. 
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colectivos con especiales dificultades de integración125 (Art.26 de la LE) en el mercado 
de trabajo donde cita a los jóvenes126, mujeres, parados de larga duración, mayores de 
45 años, discapacitados e inmigrantes127128. No obstante, aunque en el colectivo juvenil, 
como se verá, tienen menor influencia, también se analizarán brevemente, las políticas 
pasivas de empleo, que mediante el pago de prestaciones o subsidios, pretenden 
garantizar un mínimo nivel de vida a los desempleados. Estas políticas pasivas de 
empleo no van a ser objeto de nuestro estudio, puesto que su finalidad, no es favorecer 
la creación de empleo, sino permitir que los desempleados puedan disponer de una 
cantidad económica que les permita cubrir un mínimo de necesidades económicas, (sin 
perjuicio de que el grado en que la duración de la misma o su cuantía favorezcan o no la 
disposición del desempleado a buscar empleo,  también podría ser objeto de estudio). 
 
3. La inclusión en nuestro ordenamiento jurídico del concepto de fomento del 
empleo para jóvenes dentro de los colectivos con dificultades de inserción 
laboral. 
 
Entre los colectivos con especiales dificultades de inserción laboral que la Ley de 
empleo cita como objetivo de su acción prioritaria en el artículo 2d)129, se encuentran,  
no sólo personas con problemas de inserción social, sino trabajadores que sencillamente 
pasan el tiempo y no encuentran empleo y tienen las dificultades en sus vidas que 
                                                 
125 Las políticas activas de empleo incluidas en los presupuestos en la partida fomento del empleo, estarán 
dotadas en 2014 con 4073 millones de euros, un 7,9% más, con un incremento de las bonificaciones de 
217 millones de euros. 
126 El fomento del empleo juvenil no está como tal reconocido en nuestra Constitución pero una lectura 
integrada del artículo 14 del Derecho a la igualdad en los términos de igualdad material que ha 
dictaminado el Tribunal Constitucional y que permite establecer acciones positivas discriminatorias a 
favor de colectivos desfavorecidos, del artículo 40.1 de la CE que obliga a los poderes públicos a 
fomentar el pleno empleo con políticas activas de fomento del empleo, fundamentalmente,  y el artículo 
42 que obliga a los poderes públicos a proteger a la juventud (el Estatuto de Andalucía si vincula la 
protección de la juventud y el empleo de los mismos), permite sin duda establecer políticas de fomento 
del empleo juvenil 
127 La Ley de Empleo distingue entre dos tipos de colectivos desfavorecidos, por una parte, aquellos que 
sufren dificultad para acceder al empleo debido a su situación de exclusión social y aquellos que tienen  
dificultad para conseguir un empleo pero no se encuentran en esa situación. Los primeros abarcan a 
colectivos como discapacitados, emigrantes, minorías, jóvenes en rehabilitación, exreclusos, etc., 
mientras que el segundo grupo, son personas de colectivos que por edad en  muchos casos tienen 
dificultades de acceso al mercado laboral pero sin que se establezcan prioridades entre unos colectivos y 
otros. 
128 Es inherente a las políticas de empleo es su configuración esencialmente subjetivista ya que no tienen 
destinatarios genéricos sino específicos, personas con especiales dificultades. Olarte Encabo, S. “Políticas 
de empleo y colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi. Madrid 2008, Pág. 30. 
129 El artículo 2d) de la Ley de Empleo de 2003 incluye como objetivo “asegurar políticas adecuadas de 
inserción laboral dirigido a aquellos colectivos que presenten mayores dificultades de inserción laboral, 
especialmente jóvenes, mujeres, discapacitados, y parados de larga duración mayores de 45 años.” 
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produce la falta de medios económicos sin, a lo mejor, tener que llegar a hacerles caer 
en una situación de necesidad, sino “solo” la zozobra vital profesional y psicológica que 
produce la ausencia de empleo. Entre estos colectivos se encuentran muy especialmente 
el juvenil. Este grupo con problemas de inserción social, en principio, no necesita de 
intervención de los servicios sociales, sino orientación laboral, capacitación para 
readaptarse a nuevas necesidades del mercado laboral o mantener dentro de su campo 
profesional sus capacidades al mismo tiempo que, por supuesto, tener acceso dentro de 
lo posible a ofertas de empleo adecuadas y a ayudas económicas para explorar otras 
posibilidades como el autoempleo y la creación de cooperativas o sociedades anónimas 
laborales en sociedad con otras personas.  
 
La determinación de un concepto de política social que podríamos dar para 
diferenciar esta política pública de empleo de otras muchas políticas de nuestras 
Administraciones podría ser aquel que definiría la política social como toda acción 
destinada a la mejora del bienestar de personas que estén en situación de necesidad; 
incluyendo en las mismas, tanto necesidades materiales, en las que estarían las 
necesidades básicas de alimento, vivienda, salud, educación etc. y también necesidades 
de tipo psicológico, entendiendo tales como ayuda a aquellos estados de enfermedad o 
sencillamente en situaciones de angustia o desorden psicológicos causados por aspectos 
variados de la vida. En esta acción no vamos a incluir ningún tipo de acción de carácter 
religioso, filosófico o moral con independencia de los aspectos positivos que en sí las 
mismas pueden generar en la salud, especialmente en la psicológica de la persona, y 
todo ello reconociendo que muchas instituciones de carácter religioso, sí realizan 
actuaciones en materia de intervención social, además del consuelo espiritual que 
pueden dar a las personas a quienes asisten. 
 
La adecuación de la capacitación de los desempleados a las necesidades 
cambiantes del tejido económico de un país es sin duda, además de una obligación 
constitucional de los poderes públicos, una necesidad imprescindible para mejorar las 
posibilidades de empleo de todos los desempleados y de obtener una exitosa inserción 
social de aquellos colectivos que por las razones que sean, están cerca de la exclusión 
social, o han caído ya en ella. Políticas de formación y políticas activas de empleo van o 
debieran ir juntas en cualquier proceso de inserción laboral de colectivos con 
dificultades en la búsqueda de empleo, y no actuar de manera autónoma, como se 
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realiza por parte de nuestras Administraciones en la actualidad. Nuestras 
Administraciones deben evaluar los efectos directos e indirectos que sobre el empleo 
tienen muchas de sus políticas; entre ellas las de intervención social, que a su vez, se 
aplican a colectivos entre los que más elevadas suelen ser las tasas de desempleo dentro 
de la población130. 
 
Las políticas activas de empleo en sí, no están pensadas para conseguir la 
reinserción social de las personas; pero es ampliamente aceptado que no existe 
reinserción social sin reinserción laboral.131 Por lo tanto, cualquier política activa de 
empleo, especialmente si está enfocada a colectivos con difícil inserción laboral132, 
deberá analizar  por una parte su situación,133 por otra las intervenciones sociales en las 
que hayan podido participar y sobre todo procurar una auténtica coordinación entre las 
Administraciones del ámbito social y los servicios públicos de empleo, con el fin de 
diseñar un itinerario de inserción sociolaboral. Se pretende con esta coordinación 
conseguir una plena inserción de la persona y no sólo que sea sujeto pasivo de  una serie 
de políticas sociales que dejen a la persona en la tutela permanente socio laboral de los 
servicios sociales mediante su participación en reiterados programas sociales.  
 
La acción de los poderes públicos tampoco debiera consistir en una serie de 
actuaciones en materia formativa u orientadora por parte de los servicios de empleo, que 
pretendan cualificar con una oferta formativa a una persona; ya que, sin recibir 
orientación del mercado laboral al que esa persona pueda acceder en su entorno más 
cercano, esa orientación, estará abocada al fracaso. Además y sobre todo en un entorno 
económico en el que la Administración carece de medios financieros para favorecer la 
empleabilidad de todos, -derivada del enorme incremento del desempleo en todos los 
                                                 
130 Dentro de la categoría de personas e exclusión social, no sólo se encuentran desempleados, sino que el 
hecho de que muchos trabajadores tengan salarios muy bajos los hace depender a ellos también de 
subsidios y ayudas sociales apareciendo la categoría de los trabajadores pobres. 
131 La propia Ley de Empleo 56/2003, refiere el derecho a la inserción por el empleo en su artículo 2d 
cuando fija entre los objetivos “el desarrollo de políticas adecuadas de integración, dirigidas a aquellos 
colectivos que presenten mayores dificultades de inserción social.” 
132 En este proyecto por colectivos de difícil inserción consideraremos todos los que así enumera la Ley 
de empleo de 2003 en el Art. 26 en su nueva formulación dada en 2011 y en las que enumera a jóvenes, 
parados de larga duración, mujeres, mayores de 45 años, emigrantes y discapacitados, sin perjuicio que 
más adelante se dará un tratamiento algo diferenciado a los mismos. 
133 Aunque la jurisprudencia en materia de igualdad, avala la posibilidad de establecer discriminaciones 
positivas a favor de determinados colectivos desfavorecidos, el hecho es que, estas medidas pueden 
estigmatizar al colectivo, haciendo crónica su situación, incluso llegando a generar una culpabilizaciòn al 
colectivo de su propia situación social o laboral. 
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colectivos- cualquier reorganización administrativa de los servicios de empleo -y sobre 
todo sociales- ya existentes, que permitan una mayor funcionalidad de los mismos en el 
doble, -pero indisoluble- objetivo de conseguir una inserción social y laboral de las 
personas134, será sin duda, un elemento que permita dar una respuesta más rápida, eficaz 
y de menor coste, al problema del desempleo de colectivos de difícil inserción laboral. 
 
Por otra parte, es sin duda necesaria para evaluar la eficacia de estas políticas, 
poner en relación los presupuestos públicos gastados en las distintas Comunidades de 
España con el logro en la creación de empleo para estos colectivos. Este análisis 
requerirá  el desarrollo de toda una serie de indicadores presupuestarios tal y como se 
verá más adelante y, obviamente, se deberá realizar una búsqueda de datos estadísticos 
en gasto en políticas activas de empleo. Estas políticas activas de empleo135 son,, sin 
duda, el elemento central en cuanto a la actuación de los poderes públicos en su 
actuación en el mercado laboral, aunque no es la política de empleo que más recursos 
consumen, puesto que sin duda las políticas pasivas de pago de prestaciones constituyen 
un importe muy superior136. La función que se les ha asignado es muy diferente; 
mientras que las políticas pasivas han constituido un elemento integrable del Estado 
social de bienestar  (y siempre ha sido visto como una garantía de ingresos mínimos en 
casos de desempleo, las políticas activas siempre han sido una política del Estado a 
través de la cual, además de colaborar y ayudar a que los desempleados a encontraran 
empleo, se ha intentado, tanto mejorar la capacitación de los desempleados como 
fomentar la creación de empresas (e incluso introducir conocimientos, técnicas, en los 
planes de formación que se daban a los que carecían de empleo y que a propuesta del 
empresario, eran incluidos en los catálogos formativos). Así, la Ley de Empleo, al fijar 
los objetivos de las políticas activas de empleo, nos dice que son objetivos entre otros, 
en el artículo 23.2, “adoptar un enfoque preventivo frente al desempleo mediante 
                                                 
134 Desde la Cumbre de Niza, la inclusión social es en eje constante en las políticas de empleo de la Unión 
Europea y todos los Planes o Estrategias Nacionales de Inclusión Social y este colectivo de personas 
especialmente desfavorecidas, ha sido objeto de tratamiento especializado ya desde los antiguos Planes 
Nacionales de Acción de Empleo desde el 1º en 1999 en su directriz 9º  para la configuración de estos 
planes y que proclama la necesidad de promover un mercado abierto para todos o en el 2001 en su 
directriz 7º que promueve la integración de las personas desfavorecidas en el mercado de trabajo con 
especial énfasis en los jóvenes que hubieses abandonado los estudios. 
135 La definición de la misma viene, como ya ha sido previamente anotada, en el artículo 23.1 de la Ley 
de Empleo “están dirigidas a la mejora de las posibilidades de acceso al empleo, por cuenta ajena o propia 
de las personas desempleadas, el mantenimiento del empleo y la promoción profesional de las personas 
ocupadas y al fomento de espíritu empresarial y de la economía social.” 
136 España gastaba en 2008 el 0,6% del PIB e políticas activas de empleo y el 1,89% del mismo en 
políticas pasivas. Fuente OCDE.http://www.agett.com/boletines/pdf/Boletin_AML_n41_Dic10.pdf 
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acciones formativas y medidas de adaptación, asegurar políticas adecuadas de 
integración laboral con colectivos con mayores dificultades de inserción laboral y 
mantener la unidad de mercado”. Estos objetivos denotan que las políticas activas de 
empleo están muy conectadas con objetivos de índoles económica y con políticas 
sociales porque muchas de ellas se dedican a colectivos con especiales problemas de 
inserción social además del laboral.137Siendo el pleno empleo un fin social en sí mismo 
no sólo económico (de hecho en el artículo 40.1 de la Constitución Española, que lo 
regula está encuadrado en los principios rectores de la política económica y social de los 
poderes públicos) y, por otra parte, es de todos reconocido que la inserción laboral es 
imprescindible para que se produzca una plena inserción laboral (véase el artículo 2d) 
de la Ley de Empleo 56/2003). 
 
Esta disertación nos sirve para que veamos el auténtico encaje que las políticas 
activas de empleo debieran tener en nuestro modelo. No son un simple conjunto de 
medidas138 que favorecen la contratación de desempleados o que le ayuden a que estos 
encuentren empleo, sino que estas políticas son una base imprescindible de la política 
económica del Estado y deben orientarse junto a otras políticas económicas, al logro de 
otros objetivos económicos, a la par que a la creación de empleo.139Además las políticas 
activas de empleo no pueden caminar disociadas de las políticas sociales140, y más 
cuando están referidas a la inserción laboral de colectivos con dificultades; y es por ello 
que una actuación de políticas activas de empleo descoordinado con los servicios 
sociales, está abocada al fracaso141. 
 
                                                 
137 La propia Ley de Empleo 56/2003 en su artículo 14.2, manifiesta que “se deberán atender mediante 
dichas políticas, como mínimo, al volumen de beneficiarios proporcional a la participación que los 
mismos tengan en el total de desempleados de su territorio.” 
138 Gómez, V. El diseño de las políticas activas de empleo en un nuevo contexto de crisis. Una reflexión. 
Relaciones Laborales. Revista Crítica de Teoría y Práctica. 2010, (10): 125-131. 
139 La Estrategia de Lisboa de 2000 en su primer objetivo vincula claramente el empleo con políticas 
económicas  cuando establece la “Adecuación de las políticas macroeconómicas para lograr la reducción 
del desempleo.” 
140 El tercer objetivo de dicha Estrategia de Lisboa vincula objetivos sociales con objetivos de empleo 
cuando dice” El tercer objetivo es la modernización de los sistemas de protección social y la promoción 
del empleo, combinando la cohesión social y la competitividad.” Ambas orientaciones económicas y 
sociales de la estrategia de empleo, igualmente pueden verse en las directrices integradas por el empleo 
(2005-2008) y en las de (2008-2010). De la misma manera entre las prioridades de la Estrategia Europea 
2020 figura el crecimiento integrador “a través del fomento de una economía con alto nivel de empleo 
que tenga cohesión social y territorial.” 
141 Pumar N. (2002). La influencia de las medidas activas de empleo en la normativa de protección 
social: el ejemplo de Alemania Temas laborales. Revista Andaluza de Trabajo y Bienestar Social.(63), 
Págs. 35-62. 
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4. La problemática estadística del concepto de joven,  las diferentes edades usadas 
por los organismos internacionales en sus estudios y sus consecuencias en el 
diseño de políticas de fomento de empleo. Inconvenientes que plantea el concepto 
de joven en la aplicación de políticas de fomento del empleo. 
 
Una de los problemas ante los que se enfrentan tanto el legislador como diseñador 
de la las políticas de fomento del empleo (como la propia Administración y demás 
organismos que realizan algún tipo de evaluación de la eficacia de estas políticas), es la 
definición del concepto de joven ya que hay acotar una franja de edad142 que tienen una 
serie de dificultades para la inserción laboral similares y que por tanto es digna de 
protección por parte de los poderes públicos. La primera duda que aparece a la hora de 
establecer una edad143 para configurar las políticas de fomento del empleo juvenil, es si 
se establece una edad cerrada, o si se pudiesen establecer una serie de requisitos más 
amplios para poder acceder a este tipo de beneficios en la contratación, subvenciones 
etc.144 No obstante, es importante destacar que siempre que un joven esté incluido en 
otro colectivo, también beneficiario de bonificaciones, el empresario puede optar por 
incluir al mismo en aquel grupo para el que le otorguen una mayor bonificación por 
pertenecer al grupo de discapacitados, o joven en exclusión social. Pero lo que no puede 
es acumular los beneficios por la contratación salvo el algún caso específico como el de 
mujeres reconocidas como víctimas de violencia de género. En términos generales, la 
Administración ha optado por acotar unas edades fijas para poder acceder a estos 
beneficios. Esto es lógico, ya que para la gestión y administración de las ayudas, sí se 
establecen multitud de particularidades para determinar qué joven podría acceder a estas 
ayudas o no, en función de otros criterios, como renta, patrimonio personal o familiar. 
                                                 
142 Las Naciones Unidas define el concepto de «jóvenes» como las personas cuyas edades están 
comprendidas entre los 15 y los 24 años (Naciones Unidas”: Statistical Charts and Indicators on the 
Situation of Youth”, 1970-1990 (Nueva York, 1992)), similar a la utilizada por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT), en la que incluye exclusivamente a los individuos con edades entre 15 y 
24 años. 
143 Una definición operativa de gente joven varía ampliamente de un país a otro, dependiendo de factores 
culturales, institucionales y políticos. (O´higgins, N: “Desempleo juvenil y políticas de empleo. Una 
perspectiva global”, Madrid, Colección Informes OIT núm. 54, 2001, página: 11 
144 En el colectivo juvenil por ejemplo la antigua Ley Básica de Empleo de 1980 limitaba las 
bonificaciones a los demandantes de primer empleo mientras que la actual Ley de Empleo de 56/2003, de 
16 de diciembre, sólo hace referencia a jóvenes de manera genérica y de la misma manera se manifiesta 
las directrices de 2003 que enuncia los colectivos objetivos a los que refiere como jóvenes sin más 
especificaciones, no obstante, luego los programas de fomento de empleo de cada presupuesto si acotan 
los límites de edad de consideración de jóvenes a efectos de bonificaciones y es muy frecuente considerar 
las edades entre 16 y 30 años como colectivo objetivo juvenil. 
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Todo ello dificultaría inmensamente la gestión y daría a todo un sinfín de recursos y 
jurisprudencia que en aras a la seguridad jurídica y al principio de igualdad, no es 
recomendable introducir en la normativa de estas ayudas y beneficios. No obstante, 
también hay que decir que no se ha definido una única banda de edad para todos los 
beneficios, sino que las distintas normas establecen diversas bandas de edad para 
diversos contratos, bonificaciones, subvenciones directas a la contratación, 
determinación del periodo de prueba.145 Esta diversidad de franjas de edad genera dos 
dificultades: por un parte, dificulta la comparación de medidas con otros países en 
cuanto a que no siempre coinciden las franjas de edad que en los diversos estudios que 
utilizan la OIT, la Unión Europea146 así como los diversos países. Esta diversidad 
determina que cuando se establecen comparaciones en tasas de paro o de empleo, se 
pueden estar relacionando realidades diferentes con independencia de las ya diferentes 
situaciones vital o socioeconómica de un joven de 22 años de España con uno de 
Noruega u otro de un país africano u otro de un país asiático. Los diferentes estilos de 
vida, edades de maduración o emancipación o incluso de esperanza de vida, hacen que 
la misma edad en países diferentes suponga realidades diferentes con lo que los 
términos comparativos, es importante que se elijan realizarlos entre realidades 
económicas comparativamente similares (como pueden ser el ámbito europeo pero, por 
ejemplo, no lo sería tanto comparar tasa de empleo entre España y un país como EEUU 
                                                 
145 Probablemente la consideración como colectivo susceptible de bonificación un grupo social tan amplio 
como jóvenes de 16 a 30 años, es inoperante y sería más eficaz el uso de bonificaciones a colectivos más 
específicos dentro de los jóvenes como jóvenes en desempleo desfavorecidos para el logro de un empleo 
por unas u otras razones. 
146 Eurostat utiliza dos medidas del desempleo juvenil en Europa; la primera la constituye el grupo de 
población activa de entre 16-24 años que busca activamente empleo y no lo encuentra y que se conoce 
como tasa de desempleo, ésta es la que se situaba a finales de 2013 en el 55%; por el contrario, la 
segunda, que incluye a todos los jóvenes de esa franja de edad, se llama ratio de desempleo se sitúa en el 
22%. La primera cifra incluye aquellos que están estudiando bachillerato, formación profesional o en la 
universidad  y de alguna manera si están activos en el mercado laboral en busca de prácticas etc., pero no 
siempre la búsqueda de empleo es su actividad principal, esta tasa incluye a los que buscan empleo y 
estudian y a los que estudian y estarían dispuestos  trabajar si les sale una oportunidad pero que no buscan 
activamente. A finales de 2012 el número de jóvenes en España entre 16-24 años era de 4,1 millones de 
jóvenes de los que 1,7 formaban población activa en el sentido de la EPA y sólo el 41% de ese grupo de 
edad estaba trabajando o buscando empleo y el 90% de los desempleados o de los que buscaban empleo 
en esa franja de edad, eran estudiantes (2,1 millones).  El resto, eran mujeres dedicadas a las tareas del 
hogar y “ni-nis” que ni estudian ni trabajan. En España, esta brecha entre tasa de desempleo y ratio de 
desempleo es de 31 puntos, es la mayor de Europa, tras la de Grecia mientras que en Alemania es casi 
cero.  Conocer estas dos medidas de desempleo es interesante, ya que en tanto a que toda la normativa, 
estudios, evaluación de políticas etc. se hacen utilizando la tasa de desempleo, el efecto que los 
estudiantes pueden generar en la determinación de su grado de presencia en la población activa, puede 
distorsionar en España la medición del paro juvenil. No obstante, pese a esta puntualización estadística 
que, a priori, puede rebajar la importancia de la gravedad del desempleo juvenil en España, la realidad es 
que la ratio de desempleo en España, es también muy alto en comparación con el de los países europeos 
que también suelen tener una ratio de desempleo más bajo que la tasa de desempleo juvenil. 
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y otros países desarrollados pero con ritmos diferentes de evolución de la vida personal 
y donde se emancipan a edades más tempranas. Por otra parte, otra dificultad de esta 
variedad de edades dentro de la normativa nacional se presenta a la hora de la 
evaluación de las diferentes medidas para el fomento del empleo juvenil, en tanto a que 
son diferentes las franjas de edad que se consideran para la misma. Al evaluar la 
eficacia de dichas políticas, no es fácil establecer conclusiones directas entre las 
distintas medidas y la evolución de las diversas variables relacionadas con el empleo 
juvenil. 
 
En términos generales se considera joven a aquellas personas entre 16 años, (que 
es la edad mínima de incorporación al mercado laboral), y 24 años, y ésta es la edad 
considerada147 por la Encuesta de Población Activa148. No obstante, aunque ésta es la 
edad considerada como desempleo juvenil, es reconocido como edad juvenil a efectos 
de empleo en muchos estudios hasta los 29 años, e incluso para estudios relacionados 
con emancipación en España149, por ejemplo, se suele considerar la edad de 34 años. 
                                                 
147 La Encuesta de Población Activa entiende como Parados: personas de 16 o más años que durante la 
semana de referencia han estado sin trabajo, disponibles para trabajar y buscando activamente empleo. 
Son parados también quienes ya han encontrado un trabajo y están a la espera de incorporarse a él, 
siempre que verifiquen las dos primeras condiciones. Según el Reglamento 1897/2000 de la Comisión 
Europea, se consideran métodos activos de búsqueda, en las cuatro semanas anteriores a la entrevista, los 
siguientes: 
Estar en contacto con una oficina pública de empleo con el fin de encontrar trabajo, cualquiera que sea la 
parte que haya tomado la iniciativa (la renovación de la inscripción por razones puramente 
administrativas no constituye un planteamiento activo). Estar en contacto con una oficina privada (oficina 
de empleo temporal, empresa especializada en contratación,) con el fin de encontrar trabajo. Enviar una 
candidatura directamente a los empleadores. Indagar a través de relaciones personales, por mediación de 
sindicatos, Anunciarse o responder a anuncios de periódicos. Estudiar las ofertas de empleo. Participar en 
una prueba, concurso o entrevista, en el marco de un procedimiento de contratación. Buscar terrenos, 
locales o material. Realizar gestiones para obtener permisos, licencias o recursos financieros. 
148  En el Sistema Nacional de Garantía Juvenil “Los jóvenes mayores de 16 años y menores de 25, o 
menores de 30 años en el caso de personas con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento, 
que cumplan con los requisitos recogidos en este real decreto-ley para beneficiarse de una acción derivada 
del Sistema Nacional de Garantía Juvenil.” Art. 88 del Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de julio. 
149 El Sistema Nacional de Garantía Juvenil no exige para poder ser beneficiario de estas medidas el estar 
inscrito el registro de desempleados del Servicio Público de Empleo Estatal lo que de manera indirecta 
puede llevar a que los jóvenes menores de 25 años no se inscriban en este registro y sí en el de Garantía 
Juvenil. El artículo 97 del citado Decreto Ley exige como requisitos 
a) Tener nacionalidad española o ser ciudadanos de la Unión o de los Estados parte del Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo o Suiza que se encuentren en España en ejercicio de la libre circulación y 
residencia. 
También podrán inscribirse los extranjeros titulares de una autorización para residir en territorio español 
que habilite para trabajar. 
b) Estar empadronado en cualquier localidad del territorio español. 
c) Tener más de 16 años y menos de 25, o menos de 30 años en el caso de personas con un grado de 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento, en el momento de solicitar la inscripción en el Fichero del 
Sistema Nacional de Garantía Juvenil. 
d) No haber trabajado en los 30 días naturales anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. 
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Como se ve, se utilizan edades muy diferentes para analizar diferentes aspectos 
relacionados con el empleo y que cambian en verdad en los diferentes países como por 
ejemplo, también ocurre en Italia, la edad de emancipación es tardía y ello influye en el 
concepto de edad juvenil a efecto de empleo, atrasándola por completo; por el contrario 
en Inglaterra o los países nórdicos, la edad de emancipación es mucho más temprana y 
ello determina que la edad juvenil a efectos de empleo sea mucho más baja. 
 
5. La problemática del género en el desempleo juvenil, diferencia en las tasas de 
paro entre jóvenes por género. La necesidad de incluir el sexo como variable de 
estudio en la aplicación de los modelos de evaluación de políticas de fomento del 
empleo. 
 
A la hora de analizar el desempleo juvenil en España, se puede y se debe realizar 
una mención a las diferencias en las tasas de paro en función del género. Desde los años 
setenta, la incorporación de la mujer tanto al mercado laboral como a las universidades 
ha sido constante y por ejemplo, en estás última, ya hay más alumnas que alumnos y 
según diversos estudios incluso con mejores calificaciones que los varones. En el caso 
del mercado laboral, la tasa de desempleo femenino, había sido tradicionalmente más 
alta que la de hombres, debido probablemente a un aumento de la población activa 
femenina más acelerado que la masculina; así como a un menor nivel formativo 
derivado de la dificultad que habían tenido las mujeres para acceder a estudios tanto 
univesitarios como de formación profesional (y que relegaban a la mujer a trabajos de 
poca cualificación o a algunas profesiones que se consideraban específicas para mujeres 
como enfermeras, asistentes sociales etc.).  
 
Hay que decir que al analizar el desempleo juvenil, las consideraciones de género de 
cara a la inserción laboral de las jóvenes en el mercado laboral son menos importantes, 
porque en general, por una parte está socialmente aceptado que la mujer puede 
desempeñar cualquier puesto de trabajo; y por otra parte, el masivo acceso de las 
                                                                                                                                               
e) No haber recibido acciones educativas que conlleven más de 40 horas mensuales en los 90 días 
naturales anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. 
f) No haber recibido acciones formativas que conlleven más de 40 horas mensuales en los 30 días 
naturales anteriores a la fecha de presentación de la solicitud. 
g) Presentar una declaración expresa de tener interés en participar en el Sistema Nacional de Garantía 
Juvenil, adquiriendo un compromiso de participación activa en las actuaciones que se desarrollen en el 
marco de la Garantía Juvenil. 
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mismas a la educación en todos los niveles, garantiza que puedan disponer de la 
formación requerida para el puesto, sin que haya habido impedimentos de género para 
acceder a esa formación. Las limitaciones fundamentales con las que se enfrenta la 
mujer en el mercado laboral son la compatibilidad de su trabajo con la maternidad, así 
como con las labores domesticas. La protección del embarazo en el ámbito laboral ha 
sido una constante en las últimas reformas de la legislación laboral y de la Seguridad 
Social. La legislación ha protegido el embarazo, dificultando el despido durante el 
mismo, mejorando las condiciones de salud en el puesto de trabajo de la embarazada, 
permitiendo permisos para lactancia, así como creando permisos de maternidad con una 
prestación económica de la Seguridad Social. Por otra parte, son muchas las normas que 
atribuyen a las madres con hijos recién nacidos algún tipo de pequeñas ayudas, como 
deducciones en impuestos, o alguna ayuda de tipo económico. En general se puede decir 
que si bien no se ha llegado al nivel de protección deseable de la familia y de la 
maternidad como el que tienen otros países de nuestro entorno europeo, sí se puede 
decir que, al menos como objetivo, la protección de la maternidad si está presente en la 
mente de nuestros políticos y Administraciones. La otra limitación que tiene la mujer en 
su desarrollo en el puesto de trabajo, es la dificultad de compatibilizar el trabajo con las 
labores domésticas.  
 
En España, el hecho de que la incorporación de la mujer sea relativamente reciente, 
ha incidido en que en muchos aspectos de la vida doméstica, sea aún la mujer la que 
detenta la responsabilidad de atender las labores del hogar. Aunque desde nuestra 
perspectiva del análisis del empleo juvenil, esta dificultad está más atenuada en Tanto a 
que la igualdad de géneros en las labores del hogar, está bastante más aceptada entre los 
jóvenes, en mujeres pertenecientes a generaciones precedentes sí es un problema esta 
compatibilidad. Han sido muchos los intentos de favorecer esta igualdad tanto con 
campañas públicas como, incluso mediante una propuesta de racionalización de 
horarios150 laborales que permitan la compatibilidad de vida laboral y familiar.151 Así 
                                                 
150 Una subcomisión del congreso estudia una propuesta para volver al horario británico, que se abandonó 
en 1940, con el fin de favorecer la racionalización de horarios y la compatibilizaciòn de la vida laboral y 
personal. 
151 El hecho de que hasta generaciones recientes, las tareas del hogar hayan sido realizadas 
fundamentalmente por mujeres que se dedicaban exclusivamente a su labor como amas de casa, cambia al 
acceder éstas al mercado laboral teniendo que compatibilizar ambas trabajos, el propio y las labores del 
hogar. 
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hay una ley de compatibilidad de la vida familiar y laboral152, no obstante, este 
problema de la doble carga de trabajo tanto en la empresa como en el hogar de la mujer, 
es más que posible que desaparezca con el paso del tiempo. El aspecto que si sigue 
generando mucha discriminación para la mujer en su vida profesional es la maternidad. 
Pese a la legislación protectora de la misma,153 se sigue observando mucha 
discriminación de mujeres por el hecho de estar en edad fértil o bien despidos 
camuflados en otras causas por esta razón. Por otra parte, es indudable que la mujer, a 
partir de determinada edad, si tiene niños pequeños, tiene una mayor dificultad de 
acceder a puestos de más nivel en lo que se ha llamado el techo de cristal, por 
entenderse desde las altas direcciones de muchas empresas que el hecho de ser madre 
imposibilita una dedicación plena al trabajo. Así, se puede observar que entre las 
mayores empresas del país, encontrar mujeres en altos puestos de dirección o en 
consejos de administración es harto difícil. En este aspecto, aunque han sido varias las 
apuestas de la legislación para favorecer la presencia de la mujer en dichos puestos; 
como por ejemplo los permisos de paternidad o la bonificación a la contratación de los 
contratos para la sustitución de mujeres en permiso de maternidad, o bien el 
establecimiento de cuotas de género en puestos de la Administración y otros entes 
públicos, tal  como se aprobó en 2007 en la ley de la igualdad154, o la aprobación de 
códigos deontológico que apuesten por favorecer el acceso de la mujer a puestos 
directivos. La realidad sigue demostrando que estas limitaciones existen y nos tememos 
que sólo el paso del tiempo y el acceso generacional de las jóvenes de hoy a los los 
puestos directivos de mañana, permitirá, al igual que lo hizo en otros países europeos 
(que nos llevan adelanto en el proceso de incorporación de la mujer al mercado laboral), 
la plena igualdad de géneros en este aspecto.  
 
                                                 
152 Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las 
personas trabajadoras. 
153 La negociación colectiva que ha sido más bien parca en la consideración de medidas a favor del 
empleo juvenil, si ha apostado por fórmulas que eviten la discriminación por razones de género, en este 
sentido se puede ver los Acuerdos de negociación colectiva desde el 2003, que ya han sido elevadas a ley 
desde la aprobación de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo de Igualdad Efectiva de Mujeres y 
Hombres. 
154 La disposición Transitoria tercera de la Ley de Empleo de 2003 apuesta por políticas activas de 
empleo a favor de la no-discriminación por razones de género así dice”en tanto subsistan las actuales tasa 
de ocupación y paro respecto de la población activa femenina, los poderes públicos deberán organizar la 
gestión de las políticas activas de tal forma que el colectivo femenino se beneficie de la aplicación de 
tales políticas en una proporción equivalente  su peso en el colectivo de los desempleados.” 
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Si se analiza la evolución de la tasa de desempleo juvenil femenina durante los 
últimos años, se puede observar una progresiva equiparación a la del hombre. Incluso, 
de hecho, durante las primeras fases de la crisis económica actual, el hecho de que los 
sectores que inicialmente destruyeron empleo fueran la construcción y auxiliar al 
mismo, (en los que existe un infrarepresentación de la mujer), permitió que la tasa de 
desempleo femenino estuviera en algunas zonas, incluso más baja que la masculina.155 
Ya con posterioridad, el hecho de que la destrucción de empleo se cebara en el sector 
servicios, con amplia presencia de la mujer, sí aumentó la misma, pero sin que en 
términos generales se pueda decir que en sí, el género dificulta el acceso de la mujer 
joven al mercado laboral.  
 
No obstante, donde sí se aprecia una profunda discriminación en materia de género, 
es en el tipo de puestos a los que accede la mujer joven, el nivel salarial, así como el 
tipo de contrato que tiene. En los estudios que se han hecho sobre la materia, se ha 
determinado que la mujer, a igualdad de estudios y preparación, obtiene un puesto de 
peor nivel y con un nivel retributivo inferior al del hombre. Esta discriminación,  no 
puede achacarse a aptitudes diferenciadas de la mujer respecto al hombre. De hecho, por 
ejemplo, en los casos en los que no existe discriminación legal posible como en el 
acceso a la función pública, donde los principios de mérito y capacidad informan todo el 
proceso de selección, se observa que en ellos, la mujer no aparece infrarepresentada. 
Aunque en principio la mujer una vez es contratada para un determinado puesto y es 
clasificada profesionalmente, no puede ser objeto de discriminación salarial, la realidad 
demuestra que se producen discriminaciones en esa clasificación profesional, 
asignándole puestos de inferior categoría que el que debiera desempeñar por formación 
y por otra parte en todas aquellas relaciones laborales sometidas a contrato individual se 
producen muchas discriminaciones en materia salarial. Si se analiza el tipo de 
contratación con el que la mujer joven accede al mercado laboral, se ve un uso mayor de 
las fórmulas de contratación temporal que en el caso del hombre. Probablemente la 
discriminación por el hecho de la posible maternidad de la mujer joven, está detrás de 
esta discriminación; es posible que el empresario se proteja de los problemas que un 
posible embarazo de su joven trabajadora pueda traer, contratándola por tiempo 
                                                 
155 Según el informe del mercado laboral de AGETT de 2012, el desempleo entre menores de 34 años es 
el 54,7% entre hombres y 45,5% entre mujeres. 
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determinado, de modo que si se produce el mismo, con la no renovación el contrato, se 
evitaría los problemas organizativos que el mismo conllevaría.  
 
Como conclusión, se puede decir que la mujer joven accede al mercado laboral en 
las mismas tasas que el hombre pero no en las mismas condiciones laborales que son 
claramente peores. Mientras desde las empresas no se tome conciencia de la 
importancia que la protección de la maternidad tiene para la propia economía nacional, 
salvo que desde los poderes públicos se impulse una legislación mucho más punitiva de 
conductas de este tipo, no es probable que desaparezcan estas discriminaciones y menos 
en el contexto de crisis económica actual. La evaluación de la eficacia de las políticas de 
fomento del empleo juvenil, debe  considerar el género a la hora de ser evaluadas. 
Aunque es cierto, que cada vez la igualdad entre hombre y mujer es creciente en el 
mercado laboral e incluso es entre los más jóvenes, en general, donde son menos 
admitidas conductas discriminatorias, las políticas de fomento de empleo juvenil pueden 
tener diferente éxito según el género en algunos casos. Así por ejemplo, en aquellas 
acciones de fomento del empleo dirigidas a potenciar determinados sectores que se cree 
que pueden ser generadores de empleo, pueden aparecer reticencias a la contratación de 
mujeres en aquellos puestos que desde algunos empresarios, se entiende deben ser 
desempeñados por hombres. En concreto algunos puestos que se cubren con titulados en  
formación profesional y que son potenciados mediante contratos de formación, pueden 
ver limitada su efectividad entre las mujeres. Por otra parte, hay algunas figuras como la 
conversión de contratos temporales en fijos, que pueden ver limitada su eficacia en el 
caso mujeres en edad fértil y que pueden verse discriminadas por esa razón. En 
definitiva, a la hora de diseñar las medidas de fomento del empleo y sobre todo a la hora 
de evaluarlas, hay que considerar el sexo como una variable condicionante de su 
eficacia; y sobre todo en zonas geográficas donde sea muy elevado el desempleo 
femenino, hay que tener en cuenta los posibles efectos que la discriminación por 
razones de sexo pueden tener en la eficacia de las medidas de fomento del empleo que 
se promuevan. 
 
6. Otros aspectos relacionados con el fomento del empleo juvenil.  
El derecho a una vivienda digna. Los alquileres sociales. Influencia en la eficacia 
de las políticas de fomento de empleo juvenil que incluyen movilidad geográfica. 
 
 93
La tasa de empleo juvenil no sólo se ve afectada por condicionamientos directos 
del mercado laboral, de la actuación de las Administraciones en el diseño de planes y 
programas de fomento del empleo juvenil, o del diseño más o menos acertado de los 
planes educativos y demás acciones de formación o incluso de la propia situación 
económica general; existe también una serie de aspectos relacionados con la posibilidad 
de emancipación de los jóvenes que se consideran esenciales en la misma. Entre ellos, el 
más destacado es la dificultad de acceso a una vivienda digna y adecuada. Este derecho 
reconocido como tal en uno de nuestros principios rectores de nuestra Constitución en el 
artículo 47, garantiza que las Administraciones realizarán actuaciones para favorecer el 
acceso de todos los españoles a una vivienda digna. El precio de la vivienda, es por 
todos conocido, que ha subido durante los últimos años hasta unos niveles que ha hecho 
que amplias capas de la población, especialmente los jóvenes, no hayan podido acceder 
a una vivienda en propiedad por el alto precio que alcanzaron los mismos hasta 
mediados del 2007.  Después de esta fecha, a pesar de la considerable bajada de los 
precios, debido al aumento de las tasas de desempleo y a las dificultades de acceso a la 
financiación que en general, los jóvenes han tenido desde siempre, su acceso a la 
vivienda tampoco ha mejorado. Además, los jóvenes no han sido muy beneficiados de 
la escasa vivienda de protección oficial que se ha construido estos años, ya que puntúa 
más y se otorgan más pisos a familias que a jóvenes que, en general, hasta pasados los 
27 años no empiezan como pronto a formar una familia. Además para acceder a estas 
viviendas, hace falta demostrar un mínimo de estabilidad en los ingresos156, aspecto que 
los jóvenes no suelen cumplir por las más que precarias situaciones laborales que suelen 
tener. 
 
Por lo demás, el mercado del alquiler en el que se han refugiado la mayoría de los 
jóvenes que se han independizado, ha sido escaso en contraposición a su uso en los 
países de la Unión Europea (en países como Holanda o Alemania157,el Estado construye 
viviendas que dedica a alquileres sociales para colectivos con necesidades y bajos 
ingresos, como los jóvenes, éstos pueden permanecer en esas casas unos años mientras 
sus ingresos sean bajos y les permite independizarse a edades muy tempranas y evita 
                                                 
156 La norma básica en materia de protección oficial es el Real Decreto Ley 31/1978, de 31 de octubre, 
pero al estar este aspecto transferido a las CCAA, la normativa y los requisitos de acceso son muy 
variados. 
157 En Alemania, el Estado paga unos 405 euros mensuales para un piso individual y 772 para pisos para 
cinco personas y la  Agencia de Empleo puede pagar otros gastos como mudanza etc.  
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que la incapacidad para acceder a una vivienda, sea en propiedad o en alquiler, se 
convierta en un problema para acceder al mercado laboral). Siendo prácticamente 
inexistentes las medidas de impulso al alquiler por parte de las Administraciones; ni  
existen subvenciones adecuadas (salvo alguna ayuda que ha sido concedida en algún 
caso por CCAA como Andalucía y Extremadura que además ha sido muy limitadas en 
la cuantía y en el número de preceptores), ni tampoco desde las Administraciones se 
promueve la construcción de viviendas en alquiler social. En España, la única medida 
de ámbito nacional que se recuerda para favorecer el alquiler para jóvenes y demás 
sectores que no podían acceder al mercado en propiedad, fue la Sociedad Estatal de 
Promoción del Alquiler, creada en 2006 y eliminada recientemente, y que fue un 
absoluto fracaso158.  
 
Por el contrario, si se observa lo que ocurre en otros países de nuestro entorno, se 
ve que está mucho más generalizado el mercado de alquiler y a unos precios más 
asequibles en términos de porcentaje de salario que debe una persona destinar al pago 
de la renta de su casa. Las consecuencias que el modelo español de acceso a la vivienda 
genera en el mercado laboral español para los jóvenes son varias: primero el hecho de 
que sea muy cara por no existir subvenciones159 o viviendas sociales, hace que el joven 
sea renuente a trasladarse a otra ciudad para aceptar un puesto de trabajo160, ya que el 
salario que le ofrezcan, que no será muy alto debido a su edad, aún queda más reducido 
al tener que pagar la vivienda y sus gastos, a los que no tiene que hacer frente si sigue 
en casa de sus padres; segundo, esta dificultad de acceso a una vivienda atrasa mucho la 
emancipación del joven161, que permanece en el hogar paterno hasta edades muy tardías, 
con los problemas que genera y que antes se han destacado.  
 
Esta falta de movilidad geográfica genera rigidez en el mercado laboral porque 
hay menos acicates para trasladarse geográficamente a otra provincia para acceder a un 
                                                 
158 El Gobierno liquidó esta Sociedad Pública en marzo de 2012 tras haber suscrito 19934 contratos y una 
renta inferior al 12% a la de mercado y unas pérdidas de 37 millones de euros según datos del Ministerio 
de Fomento. 
159 En Alemania la Agencia Federal de Empleo paga a los desempleados de larga duración el pago de la 
calefacción y gastos de alquiler, tal y como tiene ahora pensado garantizar por ley la Junta de Andalucía 
en lo referido al agua y la luz a todos los ciudadanos con dificultades económicas. 
160 La movilidad laboral interprovincial según datos del INE es del 12,04% que es una tasa de movilidad 
baja en comparación con la de otros países europeos. 
161 En este sentido de favorecer la emancipación de jóvenes se aprobó el RD 1472/2007, de 2 de 
noviembre que crea la renta de emancipación desarrollado en algunas CCAA como La Rioja. 
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puesto de trabajo y, si es una persona que ya tenía casa en propiedad, como es más que 
probable que aún esté con carga hipotecaria, será reacio a trasladarse geográficamente si 
se queda en el desempleo. No obstante estas apreciaciones, el hecho de lo larga y dura 
que está siendo esta crisis económica que padecemos desde 2007, hace que, en general, 
cada vez haya menos reparos a la movilidad geográfica interna; pero en condiciones 
económicas que no suelen permitir con facilidad instalarse de modo que permita al 
joven incorporarse plenamente a la vida adulta y, por lo general, el joven se ve obligado, 
en muchas ocasiones, a trasladarse a otros sitios en España y vivir en fórmula de piso 
compartido, etc. que si bien pueden ser adecuadas para estudiantes que abandonan sus 
casas por primera vez a los 18 años, no parecen apropiadas para personas que trabajan y 
se encuentran en unas edades ya más que adultas. 
 
7.  Las recomendaciones y decisiones de la OIT de fomento de la inserción laboral 
juvenil. Prohibición de trabajo de menores etc. Estudios de la OIT en materia 
de empleo juvenil. 
 
El empleo juvenil ha sido un tema que ha sido tratado por la OIT desde una de sus 
primeras recomendaciones en 1919162, si bien la orientación de las mismas, no era tanto 
el fomento del empleo juvenil, sino la protección de jóvenes y menores del trabajo en 
condiciones de explotación. A  través de este instrumento, el Derecho internacional ha 
abordado la problemática del empleo juvenil desde la óptica de proteger a los niños, 
evitando que trabajen en condiciones de explotación y entendiendo que los menores de 
una determinada edad, no deben trabajar. La erradicación del trabajo infantil en Europa 
fue uno de los primeros logros del siglo XIX y tal y como relataban las obras de 
Dickens, el horror de ver trabajar a niños en las minas de Inglaterra fue uno de los 
hechos que primero movilizó a los nacientes sindicatos. La aprobación de legislación 
que prohibía trabajar a menores y el establecimiento de una especial protección para los 
más jóvenes a los que la ley, si permitía trabajar163 164 fue a su vez uno de los primeros 
logros del derecho internacional laboral y de la OIT. El hecho de que en los 70 años 
                                                 
162 Convenio núm. 5 sobre edad mínima de 1919. 
163 El Estatuto de los Trabajadores que establece una prohibición de trabajar a los menores salvo para 
trabajar en cine teatro etc.  y con unas condiciones de nombramiento de un tutor y siempre que este 
trabajo no dificulte el proceso de escolarización del menor. Artículo 6 del Estatuto de los Trabajadores. 
164 Sobre la edad legal para trabajar en España. Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del 
empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del 
empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 115.  
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siguientes no se haya avanzado mucho en el tema del empleo juvenil, en el ámbito 
normativo internacional (excluyendo por su puesto la Unión Europea que si tiene 
legislación sobre la materia), determina como el fomento del empleo juvenil no ha 
estado hasta momentos muy recientes en la problemática laboral de los organismos 
internacionales. La OIT recientemente ha desarrollado algún estudio sobre el empleo 
juvenil165, que afronta el mismo desde la visión de la dificultad que tienen los mismos 
para acceder al mercado laboral. La OIT sobre este tema del empleo juvenil, sigue sin 
haber legislado dentro de los instrumentos que tiene la organización ni por su puesto ha 
intentado propiciar un tratado sobre la materia. La razón de esta escasa actuación del 
Organismo internacional en la materia166, probablemente se debe encontrar, en el hecho 
de que el desempleo juvenil167 aglutina realidades muy diferentes en los distintos 
países168; desde los más subdesarrollados169, donde aún se incumple la prohibición de 
trabajo a menores, o el trabajo de los mismos en situaciones de semi esclavitud, 
mientras que por el contrario, en los países en vías de desarrollo,170 nos encontramos a 
jóvenes que dejan sus estudios a unas edades muy tempranas171 y donde el problema es 
conseguir que los mismos vuelvan al sistema educativo. En los países desarrollados, nos 
encontramos a jóvenes con altos niveles de cualificación, pero que no encuentran 
empleo o, sí lo tienen, su titulación para nada se adapta al puesto que desempeñan, 
generando el fenómeno de la sobrecualificación que se ha tratado previamente. 
 
                                                 
165 Se pueden citar  los informes de la OIT http://www.ilo.org/global/research/global-reports/global-
employment-trends/youth/2013/lang--
es/index.htm;http://www.ilo.org/global/topics/youtemployment/lang--es/index.htm 
http://white.oit.org.pe/tdj/ o  OIT, “Tendencias mundiales del empleo juvenil 2013: Una generación en peligro”, 
Ginebra, 2013, www.ilo.org. 
166 Los primeros estudios sobre empleo juvenil de la OIT,  son e informe OIT sobre la juventud de 1987 o 
el informe de empleo juvenil de 1998. 
167 Según la OIT existen en el mundo unos 18 millones de jóvenes desempleados en 2012. 
168
 Lo que sí es común a todos los países es el hecho de que la tasa de desempleo juvenil es siempre más 
alta que la general de cada país y que siempre se ve muy afectada en periodos de crisis. En este sentido 
O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de empleo: una perspectiva Global”.. Madrid: Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección General de Publicaciones, 2001. Pág. 18 
169 Por otra parte la población juvenil cree mucho en países en desarrollo mientras que está más estancada 
en países ya desarrollados 
170 Existe una gran diversidad en las tasas de desempleo juvenil en el mundo, así por ejemplo España, 
Italia y Sudáfrica tienen una tasa entorno al 50% mientras que por el contrario en Alemania, Japón, 
Australia, Corea del Sur y México, la tasa de desempleo juvenil está entre el 8-11%. En países como 
Argentina, Brasil, Canadá, Rusia, Turquía y EEUU, se sitúa entre el 15-18%. En países como Francia, 
Gran Bretaña o Indonesia está situada en torno al 21-23%, todas las cifras al año 2012. 
171 La relación entre alto paro juvenil y bajas tasas de actividad si está también probada así como la 
misma con el subempleo juvenil. Vid. O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de empleo: una 
perspectiva Global”.. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección General de 
Publicaciones, 2001. Pág. 32. 
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8. El fomento de la inserción en el empleo juvenil en la Unión Europea. 
 
Aunque con posterioridad se aludirá a la competencia en materia de empleo172 en 
la Unión Europea173 y el desarrollo que la misma está teniendo desde la crisis para el 
fomento del empleo juvenil, debemos aquí aclarar que este tema ha estado muy presente 
en la Unión Europea desde hace bastantes años (ya en la Agenda de Lisboa se hacía 
referencia a él174). En general, al no ser la Unión Europea competente en la materia, se 
ha limitado hasta fechas muy recientes a emitir sus opiniones o recomendaciones en la 
materia pero dejando plena libertad a los Estados para que tomen las medidas que 
consideraran oportunas. Sí es verdad que desde la Unión Europea se han puesto en 
marcha desde hace ya muchos años programas para realizar prácticas en empresas 
europeas como las becas Leonardo, y se han desarrollado programas de intercambio de 
alumnos Erasmus o de alumnos de formación profesional.  En términos generales las 
medidas de índole práctico aprobadas por la Unión Europea, han sido tangenciales a la 
creación del  Espacio  Europeo de Educación Superior (EEES) o del llamado proceso de 
Bolonia y había algunos aspectos que incidían en el empleo juvenil desde la óptica de la 
formación, pero sin que hubiera un cuerpo normativo o de recomendación compacto 
sobre la materia por parte de la Unión Europea. Esta situación ha cambiado desde que la 
Unión Europea ha asumido más competencias en materia de empleo de manera 
indirecta, debido a las reformas en el mercado laboral que impone a los Estados a los 
que somete de alguna manera a programas de asistencia financiera de uno u otro 
nombre. Desde el 2012 el  problema del empleo juvenil, como aspecto diferenciado del 
desempleo general en la Unión Europea, ha cobrado especial interés para las 
instituciones europeas debido a las altas tasas a las que ha llegado en países como 
España, Grecia, Portugal o Italia y a las altas tasas que se registran también en otros 
países como Francia, Irlanda, etc. Este alto nivel de desempleo juvenil en estos países se 
contrapone a las tasas de desempleo juvenil relativamente bajas que hay en los países 
del norte tales como Alemania, Holanda o los países nórdicos, y  ha dado lugar a toda 
una serie de debates de las razones por las que existen tantas diferencias entre ambas 
zonas dentro de la Unión Europea y qué soluciones, (en muchos casos adaptaciones de 
                                                 
172 El Tratado de Funcionamiento de la Unión europea le dedica el Título XI al empleo, y el artículo 145 
señala  como objetivo  “desarrollar una estrategia coordinada para el empleo, en particular para potenciar 
una mano de obra cualificada, formada y adaptable” 
173 La tasa de desempleo juvenil en la Unión Europea de media se sitúa en torno al 24%. 
174 En el año 2001 la Comisión presentó Libro Blanco de la Juventud de la Comisión Europea, el 21 de 
noviembre de 2001.y hoy se recoge en el artículo 165 del Texto Funcionamiento de la Unión europea. 
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aquellas que son exitosas en esos países), se podrían adoptar para mitigar el problema 
del desempleo juvenil.  
 
En el marco de esta situación, han sido varios los estudios y acciones emprendidas 
tanto por la Unión Europea como por algunos países, como Alemania, que ha ofrecido 
tanto su conocimiento como ayuda financiera para países como España; y también la 
propia Unión Europea, ha hecho de este problema un debate central en las cumbres en 
las que se ha tratado de manera más específica el problema del desempleo juvenil. Las 
iniciativas en esta materia adoptadas por la Unión Europea han sido varias.  Primero, 
ayuda financiera a programas de empleo juvenil en estos países; así en la cumbre del 
Consejo Europeo de julio del 2013, se aprobaron ayudas por importe de 6000175 
millones de euros, de los que unos 1800 serían para España176. Por otra parte, se está 
intentando diseñar un programa  Erasmus de prácticas, parecido a lo que en la 
actualidad es el programa Leornado, pero no sólo limitado a titulados universitarios, 
sino de un carácter más generalizado, con el fin de favorecer la movilidad en Europa 
dentro de programas mixtos empleo-prácticas177. Además se está procediendo a realizar 
estudios por parte de la Unión Europea de los sistemas de inserción laboral.178  Así, por 
ejemplo, (pese a que la Unión Europea, pese a que carece de competencias en el empleo 
juvenil), la Comisión Europea realizó un informe sobre la eficacia de las prácticas y 
                                                 
175 El Consejo Europeo decidió crear una Iniciativa sobre Empleo Juvenil con el objetivo de integrar en 
el mercado laboral a los jóvenes que ni estudian, ni trabajan ni reciben formación (los “ninis”) con edades 
comprendidas entre los 15 y los 24 años. La Garantía Juvenil se aprueba en la Recomendación del 
Consejo, de 22 de abril de 2013. DOUE C 120/1. 26.4.2013. La iniciativa de empleo juvenil concentra los 
recursos en las regiones con tasas de paro juvenil superior al 25%. El Gobierno español aprobó el 
definitivo plan de garantía juvenil el 4 de julio de 2014 en el Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de julio. 
 http://www.lamoncloa.gob.es/NR/rdonlyres/69053AB7-0CEB-4892-A44C-
c7292b7ab2fe/0/presentaciongarantiajuvenil_04jul14def.pdf 
176 A esta cantidad habría que sumar 7000 millones del Fondo Social Europeo y 31000 millones del 
Banco Europeo de Inversiones aunque la Fundación Europea para la mejora de las condiciones de trabajo, 
estima que serían necesarios unos 150000 millones de euros, el Gobierno español ya anunciado que 
dedicará estos fondos a bonificaciones a la contratación de jóvenes. 
177 El Parlamento europeo ha aglutinado los programas formativos educativos de intercambio de la Unión 
Europea en el programa Erasmus + que se instaurará en 2014 y beneficiará a 4 millones de jóvenes entre 
13 y 30 años y que pretende otorgar becas, ayudas y abonar la realización de prácticas profesionales que 
estudien en el exterior, que abarcará a todos los niveles educativos no solo universitarios. Este programa 
engloba a los programas Erasmus Mundus, Leonardo, Comenius Grundtvig y juventud en acción. El 
presupuesto para los siete años de duración del plan es de 14774 millones de euros para favorecer todos 
estas acciones de movilidad. Además el Parlamento también ha aprobado una línea de crédito para la 
realización de master en el exterior de 12000 a 18000 euros. En España se concederán 10000 becas 
Erasmus financiadas con 18 millones de euros por el Ministerio de Educación. 
178 El programa de garantía juvenil se desarrolló tras un estudio del modelo que había sido aplicado con 
éxito en Finlandia y Noruega. Informe de Eurofound de 13.6.2012 “Youth Guarantee: Experiences from 
Finland and Sweden.”  http://www.eurofound.europa.eu/pubdocs/2012/42/en/1/EF1242EN.pdf. 
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becas en la inserción laboral de los jóvenes en los diversos países de la Unión Europea. 
Por su parte, la colaboración de Alemania con países como España, fundamentalmente 
se ha centrado, tanto en ofrecer asistencia financiera a través de préstamos (que bancos 
públicos alemanes han hecho al ICO, para que diesen préstamos a proyectos 
empresariales que contraten a jóvenes desempleados) como también se ha intensificado 
mucho la colaboración entre ambos países en todo lo referido a la posibilidad de 
trasferencia a España del exitoso modelo de formación dual alemán a España; habiendo 
sido varias las visitas que tanto la Ministra de Empleo alemana ha hecho a España, 
como la organización de encuentros empresariales hispano alemanes en los que se han 
firmado protocolos de colaboración entre las Administraciones y empresas españolas y 
alemanas179. Además y por último han sido varias las ocasiones en las que se ha hecho 
un llamamiento por parte de la autoridades alemanas a que jóvenes españoles emigren a 
Alemania180, y hay que reconocer que ha aumentado el número de empresas alemanas 
que han desarrollado procesos de selección en España para puestos de trabajo en 
Alemania181; (en general puestos de trabajo relacionados con ingenierías y nuevas 
tecnologías pero también relacionados con la hostelería). Esta colaboración hispano 
alemana182, y sobre todo el hecho de las bajas tasas de desempleo juvenil, han hecho de 
los sistemas de formación alemanes y del aprendizaje del alemán, un elemento muy 
presente en los medios de comunicación en estos últimos años; y cada vez son más los 
jóvenes que se animan a emigrar  a este país en busca de oportunidades laborales. Los 
datos de emigración de jóvenes a Europa que se conocen, indican que de momento el 
número de jóvenes que emigran es limitado, a diferencia de lo que ocurre ya con los 
datos de emigración general en el que el número de españoles que emigran es ya 
                                                 
179 Otra colaboración entre Alemania y España se aprecia en el programa de becas de investigación para 
doctores e investigadores gestionado por la DAAD, el Servicio alemán de intercambio académico que se 
encarga de la cooperación internacional y que cuenta con unos fondos de 400 millones de euros aportados 
por el Gobierno alemán y la Unión Europea y que cuenta con más de 74000 becarios. Los fondos 
dedicados a colaboración con España son 13,4 millones de euros en 2010 y 1045 profesores e 
investigadores de España y Alemania se han beneficiado de este programa. 
180 Los jóvenes españoles han conseguido el 72% de los empleos ofertados por Alemania dentro del 
programa MobilPro-EU para jóvenes europeos a septiembre de 2013, por otra parte 555 españoles han 
conseguido una plaza destinada a trabajadores cualificados y 430 han hecho un curso de alemán. Por otra 
parte, 988 españoles participan en programas de formación profesional dual alemanes. Este programa fue 
firmado en la citada visita de la Ministra de empleo alemana en mayo de 2013 y tiene como objetivo el 
acceso de jóvenes españoles a puestos cualificados o a programas de formación dual, tiene una duración 
de tres años renovables si así lo acuerdan las agencias de empleo de ambos países. 
181 El programa de empleo para jóvenes europeos en Alemania ha sido cancelado en 2014 por 
agotamiento de fondos, el mismo ha beneficiado a 4143 españoles 
182 El Gobierno alemán gastará 40 millones de euros al año para dar trabajo a jóvenes europeos  de entre 
18-35 años, el programa durará dos años y se destinará a aprendizaje de alemán, y costes de 
convalidación de títulos y programas de reclutamiento de jóvenes.  
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considerables. Si bien, una gran mayoría son españoles naturalizados provenientes 
fundamentalmente, de países Sudamericanos y que llevaban muchos años en España y 
consiguieron la nacionalidad española, y que se ven obligados ahora a volver a sus 
países por causa de la crisis económica. Entre los jóvenes españoles que emigran a 
Europa fundamentalmente lo hacen a Reino Unido183 184 o a Alemania185 debido, en el 
primer caso probablemente al idioma que es conocido y dominado por amplio número 
de jóvenes españoles, especialmente entre los titulados, y a Alemania debido 
fundamentalmente a la necesidad de personal cualificado de la industria alemana en un 
país en crecimiento pese a la crisis. En cuanto a la evaluación de este nuevo proceso 
migratorio, no hay muchos estudios del grado en que lo jóvenes que emigran consiguen 
mejorar de condiciones laborales, obteniendo un puesto acorde a su titulación (ya que 
una característica de esta nueva emigración es que en ella abunda los titulados 
universitarios). La impresión apoyada por ciertos estudios es que una parte tiene que 
volver a España en un tiempo, y que son muchos los que encuentran empleo, pero en 
trabajos no acordes a su titulación; siendo pocos los que se integran de manera 
plenamente satisfactoria en el mercado laboral de ese país. En ello influye 
probablemente la dificultad de homologación de títulos186, la barrera del idioma y el 
hecho de que son emigrantes a países de alto nivel de cualificación, donde la 
competencia por los puestos de trabajo de nivel con los propios del país187, es alta y en 
esta lucha por un puesto de trabajo el extranjero, aunque sea comunitario y tenga 
                                                 
183 El Reino Unido ha anunciado que las personas que lleven cobrando más de tres años ayudas de 
desempleo tendrán que hacer 30 horas semanales en trabajos sociales o bien acudir de forma diaria a una 
oficina de empleo, perdiendo un subsidio en caso de incumplimiento, esta medida afecta también afecta a 
los extranjeros que hayan trabajado en el Reino Unido y que cobren ese subsidio que es de carácter 
permanente. 
184 Unos 30000 españoles se registraron para trabajar en Reino Unido en 2012, un 25% más que en 2011 
y más del doble que en 2009-2011 pero alcanzan los 45000 si se incluyen aquellos que no se han 
registrado en el consulado. Fuente Departamento de Trabajo y Pensiones y Oficina nacional de 
estadísticas del  Reino Unido 
185 La Agencia Federal de Empleo alemana dispone de 14000 vacantes en geriatría y enfermería y el 35% 
de las empresas alemanas dicen tener dificultades para cubrir vacantes según la Asociación alemana de 
Cámaras de Comercio e Industria a finales de 2011 sobre todo en los sectores de electrónica y 
automoción. 
186 No obstante, estas dificultades el desempleo en España y la subida de tasas universitarias, ha hecho 
que hay aumentado el número de españoles que emigran para estudiar, así para estudiar en Alemania ha 
aumentado un 12% y para Francia un 9%. 
187 Los países europeos receptores de emigrantes que también tienen tasas de desempleo, están cada vez 
más preocupados con este fenómeno, sobre todo por el gasto en prestaciones sanitarias que esta 
inmigración conlleva. Así el gobierno británico está impulsando legislación que restrinja el acceso de 
inmigrantes comunitarios a esos servicios de sanidad o sociales mediante el pago parcial de dicha 
atención, limitar el acceso a subsidios de desempleo a seis meses o dificultar el acceso a pisos de 
protección. 
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libertad de acceso en condiciones de igualdad a un puesto de trabajo, siempre estará en 
condiciones de inferioridad. 
 
En general, las medidas que desde la Unión Europea se están diseñando para la 
luchar contra el desempleo juvenil adolecen  en primer lugar de una lentitud en su 
puesta en funcionamiento enorme; por otra parte, tiene unos fondos muy limitados en 
tanto que por ejemplo, el nuevo fondo de apoyo al empleo juvenil está dotado con 6000 
millones, y lo primero que hay que destacar es que provienen de otras partidas del 
presupuesto comunitario, que es de donde se obtienen esos fondos, y se dedican a este 
fin; además tales fondos son exiguos, ya que incluso a la propia España, que consiguió 
que el fondo entrara en vigor el 2014  y se aplicara ya su cuantía en 2014-15, le 
corresponden por volumen de desempleo unos 1800 millones,188 que se traducen en 
unos 2000 euros al año por desempleo juvenil en nuestro país189. Esta cantidad que el 
gobierno190 ha dicho que dedicará a la bonificación de contratos para jóvenes o a bajar 
impuestos a las empresas que contraten jóvenes desempleados, es limitada y habrá que 
ver si tiene alguna incidencia en la tasa de desempleo. Por otra parte, en términos 
generales, la mayor crítica que se puede hacer a las medidas de lucha contra el 
desempleo juvenil por parte de la Unión Europea, es que no tiene orientación global y 
no se proponen medidas concretas, salvo la receta general de flexibilidad y otras muy 
vagas debido al problema de raíz de siempre; y es que la Unión Europea no tiene 
competencia en materia de empleo y sólo la está adoptando de manera indirecta y por 
esta vía, está imponiendo de manera más o menos veladas reformas de amplio calado en 
los temas de contratación,  pensiones etc.  No obstante, en aspectos más de detalle, 
como puede ser el tema del desempleo juvenil, sólo ha entrado debido a la enorme 
importancia que el mismo tiene en la actualidad pero sin que dé la sensación de que la 
Unión Europea quiera pasar a desarrollar medidas más activas, salvo aportar fondos de 
                                                 
188 Este plan de empleo juvenil se aplicará en España a través de la Estrategia de Emprendimiento y 
empleo joven con la que el gobierno gastará en torno a 4000 millones de euros en fomento del empleo 
juvenil en cuatro años. 
189 España recibiría 918 millones de euros procedentes de la partida presupuestaria específica para 
Empleo Juvenil y 932 millones de euros procedente del Fondo Social Europeo. 
190 El plan de empleo juvenil asociado a este nuevo fondo de empleo juvenil europeo, se enviará a la 
Comisión Europea en noviembre de 2013. España concentrará el 32% de ayudas de este fondo en jóvenes 
que ni estudian ni trabajan. El programa europeo de garantía juvenil, que es el nombre técnico de este 
plan, ofrece a los menores de 25 años que dejen el sistema educativo o estén en paro, una oferta de 
empleo, formación adicional o prácticas en un plazo de cuatro meses. 
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mayor o menor cuantía y promover la movilidad dentro de las fronteras de la Unión 
entre los jóvenes europeos. 
 
9. Una aproximación política a la problemática del empleo juvenil a través de las 
principales propuestas de los interlocutores sociales y políticos en fomento del 
empleo juvenil.  
 
A lo largo de esta tesis doctoral se desarrollará toda la problemática relacionada 
con el desempleo juvenil, tanto en sus causas y consecuencias como en el análisis de las 
diferentes medidas que, para mitigarlo, se han implementado. Por otra parte, también se 
verá la influencia que otras políticas pueden tener el empleo juvenil, y sobre todo se  
destacará la importancia de la evaluación sistemática de la eficacia de dichas medidas, 
en el logro de su objetivo de disminución del desempleo juvenil. 
 
 En este epígrafe, se van a exponer cuáles son las medidas y reformas que los 
principales partidos políticos del país, así como los interlocutores sociales, ofrecen para 
disminuir la tasa de desempleo juvenil. La razón de incluir este epígrafe aquí es tener 
una visión general de las soluciones que se aportan desde las distintas ideologías para 
que con posterioridad el lector vea las opciones que se aportan al tema del desempleo 
juvenil con el fin de que desde una opción por uno u otro modelo económico, pueda 
conocer críticamente donde se incardinan las diferentes medidas de fomento del empleo 
juvenil que ya en la última parte se expondrán. Con el aumento de dicha tasa de 
desempleo y la importancia que este problema del desempleo juvenil ha ido alcanzando 
en la actualidad, era lógico que las fuerzas políticas y representantes sindicales y de 
organizaciones empresariales, no pudieran mantenerse al margen y tuvieran que 
manifestar en sus programas electorales o en su programática, una línea argumental de 
soluciones así como su propio análisis al problema del desempleo juvenil. Es importante 
que se conozca esta visión, que tanto del problema como de las soluciones a aplicar 
tienen, ya que la normativa que se apruebe por parte del actual Gobierno, o de los 
venideros, así como las soluciones que a través de la negociación colectiva se 
introduzcan para acabar con este problema, serán una manifestación en parte de las 
diversas líneas argumentales que manifiesten los mismos.  
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Es importante recordar que nuestro marco constitucional ampara diversas modelos 
económicos dentro del respeto a la libertad de empresa, protección de la propiedad 
privada y protección de la negociación colectiva y de los derechos de los trabajadores; 
pero dentro de este marco general y del europeo al que también venimos obligados por 
nuestra pertenencia a la Unión Europea, son posibles múltiples políticas y soluciones 
para intentar luchar contra el desempleo juvenil. 
 
9.1.Las propuestas del PP. Contratación bonificada para pymes y ampliación 
de periodos de prueba. Flexibilidad organizativa de los convenios.  
 
La importancia de las propuestas del Partido Popular, y la razón por la que se trate 
a colación en primer lugar, es porque es el partido que desde diciembre de 2011 detenta 
el gobierno de la Nación, y por lo tanto sus propuestas respecto a este problema, son las 
que en este momento se están incorporando a la legislación laboral. La apuesta que el 
Partido Popular hacía en su programa electoral de las elecciones generales de 2011, 
como vía para reducir el desempleo juvenil, no difería de las medidas para la 
disminución de la tasa de desempleo general y de hecho no tenía un apartado específico 
de desempleo juvenil. Las medidas aportadas eran “simplificar las tipologías de 
contratos laborales para reducir la temporalidad, flexibilidad y seguridad a todos los 
trabajadores y empresas” o hacer “efectivo el derecho individual a la formación 
permanente y la recualificación profesional mediante la implantación de un bono de 
formación...”. Todo ello con el fin de favorecer la flexibilidad en las modalidades de 
contratación, bonificando las mismas con el fin de fomentar la contratación de jóvenes. 
Según el Partido Popular, las rigideces del modelo de clasificación profesional y la 
rigidez de las modalidades de contratación, generan en los empleadores un miedo a 
contratar utilizando fórmulas indefinidas de contratación, lo cual genera un mal uso de 
la contratación temporal y una alta tasa de desempleo juvenil. El Partido Popular, ha  
creado una modalidad nueva de contratación que facilita la contratación de jóvenes y a 
fin de que el empresario durante un amplio plazo pueda evaluar el rendimiento y la 
idoneidad de ellos para el puesto, pudiendo despedirlos sin indemnización y fruto de 
esta idea nació el contrato de emprendedores en la reforma de febrero de 2012, o con 
posterioridad el contrato primer empleo de la ley de emprendedores. Por otra parte, para 
acabar con las rigideces en la clasificación profesional de los trabajadores que no 
incentiva la contratación de jóvenes por la dificultad de movilidad funcional que su 
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adscripción a un grupo o categoría implica, se apostaba por introducir fórmulas que 
aportaran flexibilidad interna organizativa para favorecer la competitividad y 
productividad de las empresas. Esta idea se llevó a la práctica en la citada reforma en la 
eliminación de la categoría profesional como modalidad de clasificación profesional e 
introduciendo fórmulas que permiten potenciar la movilidad funcional, así como adaptar 
las condiciones del trabajo a la situación de la empresa, otorgando mayores poderes 
organizadores al empresario a la hora de plantear cambios organizativos por razones 
económicas, técnicas y organizativas que impliquen despido de trabajadores o 
modificación sustancial de sus condiciones de trabajo. Además, el Partido Popular en el 
epígrafe que dedica a la educación, hacía mención a la necesidad de volver a valorar la 
importancia que tiene el esfuerzo personal como medio de alcanzar los objetivos 
personales y profesionales. Estas ideas respecto a la educación, se han aplicado a la 
reforma del sistema educativo que el gobierno ha introducido con la Ley Orgánica de 
Mejora de la Calidad de Educación (LOMCE) y que modifica el sistema de concesión 
de becas, haciéndolas depender en mayor medida de los resultados académicos del 
alumno. En general, de la lectura del programa electoral del Partido Popular191 no se 
puede leer claramente una serie de medidas concretas para la lucha contra el desempleo 
juvenil ya que no tiene un apartado específico y muchas de las consideraciones que se 
han hecho sobre el programa son más reinterpretaciones a la luz de las medidas de 
gobierno a posteriori implementadas. 
 
9.2 .Las propuestas del PSOE. Modelo dual de formación y fomento de 
contratos de inserción juvenil. Fin de las bonificaciones. 
 
En el programa con el que se presentó a las elecciones el Partido Socialista Obrero 
Español a las pasadas elecciones de noviembre de 2011192, incluía un apartado 
específicamente dedicado al empleo juvenil. “Empleo y jóvenes: nuestra apuesta de 
futuro.” En el programa se hacía hincapié en la necesidad de favorecer la inserción de 
los jóvenes en el mercado laboral mediante la creación  de modalidades de contratación 
                                                 
191 El programa del Partido Popular para las elecciones generales de 2011 se puede ver en el siguiente 
enlace. http://www.pp.es/sites/default/files/documentos/5751-20111101123811.pdf 
192 El programa del Partido Socialista Obrero Español para las elecciones generales de 2011 se puede ver 
en el siguiente enlace. http://www.psoe.es/source-media/000000507500/000000507514.pdf 
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193 que fomenten la realización de prácticas194 en empresas, así como modelos 
educativos que compatibilicen el aspecto formativo con el práctico, haciendo con 
relación a este tema, una mención concreta al modelo dual alemán195 de formación 
profesional196. Por otra parte, plantea la necesidad de analizar la eficacia de las medidas 
de empleo juvenil, especialmente las bonificaciones que según el programa podían 
enfocarse de una más eficaz. El programa de las elecciones generales del Partido 
Socialista, hace una mención especial al fracaso escolar197 como elemento que dificulta 
la plena inserción social y laboral de los jóvenes en España  y plantea una beca salario 
para que los jóvenes que no han acabado sus estudios obligatorios, tengan un atractivo 
para volver al sistema educativo dejando momentáneamente algún tipo de ocupación de 
escasa retribución y nulo porvenir que pudieran tener. Además, en el apartado referido a 
la educación, el PSOE  destaca la importancia de apostar por la formación profesional 
como vía de inserción laboral198. 
 
9.3. Las propuestas de IU. Planes de empleo y salarios mínimos Fomento de 
economía social. El empleo público como eje de la creación de empleo. 
                                                 
193 En el plan de empleo juvenil que se proponía en el programa se proponía las siguientes “actuaciones 
orientadas a: Flexibilizar el sistema educativo para impedir que los jóvenes lo abandonen sin la 
cualificación y formación necesaria para su desarrollo personal y profesional. Promover la vuelta al 
sistema educativo de los desempleados más jóvenes, sobre todo de aquellos que lo abandonaron sin la 
titulación básica. Dotar de una cualificación profesional acreditada a todos aquellos jóvenes que carezcan 
de ella, o que necesiten adaptarla. Facilitar la transición hacia el mercado de trabajo, a través de un primer 
contrato o del desarrollo de proyectos de autoempleo, de quienes han alcanzado una cualificación, pero 
carecen de experiencia profesional. 
194 “Para los jóvenes entre 20 y 29 años desempleados/as con titulación o próximos a obtenerla, que bien 
no han tenido un empleo anterior, bien han tenido un empleo de corta duración para el que no son 
necesarios los estudios que han realizado, vamos a desarrollar un Programa de Primera Experiencia 
Profesional que, en unos casos, se concretará en la celebración de un contrato de trabajo y, en otros, 
consistirá en un sistema de becas para desarrollar prácticas profesionales no laborales en empresas”. 
195 Una aproximación a dicho sistema en Lauterbach, U. y Lanzendorf, u., “El sistema dual de formación 
profesional en Alemania: funcionamiento y situación actual”, Revista Interuniversitaria de formación del 
profesorado, núm. 30, 1997, pp. 51-68. 
196 “A los jóvenes desempleados de 20 a 30 años, que ni siquiera han alcanzado la titulación de enseñanza 
secundaria, o que acreditan la ESO, pero carecen de cualificación profesional alguna, la medida central 
que desde el Plan de Empleo Juvenil se propone consiste en desarrollar y aplicar el nuevo Contrato para 
la Formación y el Aprendizaje, inspirado por el modelo de formación en alternancia o dual..” 
197 “Medidas dirigidas a jóvenes escolarizados con claro riesgo de abandonar el sistema educativo sin 
ninguna cualificación profesional. La prevención del abandono escolar temprano es el mejor instrumento 
para evitar el desempleo y la precariedad de los jóvenes. Para evitarlo, junto a las propuestas para el éxito 
educativo de todo el alumnado, recogidas en el apartado correspondiente, desarrollaremos todas las 
pasarelas entre los diferentes niveles del sistema educativo, e incrementaremos la oferta de programas de 
cualificación profesional inicial y las plazas en los diferentes niveles de la educación postobligatoria, 
especialmente en formación profesional de grado medio, donde crearemos 200.000 nuevas plazas.” 
198 “Realizaremos un plan de choque dirigido a los jóvenes que se encuentran en desempleo y que 
abandonaron prematuramente el sistema educativo para que puedan obtener las competencias básicas 
necesarias para reincorporarse al proceso formativo.” 
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Izquierda Unida, en el programa199 que presentó a las pasadas elecciones generales 
del 2011, no incluía ningún apartado específico dedicado al empleo juvenil; pero sí se 
podían ver algunas ideas que planteaba para la lucha contra el desempleo juvenil. 
Izquierda Unida realiza una apuesta por el empleo público o subvencionado para salir 
de la crisis. Así entiende que deben auspiciarse desde el Estado200 planes de empleo en 
sectores generadores de riqueza en la economía real, desincentivando aquellos sectores 
especulativos, creadores de burbujas económicas y financieras201. También se plantea la 
necesidad de que se impulse la vivienda pública con alquileres sociales202; con el mismo 
objetivo; por otra parte, ante el grave problema de financiación que tienen los proyectos 
empresariales, apuesta por una banca pública,203 que otorgue créditos con criterios de 
rentabilidad social y no meramente económica. Por otra parte, se hace un impulso de la 
economía social como fórmula generadora de empleo más estable, incluso ante esta 
crisis, y se potencia la creación de empresas al amparo de figuras cooperativas u otras 
formas de economía social que contarían con grandes ventajas fiscales. 
 
9.4.  Las propuestas de los sindicatos para el fomento del empleo juvenil. Fin 
de contratos temporales y de subcontratación abusiva, igualdad de 
condiciones de trabajadores jóvenes y con experiencia. 
 
Los sindicatos a la hora de hacer frente al problema del empleo juvenil, dentro de 
las propuestas programáticas que plantean en las resoluciones de los congresos federales 
                                                 
199 El programa de Izquierda Unida para las elecciones generales de 2011 se puede ver en el siguiente 
enlace. http://izquierda-unida.es/sites/default/files/doc/Programa_Electoral_IU_2011_0.pdf 
200 “Plan de Ampliación por el Empleo 2014. Programas de empleo público: Mantenimiento forestal 
(50.000 empleos). Plan de empleos sociales y públicos (50.000).” 
201 “1. Un Programa de empleos verdes que comprende reforestación, explotación y mantenimiento de 
superficies forestales. (300.000 empleos). 2. Un Programa de rehabilitación sostenible de viviendas 
residenciales (200.000 empleos). 3. Un Plan de Empleos Sociales, para asegurar el pleno desarrollo de la 
Ley de Dependencia y mejorar salud, educación (especialmente de 0 a 3 años) y determinados servicios 
de la Administración. (170.000 empleos).” 
202“ Creación de un parque público de viviendas en alquiler moderado con los stocks actualmente 
detentados por la Banca y los promotores que serían adquiridos por las Administraciones Públicas a 
precio de coste, utilizando cédulas hipotecarias y otros mecanismos financieros”. 
203“Exigir a las entidades financieras avaladas por el Gobierno, un Programa de crédito a la pequeña 
empresa y autónomos equivalente en volumen de recursos a las cantidades avaladas y destinado a la 
inversión productiva. 8. Establecer un Convenio entre el ICO y las Cajas de Ahorro para facilitar crédito a 
las empresas avaladas por las Sociedades de Garantías Recíprocas, en condiciones de interés preferentes. 
9. Subvencionar a las Sociedades de Garantía recíproca.” Según el programa “la fórmula adecuada 
pasa por la y la creación de una nueva banca pública que intervenga en el flujo de dinero, pudiendo 
inyectar liquidez a los autónomos y las PYMES.” 
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o demás documentación interna que abordan este problema, hacen de la precariedad del 
empleo juvenil el eje de su lucha sindical en lo referido a este asunto. Según ellos, el 
abuso de la contratación temporal por parte de los empresarios, genera inestabilidad 
económica y profesional a los jóvenes que además cobran salarios bajos al amparo de 
estas fórmulas de contratación. Las reformas que los sindicatos plantean para acabar con 
este problema, van todas encaminadas a acabar con este modelo dual de contratación, 
dificultando el uso de modalidades de contratación temporal para fines diferentes a 
supuestos de actividades económicas temporales. Así, se manifiestan contrarios a 
alargar periodos de prueba, disminución de indemnizaciones de despido, fórmulas de 
contratación que permitan el despido sin causa, aunque sí se muestran favorables a 
introducir medidas que favorezcan la flexibilidad dentro de la empresa, siempre que 
sean negociadas y que respeten los derechos adquiridos de los trabajadores ya en 
plantilla. 
 
9.5.  Las propuestas de la patronal. El despido gratuito y salarios bajos. 
 
Las organizaciones empresariales en España, representadas a través de la  
Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), han abordado la 
problemática del empleo juvenil en diversos documentos referidos al problema del 
empleo. Para la patronal, los grandes problemas que dificultan la inserción laboral de 
los jóvenes en España son, por una parte, la desconexión entre sus estudios y las 
necesidades de las empresas y para lo que apuestan por una mejor adaptación de los 
planes de estudio a las demandas que las empresas planteen. Además el otro gran 
problema que los empresarios ven que dificulta la contratación de jóvenes es por un 
lado, el nivel salarial que los mismos tienen al incorporarse a una empresa. Este salario 
viene determinado por la categoría profesional en la que se clasifique al trabajador. Por 
mucho que diversas fórmulas de contratación permiten disminuir el coste salarial vía 
reducciones de sueldo o por el cobro de bonificaciones, según la patronal, siguen 
teniendo un alto coste, ya que la aportación que un joven realiza al beneficio de la 
empresa es, en los primeros meses, muy bajo por cuanto necesita que se le dedique un 
amplio esfuerzo en tiempo a su adiestramiento y formación en el puesto de trabajo. Por 
ello, la patronal apuesta por fórmulas de contratación que les permitan disminuir el 
salario inicial de este joven trabajador al salario mínimo interprofesional durante los 
meses iniciales de la contratación y que éste aumente en el caso de que el joven se 
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mantenga en plantilla si supera un periodo de prueba, que tal y como está regulado en la 
actualidad por el Estatuto de los Trabajadores, se considera corto. Además por otro lado, 
también se insiste en que la contratación de jóvenes debía ir acompañada de una 
ausencia total de indemnización de despido, porque durante los meses iniciales del 
contrato, el empresario evalúa el rendimiento y la idoneidad del trabajador a ese puesto 
de trabajo y, por lo tanto, no debe ser penalizado con el pago de una indemnización, en 























PARTE SEGUNDA (NUCLEAR) 
 





Análisis de las políticas de evaluación de las medidas de 
fomento del empleo.  
 
1. La evaluación de las políticas de fomento del empleo.  
 
1.1. La necesidad de evaluación de las políticas de fomento del empleo. 
 
En esta parte de la investigación se va a realizar un análisis de la situación actual, 
determinando el estado en que se encuentra la labor evaluadora de la eficacia de las 
políticas de empleo por parte de las Administraciones. Se describirán también las 
diferentes políticas de la Administración en esta materia, anotando la normativa que las 
sustenta. 
 
El gasto público en España equivale en estos momentos a un 50 por ciento del 
PIB, teniendo por tanto una influencia decisiva  en la economía española, y el gasto en 
políticas de empleo constituye también una partida considerable. En el entorno 
económico actual, en el que la disminución del déficit público y el uso racional de los 
recursos públicos, se ha vuelto una política especialmente presente en la actualidad 
política y económica.  La necesidad de evaluar la eficacia del gasto de esas políticas en 
el logro del cumplimiento de sus objetivos se ha convertido en una actividad esencial en 
el planteamiento de cualquier de cualquier política pública. En términos generales, en lo 
referido a las políticas de  fomento del empleo, la evaluación es una de las grandes 
ausentes en la gestión de políticas públicas, y así como en el ámbito privado, la 
evaluación del desempeño de los planes, es la última fase de ejecución de cualquier 
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política o medida, en el ámbito público es bastante menos frecuente, en parte debido a la 
amplia duración de los programas públicos que están bajo el control de diversas 
Administraciones. Además con situaciones económicas de distinto signo, lo que 
dificulta la evaluación y con el problema añadido que acaece, si son Administraciones 
pertenecientes a distintos signo político (y por lo tanto, tienen diferentes concepciones 
de cómo diseñar y gestionar las políticas públicas). Todo ello, además de la dificultad 
de la propia evaluación en sí que puede verse afectada por múltiples factores externos 
que influyen en el objetivo, sin que en sí afecten a la eficacia de la propia política 
pública. Por ejemplo, una política de fomento del empleo con independencia de lo 
correcta o incorrectamente que esté diseñada y gestionada, se verá seriamente afectada 
en su efectividad, por la coyuntura económica y ése es un factor que siempre es difícil 
de separar de lo derivado de la correcta aplicación de la medida.  
 
En el ámbito nacional la evaluación de políticas públicas tiene su gran exponente 
en la creación de la Agencia Nacional de la Evaluación de Políticas Públicas204, que 
creada en 1998 y dependiente del Ministerio de Hacienda, pretende ser un intento de 
generar conocimiento y experiencia para crear toda una serie de procedimientos e 
indicadores que permitan evaluar la eficacia de dichas políticas públicas. La política de 
empleo es competencia del Ministerio de Empleo y es el que a través de la Subdirección 
de Políticas Activas de Empleo, realiza estudios en esta materia, sin perjuicio de las 
competencias que en la materia tienen tanto el Servicio Público de Empleo Estatal205 (en 
colaboración con el de las Comunidades Autónomas) y  con los órganos sectoriales (en 
los que participan tanto Administraciones como interlocutores sociales) como las 
Comisiones Sectoriales o la Comisión Nacional de Asuntos Laborales, ambas con 
competencias en materia de encargar estudios sobre las políticas de empleo 
desarrolladas en España.  
 
                                                 
204 La Agencia es un organismo público de los regulados en la Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias 
estatales para la mejora de los servicios públicos. Es la primera de las establecidas por dicha Ley, de 
acuerdo con un nuevo modelo de gestión pública en línea con los principios de gobernanza de la Unión 
Europea: responsabilidad, eficiencia, participación, apertura y coherencia 
http://www.aeval.es/es/la_agencia/presentacion/ 
205 El Servicio Público de Empleo Estatal tendrá un presupuesto en 2014 de 4073 millones de euros para 
políticas activas de empleo, un 8% más. El gasto principal será el pago de subvenciones a la contratación 
en deducciones de cuotas a la seguridad social para colectivos con dificultades o ayudas a autónomos con 
un presupuesto de 1222 millones de euros un 21,52% de incremento. El gasto en bonificaciones ascendía 
a 3000 millones en 2011. 
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1.1.1. Dificultades para la evaluación de políticas de empleo. Ventajas e 
inconvenientes.  
 
Como se ha podido observar, en las medidas de fomento del empleo que se han 
comentado, la gran ausente en las políticas de empleo en España ha sido la evaluación 
de las mismas. La Administración no ha efectuado evaluaciones sistemáticas de la 
eficacia de estas medidas en la creación de empleo, salvo algunas evaluaciones más 
enfocadas a cómo se han impartido estas medidas que a evaluar su eficacia posterior206. 
Las razones de esta ausencia de evaluación son varias. Primero, una gran variedad e 
inestabilidad en las medidas que han impedido en parte su evaluación; en segundo lugar 
la sensación que tiene la Administración de que estas medidas no han funcionado, 
aunque sólo sea por como han evolucionado las tasas de desempleo de estos colectivos 
a lo largo del tiempo; y en tercer lugar, la gran dispersión administrativa en la 
competencia en materia de empleo, no sólo, en el ámbito organizativo de la estructura 
territorial del Estado, sino que a su vez esta competencia se reparte entre muchos entes 
administrativos y departamentos, lo que impide una visión global de la eficacia de estas 
políticas, empezando por la dificultad de coordinar toda la información relativa a 
políticas de empleo que posee la Administración. 
 
Una evaluación desde un punto de vista económico207 y sociológico de la eficacia 
de estas políticas y no meramente jurídica, es un elemento indispensable para poder 
tomar medidas referidas a la reforma de la Administración en materia de empleo y en la 
reforma de las políticas activas de empleo y de las políticas sociales. Hay  que destacar 
que el Real Decreto Ley 3/11 de 18 de febrero de medidas urgentes para la mejora de la 
empleabilidad y la reforma de las políticas activas de empleo, en su artículo 3 
modificatorio de la Ley de Empleo establece como elemento que se deben incluir en la 
estrategia española de empleo “Un sistema de indicadores cuantitativos y cualitativos 
que permitan el seguimiento de sus objetivos y su grado de cumplimiento.” La 
importancia del artículo está en que por primera vez existe el objetivo de medir la 
                                                 
206 Véase el libro de Cachón Rodríguez. L.: Colectivos desfavorecidos en el mercado de trabajo y 
políticas activas de empleo, Serie Informes y estudios, Empleo, núm. 21, MTAS, 2004 publicados por el 
Ministerio de Trabajo. 
207 Véase un ejemplo de evaluación de políticas activas en Huerta Quintanilla, Rogelio; Gómez Tovar, 
Rosa.” Evaluación de las políticas laborales activas en México 1988-2006”. Revista del Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales 2010, (86): 25. 
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eficacia y eficiencia de estas políticas con indicadores objetivos propios (creando una 
estadística propia sobre la materia y de carácter periódico) y no simplemente un análisis 
de su efectividad, basado en la evolución de la tasa de paro de los colectivos afectados 
por los distintos programas de empleo y que en verdad pueden verse afectados por otras 
circunstancias económicas que ni mejoraría ni empeorarían la eficacia de las políticas y 
los programas de empleo. 
 
Las ventajas de la evaluación de la eficacia de las políticas de fomento del empleo 
son incuestionables. Por una parte permite definir una serie de indicadores y elementos 
que permitan contrastar la evolución en el tiempo de aquellas facetas del empleo que se 
quieran mejorar; aunque es obvio que el indicador esencial en la lucha contra el 
desempleo es la bajada del mismo, existe otro tipo de indicadores como duración de los 
contratos, tipos de contratos, salario etc. que también dan información sobre el mercado 
laboral y que definen un mercado laboral con unas características u otras y por lo tanto 
pueden establecerse indicadores evaluables sobre los mismos. Por otra, la evaluación de 
las políticas de empleo permite redefinir y mejorar dichas políticas de empleo con el fin 
de que sean más eficaces a la vista de los resultados de la evaluación, ya que con 
independencia de que no siempre se puedan aportar soluciones a los problemas en 
materia de empleo, al menos sí es interesante saber cómo evolucionan los indicadores 
relacionados con las variables del empleo afectadas por nuestros planes de empleo, más 
cuando muchas de estas políticas de fomento de empleo tienen un coste elevado en 
fondos públicos. El hecho de tener toda una batería de indicadores homologados con 
otros modelos internacionales que evalúen sus sistemas de fomento del empleo, permite 
una comparación de eficacia de las diferentes soluciones ante los diversos problemas 
que se presentan en materia de empleo. Esta técnica de comparación entre políticas, 
llamada “benchmarking” se puede utilizar en esta materia y de hecho en estudios 
comparativos que ha realizado la Agencia Nacional de Evaluación sobre evaluación de 
políticas públicas, ha utilizado esta técnica con resultados bastante interesantes y que 
han sido al menos analizados en algunas de las reformas que está emprendiendo la 
Administración como la racionalización del gasto farmacéutico, o la gestión de 
hospitales. No obstante, en lo referido a las políticas de empleo, el grado en que 
soluciones adoptadas por países de nuestro entorno han sido incorporadas a nuestro 
sistema, ha sido más bien escaso, habiéndose optado en la lucha contra el desempleo 
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juvenil durante estos años, más por reformas legislativas de las modalidades de 
contratación que en analizar las políticas activas, buscando mejoras en las mismas. 
 
Entre los inconvenientes que plantea la evaluación de las políticas de fomento de 
empleo juvenil se encuentra, primero y fundamentalmente, la dificultad de separar 
dentro del indicador o del aspecto afectado por una determinada política de fomento del 
empleo, aquella evolución en el indicador que es debida e influida por la aplicación de 
dicha política de empleo o de aquella variación que es debida a otras fuerzas y 
magnitudes económicas que influyen en dicho indicador, y muchas veces con mucha 
mayor influencia que las políticas de empleo aplicadas. Esta dificultad entraña una 
doble trampa. Por una parte podemos estar dando por efectivas determinadas políticas 
de fomento de empleo que están consiguiendo mejoras en un determinado indicador de 
empleo, cuando dichas mejoras son debidas a una coyuntura económica favorable que 
generaría esa mejora (en similar cuantía o no, aspecto éste que también es difícil de 
contestar),  en ausencia de dicha política de fomento del empleo. Por otra parte sensu 
contrario, se puede encontrar con datos que revelan escasa eficacia en los datos de 
desempleo cuya mejora hayamos pretendido tras la implementación de una serie de 
políticas de empleo y que no se deban al mal diseño de las medidas, sino a una 
coyuntura económica mala que generaría un mal indicador también en ausencia de dicha 
política de empleo. Las diversas técnicas econométricas que intentan evaluar la 
influencia de diversos variables exógenas de un modelo en la variable dependiente 
mediante diversas técnicas, no son objeto de esta tesis y hay que decir que, en general, 
no existen intentos de dichas técnicas que separen, en la evaluación de las políticas de 
empleo, los efectos derivados de dichas políticas, de aquéllos de otras variables 
macroeconómicas Esta ausencia de estudios, aún reconociendo su dificultad, sería 
interesante que fueran promovidos por los entes públicos estadísticos que tienen tanto 
los datos necesarios para su estudio como los instrumentos informáticos necesarios para 
el tratamiento de dichos datos. No obstante, además del uso de estas técnicas 
econométricas, sería interesante, que se realizaran otro tipo de evaluaciones respecto a 
la eficacia que las distintas medidas tienen para los actores sociales y económicos 
implicados en el mercado laboral, de forma que un muestreo estadístico representativo 
de dichos interlocutores al que se le realizaran unas preguntas pactadas por los 
interlocutores sociales, permitiría tener información sobre la opinión que tiene ellos de 
las diversas medidas, como por ejemplo la eficacia de las bonificaciones en el fomento 
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de la contratación, la eficacia de las diversas modalidades de la contratación, etc. Estos 
estudios, que podrían ser realizados por el INE, que tiene medios técnicos y 
conocimientos más que suficientes para hacer este tipo de encuestas, aportaría una 
visión técnica y oficial respecto a la eficacia de estas medidas, lo que permitiría a los 
interlocutores sociales y a la Administración partir de una base común para acordar todo 
tipo de cambios y nuevas medidas. Esta metodología ya es realizada en España para 
otros temas como por ejemplo, todo lo relacionado con el tema de pensiones a través del 
Pacto de Toledo, que encarga estudios técnicos sobre la materia de acuerdo a los 
criterios acordados por todos los partidos políticos e interlocutores sociales.  
 
Esta gran dificultad ante la que nos encontramos en la evaluación de las políticas 
de empleo, está, sin duda, en el centro de todas las polémicas políticas y doctrinales a la 
hora de determinar qué medidas son mejores de cara a conseguir mejoras en las tasas de 
empleo, ya que introduce una falta de fiabilidad respecto a muchas de las conclusiones 
que sobre determinadas medidas puedan establecerse. No obstante, aún reconociendo la 
dificultad de determinación de la eficacia de unas medidas concretas, separándolas de 
otras influencias externas, más si se analiza una medida, especialmente si la misma lleva 
siendo aplicada durante largos periodos de tiempo, en que hayan coincidido con 
periodos de bonanza y otros de crisis económica, y sobre todo, si dicha medida no 
parece haber conseguido una mejora en el empleo, se podrá, en términos generales, 
concluir: que dicha medida no es acertada para conseguir el fin propuesto; y cuando nos 
encontramos con medidas de fomento del empleo que ya llevan mucho tiempo siendo 
aplicadas, si en general, existe ya una opinión sobre la eficacia de las mismas entre los 
actores sociales del mercado laboral y aunque dichas impresiones y opiniones estén 
basadas en datos parciales o en la simple apreciación de la experiencia de sindicatos, 
empresarios etc., si dichas impresiones son mantenidas en el tiempo respecto a la 
eficacia de alguna medida, deben ser tenidas en cuenta como elemento de evaluación de 
la eficacia de dichas medidas. 
 
Otra dificultad con la que nos encontramos a la hora de evaluar la eficacia de las 
políticas de fomento del empleo, es el largo tiempo que pasa en muchos casos desde que 
entran en vigor hasta que producen efectos, con lo que para poder evaluar la medida 
hace falta dejar un periodo de años en el que la misma se mantenga en vigor, para 
esperar a que sea conocida por los actores del mercado laboral y se decidan a aplicarla, 
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salvo aquellos casos en que sean medidas de cumplimento obligatorio, y esperar a que 
pase un tiempo para que se pueda evaluar su eficacia. El amplio período de aplicación 
de la medida genera el problema -de cara a su evaluación- de que la eficacia de dicha 
medida puede verse afectada por aspectos externos al diseño propio de la medida en el 
sentido que se ha comentado anteriormente, y ello desdibuja las conclusiones que se 
obtengan de su evaluación en el tiempo.  
 
Otro problema más que aparece en la evaluación de las medidas de fomento del 
empleo es la dispersión de datos estadísticos respecto a la evolución de los indicadores 
objetos de análisis. Aunque el Ministerio de Trabajo conserva competencias de ámbito 
nacional en materia de ejecución de legislación estatal y el propio Servicio Público de 
Empleo estatal, tiene datos estadísticos respecto a contratación, así como la Tesorería de 
la Seguridad Social, los poseen en lo referido a bonificaciones, modelos de 
contrataciones, datos salariales, etc. No obstante, hay que recordar que las Comunidades 
Autónomas tienen capacidad legislativa y de ejecución para realizar acciones de 
fomento del empleo vía subvenciones pero no pueden crear bonificaciones en las cuotas 
de la Seguridad Social ya que la competencia sobre las mismas es exclusiva de la 
Administración Central, diseñándolas el Ministerio de Trabajo y siendo administradas 
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social. Por otra parte los servicios de empleo 
autonómicos tienen competencias si no en la creación de bonificaciones a la 
contratación, sí en la creación de programas de políticas activas de empleo para 
colectivos que sean de especial interés en sus respectivas regiones. Además de la 
Administración Central y Autonómica con competencias en materia de empleo en un 
grado u otro, también nos encontramos que las Administraciones locales tanto 
Diputaciones como Ayuntamientos, han diseñado programas de fomento del empleo o 
programas de apoyo a los emprendedores, y todo ello aunque los entes locales no tienen 
atribuidas directamente competencias en materia de empleo aunque, los tribunales 
(como se verá más adelante en el punto donde se desarrolla la competencia de empleo 
en España), han admitido que para el desarrollo de las competencias que la Ley de 
Bases del Régimen Local les confiere, pueden establecer todo tipo de programas que 
generen empleo y que por lo tanto se convierten indirectamente en programas de 
fomento del empleo en sus demarcaciones territoriales. La concurrencia competencial 
dificulta la evaluación de la eficacia de unas determinadas políticas de empleo, (puesto 
que sobre un mismo colectivo pueden existir diferentes programas estatales y 
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autonómicos o locales que influyan sobre el empleo en dicho colectivo) y, por otra 
parte, existe dispersión de datos de fondos públicos utilizados por las diferentes 
Administraciones para el fomento o mejora del empleo de un determinado colectivo. 
Por otra parte aunque el Instituto Nacional de Estadística realiza encuestas sobre empleo 
como la EPA, o la encuesta de coyuntura laboral, hay que reconocer que como las 
Administraciones Autonómicas también poseen en la práctica competencias en materia 
de empleo, poseen mucha información sobre la eficacia de sus programas de fomento 
del empleo y que no siempre están correctamente tratadas informáticamente, ni puestas 
a disposición de investigadores o de las propias Administraciones, con lo que se pierde 
información sobre la evaluación de dichos programas de empleo.  
 
Adicionalmente otro problema derivado de la evaluación de los programas de 
fomento de empleo es cierta utilización electoral que se hace de los mismos por las 
fuerzas políticas en su contienda. Ya que no cabe duda de que los aspectos relacionados 
con el empleo constituyen un reclamo electoral de máxima importancia, se pueden dar 
intentos de los partidos de proponer programas de empleo que puedan darles apoyo 
electoral aunque tengan escasa incidencia demostrable en el empleo, o lo que es aún 
peor se pueden dar intentos de ocultación de los datos de evaluación de programas de 
fomento de empleo que se hayan instaurado y se crea no han tenido mucho éxito o 
incluso se pueden tratar y de adulterar por parte de los responsables públicos, dichos 
resultados con el fin de mejorar los indicadores de los mismos como ejemplo, se puede 
ver los cambios metodológicos que se introducen en determinados momentos para 
calcular el número de personas en desempleo como inclusión de personas en cursos de 
formación etc 
 
Las dificultades en materia de diseño de políticas de evaluación se deben solventar 
por los poderes públicos mediante la transparencia a la hora de aportar datos sobre la 
evaluación de dichas políticas de fomento de empleo, de modo que exista una 
estadística de indicadores del tipo que se propondrán más adelante que sea conocida por 
el público y por otra parte, es necesario establecer un consenso en la materia por las 
fuerzas políticas, para convertir esta materia de evaluación en una política pública más 
que quede fuera de la controversia política, de modo que el uso de los datos que los 
modelos de evaluación de las medidas de fomento de empleo aporten, no se tergiversen 
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con fines políticos espurios que afectan a la credibilidad que los ciudadanos puedan ver 
en las mismas. 
 
1.1.2. Experiencias en evaluación de políticas de empleo en España. Las casas de 
oficio y talleres de empleo.  
 
Como se ha dicho, en general las políticas de fomento del empleo juvenil,  no son 
evaluadas con metodología propia de la evaluación de programas públicos, ya que las 
mismas ven cómo sus efectos sobre los indicadores que pretenden mejorar se ven 
influidos por otros elementos de la coyuntura económica. Esta dificultad en la 
evaluación, determina que pocos sean los programas públicos de fomento de empleo 
seguidos desde su diseño, planificación, presupuestación, ejecución y evaluación final. 
Dentro de los programas que han sido objeto de evaluación desde un inicio están las 
casas de oficio y las escuelas taller208. Esta iniciativa209, creada durante el inicio de los 
años ochenta210 para luchar contra el desempleo entre jóvenes sin estudios, constituye 
una de las iniciativas contra el desempleo juvenil que, habiendo sido objeto de 
evaluación, han tenido más éxito. El programa pretendía disminuir el desempleo entre 
jóvenes entre 16-21 años en un principio, y hasta 24, posteriormente con la creación de 
las casas de oficio,211 mediante programas mixtos de formación en oficios relacionados 
con la restauración del patrimonio histórico, actividades relacionadas con la 
construcción en zonas rurales, etc., y que eran completados con la realización de 
prácticas bajo la figura de contratos de aprendizaje, que permitirían poner en práctica 
los conocimientos adquiridos por los alumnos. Los alumnos recibían un salario durante 
su periodo lectivo, así como durante sus prácticas. El programa tuvo mucho éxito en 
tanto que permitió formar a toda una serie de jóvenes en unos oficios, algunos con 
                                                 
208 Las casas de oficio tienen una duración de un año y las escuelas taller entre uno y dos; ambas tienen 
una primera fase formativa de 6 meses en la que el desempleado participante es un alumno que percibe 
una beca de asistencia de 6,01 euros por día lectivo, una vez finalizada la fase formativa, el trabajador 
inicia una fase de formación en alternancia con el trabajo de entre 6-18 meses en la que es empleado con 
un contrato de formación percibiendo un salario del 75% del salario mínimo interprofesional. Los talleres 
de empleo son similares a las casas de oficio pero para mayores de 25 años. 
209 Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y 
marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo” . Madrid: Tecnos, 2011. Págs..279-284. 
210 Las casa de oficio Se regulan en OM de 14 de noviembre de 2001, Modificada por la  Orden 
ESS/1271/2013, de 24 de junio. Los Talleres de Empleo son regulados en el RD 282/1999, de 22 de 
febrero174 y Orden de 14 de noviembre de 2001. 
211La  Disposición  Adicional 1ª del RD 1529/2012, de 8 de noviembre que desarrolla el contrato de 
formación y aprendizaje y la nueva formación profesional dual, regula las nuevas edades a las que es 
aplicable el contrato de formación que han sido ampliadas hasta los 30 años como se verá posteriormente. 
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ausencia de personas preparadas en el mismo, y al mismo tiempo posibilitó la 
recuperación de mucho patrimonio histórico artístico212. Este programa de fomento del 
empleo juvenil fue uno de los primeros programas públicos, que tenía como objetivo, 
mediante programas mixtos de formación-empleo, aumentar las tasas de empleabilidad 
de jóvenes sin cualificación profesional; ya que, aunque antiguamente sí habían 
existido, en el marco de las escuelas de oficios de grandes empresas en España, 
programas mixtos de jóvenes que estudiaban en las escuelas de oficio de estas empresas 
(donde aprendían un oficio y que posteriormente se incorporaban a las mismas), estaban 
todas ellas dentro de la planificación que estas empresas hacían en función de sus 
necesidades, y no tanto enfocadas a mejorar las capacidades de sus alumnos. El 
programa, que aún continúa en vigor, estaba bajo la supervisión del INEM, y constituyó 
un éxito para la incorporación al mercado laboral de jóvenes sin preparación, o 
procedentes de ambientes marginales. Este programa fue objeto de evaluación por parte 
del INEM213; no sólo por su éxito, sino también porque dicha evaluación venía 
facilitada por el hecho de tratarse de una iniciativa muy acotada: tanto en la duración de 
la medida214- puesto que iba destinada a un grupo objetivo reducido- como en la 
competencia de la planificación y la gestión de la medida, centralizada en una única 
Administración.  
 
Si bien es cierto que esta evaluación de la medida no evita la problemática de la 
determinación de en qué medida los acertados resultados de la ejecución son debidos al 
diseño de este programa de fomento del empleo juvenil o a otras circunstancias 
económicas. Así, por ejemplo, en el caso del éxito de estos programas de escuelas taller 
y casas de oficio que fueron especialmente exitosos en las ediciones de los años 
                                                 
212 Los talleres de empleo tenían como fin que los participantes  adquieran “la formación profesional y 
práctica laboral necesaria, realizando obras y servicios de utilidad pública o interés social, relacionados 
con nuevos yacimientos de empleo, y que posibiliten la inserción posterior de los participantes tanto en el 
empleo por cuenta ajena como mediante la creación de proyectos empresariales o de economía social” y 
“obras y servicios de utilidad pública o interés social relacionados con nuevos yacimientos de 
empleo”:revalorización de espacios públicos y urbanos, promoción de turismo, ayuda a jóvenes 
desarraigados, a discapacitados. 
213 Las Unidades de Promoción y Desarrollo colaboran en el diseño y evaluación de los proyectos de 
Escuelas Taller y Casas de Oficios y de los Talleres de Empleo y fomentan en colaboración con el INEM 
y las entidades promotoras, la inserción laboral de los participantes en dichos proyectos. (Art. 12 OM 
2001). 
214 El proyecto de Escuela Taller si tuviera una duración inferior a dos años se podrá prorrogar la Escuela 
Taller, por períodos mínimos de seis meses, hasta agotar la duración máxima de dos años. (Artículos 14 y 
15 de  la Orden anteriormente citada) y el propio contrato de formación con el que se instrumenta la 
adquisición de la experiencia tiene la duración que fije el programa que determine esa escuela taller, 
respetando siempre los límites de edad y duración previstos en la ley. 
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ochenta, el programa se centraba en promover jóvenes para labores de restauración o 
para la construcción, que fueron dos actividades económicas que tuvieron un gran 
desarrollo en los años ochenta a raíz de la llegada  a España de enormes cantidades de 
dinero provenientes de los fondos de la entonces Comunidad Económica Europea, a la 
que España se adhirió en 1986. El programa sí puso en valor el reconocimiento de que 
para reciclar o insertar a jóvenes carentes de formación, o sin experiencia previa, los 
programas más eficaces, son aquéllos que de alguna manera combinan formación y 
períodos de trabajo, en la medida de que dichos programas, hayan sido diseñados 
atendiendo a la demanda de los perfiles profesionales que necesiten los empresarios de 
la zona. Ya que en este tema el factor cercanía entre el centro de formación y el contacto 
con los empresarios de la región, también se ha demostrado que es un elemento que 
favorece el éxito de dichos programas de inserción.  
 
Este programa de inserción se ha mantenido en el tiempo y se ha implantado por 
otras Administraciones, en concreto las Administraciones locales, que aunque carentes 
de competencia en materia de empleo, han sido muy proclives a diseñar este tipo de 
actuaciones de fomento del empleo, probablemente porque tienen una información muy 
cercana a las necesidades de las empresas de su municipio. Estos programas, junto a los 
de fomento del emprendimiento, así como los programas formativos, han sido muy 
utilizados por las Administraciones locales para el fomento del empleo y de la actividad 
económica en sus municipios. 
 
En general, muchos de los programas posteriores215han pretendido, de una u otra 
manera, diseñar planes similares que combinaran periodos de prácticas y de formación 
como vía de inserción de jóvenes. Así, nos podemos encontrar entre ellos, los contratos 
de aprendizaje o formativos, las becas de inserción para estudiantes, los programas de 
cooperación educativa de prácticas, los contratos de inserción social que fomentaban el 
trabajo para personas pertenecientes a colectivos con dificultades especiales por 
pertenecer a grupos excluidos como toxicómanos y otros grupos marginales. Todos 
ellos eran programas que incluían un periodo formativo y un contrato de inserción 
                                                 
215 Los Fondos Estructurales de la EU también han apoyado acciones de empleo a través de esta 
modalidad de fomento del empleo, En España, estas acciones se han realizado a través de las Escuelas 
Taller y los Talleres de empleo. 
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(ahora se realiza bajo otras figuras de contratación, ya que este contrato ha sido 
derogado) generalmente en un ente público. 
 
Como se verá más adelante cuando se expongan los programas de formación-
empleo diseñados por la Administración y la aplicación de los indicadores que para este 
tipo de programas vamos a desarrollar, este tipo de medidas de fomento del empleo son 
desde el punto de vista de la evaluación, especialmente ricos, ya que unen en un mismo 
programa medidas formativas y la realización de un contrato bonificado. Con lo que es 
necesario utilizar indicadores de evaluación, tanto de formación como de eficacia de 
bonificaciones o contratos especiales para colectivos desfavorecidos. 
 
2. El origen europeo de las políticas de evaluación. 
 
A la hora de analizar las políticas y competencias en materia de evaluación, se 
debe recordar siempre que la Unión Europea no evalúa la eficacia de las políticas de 
empleo de un país. Sí tiene competencia para evaluar aquellos proyectos financiados 
con el Fondo Social Europeo y que aportan dinero para promover proyectos en los que, 
si bien no es la creación del empleo el fin primordial, sí es la creación de empleo uno de 
los elementos que se analiza de cara a la eficacia del proyecto. Es en esta capacidad de 
evaluación de los proyectos financiados por la UE  donde se debe encontrar el origen de 
la eficacia de la utilización de estos fondos, de modo que los mismos no se dan sin 
ningún control por parte de Europa, sino que se someten a control y evaluación. Este 
requisito de evaluación que añaden todas las convocatorias de ayudas con cargo a estos 
fondos contrasta con las ayudas que se dan al amparo de fondos FEDER o FEOGA.  En 
las ayudas concedidas con cargo a estos programas sólo se analiza por parte de la Unión 
Europea, la eficacia del fondo en el conjunto en la economía de un país, analizando la 
evolución de las variables afectadas por estos fondos; pero, de manera conjunta, no 
programa por programa, como sí se hace en el caso de los programas financiados por el 
Fondo Social Europeo, (lo que exige un mayor control en el gasto y un mejor diseño de 
las solicitudes de ayudas puesto que si no se logran objetivos, se pueden denegar en 
convocatorias siguientes). Esto no ocurre en las cantidades entregadas al país con cargo 
a los otros fondos citados, donde se consideran variables macroeconómicas, como el 
PIB per cápita, etc. y que buscan mejorar las condiciones en infraestructuras de todo 
tipo de un país. Las políticas de cohesión de la Unión Europea implican que los países 
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que se adhieren pasan a ser acreedores del derecho a recibir, con cargo a los Fondos 
estructurales de la Unión, como los FEDER o FEOGA, para lograr una equiparación de 
rentas y de infraestructuras. En el caso de estas políticas, se utilizan indicadores 
macroeconómicos para determinar el importe de las ayudas y las mismas se mantienen 
hasta que se alcanza un nivel de renta medio dentro del seno de la Unión. Por el 
contrario, existen otros fondos como el Fondo Social Europeo, en los que se financian 
proyectos ad hoc y que sí es sometido a control por la Unión Europea 
 
2.1. La construcción europea de la competencia de evaluación de políticas de 
empleo. 
 
Aunque las competencias en materia de empleo siguen en manos de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es incuestionable la importancia que la misma da a la 
materia del empleo, siendo numerosas las recomendaciones que en este tema se emiten.  
Así, por ejemplo, en el tema de empleo juvenil, hay que reseñar la Estrategia de Empleo 
Europeo,216 en la que se incluyen referencias al empleo juvenil.217En ella se hace218  
referencia a una serie de evaluaciones e informes por parte de la Comisión Europea de 
la evolución del desempleo en los países- así como en el grado de cumplimento de las 
recomendaciones que se emiten desde la Unión Europea- y que en muchos casos son 
utilizadas por la misma, como evaluaciones, que se exigen para poder acceder a otros 
                                                 
216 Ya en las Directrices sobre empleo y crecimiento del periodo 2005-2008, en la Directiva del primer eje 
se incluye un objetivo de “garantizar mercados de trabajo inclusivos con los solicitantes de empleo y las 
personas desfavorecidas” y entre esos colectivos prioritarios están los jóvenes como así se reconoce en el 
Pacto Europeo para la Juventud adoptado por el Consejo Europeo en marzo de 2005 cuyas líneas de 
actuación son garantizar el seguimiento de las políticas de inserción duradera de los jóvenes, aumentar el 
empleo juvenil, dar prioridad en el marco de las políticas de inserción a los jóvenes más vulnerables, 
iniciativas contra el fracaso escolar, favorecer la responsabilidad social de las empresas en la inserción 
profesional de jóvenes y desarrollar el espíritu empresarial entre ellos. 
217 En verdad ya desde el Plan Nacional de Acción de Empleo del año 2000 bajo la aplicación de la 
directriz 9º, que impulsaba un plan de fomento del empleo para personas en riesgo de exclusión y que iba 
dirigido a preceptores de salarios de inserción social, jóvenes en riesgo de exclusión social etc., se ve la 
identificación del colectivo joven con dificultad para acceder al empleo, si bien en estos primeros planes 
más vinculado al hecho de estar en situación de exclusión social que como consecuencia de la edad. 
218 Aunque se va a centrar el análisis sobre las medidas de fomento de empleo y su evaluación, la Unión 
Europea también ha apostado por la formación como medio para mejorar el acceso al empleo, así pueden 
citarse, la “Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales”, de 9 de diciembre de 1989,  en 
su Art. 15: “Todo trabajador de la CE debe poder tener acceso a la formación profesional y poder 
beneficiarse de la misma a lo largo de su vida activa” o La Carta de Derechos Fundamentales de la UE, de 
7 de diciembre del 2000 que en su Art. 14 “Toda persona tiene derecho a la educación y al acceso a la 
formación profesional y permanente”y el Libro Blanco de la Comisión Europea de 1994 sobre 
“Crecimiento, competitividad y empleo “la educación y la formación a lo largo de la vida” es una 
prioridad al servicio del empleo o El Tratado de Ámsterdam de 2 de octubre de 1997  que promueve “la 
necesidad de promover el desarrollo del nivel de conocimiento más elevado posible para sus pueblos 
mediante un amplio acceso a la educación y mediante su continua actualización” 
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programas financieros (que asocian líneas de crédito) u otras ventajas económicas al 
cumplimiento por parte de los Estados de esas recomendaciones. Con lo que, la Unión 
Europea no tiene competencia directa en evaluación en materia de empleo, sí la tiene 
indirecta - en el fondo, con gran poder de sanción- en el caso de incumplimiento por el 
país de sus recomendaciones y adopción por parte de los países de dichas medidas. La 
Comisión Europea y el Eurogrupo pueden adoptar medidas que impidan el acceso a 
países que estén necesitados de asistencia financiera de líneas de crédito en condiciones 
favorables, si incumplen determinados compromisos que acepta el país. Estas 
condiciones, si bien tienen carácter político  y no jurídico, sí tienen consecuencias por 
su incumplimiento. En este sentido, pueden verse los memoranda de acuerdo de 
facilidad financiera, firmados por los países que han sido rescatados como Irlanda, 
Grecia y Portugal (incluso en el caso de España se vio obligado a aceptar, que aunque 
sólo recibió asistencia financiera para la capitalización de sus bancos, en todos los 
acuerdos se incluían cláusulas  de manera indirecta que obligaban a introducir medidas 
flexibilizadoras en su mercado laboral). El cumplimiento de estas condiciones era 
evaluado por la Troika a lo largo del tiempo y haciendo depender de su cumplimiento el 
libramiento de los siguientes tramos de ayuda financiera a dichos países, y todo ello, 
pese a que, como se ha dicho, la Unión Europea no tiene competencias en evaluación de 
eficacia de medidas en el mercado laboral. En términos generales, hay que destacar aquí 
que la evaluación de la eficacia de los programas de empleo no ha sido un objetivo 
primordial de las políticas de empleo de la Unión Europea hasta la crisis; y si bien, 
siempre ha sido el mercado laboral materia de las estrategias de la Unión, no se incluían 
evaluaciones de la eficacia de las medidas propuestas por la misma, tenían que ser 
adoptadas por los países miembros en el tiempo en la forma que consideraran 
oportunas. Sólo algunas medidas parciales en el marco de los Fondos Sociales Europeos 
han sido sometidas a evaluaciones por parte de los países, como requisito para  recibir 
este tipo de ayudas que van destinadas a unos programas muy determinados. Estos 
programas son impulsados económicamente por la Unión Europea para el fomento de la 
productividad en determinados sectores, o para ayudar a la reconversión de zonas 
afectadas por procesos de desindustrialización de sectores maduros, que pretenden ser 
sustituidos por otros de mayor valor añadido. 
 
2.2. El Fondo Social Europeo y el desempleo juvenil. 
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Los diversos Fondos que la Unión Europea tiene creados para conseguir el 
impulso de políticas que favorecen la mejora de infraestructuras, formación y 
reconversión como el FEOGA, FEDER219 y otros, no han tenido ninguna orientación 
hacia la lucha contra el desempleo juvenil. Aunque a la hora de establecer y determinar 
las regiones objetivo, la tasa de desempleo, y también la juvenil, es un dato que se tiene 
en consideración para establecer un determinado nivel de ayudas europeas al desarrollo 
de esas regiones. Hasta ahora, insistimos, el desempleo juvenil no había sido objeto de 
lucha específica por parte de ningún fondo en concreto; probablemente el hecho de las 
políticas de empleo haya sido competencia exclusiva de los países, ha propiciado esta 
situación. No obstante, la preocupación que desde 2012 han tenido las instituciones 
europeas por las elevadas tasas de desempleo en toda Europa y muy especialmente en 
los países del sur, han llevado a la creación de un fondo específico de la Unión Europea 
con el exclusivo objetivo del impulso y financiación de medidas de lucha contra el 
desempleo juvenil220. Este fondo, dotado en julio de 2013 en la cumbre de Berlín con un 
total de 6000 millones221 de euros, se reparte entre los países en proporción al volumen 
de desempleados que tengan. España,222 por su volumen de paro juvenil, recibirá en 
torno a unos 2000 millones, que el Gobierno ha dicho utilizará en la financiación de 
                                                 
219 No obstante, en 2012 la Comisión Europea  decidió reprogramar fondos comunitarios del Fondo 
Social Europeo, de los Fondos de Desarrollo Regional y de los Fondos de Cohesión a la lucha contra el 
desempleo juvenil y es de estos mismos de donde se ha financiado el Fondo de Garantía de empleo 
juvenil recientemente creado. Los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (Fondos ESI) han 
actuado como instrumento financiador de políticas de creación de empleo y de cohesión social y la 
Comisión ha instado a que el 25% de sus montantes se dedique a tal fin. Comunicación de la Comisión al 
Parlamento Europeo, al Consejo, al Consejo Europeo, al Comité Económico Social Europeo y al Comité 
de las Regiones “Trabajar juntos por los jóvenes europeos. Un llamamiento a la acción contra el 
desempleo juvenil” COM (2013) 447 final. 19.6.2013. 
220 La Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven 2013-16 a la que España va a destinar 3500 
millones de euros, de los que 1800 millones provienen de fondos europeos, contiene las medidas que el 
Gobierno propone para la lucha contra el paro juvenil. Entre las mismas se propondrá la supresión de 
cotizaciones para las empresas de hasta cinco trabajadores que contraten a jóvenes de menos de 30 años 
manteniéndolo en plantilla como mínimo 18 meses, tarifa plana de 50 euros durante los seis primeros 
meses para jóvenes autónomos y pasados los seis primeres meses los empresarios de hasta 30 años y 
mujeres de hasta 35 mantendrán la subvención el 30% en las cotizaciones sociales, las empresas que 
contraten a un joven a tiempo parcial para darle formación no pagarán a la Seguridad Social si tienen 
menos de 250 trabajadores y un 25% si supera es cifra. 
221 Además a través de préstamos y garantías del Banco Europeo de Inversiones se alcanzaría hasta los 
60000 millones para empresas que contraten jóvenes en desempleo. 
222 Italia va a aprobar  en 2013 un plan de fomento de empleo juvenil por importe de 12000 euros  (4000 
millones financiados por Europa) para crear 100000 empleos entre menores de 24 años. Las medidas que 
se quieren implantar son el abaratamiento de los contratos para jóvenes con bonificaciones y el fomento 
del contrato de aprendizaje. Italia tiene un mercado laboral juvenil con unas características muy similares 
al español, alta tasa de paro 38% entre menores de 24 años y fuerte concentración de contratos temporales 
entre jóvenes. 
 124
bonificaciones a la contratación de jóvenes223. Este fondo en verdad no ha sido dotado 
de financiación ex novo, sino que lo que se ha acordado es el desvío de cantidades, que 
estaban presupuestadas para otros fines, hacia la creación de este fondo que en principio 
estará en vigor hasta 2016. En la creación de este Fondo no parece, por lo que se ha 
sabido hasta ahora, que vaya a haber ningún tipo de evaluación de proyectos, ni a priori 
ni a posteriori, ya que el Fondo parece estar construido de manera que el Estado recibe 
los recursos gozando de plena libertad para implementar las políticas que considere 
necesarias. Una vez más se hace evidente esta doble faceta de la competencia europea 
en materia de empleo como competencia exclusiva de los Estados, pero en la que, en 
muchas ocasiones, parecen ser las instituciones europeas las que definen las líneas 
directrices de las políticas de empleo. Es por tanto, esta nueva línea de interpretación de 
la competencia de empleo, por la Unión europea, la que parece estar detrás de la 
configuración de este nuevo fondo. 
 
3. La Estrategia Europea de Empleo y las estrategias nacionales. 
Proceso de europeización de la competencia de empleo. Consejo de Essen de 
1994. Estrategia de Lisboa, Agenda Social de Empleo de Niza. Agenda Social 
Renovada. Estrategia 2020.  
 
La preocupación de la Unión Europea por el empleo es muy antigua.224 Se hace 
presente desde 1993, con el Libro Blanco de la Comisión Europa sobre crecimiento 
competitividad  y el empleo en Europa, o en el Consejo de Essen225 en 1994, siendo 
elevada dicha preocupación a la categoría de norma suprema de la Unión Europea desde 
el Tratado de Ámsterdam en 1998.226 Y ya muy especialmente, desde la Agenda de 
                                                 
223 En verdad ya el Consejo Europea de 23 y 24 de marzo de 2006 aprobó ofrecer a finales de 2007 un 
empleo o formación a todo joven desempleado durante los primeros seis meses de paro en 2010 durante 
los primeros cuatro. 
224 La Carta Social Europea de 1951 ya reconocía en su parte I como objetivo el establecimiento de 
cuantas condiciones puedan hacer efectivos el derecho de toda persona a tener las oportunidades de 
ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido.  
225 En este Consejo de ministros de la UE de marzo de 2006,  se aprobaron las primeras medidas de 
fomento del empleo juvenil pero también supuso el cambio de la UE del objetivo del logro del pleno 
empleo como aun se tenía en el Libro de Delors sobre “Crecimiento, competitividad y empleo” de 1993, 
por intentar alcanzar un nivel de empleo aceptable. En este sentido  Monereo Pérez, J. L. Et al.”Manual 
de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas 
públicas y derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 50. 
226 En 1997 se aprueban las primeras directrices a favor del empleo: inserción profesional, formación, 
igualdad de oportunidades y fomento de creación de empresas. 
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Lisboa en 2000227, que se vio continuada en la Agenda de Lisboa renovada y en la 
Agenda Social Europea de Niza, el empleo comienza a ser un asunto de prioridad 
europea: bien por la ausencia del mismo en los periodos de crisis, (como desde 2001-
2003)228 bien por su baja calidad; y muy especialmente la preocupación por el empleo 
se ha enfocado desde el punto de vista del fomento de la productividad y de la 
competitividad de las empresas de la Unión.  El concepto flexiseguridad229seconvierte 
en eje central que configura230  las relaciones laborales231, integrando las políticas tanto 
activas como pasivas de empleo, negociación colectiva y la legislación laboral en un 
entorno flexible para las empresas europeas, que fomente la actividad económica; y 
todo ello dentro de una apuesta decidida por la formación y la innovación. Estas 
estrategias tienen siempre una orientación económica, supeditando la construcción de 
derechos y políticas a las necesidades empresariales y económicas232. Es este afán por el 
fomento de la competitividad y el desarrollo de una economía internacionalizada, tal y 
como la Estrategia Europa 2020 presentaba, el que constituye el contexto en el que hay 
que analizar y encontra (como exigencias de la Unión Europea de presentar,  por los 
Estados, anualmente ante la Comisión, un plan que debe incluir toda una serie de 
medidas para favorecer esta competitividad y desarrollo). Si bien, sobre estos planes la 
Unión Europea sólo puede plantear recomendaciones, desde el inicio de la crisis, y en la 
                                                 
227 El Tratado de Lisboa modifica el Tratado de la Unión Europea (TUE) y se sustituye el de la 
Comunidad Europea por el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). Este último dedica 
su Título XI al Empleo, en el Título X dedicado a la “Política Social” incluye entre sus objetivos “el 
desarrollo de los recursos humanos para conseguir un nivel de empleo elevado y duradero. 
228 El informe “Jobs, Jobs, Jobs. Creating more employment in Europe”, de 2003 fue el creador de la 
Estrategia Europea de Empleo. Este informe apostó por el diseño de políticas de fomento del empleo 
dirigidas a los grupos de población más vulnerables, además de apostar por la formación permanente 
229 El Libro Verde de la Comisión Europea titulado “Modernizar el derecho laboral” apuesta  por un 
mercado de trabajo más inclusivo y reactivo a la innovación, incentivador de las oportunidades de empleo 
de los trabajadores mediante un marco regulador que refuerce su autonomía en la gestión de su carrera 
laboral, constituyendo a este principio económico laboral, en el eje de la conversión del Derecho del 
Trabajo en Derecho del Empleo, supeditado por  la concepción del mismo por las autoridades europeas, a 
las necesidades de competitividad de la economía europea. COM (2006) 708. Libro Verde, “Modernizar 
el Derecho laboral para afrontar los retos del siglo XXI”. 
230 Aunque el concepto de seguridad auspiciado por la Unión europea está presente en el diseño de todos 
los modelos de relaciones laborales, pocos son los países que lo hacen pieza esencial del diseño del 
mismo  ¸ no obstante entre estos podemos citar a Dinamarca. . “Políticas activas de empleo para los 
jóvenes: ¿hacia dónde nos dirigimos ahora?”, Dalia Ben-Galim, Asunción Candela Terrasa, Carmen de 
Paz Nieves. Fundación Ideas, Abril 2012. Pág. 25-32. 
231 Sobre el cambio de la seguridad en el trabajo a la seguridad en el empleo, que es la idea central del 
concepto de flexiseguridad. Ver Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del empleo: 
instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. 
Madrid: Tecnos, 2011, Págs. 206-213. 
232 Monereo Pérez, J. L. Et al .”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de 
empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 
50. 
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medida en que muchos países han necesitado apoyo y asistencia financiera por parte de 
los fondos de la Unión Europea creados a tal efecto [como el  Mecanismo Europeo de 
Estabilidad (MEDE) o  el Mecanismo europeo de facilidad financiera (MEFF), o de 
alguna manera por el propio Banco Central Europeo, mediante la compra de bonos de 
estos países o el diseño de programas con tal fin como el programa OMT (Outright 
Monetary Trade], estas ayudas siempre han estado vinculadas al cumplimiento de unos 
criterios que, aún habiendo sido financieros en su mayoría, han incluido toda una serie 
de requisitos que incidían en reformas en el mercado laboral. Y si bien, no establecían 
calendarios de cumplimientos exhaustivos ni establecían indicadores de evaluación 
numéricos233, sí requerían de los Estados reformas en sus sistemas de contratación y de 
negociación colectiva con el fin de favorecer una mayor flexibilidad en la contratación y 
un abaratamiento del despido. Todo ello para intentar crear una economía más flexible 
en la que las empresas puedan adaptarse con una mayor rapidez a los cambios que la 
globalización demanda de las empresas. Es ésta la vía que está consiguiendo una rápida 
europeización de la competencia de empleo de manera indirecta, sin que se hayan 
reformado los tratados desde 2002 ni se hayan introducido cambios en las agendas de 
empleo de la Unión Europea. Oficialmente todo siguen siendo recomendaciones, -ni 
siquiera directivas, salvo en algunos temas- pero que en la práctica se convierten en 
obligaciones para los Estados, y de cuyo cumplimiento son evaluados por la Comisión 
Europea (o por la Troika, en el caso de aquellos países que hayan recibido ayudas, y no 
sólo de instituciones europeas sino también del Fondo Monetario Internacional). 
 
Por lo demás, en general, la normativa de la Unión Europea referida directamente 
a temas de empleo es escasa234 y tan sólo aparece en el caso de trabajadores emigrantes 
                                                 
233 Desde la Agenda de Lisboa de 2002 se han fijado una serie “Directrices para el Empleo y las 
Orientaciones Generales de las Políticas Económicas”; establecidas en 2002, se revisan periódicamente: 
2003-2008, 2008-2010 y 2010-2020. 
234 Sí nos encontramos multitud de recomendaciones y dictamen sobre la materia pero que siempre dejan 
libertad a los Estados para incorporarlas al ordenamiento propio, cómo y cuando quieran; sirva de 
ejemplo sólo las siguientes recomendaciones adoptadas por  el consejo, Dictamen del Comité Económico 
y Social Europeo sobre el tema “Creación de empleo a través del aprendizaje profesional y la formación 
profesional permanente: el papel de las empresas en la educación en la UE”, aprobado en el pleno 
celebrado los días 20 y 21 de marzo de 2013 y Dictamen del Comité Económico y Social Europeo sobre 
la Comunicación de la Comisión Europea al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones “Promover el empleo juvenil”,aprobado en el pleno 
celebrado los días 20 y 21 de marzo de 2013.-Dictamen del Comité de las Regiones sobre “Paquete de 
medidas sobre el empleo juvenil”, aprobado en el pleno de 30de mayo de 2013 y Comunicación de la 
comisión al parlamento europeo, al consejo, al consejo europeo, al comité económico y social europeo y 
al comité de las regiones “Trabajar juntos por los jóvenes europeos un llamamiento a la acción contra el 
desempleo juvenil”, de fecha 19 de junio de 2013. Recomendación del consejo de 9 de julio de 2013 
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dentro de la Unión, en que sí se establecen una serie de requisitos que regulan el acceso 
en condiciones de igualdad a los sistemas de Seguridad Social de los países en que 
trabajan (y la fórmula de cómputo de su contribución a los mismos de cara a obtener 
una pensión o prestación en un país de la Unión Europea). La Unión Europea se limita a 
regular y garantizar la libertad de circulación para trabajo de sus ciudadanos  y sólo 
establece alguna directiva en materia de legislación de extranjería (y ello previo estudio 
de la misma a través del Libro verde de la inmigración). Pero, en términos generales, 
regula unos mínimos que, además, están orientados a favorecer la movilidad del factor 
trabajo dentro de la Unión, sin establecer derechos u obligaciones en las condiciones de 
trabajo, dejando su definición más pormenorizada a los Estados. 
 
Las políticas de la Unión en materia de empleo hasta el año 2010, en que se 
producen los primeros memoranda de rescate en intervención y asistencia financiera a 
países de la zona euro, había funcionado mediante fórmulas de supervisión formal de la 
Unión, que exigía la presentación de una serie de planes nacionales de reforma y de 
empleo en los que el país debía presentar las medidas y reformas legislativas para 
favorecer la creación de empleo. La Unión Europea hasta entonces se había limitado en 
esta materia a aprobar unas directrices muy vagas (aprobadas en la Agenda de Lisboa y 
en la Agenda de Lisboa renovada) pero que no eran sometidas a auténtica supervisión 
por la Comisión Europea, que se limitaba a dar constancia de la presentación de este 
plan. Estos planes, que pasaron a denominarse Estrategias, configuraban las Estrategias 
nacionales de empleo que a su vez conformaban la Estrategia Europea de Empleo.   
 
3.1. Los planes nacionales de reforma y los planes nacionales de empleo como 
instrumentos jurídicos de política económica delimitadores de objetivos 
evaluables de la eficacia de las políticas de fomento del empleo.  
 
Además de estos planes nacionales de empleo o estrategias de empleo, cada Estado 
debe presentar ante la Comisión Europea un plan nacional de reforma  (PNR) que 
incluye todas las medidas, así como los objetivos en diversas materias económicas, 
normativas como cambios regulatorios, liberalización de servicios y todo ello 
cuantificados en unos datos e indicadores y en unos plazos concretos. Estos planes de 
                                                                                                                                               
relativa al Programa Nacional de Reformas de 2013 de España y por la que se emite un dictamen del 
Consejo sobre el Programa de Estabilidad de España para 2012-2016. 
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reforma hasta 2010, en que ningún país había sido intervenido, no eran sometidos a 
supervisión por la Unión Europea, que tan sólo establecía e iniciaba procedimientos de 
sanción por exceso de déficit público; pero desde esas fecha, sí han pasado a ser 
vigilados en su cumplimento de una manera más exhaustiva por la Comisión.  
 
Los planes nacionales de reforma no han hecho apenas ninguna mención al 
desempleo juvenil, como objetivo de la Administración, sin perjuicio de que la 
preocupación por el desempleo juvenil  ha ido ganando importancia según aumentaba la 
tasa de desempleo. Sólo puede mencionarse como objetivo expreso de los últimos 
planes de reforma, en cuanto a la lucha contra el desempleo juvenil, el promover 
cambios legislativos que favorezcan el empleo juvenil, pero que, salvo en el caso de 
países intervenidos o tutelados, tampoco conllevan una sanción en caso de 
incumplimiento. 
 
 Como conclusión, se puede decir que los planes nacionales de empleo y de 
reforma,235 aún siendo obligatorios, no implican una auténtica supervisión de las 
políticas de empleo juvenil, ya que incluso en el caso de los países intervenidos, no 
supone ningún peligro el incumplimiento de estos objetivos por los Estados, como sí en 
lo referido a indicadores de índole financiera. Este diferente tratamiento de los 
incumplimientos en una materia u otra nos puede llevar a establecer diferenciaciones en 
las prioridades de los objetivos que la Unión Europea tiene en una crisis como la actual, 
ya que parece dar a entender que los objetivos de índole financiera son más importantes 
que los de empleo, tanto por su diferente sistema de sanción, como por el hecho de que 
parece que los objetivos de empleo están supeditados a la consecución de otros de 
índole económica. 
 
3.2.  La Estrategia Española de Empleo y las estrategias autonómicas. 
                                                 
235 Estos Planes Nacionales de Reforma que aparecen en la Estrategia revisada de Lisboa, incluyen una 
parte dedicada al empleo que son los antiguos Planes Nacionales de Acción sobre el Empleo que ya 
tienen desde las primeras directrices para 2005-08, objetivos para el desempleo juvenil; en concreto para 
ese primer PNR, el objetivo era reducir la tasa de desempleo juvenil del 22,4% en 2004 al 19,3% en 2008, 
pero estos objetivos, no supone una auténtica evaluación de la eficacia de estas medidas, sino 
simplemente un control del cumplimiento del objetivo; de hecho, la propia Comisón, consideró que el 
plan la selección de medidas era poco clara, ya que no se concretaban ni plazos ni el impacto 
presupuestario de la medida. En lo referido al empleo juvenil ya el PNR de ese trienio, incluía como 




 Los tratados de la Unión Europea, así como  toda la normativa de las instituciones 
europeas, consideran siempre como sujetos obligados a cumplir y a hacer cumplir las 
normas europeas a los Estados miembros. Si la estructura territorial del Estado en 
cuestión hace titular de la competencia, sea legislativa o en ejecución, a un ente 
territorial inferior, es responsabilidad del Estado ante la Unión Europea el cumplimiento 
de la normativa europea, sin que el mismo pueda alegar que la competencia está en 
manos de otra Administración (Artículo 14 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea). En el caso de la materia de empleo, la competencia, según indica la 
Constitución Española, está repartida entre la Administración Central (que detenta la 
competencia legislativa en materia laboral así como en el establecimiento de las bases 
de la política económica general y en el régimen económico de la Seguridad Social) 
correspondiendo a aquellas Comunidades Autónomas que hayan recogido en sus 
Estatutos de Autonomía (todas menos Ceuta y Melilla) la competencia en ejecución de 
dicha legislación laboral.  
 
 En el marco de esta estructura competencial, en el caso de la materia de empleo, la 
actual Estrategia Española de Empleo2012-2014 236 que el Gobierno se ve obligado a 
presentar cada dos años ante la Comisión Europea, según marca la Ley de Empleo tras 
la reforma que se hizo de ella en el 2011237, está a su vez dividida en una estrategia238  
de ámbito nacional y una estrategia de carácter autonómico para cada región. Esta 
                                                 
236 Además de la Estrategia de Empleo, de manera paralela y desde el  Consejo Europeo de Niza en 2000, 
se despliega una política de lucha contra la exclusión social mediante los Planes Nacionales de Inclusión 
Social para colectivos en riesgo de exclusión y que para ellos,  se relacionan de una manera muy activa 
con los antiguos Planes Nacionales de Acción por el Empleo ahora Estrategias de Empleo todo ellos 
como parte del desarrollo de la Agenda Social.  
237 Dentro de  la redenominada Estrategia de Activación de Empleo, se ha actualizado la Ley de Empleo a 
través del Real Decreto Ley 8/2014 de 4 de julio y se hace una mayor referencia a la evaluación de los 
planes nacionales de empleo pero sin que se siga apostando por una metodología de evaluación, así el 
Artículo 4 ter nuevo dice.”Los Planes Anuales de Política de Empleo concretarán, con carácter anual, los 
objetivos de la Estrategia Española de Activación para el Empleo a alcanzar en el conjunto del Estado y 
en cada una de las distintas Comunidades Autónomas, así como los indicadores que se utilizarán para 
conocer y evaluar anualmente el grado de cumplimiento de los mismos.” 
238 La Estrategia Española de Empleo plantea un conjunto de objetivos de empleo, indicadores de impacto 
en la terminología de la Unión Europea, que afectan a más aspectos que a los referidos a consecuciones 
en políticas activas de empleo. La Estrategia está construida sobre dos tipos de objetivos: objetivos 
Estratégicos con sus respectivos indicadores, en los llamados indicadores de resultado que miden los 
efectos directos de las políticas activas de empleo y sitúan el punto de llegada al que debe conducir la 
aplicación de dicha Estrategia; por otra parte están los objetivos operativos y de participación por ámbito 
de políticas activas de empleo, con sus indicadores, son llamados en terminología de la Unión Europea, 
indicadores de realización, puesto que miden el producto de las actuaciones derivadas de las políticas 
activas y permiten trazar el recorrido hasta los resultados finales fijados en los objetivos estratégicos, e 
identificar aquellas situaciones que puedan requerir de medidas correctoras para prevenir desviaciones. 
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estrategia de empleo,239 que marca objetivos de carácter económico240 asociados a 
materias de empleo, engloba objetivos que deben ser cumplidos por las Comunidades 
Autónomas que son las competentes y, de hecho, se ven ellas mismas obligadas a 
realizar una Estrategia autonómica de empleo con una estructura muy similar a la 
establecida para la nacional. Esta diferenciación, en cuanto a cuál es la Administración 
que presenta el plan en Europa y cuál es la obligada a cumplirla en el ámbito interno, no 
favorece nada, ni la evaluación de esas políticas por la Unión europea, ni la efectividad 
de las correspondientes recomendaciones o sanciones; ya que, al no estar representadas 
en Europa las regiones, éstas no se ven compelidas directamente por las evaluaciones 
que sobre el país se haga, pues al ser de carácter nacional y  no regional, las mismas no 
determinarán correcciones o mejoras específicas de cada país. 
 
4.  Indicadores de evaluación de la eficacia de las políticas de fomento del empleo 
juvenil incluidos en planes nacionales de reforma, planes nacionales de empleo 
y presupuestos generales del Estado.  
 
Hasta ahora se ha hecho referencia a la evolución de programas y políticas de 
fomento del empleo juvenil y se han comentado los instrumentos jurídicos y las 
instituciones que promueven dichas evaluaciones, pero no se han descrito qué criterios e 
instrumentos utilizan las Administraciones para evaluar la evolución de los planes de 
empleo y en general de su política de empleo. En la medida de que dichos planes son 
sometidos a una cierta evaluación, se podría esperar que los objetivos que se quieren 
obtener en materia de empleo fueran acompañados de una batería exhaustiva de 
indicadores en materia de empleo, y que permitieran adoptar medidas correctivas sobre 
las políticas que les afectan tras su evaluación. La realidad nos muestra que ni los planes 
nacionales de reforma, ni las Estrategias de Empleo, ni tampoco las leyes de 
presupuestos, que también incluyen algunos objetivos con indicadores de evaluación241 
                                                 
239 Vid. De Pablos J.C./Martinez A., “La Estrategia Europea del Empleo: Historia, consolidación y claves 
de interpretación”. RMTI nº 77 (2008). 
240Las Directrices para el Empleo y las Orientaciones Generales de las Políticas Económicas se aprobaron  
en el 2002, y se revisaron en 2003-2008, 2008-2010 y 2010-2020. 
241 La Estrategia Española de Empleo determina que los indicadores de medición de los objetivos sean 
adecuados al objetivo que pretenden medir, claros en su definición y comprensión y que contará con los 
niveles de desagregación precisos y que permitirán tener información en términos de género, edad, 
discapacidad en su caso y nacionalidad; los indicadores deberán ser también medibles, debiendo ser 
factible (en cuanto a la obtención de ese dato), con coste aceptable (con una adecuada relación coste-
eficacia) y con criterios de cómputo (con una buena definición de cómo computar su valor); además 
deben ser fiables, que se pueda comprobar de forma sencilla. Además la Estrategia, exige también indicar 
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de su cumplimiento, constituyen verdadera evaluación, quedando en una mera 
declaración de intenciones cuantitativamente formulada; pero tras la que no hay una 
auténtica evaluación entendida como un proceso administrativo que a posteriori analice 
el grado de cumplimento de dichos objetivos, basándose en datos obtenidos por la 
Administración sobre la materia y tras la que se determinen una serie de conclusiones 
con acciones a emprender para intentar mejorar en el objetivo en cuestión. 
 
4.1.  Supervisión europea del cumplimiento de los mismos. 
 
 Como se ha comentado, los Estados tienen la obligación de enviar todos los años 
a la Comisión Europea un Plan nacional de Reformas que debe incluir un plan de 
empleo con la indicación de una serie de objetivos en dicha materia. En la actualidad, 
estos planes nacionales de empleo se denominan “Estrategias de Empleo” y están 
integradas por las Estrategias de Empleo nacionales, que incluyen los objetivos de los 
de  las  Comunidades Autónomas, pero con un contenido muy similar en la 
determinación de objetivos e indicadores de medidas muy similares a los anteriormente 
denominados planes de empleo. Los indicadores no evalúan la eficacia de los programas 
de fomento que se hayan desarrollado, sino que se limitan a controlar la evolución de 
una serie de indicadores, como suelen ser la tasa de empleo, la tasa de desempleo, tasa 
de actividad, temporalidad de los contratos y algún indicador más, pero sin que se entre 
a evaluar otro tipo de aspectos más relacionados con la eficacia de los presupuestos 
públicos para dichas políticas.  
 
La razón de esta evaluación superflua de tales indicadores242 hay que encontrarla 
en el hecho de que la Unión Europea no tiene competencia sobre las mismas y no 
                                                                                                                                               
el ámbito de personas en número y tipo que van a participar en cada política activa de empleo por 
Comunidades Autónomas para poder fijar su dotación financiera. La Estrategia de Empleo además 
incluye un cuadro de indicadores principales de seguimiento y evaluación del grado de cumplimiento de 
los siguientes objetivos de las política de empleo: elevar la participación en el mercado de trabajo y 
reducir el desempleo, reducir la temporalidad, reforzar el trabajo a tiempo parcial, mejorar las 
competencias profesionales a las necesidades del mercado, promover una rápida inserción de las personas 
en el mercado de trabajo y promover la igualdad en el mercado de trabajo; y son medidos con indicadores 
principales como tasa de empleo, tasa de temporalidad, porcentaje de trabajadores a tiempo parcial, tasa 
de abandono escolar , tasa de paro de larga duración o diferencias de tasas de empleo entre hombre y 
mujeres; estos indicadores principales además se desarrollan con una serie de indicadores 
complementarios. http://www.boe.es/boe/dias/2011/11/19/pdfs/BOE-A-2011-18146.pdf  Págs. 27-30. 
242 Los indicadores que evalúa Bruselas son: déficit público, inflación, tasa de desempleo, cuota de 
mercado exterior, deuda pública, deuda privada, posición neta de inversión internacional, evolución de 
tipo de cambio efectivo real, déficit por cuenta corriente y competitividad. Cómo se ve, la gran mayoría 
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financia políticas de empleo; los únicos programas que son objeto de una evaluación 
más pormenorizada243 son los programas con cargo a los Fondos de Cohesión Social, 
que de manera indirecta afectan al empleo, y en la que sí se hace obligatorio presentar 
memorias  respecto al grado de cumplimiento de los objetivos de estos programas que, 
hay que reconocer, son menos pretenciosos en sus objetivos, en tanto a que van 
referidos a una regiones muy determinadas y a unos colectivos muy limitados.  
 
El establecimiento de metas con determinación de plazos y tasas o cantidades 
fijas, sí se establecen en otro tipo de objetivos como los de deuda, déficit, inflación, y 
otros de tipo económico, en los que se determina una exhaustiva metodología de 
medición y evaluación durante el periodo, para decidir, si hacen falta correcciones como 
la adopción de nuevas medidas, y por último, se realiza,  una evaluación final con la 
posibilidad de aplicar un régimen de sanciones, como el que determina la Unión 
Europea en los procedimientos por exceso de déficit244. En términos generales, hay que 
reconocer que el grado de exigencia que la Unión Europea ha utilizado en los 
indicadores económicos245 y monetarios, (pese a que en algunos casos también nos 
encontramos con competencias que no están asumidas por la Unión Europea, ya que en 
                                                                                                                                               
de indicadores son de contenido económico no relacionados con el desempleo y no hay ninguno que haga 
referencia al desempleo juvenil.  
243 Los indicadores de la Estrategia de Empleo son meros indicadores estadísticos bien de participación en 
acciones de fomento del empleo, o bien indicadores descriptivos de las características de dichas acciones 
o bien de evolución de variables asociadas al empleo, pero que no relacionan en sí, las acciones 
emprendidas con el cumplimento de dichos objetivos acreditados con la evolución de dichos indicadores, 
sino que da a entender que esos objetivos evolucionan de esa manera como muestran los indicadores por 
la eficacia o ineficacia desplegada por las acciones de fomento del empleo emprendidas. La evaluación de 
estas medidas no puede ser realizada en términos tan amplios, sino que tiene que analizarse cada medida, 
realizando un estudio estadístico con metodología tanto cuantitativa como cualitativa, que analice en el 
ámbito en que la medida desplegó su efectividad y así, se obtengan datos cuantitativos pero referidos a 
esa medida, y  no a todas en su conjunto, y utilizando técnicas como entrevistas, muestreos, etc. dentro de 
la población objetivo de dicha medida para comprobar la eficacia. Se debe usar una metodología que 
analice la medida en si, pero aisladamente del contexto de las demás, con el fin de evitar que la 
evaluación de cada medida se mezcle con las demás y se obtenga, no una evaluación de la eficacia de una 
medida concreta de fomento del empleo sino una evaluación global de la eficacia de todas las medidas de 
fomento de empleo destinadas a ese ámbito, pero sin poder discriminar la eficacia de cada una de ellas.  
244 La Unión Europea revisa once indicadores referidos a la economía española en el marco del 
procedimiento por desequilibrios excesivos, de estos once, sólo uno está referido al empleo. La sanción 
en el caso de que se iniciara un procedimiento sancionador, algo que nunca se ha hecho, alcanzaría al 
0,1% del PIB del país. El procedimiento sólo se iniciaría, si la Comisión así lo creyera oportuno, cuando 
al menos se incumpliera o no se mejorara en más de seis indicadores por estar situados por encima de los 
umbrales acordados con cada país. No obstante, España ya ha sido advertida en dos ocasiones y  no se ha 
producido sanción alguna, ya que la Comisión valora también el compromiso con las reformas y no sólo 
la evolución del indicador. 
245 Con la aprobación del Pacto de Crecimiento y Estabilidad se ha aprobado un Reglamento de la Unión 
Europea 473/2013 por la Comisión que permitirá a la misma revisar los presupuestos generales de cada 
Estado para comprobar que cumple con los requisitos de estabilidad presupuestaria, pudiendo exigir 
cambios en el mismo o iniciar procedimientos sancionadores por incumplimiento. 
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general las competencias en materia económica siguen en manos de los Estados con 
independencia del grado de exigencia de las recomendaciones de las instituciones 
europeas), no han tenido el mismo nivel de exhaustividad, constituyendo más bien,  
objetivos sin cuantificación en el tiempo, ni evaluación mediante indicadores 
determinados, ni, sobre todo, un sistema de sanciones para los países incumplidores. 
Así, se puede afirmar, que frente a la férrea evaluación que la Unión Europea realiza de 
magnitudes macroeconómicas, (sobre las que tampoco tiene competencia directa), como 
deuda pública o déficit o inflación, en materia de empleo, los indicadores y criterios de 
evaluación que establece son vagos sin sanciones. Por todo ello,  se puede mantener, 
que los objetivos de deuda, déficit público o inflación, se encuentran a un nivel superior 
en importancia respecto a los referidos a temas de empleo246; de alguna manera, la 
Unión Europea establece objetivos concretos para los primeros, que pueden determinar 
la necesidad de implementar una serie de políticas que pueden afectar negativamente al 
empleo o a la calidad del mismo; y sólo, cuando los primeros ya han sido obtenidos, se 
establecen recomendaciones para adoptar medidas que supongan una mejora en 
indicadores de empleo. 
 
4.2. Los indicadores de empleo y la evaluación de su cumplimiento en los 
Presupuestos Generales del Estado. Los presupuestos de la Comunidad 
Autónoma Andaluza. Metodología aplicable a la evaluación de programas de 
fomento de empleo juvenil.  
 
Además de los indicadores que se incluyen en los Planes Nacionales de Empleo y 
de reformas, los Presupuestos Generales del Estado y los de las Comunidades 
Autónomas, así como las Estrategias Autonómicas de Empleo, sí incluyen una serie de 
indicadores de evaluación general de las políticas de empleo: además de los datos de 
evolución de empleo y de desempleo, sí se establecen una serie de indicadores de 
evaluación y control del gasto presupuestario de estas partidas, y sí se establecen una 
                                                 
246 En este aspecto es notable la diferencia que el nivel de empleo tiene en la influencia en la fijación de la 
política monetaria de EEUU y de la eurozona. Así, mientras la Reserva Federal ha determinado que 
mantendrá una política monetaria acomodaticia tanto en tipos de interés o en su programa de compra de 
activos mientras que la tasa de desempleo se mantenga por encima del 6,5%, por el contrario, el Banco 
Central Europea, cuyo mandato según sus estatutos se limita al mantenimiento de la inflación por debajo 
del 2%, y el propio Mario Dragui presidente del BCE, se han manifestado contrario a marcar objetivos de 
empleo para manejar la política monetaria, tal y como manifestó en la Asamblea del FMI el 12 de octubre 
de 2013. 
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serie de objetivos para el año en curso. Estos indicadores247, no obstante, constituyen, 
más que una evaluación de la eficacia de dichos programas, una evaluación del 
cumplimiento y eficiencia de dichos planes, en el sentido de que lo que pretenden es:  
constatar, si se han cumplido, y a qué coste, cómo en qué grado, las acciones previstas 
en los diferentes programas de empleo subvencionados o bonificados por la 
Administración. Estos indicadores son controlados en el ámbito presupuestario por 
departamentos y por programas, y para controlar el gasto que se desarrolla en los 
mismos  suelen establecerse unas ratios de gasto por desempleado, objetivos de gasto e 
inversión en políticas activas de empleo por trabajador, gasto en formación por 
desempleado, número de acciones de fomento del empleo por desempleado y, en 
general, otro tipo de indicadores que se refieren a control presupuestario; no obstante 
éstos no manifiestan ni objetivos ni datos referidos al éxito de dichas acciones, ya que la 
evolución de la tasa de desempleo general, o parcial, se ve afectada por múltiples 
aspectos, además de los referidos a la eficacia de los programas y medidas ad hoc que 
se tomen para mejorar las condiciones de empleabilidad de dichos colectivos248.  
 
Así, por ejemplo, no hay indicadores y objetivos respecto al tiempo que tardan los 
desempleados en encontrar empleo después de participar en acciones formativas, o en 
qué grado hay relación entre la formación ocupacional que han recibido y el tipo de 
puesto que obtienen. No hay tampoco mediciones sobre el grado de influencia  positiva 
de las medidas de fomento del empleo, o los empresarios que han realizado 
efectivamente contrataciones al amparo de determinadas  modalidades de contratación o 
de bonificaciones; es decir, en qué medida las mismas, han resultado decisivas para que 
el empresario hiciera esos contratos o, si los habría hecho aunque tales medidas no 
hubieran existido. Este dato es esencial, puesto que el Estado gasta fondos públicos en 
el fomento de la contratación mediante subvenciones y bonificaciones, y no hay acuerdo 
ni entre la doctrina ni entre los interlocutores sociales, sobre si estas bonificaciones 
favorecen la contratación, o si, simplemente, es un beneficio económico del que el 
                                                 
247 Los presupuestos generales del Estado abordan las políticas de fomento del empleo en el programa 
241A. Fomento de la inserción y estabilidad laboral. En esta partida, se explican las políticas que se dota 
presupuestariamente y la norma legal que habilita esa política y a continuación de cada una de estas 
acciones se establece un indicador presupuestario e información sobre esa misma partida en ejercicios 
anteriores y el grado de ejecución de la misma. Estos indicadores no son indicadores de evaluación, sino, 
simplemente de control presupuestario. 
248 La determinación de los colectivos prioritarios en la Estrategia de Empleo se puede ver en 
http://www.boe.es/boe/dias/2011/11/19/pdfs/BOE-A-2011-18146.pdf Pág. 30 y su financiación en Pág. 
79. 
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empresario se ve favorecido, pero que no modifica su decisión de contratación; de la 
misma manera, tampoco se buscan indicadores del grado de utilidad que los 
empresarios que contratan a trabajadores (que han participado en programas de 
formación ocupacional y que después han sido contratados por ellos), le ven a la 
formación que han recibido en los mismos. Éstos y otros indicadores están ausentes de 
los presupuestos y otros planes públicos y sólo a veces, y de manera no generalizada, la 
Administración somete a evaluaciones de este tipo sus programas. Y en general, hemos 
podido observar personalmente, que no se hacen públicas de manera ordenada estas 
evaluaciones, cuyos datos quedan bajo el control de la Administración.  
 
Quizás no son los presupuestos el lugar adecuado para incluir este tipo de 
indicadores; pero otros como el establecimiento de tasas de objetivos de desempleo para 
determinados colectivos en un plazo determinado, u objetivos en disminución de la 
temporalidad, tampoco aparecen prácticamente desarrollados en los objetivos de los 
planes de empleo o reformas, que se limitan a manifestar una voluntad de mejorar esos 
indicadores pero sin establecer objetivos cuantitativos en un plazo. Y sobre todo, no 
aparecen evaluaciones de las medidas impulsadas que exigían correcciones durante la 
ejecución del plan, tan sólo aparecen objetivos más elaborados en las Estrategias de 
Empleo en la evolución de la tasa general de empleo. 
 
Para finalizar, las Comunidades Autónomas en sus presupuestos249 también 
introducen una serie de objetivos para las partidas presupuestarias de servicios públicos 
de empleo o de la propia consejería pero, en términos generales, adolecen de las mismas 
limitaciones que los que hemos comentado en el caso de los presupuestos de la 
Administración General del Estado. Son indicadores de gasto y de control 
presupuestario de las acciones de fomento que la Administración Autonómica realiza, 
pero no un control de la eficacia de las acciones que se hayan tomado para conseguir 
esos objetivos. De hecho, a su vez, si observamos las diversas convocatorias de los 
diversos planes y programas a través de los que se articulan las diversas acciones que 
constituyen las políticas activas de empleo, todas incluyen una batería de indicadores 
                                                 
249 A modo de ejemplo los presupuestos de la Comunidad Autónoma Andaluza financian las políticas de 
fomento del empleo dentro del presupuesto de la Consejería de Empleo que establece para cada programa 
o política, el importe de gasto de la misma y una serie de indicadores de control de ejecución 
presupuestaria. 
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estadísticos, referidos a la ejecución del gasto, características de las acciones propuestas, 
o de los participantes, pero no una auténtica evaluación de su eficacia. 
 
En general se puede decir que en España no hay una conciencia de la necesidad de 
evaluación de eficacia de las políticas públicas, y las de empleo no son una excepción. 
Existe alguna legislación voluntarista sobre la materia de empleo y sí se puede decir que 
hay experiencias de evaluación ocasionales, tanto de carácter público como privado, de 
instituciones, universidades etc. Pero sin que se pueda decir que las políticas de 
evaluación en materia de empleo se estén impulsando por la Administración y, como se 
verá más adelante, cuando se analice el Informe del Impacto de la Reforma Laboral, el 
tipo de evaluación que la Administración está impulsando, adolece del mismo defecto: 
extraer conclusiones globales derivadas de la evolución de la tasa general de desempleo, 
sin entrar en evaluaciones más particularizadas, como se defiende desde la metodología 
impulsada por la propia Agencia Estatal de Evaluación de Políticas Públicas. 
 
5.  La creación de un modelo de evaluación de las políticas de empleo en el Sistema 
Nacional de Empleo.  
 
5.1 .Normativa de carácter nacional  sobre evaluación del Sistema Nacional de 
empleo.  
 
Aunque la evaluación de las políticas de empleo no ha sido especialmente 
considerada por nuestras Administraciones, ha habido algún intento de introducir en el 
modelo un conjunto de criterios o un sistema de evaluación de esta políticas. Así, ya nos 
encontramos en la Ley Básica de Empleo de 1980 en el artículo 4 esta exigencia: “El 
Gobierno prestará especial atención a la formulación y desarrollo de una política de 
fomento del empleo, buscando la máxima utilización de los recursos humanos y 
económicos disponibles.” La Ley de Empleo de 2003 en su artículo 4bis (en la 
redacción dada por el Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de julio) establece lo siguiente: “ 
La Estrategia Española de Activación para el empleo tendrá carácter plurianual, y podrá 
ser objeto de revisión, mejora y actualización. A su finalización se realizará una 
evaluación de la misma.” Esta preocupación por la evaluación de las políticas de 
empleo, al menos en teoría, ya ha estado presente en la mente del legislador, y a tal fin 
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se dictó el Real Decreto 1722/2007, de 21 de julio, en materia de órganos, instrumentos 
de coordinación y evaluación del Sistema Nacional de Empleo. No obstante, el mismo 
no ha servido para introducir criterios, objetivos en la evaluación de las políticas activas 
de empleo, ni para que tal evaluación constituya una parte esencial del diseño de los 
programas que se adopten. Dicho decreto supone más bien, una obligación de que la 
Administración evalúa la eficiencia de los servicios de empleo como indica su artículo 
30: “El Sistema Nacional de Empleo deberá ser sometido a una evaluación externa cada 
tres años. Dicha evaluación examinará la adecuación de sus estructuras, medidas y 
acciones a la situación del mercado de trabajo, teniendo en cuenta los costes y la 
eficacia del conjunto del Sistema Nacional. Dicha evaluación incluirá las propuestas de 
mejora que se consideren necesarias”, pero si observamos el contenido de la 
mencionada evaluación, sólo muy tangencialmente se indica una intención de analizar el 
impacto de tales medidas en la creación de empleo250. En términos generales, la 
Administración, hasta ahora, sólo ha realizado evaluaciones parciales de algunos 
programas (como el de los talleres de empleo o las casas de oficio, que se verá más 
adelante) o simplemente realiza evaluaciones, basadas en apreciaciones más o menos 
objetivas y más o menos fundadas, sobre la evolución de la tasa de desempleo general; 
pero la evaluación de la implantación de dichas políticas de fomento de empleo, no ha 
constituido desde su implantación hasta ahora una actividad regular de la 
Administración.  
 
Uno de los intentos loables, que desde la propia Administración se han hecho para 
mejorar la evaluación de la eficacia de las políticas públicas, lo constituye la Agencia 
Nacional de Evaluación de políticas públicas, que ha supuesto ciertamente, un intento 
de institucionalización de la evaluación y que ha realizado algunos estudios sobre 
                                                 
250 “La evaluación incluirá, como mínimo, los siguientes aspectos: a) Adecuación de los Servicios 
Públicos de Empleo al cumplimiento de los fines del Sistema Nacional de Empleo. b) Cumplimiento de 
los citados fines. C) La eficacia, la eficiencia y la calidad de las actuaciones de colaboración de las 
Entidades, públicas y privadas, con los Servicios Públicos de Empleo. D) La calidad en la prestación del 
servicio público a empresas y trabajadores, el conocimiento e impacto de sus medidas, así como el grado 
de satisfacción de sus usuarios. e) El aprovechamiento del potencial de las nuevas tecnologías por los 
Servicios Públicos de Empleo para proporcionar un mejor servicio. f) La aplicación de las políticas 
activas de empleo a los beneficiarios de prestaciones y subsidios por desempleo g) El cumplimiento de las 
obligaciones como demandantes de empleo de los beneficiarios de prestaciones y subsidios por 
desempleo”. Art. 30.3 del Real Decreto 1722/2007, de 21 de diciembre. 
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eficacia de políticas públicas de fomento del empleo, como los referidos a eficacia de 
bonificaciones y subvenciones en la contratación de personal. Pero estos estudios, 
además de algún otro que se han realizado desde Oficina Económica de la Presidencia 
del Gobierno y otros entes administrativos, tienen la característica común de que han 
sido hechas por instituciones de investigación dependientes de la Administración, 
aunque no por los organismos y departamentos de la propia Administración que 
ejecutan dichas políticas. Este carácter más bien investigador que realiza esta Agencia, 
tiene un reflejo en el carácter poco relevante de sus informes, (no sólo no son 
vinculantes, sino que la emisión de los mismos no constituye ni siquiera un requisito 
indispensable de la fase final de control de la aplicación de una políticas públicas que 
diversos entes públicos hayan aplicado). Estos informes, en términos generales, entran 
en la categoría de meros estudios divulgativos y, en general, la única actuación de 
evaluación pormenorizada de cada medida de empleo que se impulse, de una manera 
más o menos continuada, queda al albur del meritorio intento de algún departamento de 
la Administración o incluso del impulso personal de algún responsable político por 
conocer la eficacia de dichas políticas, pero no han constituido una política continuada 
en el tiempo. 
 
5.2. Las reformas del mercado laboral de Febrero de  2011 y Febrero de 2012. 
Referencias a evaluación del modelo en la reforma del mercado laboral.  
 
A partir de las reformas del mercado laboral practicadas en febrero de 2011, por 
primera vez se ha introducido como obligación de las Administraciones el “diseño de 
una serie de indicadores cuantitativos y cualitativos” sobre la eficiencia de las políticas 
públicas, tal y como aparece en el artículo 4 bis del Decreto-Ley de reforma de la ley de 
empleo de febrero de 2011. Este artículo se introduce en nuestro sistema en un 
momento en que  por una parte, las tasas de paro alcanzan unos niveles muy altos, y por 
otra parte, las restricciones presupuestarias obligan a garantizar la eficiencia en los 
recursos públicos que se usan en políticas activas de empleo y que son muy cuantiosos, 
debido al gran número de desempleados que hay en España. Esta medida es 
especialmente novedosa en tanto que obliga, no a una mera evaluación genérica del 
modelo251, sino al diseño de toda una serie de indicadores que permitan, tanto a las 
                                                 
251La obligatoriedad de evaluación del modelo de fomento del empleo se reconoce en la Estrategia de 
empleo. http://www.boe.es/boe/dias/2011/11/19/pdfs/BOE-A-2011-18146.pdf. Pág. 74. 
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Administraciones como a los investigadores, apreciar, con pocas ratios, cómo 
evoluciona el mercado laboral. Esta labor requeriría por parte de las Administraciones 
acordar, probablemente con los interlocutores sociales y con todos los partidos políticos, 
cuáles son los indicadores que deben utilizarse para esta evaluación, con el fin de que no 
sean modificados con el cambio de Gobierno y, en la medida de lo posible, evitar que 
los datos del desempleo y otros adyacentes se conviertan en arma arrojadiza entre los 
partidos. A la par que la estabilidad de los mismos, tanto en su determinación, como en 
la metodología para su cálculo, permitiría un seguimiento, a lo largo del tiempo, que nos 
daría información respecto a cómo las diferentes políticas afectan a estos indicadores, 
con todas las limitaciones que los mismos pueden tener. En términos generales, hay que 
hacer notar que el Gobierno no ha desarrollado este articulo de la Ley de empleo, 
probablemente porque ha estado más atareado en reformar el mercado laboral, que en 
plantearse evaluaciones sobre políticas y programas de fomento del empleo que no 
había impulsado. Como se verá más adelante cuando analicemos el Informe de Impacto 
de la Reforma del Mercado Laboral que presentó el Gobierno central en Agosto de 
2013, el mismo no establece en sí nuevos indicadores de control de la eficacia de las 
reformas en materia de empleo emprendidas desde 2012, sino que se evalúa nuevamente 
la evolución de las tasas de empleo y se asume, (con la base estadística que la 
Administración aporta y que se comentará más adelante), que la evolución de dichos 
indicadores de empleo se debe exclusivamente a las medidas de empleo aprobadas, no 
valorándose la influencia que en las mismas hayan podido tener otras variables 
económicas. 
 
Por otra parte, el hecho de que se hayan introducido bastantes novedades desde 
2012, referidas a modalidades de contratación (como el contrato de emprendedores, 
modificación de las bonificaciones para la contratación, fomento de emprendedores con 
la llamada tarifa plana de la Seguridad Social, reformas en el contrato a tiempo parcial 
etc.) ha hecho que el Gobierno haya modificado la información que obtiene respecto a 
la eficacia de dichas medidas, que además, han sido aprobadas en un momento 
económico especialmente malo y nada propicio a que los indicadores de empleo 
mejoren con independencia de la bondad de las medidas aprobadas. Es por ello también 
que el Gobierno no haya tenido especial interés en desarrollar la evaluación de las 
mismas y afrontar datos que quizás no fueran muy optimistas. De todas formas, dentro 
de las políticas de control presupuestario que se están diseñando y aplicando en estos 
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años, es más que probable que en un futuro el Gobierno a través de su Ministerio de 
Empleo se involucre más en las políticas de evaluación de los programas de fomento del 
empleo y demás políticas activas de empleo. De hecho, como muestra de este interés en 
la materia de evaluación, se puede citar el Informe de Evaluación de la Reforma del 
Mercado Laboral que el Ministerio presentó en 2013252, pero que hay que decir que 
adolece de los defectos que se han comentado antes y que asocia el éxito o el fracaso de 
las políticas de empleo en un determinado momento a la mera evolución del indicador 
de desempleo, sin analizar otros aspectos que puedan haber incidido en esa tasa. Por 
otra parte, como se ha comentado, en este caso el Ministerio asocia el éxito de sus 
reformas, no ya a la evolución253 positiva de la tasa de paro, que ha sido mala, sino que 
relaciona las mismas con una simulación de cuánto empleo se habría destruido si no se 
hubiera realizado esta reforma. Esta correlación entre la reforma y la hipotética no 
destrucción de empleo gracias a la misma, es cuanto menos, difícil de sostener desde un 
punto de vista econométrico, como se verá más adelante, en cuanto está basada en una 
modelización en la que no pueden introducirse aspectos cualitativos como el que supone 
una reforma laboral, que per. se no constituye una variable cuantificable ni introducible 










                                                 
252 Según el Ministerio de Empleo, durante los primeros 18 meses que lleva en vigor la reforma, el paro 
registrado ha disminuido en 13315 personas, ha aumentado la contratación indefinida un 15,1 por ciento, 
un 53,1% a tiempo parcial y un 1% a tiempo completo y se han reducido un 2,1% los contratos 
temporales, un 12% a tiempo parcial y un 8,2% a tiempo completo. Datos del Servicio Público de Empleo 
Estatal. 
253 Otra evaluación de la reforma del mercado laboral de 2012 la tenemos en el estudio “Un año de 
efectos de la reforma laboral” de Sagardoy Abogados, según este estudio la reforma” ha tenido un efecto 
disuasorio de los despidos a favor de las medidas de flexibilidad interna,” así según el informe la 
reducción de jornada registra un crecimiento superior al del número de procedimientos de regulación de 




Metodología e indicadores de evaluación de las políticas y medidas  
de fomento del empleo juvenil. 
 
 
1.Metodología de evaluación de las medidas de fomento del empleo.  
 
  A continuación se presenta la que se considera humildemente, la mayor 
contribución de esta tesis, y también de, mayor novedad, respecto a la evaluación de 
políticas de empleo. Hasta ahora se ha analizado la evolución de la evaluación de las 
políticas de empleo en los diferentes ámbitos competenciales, y se ha visto, el origen del 
mandato a los poderes públicos para que evalúen la eficacia de las políticas de fomento 
de empleo, y que aparece por primera vez específicamente materializado, en la reforma 
del mercado laboral de 2011, donde se obliga a la Administración a implantar toda una 
serie de indicadores cuantitativos y cualitativos para evaluar la eficacia de dichas 
políticas. Por otra parte, también se ha explicado el diferente carácter que tienen, para 
las diversas Administraciones, la evaluación de la eficacia de dichas políticas, así como 
el cumplimiento de los objetivos en los que las mismas se materializan. Hemos visto 
que, en general, el incumplimiento de los objetivos de empleo que se fijan las 
Administraciones, no tiene consecuencias jurídicas para la Administración que no logre 
los objetivos. Así, por ejemplo, los objetivos comprometidos en las Estrategias de 
Empleo y a los que se obliga el propio Gobierno en los Planes Nacionales de Reforma, 
no devienen en sanciones para el gobierno que las incumpla. Por el contrario hemos 
visto que el incumplimiento de otros objetivos de contenido económicos como el déficit 
o niveles de deuda o inflación, sí tienen consecuencias en el ámbito europeo, como se 
ha visto en la aplicación de los procedimientos por déficit excesivo que puede 
impulsarse desde la Unión Europea; o por ejemplo, los procedimientos de sanción que 
la Administración central se reserva en caso de incumplimiento por parte de las CCAA 
de sus objetivos de déficit, tal y como queda recogido en la Ley Orgánica de Estabilidad 
y Sostenibilidad Financiera en su artículo 8, que es una aplicación de los principios 
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presupuestarios introducidos en la reforma de la Constitución realizada en septiembre 
de 2011.254 255 
 
Una vez establecidas estas premisas, antes de exponer nuestros indicadores, y 
sobre todo, la metodología de investigación que proponemos para evaluar las políticas 
de empleo, es necesario que indiquemos por qué entendemos que se debe usar esa 
metodología, y sobre todo, qué apoyo bibliográfico y académico existe para el diseño de 
nuestros indicadores, por otros autores que hayan tratado el tema de la evaluación de 
políticas de empleo se puede encontrar; y además debemos posicionarnos  respecto a 
qué tipo de evaluación entendemos que no es aplicable para determinar la eficacia de las 
políticas de empleo. Son necesarias estas puntualizaciones porque en este momento nos 
encontramos con que tras la pasada reforma del mercado laboral de 2012, el Gobierno 
ha presentado una primera evaluación de la eficacia de dichas medidas en cumplimiento 
(aunque a nuestro entender parcial) de la obligación de proceder a establecer una serie 
de indicadores cuantitativos y cualitativos, (tal y como se indicó en la reforma de la Ley 
de Empleo de 2011). Nosotros creemos que la metodología de evaluación utilizada por 
el Gobierno no cumple fielmente el mandato del legislador de establecer una serie de 
indicadores cuantitativos y cualitativos para la evaluación de la eficacia de las políticas 
de fomento del empleo, y sobre todo, no aplica los criterios de evaluación ni la 
metodología que desde la propia Agencia  Estatal de Evaluación de Políticas Públicas 
que depende del propio Ministerio de Economía, se impulsa. La metodología de 
                                                 
254
 El mayor exponente de la máxima importancia que el cumplimiento de objetivos económicos, lo 
apreciamos en la reforma de la Constitución de septiembre de 2011 en la que se consagraron 
constitucionalmente objetivos de deuda y déficit, dando prioridad al pago de la deuda pública respecto a 
cualquier otra gasto tal y como recoge el 135.  de la Constitución Española. “. El Estado y las 
Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o contraer 
crédito. Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones 
se entenderán siempre incluidos en el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad 
absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o modificación, mientras se ajusten a las 
condiciones de la ley de emisión”.  
255 “Las Administraciones Públicas que incumplan las obligaciones contenidas en esta Ley, así como las 
que provoquen o contribuyan a producir el incumplimiento de los compromisos asumidos por España de 
acuerdo con la normativa europea o las disposiciones contenidas en tratados o convenios internacionales 
de los que España sea parte, asumirán en la parte que les sea imputable las responsabilidades que de tal 
incumplimiento se hubiesen derivado. En el proceso de asunción de responsabilidad a que se refiere el 
párrafo anterior se garantizará, en todo caso, la audiencia de la administración o entidad afectada.2. El 
Estado no asumirá ni responderá de los compromisos de las Comunidades Autónomas, de las 
Corporaciones Locales y de los entes previstos en el artículo 2.2 de esta Ley vinculados o dependientes de 
aquellas, sin perjuicio de las garantías financieras mutuas para la realización conjunta de proyectos 
específicos”. Art. 8 de la Ley Orgánica  2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, modificada por la el Art. 1.2 de la Ley Orgánica 9/2013, de 20 de diciembre. 
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evaluación de políticas de fomento del empleo que se ha aplicado en algún informe 
sobre evaluación de algunas políticas de empleo (como los referidos a bonificaciones u 
otras subvenciones a la contratación realizados por la Agencia de la Evaluación de 
Políticas Públicas, que se utilizarán en esta tesis para analizar la eficacia de dichas 
medidas de fomento del empleo), no ha desarrollado una sistematización de indicadores 
para todas las medidas de fomento del empleo e inserción laboral. Estos estudios 
realizados por esta Agencia Estatal son los únicos en España de evaluación de políticas 
de fomento de empleo en el ámbito nacional que siguen metodología de autores de 
reconocido prestigio en España y en el extranjero, como es la metodología diseñada por 
Luis Toharia, cuyos estudios son la base utilizada por sus propios discípulos en estos 
estudios  que han dirigido, tal y como ellos mismos reconocen.  
 
En lo referido al diseño de nuestro modelo de evaluación, otra de nuestras 
aportaciones es la determinación de una serie de indicadores previos de evaluación 
específicamente destinados a la Administración que implanta nuevas políticas de 
empleo y que mediante la aplicación de las técnicas de control de gestión en el sector 
privado, aplicadas por analogía al ámbito de la gestión de políticas públicas, determina 
una serie de controles preventivos a la implantación de una nueva política de fomento 
del empleo, con el fin de aumentar la posibilidad de éxito de la misma y, sobre todo,  
para evitar tanto el desarrollo de políticas abocadas al fracaso o a la reimplantación de 
políticas que ya están en vigor -o ya lo han estado- con resultados deficientes. Con 
posterioridad, se describirán nuestros propios indicadores de evaluación para cada 
familia de políticas de fomento de empleo, y que, como mayor aportación, suponen una 
sistematización de indicadores para todas las políticas de empleo que se han 
desarrollado en España. Y si bien la metodología de aplicación no es novedosa, puesto 
que no es más que una mera aplicación de metodología estadística de las ciencias 
sociales, lo que si es novedoso, es que no existe una sistematización de indicadores de 
evaluación de medidas de fomento del mercado laboral, ni de una serie de criterios 
generales que puedan darse para la implantación de un modelo de evaluación de 
políticas de fomento de empleo en España, y que son esenciales para garantizar el 
correcto funcionamiento de dicho modelo.  
 
Para el diseño de dicho sistema consensuado de evaluación de políticas de 
fomento del empleo, nos servirá como guía el modelo de medición de la tasa de 
 144
desempleo existente en España, y que se ha conseguido que esté desprovisto de crítica 
ideológica, lo que facilita que todas las partes afectadas por sus datos aceptan como 
válida  la metodología de medición del desempleo en España, ya que con independencia 
de que existan una serie de criterios internacionales256 para la medición de la misma, el 
hecho de que la aplicación de los mismos y la realización del trabajo de campo de 
recogida de datos, sean transparentes y objetivos, es un elemento favorable para poder 
establecer un diagnóstico sobre la situación del mercado laboral en España y poder 
realizar las reformas que se consideren oportunas. 
 
En general, los estudios de las pocas medidas de fomento del empleo que ha sido 
analizas no  han sido abordados dentro de un modelo de evaluación general de la 
eficacia de  políticas de fomento del empleo, sino que han seguido una metodología que 
ha sido desarrollada por autores de reconocido prestigio, pero que no han tenido 
ninguna influencia en las prácticas de la Administración ni en la evaluación de las 
diversas medidas de fomento de empleo, (ya que no hemos visto ninguna referencia a 
esta metodología de la Agencia de Evaluación de Políticas Públicas en ningún texto 
legal ni en la evaluación del mercado laboral que presentó el Gobierno en 2013). Sin 
duda, en esta sistematización de indicadores de evaluación de los diferentes tipos de 
medidas, la determinación de los criterios de implantación de un nuevo modelo de 
evaluación de eficacia de políticas de fomento de empleo y la apuesta por una 
determinada metodología de evaluación de políticas de fomento de empleo - junto a la 
aplicación y adaptación de estos indicadores a las diferentes políticas de empleo juvenil, 
son, modestamente, nuestras aportaciones más personales y singulares en esta tesis 
doctoral. 
 
El Gobierno Central, como se ha dicho, presentó en 2013 un Informe de Impacto 
de la Reforma de Mercado Laboral257 aprobada en 2012 en el que intentaba demostrar la 
mejora de las tasas de desempleo y de contratación, y un cambio en las condiciones 
estructurales del mercado laboral español, que permitían una creación de empleo neta 
con una tasa de crecimiento mucho más bajas al 2%, que se consideraba, hasta ahora, 
que eran necesarias para lograr ese crecimiento. Este informe, que es un hito histórico 
                                                 





en la evaluación de medidas de fomento del empleo, se presentó en cumplimiento de la 
propia ley y sobre todo, como necesidad para justificar las medidas y reformas en el 
mercado laboral aprobadas en 2012. La estructura de este informe del impacto de la 
reforma del mercado laboral de es la siguiente: 
 
En una primera parte, que alcanzaría los epígrafes, “Introducción”, “Situación de 
partida las debilidades del mercado laboral”, se hace mención de la situación en la que 
se encontraba el mercado laboral en el año 2012 y los objetivos principales que se 
buscaban con las diversas medidas en él aprobadas, y sobre todo, se daban toda una 
serie de datos que mostraban la situación de ese mercado laboral en el momento de 
entrada en vigor de la reforma, haciéndose comparación de algunos de ellos con datos 
similares de otros países de nuestro entorno. Los datos que se aportan son básicamente, 
datos de contratación de las diversas modalidades de contratos, datos de desempleo y 
datos de niveles salariales o costes de contratación.     
 
En una segunda parte, que incluiría el capítulo “Seguimiento del impacto de la 
reforma Laboral, en la parte que denomina “Objetivos Estratégicos y específicos y sus 
resultados,” se hace un estudio de la evolución de los indicadores antes citados desde 
2007 a 2011 y desde la entrada en vigor de la reforma del mercado laboral hasta el 
momento de la emisión del informe que es de agosto de 2013.  
 
Extractamos las principales conclusiones  tal y como las recoge el informe, con 
el doble fin de ver cómo aprecia el Gobierno la evolución del mercado laboral tras su 
reforma, pero, sobre todo, para que se vea el tipo de indicadores que el Gobierno utiliza 
para analizar la eficacia de dichas medidas -ya que con ello se comprenderá el sentido 
que la Administración da a su obligación legal de evaluar las políticas de fomento del 
empleo, y de establecer a tenor de ley “indicadores cuantitativos y cualitativos”-. Son 
las siguientes: 
 
1.El incremento del desempleo se ha moderado desde la reforma laboral. 
 
La tasa de crecimiento interanual del número de desempleados, que alcanzó casi 
el 18% en el primer periodo tras la reforma laboral (IIT2012), se ha moderado, y ya se 
sitúa en el 5% (IIT2013). 
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2. Por primera vez durante la crisis, un mayor deterioro del PIB no se ha traducido en 
una aceleración del ritmo de destrucción de empleo. 
 
Los datos de empleo asalariado privado muestran que, por primera vez durante 
la crisis, una aceleración de la contracción económica no se ha traducido en una 
intensificación del ritmo de destrucción de empleo que, de hecho, se está moderando. 
 
En el periodo IT2012-IT2013 frente al periodo IT2011-IT2012, la destrucción de 
empleo asalariado privado ha pasado del 5,26% del total de asalariados al 4,78%, a 
pesar de la mayor contracción de la actividad económica. La moderación de la caída se 
ha concentrado en el empleo indefinido: cae a un -3,2% en lugar del -4,2%. 
 
3. La evolución del empleo público afecta intensamente a la evolución del empleo 
agregado de la economía española en los últimos periodos. 
 
Como consecuencia del proceso de racionalización del sector público, en los 
cuatro trimestres posteriores a la reforma laboral se destruyeron 258.300 empleos 
públicos, mientras que la caída fue de 81.800 en los anteriores. 
 
4. La evolución del empleo autónomo ha sido más favorable en los últimos nueve 
trimestres, especialmente en los posteriores a la reforma laboral, frente a su intensa 
caída al principio de la crisis. 
 
Entre el IT2008 y el IT2012 se destruyeron casi 560.000 empleos. Por su parte, 
los datos correspondientes al IIT2013 muestran un incremento de 37.300 autónomos en 
el periodo, incluyendo un incremento de 14.400 empleadores y 13.900 trabajadores 
independientes o empresarios sin asalariados. En el primer semestre de 2013 se ha 
producido un incremento de casi 23.000 afiliaciones de trabajadores autónomos, un dato 
mucho más positivo que el del resto de años de crisis. 
 
5. En ausencia de reforma laboral, se habría destruido más empleo. 
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El análisis del Ministerio de Economía y Competitividad estima que la reforma 
habría contribuido a evitar la destrucción de 225.800 empleos en el año anterior a su 
puesta en marcha. 
 
6. La evolución reciente el mercado de trabajo ha contribuido de manera notable a la 
mejora de la competitividad de los productos españoles. 
 
En el último trimestre de 2012 se ha producido la mayor caída de los costes 
laborales unitarios (CLUs) de la crisis (-5,9%) y se ha intensificado la recuperación de 
la competitividad perdida. 
 
7. La economía española creará empleo a partir de menores tasas de crecimiento del 
PIB. 
 
Igualmente, y en una primera aproximación, el Ministerio de Economía y 
Competitividad estima que la economía española será capaz de generar empleo a partir 
de una tasa de crecimiento del PIB de entre 1% y 1,2%, un nivel significativamente más 
reducido que antes de la reforma, por encima del 2%258. 
 
Obviamente, la situación de estos indicadores era desastrosa, en tanto que al 
tener como periodo temporal de referencia de comparación, del año 2007 hasta 2011, 
incluía los años de mayor destrucción de empleo de la historia de España. Este dato es 
importante tenerlo en cuenta, ya que si el marco de comparación es un periodo tan 
funesto en la serie estadística de empleo, cualquier mejora en los indicadores de empleo 
(debida a un simple agotamiento de la fase de destrucción de empleo, por alcanzar el 
nivel de desempleo, un nivel considerablemente alto que impide que el mismo aumente 
para el nivel de producción que tiene el país incluso en periodos de crisis)  va a generar 
mejoras  e incremento relativos muy altos, aunque en términos absolutos la mejora no 
sea de gran calibre. 
 
                                                 





En esta segunda parte de dicho informe, se incluye toda la batería de medidas 
que habían sido aprobadas por el Gobierno, dando de todas ellas una explicación del 
mecanismo económico  a través del cual las diversas reformas en el ámbito jurídico que 
se aprobaban, se esperaba que tuvieran efecto positivo en la creación de empleo. Este es 
sin duda uno de los aspectos más positivos de este Informe, puesto que supone una 
perfecta acomodación de las medidas al entorno económico y laboral en el que se van a 
aplicar y sobre todo, su enfoque económico otorga al informe una interrelación entre lo 
jurídico y lo económico muy deseable, y que es el enfoque desde el que nosotros vamos 
a explicar en la siguiente parte de la investigación,  todas las medidas de fomento del 
empleo juvenil que  se describirán y analizarán. 
 
En esta segunda parte el informe incluye una parte referida a la explicación de la 
evolución  favorable de las principales magnitudes del mercado de trabajo,  tales como 
evolución de la contratación en las diferentes modalidades, salarios, costes salariales y 
datos sobre la evolución de la aplicación de las novedades en la  negociación colectiva 
que se implantan en la reforma de 2012. Todos estos análisis que realiza el informe, los 
apoya en datos del Instituto Nacional de Estadística como datos de tasas de empleo o 
datos de evolución salarial y de costes o datos de la Seguridad Social o de los propios 
Servicios de Empleo, en todo lo referido a datos de contratación. 
 
La evolución de estos datos es, en términos generales, positiva, aunque de 
manera muy leve, en comparación con los datos de finales de 2011, y es en este punto 
donde la Administración infiere que si dichos datos han mejorado, es sin duda debido a 
la reforma del mercado laboral que aprobó en 2012. Es éste el mayor error que nosotros 
encontramos en este informe de evaluación del impacto de la reforma del mercado 
laboral: primero, porque relaciona sólo datos cuantitativos de generación de empleo, 
fundamentalmente mediante la comparación de la evolución de tasa de paro de los 
diversos colectivos (así como la evolución de las contrataciones) con una reforma que 
es un elemento no medible y menos a corto plazo, puesto que son normas jurídicas, y no 
políticas de empleo con presupuestos determinados; y por lo tanto, la única vía a través 
de la cual esas reformas pueden tener efecto en el mercado laboral es cambiando 
condiciones estructurales del mismo, elemento que no es apreciable en un periodo tan 
corto de tiempo. En segundo lugar, el informe en esta parte de análisis de las medidas 
aprobadas, hace una total abstracción  de la influencia de otras variables de tipo 
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económico y que han podido tener efecto en la creación de empleo. En  los años 2012-
13, no se puede olvidar que, aparte de las medidas de reforma del mercado laboral, se 
produjeron grandes cambios en los mercados financieros, como por ejemplo, la caída de 
las primas de riesgo desde 600 puntos a 250 en pocos meses o las líneas de liquidez 
inyectadas por el Banco Central Europeo que permitieron una leve mejora de las 
condiciones de crédito, o el rescate financiero mediante una línea de crédito de 100000 
millones de euros para sanear la banca española o una disminución de las exigencias de 
las políticas de control del déficit  público exigidas por la Unión Europea a partir de 
2013. Con ello, no negamos que la reforma del mercado laboral seguramente ha tenido 
influencia en la evolución del mismo, pero atribuirle toda la mejora en las tasas de 
empleo, tal y como pretende el Gobierno, es cuanto menos pretencioso; y desde luego, 
aunque se hayan producido cambios profundos en la estructura del mercado laboral 
español, es pronto para conocer en su totalidad los cambios que en el mismo puedan 
estar produciéndose. Nosotros entendemos que hay cambios que la reforma laboral 
propicia, pero que también se darían en incipientes momentos de una recuperación 
económica como, por ejemplo, el hecho de que en los estados iniciales de la misma la 
contratación sea con fórmulas precarias de contratación y salarios bajos, debido a las 
dudas que la consistencia de dicha recuperación genera a los empresarios. Por todo ello,  
no queda demostrada, a nuestro entender,  la relación de causalidad entre las diversas 
mejoras en la contratación y la propia reforma operada, puesto que sólo se aportan datos 
de contratación, sin que se separen los efectos que, en esa evolución, son debidos a la 
reforma de los debidos a otros factores económicos. 
 
En términos generales, como la Administración es consciente de las limitaciones 
de estas aseveraciones, decide diseñar un modelo econométrico que relacione la 
creación de empleo con la evolución de una serie de indicadores económicos como el 
PIB,  con el fin de demostrar que la reforma del mercado laboral, ha operado un cambio 
en las condiciones estructurales del mercado laboral, que permite crear empleo con un 
menor crecimiento259. 
                                                 
259 La nueva estimación se ha realizado fija el umbral de creación de empleo se sitúa en un crecimiento 
del PIB que varían un estrecho rango del 1%-1,2%. Tanto este hecho como la necesidad de partir de 
ecuaciones estimadas a lo largo de un horizonte prolongado (y que reflejan por tanto condiciones distintas 
a las que prevalecen actualmente), implican: 
i) la estimación efectuada sobre los umbrales de creación de empleo puede ser conservadora; 
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Es muy frecuente que los organismos de predicción macroeconómica, como la 
OCDE o el FMI, utilicen estos modelos que pretenden diseñar ecuaciones que 
relacionen una serie de variables independientes, como la creación de empleo, con unas 
variables dependientes, como pueden ser el PIB, tipos de interés, déficit público, etc. a 
través de la determinación de unos coeficientes que relacionen la evolución de esas 
variables dependientes con  las variables independientes. 
 
Estos modelos son establecidos con estudios de series estadísticas de datos a 
muy largo plazo,  con el fin de que se incluya una serie suficientemente amplia para que 
la ecuación resultante no se vea afectada por datos puntuales que distorsionen 
temporalmente la relación entre las variables estudiadas; ya que si se analizan largas 
series de datos, aquéllos que se aparten de la auténtica interrelación entre las variables, 
perderán efecto en la variable estudiada por el mayor peso de los demás datos. Es por 
esta razón, que para poder hacer un estudio que tenga fiabilidad, es necesario que se 
utilicen series largas en el tiempo de datos, y más en un caso como éste, en el que lo que 
pretende la Administración es llegar a la conclusión de que la reforma del mercado 
laboral general ha producido en el mismo, mediante un verdadero cambio estructural,    
una alteración de las condiciones de generación de empleo  
 
Estos modelos econométricos, una vez son estimadas sus ecuaciones, son 
sometidos a toda una serie de test de control de fiabilidad que analizan en qué medida 
las proyecciones que se hagan mediante su uso, son fiables; es decir, hay una elevada 
probabilidad de que las previsiones se cumplan y, además, que el margen de error que 
puedan tener, aún en el caso de que se produzcan dichas previsiones, sea lo mínimo 
posible; obviamente, el modelo estará mejor estimado cuanto los márgenes de error sean 
más bajos y las probabilidades de fiabilidad sean lo más altas posibles. 
 
Estos modelos han tenido una capacidad de predicción moderada, en términos 
generales. En situaciones económicas estables se han comportado bien, pero no han 
                                                                                                                                               
ii) Dicho umbral no es un valor permanente, sino que posiblemente siga mejorando con el tiempo, aunque 
en este momento no sea factible predecir de un modo estadísticamente riguroso hasta dónde podría llegar 
a medio plazo. 
Extractado del Informe de Impacto de la Reforma del Mercado laboral.  Pág. 58.Op. Cit. 
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podido predecir cambios en las variables cuando se producían alteraciones  fuertes en 
tendencia de las mismas. Así, por ejemplo, dentro de nuestra crisis, podemos recordar  
la previsión de crecimiento que en 2008 daba el FMI para años sucesivos y que para 
nada preveían una crisis de la magnitud260 que hemos tenido; e incluso en la falsa salida 
de la crisis, -los llamados “brotes verdes” en 2009- el FMI o la propia Unión Europea, 
apostaron porque en 2012261, se darían unas condiciones de crecimiento en España y en 
Europa, que luego no se produjeron. 
 
Este modelo diseñado por el INE262 según manifiesta el informe, elige para su 
diseño una serie de trimestres, en los que da más peso a aquéllos desde que está en vigor 
la reforma del mercado laboral para el diseño de dicho modelo, puesto que entiende que 
la reforma del mercado laboral ha cambiado las condiciones estructurales necesarias 
para la creación de empleo. Como se da mayor peso a los trimestres desde que está en 
vigor la reforma del mercado laboral263,  al calcular el modelo, según manifiesta el 
informe, el resultado es obviamente que desde que se ha implantado la reforma del 
mercado laboral, ha mejorado la creación de empleo con unas tasas de crecimiento más 
bajas. En el modelo diseñado se aportan las ecuaciones264 del modelo estimadas con el 
                                                 
260 A modo de recordatorio y sin ánimo científico ya que para un estudio mas exhaustivo de este tema se 
debería incluir los enlaces a todas las previsiones de crecimiento y sus posteriores modificaciones,  este 
artículo, recoge los fallos en las predicciones de crecimiento de dicho organismo en la presente crisis 
económica. http://www.libertaddigital.com/economia/el-fmi-un-organismo-inutil-para-predecir-la-
economia-mundial-1276392887/ 
261Este es el informe en el que el FMI preveía una moderada salida de la crisis en España en 2012 
http://www.imf.org/external/spanish/pubs/ft/weo/2012/01/pdf/texts.pdf 
262 “Para la evaluación de los efectos de la reforma se han estimado diversas funciones de demanda de 
empleo que relacionan el empleo (variable endógena) y la variación del PIB como variable explicativa. 
En la especificación de esas funciones se ha tenido en cuenta su dinámica y se han estimado para el 
empleo total y para el asalariado. 
Los datos tienen frecuencia trimestral y la muestra utilizada en el proceso de estimación abarca desde el 
primer trimestre de 1980 hasta el primer trimestre de 2012. A su vez, los datos utilizados han sido 
corregidos de estacionalidad bien por los servicios técnicos del Ministerio de Economía y Competitividad  
o por el INE; en ambos casos el procedimiento utilizado ha sido el Tramo-Seats”. 
Extractado del Informe de Impacto de la Reforma del Mercado laboral.  Pág. 56. Op. Cit. 
263 “La estimación del umbral de empleo congruente con la reforma laboral no está exenta de dificultades, 
en la medida en que implica proyectar al medio plazo las inferencias que puedan extraerse de solamente 
cuatro observaciones. Una vía que minimiza la utilización de supuestos arbitrarios se estiman diversas 
funciones sencillas que relacionan el empleo y el PIB, tanto con datos anuales como trimestrales, y 
diversos periodos muestrales. La elección del período muestral de estimación se ha realizado intentando 
seleccionar un conjunto de años reducido, en el que los trimestres correspondientes a la reforma laboral 
tuvieran un mayor peso, pero al mismo tiempo el número de observaciones fuera suficientemente amplio 
como para que la estimación tuviera robustez. Extractado del Informe de Impacto de la Reforma del 
Mercado laboral.  Pág. 57. Op. Cit. 
264 El tipo de ecuación que estima el INE para relacionar el crecimiento del empleo con el crecimiento del 
PIB es la siguiente: 
∆Log Empleo (t)= c+a1*Log PIB (t) +a2* Log PIB (T-1)+ .... an*LogPIB (t-n)  
 152
programa de predicción econométrica EVIEWS y de la que aporta copia de la propia 
salida de los datos que salen directamente del programa, así como datos de los “test” de 
control de validez y margen de error del modelo y que tienen obviamemente, unos 
resultados de alta fiabilidad265, puesto que la base de datos que se ha utilizado para su 
estimación otorga266, tal y como explica el documento, más peso a los años en que está 
en vigor la reforma. 
  
No se puede decir que el modelo establecido por el Gobierno sea erróneo, pero sí 
es quizás premeditado afirmar que se han producido una serie de cambios estructurales, 
sólo con los datos obtenidos en apenas cuatro cuatrimestres -desde que la reforma del 
mercado laboral entró en vigor febrero de 2012 hasta la presentación del informe que 
fue agosto de 2013-267. Es admisible que se otorgue más peso a los años desde que esté 
en vigor la reforma del mercado laboral, pero el problema es que sólo lleva en vigor una 
serie de cuatro cuatrimestres, que son insuficientes para establecer un cambio de 
tendencia a largo plazo de las condiciones estructurales del mercado laboral. El modelo 
no lo criticamos, pero sí nos parece prematura su aplicación. El propio INE determina 
una serie de limitaciones268 a las conclusiones a las que llega, al estimar este modelo 
                                                                                                                                               
Siendo la ecuación para creación de empleo privado desestacionalizado en función del PIB, que estima la 
siguiente: 
0,544436*DLOG(OCUPRIVACVE(-1))=-0,002804+0.410218 DLOG(PIB)+0,251676(DLOG(PIB(-1)) 
El objetivo de la reforma es conseguir que el crecimiento del empleo privado se consiga con menores 
tasas de crecimiento del PIB. 
Extractado del Informe de Impacto de la Reforma del Mercado laboral.  Pág. 56. y Anexo 2 Pág. 147.Op. Cit. 
265 Para valorar la reforma, con las funciones estimadas se han realizado previsiones de empleo para el 
período que va del segundo trimestre de 2012 al primero de 2013. El resultado se compara con el empleo 
observado por el INE para este periodo de predicción y la diferencia entre el dato observado del empleo a 
lo largo de esos cuatro trimestres y el resultante de la previsión realizada con el modelo, se atribuye a la 
reforma. Extractado del Informe de Impacto de la Reforma del Mercado laboral.  Pág. 56. Op. Cit. 
266 En el anexo 2 del citado informe se establecen unos R-SQUARED y un Adjusted R-SQUARED de un 
76,06% y un 75,48%, lo que quiere decir que esas ecuaciones explican esos porcentajes de las 
correlaciones y que son unos niveles altos. 
267 El último dato disponible en el momento de elaboración del análisis es el del primer trimestre de 2013 
de la Encuesta de Población Activa (EPA) según el Informe del Impacto de la Reforma del Mercado 
Laboral. Pág. 56. Op. Cit. 
 
268 I. CONDICIONANTES DEL ANÁLISIS Y FUENTES DE INFORMACIÓN 
 
1. El análisis ha tenido en cuenta la incidencia en el mercado de trabajo de múltiples factores.  
 
 1.La situación económica de recesión por la que atraviesa el país (..). 
 2. Se ha tenido en cuenta que la reforma tiene carácter estructural e incide sobre múltiples aspectos de la 
regulación laboral. (...) 
3.La reforma todavía no ha desplegado completamente sus efectos. (...) 
4.La evaluación ha prestado atención también al efecto de otras medidas adoptadas de forma casi 
simultánea en el ámbito de empleo y seguridad social, así como en ámbitos distintos del laboral. 
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que coinciden con las que hacemos nosotros, y que son lógicas, en cuanto que el INE 
utiliza siempre series de muchos cuatrimestres para establecer modelos econométricos. 
El INE realiza en este estudio una labor que no tiene ni la más mínima tacha desde el 
punto de vista metodológico, pero porque el propio INE da una serie de motivos que 
limitan sus conclusiones. Por el contrario, el Gobierno, a la hora de hacer públicos los 
resultados del informe del impacto de la reforma del mercado laboral, otorga al estudio 
un carácter absoluto en sus conclusiones, lo que el propio INE no hace. El Gobierno 
establece una clara y directa relación entre su reforma del mercado laboral y la mejora 
en algunos datos del mismo, conclusión a la que el INE llega pero con muchas 
limitaciones, derivadas principalmente del poco tiempo que lleva en vigor la reforma. 
 
  A la hora de realizar estudios sobre la eficacia de las medidas de fomento del 
empleo, los escasos estudios que de las mismas han sido realizados en España por 
autores españoles de reconocido prestigio internacional, nunca han utilizado 
exclusivamente metodología econométrica269 para la determinación de su eficacia. Estos 
autores han defendido, como es nuestra opinión, que las medidas de fomento del empleo 
deben ser evaluadas de manera individual, y no realizar exclusivamente una evaluación 
general sobre el conjunto de ellas. Es la evaluación individualizada la  vía para obtener 
información de la eficacia de cada medida y además en una evaluación global de la 
                                                                                                                                               
5. El análisis se realiza fundamentalmente a través de fuentes de información públicas y oficiales 
elaboradas por el Instituto Nacional de Estadística (destacando la Encuesta de Población activa, EPA) y el 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social, teniendo en cuenta la metodología y el alcance preciso de cada 
estadística. 
I.1. Condicionantes 
1. El desarrollo normativo de la reforma, aunque aprobado con celeridad, lleva vigente menos de un año. 
2. La adaptación de los agentes a las nuevas reglas es gradual. 
3. La situación de recesión condiciona de forma intensa la evolución del mercado de trabajo. 
4. El carácter sistemático de la reforma aconseja un análisis global del impacto del conjunto de las 
medidas adoptadas 
5. La reforma de las políticas de empleo ha contribuido a reforzar el impacto de la reforma laboral. 
6. La reforma de las pensiones ha tenido un impacto relevante en el mercado de trabajo en los últimos 
trimestres. 
7. El comportamiento de los agentes y la evolución del mercado de trabajo 
269Metodología econométrica que cuando se ha utilizado para realizar una evaluación global de la eficacia 
de un modelo de fomento del empleo en su conjunto, ha determinado que “En cuanto a la estimación de 
los efectos netos del programa, realizando el análisis tanto sobre la variación en el nivel de empleo como 
sobre la variación de la tasa de empleo, los resultados obtenidos indican que en ambos casos los 
coeficientes de regresión son positivos pero no significativos, lo que implica que su efecto sobre ambas 
variables ha sido nulo”. Lo que no permite establecer una evaluación de cada medida, pero utilizando 
metodología econométrica, no determina relación positiva clara entre la creación de empleo y el modelo 
de fomento de empleo en su conjunto. Informe sobre “La política de bonificaciones y reducción de cuotas 
a la Seguridad Social” realizado en 2009. 
http://www.aeval.es/es/difusion_y_comunicacion/publicaciones/Informes/Informes_de_Evaluacion/Evalu
aciones_2008/E14.html . Pág. 94.. 
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política de fomento del empleo, son tantas las variables que en un corto periodo de 
tiempo pueden influir, que la determinación de la relación entre la creación de empleo y 
la totalidad de medidas aprobadas en un determinado momento, es difícil de estimar. 
 
La metodología que desde la Agencia de Evaluación de Políticas Públicas 
(AEVAL) se ha utilizado en los estudios sobre la eficacia de las bonificaciones a la 
contratación270,  que es la única política de fomento del empleo que ha sido evaluada, se 
ha basado en la metodología diseñada por Luis Toharia en sus estudios y que han 
seguido sus discípulos que han dirigido estos estudios, tal y como ellos mismos 
reconocen. Esta metodología, consiste en un muestreo de los diferentes colectivos a los 
que van dirigidas determinadas medidas de fomento del empleo, y un estudio del grado 
en que las mismas han influido en la contratación de personas afectadas por las mismas. 
Además introducen en dichos estudios, la noción de corte transversal y estudios 
longitudinales aplicadas a las políticas de fomento del empleo, de modo que se hace un 
seguimiento de parte de los elementos de la muestra  en el tiempo, lo que aporta mucha 
información de la evolución de dichos contratos en el tiempo y cómo se ve afectada la 
vida laboral de las personas que han sido contratados al amparo de las diferentes 
medidas de fomento del empleo. 
 
La metodología de evaluación de las medidas de fomento del empleo que aplica 
la AEVAL, está plenamente contrastada en estudios de ámbito nacional, y por lo tanto, 
nos parece que es dicha metodología de investigación la que debería haberse usado en la 
evaluación de dichas medidas. Pero no parece ni que la AEVAL haya participado en la 
realización del informe de impacto  del  mercado laboral de 2012, ni que su metodología 
de evaluación haya sido utilizada, puesto que no hay ninguna referencia a ella en el 
                                                 
270 En el Informe sobre “La política de bonificaciones y reducción de cuotas a la Seguridad Social” 
realizado en 2009 por la AEVAL a petición de Ministerio de la Presidencia, fijaba como Enfoque 
evaluativo las dos perspectivas que hemos defendido aquí y no sólo la perspectiva macroeconómica de 
base estadística econométrica. “La evaluación se ha abordado desde dos perspectivas distintas pero 
complementarias: un análisis cuantitativo de los efectos (resultados e impactos) de la intervención a partir 
de técnicas de análisis estadístico y econométrico y por otra parte un análisis más cualitativo que busca 
conocer las opiniones y comportamientos de las empresas en relación con la política de bonificaciones. 
Ambos enfoques pretenden dar respuesta a una cuestión clave: si las bonificaciones constituyen realmente 
un instrumento eficaz para la generación de empleo estable, ayudan a disminuir la temporalidad y 
contribuyen a mejorar el acceso al empleo en los colectivos de difícil empleabilidad. A partir de esta 
pregunta inicial se han desarrollado otras a partir de cuya respuesta, se pretende evaluar la intervención 
desde el punto de vista de su pertinencia (en la coyuntura actual del mercado de trabajo), coherencia, 
complementariedad, eficacia, y sostenibilidad.” 
http://www.aeval.es/es/difusion_y_comunicacion/publicaciones/Informes/Informes_de_Evaluacion/Evalu
aciones_2008/E14.html . Pág. 47. 
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mismo, y los únicos indicadores que el informe utiliza para determinar la eficacia de las 
diferentes medidas son  la evolución de las tasas de empleo y los datos de contratación 
de las diferentes modalidades bonificadas o impulsadas por la reforma. Teniendo en 
cuenta que la AEVAL es un organismo público dependiente de la propia 
Administración, que ha realizado multitud de informes de evaluación de diversas 
políticas públicas, así como que sin duda, ha realizado los mejores informes de 
evaluación de medidas de fomento del empleo, como los encargados por la propia 
Administración a través de la Oficina Económica de Presidencia del Gobierno sobre la 
eficacia de las bonificaciones en los diversos colectivos, no entendemos por qué su 
metodología no ha sido aplicada (o si lo ha sido no se menciona) en este informe271 del 
impacto de la reforma del mercado laboral, que ha reconocemos ha constituido un hito 
en la evaluación de medidas de fomento del empleo. 
 
Nosotros en nuestra tesis apostamos por la metodología de la AEVAL, y que 
como se ha dicho, fue diseñada por Luis Toharia en España, y de hecho, en las 
evaluación que establecemos sobre la eficacia de determinadas medidas de fomento del 
empleo juvenil que son descritas en la siguiente parte de la tesis, vamos a seguir sus 
conclusiones. Nuestra tesis supone una organización de una sistemática del modelo de 
evaluación de la eficacia de dichas políticas y la apuesta por una determinada 
metodología, así como el establecimiento de un tipo de indicadores que deberían ser 
utilizados para la  evaluación de cada tipo de medidas de fomento del empleo; pero en 
aquellos casos en que encontramos estudios de evaluación de eficacia de las medidas de 
fomento del empleo que cumplen los criterios metodológicos que creemos son 
adecuados, asumimos sus conclusiones. 
 
                                                 
271 Dentro de “Mejoras en los Sistemas de Información del Ministerio de Empleo y Seguridad Social” que 
el Informe de impacto de la Reforma laboral incluye aparece un atisbo de introducción de indicadores del 
tipo que propondremos nosotros en el siguiente apartado y que la reforma se plantea crear: 
El seguimiento del mantenimiento en el empleo de las personas contratadas con contratos de apoyo a 
emprendedores.La elaboración de un módulo específico de la Encuesta de Coyuntura Laboral 2012 
dirigido a mostrar la aplicación por las empresas de medidas de flexibilidad interna no colectivas. Estas 
prácticas relativas a flexibilidad interna no se reflejaban hasta ahora en ninguna estadística.El seguimiento 
de la duración de los contratos de formación y aprendizaje.La elaboración de indicadores específicos de 
seguimiento de aspectos claves de la reforma laboral basados en las estadísticas oficiales del Ministerio y 
del INE.El desarrollo de capacidades internas relativas a la elaboración de indicadores y de técnicas de 
evaluación. 
 
Extracto Informe Impacto de la Reforma del Mercado Laboral. Pág. 46. Op. Cit. 
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Para finalizar con estas consideraciones metodológicas, antes de explicar los 
indicadores de evaluación que hemos diseñado, debemos concluir que el diseño de un 
sistema global de evaluación de las medidas de fomento del empleo, tiene que 
establecerse según una metodología que las evalúe una por una. Esta metodología debe 
ser extraída de las ciencias sociales y no creemos que la utilización exclusiva de 
técnicas de base econométrica sea aplicable a la evaluación de dichas medidas de 
fomento del empleo. Y de la misma manera que, para la determinación de la tasa de 
paro en España, se realiza un muestreo estadístico de 65000 familias, a las que se les 
hace responder toda una serie de preguntas referidas a su situación en el mercado 
laboral a través de unos cuestionarios, y nadie se plantea, y ningún país lo hace,  obtener 
dicha tasa de desempleo como una variable inferida de la demanda agregada del PIB, 
etc, de la misma manera, no creemos, que deban inferirse modelos que relacionen el 
gasto en políticas de empleo con un determinado logro en la obtención de un número de 
puestos de trabajo; sino que, por el contrario, una metodología de evaluación a 
posteriori nos permitirá obtener información de qué medidas han tenido más éxito en 
conseguir una mayor creación de empleo, sin perjuicio del indudable interés en intentar 
diseñar modelos que relacionen el gasto en políticas activas de empleo con la creación 
de empleo; pero que al verse afectadas por múltiples factores, dificultarán el 
establecimiento de ecuaciones concretas. 
 
2.Indicadores de evaluación de políticas de fomento del empleo juvenil. 
 
A la hora de buscar indicadores que permitan analizar la eficacia de las políticas 
de empleo, se pueden establecer dos tipos. Por un lado, indicadores ex ante, es decir 
previos a que una determinada medida de fomento del empleo sea puesta en vigor, y que 
por lo tanto, van dirigidos exclusivamente a las Administraciones que impulsan la 
norma, funcionando los mismos como una medida de control de eficacia preventiva. 
Estos indicadores ex ante van a tener como fin evitar la puesta en vigor de medidas; son 
ineficaces, principalmente, o bien por estar ya en vigor en formatos similares o haberlo 
estado, o bien, porque de las mismas se pueden conocer experiencias similares en otros 
países, que se pueden analizar, para conocer los resultados que la implementación de las 
mismas, pueden tener en España. 
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Por otra parte, los demás indicadores a los que se aludirá, son los indicadores 
expost, es decir, que permiten conocer mediante indicadores tanto cuantitativos como 
cualitativos, en qué medida, dichas políticas han sido eficaces en su objetivo de creación 
de empleo u otros que pueden establecerse diferentes a la creación de empleo, como 
estabilidad en la contratación, etc. o, por ejemplo, aquellos que en relación con las 
medidas de contenido formativo que se determinen estarán más referidos a la eficacia de 
la medida, en el favorecer la inserción laboral pero, no vendrán estimados 
cuantitativamente en número de puestos de trabajo creados. 
 
Esta metodología de evaluación, ex ante y ex post, no es novedosa para la 
evaluación de políticas de empleo. La disciplina donde más se han desarrollado estas 
técnicas de evaluación es en el control de gestión en el ámbito privado272, donde, para 
evaluar el grado de cumplimiento de los objetivos fijados en la planificación estratégica 
y en la planificación operativa que la desarrolla y ejecuta, se diseñan sistemas de control 
estratégico preventivos, que pretenden determinar la mejor estrategia posible y para lo 
que se utilizan técnicas como el DAFO, (un análisis de Debilidades y fortalezas internas 
a la empresa y las amenazas y oportunidades provenientes del entorno). Además de esta 
técnica preventiva para el diseño de una estrategia, se utilizan otras, como el modelo de 
las cinco fuerzas de Porter y otros que, en general, van todos dirigidos a analizar el 
entorno y la propia empresa e intentar determinar, tanto la estrategia más idónea, como 
una aproximación de las posibilidades de que su desarrollo final sea exitoso. Este 
control, llamado estratégico, se completa con un control de gestión posterior a la 
implementación de estas medidas, mediante toda una serie de indicadores económicos y 
contables que miden el desempeño, en términos cuantitativos fundamentalmente. Esta 
medición,  es más delimitable y cuantificable en el ámbito empresarial, sin perjuicio de 
que también se utilizan los indicadores cualitativos en aquellos casos de políticas con 
efectos menos medibles, como pueden ser impactos en mejora de imagen, conocimiento 
de la marca, etc, en los que la evaluación es siempre más complicada. 
 
El hecho es que, como se ve, las técnicas de control y evaluación de eficacia de 
planes y políticas, están muy generalizadas en el ámbito privado, no limitándose las 
                                                 
272 No obstante, esta evaluación ex ante, si se utiliza en muchas ocasiones por la Administración así, por 
ejemplo, vemos esta evaluación ex ante del Programa de desarrollo rural de Andalucía. 
http://www.juntadeandalucia.es/export/drupal/3.7_Anexo_III_-_Evaluacion_Ex_Ante.pdf 
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mismas a un mejor control presupuestario y de un análisis de desviaciones, sino que 
dichas evaluaciones, se refieren, también, a la consecución de objetivos estratégicos u 
operativos fijados en los planes de la empresa. Por ello, la Administración, a la hora de 
evaluar la eficacia de dichas medidas de fomento del empleo, no puede implantar las 
mismas sin un amplio estudio de la posible eficacia que van a tener en función de las 
posibilidades organizativas, económicas y legales, ni puede dejar de proceder a realizar 
una evaluación basada en un sistema de indicadores que los analicen de manera 
individualizada a posteriori. La dificultad que, sin duda, el análisis de la eficacia de 
estas políticas entraña, es la gran cantidad de datos que hay que manejar, así como la 
dependencia que en la variable de creación de empleo tienen diversos factores 
económicos y legales, diferentes al propio desarrollo que las políticas de fomento de 
empleo definidas por los poderes públicos. No obstante esta dificultad, la necesidad de 
una adecuada gestión de los presupuestos públicos y el garantizar la eficacia de las 
políticas de fomento del empleo -además del hecho indiscutible de reconocer, la enorme 
cantidad de medios estadísticos e informáticos de que dispone la Administración a 
través del INE o de los servicios de estudios de los propios ministerios- obliga, sin duda, 
a la Administración, a poner en funcionamiento modelos de evaluación de dichas 
políticas de empleo. 
 
Como ya se ha indicado previamente, uno de los postulados esenciales que se 
defienden en esta tesis, es que la evaluación de la eficacia de las políticas de fomento 
del empleo, debe realizarse de manera individualizada, de modo que, en la medida de lo 
posible, se puedan asociar las diferentes políticas de empleo que se aprueben a unos 
resultados en materia de empleo que sean buscados por la norma; intentando separar los 
efectos en el empleo de otros elementos que inciden en la creación de empleo, como la 
coyuntura económica por ejemplo. Como se verá posteriormente, es difícil disociar en 
muchos casos (incluso utilizando técnicas estadísticas como encuestas dirigidas entre 
otras), que los individuos de la muestra (que se utilice para conocer la opinión que los 
destinatarios de las medidas tienen sobre la eficacia de dichas medidas), distingan -
incluso ellos mismos-  entre aquellos efectos en el empleo son derivados de la situación 
económica o de otras medidas financieras (como el acceso al crédito u otras 
circunstancias especiales en las que se encuentre el sector al que pertenece esa 
empresa), de los efectos en empleo derivados de la propia política de fomento del 
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empleo. Por ello, el desarrollo de indicadores específicos para cada tipo de políticas de 
empleo, es capital en la evaluación de las mismas. 
 
A continuación, se va a proceder a explicar una serie de indicadores que pueden 
servir para analizar la eficacia de dichas medidas de fomento del empleo. Estos 
indicadores deben de ser considerados, sobre todo los de carácter cuantitativo, con un 
carácter no limitativo, en cuanto pueden establecerse más, y sobre todo más específicos, 
para algunas políticas de empleo; pero sí nos sirven de ejemplo, para ver cuál debe ser 
el enfoque que deben tener dichas medidas de evaluación y que superan muy 
ampliamente al mero control presupuestario propio de la Intervención General del 
Estado o a un mero control del grado en que se han ejecutado los programas 
presupuestados y sus correspondientes partidas. Por el contrario, los indicadores que se 
desarrollarán, además serán aplicados en la siguiente parte de la tesis doctoral, en la que 
se desarrollan las principales medidas de fomento del empleo juvenil que se han 
aprobado durante los últimos años para luchar contra el desempleo juvenil. Esta 
aplicación práctica de los indicadores de evaluación que a continuación se van a 
describir, permite tener una idea del tipo de indicadores y de evaluación que debe 
buscarse en todas las políticas de fomento del empleo, ya que las medidas que se 
adoptan para todos los colectivos son muy similares, y siempre consisten en 
bonificaciones a la contratación, contratos más flexibles para los colectivos más 
desfavorecidos y con mayores tasas de desempleo y en general, programas formativos 
que de una u otra manera, combinen formación con práctica profesional. Un diferente 
tratamiento tienen los programas educativos y de formación puros, en los que los 
rendimientos obtenidos por los mismos se ve más a largo plazo, lo que dificulta su 
evaluación y en los que, además, el objetivo de la creación de empleo, es sólo uno de 
ellos. No se adentrará esta tesis en la evaluación de las políticas educativas propiamente 
dichas y nos remitiremos a referencias bibliográficas de estudios que sobre la materia se 
hayan hecho. Sí se analizarán los programas mixtos de formación empleo que sí han 
sido desarrollados para la lucha del desempleo de colectivos desfavorecidos como el 
juvenil, y que en general, han sido valorados positivamente por instituciones y 
desempleados. 
 
2.1.Indicadores cualitativos para la evaluación de políticas de empleo 
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A la hora de establecer una serie de indicadores cualitativos para proceder a una 
evaluación de la eficacia de las políticas de empleo, lo primero se requiere una 
definición de qué se ha de entender aquí por indicadores cualitativos. Esta terminología 
es proveniente de la sociología y de sus herramientas de investigación. Los indicadores 
cualitativos  se pueden definir como273 “aquéllos basados en encuestas o entrevistas, 
métodos de investigación a través de los cuales suele ser problemática se hacer un 
extrapolación estadística(....)”. El hecho de que el objeto de medición no pueda ser 
medido en términos cuantitativos no impide que puedan realizarse unas escalas 
valorativas de estos indicadores cualitativos a los que se podría dar un tratamiento 
estadístico. Esta conversión en una escala de los resultados de la aplicación de este 
indicador cualitativo no convertiría al indicador en cuantitativo, por cuanto los datos en 
los que se basarían los cálculos son apreciativos. El uso de indicadores cualitativos en la 
evaluación de políticas de empleo, aunque puede parecer superfluo, cuando lo que se 
trata es de generar empleo en cantidad y calidad, es muy importante, sobre todo antes de 
la implantación y el diseño de estas políticas.  
 
2.1.1.Claridad de las normas que instrumentan las diferentes políticas de 
empleo. 
 
Este indicador, que está totalmente destinado al legislador o a la propia 
Administración, se concreta en diversos aspectos: 
 
- Claridad, tanto en el aspecto técnico de la medida en sí, (entendiendo por tal, la buena 
técnica legislativa y redactora de la norma) como en su eficacia desde el punto de 
vista274 jurídico, en concurso con otras ya vigentes en el ordenamiento jurídico para 
determinar en qué medida las nuevas medidas se puedan contraponer a otras vigentes275, 
                                                 
273 Esta definición de indicador cualitativo la ofrece “Indicadores cuantitativos y cualitativos  para la 
evaluación de la actividad investigadora: ¿complementarios?¿contradictorios?¿excluyentes?.”López 
Baena, A.J; Valcarce Cases , M; Barbancho Medina, Manuel. Cuadernos IRC, Pág. 4. 
http://www.uca.es/recursos/doc/Unidades/consejo_social/90857413_1032010104051.pdf 
274  En este sentido se puede ver Sempere Navarro, A., “Más medidas ‘urgentes’ sobre empleo y 
desempleo (Real Decreto-ley 11/2011 de 26 de agosto)”, Revista Aranzadi Doctrinal núm. 7/2011, 
Editorial Aranzadi 
275 Por ejemplo, según la Fundación Primero de Mayo, la Administración central ha realizado 33 
modificaciones de normas laborales relacionadas con el contenido de la reforma laboral de 2012 con 
posterioridad a la misma. 
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pero que no se derogan expresamente y que además limitan la eficacia de las nuevas 
reformas. 
 
-Claridad, en tanto que los empresarios –fundamentalmente- y resto de interlocutores 
sociales (como sindicatos u otros grupos sociales que se ven muy especialmente 
afectados por la norma de fomento de empleo como jóvenes, mujeres, discapacitados, 
etc.), comprendan el mecanismo económico a través del cual va a operar la reforma de 
dicha política de empleo en las relaciones laborales, muy especialmente en la 
contratación. El fin de este indicador, es que los efectos que la Administración espera de 
la aplicación de la medida, sean compartidas por empresarios y sindicatos, y todos 
compartan, que esa medida generará unos determinados efectos, o que, al menos, 
comprendan el mecanismo económico a través del cual se va a fomentar la contratación. 
 
La forma de garantizar que en este aspecto existirá una máxima eficacia es la 
previa consulta a los interlocutores sociales u otros grupos sociales afectados, 
intentando conseguir el acuerdo en las normas. Hay que ser consciente de que no se 
obtendrá el pleno acuerdo sobre los efectos que la norma a tener en la calidad y cantidad 
de empleo (como muchas de las medidas de fomento del empleo, al no haber sido nunca 
evaluadas, no hay una opinión irrefutable del efecto que generan en la creación de 
empleo), que dicha reforma o medida, vulnera principios constitucionales u otros 
legales (las interpretaciones que pueden hacerse de las normas constitucionales son muy 
amplias y por lo tanto desde diferentes puntos de vista ideológicos, se pueden hacer 
diferentes aplicaciones de la Constitución que pueden dar lugar a discrepancias entre los 
diferentes grupos políticos y sociales respecto a la constitucionalidad de determinadas 
normas). El Gobierno es el que debe decidir si impulsa la norma, pese a no contar con el 
apoyo de interlocutores sociales, pero debe ser siempre consciente de que la eficacia de 
la norma, se verá posiblemente de alguna manera alterada. 
 
2.1.2. Necesidad de la implantación de la nueva medida. 
 
Este indicador cualitativo se refiere al grado o medida, la nueva política de 
fomento de empleo propuesta sea novedosa y no se encuentre ya en vigor con fórmulas 
similares, o bien que haya estado ya en vigor en momentos anteriores. En el primer 
caso, el legislador debe plantearse qué aporta de nuevo la medida, ya que si no, genera 
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colisión con aquellas similares que mantenga en vigor y ello afectará tanto a la claridad 
de la medida como a su eficacia, en tanto que habrá empresarios que opten por unas u 
otras, dificultando el análisis cuantitativo de la eficacia medida que se expondrá 
posteriormente. El legislador, para ello, debe analizar bien y contraponer las nuevas 
medidas con lo ya existente e incluso realizar un análisis comparativo con otras medidas 
ya aprobadas en otros países para tener una idea aproximada de cómo se puede 
comportar la misma en el mercado laboral y sobre todo evitar duplicidades que no 
aportan nada276; y si se opta por mantener esta duplicidad, hay que hacer campañas 
informativas de lo que se pretende con la medida y que no aportan otras ya vigentes. 
 
Una vez más en este aspecto, que la norma sea consensuada previamente, 
mejorará su eficacia, ya que permitirá que Administración e interlocutores sociales 
coincidan en todo lo posible en la medida y su eficacia y sobre todo en la forma en la 
que debe aplicarse en el mercado laboral. 
 
Esta es una medida de control de eficacia a priori y esta dirigida exclusivamente 
a la Administración o al legislador que impulsa la norma. 
 
2.1.3. Utilidad de la medida para la creación de empleo. 
 
Esta medida que aquí se expone, aunque tiene una vertiente cuantitativa, que se 
expondrá en la parte dedicada a las medidas cuantitativas, se refiere a un análisis previo 
y estimativo de la Administración, consistente  grosso modo, en valorar qué efectos 
puede tener en la creación de empleo dicha medida. Como ya se ha comentado, la 
eficacia de la norma para lograr la creación de empleo no depende sólo de la medida de 
fomento del empleo en sí, sino que la plena eficacia de la misma depende de toda una 
serie de elemento jurídicos sociales y económicos que afectarán a la misma. El 
legislador puede encontrarse con reformas que generan amplia contestación social y que 
luego, en la práctica, no vayan a tener un efecto en el empleo destacado. Esta medida se 
refiere a tener una aproximación a priori de la reforma que se quiere implantar, si 
realmente, es de calado o no, para que merezca la pena afrontar las dificultades políticas 
                                                 
276 Por ejemplo, es discutible si la formación dual en España no estaba ya introducida en el RD 395/2007 
bajo la denominación “subsistema de Formación Profesional para el Empleo” o la dualidad entre 
contratos de formación y becas de prácticas laborales o el grado en que se superponen las diversas 
bonificaciones. 
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y el gasto, cuya implementación va a suponer. Aunque siempre es difícil hacer una 
estimación previa de los efectos que en el empleo va a tener una medida de fomento del 
empleo, se pretende con este indicador que la Administración se obligue a realizar una 
estimación con mayor o menor acierto a priori del impacto de una nueva medida, con 
independencia de que la auténtica evaluación de la eficacia de la misma se realizará 
después utilizando ya técnicas cuantitativas  
 
2.1.4. Facilidad en la implantación de la medida. 
 
Un aspecto que la Administración debe evaluar antes de decidirse a implantar 
una determinada medida de empleo, es la dificultad y el coste que dichas medidas van a 
tener para la misma. Con independencia del coste que la acción de fomento del empleo 
puede suponer, existirá un coste administrativo en sistemas informáticos, publicidad, 
etc; pero, además, a causa de la estructura descentralizada de las competencias de 
empleo, exigirá toda una coordinación entre Administraciones. Debido al diferente 
signo político que puede existir entre los gobiernos de CCAA y de la Administración 
central, pueden aparecer discrepancias que no puedan resolverse en la Comisión 
Sectorial de Asuntos Laborales.  
 
Aunque la Administración central puede proceder a la aprobación de la medida 
dentro del competencia en legislación laboral, la ejecución de dichas medidas dependerá 
de las CCAA, las cuáles siempre pueden bloquear la eficacia de la medida con trabas 
administrativas o no impulsándola desde un punto de vista político, ya que las medidas 
de fomento del empleo requieren una actitud proactiva de la Administración y no la 
simple aprobación de medidas en el boletín oficial. Este elemento debe ser considerado 
por la Administración, ya que medidas que pueden parecer positivas para la creación de 
empleo, si no cuentan con el apoyo de las Administraciones que las tienen que ejecutar, 
perderán eficacia. 
 
Como se ve, en general, los criterios cualitativos, se aplican con anterioridad y 
pretenden ser una medida de control previo para la Administración con el fin de que se 
plantee realmente si esa medida que tiene pensado implantar, puede ser positiva, es 
necesaria y puede tener un impacto de alcance en el mercado laboral.  
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2.2. Indicadores cuantitativos para la evaluación de políticas de empleo 
 
La determinación de una serie de indicadores cuantitativos para determinar la 
eficacia de una serie de medidas de fomento de empleo es, probablemente, una de las 
grandes panaceas del análisis y de la evaluación de las medidas de fomento del empleo. 
Cualquier Administración está interesada en poder demostrar con datos de carácter 
cuantitativo la eficacia de sus medidas y por tanto poder tener muestras del buen 
gobierno y gestión del presupuesto a ellas asignado. 
 
 Está claro que a simple vista, en sí lo que buscan estos indicadores es relacionar 
las medidas de fomento de empleo aprobadas y el número de empleos que las mismas 
hayan generado. Ya se ha comentado previamente la dificultad que plantea el separar, 
dentro de la creación de empleo, aquellos efectos debidos a una concreta política de 
empleo o medidas de determinado índole y aquel crecimiento debido a otras causas 
económicas. Como ya se ha visto, en general, la Administración, en la evaluación de la 
eficacia de una serie de medidas de fomento de empleo, ha optado por realizar 
evaluaciones conjuntas, estableciendo relaciones directas entre sus medidas y la 
creación de empleo. Esta valoración conjunta atiende por una parte, a dificultades en 
medición y del establecimiento causa efecto entre una serie de medidas y el número de 
empleos creados por la misma; pero no se puede olvidar que este tipo de evaluaciones, 
también tiene un objetivo político, que es el de atribuir a una acción política de un 
gobierno la totalidad de la evolución del mercado laboral (especialmente cuando la 
evolución es positiva, ya que cuando no lo es, son más frecuente los análisis de la 
Administración en los que se achaca a elementos ajenos a la acción del gobierno la 
evolución del mercado laboral). Como consecuencia de este tipo de evaluaciones 
conjuntas de la eficacia de las medidas de fomento del empleo, la Administración, ha 
optado por técnicas macroeconómicas de base econométrica, en las que no se atiende a 
la eficacia de cada medida y que por lo tanto, no permite, en verdad, conocer la eficacia 
de una determinada en la creación de empleo. Las técnicas econométricas con modelos 
que simulen en función de una serie de parámetros la eficacia de todo un paquete de 
medidas, no permiten entrar en el detalle de cada medida por lo que entendemos que no 
son útiles si lo que se buscan es un análisis singularizado de cada medida; para este tipo 
de análisis, son más eficaces, las técnicas estadísticas de encuestas dirigidas sobre un 
muestreo representativo, del estilo que se utiliza para la medición del empleo y 
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establecimiento de las tasas de paro por sectores edades colectivos, etc, en la Encuesta 
de Población Activa realizada con carácter trimestral por el INE. Esta encuesta, 
realizada con metodología internacionalmente comparable, da estimaciones del mercado 
laboral, no siendo un auténtico recuento numérico del número de empleados o parados 
como lo constituye el registro de desempleados inscritos en el servicio público de 
empleo o el número de trabajadores en alta de la Seguridad Social. No obstante, es el 
dato proporcionado por esta encuesta el que se toma como referencia internacional y de 
interlocutores sociales, lo que demuestra que si la técnica de medición está pactada y 
reconocida por todos por su calidad e independencia, los datos proporcionados por la 
misma serán considerados por Administración y demás partícipes en el mercado laboral 
como si fueran datos estadísticos obtenidos de un registro público. 
 
2.3. Indicadores presupuestarios de evaluación de políticas de empleo. 
 
Otra indicador cuantitativo para evaluar la eficacia de los planes y programas de 
empleo, es el grado de ejecución que dichas medidas tienen en los presupuestos 
públicos que los dotan financieramente. Este indicador, que sí es utilizado por la 
Administración para evaluar los programas de empleo, sólo nos sirve para conocer en 
qué medida han sido aplicadas las distintas partidas, lo que nos dará una idea del grado 
de demanda que las distintas medidas tienen en el mercado laboral y su nivel de 
ejecución. Para aplicar correctamente esta evaluación, es necesario que la 
Administración desarrolle ratios de gasto por desempleado objetivo de la acción de 
empleo, coste de subvenciones por contratación realizada, gasto en formación por 
desempleado, etc. Estos indicadores, sí son desarrollados ampliamente277 por la 
Administración: Primero, por que son muy sencillos de calcular y fáciles de evaluar y 
por otra parte están dentro de los indicadores que desde la Unión Europea  se 
desarrollan, tal y como ya se vio al describir los sistemas e indicadores de evaluación de 
políticas de empleo que se han implantado por la misma. Además, los presupuestos de 
                                                 
277 Por ejemplo, en la memoria económica de acompañamiento de la medida de implantación de la 
bonificación de 100 euros al mes por cada contrato indefinido nuevo, se determina que tendrá un coste 
cero en cuanto a que los gastos de la misma quedarán compensados por los 52000 empleos que se estima 
que creará la medida. Estas memorias que hacen una previsión de creación de empleo, son muy 
frecuentes en las medidas de fomento de empleo aprobadas, lo que ya no suele aparecer es un estudio 
posterior de la evaluación de la eficacia en el tiempo de cada medida; por otra parte, el soporte técnico en 
el que la Administración basa muchos de los cálculos son en ocasiones muy breves y poco explicados, 
entre otras cosas porque hay que reconocer que no se conocen fórmulas que permitan convertir gasto en 
políticas de empleo en creación de empleo. 
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las Administraciones, tal y como se ha visto, sí incluyen indicadores de este tipo en los 
capítulos presupuestarios de los programas de acción de empleo. Los programas de 
empleo financiados por los Fondos de la Unión Europea, requieren a las 
Administraciones que reciben el dinero, el acompañar memorias en las que se deben 
aportar indicadores de este tipo para evaluar el buen uso del mismo. Estos indicadores 
presupuestarios, que hay que recordar no son estadísticos, en tanto que se basan en 
datos reales de ejecución presupuestaria de los programas que financian, aportan una 
visión muy útil para la Administración desde el punto de vista de la gestión del día a día 
de dichos programas, pero sólo aportan información del grado de cumplimiento de las 
acciones  fijadas por dichos programas, mas no nos dan datos del grado de cumplimento 
de los objetivos de dichos programas, pudiendo ser muy frecuente la plena ejecución de 
los programas y pese a ello, no cumplirse los objetivos de creación de empleo buscados. 
 
2.4. Indicadores para evaluación de eficacia de modalidades de contratación 
 
 El establecimiento de indicadores de evaluación de empleo de carácter 
cuantitativo tiene que adaptarse a cada tipo de medida de empleo aunque todas se 
referirán al impacto cuantitativo en la creación de empleo. No obstante, la medición 
debe ir enfocada, tanto a tratar de determinar, mediante encuestas dirigidas 
fundamentalmente a una muestra de empresarios, el grado de eficacia que le ven a  
dicha medida para el logro de la creación de empleo, como a tratar de ver cuántos 
contratos se han realizado al amparo de dichas medidas. Esto último es muy sencillo en 
el caso de medidas de fomento del empleo consistentes en bonificaciones asociadas a 
tipos de contratación o específicas modalidades de empleo, puesto que son datos que 
facilita la Seguridad Social. En cuanto al tipo de modalidades de contratación utilizadas, 
es interesante conocer la opinión que los empresarios tienen de las modalidades de 
acceso de jóvenes al mercado laboral, ya que existen diversas modalidades como 
contratos en formación, becas de inserción laboral, contratos de emprendedores, 
bonificaciones a la contratación indefinida de jóvenes que, en principio, todas ellas 
tienen una misma finalidad de lograr la inserción laboral de jóvenes, pero en la práctica, 
no todas tienen el mismo éxito. Es necesario conocer la opinión real que los empresarios 
tienen de las mismas, con el fin de derogar o potenciar unas respeto a otras, porque es 
cierto que a simple vista, parece que se superponen. Aunque el hecho de que existan 
diferentes medidas, no es en sí perjudicial para la creación de empleo, puesto que el 
 167
empresario tiene libertad de contratación para decidir; pero en la medida en que la 
Administración presupueste dinero para medidas que no gozan del interés de los 
empresarios, será un dinero mal utilizado y con partidas que queden sin ejecutar o que 
no cumplan su fin último que es la creación de empleo. 
 
2.5.Indicadores para evaluación de eficacia de programas mixtos  de 
formación  y empleo. 
 
En el caso de programas mixto278 de formación y empleo, no es tan sencillo 
evaluar la eficacia de dichos programas, puesto que entre la finalización del programa y 
la contratación del empleado, puede discurrir un tiempo largo, lo que dificulta establecer 
una relación de causalidad entre la realización del curso de formación y la contratación. 
Por ello es muy importante que en el diseño de estos programas se contemplen 
compromisos de contratación de empresarios participantes en los mismos, puesto que 
ello mejora su eficacia y la eficiencia en el uso de los recursos públicos.  
 
   No obstante, con independencia de contabilizar el número de contratos 
realizados al amparo de dichas medidas, actividad que ya realiza la Administración, lo 
más importante es conocer lo que opinan de esas medidas y su eficacia en el empleo 
todo el colectivo de empresarios. Este colectivo, que es a quien van dirigidas 
fundamentalmente, debe ser consultado estadísticamente en su totalidad, ya que los que  
han contratado al amparo de estas medidas es obvio que les parecen positivas, ya que 
optaron por utilizarlas; pero acerca de los que no han optado por ellas, es interesante ver 
cuáles son los problemas que les veían  para optar por no contratar o por usar otras 
figuras de contratación. Es aquí, donde  resulta necesario un potente sistema de 
encuestas que indague por el grado de utilidad de las diversas medidas. 
 
2.6. Indicadores para evaluación de eficacia de programas de formación 
puros. 
 
                                                 
278 El Art. 26 del RD 395/2007, que regula esta formación en alternancia la define como aquella que 
contribuye a la adquisición de las competencias profesionales de la ocupación mediante un proceso mixto, 
de empleo y formación. 
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A la hora de evaluar la eficacia de los programas de formación de empleo -por 
las razones que ya se ha explicado se va a excluir la formación general reglada- es 
siempre complicado establecer un nexo causal entre los acciones formativas que un 
desempleado ha recibido y el posible logro de un empleo, en tanto a que el desempleado 
tendrá, seguramente, un currículum vitae previo, que probablemente habrá influido más 
en el logro de un empleo que la propia acción de formación en la que ha participado279. 
 
Una vez más, la única forma de garantizarse unos datos de evaluación de la 
eficacia de estas acciones- lo más fiables posibles- es acudir a aquellos que participan en 
acciones de formación para el empleo, sean desempleados, empresarios u 
organizaciones sindicales y empresariales, e indagar sobre la utilidad de estas acciones 
de empleo en el logro de un empleo. No cabe la menor duda de que aquellos programas 
de formación que hayan sido diseñados con compromiso de contratación por parte de 
las empresas del entorno, nos aportarán unos datos directos del grado de eficacia de 
dichos cursos de formación. Por ello, el potenciar acciones de formación diseñadas de 
tal manera, solo aportará beneficios tanto en el empleo como en la eficacia de la acción 
de evaluación de las medidas de fomento del empleo. El resto de acciones de formación 
de empleo, necesitará un potente sistema de encuestas realizadas con posterioridad para 
conocer el grado de utilidad que tuvo dicho curso de formación. 
 
Las Administraciones, como norma general, sólo realizan acciones de 
evaluación de las acciones de formación en lo referido a la calidad de los cursos de 
formación impartida, en aspectos materiales, técnicos y de evaluación del profesorado 
pero no realizan un seguimiento posterior de los partícipes en el mercado laboral y su 
devenir posterior. Las razones de esta ausencia de seguimiento de los formados por las 
Administraciones públicas en la búsqueda de empleo, han de encontrarse en la 
sensación generalizada, aunque no contrastada, de la carencia de calidad de los cursos 
de empleo, y de la impresión de que los mismos son una fuente de financiación de 
sindicatos u organizaciones empresariales, que usan esos fondos públicos de una 
manera, en muchos casos, no eficiente, cuanto menos. El diseñar un sistema de 
                                                 
279 Pueden verse el tipo de indicadores de evaluación que usa la Admón en Véase el Plan anual de 
evaluación de la calidad, impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del  subsistema de formación  
profesional para el empleo  2010 http://www.sistemanacionalempleo.es/pdf/resumen.pdf. 
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encuestas posterior que intente conocer el grado de utilidad que para lograr la inserción 
laboral, haya tenido el curso, es esencial para lograr este fin. 
 
2.7. Aplicación de los principios de evaluación desarrollados a las actuales 
políticas de fomento del empleo. 
 
 En el desarrollo de cada una de las políticas de fomento del empleo juvenil que 
se va a exponer en la última parte de la tesis doctoral, se va a proceder a aplicar los 
principios y criterios desarrollados a las diferentes políticas de fomento del empleo 
juvenil, a la vez que se darán datos de los estudios u otras fuentes estadísticas que hayan 
analizado la eficacia de dichas políticas de fomento del empleo. De esta manera, se 
podrá comparar el tipo de evaluación que en términos generales está realizando la 


















PARTE TERCERA (ANALÍTICA) 
       




La competencia en empleo en España como primera política 
activa y sus efectos en la evaluación del Sistema Nacional de 
Empleo y en la eficacia en su gestión. 
       
Es necesario analizar la distribución de las competencias de empleo280 (que, con 
este nombre, no existen en nuestra Constitución, pero que el Tribunal Constitucional281 
ha asimilado e incluido dentro de las competencias en materia de legislación o ejecución 
en materia laboral y seguridad social), ya que, como se ve, muchas de las ineficiencias 
de las políticas activas de empleo, así como de la dificultad para su correcta evaluación, 
vienen derivadas de la estructura de reparto de la competencia de empleo entre la Unión 
Europea, la Administración central, Comunidades Autónomas y Corporaciones Locales.  
 
La estructura descentralizada de la competencia de empleo permitiría, en teoría, el 
acercamiento a las necesidades de cada región o cada municipio -y de hecho la 
dimensión local ha sido plenamente reconocida por la Unión Europea como medio de 
mejorar la eficiencia de dichas políticas-. Pero en la práctica, esta descentralización ha 
generado, un sinfín de duplicidades y excesos de burocracia. Una reforma de dichos 
                                                 
280 La distribución de la competencia de empleo nos parece que es la primera política de fomento de 
empleo en tanto que, la coordinación de las distintas Administraciones en el ejercicio de las mismas va a 
venir muy determinada por el diseño de la competencia, de modo que un adecuado y práctico diseño de 
dicha competencia facilitará el mejor uso de los recursos destinados al fomento del empleo. En este 
sentido véase Salas Porras que considera que el servicio público de empleo es una “medida activa de 
empleo”, M. “El servicio público de empleo y el proceso jurídico de colocación”. Consejo Andaluz de 
Relaciones Laborales,  2010. Pág. 57-67. 
281 Pese a la inexistencia de la competencia de empleo como tal en la Constitución, el Tribunal 
Constitucional  si ha se ha pronunciado sobre aspectos referidos a esta materia como en las SSTC 
95/2005, de 18 de abril RTC 2005, 95), 230/2003, de 18 de diciembre (RTC 2003, 230), 190/2002, de 17 
de octubre (RTC 2002, 190) y que consideraron legislación laboral las acciones de estímulo a la 
contratación laboral en sus modalidades incluyendo los incentivos a la contratación y a la formación 
profesional. 
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servicios, una reordenación de las competencias o al menos una potenciación de la 
coordinación entre todas las Administraciones, es vista como necesaria por muchos para 
mejorar la eficacia y la eficiencia de nuestras políticas activas de empleo. 
 
A continuación se va a proceder a describir las competencias que las distintas 
Administraciones tienen en materia de empleo. La descripción será en términos 
jurídicos, aportando tanto la normativa que las sustenta como la interpretación que el 
Tribunal Constitucional ha hecho de las mismas. El orden en que se describirán será 
comenzando por Administraciones con competencias más estratégicas y en materia de 
legislación, acabando por los entes locales, que apenas tienen competencias en la 
materia, pero que han jugado un papel importante utilizando otras que sí poseen. 
Además, en la última parte del capítulo se mostrarán los problemas de coordinación que 
se plantean como consecuencia de esta distribución y sus efectos en la eficacia de la 
aplicación de las medidas aprobadas, así como las dificultades que se derivan para la 
evaluación de dichas competencias. 
 
1. Las competencias en materia de empleo de la Unión Europea.  
 
La Unión Europea no tiene atribuidas competencias directas en materia de 
empleo282, salvo alguna muy residual en lo referido a los trabajadores transfronterizos y 
que es un desarrollo de la libertad de circulación de trabajadores europeos283,  a pesar de 
                                                 
282 Dentro del derecho originario de la Unión Europea,  el Tratado de Roma tenía un capítulo social y en 
el Acta  Única Europea  de 1987, se incluyó la cohesión económica y social como eje de la política 
comunitaria, firmándose la Carta Comunitaria de los derechos fundamentales de los trabajadores en 1989. 
El Tratado de Maastricht, que creó la Unión monetaria en 1991, defendía un papel de las políticas 
comunitarias en la economía, el empleo y la integración social a lo que también ayudaron las reformas de 
los fondos de la Unión Europea como la creación de los fondos de cohesión; pero en general, hay que 
reconocer que hasta el Tratado de Ámsterdam en 1997 que apuesta por la participación de la Unión en las 
políticas de empleo y el acuerdo de Niza del año 2000 que impulsa en la misma la inclusión social, no se 
puede hablar de vestigios reales de políticas de empleo en el ámbito de las instituciones europeas. La 
Estrategia de Lisboa impulsa la mejora de la gobernanza como de las políticas de empleo y se opta por 
integrar las orientaciones generales de la política económica de las directrices de empleo, las Directrices 
integradas para el crecimiento y el empleo 2005-2008 que son las que les obligan a los países a realizar 
los Planes Nacionales de Reforma que incluyen una parte referido al empleo, los antiguos planes 
nacionales de acción para el empleo, pero ahora mucho más vinculados a objetivos de tipo económico y 
en el mismo, no sólo se incluyen aspectos referidos al empleo en si, si no también reformas en sistemas de 
pensiones, protección de desempleo, flexibilización del mercado laboral, fomento de innovación e 
impulso de la competitividad. 
283 El artículo 15.2 del Tratado de la Unión Europea reconoce el derecho a la libre circulación de los 
trabajadores, libertad de establecimiento, y libertad de prestación de servicios y el 15.1 reconoce 
expresamente el derecho a trabajar de una manera mucho más amplio que la las libertades de libre 
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lo cual es más que notable, la incidencia que -por otras vías que vamos a comentar- la 
Unión llega  a alcanzar en las políticas de empleo de los países miembros. Las políticas 
activas de empleo, tal y como las contempla la Unión Europea en su Estrategia Europea 
de empleo, son una parte indisoluble de la estrategia de crecimiento económico y de 
competitividad284. Ahora bien, desde nuestra incorporación a la Unión y más en 
concreto desde el Tratado de Ámsterdam en 1997285, el Estado no tiene libertad plena 
para diseñar las líneas estratégicas de sus políticas de empleo286  tal y como planteas el 
artículo 174 del Tratado Fundacional de la Unión Europea, referido a la cohesión social 
y económica287. La Unión Europea no aprueba normas de fomento del empleo, ni 
armoniza ningún tipo de planificación, sólo dicta directrices y cada país las cumple con 
los instrumentos jurídicos y con la planificación que estime oportuna. Eso sí, 
cumpliendo esos objetivos programáticos288 fijados por Europa289. En este sentido se ha 
creado como instrumento financiero para ayudar a los países a cumplir esas directrices, 
el Fondo Social Europeo290,  que financia programas291 concretos presentados por los 
países que sirven para cumplir esos objetivos. La financiación (en sus dos modalidades: 
tanto en cantidades a fondo perdido, como en préstamos del Banco Europeo de 
Inversiones), y el reparto de los fondos, depende del grado de convergencia de la región 
donde se quiera ejecutar el proyecto y de la población de la misma que lo solicita. No 
                                                                                                                                               
circulación y que fueron reconocidas en la no nata Constitución Europea  como parte del capítulo de 
Derechos fundamentales y de la Ciudadanía de la Unión. 
284En el Consejo Europeo de Lisboa, celebrado los días 23 y 24 de marzo de 2000, los Jefes de Estado o 
de Gobierno decidieron convertir la economía europea en la economía basada en el conocimiento más 
competitiva del mundo con más empleo y crecimiento económico en 2010. Los decepcionantes resultados 
de la revisión a medio plazo de esta estrategia hicieron necesaria su revitalización y redefinición en 2005. 
http://circa.europa.eu/irc/opoce/fact_sheets/info/data/policies/lisbon/article_7207_es.htm  
285 El proceso de Luxemburgo fue el inicio de la Estrategia Europea para el Empleo cuyos puntos 
centrales son la empleabilidad, el fomento del desarrollo empresarial, la adaptabilidad y la igualdad de 
oportunidades y de las directrices comunitarias para el diseño por los países de Planes Nacionales de 
Acción para el Empleo. 
286 Alujas Ruiz, Joan Antoni. Las políticas activas de mercado de trabajo en España en el contexto de la 
Unión Europea. Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 2006, (61): 77-92. 
287 Véase el Título XI del Tratado de Ámsterdam sobre Política social, de educación, formación 
profesional y de juventud. Su artículo 136 dispone que “La comunidad y los Estados miembros (..) 
tendrán como objetivo el fomento del empleo, la mejora de las condiciones de vida y trabajo (...) el 
desarrollo de los recursos humanos para conseguir un nivel de empleo elevado y duradero.” 
288 El consejo extraordinario de Lisboa de 2000 fijó como objetivo estratégico de la UE “convertirse en la 
economía basada en el conocimiento más competitivo y dinámica del mundo, capaz de crecer 
económicamente de manera sostenible con más y mejores empleos y con mayor cohesión social.” 
289 Ballester, M. et al. Lecciones para el futuro del empleo en la Estrategia post-Lisboa a partir de 2010. 
Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.  2010, (Extra 2): 35-67. 
290 Es el mecanismo de financiación esencial para  la creación de empleo, para ello el Fondo dispone de 
un presupuesto anual de 10.000 millones de euros. 
291 Para ver una evaluación de las políticas financiadas por el Fondo Social Europeo véase,”Evaluación de 
políticas activas de empleo: el caso de las formas de intervención cofinanciadas por el Fondo Social 
Europeo en España de Ángel Rivero Recuenco. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2003.  
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obstante, desde el año 2010, la necesidad de algunos países de la Unión Europea de 
obtener asistencia financiera para sostener su deuda pública en los mercados 
secundarios de deuda, o para reestructurar la de sus bancos o para mejorar sus 
necesidades de capital, ha permitido a la Unión Europea introducir en sus exigencias a 
dichos países292 reformas en su mercado laboral, en sus sistemas de pensiones o 
prestaciones de desempleo; y, si bien las mismas son sólo recomendaciones, su 
cumplimiento hace depender el recibir asistencia financiera por los países en 
dificultades. Esto ha permitido, en la práctica, la transferencia a la Unión Europea de la 
competencia de empleo sin reformar los tratados, sino por la vía de hecho. Estos 
memoranda de requisitos no son aprobados por el Consejo de Ministros de la Unión 
Europea sino por la Comisión que las negocia de manera bilateral con el país afectado, 
siendo parte de la misma el Banco Central Europeo (o incluso hasta el Fondo Monetario 
Internacional), que es quien en muchos casos realiza los libramientos de dinero para el 
sostenimiento de la deuda de dichos países, como en el caso de Grecia (en el caso de 
España, se habilitaron líneas de crédito con cargo a los programas de estabilidad 
financiera para sanear los balances bancarios)293. Esta nueva faceta de la Unión Europea 
a través de sus “recomendaciones” de obligado cumplimiento, produce la distorsión de 
que la Administración nacional, que dirige la competencia -y la que la tiene atribuida- 
no tiene libertad para definir las políticas que considere oportunas y quien realmente 
ejerce el control político sobre las mismas, (la Unión Europea) no es responsable legal 
ni políticamente del acierto de sus recomendaciones. 
 
Si tuviéramos que evaluar las competencias de la Unión Europea en materia de 
empleo, habría que decir que la definición de las mismas en los tratados es muy difusa, 
estando supeditadas, en general, a otros principios económicos- “la coordinación de las 
políticas económicas y de empleo (artículo 5 del TFUE)”. El mayor problema que 
presentan las competencias en materia de empleo de la UE es que no existe una 
coordinación clara entre las Administraciones nacionales y la Administración europea. 
                                                 
292 El Memorando de Entendimiento sobre condiciones de Política Sectorial Financiera, hecho en 
Bruselas y Madrid el 23 de julio de 2012, y el Acuerdo Marco de Asistencia Financiera, hecho en Madrid 
y Luxemburgo el 24 de julio de 2012.publicado en el BOE DE 10 de diciembre de 2012, en el punto VIII 
de supervisión del programa incluye la posibilidad del Consejo de Ministros de la UE de supervisar las 
políticas económicas de España ”En paralelo, el Consejo revisará regularmente las políticas económicas 
aplicadas por España conforme al Procedimiento de Desequilibrio Macroeconómico y el Procedimiento 
de Déficit Excesivo”. http://www.bde.es/f/webbde/SJU/normativa/BOE-A-2012-14946.pdf 
293 En los casos, como el de Grecia, que necesitaron también la colaboración financiera del FMI, se 
denomina a este grupo de supervisión la Troika (BCE, Eurogrupo, FMI) 
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El hecho de que la coordinación entre ambas Administraciones en esta materia no se 
realice a través de los dos clásicos instrumentos normativos de la UE los reglamentos o 
las directivas genera enormes problemas de coordinación. La UE se coordina con los 
Estados en esta materia a través del Método Abierto de Coordinación294, cuando no a 
través de acuerdos del Consejo de Ministros, que luego cada país incorpora a su 
legislación cómo y cuándo considere oportuno, salvo que, haya algún acuerdo político 
que determine un calendario concreto. Hay que recordar que salvo que estemos ante un 
país sometido a intervención financiera por la UE, en los demás casos, la supervisión 
que realiza la misma en materia de empleo es muy tenue, limitándose a emitir un 
informe sobre los Planes Nacionales de Reforma que incluyen una parte dedicada al 
empleo. En principio, las líneas que la UE establece en materia de empleo son 
estratégicas y así se reconocen en la Estrategia Europa 2020295, pero el diseño 
demasiado vago de las mismas y sobre todo la ausencia de evaluación, hacen que la 
competencia en materia de empleo de la UE esté poco desarrollada en la práctica. 
 
2. Las competencias en políticas de empleo de la Administración Central. El 
Servicio Público de Empleo Estatal. El Sistema Nacional de Garantía Juvenil. 
 
Como se ha dicho la competencia de empleo, como tal, no viene recogida en 
nuestra Constitución, sino que su atribución es parte de una interpretación normativa de 
otras competencias. El Tribunal Constitucional ha atribuido esta competencia a la 
Administración central a través de los títulos competenciales de los artículos 149. 1. 7º, 
que reconoce al Estado la legislación laboral,296 y  149.1.17ª, que le reconoce también la 
legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social. Dentro de estas dos 
competencias se ha reconocido la capacidad normativa -también reglamentaria- del 
Estado (STC 18/1982) y que en esta materia incluye colocación, fomento del empleo y 
formación profesional ocupacional (STC 360/1993). Al Estado también se atribuye la 
                                                 
294 El método abierto de coordinación (MAC) se creó en el marco de la política de empleo y el proceso de 
Luxemburgo, y se definió como un instrumento de la estrategia de Lisboa (2000). El MAC proporciona 
un nuevo marco de cooperación entre los Estados miembros, con objeto de lograr la convergencia entre 
las políticas nacionales para realizar algunos objetivos comunes. En el marco de este método 
intergubernamental, los Estados miembros evalúan a otros Estados miembros («control de grupo») y la 
Comisión desempeña únicamente una función de supervisión. 
 http://europa.eu/legislation_summaries/glossary/open_method_coordination_es.htm 
295 Documento de la Comisión Europea “Objetivos de Europa 2020”.  
Disponible en http://ec.europa.eu/europa2020/pdf/targets_es.pdf 
296 El término laboral ha sido interpretado de manera restringida por el TC, limitada al trabajo por cuenta 
ajena (STC 35/1982, de 14 junio (RTC 1982, 35). 
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competencia de empleo a través del artículo 149.1.13ª, que reconoce al Estado “bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica” y la “regulación de 
las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio 
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.” Dentro de esta 
igualdad de derechos se encuadra la unidad de orden económico nacional y 
derivadamente de mercado único297, en el que las políticas activas de empleo deben ser 
un elemento que respete la igualad del derecho de todos los nacionales en el acceso al 
derecho al trabajo (SSTC 86/1991 y 227/1998). La Administración central desarrolla y 
ejecuta sus competencias fundamentalmente a través del Ministerio de Empleo, que 
promueve la legislación en la materia y fomenta o participa en la negociación con los 
interlocutores sociales, sindicatos y empresarios, a la hora de presentarles proyectos de 
cambios de normativa en la materia, y a través de los órganos de coordinación con las 
Comunidades Autónomas. Además como luego se verá, coordina y negocia con las 
Consejerías de Empleo de las mismas la gestión de los fondos públicos atribuidas por la 
Unión Europea o de otros fondos de los presupuestos para políticas de empleo, al 
mismo tiempo que diseña junto con ellas instrumentos informáticos y técnicos para 
compartir información para la gestión. La Tesorería General de la Seguridad Social es, 
como es sabido, el organismo recaudador de las cuotas de la Seguridad Social y por lo 
tanto gestiona las bonificaciones a la contratación, lo que es sin duda uno de los 
instrumentos más usados en nuestro modelo para el fomento del empleo. Hasta 
completar el proceso de transferencias a las Comunidades Autónomas, el Servicio 
Público de Empleo Estatal, -el antiguo INEM- tenía el control absoluto de la gestión del 
pago de las prestaciones de desempleo, así como de la gestión de ofertas de empleo y de 
la formación para desempleados; pero tras la transferencia a las Comunidades 
Autónomas de todas las políticas de gestión de colocaciones y tras la trasferencia a las 
mismas de las ayudas a la formación para desempleados en colaboración con los 
                                                 
297 La posibilidad de que la unidad de mercado económico consagrada en el 149.1.13º y en el 131.1 de la 
CE -y que en materia de Seguridad Social, se ve manifestada en el 149.1.7º que atribuye al Estado 
competencia exclusiva la legislación básica en el régimen económico de la Seguridad Social- se vea 
afectada por el margen, que en materia de empleo, la Constitución otorga a las Comunidades Autónomas, 
y ha sido tratado por el Tribunal Constitucional; así en SSTC 29/1986 de 20 de febrero (RTC 1986, 29), 
264/1993, de 22 de julio (RTC 1993,264), en las que la consecución de un orden económico nacional 
exige “asegurar un tratamiento uniforme de determinados problemas económicos o por la estrecha 
interdependencia de las actuaciones a realizar en distintas partes del territorio nacional.” En STC 37/1987, 
de 26 de marzo (RTC 1987, 37),  ha afirmado que la unidad de mercado impone posiciones jurídicas 
fundamentales equivalentes. La propia Ley de Empleo de 2003 en su artículo 2 establece en el apartado c) 
“mantener la unidad del mercado de trabajo en todo el territorio estatal, teniendo en cuenta las 
características específicas y diversas de los diferentes territorios y promoviendo la corrección de los 
desequilibrios territoriales y sociales.” 
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sindicatos y los empresarios, este organismo ha quedado muy menguado de 
competencias en empleo. Las funciones del Servicio Público de Empleo Estatal298, han 
quedado reducidas a la gestión de las prestaciones de desempleo, tanto contributivas 
como asistenciales, a la gestión de la red Eures299 de ofertas de empleo en el ámbito de 
la Unión Europea, y  mantiene toda una serie de competencias sobre coordinación con 
los servicios autonómicos de empleo y realización de estudios en materia de políticas de 
empleo en coordinación con las Comunidades Autónomas. Por otra parte, el Servicio 
Público de Empleo Estatal es responsable de la realización de la Estrategia Europea de 
Empleo en coordinación con los servicios de empleo autonómicos. Este documento, de 
obligada  presentación a la Unión Europea (antes era el Plan Nacional de Empleo300), 
permite desarrollar las medidas que el Estado español va a introducir para conseguir 
mejoras en el mercado laboral español. Además incluye los objetivos generales, 
objetivos por colectivos, medidas y presupuesto para la mismas y en verdad, también 
incluye una evaluación de las mismas pero desde un punto de vista macroeconómico, 
mediante el seguimiento de la evolución de las tasas de desempleo de los colectivos a 
quienes van dirigidas las distintas medidas. El problema de la evaluación de la eficacia 
de dichas medidas es que  los indicadores de evaluación de las mismas son muy básicos, 
limitándose a los obvios de mejora de la tasa de desempleo, no planteándose 
indicadores más relacionados con la eficacia de los programas concretos (con las 
limitaciones que el simple análisis de la evolución de la tasa de paro conlleva, como se 
ha visto). El Servicio de Empleo Estatal está en la actualidad con una muy limitada 
capacidad de actuación, ya que ha quedado esencialmente como un gestor de 
prestaciones de desempleo, mientras que las políticas activas de empleo están 
transferidas a las Comunidades Autónomas; de hecho, algunas de ellas, han solicitado la 
transferencia de la gestión de prestaciones de desempleo, a lo que la Administración 
central se ha negado aduciendo razones de mantenimiento de unidad de caja de la 
Seguridad Social, que es la recaudadora de las cuotas de desempleo. En verdad, sería 
interesante que se estudiaran las ventajas de dicha transferencia, en tanto que esa 
prestación de desempleo podría gestionarse de manera más activa para favorecer la 
                                                 
298 El artículo 13 de la Ley de Empleo de 2003  incluye entre las competencias del Servicio Público de 
Empleo Estatal el “gestionar los programas financiados con cargo a la reserva de crédito establecida en su 
presupuesto.”  
299 Acuerdo de colaboración a través de la Red EURES-Alemania y la Red EURES España durante 2011 
y 2012: http://www.sepe.es/contenido/empleo_formacion/eures/convocatorias_ofertas/pcp_alemania.html 
300 La Estrategia de Empleo ha pasado a denominarse en el año 2014, Estrategia de activación por el 
empleo Española (Art. 4 bis de la Ley de Empleo). 
http://prensa.empleo.gob.es/WebPrensa/noticias/laboral/detalle/2114 
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empleabilidad de los desempleados; pero, para ello, sería muy conveniente que el gestor 
de la prestación de desempleo y el de la política activa de empleo fuera la misma 
Administración. El hecho de que estén separadas en diferentes Administraciones la 
gestión de las políticas activas de empleo y  el pago de las prestaciones de desempleo, 
hace que se pierdan posibilidades de gestionar dichas políticas pasivas de una manera 
que permita combinar este pago de prestaciones con la realización de trabajos para la 
comunidad, como preveé Ley General de Seguridad Social301. Las recientes reformas 
que quieren fomentar una actitud más activa de cara a la búsqueda de empleo de los 
perceptores de dichas prestaciones, que obligan incluso a los mismos a realizar trabajos 
a favor de la comunidad por sueldos muy bajos, deberían integrar las competencias de 
ambas Administraciones. 
 
Las competencias de la Administración central, en materia de empleo, están bien 
definidas en la Constitución (e interpretadas, como se ha dicho,  por las sentencia del 
Tribunal Constitucional). La competencia del Estado en legislación sobre la materia se 
desarrolla además  tanto a través de legislación básica, como así mismo a través de leyes 
ordinarias, como decretos u órdenes ministeriales. Las competencias del Servicio Estatal 
de Empleo quedan muy bien recogidas en la legislación en el capítulo II de la Ley de 
Empleo 56/2003, sólo puede hacerse notar cierta duplicidad en materia de realización de 
la Estrategia de Empleo (“Elaborar el proyecto de la Estrategia Española de Activación 
para el Empleo y de los Planes Anuales de Política de Empleo en colaboración con las 
Comunidades Autónomas”. Art. 13.d de la Ley de Empleo) entre el propio Ministerio 
de Empleo y la dirección del SPEE.   
 
En cumplimiento de la implantación del sistema de garantía juvenil, el Gobierno ha 
aprobado el Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de julio, de aprobación de medidas urgentes 
para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia  en el que crea el Sistema Nacional 
de Garantía Juvenil. En él artículo 88 a) se determina que es competente la 
Administración General del Estado. Para cumplir el objetivo de inserción laboral de 
                                                 
301 La activación de las políticas pasivas de empleo con el fin de favorecer e impulsar la búsqueda de 
empleo por los perceptores de prestaciones de desempleo es una constante en la voluntad del legislador 
así la nueva reforma del mercado laboral impulsa “que los desempleados que estén cobrando prestación 
realicen servicios de interés general en beneficio de la comunidad a través de convenios de colaboración 
con las Administraciones.” De la misma manera la LGSS, en su Art. 228.4, pfo. 3º, permite a las 
empresas sustituir a los trabajadores en formación por otros trabajadores desempleados beneficiarios de 
prestaciones por desempleo, siendo compatible la prestación con el trabajo. 
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jóvenes, se crea el fichero del Sistema Nacional de Garantía Juvenil, que constituye el 
sistema oficial de información y seguimiento sobre la implementación de la Garantía 
Juvenil en España.(Art. 92.1 del citado RDL). La Dirección General del Ministerio de 
Empleo y Seguridad Social que tenga atribuidas las competencias para la administración 
del Fondo Social Europeo será el órgano encargado de la organización y gestión 
relativas al fichero. (Art. 92.4). 
 
3. Las competencias en políticas de empleo de las Administraciones Autonómicas. 
Los Servicios Públicos de Empleo Autonómicos. 
 
En nuestro modelo autonómico,302 la ejecución303 de la normativa estatal (y 
europea en lo que sea directamente aplicable a través de reglamentos) corresponde a las 
Comunidades Autónomas. A la hora de tratar las competencias de las Comunidades en 
materia de empleo, en términos generales todos los Estatutos304 de Autonomía305, -a 
excepción de los de Ceuta y Melilla que tienen un régimen jurídico con un Estatuto de 
Ciudad Autónoma- recogen la competencia de ejecución en materia de legislación 
laboral y además, todas ellas, en virtud del artículo 148 1º 13º de la Constitución 
Española, tienen competencia para el fomento del desarrollo económico de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcado por la política económica 
nacional. Y también tienen competencia en asistencia social,306como competencia 
                                                 
302 Monereo Pérez, J. L et al..”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de 
empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 
74-80. 
303 El título competencial en materia de empleo, ha sido tratado por STC 195/1996 que  ha determinado la 
competencia del Estado tanto la colocación, como el fomento del empleo y la formación profesional 
ocupacional, sin perjuicio de su ejecución por las Comunidades Autónomas, en tanto que las políticas 
activas de empleo están abordadas desde distintos título competenciales 
304 Las reformas de Estatutos que se han impulsado, han reforzado mucho las competencias autonómicas 
en materia de empleo; así la Ley orgánica 2/2007, de 19 de marzo que aprobaba el nuevo Estatuto de 
Andalucía en su artículo 10.3 establece como objetivo “la consecución del pleno empleo estable y de 
calidad para todos los sectores de producción” amparando con mayor claridad la creación de toda una 
política de fomento de empleo, de la misma manera que el 40.1 de la CE realiza en el ámbito nacional. 
305 Cómo ejemplo el Artículo 165 sobre Seguridad Social del Estatuto de Autonomía de Cataluña (LO 
6/2006, de 19 de julio) donde se enuncia la competencia: 
“1.Corresponde a la Generalitat, en materia de seguridad social, respetando los principios de unidad 
económico-patrimonial y solidaridad financiera de la Seguridad Social, la competencia compartida, que 
incluye: a) El desarrollo y la ejecución de la legislación estatal, excepto las normas que configuran el 
régimen económico. b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.” 
306 Las CCAA aunque en un principio hicieron un uso limitado de sus posibilidades de fomento del 
empleo, han desarrollado el mismo ampliamente en los últimos años, así puede verse en (V. Olarte 
Encabo, S. “Políticas de empleo y colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid, 2008, Pág. 
55.  
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claramente diferenciada307de la competencia en materia de Seguridad Social (148 1º 
20º),- como se pudo apreciar en la sentencia que abordó la posibilidad de complemento 
de pensiones no contributivas por las Comunidades Autónomas al amparo de esta 
competencia (STC 239/2002). Este modelo ha quedado aún más descentralizado desde 
la reforma del Decreto Ley 3/2011 (nuevo artículo 4 bis de la Ley de empleo reformado 
por el artículo 3 del citado Decreto ley) de reforma del mercado laboral, que transfiere  
de facto a las Comunidades Autónomas el diseño y gestión de la totalidad de programas 
de fomento del empleo, salvo el de aquellos que impliquen bonificaciones de algún tipo 
en cuotas a la Seguridad Social para fomentar la contratación de algunos colectivos, -si 
bien es cierto que todo ello en el marco de la Estrategia Española de Empleo308 (Art. 6 
del citado Decreto Ley 3/2011)-. Las Administraciones, para el desarrollo de su 
competencia en ejecución de las políticas de empleo, han recibido todas ellas la 
transferencia de gestión de colocaciones del antiguo INEM y han creado todas ellas un 
servicio de empleo para su gestión y las de los programas de empleo, - creados por la 
Administración estatal en el ejercicio de sus competencias o por los propios Gobiernos 
autonómicos en el de las suyas- y que han quedado avaladas por su propia competencia 
reconocida por la Constitución  en el 148. 1. 13,º que recoge la competencia de fomento 
de  la economía de sus respectivas regiones309 (salvo los que incluyen bonificaciones de 
la Seguridad Social y de las que es competente para su legislación el Ministerio de 
Empleo). 
 
Las competencias en materia de empleo de las CCAA son recogidas por sus 
Estatutos -con más o menos acierto legislativo- y así, mientras algunos hacen una 
referencia genérica a la ejecución de la legislación laboral, otros como el del País Vasco 
                                                 
307 “Es claro que Seguridad Social y asistencia social son dos instrumentos diferentes. Las fronteras, en 
principio, deben extraerse a partir de la interpretación de la legislación ordinaria, ante la falta de criterios 
en sede constitucional. Sin embargo, la STC 76/1986 ya dejaba intuir, y la STC 239/2002 lo explicita, 
que, aunque no determinado a priori, la asistencia social tiene un espacio constitucionalmente reservado, 
pero no un contenido mínimo”. 
 “El concepto de asistencia social: un foco de permanente tensión entre el estado y las comunidades 
autónomas”  de Iván Antonio Rodríguez Cardo. 
 Fundacion.usal.es/aedtss/images/.../Ivan_Ant._Rodrguez_Cardo.doc 
308 Las medidas de fomento del empleo en el ámbito autonómico, se han enmarcado en Pactos regionales 
por el empleo; para ver el Desarrollo del Derecho de Empleo Autonómico, (V. Olarte Encabo, S. 
“Políticas de empleo y colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid, 2008, Pág. 55).  
309 Además de estas competencias en materia de fomento de empleo derivadas de la planificación 
económica regional, las CCAA tienen asumida la competencia en materia de asistencia social del 148. 20º 
de la CE que han sido utilizadas para el establecimiento de subvenciones a la contratación de colectivos 
desfavorecidos o para crear rentas mínimas de inserción pero siempre de una manera muy vinculada al 
fomento del empleo, autoempleo o economía social. 
 180
(Art. 12.2 del Estatuto de Autonomía del País Vasco) o el de Andalucía (Art. 63 del 
Estatuto de Andalucía) hacen una mención concreta a todos los aspectos en que tiene 
capacidad de ejecución, sin perjuicio del cumplimiento de la legislación básica. Las 
sentencias del Tribunal Constitucional han dejado claro el ámbito de esa capacidad de 
ejecución; aunque también a través de otras competencias (como aquéllas en materia 
social o de ordenación económica de la  CCAA), han podido las CCAA establecer 
funciones propias en algunos aspectos, como el de las bonificaciones o la creación de 
una política propia en materia de fomento del empleo. Este aspecto genera mayor 
dificultad a la hora de evaluar la eficacia de las diversas políticas de fomento de empleo 
en tanto que sobre un mismo contrato de trabajo, en ocasiones, hay bonificaciones o 
mejoras, de ámbito estatal y autonómico. 
 
4. Las competencias en materia de empleo de las Administraciones Locales. 
 
La competencia que desarrollan los Ayuntamientos y Diputaciones provinciales en 
materia de empleo, ha estado tradicionalmente muy poco articulada jurídicamente y de 
hecho, constitucionalmente, directamente, no tienen atribuida esta competencia.310 No 
obstante, la Constitución reconoce a los entes municipales competencia para la gestión y 
defensa de sus intereses y otorga una serie de elementos para la articulación de los entes 
locales en la organización territorial del Estado como el reconocimiento de la autonomía 
de los Municipios y Provincias para la gestión de sus respectivos intereses (Art. 137), 
garantizando especialmente dicha autonomía a los Municipios (Art. 140).311 La 
principal norma que regula los entes locales es la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
                                                 
310 La Ley de medidas para la modernización de la Administración local 57/2003, de 16 de diciembre, 
reconoce la competencia de fomento de desarrollo económico y social y planificación del territorio y ha 
servido de marco para la firma de los pactos locales por el empleo, y el artículo 4 de la Ley de Empleo de 
2003, reconoce la dimensión local del empleo como también hace la UE, como por ejemplo cuando 
aprobó en la Consejo Europeo de Dublín de diciembre de 1996 , su apoyo a los pactos territoriales por el 
empleo. No obstante, los entes locales no tienen una participación ni en la elaboración de la Estrategia 
Española de Empleo, ni en las Comisiones Sectoriales de Asuntos Laborales, con lo que su labor directa 
por el empleo, o está amparada en acuerdos con las fuerzas económicas y sociales del municipio, o bien 
indirectamente por el fomento del empleo que realizan en sus municipios por el desarrollo de sus 
competencias en servicios municipales, tal y como les reconoce la Ley de Bases de Régimen Local.  
311  El carácter no cerrado de la comprensión de la defensa de los intereses de los entes municipales es 
defendido por, Peña, J. (1995) en “Las Administraciones territoriales en el contexto de las 
administraciones públicas” cuando dice “la idea fundamental a retener es que la financiación está ligada 
al nivel de las competencias y que éstas a su vez, aunque no están tasadas en el texto constitucional, se 
anudan a la idea de intereses propios, pero entendidos como no excluyentes o estancos, en relación con 
los del Estado o las Comunidades Autónomas.” Revista Economistas, nº 65. Pág. 6-12. 
http://www.colegioeconomistasmadrid.com/CEMadrid/secciones/1055681/Numeros-anteriores.html 
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de las Bases de Régimen Local (LRBRL), que establece un listado de Entidades 
Locales, distinguiendo entre las Entidades Locales territoriales reconocidas por el texto 
constitucional, y aquellas que son reconocidas en otras leyes. En este sentido, la 
LRBRL da una serie de reglas de asignación de las atribuciones, de acuerdo a criterios 
complementarios, y subrayando, en todo caso, la debida coordinación en la 
programación y ejecución de las competencias que asuman las Entidades Locales, con 
el resto de Administraciones públicas. Así, en relación a los Municipios estos criterios 
básicos serían: 
 
(a) Reconocimiento del derecho a promover toda clase de actividades y prestar cuantos 
servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la 
comunidad vecinal (Art.25.1).  
(b) Además, se reconoce que el Municipio ejercerá, en todo caso, en los términos de la 
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, competencias en un listado de 
materias, que opera como un mínimo y no como una lista cerrada (Art.25.2): seguridad 
en lugares públicos, ordenación del tráfico de vehículos y personas en las vías urbanas; 
protección civil y extinción de incendios; ordenación, gestión, ejecución y disciplina 
urbanística; promoción y gestión de viviendas; parques y jardines; pavimentación de 
vías públicas urbanas y conservación de caminos y vías rurales; patrimonio histórico-
artístico; protección del medio ambiente; abastos, mataderos, ferias, mercados y defensa 
de usuarios y consumidores; protección de la salubridad pública; participación en la 
gestión de la atención primaria de la salud; cementerios y servicios funerarios; 
prestación de los servicios sociales y de promoción y reinserción social, etc.  
 
Esta competencia tan amplia en tantas actividades, si bien no da a los entes 
municipales capacidad normativa para regular la materia del fomento del empleo, sí les 
otorga capacidad para fomentar el buen gobierno y gestión de todas estas actividades en 
el ámbito municipal y local, lo que indirectamente les está dando competencias en 
materia de gestión y promoción del empleo en todas estas actividades. El Tribunal 
Constitucional, al configurar la autonomía de los entes locales en su sentencia del  2 de 
febrero de 1981, estableció que la competencia administrativa en cada materia ha de 
atribuirse a aquella entidad que, dentro de la organización del Estado, sea la portadora 
del interés predominante.  A tenor de la reiterada jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, “la autonomía local ha de ser configurada como un derecho de la 
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comunidad local a participar a través de sus órganos propios, en el gobierno y 
Administración de cuantos asuntos le atañen, escalonándose la intensidad de esa 
participación en función de la relación entre intereses locales y supralocales dentro de 
tales asuntos o materias”. (STC  4/1981 y 32/1981 entre otras). 
 
 La importancia de la dimensión local del empleo312 ha sido reconocida por la 
Unión Europea313 en el ámbito de todas las Estrategia Europeas de Empleo314, así como 
por la propia Ley de Empleo (artículo 2 del decreto ley 3/2011 de 18 de febrero de 
reforma de la ley 56/2003), que valora como necesaria y efectiva para el fomento del 
empleo la proximidad de la Administración que fomente y desarrolle planes y 
programas de empleo cercanos a la empresa que genere empleo y al trabajador que 
busca trabajo.315 La realidad es que la actividad y la programación de los entes 
municipales en esta materia se han caracterizado por la falta de medios; la 
errática316aplicación de programas de fomento del empleo (especialmente de fomento 
del autoempleo, que es el ámbito en el que más se ha desarrollado la actuación 
municipal), la precarización de las estructuras administrativas317 de las que se han 
dotado, fundamentalmente a través de las derogadas (cláusula derogatoria normativa del 
Decreto Ley 3/2011 puntos o y p) y poco exitosas figuras de los agentes de empleo318 y 
                                                 
312 El hecho de que la intervención en materia de empleo se individualice en colectivos especiales, tiende 
a acentuar la dimensión local de las políticas de empleo. Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y 
colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid: 2008. Pág. 57. 
313 Los PNIS  de 2003-05  ya incidían en el fomento de pactos regionales y locales de fomento del empleo 
para los colectivos más desfavorables. 
314 Por ejemplo, la UE ha apoyado una gran variedad de trabajos experimentales para el desarrollo del 
empleo en el ámbito local. Esto incluye el Programa de Acción para el Desarrollo del Empleo Local, los 
Pactos Territoriales por el Empleo, el programa Tercer Sector y Empleo, las acciones piloto sobre Capital 
Social Local y las Medidas Preparatorias para un Compromiso Local para el Empleo. 
http://www.larioja.org/upload/documents/494163_Guia_Estrategias_de_Empleo.pdf. 
315 El Gobierno en el plan extraordinario de medidas de inclusión social para el 2011, ha reconocido la 
importancia de los servicios sociales de carácter local en su lucha contra la exclusión social; así el Fondo 
Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local para 2010, está dotado con 5000 millones € e incluye la 
posibilidad de financiar el gasto social municipal hasta en un 20% de la cuantía del fondo. Este fondo 
contribuirá a la sostenibilidad social mediante la financiación de los gastos corrientes que ocasione la 
prestación de servicios educativos; los servicios de atención a las personas en situación de dependencia y 
los derivados de las prestaciones de servicios sociales y de promoción y reinserción social durante el año 
2010.  
316 Calvo R. et al. Desarrollo local: ¿clientelismo subvencionado? conclusiones críticas al modelo Actual. 
Acciones e Investigaciones Sociales. 2008, (25): 5-22. 
317 Calvo, F. Políticas activas de empleo, subvenciones y contratación temporal: el caso de los agentes de 
empleo y desarrollo local. Sentencia del TSJ de Castilla-La Mancha de 23 de noviembre de 2005. Revista 
Andaluza de Trabajo y Bienestar Social. 2006, (83): 193-208. 
318 Calvo, R. et al. Políticas activas de empleo en tiempo de crisis: una visión crítica desde lo local Lan 
Harremanak. Revista de Relaciones Laborales. 2009, (20-21): 227-250. 
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desarrollo local319 y hay que mencionar también, como otro elemento a destacar, la falta 
de coordinación con las Administraciones autonómicas, y por qué no decirlo, cierta 
politización en la implantación de estas medidas que han entorpecido la acción local en 
materia de fomento del empleo. 
 
Las competencias en materia de empleo, que, como tales, no existen, no son 
evaluables, ya que los Ayuntamientos actúan en el empleo mediante en el uso de otras 
competencias. El hecho de que una institución tan importante en España carezca de 
competencias en la materia, siendo la Administración más cercana a los ciudadanos, es 
extraño, y  desde luego, como se analizará después, no facilita la eficacia de las políticas 
de empleo ni acerca la labor de las Administraciones al desempleado. 
 
5. Los órganos de colaboración entre la Administración Central y las 
Administraciones Autonómicas. 
 
La colaboración entre Administraciones estatales y autonómicas- en una 
competencia que está repartida entre ambas Administraciones- es indispensable para la 
eficacia de la misma y para una correcta evaluación de su eficacia. En términos 
generales, es reconocido por los propios gobernantes que hay una duplicidad en esta 
competencia, por lo que una reordenación de la misma entre todas las Administraciones, 
así como una mayor coordinación entre ellas,resulta,como decimos, indispensable. El 
Proyecto de Ley de Racionalización de las Administraciones, que el Gobierno ha 
anunciado tras la presentación del informe sobre reforma de las Administraciones 
recientemente, pretende esta reordenación en competencias y desde nuestro punto de 
vista, su aprobación y puesta en práctica facilitaría tanto su eficacia en la gestión como 
la evaluación de las mismas320. Aunque las Administraciones locales no tienen 
atribuidas legalmente competencias de empleo, su participación fáctica en las mismas es 
indiscutible, tanto a través de servicios de empleo locales como de iniciativas de 
fomento del empleo en sus municipios y, por lo tanto, deberían participar con 
                                                 
319 Se pueden indicar como acciones exitosas en el ámbito local por el empleo, las Iniciativas Locales de 
Empleo en favor de nuevos yacimientos de empleo, (Vid. Olarte Encabo, S. “Políticas de empleo y 
colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid, 2008, Pág. Nota 55).. 
320 Con relación a la evaluación dentro de las líneas de actuación que han sido acordadas con las 
Comunidades Autónomas en el seno de la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos Laborales de 11 de 
abril de 2013, como parte del plan anual de política de empleo como parte de la Estrategia Española de 
Empleo figuran como “Aspectos institucionales: coordinación, evaluación, eficiencia.” 
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reconocimiento legal, y coordinar sus acciones con las de las Comunidades Autónomas 
y no actuar de manera independiente. Por lo demás la Ley de Empleo establece dos 
organismos que coordinan competencias en materia de empleo. 
 
5.1.Consejo Nacional de Empleo. 
 
Es un organismo paritario donde están presentes el Gobierno central, sindicatos y 
representantes de empresarios; es un organismo que es informado de los cambios 
legislativos en la materia y al que se le solicita opinión sobre las diversas novedades por 
parte del Gobierno. Aunque sus competencias parecen muy amplias, (Art.7 de la Ley de 
Empleo), en la práctica, es sustituido por reuniones bilaterales o informales entre sus 
miembros, sin que se llegue a convocar de manera oficial; por lo demás, otras funciones 
que tiene en materia de evaluación o estudios sobre la materia son apenas desarrolladas.  
Este organismo está superado por los acuerdos en concertación que se firman por el 
Gobierno, sindicatos y empresarios, sin haberse llegado a desarrollar, por tanto, de 
manera relevante. 
 
5.2.Comisión Sectorial de Asuntos Laborales. 
 
Es una Comisión dentro del Ministerio de Empleo entre Administración central y 
Comunidades Autónomas y sirve para coordinar ambas Administraciones en materia de 
empleo. Sus funciones, recogidas en la Ley de empleo (Art.7), consisten 
fundamentalmente en la determinación de criterios para repartir los fondos321 destinados 
a la promoción de empleo y políticas activas de empleo según determina el artículo 14 
de la Ley de empleo322, así como para coordinar las estrategias de empleo estatal y 
autonómicas. Es un organismo político, aunque trabaje con criterios técnicos y  debería 
servir para la determinación de criterios de evaluación de las políticas de empleo que se 
                                                 
321 El Gobierno central va a asignar a las Comunidades Autónomas, 1300 millones de euros en 2013 para 
políticas activas de empleo, que se repartirán siguiendo los criterios determinados en la conferencia 
sectorial. Como novedad, los fondos se repartirán según objetivos, de modo que  se vincula la recepción 
de fondos a la evaluación de resultados. Los objetivos de 2013 serán la mejora del empleo de jóvenes, 
mayores de 55 y parados de larga duración. En general de nuevo, la eficiencia de las medidas adoptadas 
sigue adoleciendo, como se ve, de una evaluación basada en el mero control de la tasa de desempleo del 
colectivo afectado y no de la bondad de la medida. 
322 En estas conferencias, se identificará la parte de los fondos destinada a políticas activas para los 
colectivos que específicamente se determinen de acuerdo a las necesidades de la Estrategia Europea de 
Empleo. Art. 14.2 de la Ley de Empleo. 
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implementen. En esta comisión se determinan criterios de reparto de fondos y objetivos 
pero de tipo presupuestario y no de evaluación de su eficacia. Esta comisión supone el 
máximo órgano de colaboración en la materia laboral, y de empleo en particular, pero 
no supone una auténtica colaboración entre Administraciones (que se ve en mayor o 
menor medida según que coincida el signo político entre gobiernos estatal y 
autonómico), sino que en términos generales, cada Administración defiende sus 
competencias y sus objetivos de cara la obtención de fondos, pero desarrolla con total 
independencia la gestión de sus competencias, sin colaboración con las demás y sin que 
exista ni siquiera coordinación entre los servicios de empleo autonómicos. De modo que 
al no estar centralizadas ni siquiera las bases informáticas, fuera de su Comunidad 
Autónoma, no hay manera, a través de servicios públicos de empleo, de que  una 
persona pueda saber si necesitan un trabajador de su perfil en otra Comunidad 
Autónoma323.  
 
La colaboración entre instituciones es el gran fallo del modelo autonómico, y en 
materia de empleo no encontramos una excepción, como se verá al analizar, en 
profundidad la ineficacia de la distribución de las competencias en dicha materia. 
Aunque existen estos organismos de colaboración que se han citado, los mismos no 
tienen capacidad para hacer cumplir los acuerdos concertados, de modo que estas 
comisiones quedan en reuniones de alto nivel; pero que una vez que se alcanzan los 
acuerdos oportunos, en verdad cada CCAA o el Estado, son los responsables, a través 
de sus propios medios y organizaciones de ejecutar dichos acuerdos. Por lo demás, estos 
acuerdos que tienen carácter político, no son exigibles entre las Administraciones, salvo 
que se conviertan en ley por el Estado. Por lo tanto, la eficacia en la gestión compartida 
de la competencia de empleo, en muchos casos depende de la sintonía política entre las 
diversas instituciones, sin que existan medios en el modelo que hagan efectiva esa 
necesaria colaboración entre Administraciones. 
 
6. Concertación social en materia de empleo. El fomento del empleo juvenil en los 
acuerdos sociales. 
 
                                                 
323 Hay que decir que en agosto de 2014 ha comenzado a funcionar un portal de empleo público de 
carácter nacional, lo que supone un hito en facilitar información a los desempleados. 
https://empleate.gob.es/empleo/.html 
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El fomento del empleo, así como al apoyo a medidas que favorezcan la calidad del 
mismo, entendida como una mayor estabilidad de la duración de los contratos, ha estado 
presente en múltiples acuerdos sociales entre sindicatos y empresarios. En ellos, el 
fomento del empleo juvenil324, aunque es mencionado en muchos acuerdos de 
concertación social como objetivo prioritario, en general, no han sido abordado con 
medidas efectivas. Entre las escasas medidas que en los mismos se puede citar325 se 
puede ver un apoyo al contrato de relevo que permite la reducción de jornada y salario 
para la contratación de un joven en situación de desempleo y que no ha tenido una gran 
aceptación ni uso, o favorecer cláusulas de rejuvenecimiento de plantillas,  que en el 
caso de que se produzcan prejubilaciones, obliguen a la empresa a sustituir una parte de 
los prejubilados por  trabajadores jóvenes en desempleo, y que tampoco ha sido 
utilizada mucho en los convenios colectivos326. Estas medidas, aunque han sido 
promocionadas en los acuerdos de concertación social327, no han pasado de ser meras 
recomendaciones o intentos más o menos voluntariosos328. Por lo demás, en los 
acuerdos en concertación social se hace referencia, como se ha dicho, a intentar 
                                                 
324 Aunque la Constitución en el artículo 37.1 reconoce la autonomía de la negociación colectiva y la 
fuerza normativa de los convenios, sería interesante analizar en que medida la posibilidad de establecer 
medidas discriminatorias a favor de colectivos desfavorecidos en el acceso al empleo en convenios 
colectivos entraría en colisión con la reserva de ley que en el artículo 17.2 del ET expresa “podrán 
establecerse por ley exclusiones, reservas y preferencias para ser contratado libremente,”ya que en 
principio, éstos podrían establecer medidas dentro de las materias reservadas por el Estatuto de los 
Trabajadores al convenio pero no disponer cupos de trabajadores para colectivos específicos que 
limitarían la libertad de contratación reconocida como parte de la libertad de empresa del 38.1 de la CE y 
que solo la ley puede establecer. Como ejemplo de esta problemática estuvo la inconstitucionalidad de las 
cláusulas de convenios que obligaban a la jubilación obligatoria como permitía la derogada Disposición 
adicional 10º del ET en STC 22/81, de 2 de junio (RTC 1981, 22), STC 58/1985, de 30 de abril (RTC 
1985,58) y en TS  de 9 de marzo de 2004 (RJ 2004, 81). 
325 También  se puede citar  el fomento de las prácticas no laborales en algunos convenios, aunque más 
bien los hacen para afirmar su no laboralidad. A título ilustrativo, cfr. el Convenio Colectivo del Sector 
Industrias Transformadoras de Plásticos (B.O. Madrid de 25.6.2011) y el XVII Convenio Colectivo 
General de la Industria Química (BOE nº 85 de 9.4.2013). 
326 En la mayoría de los convenios ni siquiera se hacen referencia a disposiciones legales ni se establecen 
principios al menos, de no-discriminación en la contratación, ni cuotas de reserva. 
327 La concertación social también ha hecho alguna referencia a la implementación de un plan de 
evaluación permanente de las políticas activas de empleo y así lo fijaba el VII Acuerdo de Concertación 
Social de Andalucía. La Dirección de Evaluación de políticas de empleo del Servicio Andaluz de Empleo, 
está trabajando en ello, pero a día de hoy, no hay desarrollado un modelo de evaluación de las mismas. 
328 De la misma manera en el Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva de 25 de enero de 2012, 
manifiesta el fomento de la contratación de jóvenes, “impulsando los contratos formativos, como vía de 
su inserción laboral y cualificación favoreciendo la posible incorporación definitiva en la en la empresa 
de estos trabajadores una ve finalizados los contratos formativos” asimismo se “propician medidas 
incentivadoras de la contratación de jóvenes” e incluso se hace referencia a “informar de la utilización de 
las prácticas no laborales en las empresas.” 
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favorecer políticas de fomento del empleo juvenil329; pero, en general, dichas 
recomendaciones se trasladan más a las Administraciones, en lugar de ser entendidas las 
mismas como una obligación de los propios interlocutores sociales.  
 
Las razones de esta pasividad en la práctica (en promover medidas de fomento del 
empleo juvenil desde los sindicatos y empresarios), hay que verlas en el hecho de que 
muchas de las medidas que se proponen para favorecer la flexibilidad y la contratación 
de jóvenes (como disminuición de indemnizaciones, mayor flexiblidad organizativa y 
geográfica, promoción de complementos salariales ligadas a la productividad, etc.) son 
medidas que lesionan las condiciones laborales de los trabajadores ya en activo, y por lo 
tanto, desde los sindicatos, se prefiere apostar por favorecer la contratación de jóvenes 
en la mismas condiciones que las de los más experimentados, en vez de impulsar otro 
tipo de modos y usos de contratación, que pueden llegar a favorecer la sustitución de 
trabajadores con mayor antigüedad -y por lo tanto mayores salarios- por otros más 
jóvenes y que, en muchos casos, tienen mejor formación, aunque poca experiencia.  
 
En términos generales, desde la negociación colectiva o acuerdos sociales se 
promueven, -no aprueban obviamente- medidas de bonificaciones a la contratación de 
jóvenes, y en algún caso muy limitado en algún convenio, se altera el período de prueba, 
alargándolo tal y como permite el Estatuto de los Trabajadores, así como se regula el 
tipo de puestos de trabajo que son susceptibles de ser copados con contratos de 
formación, regulando en este caso el salario y otros aspectos relacionados con la 
formación complementaria. Pero lo normal, es que los convenios se limiten a recoger en 
su artículado las posibilidades que el Estatuto330 deja abiertas a la negociación colectiva, 
sin que se apueste por ningún tipo de medidas que favorezcan la contratación de jóvenes 
en el ámbito organizativo de la empresa331. 
                                                 
329 Vid. Prados de Reyes, F.J.: ”Cláusulas de contratación y empleo en la negociación colectiva.” 
Documentación laboral, núm. 64, 200.1 que estudia la presencia de la negociación colectiva en el 
fomento del empleo. 
330 Después de la reforma de la negociación colectiva de febrero de 2012 que acababa con la ultractividad 
de los convenios tras su denuncia por decaimiento de los mismos, se ha producido un claro parón en la 
renovación de los mismos que en septiembre de 2013 apenas cubrían al 28% de los trabajadores por 
cuenta ajena de España, con lo que se puede observar una notable crisis de la negociación colectiva 
(especialmente la de ámbito provincial) como instrumento de política salarial en favor del contrato 
individual o del propio Estatuto. 
331 En principio, la reserva de ley, no debería impedir la posibilidad de que los convenios establecieran 
cláusulas favorecedoras de colectivos desfavorecidos siempre que hubiera justificación para ello, puesto 
que los propios convenios tienen fuerza de ley dentro de sus competencias.  
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La negociación colectiva es el ámbito donde debieran introducirse cláusulas, que 
de una u otra manera, impulsarán la contratación de jóvenes en desempleo. 
Especialmente en el ámbito de empresa son frecuentes acuerdos que impliquen una 
mayor involucración de las mismas en los centros de formación de su zona en aquellas 
titulaciones y estudios que más les puedan interesar, estableciendo convenios de 
prácticas con las empresas y sobre todo, influyendo de alguna manera, en los consejos 
sociales de esos centros para adaptar los conocimientos impartidos a las necesidades de 
las mismas, respetando siempre los conocimientos básicos y obligatorios establecidos 
por el Ministerio de Educación para obtener las respectivas titulaciones. El éxito de la 
formación dual es, en el fondo, una adecuada coordinación de las titulaciones del 
sistema formativo y las necesidades de las empresas mediante una muy alta 
involucración de las mismas en los centros de formación, especialmente en los de 
formación profesional que nutren a las empresas -en este caso alemanas- de jóvenes 
formados en conocimientos prácticos para las empresas del entorno y que facilitan su 
rápida inserción en el mercado laboral. 
 
Las competencias que en materia de fomento de empleo podría tener la 
negociación colectiva, son las grandes desaparecidas del modelo. Como se ha visto, son 
muy escasas las medidas de fomento del empleo en la negociación colectiva de ámbito 
empresarial, y las que se impulsan desde ámbitos superiores, adolecen de cierta 
vaguedad, en tanto que se deja mucha libertad para que convenios de ámbito inferior las 
incluyan en su contenido. Por otra parte, sólo suelen ser impulsadas aquellas medidas 
que gozan de apoyo financiero por la Administración Central, dejando en un segundo 
lugar otras, que pudieran hacerse con cambios en la estructura de las relaciones 
laborales que favorecerían el empleo, dentro de los amplios márgenes que el Estatuto de 
los Trabajadores deja a la negociación colectiva. El enriquecimiento de la negociación 
colectiva de ámbito empresarial -que impulsa la reforma del mercado laboral- al tenerse 
que aplicar en un entorno económico muy adverso, ha generado  muy pocos acuerdos en 
materia de fomento del empleo, habiéndose centrado más los mismos en 




7. Las estructuras organizativas del Ministerio de Trabajo y del  Ministerio de 
Educación; diferencias con otros países de Europa. 
 
Otro aspecto que debemos comentar, en lo relacionado con la distribución de las 
competencias de empleo, es el de la competencia en materia de educación. Si bien la 
educación tiene unos objetivos que van más allá de lograr la inserción laboral,  no cabe 
duda que obtener una educación adecuada y de calidad será eficaz para mejorar las tasas 
de empleabilidad de los estudiantes y futuros trabajadores. Un elemento de la estructura 
organizativa, que ya es ineficaz, es la dispersión competencial entre ministerios o 
consejerías de la competencia de educación (que suele incluir, tanto desde la educación 
primaria hasta la universitaria, como todo lo relacionado con formación profesional). El 
Ministerio de Empleo mantiene competencias en todo lo referido a normativa laboral, 
gestión administrativa de la negociación colectiva y por supuesto todos los servicios 
administrativos del Ministerio de Empleo, Servicios Públicos de Empleo estatal y los 
organismos autónomos de la Seguridad Social. Esta división administrativa genera 
muchas ineficacias y de hecho algunos países han unido todo las competencias referidas 
a la educación, especialmente lo relativo a formación profesional, al Ministerio de 
Trabajo o Empleo respectivo, en la creencia de que la formación en todos sus niveles es 
una gran política activa de empleo y considerarla separada del mercado de trabajo 
administrativamente, es un error que incide negativamente en la eficacia de los planes 
de empleo juvenil. Esta línea fue seguida, por ejemplo, en Alemania en los años 60, con 
la creación del Ministerio de Educación y Empleo y, por ejemplo, en el ámbito nacional 
recientemente, en Andalucía, han sido fusionadas las competencias de formación 
profesional y las de educación en una misma consejería332. En el ámbito nacional, por el 
contrario, las competencias de empleo y formación siempre han estado separadas, y lo 
único que en ocasiones se ha hecho es unir las competencias en materia de investigación 
con el Ministerio de Industria o de Economía, en un intento de acercar más la 
investigación española a las necesidades de las empresas, permitiendo una mayor tasa 
de transferencia de conocimiento de la investigación pura a la aplicada y obteniendo 
patentes por ello, que permitan unas tasas altas de retorno en innovación, investigación 
y desarrollo. 
                                                 





8.  La formación profesional reglada, dualidad como competencia de educación y  
competencia en materia de formación para el empleo. 
 
En términos generales en España, las competencias autonómicas en materia de 
empleo juvenil están muy repartidas entre varias consejerías, ya que se aborda la 
problemática del desempleo desde diversas ópticas. Así, suelen mantenerse 
competencias a favor de la Consejería de Empleo: en el diseño de planes que 
subvencionen la contratación de jóvenes desempleados, así como sus servicios públicos 
de empleo de cara a la gestión de colocaciones y cursos de formación. También las 
mantiene la Consejería de Educación, que suelen tener en la mayoría de los casos la 
competencia en todo lo relacionado con formación profesional, además de la gestión del 
sistema educativo en su región (la normativa en materia de educación se considera 
materia básica por la Constitución y, por lo tanto, se deja poca libertad a las  
Comunidades Autónomas en el diseño de líneas curriculares y planes de estudio, 
limitándose a aspectos relacionados con la singularidad de las regiones, como por 
ejemplo, la lengua y algunos aspectos más, pero sí gestionan todo el sistema 
organizativo y de administración de colegios, institutos, etc.). Además es frecuente que 
las CCAA creen un Instituto de la juventud en el que desarrollan actividades destinadas 
exclusivamente al colectivo juvenil, y que, aunque suelen estar más encaminados y 
relacionados con el tiempo libre, suelen desarrollar programas que fomentan habilidades 
para la búsqueda de empleo o del fomento del espíritu emprendedor. 
 
9. El papel de las agencias públicas y privadas de colocación en la intermediación 
en el mercado laboral juvenil. 
 
La legislación española permite ya desde 1995 la posibilidad de creación de 
agencias333 públicas de colocación de carácter gratuito para la intermediación en el 
mercado laboral. Esta posibilidad que ha sido potenciada y ampliada por la reforma de 
febrero de 2012, apuesta por la intermediación de agencias privadas de colocación, 
habilitando a las ETT para que puedan solicitar autorización para operar como agencia 
                                                 
333 Para la normativa sobre los agentes de intermediación en el empleo en España. Monereo Pérez, J. 
L..”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las 
políticas públicas y derecho social del empleo” . Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 183-184. 
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de colocación, en el Art. 1 del Decreto Ley 3/ 2012 de 10 de febrero. La creación de 
agencias de colocación públicas para luchar contra el desempleo juvenil (desde 1995 al 
amparo del RD 735/1995 de 5 de mayo) ha sido muy frecuente, ya que tanto 
universidades como otros centros formativos,  y colegios profesionales e incluso 
algunos entes administrativos como Ayuntamientos y Diputaciones (al carecer de 
competencias en materia de empleo), constituían una agencia de colocación para 
desarrollar su actividad en materia de empleo (es notorio el caso del País Vasco que 
constituyó todo un servicio de empleo con la única estructura de una autorización para 
una agencia de colocación, antes de recibir la transferencia de la competencia 
correspondiente en 2010). Estas agencias se adaptan muy bien a la gratuidad plena en 
sus servicios de cara al desempleado con el que la ley define estas personas jurídicas. La 
razón que lleva a estas entidades a crearlas es favorecer la contratación de sus alumnos 
egresados o la de sus colegiados, formalizando legalmente los servicios de empleo 
ofertados a través de estas bolsas de empleo. Las Administraciones han fomentado 
mucho estas agencias -incluso ya antes de esta reforma-334, en lo que hay que ver sin 
duda un fracaso de los servicios públicos de empleo en sus funciones de intermediación 
del mercado laboral. Además, con este fomento de la creación de agencias de empleo, 
se entiende que de todos aquellos colectivos que puedan acudir a una entidad 
especializada en ellos, tendrán más éxito en recibir adecuados servicios de 
intermediación que los que prestan los servicios públicos de empleo. Las agencias 
públicas de colocación también son muy utilizadas para integrar laboralmente a 
discapacitados y algunas entidades como la Organización Nacional de Ciegos Españoles 
(ONCE), además de su labor como fundación, tiene una importante agencia de 
colocación para ciegos en España.  
 
En cuanto a la presencia de agencias privadas de colocación en la intermediación 
laboral para el colectivo juvenil de manera especial, la prohibición del cobro de 
servicios a los demandantes de empleo limita en principio la posibilidad de obtener 
beneficio para estas agencias, que deben restringir el cobro de tasas a las empresas. Por 
ello, hasta la recientemente reconocida posibilidad  en la reforma del mercado laboral de 
2012 de que las ETT actúen como agencias de colocación, no han sido muchas las 
                                                 
334 Las agencias de colocación autorizadas han alcanzado las 799 desde las 167 existentes en enero de 
2012, ampliando el número de potenciales oferentes de colaboración. Informe de Impacto de la Reforma 
Laboral. Pág 26. Op. Cit. 
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entidades privadas que han creado una legalmente, funcionando esta labor de 
intermediación sin cobertura legal específica, y que ha sido prestada, en algunos casos, 
por empresas de selección que mantenían bolsas de empleo, pero sin autorización como 
agencia. El único caso de agencia de colocación privada, que sí podemos citar como 
específicamente dedicado a jóvenes, es el de agencias que buscan empleo a jóvenes en 
Europa y otros países, como por ejemplo el de las agencias de “Au pair” (que en estos 
últimos años, están teniendo mucho trabajo por el aumento de jóvenes españoles que 
quieren trabajar o hacer prácticas en el extranjero). Esta actividad está generando 
muchos problemas, incluso estafas, ya que está siendo muy frecuente que se cobre al 
joven algún tipo de cantidad, lo que está prohibido por la ley. 
 
10. La transferencia de los servicios de empleos sin la gestión de la prestación de 
desempleo y sus efectos en la eficacia en la gestión. El caso de la Agencia 
Federal de Empleo Alemán. 
 
La estructura de un Estado de carácter descentralizado, como es el nuestro, podría 
hacernos pensar que del mismo necesariamente se deriva una estructura descentralizada 
de los servicios públicos de empleo, como es el que España tiene en estos momentos 
desde que se ha completado las transferencias en materia de gestión de las políticas 
activas de empleo a todas las Comunidades Autónomas (la última de ellas al País Vasco 
en el año 2010). No obstante, son varios los casos en Europa de competencias de 
empleo centralizadas en países descentralizados, siendo el más conocido el de la 
Agencia Federal de Empleo Alemán, que permite que cualquier ciudadano alemán 
conozca las ofertas de empleo que se producen en cualquier Estado alemán, siendo esta 
agencia la que al mismo tiempo gestiona todos los programas de ayudas a 
desempleados. Las ventajas de este modelo centralizado son obvias de cara al 
ciudadano, ya que esta agencia federal tiene oficinas distribuidas por todo el territorio 
alemán y mantiene una base de datos unificada de ofertas y demandantes de empleo. Si 
volvemos al ámbito español, con independencia de la consideración respecto a la 
eficacia que podría tener una recentralización de la competencia en sí mismo, al menos, 
sí parece necesario aumentar la coordinación entre los servicios de empleo autonómicos 
en lo referido a sus bases de datos, de modo que para que un desempleado vea las 
ofertas de empleo y de formación que existen en todas las regiones y que tramita o 
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gestionan los servicios públicos de empleo, no se vea obligado a consultar todas las 
páginas web de dichos servicios.  
 
Aunque no es, ésta una tesis que se centre en las recomendaciones de mejora en la 
gestión de los servicios públicos de empleo, sí corresponde comentar en este lugar -y 
para acabar con el desarrollo de la competencia de empleo- que una eficiente gestión de 
los servicios públicos de empleo es indispensable para la mejora del empleo juvenil, 
especialmente en su labor de orientación e información a desempleados que además, por 
su juventud y falta de experiencia, necesitan una adecuada orientación para la búsqueda 
de empleo y muy especialmente, acceso a mucha información, de manera sencilla 
mediante potentes plataformas informáticas335. De todas formas, para que obviamente 
sean eficaces, necesitan que las Administraciones colaboren e interconecten las bases de 
datos que poseen y para ellos hace falta tanto voluntad política como poner los medios 
técnicos informáticos para tal fin. Parece, como ya se ha comentado, que la puesta en 
funcionamiento en agosto de 2014 del portal “empléate” dependiente del Ministerio de 
Empleo, va en este camino. 
 
11. Las competencias afines al fomento del empleo juvenil. 
 
11.1. La competencia de protección de la juventud y su relación con el fomento 
del empleo juvenil. 
 
La juventud también ha sido un segmento de población que ha sido atendido por 
los tratados internacionales, aunque éstos, en general, no ha ido más allá de hacer 
menciones voluntaristas al fomento de políticas que remuevan los obstáculos para el 
desarrollo pleno de las personas en esta franja de edad y de promover políticas para su 
desarrollo. Aunque han sido muchas las conferencias que sobre la materia se han 
                                                 
335 Recientemente se ha creado una plataforma unificada de empleo en el ámbito nacional en un intento de 
favorecer la búsqueda de empleo, pero al mismo tiempo, en el diseño del Sistema Nacional de Garantía 
Juvenil, vemos que la gestión del presupuesto que a tal fin otorga el Fondo Social Europeo se encarga al 
Ministerio de Empleo que crea el registro para dicho sistema pero al mismo tiempo reconoce el derecho a 
las CCAA de crear otros con el mismo fin “Adicionalmente, las comunidades autónomas podrán crear, 
en el ámbito de sus competencias, ficheros específicos para facilitar la inscripción y el tratamiento de 
la información, siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos en la presente sección” Art. 
92.5 del Real Decreto Ley 8/2014, de 4 de julio. Con todo ellos vemos que se vuelve a crear más 
confusión con la multitud de registros de empleo que nuevamente, vuelven a aparecer. 
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tratado, se hará especial mención a los Pactos Civiles y Políticos de 1966336 que fueron 
ratificados por España en 1977 en el Instrumento de Ratificación de 13 de abril de 1977. 
En su articulado se hace mención a una serie de derechos y obligaciones reconocidas 
por los Estados ratificantes y que han sido expresamente asumidos por la Constitución 
Española y que por tanto, pasan a ser de directa aplicación por las Administraciones; y 
sobre todo, posibilita solicitar amparo y recurrir medidas que vulneren estos pactos337. 
En general desde los años 60, la juventud como fase de vida intermedia entre la niñez-
pubertad y la fase plenamente adulta, ha cobrado mayor importancia, hasta convertirse 
en una fase de la vida cada vez más larga, con unos valores, inquietudes y dificultades 
diferenciadas y que el legislador ha considerado un bien jurídico a proteger, impulsando 
políticas y normativas que favorezcan la resolución de los problemas de este tramo de 
edad. 
 
 La legislación internacional no ha considerado mucho el tema de la juventud 
desde el ámbito de lo laboral,338 haciendo más hincapié en temas relacionados con la 
educación en los derechos a la libertad y al acceso a unas condiciones mínimas para 
poder desarrollarse como persona339. Debemos darnos cuenta de que, aunque uno de los 
grandes problemas de los jóvenes  en el mundo desarrollado es el desempleo, en muchas 
naciones del mundo subdesarrollado no se dan las condiciones mínimas para el acceso a 
un trabajo digno o condiciones que permitan a los jóvenes desarrollar sus vidas con un 
mínimo de dignidad. En estos países el problema no es tanto el desempleo juvenil, 
                                                 
336 El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, reconoce en su 
artículo 6 “el derecho de toda persona de tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo 
libremente escogido” pero no hay referencia e ningún tipo al empleo juvenil. Y en el mismo sentido el 
Preámbulo de la Constitución de la OIT, obliga a los Estados a fomentar programas que favorezcan el 
pleno empleo. 
337 En el ámbito de la Unión Europea se puede citar Libro Blanco de la Comisión Europea, de 21 de 
noviembre de 2001 - Un nuevo impulso para la juventud europea [COM(2001) 681 final - no publicado 
en el Diario Oficial]. 
338 El convenio 111 de la OIT  ratificado por España en 1967, admitía las medidas de acción positiva para 
colectivos con dificultades de inserción laboral, admitiendo “como no discriminatoria cualesquiera otras 
medidas especiales a satisfacer las necesidades particulares de las personas a las que por razones, tales 
como el sexo, edad, la invalidez, las cargas familiares o el nivel social o cultural, generalmente se les 
reconoce la necesidad de protección.” Esta visión del derecho del empleo como política activa de empleo 
que permite establecer discriminaciones para favorecer, queda corroborada en el convenio 122 que obliga 
al “diseño y puesta en práctica de una política destinada a fomentar el pleno empleo.” La OCDE también 
en la recomendación del Consejo de 1964 sobre política de mano de obra incluye la necesidad de “atender 
a los colectivos de trabajadores marginados, al objeto de facilitar su reinserción.” 
339 La Declaración de Derechos Humanos de 1948 en el artículo 23 reconoce “el derecho a la libre 
elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 
desempleo” y a esta se remite nuestra Constitución en el artículo 10.2 como medio de interpretación de 
los derechos fundamentales y libertades reconocidos. 
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como la explotación laboral infantil y juvenil; y por ello, los tratados suelen estar 
enfocados a proteger situaciones de explotación en estos países, más que a desarrollar y 
fomentar medidas para el empleo juvenil como en países más desarrollados.  
 
Así, nuestra Constitución promueve y protege la juventud en el artículo 48, 
obligando a los poderes públicos a desarrollar legislación que proteja a la juventud y 
que promueva políticas que remuevan los obstáculos al desarrollo personal y 
profesional de los mismos. Esta norma constitucional que, como principio rector no es 
como tal exigible a la Administración como tiene declarado la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, sí obliga a nuestros poderes públicos a aprobar leyes que 
protejan a este sector de edad340 y desde luego impide aprobar cualquier tipo de 
normativa que de algún modo restrinja derechos o dificulte el acceso a bienes y 
servicios a los jóvenes españoles. 
 
11.2. Los Estatutos de Autonomía y la protección de la juventud. Los 
Institutos de la Juventud y el fomento del empleo. El caso de Andalucía.  
 
La competencia en materia de juventud ha sido plenamente transferida a las 
Comunidades Autónomas,341 que han creado en su mayoría Institutos de la juventud que 
aglutinan las competencias en la materia y que suelen incluir la promoción342 de 
acciones formativas sobre temas y problemas que afecten a los jóvenes, el desarrollo de 
acciones de tiempo libre y organizar actividades que promuevan valores democráticos 
cívicos y ciudadanos. Además, (y es por lo que más nos interesa en cuanto a la relación 
de estos institutos con la problemática del desempleo juvenil) es que estos Institutos 
suelen realizar acciones formativas en competencias y conocimientos que son útiles de 
                                                 
340 El TC  ha determinado que el legislador cuenta con mucha libertad para establecer medidas de acción 
positiva respetando tres límites según la STC 109/1993, de 25 de marzo (RTC 1993, 109): la constatación 
de la existencia de una situación de discriminación que se pretenda evitar, que la medida sea temporal y 
que la misma sea razonable, proporcional y efectiva. En el mismo sentido, la Directiva 76/207/CEE se ha 
manifestado también en cuanto a los límites a  las acciones positivas y en algunas sentencias el Tribunal 
de Justicia de las Comunidades Europeas como SSTJCE, Asunto kalanke 450/94, de 17 de octubre y 
otras. 
341 Aunque las CCAA tienen asumida la competencia en materia de política de juventud, en STC 13/1992, 
6 de febrero (RTC 1992, 13), apoya la posibilidad de que el Estado Central pueda ejercer competencias en 
promoción de la juventud. 
342 El artículo 169.1 del Estatuto de Andalucía dispone que “ Los poderes públicos fomentarán el acceso 
al empleo de los jóvenes  y orientarán sus políticas a la creación de empleo estable y de calidad para todos 
los andaluces y andaluzas”, con lo que se ve la enorme vinculación que el Estatuto ve entre el desarrollo 
de la juventud y la obtención de un empleo. 
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cara a la búsqueda de empleo, o bien al fomento del emprendimiento juvenil o en 
acciones formativas en materias y conocimentos que pueden resultar útiles para acceder 
al mercado laboral.  
 
Además, el hecho de que muchos jóvenes hayan tenido contacto con estos entes en 
sus años más juveniles por haber participado en acciones de tiempo libre, etc.,  hace que 
tengan confianza en las personas que están a cargo de los mismos, más que la que tienen 
en el servicio público de empleo, con el que no han tenido ningún trato en sus vidas. Por 
ello, muchas Administraciones autonómicas están fomentando el empleo juvenil desde 
estos institutos con acciones formativas o informativas, aunque no siempre esté muy 
definida en sus competencias funciones de este tipo (pero las Administraciones creen 
que es útil el uso de estos organismos con estos fines). Así por ejemplo, en el caso del 
Instituto Andaluz de la Juventud con el que hemos tenido contacto para esta tesis, nos 
hemos encontrado asesoramiento y programas de este tipo y colaboración del personal 
del ente en el caso de que se le soliciten ayuda para asuntos que escapan por completo a 
su competencia, se informaba y ponía en contacto al  joven que pedía ayuda con la 
Consejería o Administración competente en el asunto. La función de estos institutos de 
la juventud de cara al fomento de las habilidades de búsqueda de empleo u otra 
similares, podría quizás potenciarse en coordinación con los centros educativos de 
secundaria y quizás, podría ayudar a ir preparando, aunque fuera de manera muy inicial 
a los más jóvenes para conocer un futuro laboral que a esas edades, 14-18 años, aún les 
queda algo lejano, si bien hay que recordar que desde los 16 años, están ya en edad de 
poder trabajar, según el Estatuto de los Trabajadores. 
 
12. Evaluación del Sistema Nacional de Empleo y los servicios públicos de empleo 
como política activa de empleo. Efectos sobre la eficacia de la evaluación de las 
políticas de empleo derivadas del reparto competencial de la competencia de 
empleo. 
 
 Como se ha visto en la descripción de la competencia de empleo, la 
característica esencial de la misma es, sin duda, su disgregación, y esa estructura del 
reparto de la competencia de empleo en España, tiene influencia en la eficacia de las 
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políticas de fomento que se implantan, así como en la mayor dificultad de evaluación343 
de las mismas.  
 
 Aquí vamos a proceder a aplicar los criterios que se expusieron anteriormente y 
después también se harán unos comentarios sobre las dificultades en la evaluación en 
esta materia, que tiene ciertas peculiaridades como política de fomento del empleo.  
 
Los criterios que desde la Administración se deben considerar a la hora de 
evaluar el diseño organizativo administrativo de la competencia de empleo son 
eminentemente cualitativos, aunque son los indicadores presupuestarios, sin duda, los 
que despliegan su mayor utilidad y eficacia. No obstante, del diseño de la 
Administración competente en materia de empleo como tal, no se deriva la creación de 
empleo, aunque un diseño más acertado u otro, ciertamante incidirá en la mayor o 
menor eficacia de las políticas de fomento de empleo. 
 
Entrando ya en la aplicación de los indicadores que se desarrollaron 
previamente, en cuanto al indicador de claridad en el análisis de la eficacia del diseño de 
la competencia de empleo, nos referimos, al grado en que el desempleado y demás 
actores del mercado laboral, comprenden la estructura competencial de empleo en 
España pero no sólo desde un punto de vista jurídico, si no desde un punto de vista 
eminentemente práctico, en el sentido que se comprendan las relaciones de colaboración 
y coordinación de las distintas Administraciones en los programas de fomento del 
empleo. Como ya se ha comentado, la ausencia de una clara colaboración entre las 
Administraciones en la gestión de sus competencias de empleo, -con independencia de 
                                                 
343 Los servicios públicos de empleo de algunos países de Europa, sí realizan una evaluación del logro de 
los objetivos de inserción laboral de los servicios de empleo, pero en general las evaluaciones son más 
referidas al cumplimiento de los objetivos burocráticos y presupuestarios más que el logro pleno de la 
inserción laboral y tampoco determinan en que grado la actuación del servicio público de empleo fue 
decisiva para que el demandante de empleo lo encontrara. Así según Salas Porras, M refiriéndose al 
modelo francés que ella determina como el que mejor evalúa la calidad de sus servicios dice “ en cuanto 
al proceso, en lo que respecta al objeto de la valoración, también hallamos, en el modelo francés, el más 
amplio abanico de materias a evaluar, al aglutinar conceptos plurales relacionados, bien con la demanda y 
la oferta de empleo, bien con las instalaciones, bien con la organización del servicio prestado, o bien con 
su calidad y cantidad. Y todo ello en tres momentos diferentes: al comienzo de la actividad, durante y tras 
su desarrollo”, Salas Porras, M. “El servicio público de empleo y el proceso jurídico de colocación”. 
Consejo Andaluz de Relaciones Laborales,  2010. Pág. 101-102.En esta evaluación parece que se evalúa 
la calidad de los  servicios prestados que puede ser buena y que no logre la inserción de desempleados por 
otras causas, o puede ser mala y conseguirlo por una boyante situación económica. Una vez más es 
necesario intentar distinguir si el logro de la inserción laboral es gracias a las políticas de fomento 
implementadas, o es debido a otras causas. 
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las comisiones sectoriales de ámbito ministerial que existen- es uno de los grandes 
problemas del sistema autonómico y también en el ámbito del empleo, donde como ya 
se han descrito, las ramificaciones económicas de la competencia, son muy amplias.  
 
En cuanto a la “necesidad de implantación”, aquí debe entenderse como la 
obligación que tiene la Administración de analizar, si al diseñar un nuevo departamento 
o un nuevo organismo relacionado con el empleo, el mismo aporta algo nuevo. Aquí la 
gestión de las duplicidades es un aspecto esencial; nuevamente la estructura 
descentralizada de la competencia y las implicaciones que con el empleo tienen muchas 
políticas económicas impulsadas por la Administración, es sin duda una fuente de 
duplicidades inmensa. En cuanto a la “utilidad de la creación” de un nuevo ente o 
departamento por la Administración, este indicador viene referido a en que la medida, 
por el volumen de desempleados que se va a atender, es eficiente y eficaz la creación de 
ese nuevo organismo. Sin duda los estudios previos que desde las Administraciones se 
debieran hacer, previos a la creación de un nuevo organismo o sección departamental, 
son un instrumento necesario en este aspecto.  
 
En el aspecto referido a la “facilidad de implantación” de un nuevo 
departamento u organismo dedicado al empleo, este indicador viene referido al coste 
que la implantación de dicha nueva organización de la Administración tendrá. En este 
aspecto, la obligación presupuestaria de que todo plan u acción de la Administración, 
así como que todo proyecto de norma, incorpore una memoria económica, garantiza este 
control presupuestario previo a la propia puesta en vigor del nuevo organismo que se 
quiera crear. 
 
Además de estos indicadores cualitativos, los “indicadores presupuestarios” de 
carácter cuantitativo son un buen soporte que ya usan las Administraciones para 
controlar el gasto y la eficacia. Estos indicadores de coste o rendimiento de recursos 
utilizados son sencillos de calcular y de gestionar, pero por su carácter posterior a la 
implantación del cambio administrativo y su aspecto presupuestario, dan sólo una visión 
parcial de la eficacia de la acción de la Administración, limitada al control de gastos y 
costes de los servicios. 
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Al hablar de las dificultades para la evaluación de las políticas de fomento del 
empleo, uno de los aspectos que se trata es la diversidad de datos que las diferentes 
Administraciones con competencias en la materia nos podrán proporcionar; con la 
dificultad de determinar el grado de influencia de las diferentes políticas en la misma, 
de cara a su investigación, y a que la propia Administración pueda establecer 
conclusiones acreditadas en datos de la eficacia de sus diferentes actuaciones. Pero 
además de las dificultades que esta estructura administrativa tan descentralizada puede 
presentar para la Administración, para los ciudadanos, se presenta un caos organizativo 
en tanto que se enfrentan a varias Administraciones relacionadas con el desempleo: por 
una parte el Servicio Público de Empleo Estatal, para el pago de prestaciones, los 
servicios públicos autonómicos para la gestión de ofertas de empleo, cursos de 
formación para desempleados, las corporaciones locales promocionando sus propios 
planes de fomento del empleo juvenil, los sindicatos y empresarios también gestionando 
cursos de formación para desempleados y bolsas de colocación, a lo que hay que sumar 
la Unión Europea que gestiona los programas de prácticas de becas Leonardo, etc, para 
hacer estancias en empresas europeas y eventualmente algún otro tipo de convocatoria 
de ayudas directas a ciudadanos para realizar actividades formativas, (aunque es verdad 
que la mayoría de estas ayudas suelen estar canalizadas a través de las estructuras de los 
Estados).  
 
Como se ve con esta enumeración, un ciudadano en desempleo, para intentar 
acceder a toda la información y oferta de empleo de carácter oficial, tiene que realizar 
una auténtica búsqueda exhaustiva por diferentes medios, ya que ninguna 
Administración le ofrece más o menos toda la información que le pueda interesar; y los 
intentos de portales de empleo de Internet de carácter público344 habían quedado sin 
concretar hasta que recientemente, en agosto de 2014, se ha creado el portal dependiente 
del Ministerio de Empleo “Empléate”; de hecho para acceder a la oferta de empleo de 
ámbito nacional, los portales y páginas web de carácter privado como infojobs345 o 
infoempleo, tienen más visitas que calquier ente público de colocación, lo que no dice 
                                                 
344 La Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven vuelve a incidir en la creación de un portal único de 
empleo que incluya las ofertas de empleo y recursos para acceder a todo tipo de empleo. Estrategia de 
Emprendimiento y de Empleo Joven 2013/2016 
345 Por ejemplo este portal de empleo recibió en octubre de 2013, 105943 ofertas de empleo, un 35,6% 
más que en 2012. 
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mucho a favor de la confianza que los desempleados tienen en los servicios públicos de 
empleo. 
 
Por otra parte, desde las diversas reformas del mercado laboral, -y muy 
especialmente desde esta última- se ha dado un papel a las agencias privadas de 
colocación como entes colaboradores en la gestión de colocaciones. Hasta ahora, ya 
existían muchas agencias públicas de colocación que son entes públicos, como 
universidades, entidades fundacionales y otras vinculadas de una u otra manera a la 
Administración o financiadas con presupuestos públicos; y por otra parte, la 
intermediación privada en el mercado laboral, se venía haciendo por las empresas de 
selección y las empresas de trabajo temporal y, aunque en principio, éstas no podían 
realizar acciones de intermediación en el mercado laboral (ya que las primeras sólo 
podían prestar servicios de selección de personal y la segundas, realizar contratos de 
puesta a disposición de trabajadores para otras empresas a los que contrataban bajo la 
modalidad de ETT), en la práctica, la distinción entre estas figuras es muy tenue, y 
ahora ya ha desaparecido en el plano legal, en cuanto desde la reforma de febrero de 
2012, se autoriza a las ETT, a que presten servicios de colocación, tras la solicitud de la 
Administración laboral de la consiguiente autorización. Si estas empresas son más 
eficaces en la colocación, y los desempleados lo perciben así, puede ser el golpe de 
gracia para unos más que ineficientes servicios públicos de empleo adonde sólo suelen 
recurrir las empresas, o bien cuando la ley les obliga -por ser perfiles de desempleados 
sujetos a bonificaciones, pero en los que los servicios públicos de empleo tienen que 
participar- o bien en  aquellos casos en los que no encuentren el perfil que buscan en 












El sistema educativo español como política de inserción laboral juvenil. 
 
Dentro de las políticas de fomento e inserción laboral que vamos a abordar, la 
primera que se analizará es el modelo educativo. La importancia del modelo educativo, 
en todas sus fases de cara a una correcta y exitosa inserción laboral de nuestros jóvenes, 
y sobre todo para lograr crear un tejido industrial y económico competitivo e innovador, 
es indiscutible. La relación entre un mayor nivel educativo y un nivel bajo de tasa de 
desempleo346, se da en todos los países, incluso en España (aunque, como ya se ha visto, 
en muchos casos el empleo que obtiene el titulado universitario no requiere el nivel 
formativo que posee, generando el fenómeno de la sobrecualifiación), y la correlación 
entre un mayor nivel educativo y una economía más moderna, innovadora y 
competitiva, y con menores tasas de desempleo, es también generalmente aceptada. En 
términos generales, también hay que hacer constar la dificultad que tienen muchos 
países, entre ellos España, para lograr que el potencial de crecimiento económico que se 
deriva de su nivel educativo, se convierta en creación de un tejido económico con 
capacidad de absorción de todo el conocimiento, en puestos de trabajo que permitan el 
desarrollo profesional.  
 
El estudio y descripción del modelo educativo que se va a realizar aquí, está 
enfocado a determinar en qué medida el mismo es eficaz para obtener una adecuada 
inserción laboral de los estudiantes de los diferentes niveles educativos. No se va a 
entrar en esta tesis a determinar si el sistema educativo consigue otros fines que tiene, 
como son la inculcación de una serie de valores cívicos y constitucionales o el logro de 
una adecuada educación y formación; para ello existen diversos informes, como el 
                                                 
346 En el citado estudio sobre “Desempleo juvenil en España... ” realizado por el Servicio de Estudios del 
BBVA, se analiza la relación entre desempleo y educación y llega a la siguiente conclusión “la 
importancia de la educación desde 2008 es todavía mayor. Si bien la rentabilidad laboral de los estudios 
primarios apenas crece (la probabilidad condicionada de estar parado de un individuo con educación 
primaria en 2011 es un 9,6% inferior a la de uno sin estudios, frente a un 7,5% en el periodo 2000-2007), 
la de la educación secundaria superior y, sobre todo, de la universitaria aumentan de modo significativo. 
Superar la educación secundaria de segunda etapa reduce un 17,2% la probabilidad de encontrarse 
desempleado, 6,8pp más que en la fase expansiva previa. La recompensa, en términos de empleo, por 
obtener un título universitario se incrementa hasta el 21,5% en 2011, desde el 11,6% en el periodo 2000-
2007” Pág. 15.. 
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informe PISA347, que analiza comparativamente las capacidades de los alumnos en las 
diversas materias por evaluación de sus conocimientos en las mismas. Estos informes 
son estudios más que contrastados en el ámbito internacional; pero se debe tener en 
cuenta que los mismos reflejan que existen muchos países que son valorados peor que 
España -en la calidad de sus sistemas educativos y el nivel de conocimientos y 
habilidades que obtienen sus alumnos- pero que tienen tasas de desempleo juvenil 
notablemente inferiores a la española. Por lo tanto, podemos deducir que, con 
independencia de las mejoras que en nuestro modelo educativo puedan realizarse para 
mejorar el nivel formativo de nuestros alumnos, cualquier intento de hacer descansar 
toda la responsabilidad del alto nivel de desempleo juvenil en el sistema educativo, 
deberá rechazarse, puesto que, como se ha dicho, sistemas educativos peor valorados 
obtienen mejores índices de empleo juvenil348.  
 
La inserción laboral de los jóvenes está influenciada por toda una serie de factores 
económicos sociales y legislativos, entre los que el sistema educativo es uno más, pero 
este mismo sistema educativo lleva en vigor ya bastantes años y pese a sus defectos 
durante los años del auge económico, la tasa de desempleo juvenil, bajó muchísimo; y 
por lo tanto, concluir que el mismo disminuyó gracias a la gran calidad de nuestro 
modelo sería tan falso como afirmar  ahora lo contrario. Es importante esta reflexión, en 
tanto a que en estos momentos se está produciendo una serie de reformas de amplio 
calado349 en nuestro sistema educativo desde la aprobación de la Ley Orgánica de 
                                                 
347 En España, esta prueba se realizó a 6055 alumnos. 
348 En el gráfico realizado por el Ministerio de Educación, que incorpora este enlace, puede verse que hay 
países con mejores índices de empleo juvenil (son de hecho casi todos ya que España tiene una de las 
tasas de paro juvenil más altas del mundo) y pese a ello salen peor valorados en los Informes Pisa. 
http://www.mecd.gob.es/prensa-mecd/actualidad/2014/04/20140401-pisa/galeria.html 
349 La nueva Ley Orgánica de Mejora de la Calidad de la Educación aprobada en 2014 tiene como 
novedades principales las siguientes349:Establecimiento de reválidas con evaluaciones externas al final de 
ESO y bachillerato, con desaparición de la selectividad a partir de 2018.El alumno deberá elegir entre 
bachillerato o formación profesional en 3º de ESO.No se podrá promocionar con más de dos suspensos o 
con alguna asignatura troncal o la lengua oficial de la comunidad. Se reduce el temario que puede ser 
configurado por las CCAA.Desaparece la asignatura de educación para la ciudadanía.Se crea una 
formación profesional básica para los alumnos que no consigan terminar la ESO.Se potencian los 
contenidos y las horas lectivas de Lengua, ciencias y matemáticas. Se garantiza la enseñanza en 
castellano en toda España como opción en las comunidades que tengan lenguas cooficiales.La asignatura 
de religión contará para el cálculo de la media del alumno.Se establece la posibilidad de que existan 
colegios concertados que separen a los alumnos por sexos. Se reducen las competencias de los consejos 
sociales. Competencia entre colegios para seleccionar alumnos. Resumen  realizado con la exposición de 
motivos de la LOMCE. 
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Mejora de la Calidad de la Educación (LOMCE)350, que sí incide en relacionar -quizás 
demasiado- la calidad de nuestra enseñanza con el nivel del  desempleo juvenil. 
 
En este capítulo se va a describir el modelo, en toda sus fases, con los problemas 
que, en general, se ha visto que presenta de cara a la inserción laboral de los alumnos. El 
tratamiento de este capítulo será algo diferente al que recibirán el resto de políticas de 
fomento del empleo que se analizarás después. La razón es que los objetivos de la 
educación en todos los niveles sobrepasan el del logro de la disminución de la tasa de 
desempleo. Sus objetivos son más variados -como ya se expuso anteriormente- y más a 
largo plazo, con lo que entendemos que la aplicación de los criterios de evaluación que 
se han desarrollado anteriormente no es adecuada, muy especialmente en el caso de 
analizar la eficacia de la formación reglada. Por lo tanto, se aludirá a estudios que 
analicen la calidad del sistema educativo351, e igualmente, se aportarán muchos datos 
estadísticos, sobre todo en la materia referida a la investigación y desarrollo, que se ha 
incluido en este capítulo por estar muy vinculada al mundo de la universidad y donde sí 
se analizará el grado de transferencia de conocimientos de la investigación a los sectores 
productivos. 
 
1. Descripción del modelo educativo español con especial atención al modelo de 
formación profesional y al universitario. 
  
Antes de analizar las principales reformas que se han desarrollado en nuestro 
sistema educativo, se va a realizar una breve descripción del mismo (incluyendo una 
referencia a las novedades que incluye la Ley Orgánica de Mejora de la Calidad de la 
Educación y que se están implantando este curso 2014-15) con el fin de ver con rapidez 
los diferentes itinerarios formativos que un joven puede seguir en España y, de esta 
manera, cuando más adelante se realicen exposiciones más concretas de modalidades de 
inserción laboral que se producen dentro de estos itinerarios, se podrá identificar el 
contexto educativo en que se encuentra ese joven con más facilidad. 
 
                                                 
350 Esta ley que entra en vigor el curso 2014-15, tiene un presupuesto de 2160 millones para su aplicación 
según el Ministerio de Educación. 
351 Garrido Casas, J., “Evaluación del impacto del esfuerzo formativo en la empleabilidad de los 
trabajadores en el contexto del modelo formativo tripartito español”, Revista electrónica de investigación 
y evaluación educativa Vol. 17, nº 2, 2011, pp. 1 ss 
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1.2. Las fases del sistema educativo. 
 
1.2.1. Primaria, ESO, Bachillerato, Universidad. 
 
Los estudios obligatorios en España comienzan a los 6 años en Educación 
primaria; es en este momento cuando legalmente existe la obligación de escolarizar a un 
niño352. Esta obligación, desde 1990, aparece con la Ley de Ordenación General del 
Sistema Educativo (Logse), estableciendo unos estudios de primaria que duran seis 
años. Estos estudios, que tienen como fin la instrucción elemental, son comunes 
obviamente para todos los alumnos, que al finalizarlos no tienen que pasar ningún tipo 
de examen. Esta fase no tiene carácter un académico muy estricto, ya que en ningún 
caso conformarán el día de mañana parte de la nota de acceso a la universidad, ni del 
expediente académico del alumno. Con posterioridad a la fase de primaria, está la 
Enseñanza Secundaria Obligatoria (ESO), que si el alumno ha ido curso a curso353, 
finalizará a los 16 años, que es la edad mínima a la que el alumno puede abandonar los 
estudios siempre que tenga finalizados estos estudios y que coincide con el mínimo de 
edad para empezar a trabajar. En esta fase tampoco tiene el alumno que realizar ningún 
tipo de elección de estudios, siendo las materias comunes y, al finalizar, no tiene que 
realizar ninguna reválida de conocimientos, recibiendo el título de graduado escolar al 
acabar los estudios. Después de finalizar los mismos, el alumno ya si puede optar entre, 
o bien salir al mercado laboral sin más formación y que es una opción que realizan 
muchos. Esta opción durante los años del auge inmobiliario, fue muy habitual entre 
muchos jóvenes, que abandonaban la escuela en cuanto podían, comenzando a trabajar 
en la construcción o en empresas familiares y que debido a la enorme expansión del 
mismo, pagaban altos salarios.  
 
                                                 
352 Los estudios previos de preescolar en guarderías y centros de enseñanza para niños y mayores de tres 
años, no son, en verdad, obligatorios legalmente, sin perjuicio de que las Administraciones creen redes de 
atención infantil para atender las necesidades formativas y de cuidados de estos niños. La razón de estos 
centros de atención infantil, probablemente, se debe encontrar más bien en la incorporación de la mujer al 
trabajo, que hacen necesarios centros para el cuidado de estos niños para aquellos momentos en que la 
madre ya no tiene ningún tipo de permiso ni reserva al puesto de trabajo. Tradicionalmente los niños en 
España solían acudir al colegio por primera vez con cinco años, al preescolar  pero sin que tuviera 
carácter obligatorio. 
353 Según datos del Ministerio de  Educación, el 35% de los alumnos repite algún curso, lo que genera un 
sobrecoste de 2500 millones de euros al año y el 22% de los alumnos de ESO logra el título con 
suspensos, circunstancia permitida por el Decreto  de enseñanzas mínimas de ESO que completa la Ley 
Orgánica de educación de 2006, con la entrada en vigor de la LOMCE, sólo se podrá obtener el título con 
dos suspensos. 
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Otra opción, es realizar estudios de bachillerato, que es la opción que suelen 
realizar aquellos que luego quieren acceder a la universidad. Este bachillerato puede ser 
de diversos tipos, ya que el alumno se especializa en función del tipo de carrera que 
quiera realizar. Al finalizar esta fase, el alumno no tiene que realizar ningún tipo de 
examen y recibe el título de bachiller, pero si desea acceder a la universidad, tiene que 
realizar la prueba de acceso a la universidad, la selectividad.  Ésta tiene una parte 
general para todos los alumnos con las materias comunes en todas las líneas de 
bachillerato y otras pruebas específicas de la rama que el alumno escogió, teniendo 
diferentes puntuaciones las diversas pruebas en función del tipo de carrera que el 
alumno quiera realizar, puntuando con más puntos aquellas asignaturas más 
relacionadas con la carrera que desea realizar. Con la nota de selectividad, en media 
ponderada con su nota de bachillerato, obtiene la nota de corte para acceder a una u otra 
carrera en las universidades españoles -que constituyen un único distrito de cara a poder 
acceder a una carrera- de modo que en la actualidad,  a diferencia de lo que ocurría 
antes, cualquier alumno puede estudiar en la universidad española que quiera, con 
independencia de donde haya realizado la selectividad o el bachillerato354.  
 
1.2.2.Primaria, ESO, Formación profesional de grado medio y de grado 
superior. 
 
Por último, la siguiente opción que tiene el alumno al acabar la ESO, es entrar en 
la formación profesional. Esta formación se divide en dos fases: el grado medio y el 
grado superior. A la formación profesional de grado medio se accede desde el graduado 
escolar y en ella hay una gran variedad de módulos de especialización. Esta formación, -
que dura dos cursos,- concede al alumno el título de grado medio de formación 
profesional en la rama en que se haya especializado y al finalizar la misma puede, o 
bien continuar realizando un módulo de grado superior en formación profesional. 
 
                                                 
354 Una vez realizada el Grado, o Licenciatura o Diplomatura en la denominación anterior al proceso de 
Bolonia (que desde el proceso de homologación de Bolonia, tienen todos una duración de cuatro años con 
240 créditos ECTS salvo alguna excepción como los grados en Medicina, Arquitectura y alguna titulación 
más), el alumno y titulado universitario puede acceder, si quiere, a un título de Master Universitario, que 
es una especialización que suele durar un curso con 60 créditos y con posterioridad, si lo desea, este título 
de Master, le permite acceder al doctorado, que es ya un periodo formativo e investigador que suele durar 
unos 2-3 años.  
 
 206
Además, a los módulos de grado superior de formación profesional también 
pueden acceder aquellos alumnos que tengan el bachillerato, con o sin selectividad, o 
incluso titulados universitarios.  
 
1.3.Otras vías de acceso a la formación. 
 
Los itinerarios que se han descrito son los recorridos por el sistema educativo que 
realiza o puede realizar un alumno que lleve un devenir normal por el sistema 
educativo. Son todas estas las fases por las que puede pasar, con independencia de que, 
según su aprovechamiento, le ocupen más o menos años, la obtención de estos títulos.  
 
No obstante, como se va a explicar con posterioridad, existen también ciertos 
programas especiales para aquellos alumnos que abandonaron por largo tiempo los 
estudios o tienen problemas de inserción social por razones familiares o sociales. El 
sistema diseña muchas vías y programas para intentar garantizar que no van a 
abandonar los estudios sin obtener esta titulación mínima obligatoria, y de hecho, 
cuando se analiza el fracaso escolar, el máximo indicador que se utiliza (y que las 
Administraciones están más interesadas en reducir) es el del número de alumnos que no 
obtiene el título de ESO.  
 
Además de esta formación reglada y que tiene una clara importancia en la 
inserción del alumno en el  mercado laboral, existe también otro tipo de formación que 
está directamente relacionada con la inserción laboral. Esta formación se provee al 
margen de los sistemas reglados de educación y, para su acceso, en ocasiones se 
establecen requisitos formativos previos de tenencia de algún tipo de título oficial, pero 
en otras ocasiones, no se requiere ningún tipo de estudios previos, valorándose para 
acceder a ellos, el hecho de ser un trabajador en activo relacionado con el curso de 
formación en cuestión. Además de los cursos de formación ocupacional o formación de 
oferta, (tal y como la llama el decreto de formación del 2007), también se puede recibir 
formación a cargo del Estado por ser desempleado demandante de empleo en un 
servicio público de empleo y querer realizar un curso de formación de demanda para 
desempleados. Además como modelo mixto de formación entre ambas, se encuentra la 
formación en alternancia, que es aquella que reciben los trabajadores que se encuentren 
contratados mediante la modalidad formativa especialmente el contrato de 
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formacion/aprendizaje, según diferentes formulaciones que ha tenido en el tiempo. Esta 
formación -que el trabajador debe recibir obligatoriamente mientras trabaja en la 
empresa con unos límites de tiempo que se deben respetar por el empresario,- no puede 
consistir en formación reglada, sino que tienen que ser unos cursos de formación 
ocupacional o formación impartida en la empresa, (siempre que la misma disponga de 
los medios materiales y personales para ello). Es por ello, una modalidad de formación 
que permite la combinación de trabajo y formación y que ha sido tradicionalmente muy 
positivamente valorada como medio de inserción laboral de los jóvenes; de hecho 
algunos de los modelos de inserción laboral juvenil más exitosos, como el alemán, 
apuestan decididamente por este modelo. Además de este modelo mixto de formación, 
también están apareciendo programas de becas desde fundaciones públicas o privadas 
que incluyen la realización de prácticas con programas formativos y que también se 
comentarán  con posterioridad.  
 
Se acompañan en pie de página unas conclusiones comparadas de alumnos355 en 
cada fase del sistema educativo y con países europeos. Estos datos a la par que 
interesantes, por cuanto aportan una visión global del sistema educativo español y de 
otros europeos, están relacionados con la relación entre el desempleo juvenil español 
con el sistema educativo, ya que una de las razones que se aduce del elevado desempleo 
juvenil y de la sobrecualificación que hay en nuestro mercado laboral, es tanto el 
elevado número de alumnos en algunas fases del modelo, en concreto el universitario, 
así como, por el contrario, el bajo número de alumnos en otras, en concreto en los 
grados medios356 de formación profesional. Si bien las comparaciones entre datos de 
                                                 
355 Según el citado estudio del BBVA “Desempleo juvenil en España, causas y consecuencias” en sus  
páginas 6-7. Los datos de España permiten extraer tres conclusiones. “En primer lugar, se advierte una 
mejora intergeneracional del nivel educativo de la población española en línea con la registrada en el 
conjunto de la UE15. Así, el peso de la población con estudios secundarios de primera etapa o inferior en 
la cohorte de 20 a 24 años es 1,8 veces inferiores al observado en la cohorte de 55 a 64 años, tanto en 
España como en la UE15. En segundo lugar, el aumento del capital humano en España ha sido 
insuficiente para lograr la convergencia con los países de nuestro entorno, especialmente entre la 
población con estudios secundarios superiores. Los jóvenes españoles continúan a la cabeza de Europa en 
cuanto al peso de los menos educados (el 38,8% de la población española entre 20 y 24 años tan solo 
posee educación primaria o secundaria inferior, frente al 23,4% en la UE15) y a la cola en la importancia 
relativa de los estudios secundarios de segunda etapa (el 40,1% de los menores de 25 en España frente al 
61,1% en la UE15), principalmente de formación profesional (FP)4. En tercer lugar, el progreso del nivel 
educativo se ha materializado, principalmente, en el aumento de la relevancia de la educación 
universitaria entre las cohortes más jóvenes. Los datos del Gráfico 9 indican que el peso de los titulados 
universitarios en la población entre 25 y 34 años alcanza el 39,2%, 5,1pp más que el promedio de la 
UE15 y más del doble que el porcentaje de universitarios en la cohorte de 55 a 64 años (17,8%).” 
356En este sentido  Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. 
Op. Cit. Pág. 126. 
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porcentajes de alumnos en cada nivel siempre son discutibles, porque la estructura 
económica e industrial de cada país hace que sean diferentes las necesidades de 
cualificación, o si servirá para tener una idea de en qué medida es cierto o no la 
afirmación del sobredimensionamiento de nuestro sistema educativo, en relación con el 
modelo productivo de nuestro país. 
 
2. Breve reseña de las principales reformas educativas desde la Constitución 
Española.  
 
El derecho a la educación viene consagrado en la Constitución en el artículo 27    
como un derecho fundamental y por lo tanto, en los términos determinados por la ley, es 
exigible por los ciudadanos a los poderes públicos357. Desde que se han aprobado 
constituciones en España, siempre se ha realizado alguna mención al tema del derecho a 
la educación358, con mayor o menor carácter programático, o mayor o menor grado de 
exigibilidad. Pero desde la Constitución Española de 1978 el derecho a la educación 
constituye uno de los pilares esenciales del Estado de bienestar, y todas las reformas que 
se proponen sobre él son objeto de acalorados debates entre las fuerzas políticas. De tal 
modo que, hasta la fecha, nunca se han puesto de acuerdo los dos grandes partidos en 
definir un modelo educativo, y ambas fuerzas mantienen notables diferencias sobre 
determinados aspectos del mismo. Esta discrepancia se ha visto corroborada en la 
derogación de alguna reforma del modelo educativo por la oposición tan pronto como 
esta llegó al gobierno359. Esta falta de acuerdo en la materia contrasta con el acuerdo 
que existe en otros países en sus sistemas educativos, que se caracterizan por la 
estabilidad en sus modelos -frente a la multitud de reformas que se practican en el 
nuestro, como luego se verá- y el acuerdo de Estado entre las fuerzas políticas para el 
diseño del modelo educativo. El hecho de que en España se haya aprobado en los 
últimos 40 años más de cuatro reformas de calado con multitud de pequeños cambios 
entre ambas, da a entender que nuestras Administraciones están intentando resolver los 
problemas del sistema educativo a golpe de boletín. Además en el mismo sí nos 
encontramos con multitud de criterios de evaluación del mismo que detectan problemas 
                                                 
357 El gasto del Ministerio de Educación dependiente de este ministerio y no transferido a las 
comunidades será en 2014 de 2150 millones de euros un 10,6% más que en 2013. 
358 Por ejemplo el Título IX de la Constitución de 1812, “De la instrucción pública.” 
359 En el año 2005 el Gobierno derogó la llamada Ley Orgánica de Calidad de Educación que había sido 
aprobada por el Gobierno anterior el año 2003. 
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y soluciones, que aportan los partícipes en el proceso educativo y quizás, no siempre 
son los cambios legislativos la respuesta a los problemas del mismo. Puede que sean 
necesarios otros cambios, como la dotación de fondos (aunque hay que reconocer que 
tampoco los presupuestos dedicados en esta materia son escasos y desde luego no han 
dejado de aumentar en estos años), o quizás, otras prácticas organizativas del sistema, o 
lo que es más probable, puede que se esté culpando al sistema educativo de muchos 
males de los que no es culpable en lo que atañe a la inserción laboral, que es lo que 
afecta a esta tesis doctoral.  
 
Determinar el grado de preparación con el que salen los jóvenes del sistema 
educativo es objeto de controversia en la sociedad. En lo referido al nivel de 
preparación de los jóvenes, con independencia de las puntuaciones que recibe en España 
en los informes internacionales como el informe PISA, es incuestionable la mejora en el 
sistema educativo español en estos años y esa mejora se ha visto confirmada, en el 
hecho de que el crecimiento económico español en los últimos años se ha producido con 
mano de obra nacional fundamentalmente, y sólo en estos últimos años, ha habido 
entrada de inmigrantes, para ocupar además, puestos de trabajo de baja cualificación, 
con lo que el sistema educativo con todos sus problemas, ha proveído de mano 
cualificada nacional a la economía española, sin que, en términos generales, haya 
habido que acudir a reclutar perfiles cualificados al exterior. En cuanto a la adecuación 
entre los puestos de trabajo y las necesidades de la empresa, es cierto que las 
titulaciones probablemente no han estado plenamente adaptadas a las necesidades de las 
empresas y es la crítica más certera al sistema. No obstante, en general, hay que 
reconocer que los jóvenes que han emigrado y han encontrado empleo en puestos 
acordes a su titulación, no han tenido problemas en relación con la calidad de sus 
conocimientos (y no parece que durante los últimos años, y en especial, en aquellos del 
auge económico, las empresas se quejaran de lo inapropiados de los conocimientos de 
sus trabajadores, si no más bien, de la falta de personal). Pero, como se ha dicho, 
probablemente, ésta sea la crítica más asumida por el sistema educativo y que la 
reforma de los planes de estudio ha intentado solucionar. Para terminar, hay que decir 
que es cierto que en Europa claramente conviven dos tradiciones de estudios: la latina, a 
la que pertenecemos, que pone más énfasis, en el diseño en los planes de estudio en la 
parte teórica, mientras la tradición nórdica y anglosajona, en la que la parte práctica 
tiene quizás mayor importancia. No obstante, este diferente enfoque que puede tener 
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alguna trascendencia en el grado de adecuación de los estudios a las necesidades de las 
empresas y de la sociedad, se ve acompañada de otro factor que creemos más relevante, 
y es el hecho de la mayor participación de las empresas en los centros formativos de su 
entorno y en el diseño de planes de estudio. En otros países de Europa, como Alemania, 
las empresas participan y colaboran con los centros formativos de su entorno, de modo 
que están presentes y conocen los estudios que se ofrecen, colaboran con los centros y 
utilizan a los centros formativos como centros de reclutamiento de jóvenes a los que 
ofrecen multitud de contratos en prácticas y aprendizaje (de hecho vienen obligados por 
ley las empresas de más de 10 empleados a ofrecer estos contratos en prácticas). Esta 
interconexión entre centros educativos y empresa360, es vital para lograr bajas tasas de 
desempleo juvenil, y el hecho de convertir a los centros educativos en centros de 
reclutamiento de trabajadores, es fundamental para que los planes de estudio estén 
adaptados a las necesidades de las empresas. En España, por el contrario, la 
participación de las empresas en los centros educativos es escasa; se ha intentado con 
los consejos sociales en los centros de formación profesional y con los consejos sociales 
en las universidades, pero con muy poco éxito. Por otra parte, en términos generales, el 
número de jóvenes que realizan prácticas durante los estudios es aún bajo, en relación 
con los que se ofrecen entre países europeos (en los años de bonanza económica 
también era difícil acceder a un programa de prácticas, con lo que no es un problema en 
sí derivado de la crisis) y además las empresas siguen sin considerar de manera 
prioritaria a los centros educativos como lugares de selección de candidatos para sus 
puestos de trabajo, ya que en España la vía de acceso a un puesto de trabajo; 
especialmente para los jóvenes, es a través de canales informales. Este defecto que 
tienen las empresas españolas en su relación con los centros formativos, separa a las 
mismas de los centros formativos tanto como vía para incidir en sus planes de estudios 
como en sus posibilidades como centros de inserción laboral de jóvenes. 
 
2.1. Las reformas del sistema educativo. La reforma Villar Palasí de 1970. La 
ley General de Educación. 
 
                                                 
360 Según datos del INE a junio 2012 por tipo de especialización de conocimientos las tasas de desempleo 
se distribuían de la siguiente manera: Matemáticas y estadística 8,09% de desempleo, ciencias de la vida 
10,63%, derecho 10,64%, ciencias sociales y del comportamiento 13,9 %. 
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La primera reforma a comentar, aunque es antigua en el tiempo y 
preconstitucional, estuvo en vigor hasta 1990, y es el sistema educativo con el que se 
formó la inmensa mayoría de las personas que se encuentran en la actualidad en la 
plenitud de su vida laboral. Esta ley de 1970361, llamada   “Villar Palasí” en honor al 
ministro que la aprobó, creó la EGB, (Enseñanza General Básica)362 que iba desde los 6 
a los 14 años, distribuida en ocho cursos, finalizados los cuales, el alumno recibía el 
graduado escolar; después del mismo, el alumno podía optar por estudiar BUP 
(Bachillerato Unificado Polivalente) que duraba tres años, y, tras acabar esta fase, 
obtenía el título de bachiller; y después existía el COU (Curso de Orientación 
Universitaria) que era un curso prepararatorio para el acceso a la Universidad, en el que 
había varias ramas (Ciencias, Humanidades, Sociales, relacionadas con las distintas 
carrerras y que suponían examenes diferenciados en esa rama para el alumno junto a 
una parte común con Historia, Lengua y Literatura, Filosofia, etc) Entre la nota de 
bachillerato, COU y el examen de selectividad, fijaban la nota de corte de acceso a la 
Universidad. Además de realizar BUP, al acabar la EGB, el alumno también podía optar 
por realizar formación profesional, -la llamada FP-l, al acabar, también le permitía 
acceder a la Universidad, previa realización del examen de selectividad; y si no quería 
acceder a la Universidad, entonces podía continuar realizando formación profesional de 
grado superior, -el entonces llamado FP-2-. El modelo de la EGB continuó en vigor 
hasta 1990, y las razones por las que se decidió cambiar fueron: primero la alta tasa de 
abandono escolar363 con un importante número de jóvenes que ni siquiera obtenían el 
graduado escolar; segundo; la desvalorización de la FP-1 y en general de la formación 
profesional frente a la preferencia por el acceso a la Universidad y, sobre todo, la 
adecuación del modelo educativo a las necesidades de la nueva Constitución, que 
incluía una apuesta clara por la escolaridad obligatoria y la escuela pública, sin perjuicio 
de mantener e incluso fomentar los colegios concertados así como los colegios privados 
que se mantienen como opción para quienes quieran y puedan. 
 
                                                 
 
362 La Ley General de Educción, en teoría, no permitía abandonar el sistema hasta los 16 años, para 
permitir finalizar el ciclo de  EGB y un ciclo de bachillerato o de FP-1, sin embargo para poder acceder al 
bachillerato era imprescindible la obtención del título de graduado escolar (no así para acceder a la FP-1 
para el que sólo se exigía permanecer en la escuela hasta los 14 años obteniendo el certificado de 
escolaridad). Esta consideración de la FP-1 como reducto de los alumnos incapaces de acabar con éxito la 
EGB, es el germen de la desvalorización social de los estudios de formación profesional. 
363 La tasa de fracaso escolar que estaba situada en torno al 30% en el año 1990 se sitúa en está situada en 
torno al 28% en 2013 frente al 14,5% en que está situada en Europa. 
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2.2. El derecho a la educación y las diferentes leyes que la han desarrollado en 
la democracia. 
 
Con la aprobación de la Constitución en 1978 queda recogida en la misma el 
derecho a la educación como derecho fundamental364  que sólo puede ser regulado en su 
contenido esencial por ley orgánica. Aunque la competencia legislativa en materia 
educativa, en su contenido básico, es reservada al Estado en el artículo 149, las 
Comunidades Autónomas tienen capacidad legislativa en la materia. Las Comunidades 
Autónomas, deben respetar unos mínimos comunes, que han sido siempre objeto de 
controversia, especialmente, con las Comunidades gobernadas por partidos 
nacionalistas, como País Vasco y Cataluña. Por otra parte, los medios materiales y 
humanos han sido transferidos a la totalidad de Comunidades Autónomas, las cuales 
tienen propia capacidad organizativa, quedando el Estado limitado a la capacidad de la 
aprobación de planes de estudio y titulaciones en el ámbito universitario y guardando 
las Comunidades Autónomas cierta libertad en el diseño de los planes en aspectos 
referidos al tratamiento de la lengua de su comunidad, así como cierta adecuación de los 
contenidos comunes a la historia del territorio etc. Esta capacidad de las Comunidades 
Autónomas ha generado multitud de polémicas, en tanto que muchos, han querido ver 
en la misma un intento de adoctrinacimento por parte de estos Gobiernos autonómicos, 
mientras que los proyectos por parte de la Administración central de reforzar el 
contenido común de dichas materias, ha sido visto por las nacionalidades históricas 
como un medio de unificación de contenidos con un criterio y visión centralizadora. 
Esta politización de los contenidos de los planes de estudio es deplorable; y que las 
Administraciones intenten  adoctrinar a través de la educación, sea en un sentido u otro, 
(y sobre todo la incapacidad en más de 30 años en fijar de una manera pacífica, un 
contenido común y unas materias y libros de texto comunes), sólo mantendrá un estado 
permanente de provisionalidad y de discrepancia entre Administraciones en materia 
educativa, de la que nada positivo puede derivarse. 
 
                                                 
364 Art. 27 CE reconoce el derecho de todos a la educación y  el artículo. 149.1.30 CE, entre las 
competencias exclusivas del Estado, señala “la regulación de las condiciones de obtención, expedición y 
homologación de los títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del Art. 27 
CE a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia. 
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Tras la aprobación de la Constitución de 1978365 han sido varias las leyes 
orgánicas en desarrollo del derecho a la educación.366 En términos generales, 
reorganizaron la estructura administrativa de la universidad, regularon el acceso al 
profesorado y sentaron las bases constitucionales para un cambio del modelo educativo. 
También diseñaron un potente sistema de becas que universalizaban el acceso a la 
educación en todos sus niveles pero se debería esperar hasta la aprobación de la Ley de 
Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE)367 para que tuviéramos la 
estructura del sistema educativo actual. La descripción de las diferentes fases del 
modelo vigente no se va a repetir, ya que ya han sido descritas previamente. Los logros 
de esta reforma son, por una parte la universalización368 plena del derecho a la 
educación (art. 27.4 Constitución Española) con un amplísimo programa de becas de 
estudio369, la modernización del sistema público de educación en todos sus ámbitos con 
aumentos sostenidos en los presupuestos públicos destinados al efecto, rediseño de los 
planes de estudio de licenciaturas, diplomaturas, y demás estudios universitarios, 
nuevos planes de estudio, así como la introducción de nuevas metodologías pedagógicas 
adaptadas tanto a la universalización como al nuevo rol de la figura del profesor y del 
centro formativo en la sociedad actual. Con esta ley también se procedió a la reforma de 
                                                 
365 La Unión Europea en el artículo 12 del texto Fundacional también apuesta por la importancia de la 
política de formación y educación dentro de la Unión. 
366 Desde 1978 han sido muchas las reformas en materia educativa así las principales reformas que se 
encuentran sobre este derecho fundamental son: La Ley Orgánica del Estatuto de Centros Escolares en 
1980 que estableció la libertad de ideario religioso o laico de cada centro con la única limitación de los 
principios constitucionales, la Ley Orgánica de Reforma Universitaria en 1983 que reorganizó las 
universidades españolas, estatutos de funcionamiento y acceso a la docencia, en 1985 la Ley Orgánica del 
Derecho a Educación reguladora del contenido esencial del derecho que establece “esta educación será 
obligatoria y gratuita en el nivel de la Educación General Básica y en su caso, en la FP de primer grado, 
así como en los demás niveles que la Ley establezca, en 1990 la Ley Orgánica de Ordenación General del 
Sistema Educativo que es la ley reguladora general del sistema de educación que diseña el sistema de 
educación aquí descrito, en 1995 la Ley Orgánica de Participación, Evaluación y Gobierno de los Centros 
reguladoras del funcionamiento interno de colegios e institutos, en 2002 la posteriormente derogada Ley 
Orgánica de Calidad de Educación y en ese mismo año se aprobaron también la Ley Orgánica de 
Universidades y la Ley Orgánica de Cualificaciones, en 2006 se aprobó la Ley Orgánica de Educación 
Desarrollada por el RD 1147/2011, de 29 de julio, de ordenación general de la formación profesional del 
sistema educativo: Esta ley integra en la ordenación de la formación profesional de los módulos 
profesionales de los Programas de Cualificación Profesional Inicial; los cursos de especialización de los 
ciclos formativos, amplía las posibilidades de acceder a los diferentes nivelesde formación profesional. 
En 2007 una nueva ley de reforma de la Ley Orgánica de Universidades y por último la última reforma en 
2013 la Ley Orgánica de Mejora de Calidad Educativa. 
367 Una de las grandes apuestas de esta reforma era el cambio en la metodología de formación y de 
evaluación del alumnado, potenciando los conocimientos tecnológicos, unos contenidos más variados y 
acercados a la realidad y una evaluación basada en proyectos, trabajos en grupo que completaran los 
métodos tradicionales. 
368 En 2013 había en España, 127919, frente a 121543 que había en 2007. 
369 Después de la ESO, el 72% de los jóvenes tiene claro que hacer, el 61% quiere hacer bachillerato para 
ir a la universidad, el 18% estudiar formación profesional, el 8% aprender un oficio fuera de la FP, y el 
3% encontrar un empleo, según el informe “ El futuro comienza hoy” de la Fundación Adsis. 
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la formación profesional, reconvirtiendo la antigua FP-1 y FP-2, en grado medio y 
superior de formación profesional, en un intento de hacer atractiva la misma para los 
jóvenes españoles. Ya que, para finales de los ochenta, empezó a ser patente que el 
hecho de poder acceder todos los ciudadanos a los estudios universitarios, estaba 
generando una incorporación masiva a la Universidad en detrimento de la formación 
profesional, siendo el inicio del que sería uno de los grandes problemas de España, -la 
sobretitulación de universitarios en proporción a la población- con la manifiesta 
incapacidad del mercado laboral de absorberlos, así como por otra parte, la falta de 
titulados en formación profesional especialmente de los grados medios, tal y como 
expondremos posteriormente, con datos estadísticos. El éxito de la LOGSE, es desigual 
y muy discutido; es indudable el éxito en la universalización en el acceso de todos a la 
educación, el desarrollo de toda una serie de escuelas institutos y Universidades 
públicas, con una amplia red de centros por toda España. Pero, como críticas al modelo 
de la Logse está, por una parte; la caída de la calidad de la enseñanza pública y del nivel 
de aprendizaje de los alumnos al acabar especialmente los estudios de ESO y 
Bachillerato370 (la evaluación de los resultados y del nivel académico de los estudiantes 
españoles es polémica y aunque hay muchos estudios y algunos informes 
internacionales que periódicamente evalúan su calidad, hay discrepancia sobre los 
mismos) y hay que reconocer, que aunque ha bajado la tasa de fracaso escolar, los 
niveles siguen siendo muy altos en comparación con la de los países de nuestro entorno, 
pese al importante aumento de gasto en educación y en programas de lucha contra el 
fracaso escolar entre los grupos más sensibles a ella. Otra crítica al modelo es que ha 
rebajado la importancia del esfuerzo del alumno como valor a proteger, erosionando la 
autoridad del profesor y dando como consecuencia el bajo nivel de conocimientos 
adquiridos por el alumno. Si bien es cierto que el sistema de evaluación de 
conocimientos de primaria y de la ESO, han sido modificados respecto al existente con 
la  EGB, relacionar esta modificación con el nivel académico más bajo que según 
algunos estudios poseen los alumnos en la actualidad, es quizás algo excesivo, (aunque 
es cierto que los datos de fracaso escolar están ahí pero en los alumnos que no fracasan, 
no está tan claro que se produzca esa bajada generalizada del nivel educativo). 
 
                                                 
370 La metodología de evaluación siempre fue uno de los aspectos más criticados del modelo, puesto que 
tanto en primaria como en la ESO, el sistema primaba el paso de curso del alumno con independencia de 
un auténtico progreso de sus conocimientos. 
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Con posterioridad a la LOGSE, ha habido dos leyes orgánicas que la ha 
reformado. La primera fue la LOCE (Ley Orgánica de Calidad de Educación) que 
aunque llegó a ser aprobada  en 2003 fue derogada en su integridad por el gobierno 
siguiente justo al llegar al poder, lo que muestra el nivel de falta de acuerdo entre las 
grandes  fuerzas políticas en materia de educación. La siguiente reforma es la actual 
LOMCE (Ley Orgánica de Mejora de la Calidad Educativa). Esta ley apuesta por la 
evaluación de conocimientos como elementos fundamentales entre las diversas fases del 
modelo, además de permitir la elección de centro de educación con independencia del 
lugar de residencia del niño, con el fin de fomentar la competencia entre centros y de 
esta forma mejorar la calidad de la enseñanza. Además también diseña una mayor 
vinculación entre la obtención de una beca371 y los resultados académicos junto a los 
requisitos de falta de ingresos necesarios para poder solicitarla. Por otra parte, se 
modifican los contenidos comunes de los planes de estudio, de modo que se intenta que 
exista un cuerpo de conocimientos común con independencia de las competencias de las 
Comunidades Autónomas en la organización de la educación y de la determinación de 
contenidos específicos en función de las peculiaridades de su región. La crítica que se 
ha realizado a estas medidas consiste fundamentalmente en que potencia la escuela 
privada frente a la pública, ya que a la par que mantiene los colegios concertados 
(colegios privados subvencionados con dinero público), éstos se verán favorecidos por 
la libertad de matriculación de los padres en aquel colegio que deseen, por lo que los 
niños con problemas de integración pueden ser rechazados por estos colegios y acabarán 
todos ellos en centros públicos, produciéndose una segregación de niños por centros. 
Por otra parte, el aumento de la nota requerida para acceder a una beca implicará un 
mayor esfuerzo para aquellos que no pueden costear sus matrículas372 con respeto a 
aquellos que sí pueden, produciendo de facto, una mayor facilidad para acceder y 
mantenerse en estudios universitarios para clases acomodadas que para las más 
                                                 
371 Por ejemplo, dos de cada 10 universitarios españoles tiene beca mientras que en Reino Unido es 6 de 
cada 10. España se ha convertido en el 3º país más caro de los 15 de la UE para estudiar un grado y 4º 
para un master. http://www.aprendemas.com/Noticias/html/N13573_F14022014.html 
372 La partida de becas para estudios para alumnos con rentas bajas aumentará un 21,5% hasta 1411 
millones de euros totales en el año 2014; para poder acceder a estas becas demás de cumplir los requisitos 
de carencia de rentas oportunas, el alumno deberá tener como mínimo un 5,5 para acceder a primero y 
además tendrá que aprobar entre el 65% y el 90% de los créditos dependiendo de la rama a la que 
pertenezcan sus estudios en cursos sucesivos para poder mantener la exención de pago de tasas. No 
obstante, se exigirá un 6,5 de nota para poder acceder a la beca compensatoria y de residencia, unos 1500 
euros cada una, además deberán asistir al 80% de las horas lectivas y superar al menos el 50% de los 
créditos matriculados para no tener que devolver la ayuda. Elaboración propia con datos del Ministerio de 
Educación. 
 216
necesitadas. Esto incide en la separación de clases sociales, ya que se apunta a que la 
Universidad ha constituido un elemento cohesionador de la juventud española, en 
cuanto coincidían en las Universidades públicas jóvenes de diferentes clases sociales. El 
hecho de querer fortalecer la parte común de los planes de estudios en la enseñanza 
primaria y secundaria ha sido visto por los gobiernos nacionalistas como un intento 
centralizador de lo contenidos educativos, así como un intento de unificar criterios 
políticos que suponen un sesgo en la libertad ideológica del alumno y de la capacidad de 
las propias Comunidades Autónomas de explicar sus particularidades históricas. Las 
fuerzas de la oposición han firmado un pacto por el que, cuando el Partido Popular, que 
ha aprobado esta ley -pierda la mayoría absoluta de gobierno- se comprometen a 
derogar la ley, con lo que no encontramos con una repetición de la situación de 2004 
que vuelve a mostrar la nula capacidad de los partidos para ponerse de acuerdo en un 
tema de importancia capital como éste. Esta incapacidad para el acuerdo ya ha sido 
manifestada en la tramitación de la ley en el informe preceptivo que el Consejo de 
Estado emitió sobre esta ley, reclamando “ un acuerdo general de las fuerzas políticas y 
sociales para buscar un texto que pueda dar mayor estabilidad al sistema”. 
 
3. El sistema universitario. 
 
3.1. Los planes de estudio. La adaptación a Bolonia. La investigación en 
España en las universidades y centro públicos de investigación. La 
investigación privada. 
 
La Universidad española ha sido protagonista de un importante cambio desde la 
Ley de Universidades de 1984 y muy especialmente desde la universalización de las 
becas,373 que permitieron que un importante número de jóvenes374, accedieran a la 
                                                 
373 En España la vía decidida para permitir que los alumnos con dificultadas económicas estudien, es la 
beca pública que disfruta en torno al 20% de los alumnos universitarios para aquellos que cumplan los 
requisitos económicos y unos mínimos académicos pero no son becas competitivas, ya que todos los que 
cumplen los requisitos tienen derecho a recibirla y no hay un proceso selectivo entre ellos. Por el 
contrario, en otros países donde la formación superior no es financiada por el Estado como en  EEUU, la 
financiación de los estudios superiores es a través de préstamos. Aquí también se han diseñado programas 
de préstamos a bajo interés para ser reembolsado cuando se trabaje. Estos préstamos tenían un tipo de 
interés de entorno al 2,8% y son financiados por el Instituto de Crédito Oficial y se determinó que 
empezarían a devolverlos o bien cuando ganaran más de 22000 euros anuales o a partir del tercer año y a 
pagar entre 2 y cuatro años con dos de carencia total. Este programa de préstamos desapareció en 
2012.Recientemente el Ministerio de Educación ha ampliado el plazo para devolver estos créditos, hasta 4 
años para programas de 60 créditos y hasta  5 años en programas de 90. 
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misma375. Esta nueva realidad de la Universidad española ha generado un considerable 
aumento del número de universidades en España tanto públicas como privadas. Aunque 
ha subido el número de alumnos, se ha generado un debate, acrecentado en estos 
momentos como consecuencia de las penurias presupuestarias376 que también han 
llegado a la universidad, respecto a la calidad de nuestra Universidad, ya que es cierto 
que entre los listados de calidad de universidades en el ámbito mundial, más 
concretamente en la lista de Shangai, no aparece ninguna española entre las 160 
mejores. Este hecho también contrasta con la incuestionable calidad de muchos de 
nuestros investigadores y proyectos. La reforma de la Universidad es uno de los 
elementos que, sin duda, puede ayudar a mejorar la calidad de la enseñanza superior y, 
por tanto, a lograr alumnos mejor preparados con mejores posibilidades de inserción 
laboral y a conseguir mejoras en la innovación y competitividad de la economía 
española. La competencia en materia de universidades está atribuida al Estado377, que 
regula los criterios para su creación, funcionamiento y organización, sin perjuicio de 
que las autonomías son las que pueden crearlas por Ley de la CCAA (además del 
Estado, también por Ley)  según indica el Art. 4 de la Ley de Universidades y de hecho, 
al amparo de esta posibilidad legal se han creado muchas nuevas universidades de 
ámbito autonómico. Además, se debe aludir a las universidades de la Iglesia que, según 
los Acuerdos con la Santa Sede, no necesitan autorización para ser creadas por parte de 
la Administración378, aunque sí para homologar sus títulos y planes de estudios que son 
aprobados por la Administración central a través de un organismo dependiente del 
Ministerio de Educación, la ANECA, que es la que regula la adaptación de los nuevos 
planes de estudio al proceso de Bolonia tanto para títulos de Grado, como Master 
oficiales y programas de doctorado. 
 
                                                                                                                                               
374 El aumento del número de titulados universitarios, no ha sido un fenómeno exclusivo de España, 
según la UNESCO en 1980 había 50 millones de estudiantes de educación superior, en 1995 eran 82 
millones y en 2009, 170 millones. 
375 En los años 40 sólo un 3% de los varones tenían estudios superiores universitarios y un 2,4% estudios 
de diplomatura universitaria mientras que en 2013 el 53% de las mujeres de 23 años o más tenía estudios 
universitarios o estaba en vía de obtenerlo. 
376 El curso 2012-13 hubo 700594 perceptores de becas generales y movilidad, unos 20000 menos que el 
curso anterior de las cuales 322000 fueron para universitarios con un presupuesto de 1417 millones de 
euros. 
377 L.Orgánica 6/2001, de 6 de diciembre, de Universidades.  
378 No obstante, la STC de 5 de junio de 2013, parece exigir una ley de reconocimiento para la creación de 
una nueva universidad. 
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En cuanto a los planes de estudio, en estos momentos se está en plena 
implantación del proceso de homologación de Grados universitarios de Bolonia, que ha 
reconvertido las antiguas Licenciaturas y Diplomaturas de tres y cinco años en Grados 
de cuatro años equivalentes a 240 créditos. Al acabar el Grado el alumno puede, si lo 
desea, especializarse con la realización de un Master, que suelen durar un curso de 60 
créditos ECTS.  El proceso de implantación de los Grados pretendía, por una parte, una 
homologación de los títulos, en el ámbito europeo que permitiera la movilidad de 
titulados por Europa mediante un reconocimiento automático de los títulos. Además, 
este proceso habría debido permitir, por una parte, un cambio de la metodología de 
enseñanza, adecuándola más a un contenido práctico y cercana a las necesidades de las 
empresas, mediante la renovación de los planes de estudio y con el diseño de grupos de 
alumnos más pequeños para impartir una fomación más práctica. La crisis económica ha 
afectado también a este proceso de implantación, impidiendo la contratación de más 
personal para crear grupos más pequeños de docencia y ha impedido diseñar muchos 
masteres de especialización que estaban previstos, y en general, ha restado recursos379 al 
sistema380, que aunque ha afectado principalmente a la investigación, como se verá más 
adelante, también ha dejado sentirse en la docencia.  
 
3.2.Situación actual de la investigación universitaria en España. La 
investigación en España en las universidades y centro públicos de 
investigación. La investigación privada. 
 
Al tratar de la Universidad española, además de referirnos a su aspecto más 
destacado, que es la docencia, no se debe olvidar la investigación, necesaria tanto para 
la adquisición y actualización de conocimientos, como para el desarrollo de tecnologías 
que, a través de patentes381, permitan la innovación de las empresas. La investigación en 
                                                 
379 Hay que recordar que la matrícula sólo costea el 20% del coste de los estudios, el resto se financia con 
cargo a presupuestos públicos. Datos del Ministerio de Educación 
380 Otro efecto de la crisis ha sido la subida de tasas universitarias decidida por el Gobierno, de hasta un 
50% en algunos casos en primera matrícula y del 16,7% de media, lo que ha generado dos consecuencias, 
por una parte una ligera disminución del número de alumnos de grado, especialmente acusada en el 
número de alumnos de postgrado y por otra parte, se observa que los alumnos disminuyen la carga lectiva 
que matriculan para bajar el coste anual de la matrícula. Según datos del Ministerio de Educación, el 
curso 2012-13 disminuyó en 21500 el número de alumnos en la universidad. 
381 El número de empresas españolas que innovan o con innovaciones en curso asciende a 50983, el 
16,57% del total según el Strategic Research Center de EAE business schol en 2012, un 59% más que en 
2009 situándose el 15º de la UE según datos de Eurostat recogidos por Instituto Estudios Económicos 
además, según datos de la Comisión Europea España es el 17 de 28 en transferencia de innovación en 
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España382se realiza, fundamentalmente, a través de los departamentos de las 
universidades con sus grupos de investigación y a través de los institutos públicos y 
privados de investigación, financiándose los primeros esencialmente con dotaciones 
presupuestarias, además de con fondos obtenidos para la investigación de los proyectos 
provenientes de todo tipo de entidades públicas y privadas. También consiguen ingresos 
por patentes obtenidos por la cesión de las mismas a las empresas para su uso en el 
diseño y fabricación de productos y otros ingresos provenientes de la colaboración con 
empresas privadas. 
 
 Dentro de los centros públicos destaca en España el Consejo Superior de 
Investigaciones científicas (CSIC)383, que aglutina una multitud de centros de 
investigación. La investigación y la docencia tradicionalmente han sido una de las 
salidas naturales de muchos jóvenes con muy alta preparación que, mediante programas 
de becas doctorales y postdoctorales, se introducían en el mundo de la investigación y el 
desarrollo e incremento de los fondos para universidades, permitiendo que a su vez 
muchos de ellos, con posterioridad, compatibilizaran sus labores docentes384 e 
investigadoras en el caso de la Universidad o bien, se incorporasen a centros de 
investigación, gracias al impulso que la misma recibía, mediante el importante aumento 
de fondos públicos y privados.  
 
La crisis económica ha afectado a la posibilidad de que una gran cantidad de 
jóvenes385 puedan iniciar carreras investigadoras en España ante la disminución de 
                                                                                                                                               
patentes. http://www.eae.es/news/2013/03/25/el-numero-de-empresas-innovadoras-en-espana-crece-un-
59 
382 La investigación suponía en 2010, el 1,39% del PIB, cuando el objetivo del plan Investigación y 
Desarrollo era un 2%. Las dos terceras partes de esta inversión tenían que provenir de empresas privadas 
y ni el 50% tenían ese origen en ese año que fue el de mayor gasto público en I+D+I y en el año 2014 será 
en torno a los 6146 millones de euros. Además la cuantía de gastos de investigación está muy repartida en 
los presupuestos de diversos Ministerios como Industria, Economía, Agricultura pero también hay una 
partida muy importante en Defensa y muchos de las cantidades de esas partidas, son para el pago de 
proyectos adeudados de años anteriores con lo que en verdad, el dato de porcentaje de PIB en gasto de 
I+D+I es muy de calcular. El 6,13% del gasto de I+D tiene destino a investigación militar en los 
presupuestos generales del Estado de 2014. Datos del Presupuesto General del Estado.  
383 El CSIC cuenta con 135 institutos de investigación y en trabajan en él a 2011, 14050 personas y 
trabaja en casi 4000 proyectos, produciendo el 19% de los artículos científicos de España, que en 2011 
fueron 12420 en revistas indexadas. Datos del CSIC. 
384 Según datos del Ministerio de Hacienda, la universidad pública ha perdido unos 6000 docentes, un 9% 
de su plantilla desde 2008. 
385 Según datos del INE, Andalucía por ejemplo, ha perdido 786 investigadores a jornada completa entre 
2010 y 2012 pasando de 15064 a 14280, y en el ámbito nacional de 134653 a 126777. 
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becas de investigación386, así como la posibilidad de que los mismos se incorporen a las 
plantillas de las universidades387 o centros de investigación, una vez acabados sus 
períodos de investigación en España o en el extranjero, debido a la ausencia de nuevas 
plazas. Esta disminución, que supone la reducción de fondos para la investigación388 en 
España, limitará en un futuro las posibilidades de desarrollo de conocimientos e 
innovación, por el retraso que la falta de fondos implicará en el desarrollo de las 
investigaciones; y esto es lo más grave, que muchos de los jóvenes investigadores389 
continuarán sus carreras investigadoras y sus vidas en el extranjero y no es fácil que con 
posterioridad, encuentren acomodo en los centros nacionales, una vez desconectados de 
España durante muchos años, ni que sus vidas personales encuentren y permitan una 
movilidad geográfica familiar y personal390. El Gobierno ha promovido una mayor 
colaboración de las empresas en los proyectos de investigación de los entes públicos 
ante esta falta de recursos; pero dado que las mismas, también carecen de liquidez, no es 
posible en este momento hacer depender a la investigación española a corto plazo de la 
financiación privada.391 Por otra parte, la dificultad de transferencia del conocimiento de 
los centros investigadores a una industria española392 muy dependiente de 
                                                 
386 Los programas de contratación de jóvenes investigadores, como el programa Ramón y Cajal para 
retornar a investigadores en el extranjero, disminuyeron un 30% en la última convocatoria. Según datos 
del INE el número de investigadores ha caído un 3,28% desde 2008-11 aunque la producción científica ha 
subido un 7,28% en publicaciones. 
387 En 2013 las universidades públicas verán recortadas su presupuesto de investigación en un 80% 
388 El incremento que el presupuesto en I+D+I en 2014 del 1,33% alcanzándose la cifra de 5663 millones 
de euros incluye 3383 millones que son para pagar préstamos que tienen que atender los centros de 
investigación, y 2250 millones de subvenciones a la investigación lo que supone un 6,3% más que en 
2013 pero de estos 506 millones son para investigación militar. Datos de Presupuestos Generales del 
Estado y de “ El País” 27 de septiembre de 2013. 
389 En España según datos del INE,  la actividad de I+D+I genera unos 215000 empleos en 2012 de los 
que el 60% eran directamente investigadores. 
390 La fuga de cerebros, sí es un problema de la emigración de jóvenes españoles ya que el recorte en 
gastos de investigación y desarrollo ha sesgado las carreras investigadoras de muchos jóvenes que han 
tenido que emigrar a otros países a continuar sus investigaciones.  Esta emigración es en parte, positiva 
por la mejora de conocimientos, el problema es la imposibilidad de volver que comienza a manifestarse al 
acabar sus estancias en el extranjero. La continuación de los programas Juan de la Cierva y Ramón y 
Cajal es imprescindible para no perder definitivamente ese talento.  
391 La investigación pública en España se financia mediante aportaciones presupuestarias que suelen 
financiar tanto el coste salarial de investigadores con plaza de funcionario, contratados laborales o 
becarios de planes y programas de investigación y el mantenimiento de los centros públicos de 
investigación fundamentalmente en torno al CSIC y a las universidades. Por otra parte, obtienen 
financiación de proyectos de ámbito nacional o europeo que subvencionan proyectos concretos, con cargo 
a estos proyectos, se pagan diversos gastos ya particulares de cada grupo de investigación e incluso el 
centro con cargo a los mismos puede contratar de manera eventual y temporal a alguna persona. Además 
de esta financiación pública, obtienen recursos de asistencia a congresos, publicaciones, patentes con 
empresas privadas y patrocinios de empresas o fundaciones. 
392 España registró solo el 1% de las patentes mundiales, las empresas son las principales solicitantes muy 
lejos de universidades y entes públicos, según un estudio de la Online Business Schol. 
http://www.eae.es/news/2013/09/02/espana-registra-solo-el-1-de-las-patentes-mundiales-de-2012 
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multinacionales extranjeras, que se limitan a fabricar en España pero que no realizan en 
nuestro país labores de investigación de envergadura, dificulta esta conversión del 
conocimiento investigador en innovaciones. Así, son limitadas las áreas en las que la 
tecnología española ha permitido crear un sector industrial que recoja este 
conocimiento. Por ejemplo, se podría mencionar al sector aeronáutico, el sector 
aerospacial, automoción o energías renovables, pero hay escasos ejemplos de 
transferencia en el sector de las telecomunicaciones o de informática o incluso en el 
propio de la investigación biomédica o biotecnología en el que la dependencia de las 
multinacionales en España es muy destacada y sólo las empresas nacionales potentes393 
en esos sectores innovan394 y patentan en España.. Potenciar la colaboración entre 
investigación y empresa privada es deseable, pero querer hacerlo ahora, de manera 
masiva, ante la falta de presupuestos públicos y con un sector privado carente de 
financiación, es peligroso a corto plazo, ya que puede dar lugar a la finalización de 
muchas investigaciones. 
 
Las empresas privadas395 también realizan labores de investigación por sí mismas 
sin colaborar con centros públicos; aunque en España, en general, el hecho de que el 
tejido empresarial esté formado por empresas pequeñas y medianas y que los sectores 
en los que se ha basado el crecimiento durante los últimos años, que son poco 
desarrolladores de tecnología de alto valor añadido, dificulta un modelo privado de 
investigación, sólo limitado a algunas empresas punteras en los sectores que antes se 
han mencionado y que coinciden con los sectores donde la colaboración público privada 
es más tradicional. Pero hay una ausencia de tejido investigador privado en España a 
largo plazo y por otra parte, el desarrollo de la financiación396 de investigación mediante 
subvenciones a becas u otros proyectos por parte de entidades privadas o la propia 
                                                 
393 Según la lista que elabora la Comisión Europea en 2013,sólo entre el gasto en I+D+I que Volkswagen 
y BMW, se cubría la totalidad del que se hacía en España entre inversión pública y privada unos 13467 
millones de euros en 2013. http://esmateria.com/2013/11/19/volkswagen-y-bmw-invierten-mas-en-id-
que-toda-espana/ 
394 Según Cotec en España, sólo 11213 empresas de los más de tres millones innovan. 
http://www.europapress.es/economia/noticia-economia-empresas-solo-11213-empresas-invirtieron-id-
espana-2012-cotec-20131202133756.html 
395 Según el INE desde 2008 el número de empresas con actividades innovadoras se ha reducido un 43% y 
las actividades en I+D un 36% siendo el total de inversión en I+D incluido el presupuesto público en 
14182 millones, el 1,33 del PIB en 2011. 
396 La financiación a la innovación ha caído un 34% desde 2008 frente al 22% en Europa, según el 
barómetro internacional de financiación a la innovación realizado en 2012 por la consultora Alma CG. 
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banca, está muy limitada por las dificultades económicas y de financiación.397Además, 
tampoco se recibió mucho impulso por las empresas y entes privados en los años de 
crecimiento económico en España. En este punto, la desaparición de la obra social de 
las cajas de ahorros ha supuesto un golpe a la disposición de fondos a empresas para  
investigación que, por su propia naturaleza, en los momentos iniciales siempre 
constituyen una apuesta de alto riesgo. 
 
Sería muy importante para estabilizar un sistema de investigación nacional que 
permitiera, tanto un desarrollo estable de las carreras de los investigadores, como la 
máxima transferencia de conocimientos del ámbito público de investigación a la 
empresa privada, que se diseñaran planes de investigación en coordinación con 
empresas españolas, que pudieran rentabilizar de alguna manera, el posible éxito de 
dichas investigaciones. Y a la par, que se involucraran en la financiación de las mismas 
parcialmente, sin que las Administraciones públicas, dejaran de financiar en parte las 
mismas, ya que se ha visto históricamente, que las empresas privadas, en épocas de 
recesión, antes que otros suelen recortar, el gasto dedicado a investigación, por su 
escaso retorno económico a corto plazo. Por ello, cierta estabilidad en unos niveles de 
financiación por parte de la Administración, será siempre necesaria para garantizar el 
desarrollo de la investigación en nuestro país. 
 
3.3. La inserción laboral de los titulados universitarios en España. 
 
En este apartado interesan enn primero lugar, los datos de número de egresados 
del sistema universitario así como algunos estudios que se aportarán, sobre el grado en 
que los mismos se incorporan al mercado laboral398, en cuanto a niveles salariales, así 
                                                 
397 Según el Ministerio de Hacienda, el 36% de las empresas innovadoras no tienen ayudas fiscales. 
http://noticias.lainformacion.com/economia-negocios-y-finanzas/politica-monetaria-y-fiscal/hacer-i-d-i-
en-2013-tiene-premio-las-ayudas-fiscales-se-multiplicaran-por-cinco_RDK0RShB8OyopII8TxsTy7/ 
398 En España la tasa de desempleo de titulados universitarios ronda el 20% frente al 50% para los que 
sólo tienen la ESO, con lo que se puede apreciar que la posesión de un título aún supone una ventaja para 
obtener un puesto de trabajo; otro aspecto es que tipo de puesto de trabajo y el grado de adecuación del 
mismo a la formación del titulado. En EEUU, donde el desempleo de universitarios es mucho más bajo 
que en España, se han producido demandas de titulados de derecho contra sus universidades por fraude en 
las expectativas creadas por las mismas en cuanto al tipo de empleos que obtendrían al acabar sus 
estudios y por engaño en los datos de incorporación al mercado laboral que las mismas hacen públicas, 
con la, de que en USA, no hay becas públicas para acceder a la universidad de manera generalizada, 
siendo necesario acudir a préstamos que debido  los bajos salarios no pueden devolver. Este modelo de 
préstamos a la formación también ha sido impulsada en España para la financiación de estudios de 
postgrado desde 2009 y con resultados muy similares a lo ocurrido en EEUU, con la imposibilidad del 
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como el tipo de puestos que desempeñan. Según los datos que ofrece Ministerio de 
Educación, las tasas de desempleo399 de titulados que tengan estudios de doctorado400 se 
situaban en 2013 en el 4,05% y aquellos que tengan estudios universitarios superiores 
tienen una tasa de desempleo de 13,65%. En Europa la tasa de desempleo entre titulados 
universitarios401 entre 25-29 años es del 2,8% en Alemania, 5,2% en Reino Unido, 
20,2% en España402, 16,1% en Italia y 9,3% en Polonia. El porcentaje de desempleo en 
la UE en 2008 era el 7% y el 2011 el 9,2%. 
 
4. El sistema de formación profesional español.  
 
La otra gran política de formación, como instrumento de fomento del empleo 
juvenil, es la formación profesional. Probablemente desde el punto de vista de la 
incidencia de las políticas educativas403 en la alta tasa de desempleo juvenil, el hecho de 
que durante muchos años la formación profesional fuese vista como una vía de acceso al 
mercado laboral de segunda categoría, especialmente desde los años ochenta, es uno de 
los hechos más relevantes que han influido en la configuración de la formación 
profesional en España.  
 
La formación profesional en los países europeos con bajas tasas de desempleo 
juvenil es una opción que siempre ha sido valorada por la sociedad y por los jóvenes 
como vía de empleo, tal y como se verá más adelante cuando se den datos comparados 
                                                                                                                                               
pago de los créditos. La deuda estudiantil en EEUU es de 780000 millones de dólares en 2012. Este 
sistema también se ha implantado en Gran Bretaña aunque siguen existiendo becas para los que tienen 
menos renta. Esta doble financiación vía becas o préstamos han sido analizados por la Asociación 
Europea de Estudiantes y aseguran que los países donde crecen los préstamos acaban disminuyendo las 
becas, lo que expulsaría a las clases medias del acceso a la educación superior. 
399 Algunos estudios establecen una relación directa entre nivel de cualificación y nivel salarial pero no 
ven tan claro la relación entre nivel de estudios y tasa de empleo general de un determinado país. En este 
sentido O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de empleo: una perspectiva Global”.. Madrid: 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección General de Publicaciones, 2001. Págs. 41-45. 
400 Según el informe “ Las universidades españolas, una perspectiva autonómica, 2013” de la Fundación 
Conocimiento y Desarrollo, País Vasco y Madrid, son las CCAA que tienen una mayor población titulada 
superior, con un 36,3% y un 35,8% respectivamente, mientras que Extremadura y Castilla-La Mancha, 
18,4% y 19,27% respectivamente, siendo la tasa general en España un 25,74%. 
401 En ese mismo informe las tasas de paro entre titulados universitarios eran en 2013 de un 21,4% en 
Andalucía  y un 11,1% en el País Vasco y la tasa de desempleo general entre titulados se situaba en un 
15%, en 2012, según  el Informe de “Datos y cifras del sistema universitario español” del Ministerio de 
Educación, se sitúa en el 15%. 
402 En el 2013, el 75% de los titulados entre 22-65 años tenían un empleo, pero entre 22-25 años tenía 
empleo el 40%, entre 26-30 años, el 67%, según datos de la EPA. 
403 La dualidad de la formación profesional como formación para el empleo y como educación se analiza 
en Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Barcelona: 
Fundación La Caixa, 2008.Págs. 12-13. 
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con otros países de Europa. Por otra parte, las Administraciones siempre la han 
promovido social y profesionalmente como una opción de acceso de empleo.404 Esto ha 
generado que a diferencia de España, donde hemos visto desde mediados de los años 
ochenta un auge de universitarios -que el mercado laboral no ha podido absorber- en 
otros países ha habido un crecimiento más equilibrado entre la opción de estudios 
universitarios y formación profesional. Es por ello que desde las Administraciones 
educativas y de empleo se está, desde hace unos años, fomentando la formación 
profesional para los jóvenes y, en verdad,  ha tenido un grado de inserción laboral muy 
alto, al menos hasta que empezó la crisis económica en 2008. A partir de esta fecha la 
caída de la actividad económica ha destruido mucho empleo entre titulados de 
formación profesional, ya que en un principio la crisis, destruyó empleo en el sector dde 
la construcción y en el sector auxiliar de la misma, pero con posterioridad, según la 
crisis se extendió al sector industrial, el resto de familias industriales de la formación 
profesional, también se vieron afectadas. No obstante, sin duda, cuando se produzca la 
recuperación, una apuesta firme por la formación profesional seguirá siendo necesaria. 
 
4.1. Evolución de la formación profesional reglada en España desde los años 40. 
La reforma de los años 90.  
 
Si buscáramos el origen de la formación profesional en la historia, -entendida 
como el adiestramiento para un oficio o profesión- podríamos casi remontarnos a los 
antiguos gremios, que controlaron el acceso a las profesiones hasta 1812405 y en los que 
los aprendices entraban al servicio de oficiales que les instruían para este oficio. No 
obstante, en tanto que dicha capacitación práctica no venía acompañada de la 
realización de ningún tipo de estudios, ni la obtención final de un título habilitante, se 
debe fijar el origen de la formación profesional en la necesidad de las incipientes 
fábricas en la revolución industrial –que aunque de manera tímida, comenzó en España 
en la segunda mitad del siglo XIX. Las empresas se encontraron con la necesidad de 
formar a trabajadores que venían fundamentalmente del campo, sin habilidades 
industriales (salvo las de las personas proceente de pequeños talleres), etc. Ante la 
ausencia de estudios de este tipo orientados a la industria, ( recordemos que en esta 
                                                 
404  Así el Art. 40.2 CE: dentro del capítulo referente a Los principios rectores de la política social y 
económica atribuye “a los poderes públicos el fomento de la política que garantice la formación y 
readaptación profesionales.” 
405 En esta fecha la Constitución de 1812, derogó la institución gremial en España. 
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época sólo existían centros universitarios, y pocos, que instruían en disciplinas muy 
alejadas de las necesitadas por la incipiente industria y estudios elementales en las pocas 
escuelas que existían, muchas de ellas dirigidas por la Iglesia, que instruían en las reglas 
esenciales para disminuir las elevadísimas tasas de analfabetismo), las empresas se 
vieron obligadas, -sobre todo las más grandes- a crear escuelas de oficios en las que 
formaban a los trabajadores que iban a necesitar con posterioridad. Estas escuelas 
contrataban como aprendices a los alumnos que compatibilizaban trabajo y estudios y, 
al acabar los mismos, obtenían trabajo en estas empresas. Hay que recordar que nos 
encontramos en los albores de la industrialización, donde la dificultad era conseguir 
producir y no tanto la venta de esos productos que estaba garantizada en términos 
generales. Además, para los trabajadores que venían del campo, entrar en esas escuelas 
con condiciones salariales pésimas durante los años de formación, suponía una mejora 
económica enorme respecto a las que tenían en el campo en una situación laboral cuasi 
feudal, sobre todo en el caso de aquellos campesinos que carecían de tierra. Estas 
escuelas supusieron un éxito incuestionable y crearon verdaderos centros de  formación 
profesional en las empresas. 
 
La industrialización que permitía que empresas grandes crearan estas escuelas de 
oficios -que requerían considerable personal y número de alumnos- dejaba fuera de esta 
posibilidad a las empresas industriales más modestas. Es en este entorno de la 
industrialización donde debemos recordar que surge también el movimiento sindical, 
que además de exigir a las empresas y a los poderes públicos, mejoras en las 
condiciones salariales y de vida de los nuevos trabajadores industriales, exigieron que se 
les formara, entendiendo que unos mayores niveles formativos les permitiría acceder a 
puestos mejor retribuidos. El Estado, que poco a poco fue tomando conciencia de la 
importancia de tener una masa de trabajadores bien cualificados, empezó a diseñar 
planes de estudios de formación profesional. Así, en España, estos primeros estudios 
reglados406 de formación profesional aparecen en los años cuarenta y combinaban los 
estudios en estas escuelas y los contratos de aprendizaje407, tanto dentro de las escuelas 
de artes y oficios de las empresas como en estudios de formación profesional, 
organizados por la Administración. 
                                                 
406 En el momento de entrada en vigor de la Constitución, la FP estaba incluida en la legislación general 
educativa conforme a la ley 14/1970, de 4 de agosto y en el Decreto de 5 de marzo de 1976. 
407 En1984 aparecieron los Programas de Prácticas en Alternancia para los estudiantes de FIP. 
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La organización408 de estos estudios se mantuvo inalterada409 hasta los años 
noventa410 en que se diseñaron los grados de formación profesional, denominados en su 
día, formación profesional-1 (la más básica) y formación profesional-2 411(más 
especializada)412. Con esta reforma se pretendía hacer frente a la necesidad de cambio 
del modelo.Así el Estado asumía por completo la formación de los jóvenes en 
formación profesional; por la desaparición de las escuelas de oficio de ámbito 
empresarial, debido a las sucesivas crisis económicas -desde los años setenta- que 
acabaron con las altas tasas de crecimiento económico que tuvo España desde finales de 
los años cincuenta. Además, se adoptaron los planes de estudios de las nuevas 
titulaciones de formación profesional a las nuevas necesidades y se comenzó a intentar 
potenciar la misma -ya que había quedado bastante en segunda consideración- frente a 
uno estudios universitarios, a los que gracias a un generoso programa de becas 
impulsado por la Administración, podían acceder los jóvenes desde los años ochenta, y 
que permitió que muchos grupos sociales en cuyas familias nunca había habido un 
universitario, iniciaran dichos. 
                                                 
408 El Art. 149.1.30 CE fija entre las competencias exclusivas del Estado “la regulación de las condiciones 
de obtención, expedición y homologación de los títulos académicos y profesionales y normas básicas para 
el desarrollo del Art. 27 CE a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia.” 
409 La Ley General de Educación que también regulaba la formación profesional se mantuvo en vigor 
hasta la entrada de la Logse en 1990, Así, esta ley organizaba la FP en tres niveles o grados, accesibles 
por los alumnos en diferentes etapas del sistema educativo general; la primera, a partir de los 14 años, 
previsto para la adquisición de una enseñanza general de base, completándola con conocimientos 
profesionales que permitía a los alumnos obtener un título de Técnico auxiliar; la FP1 rellenaba el espacio 
entre los 14 años, cuando se finalizaba la escolaridad obligatoria, y los 16 años, edad que permitía la 
entrada en el mercado laboral; el segundo grado, a partir de los 16 años, completaba la formación de base 
del primer nivel, intentando adecuarse a ofertaba una cualificación específica y proporcionaba una 
titulación profesional después de tres años; y el tercer grado, que tenía como fin la formación técnica de 
carácter especializado y que sería considerado como integrante del primer ciclo universitario pero no 
llegó a desarrollarse en la práctica. Extractado de las ponencia . “Formación profesional y medidas de 
incentivo económico para la inserción laboral de los jóvenes” Pfra. Carmen Moreno de Toro. XXXII 
Jornadas de Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales. 
http://www.juntadeandalucia.es/empleo/carl/portal/web/guest/ponencias-y-comunicaciones 
410 La LOGSE, Lo 1/1990, de 3 de octubre -que también introdujo reformas en la formación profesional- 
cambió la denominación de los módulos de formación profesional a la denominación de Cursos 
Formativos de Grado Medio o Superior. Además, cortó el paso automático de la FP-1 a la FP-2, 
existiendo un proceso selectivo por expediente para el paso de un nivel a otro, lo que suponía un 
impedimento al acceso a la formación profesional superior; con lo que nuevamente se reduce a los malos 
alumnos a la formación profesional de grado medio como hacía en su día la FP-1, y el desprestigio que 
ello implica. 
411 Esta llamada FP-2, a diferencia de la FP-1, si gozó de prestigio social, y el diseño de los planes de 
estudio en los que la realización de prácticas eran obligatorias, ayudó a facilitar la inserción laboral de los 
alumnos. Al grado medio o FP-1, sólo podían pasar aquéllos que tuvieran el título de graduado en 
Educación Secundaria y para acceder al grado superior era necesario haber obtenido el Bachillerato o 
superar una prueba de “madurez” reglada por las Administraciones educativas 
412 Regulada la formación profesional reglada en Real Decreto 1147/2011, de 29 de julio. 
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4.2. Los grados actuales. Familias y estructura.  
 
En el año 1990 la LOGSE procedió a realizar otra reforma de los planes de 
estudio413 y las titulaciones de formación profesional pasaron a denominarse formación 
de grado medio y de grado superior414, teniendo ambas, una duración de dos cursos y 
con una formación total de 2000 horas. La razón de la adaptación de estas FP a grados 
fue un nuevo intento de potenciar la misma y de adaptar los ciclo de formación a las 
necesidades de las empresas415. Estos dos objetivos han estado siempre presentes en 
todas las reformas416 que se han hecho hasta ahora, aunque en verdad, debido al 
aumento considerable de la tasa desempleo entre titulados universitarios y el hecho de 
que la misma ya no sea un acceso garantizado en todo caso a un empleo relacionado con 
la titulación estudiada y con salarios altos, ha hecho que cada vez más jóvenes417 miren 
a la formación profesional418 como una opción de futuro profesional. Por lo demás, tras 
esta reforma quedan constituidas todas las titulaciones en familias profesionales. 
 
4.3.Organización administrativa y competencial de la formación profesional. 
Los Institutos de formación profesional, los centros de referencia, los 
consejos sociales. 
 
                                                 
413Las ofertas de formación profesional referidas al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales se 
fijan mediante la determinación de los títulos y los certificados de profesionalidad por la Administración 
General del Estado. El RD 1128/2003, de 5 de septiembre, desarrolla la LO de las Cualificaciones y de la 
Formación Profesional y establece que la inclusión de una cualificación profesional en el Catálogo 
Nacional de Cualificaciones Profesionales. El Catálogo Modular de Formación Profesional complementa 
al Catálogo Nacional de Cualificaciones en el RD 1128/03 que los define como el conjunto de módulos 
formativos asociados a las diferentes unidades de competencia de las cualificaciones profesionales. 
414 La regulación se completó con el RD 676/1993, de 7 de mayo, por el que se establecen las directrices 
generales sobre los títulos y las correspondientes enseñanzas mínimas de formación profesional. 
415  La LOGSE en su Exposición de Motivos, considera que la FP había constituido “una vía demasiado 
académica y excesivamente alejada del mundo productivo.” 
416La Ley Orgánica 5/2003, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, integra  
las ofertas formativas existentes y  las distintas formas de certificación y de acreditación de las 
competencias y de las cualificaciones profesionales que se puedan obtener tras cualquier proceso 
formativo y, se garantice la deseable correspondencia entre las cualificaciones profesionales y las 
necesidades del mercado de trabajo. El objetivo primordial de la Ley es la reunificación de los tres 
subsistemas de formación para el empleo bajo un único Sistema Nacional de Cualificaciones 
Profesionales. 
417 Los alumnos de Formación profesional de Grado Medio o Superior, son en 2013, un 35% más que en 
2007, habiendo pasado de 89472 alumnos a 120.448. 
418 Los graduados de formación profesional de grado medio  fueron el 29% de los alumnos en 2011 frente 
al 45% de la Unión Europea o un 38% de la OCDE. 
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La organización419 de la formación profesional420 en España ha sido transferida a las  
Comunidades Autónomas421, que son las que gestionan los ciclos formativos dentro de 
los requisitos generales que marca la legislación nacional, que es quien determina la 
estructura de los mismos y su duración. Estas competencias han sido residenciadas en la 
mayoría de las Comunidades Autónomas en las Consejerías de educación. En cuanto a 
la organización de los medios humanos y materiales para la impartición de las mismas, 
estos estudios se imparten en centros reconocidos al efecto que pueden ser públicos o 
privados. Como centros públicos están los institutos de formación profesional que 
comparten espacio con los institutos de bachillerato desde la reforma de 2003422 -en un 
doble intento tanto de acercar el bachillerato al mundo del trabajo y de la empresa y de 
acercar la formación profesional a una área más académica- de modo que no se 
produzcan discriminaciones en función de la rama de estudios elegida. Además de los 
institutos de bachillerato, también existen centros públicos especializados en unas ramas 
específicas, que requieren -por el tipo de estudios- instalaciones específicas por ser estos 
modelos de la familia de mecánica, química etc. Dentro de los centros privados,423 nos 
encontramos la misma distinción entre centros privados que comparten localización con 
                                                 
419 Hay que destacar la importancia que la negociación colectiva ha tenido en el desarrollo de la 
formación profesional y así nos encontramos con el primer Acuerdo Nacional de Formación Continua 
(ANFC-I) en 1993 que  se completó con el Acuerdo Tripartito de Formación Continua (ATFC) de 22 de 
diciembre de 1992. El ANFC-II es de 14 de enero de 1997, fue completado por el ATFC-II; por el que la 
gestión de la formación pasó a la Fundación de la Formación Continua-FORCEM. El ANFC-III 
encomendó la gestión a la Fundación Tripartita para la Formación en el empleo y sustituyó al FORCEM y 
cuyas competencias fueron fijadas por el ATFC-III y el IV Acuerdo Nacional de Formación para el 
Empleo de 1 de febrero de 2006 con vigencia hasta 2010 aunque actualmente se encuentra prorrogado. 
420La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, creó el catalogo de cualificaciones profesionales y los dos 
subsistemas de la formación profesional, la formación profesional reglada dentro del sistema educativo y 
que y se ha comentado, y cuya regulación más especifica se determina en la LOGSE y por otra parte, la 
formación profesional para el empleo, competencia del Ministerio de Trabajo que crea los certificados y 
determina su contenido. 
421 El Centro Europeo para el desarrollo de la formación profesional es un punto de apoyo de la Comisión 
para la promoción y desarrollo de la educación y de la formación profesional y continua común. Su 
misión consiste en recoger la documentación sobre la materia e impulsar las investigaciones sobre la 
misma mediante estudios, estadísticas que permiten fijar las políticas en la materia; tales estudios son de 
gran calidad y gozan de gran consideración; difundir información a través de su página web, conferencias, 
seminarios…; reforzar la cooperación europea sobre las políticas a seguir sobre EFP y la coordinación de 
los distintos intereses sobre la materia, de las visitas de estudio de expertos, funcionarios, directores de 
instituciones de formación y educación…, todo ello en la línea fijada por el “Programa de aprendizaje 
permanente 2008-2013” Creado por el Reglamento (CEE) nº 337/75 del Consejo de 10 de febrero de 
1975. 
422 Este modelo de unificación de centros en Europa se da sólo en los grados medios no en los superiores 
que tienen centros autónomos. Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del 
conocimiento”. Op. Cit. Pág. 169. 
423 La formación profesional concertada funciona de una manera muy similar a los colegios concertados 
de bachillerato, en ellos la Administración autonómica, se hace cargo del pago de los costes de enseñanza 
que en este caso, son la práctica totalidad al no existir en estos centros, comedores etc. El coste de un 
grado superior de formación profesional en un centro privado, por el contrario, puede suponer entre 200-
300 euros al mes de coste. 
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estudios de bachillerato y otros centros específicamente habilitados para instruir en 
formación profesional. 
 
Además de los centros de formación propiamente dichos, se crean los centros de 
referencia en formación profesional, que son institutos de investigación y formación en 
técnicas avanzadas en materia de formación profesional, donde se buscan, actualizan e 
innovan las disciplinas de la misma, con el fin de tener actualizadas, a las demandas de 
las empresas424, los estudios de formación profesional. Por otra parte, también se crean 
los consejos sociales en el ámbito de los institutos de formación que pretenden, al estilo 
de los consejos sociales de las universidades o de algunas grandes empresas, aglutinar el 
entorno económico social y cultural de la zona geográfica donde está dicho instituto, 
con el fin de que la actividad formativa desarrollada por el mismo, sea conocida y 
participada por las empresas e instituciones de la región425; y al mismo tiempo, las 
mismas, hagan conocedoras a los institutos de las demandas formativas que pueden 
aparecer en la región con el fin de que, en la medida que se pueda, se oriente a los 
alumnos a unas familias de estudios u otras que puedan tener mejor inserción 
profesional. Esta figura, cuya finalidad, como se ve, es conseguir la integración plena 
entre institutos de formación y tejido empresarial, ha tenido escaso desarrollo en 
España426. Y como veremos, este fracaso de los consejos sociales tiene importantes  y 
negativas consecuencias, sobre todo, si se intenta implantar algún tipo de modelo de 
formación profesional dual, como es el modelo alemán, y que debido al interés que está 
acaparando por parte de las Administraciones de cara a su implantación en España para 
conseguir luchar contra el desempleo juvenil, será tratada de una manera específica en 
un apartado dedicado a los modelos de inserción profesional de jóvenes que existen en  
Europa (y en los que se está fijando la Administración española para introducir cambios 
en el nuestro). Una dificultad427 para la puesta en marcha de la formación dual428 al 
                                                 
424 Un análisis de las causas del desajuste entre las titulaciones de FP y las demandas del mercado se 
pueden ver en Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. 
Barcelona : Fundación La Caixa, 2008.Pág. 117. 
425Sobre la integración del entorno laboral con los centros de formación. “La formación profesional en 
España: hacia la sociedad del conocimiento”. Op. Cit. Pág. 168-170 
426 En este sentido se pronuncia Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del 
conocimiento”. Op. Cit. Pág. 166. salvando el exitoso ejemplo de centros integrales de formación del País 
Vasco. 
427 La Formación Profesional Dual, integrada en el sistema educativo pero con participación de las 
empresas está regulada en el RD 1529/2012, de 8 de noviembre. 
428 En un intento de acercar la formación profesional a las necesidades de las empresas, el Gobierno 
autonómico de Cataluña, ha anunciado una nueva ley de formación profesional en esta línea. En la misma 
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estilo alemán, es que el éxito del modelo, con independencia de algunas especialidades 
normativas que puedan existir en Alemania, reside, por una parte, en la importancia de 
un tejido industrial potente e innovador (que en España429 no existe con ese tamaño, y 
por otra, en la involucración430 de los agentes socioeconómicos en los centros de 
formación y en la inserción de jóvenes mediante contratos de aprendices431, pero con la 
finalidad de una futura contratación y no en mero uso de esas prácticas, para conseguir 
mano de obra barata con carácter temporal. 
 
4.4. El sistema europeo de cualificaciones.  
 
La gran diversidad de sistemas de formación profesional en el ámbito europeo,432 no 
favorece la libre circulación de trabajadores en la Unión Europea; de la misma manera 
que se ha conseguido un proceso homologador de las titulaciones universitarias creando 
el Espacio Europea de Educación Superior, en el caso de la formación profesional, se 
está en unos estados muy iniciales de conseguir un catálogo de cualificaciones433.  El 
Marco Europeo de Cualificaciones434 (MEC) sirve para comparar los niveles de 
cualificación de los diferentes sistemas de cualificaciones profesionales que tienen los 
Estados. Fue creado en 2008 con el objetivo de ofrecer un marco común de referencia, 
así como para la educación y formación profesional de las personas en general en los 
                                                                                                                                               
trabajan en coordinación los departamentos de educación y empresa y ocupación. El objetivo esencial de 
esta ley es garantizar que los conocimientos que el trabajador haya actualizado tras acabar su ciclo 
formativo, se acrediten  profesionalmente por los centros de formación. 
429 No todo son ventajas del modelo dual alemán, entre los principales defectos del modelo están: el 
sistema obliga a especializarse a una edad muy temprana 14 años, disminuye el desempleo de 16-24 años 
pero las tasas de empleo empeoran en las edades de 24-30, aunque no tanto como en el resto de Europa, y 
el modelo integra mal a los jóvenes con dificultades de adolescentes, puesto que a edades muy tempranas 
tienen ya que tomar decisiones de cierta trascendencia. 




431 Por otra parte en España parece que los empresarios ponderan más la experiencia que la formación a la 
hora de seleccionar personal. Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del 
conocimiento”. Op. Cit. Pág. 124. 
432 El Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, en su artículo 125, (145 en el texto refundido), ya 
obliga “Los Estados miembros y la Comunidad se esforzarán, de conformidad con el presente título, por 
desarrollar una estrategia coordinada para el empleo, en particular para potenciar una mano de obra 
cualificada, formada y adaptable y mercados laborales con capacidad de respuesta al cambio económico, 
con vistas a lograr los objetivos definidos en el artículo 2 del Tratado de la Unión Europea y en el artículo 
2 del presente Tratado 
433 La Unión europea también ha atendido el tema de las cualificaciones dentro de los objetivos de la 
Europa  2020, la “Agenda de nuevas cualificaciones y nuevos empleos: una contribución europea hacia el 
pleno empleo”. COM (2010) 682 final, de 23 de noviembre de 2010. 
434 Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Barcelona : 
Fundación La Caixa, 2008.Pág. 112. 
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procesos de aprendizaje. El MEC determina ocho niveles de referencia que describen 
qué conoce, comprende y es capaz de hacer la persona que tiene un nivel de 
cualificación concreto, desde el nivel básico(1) al nivel avanzado (8).435 
 
4.5.El cambio del modelo de aprendizaje, de los conocimientos a las 
competencias. La acreditación de competencias. 
 
El modelo educativo español tradicionalmente, ha basado su metodología 
educativa en la adquisición de conocimientos, dando una especial importancia a la 
memorización de contenidos. Esta metodología436,  -que podía ser más o menos válida 
para un entorno laboral estable y en el que las técnicas y habilidades necesarias 
cambiaban muy lentamente- ya no lo es en la actualidad, porque los conocimientos 
quedan obsoletos437 en poco tiempo,438. Los sistemas educativos439 tienen  que aportar 
al alumno un mínimo básico e imprescindible y dotar al mismo de habilidades para que 
pueda autoformarse y ser capaz de adquirir nuevos conocimientos.440 Estas nuevas 
habilidades441 requeridas por los alumnos, se denominan competencias442 y en los 
                                                 
435 CEDEFOP. “Criteria and procedures for referencing national qualifications levels to the EQF”. 
Publicado en la web:http://ec.europa.eu/eqf/documents?id=73 
436 Entre las orientaciones para las políticas de empleo que aparecen recogidas en la Decisión del Consejo 
de 21 de octubre de 2010, Orientación nº 8: Conseguir una población activa cualificada que responda a las 
necesidades del mercado laboral y promover el aprendizaje permanente. La productividad y la capacidad 
de inserción profesional son necesarias. Orientación nº 9: Mejorar la calidad y los resultados de los 
sistemas educativos y de formación en todos los niveles e incrementar la participación en la enseñanza 
superior o equivalente. 
437 En la preocupación que por la educación permanente tienen las instituciones europeas, cabe destacar 
el “Programa detallado sobre el seguimiento de los objetivos concretos de los sistemas de educación y de 
formación en Europa” o “Programa Educación y Formación 2010.” 
438 La Comisión Europea en “Hacer realidad un espacio europeo del aprendizaje permanente”, de 21 de 
noviembre de 2001 puso de relieve “la necesidad de una integración progresiva de los contextos de 
aprendizaje formal para hacerlos mucho más abiertos y flexibles, de manera que los alumnos puedan 
tener currículos de aprendizaje individuales.” 
439 Las ventajas que un sistema de acreditación por competencias frente a uno de conocimientos son; se 
adaptan a los cambios mejor, no caducan las destrezas tan rápidamente. Vid Homs, O..”La formación 
profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Op. Cit.  Pág. 160. 
440 Entre las habilidades que van a ser más demandadas por el futuro mercado laboral en un entorno 
laboral globalizado, el conocimiento de idiomas es, sin duda, uno de los que va a ser más valorado y 
según el INE sólo el 9% de los españoles afirma tener un nivel avanzado de inglés. 
441 Según un informe del Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación profesional sobre el mercado 
de trabajo,  los empleos que no van a ser sustituidos por tecnología, cambios organizativos o procesos de 
externalización son los únicos que van a quedar accesibles 
442 En el eurobarómetro de 2013 los responsables de 7000 empresas europeas señalaban como principales 
competencias que buscan en los graduados, capacidad de trabajo en equipo, capacidad de comunicación, 
habilidades específicas del sector, informática y capacidad de adaptación. 
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nuevos planes de estudio, se requiere que todas las asignaturas443, tanto en grados 
universitarios como en grados de formación profesional incorporen un catálogo444 de 
competencias445. La acreditación de competencias,446 requiere unas técnicas447 de 
evaluación diferentes a las que se han desarrollado en España con los modelos 
anteriores,448 pero permitirá adaptar el sistema educativo al modelo de gestión de 
competencias449 que utilizan, como modelo de gestión de recursos humanos, muchas de 
las empresas más avanzadas en gestión empresarial.  
 
4.6. La inserción laboral de los graduados en formación profesional en 
España. 
 
Los datos de empleabilidad de egresados del sistema de formación profesional 
demuestran que los mismos encuentran empleo en menos tiempo que los titulados 
superiores. Así “Los titulados de FP tienden a encontrar trabajo más rápido: el 85 por 
100 de los empleados de 25-29 años lo hizo dentro de intervalo de once meses, frente al 
80 por 100 de los graduados en general. También tienen más probabilidades de 
permanecer en un mismo puesto de trabajo: el 34 por 100 se quedó en su primer empleo 
durante cuatro años o más, comparado con el 29 por 100 de los graduados, lo que podría 
                                                 
443 Los sindicatos no son entusiastas del modelo de gestión de competencias, puesto que entienden que da 
excesiva libertad al empresario en la configuración del puesto de trabajo y las obligaciones del trabajador 
pero la misma es considerada una nueva estrategia de inserción y adaptación al mercado laboral. Homs, 
O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Op. Cit. Pág. 146. 
444
Por competencias profesionales se entenderá “el conjunto de conocimientos y capacidades que 
permiten el ejercicio de la actividad profesional conforme a las exigencias de la producción y del empleo. 
Art.- 7b) de la Ley de Cualificacioes profesionales. 
445 “El currículo ya no es sólo tu expediente académico, si no el conjunto de habilidades y experiencias 
adquiridas”, tal y como explica Juan José Dolado en “Propuesta para la reforma de la universidad 
española” en un trabajo hecho para la Fundación Alternativas. 
http://www.falternativas.org/laboratory/libros-e-informes/otros/propuestas-para-la-reforma-de-la-
universidad-espanola 
446 El RD 1128/2003, de 5 de septiembre, desarrolla la LO de las Cualificaciones y de la Formación 
Profesional y establece que la inclusión de una cualificación profesional en el Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales se hace en función de que sean identificadas en el sistema productivo y que 
serán las que en cada momento requiera el mercado de trabajo complementando a este Catálogo, se regula 
el Catálogo Modular de Formación Profesional con el RD 1128/03 como el conjunto de módulos 
formativos asociados a las diferentes unidades de competencia de las cualificaciones profesionales. . 
447 La nueva regulación de los certificados de profesionalidad contenida el Real Decreto 189/2013, de 15 
de marzo que modifica la anteriormente contenida en el Real Decreto 797/1995, de 19 de mayo, y que 
determina el contenido mínimo de formación ocupacional necesario para los correspondientes 
certificados, reconoce al e-learning como modalidad formativa y de hecho, 250 certificados se podrán 
obtener por esta vía. 
448 Sobre la labor del Instituto de Cualificaciones ver “La formación profesional en España: hacia la 
sociedad del conocimiento”. Barcelona : Fundación La Caixa, 2008.Pág. 173-175.  
449 Sobre la evaluación de competencias vid. Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la 
sociedad del conocimiento”. Op. Cit. Págs. 151-155. 
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deberse a la adquisición de habilidades y capacidades necesarias para soportar mejor los 
vaivenes durante periodos de recesión.450”. 
 
5. La interrelación entre el sistema de formación profesional y el universitario.  
 
5.1. Las pasarelas entre los diversos sistemas.  
 
Una de las grandes lacras contra las que ha tenido que luchar hasta hace poco la 
formación profesional, ha sido su concepción en la sociedad española como una 
formación de segundo nivel social, que no permite el acceso a puestos de trabajo bien 
remunerados o con promoción profesional, así como su minusvaloración social frente a 
las titulaciones; y sobre todo, una concepción por parte de muchas familias y de los 
propios jóvenes, de que era un destino académico y profesional para malos estudiantes o 
directamente para alumnos que tenían problemas académicos sociales o económicos y 
por lo tanto, se les dirigía a esta formación. Esta concepción está algo superada, 
fundamentalmente por el aumento de las tasas de paro entre titulados y sobre todo, por 
la sobrecualificación en muchos de los puestos que desempeñan, así como la menor 
diferencia, - incluso inexistente- salarial entre titulados universitarios y de formación 
profesional.  
 
El modelo educativo diseña pasarelas de la formación profesional a la Universidad 
(no se diseñan pasarelas para que titulados universitarios accedan a la formación 
profesional, -opción esta última que ha aparecido durante los últimos años entre muchos 
de ellos- que ven como salidas profesionales de titulados de formación profesional, son 
mejor remuneradas y tienen mejor proyección que sus titulaciones universitarias). Los 
alumnos de formación profesional de grado superior pueden acceder a la Universidad 
realizando la selectividad que hacen los alumnos de bachillerato, -en un intento del 
modelo de no negar  el acceso a la universidad a un joven que tras acabar la ESO optara 
por la formación profesional-. Esta concepción de especialización en el reparto de 
puestos de trabajo entre universitarios y titulados en formación profesional, genera una 
menor sobrecualificación en los titulados en tanto que, en otros países europeos, los 
titulados en formación profesional trabajan en puestos y categorías profesionales para 
                                                 
450 Stan, L., Formación Profesional y Desempleo Juvenil, Entre la Estrategia de Lisboa y Europa 2020, 
Fundación Ideas, Documentos de Debate, núm. 13, 2012, p. 25. 
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titulados en formación profesional e igual ocurre con los titulados universitarios. Por el 
contrario, en España nos encontramos, con que hay muchos titulados universitarios que 
desarrollan trabajos que están adscritos en categorías profesionales para titulados en 
formación profesional, y no sólo por el hecho de que exista mucha oferta de titulados, 
sino porque muchos puestos en España, se han cubierto con titulados universitarios de 
grado medio (las antiguas diplomaturas), mientras que en otros países europeos, esos 
conocimientos son impartidos vía títulos de formación profesional. 
 
5.2. Los programas de cualificación inicial para lucha contra el fracaso escolar y 
los programas compensatorios. 
 
Otro aspecto relacionado con la formación profesional, que se ha comentado, es la 
consideración por el sistema de la misma como un reducto de malos estudiantes y que 
ha desprestigiado a sus titulaciones. Así, muchos de los programas diseñados451 para 
jóvenes con problemas y para estudiantes que abandonan las aulas, víctimas del fracaso 
escolar, son creados452 para el caso de que hayan abandonado los estudios antes de 
completar la ESO453, e inciden, en su vuelta a los mismos, -en algunos casos incluso con 
una compensación monetaria-454, mediante unos programas de formación inicial 
escolar455 que, o bien forman a los alumnos en talleres de empleo o casas de oficio 
mediante programas mixtos formación empleo, o mediante contratos de formación. 
                                                 
451 Los programas compensatorios de cualificación profesional inicial tuvieron 84217 alumnos en el curso 
2011-12 de los cuales 11178, se graduaron en secundaria. En estos programas que duran dos años, el 
alumno puede hacer sólo el primero, obteniendo sólo el titulo derivado del programa compensatorio o 
cursar el segundo también, obteniendo en este caso el título de graduado en ESO. Al acabar, el alumno 
puede continuar la formación profesional de grado medio. 
452 Son regulados por la Ley Orgánica de Educación,  y aparecieron en la LOGSE a través de los 
Programas de Garantía Social. 
453 Se dirigen estos programas a jóvenes, mayores de 16 años, cumplidos antes del 31 de diciembre del 
año de inicio del programa, que no tengan  el título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria. 
454 Los Programas de Cualificación Profesional Inicial puede incluir prácticas en empresas, con o sin 
compensación económica, o también, mediante contratos para la formación y el aprendizaje recibiendo el 
oportuno salario. 
455 Estos programas de cualificación profesional inicial son sustituidos por la llamada Formación 
Profesional Básica en la nueva LOMCE  para aquellos estudiantes que no consiguen acabar la ESO, y que 
a través de una reválida tras haber cursado esta formación profesional básica, consiguen la obtención del 
título de Graduado escolar. Esta formación profesional básica durará dos cursos. Al acabar, el alumno 
puede continuar la formación profesional de grado medio. La memoria de esta ley, espera que la 
Formación básica la estudien unos 40000 jóvenes al año, un 12,5% del total de alumnos del sistema 
educativo. 
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Estos programas456 han servido para que consiguieran una formación y un oficio -que 
les permitía acceder a la formación profesional- o a un empleo.457 Esta nueva vía de 
acceso al mercado laboral para jóvenes, se puso en funcionamiento en los años noventa 
con la LOGSE y ha tenido un gran éxito; y ha dirigido a estos jóvenes de nuevo a la 
formación profesional458. 
 
En lo que a esta investigación se refiere (la eficacia de estos programas en el logro 
de la inserción laboral de los alumnos, aquellos cuyo objetivo va destinado a que los 
alumnos vuelvan a incorporarse al ciclo educativo para lograr el título de bachiller y 
acabar sus estudios de ESO). Los resultados en términos generales son bastante 
buenos459, siendo el índice de fracaso escolar de aquellos jóvenes que dejan los estudios 
y no vuelven al sistema escolar, mayor que aquellos que lo dejan pero a través de estos 
programas vuelven a tener contacto con el sistema educativo (y en general continúan 
estudios para obtener algún titulo superior al de ESO). En cuanto a aquellos programas 
mixtos formación-empleo, como son los talleres de empleo y las casas de oficio, la 
evaluación de su eficacia, ya ha sido comentada en el punto en que se ha tratado el 
fracaso escolar desde la óptica del logro de su inserción en el mercado laboral460. 
 
                                                 
456 La reforma educativa convierte estos programas en la nueva Formación Profesional Básica a la que se 
podrá acceder desde los 15 años que aunque no otorgará el graduado escolar si dará acceso a la 
Formación profesional media. Este programa durará 2000 horas divididos en dos cursos. 
457 Los programas de cualificación profesional inicial contienen tres tipos de 
módulos, los dos primeros obligatorios: 
a) Módulos específicos correspondientes a cualificaciones de nivel uno del Catálogo de competencias. 
b) Módulos formativos que amplíen competencias básicas y favorezcan la transición desde el sistema 
educativo al mundo laboral. 
c) Módulos de carácter voluntario para los alumnos, que conduzcan a la obtención del título de Graduado 
en Educación Secundaria Obligatoria. 
Los alumnos obtendrán una certificación académica expedida por las Administraciones educativas que 
tendrá efectos de acreditación de las competencias profesionales.  
Regulado en la Ley 2/2006, de Educación  y además, por el RD 1631/2006, de 29 de diciembre, por el 
que se establecen las enseñanzas mínimas correspondientes a la ESO. 
458 En otros países encontramos programas similares, y en general, todos tienen los mismos defectos: falta 
de conexión real con el entorno económico, falta de supervisión, formación de muy poca calidad, 
estigmatización del alumno que ha participado en estos programas, falta de participación de agentes 
sociales. En general, los programas que pagan una  cantidad por ir a clase han resultado ser un fracaso. En 
este sentido O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de empleo: una perspectiva Global”.. Madrid: 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección General de Publicaciones, 2001. Pág. 179. 




460 El Sistema Nacional Garantía juvenil, aunque no de manera exclusiva, fomenta el retorno a la 
formación de jóvenes que hayan abandonado las aulas, en tanto que el modelo obliga a ofrecer al joven 
desempleado o trabajo o formación. 
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Estos programas de formación -que están insertos dentro del modelo educativo y 
no del laboral- deben ser evaluados, obviamente, no con criterios enfocados al mercado 
laboral, ya que el objetivo de los mismos no es que el alumno logre un empleo, sino su 
retorno al sistema educativo; es por ello que el indicador óptimo para analizar la eficacia 
de dichos programas, es el número de jóvenes que vuelven a sus estudios obligatorios. 
No obstante, además de este indicador, también es interesante analizar al acabar el curso 
la calidad de los mismos, mediante encuestas a los jóvenes participantes en los mismos, 
con el fin de buscar mejoras en el diseño de los mismos y desde luego, sería interesante 
indagar entre los jóvenes que abandonan dichos programas461 las razones que les llevan 
a ello. 
 
6.  La formación profesional y su eficacia en la adaptación de trabajadores en 
activo.   
 
6.1. Origen de los planes de formación, los fondos europeos, las fundaciones 
tripartitas.  
 
En este punto se va a comentar muy brevemente462 la formación para los 
trabajadores en activo463. La razón de la brevedad es que, estando la tesis dirigida a 
jóvenes desempleados, por principio, éstos no acceden a este tipo de formación que es 
exclusiva para trabajadores en activo. Además, no existen acciones formativas en esta 
formación especialmente dirigidas al colectivo juvenil y que, una vez entra el joven en 
el mercado laboral como trabajador activo, se le ofrece formación como a un trabajador 
más. 
 
                                                 
461 En general para jóvenes sin cualificación los programas más exitosos han sido las becas de inserción 
laboral que dan al joven una primera oportunidad laboral. O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de 
empleo: una perspectiva Global”.. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección 
General de Publicaciones, 2001 
462 El origen de la formación profesional ocupacional en España está en los cursos de la Promoción 
Popular Obrera destinados a personas de bajo nivel cultural emigradas a la ciudad y que cubrían las 
necesidades del mercado de trabajo urbano.  
463 Las referencias a la formación aparecen en el Estatuto de los Trabajadores en muchos artículos; en los 
Art. 4.2.b), Art.6, Art. 11, Art. 23 y 24, 52 b). La Ley de Empleo (L 56/2003, de 16 diciembre) incluye 
dentro de las políticas activas de empleo, las acciones formativas. 
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Esta formación464 está dirigida, como ya se ha dicho, a trabajadores en activo465 y 
su finalidad es mantener actualizados los conocimientos de los trabajadores466. El 
derecho a la formación en el puesto de trabajo es un derecho reconocido467 en el 
Estatuto de los trabajadores468 y desde el inicio de las relaciones laborales469 los 
sindicatos han creído que la promoción profesional y la formación470 son unos derechos 
esenciales en el contenido de la relación laboral. Por otra parte, los empresarios, en 
términos generales, también siempre han apostado por la formación en el puesto de 
trabajo471. Las diferencias siempre han surgido en cuanto a quién y cómo se472 debe 
financiar473 ese esfuerzo en gasto en  formación, y en general, a sí debe realizarse en 
                                                 
464 El RD 395/2007, de 23 de marzo, regula la formación profesional ocupacional. La acción formativa va 
dirigida a trabajadores ocupados, a desempleados, así como a cuidadores no profesionales de personas 
dependientes; y se concede preferencia a determinados colectivos: mujeres, jóvenes, personas con 
discapacidad, afectados y víctimas del terrorismo y de la violencia de género, desempleados de larga 
duración, mayores de 45 años y personas con riesgo de exclusión social y los cuidadores no profesionales 
que atiendan a las personas en situación de dependencia1. Sus acciones de formación van dirigidas a la 
obtención de certificados de profesionalidad. Artículo 5.3 b). 
465 La formación de demanda incluye las acciones formativas de las empresas, los permisos individuales 
de formación financiados total o parcialmente con fondos públicos. Está reglamentada en la O. 
2307/2007, de 27 de julio. 
466 La reforma de la formación que plantea la Administración incluye la creación de cuotas dentro del 
reparto de los fondos de formación para colectivos como Autónomos, empleados públicos, cuidadores 
profesionales y empleadas de hogar, que no tiene atribuida una parte específica dentro de los fondos de 
formación. 
467 La Constitución en el Art. 40.2 decide atribuir a los poderes públicos el fomento de la política que 
garantice la formación y readaptación profesionales. 
468 El derecho a la promoción se desarrolla en los Art. 24 y 25 y el Derecho a la formación en el Art. 23 
del Estatuto de los Trabajadores. 
469 Los orígenes de la formación profesional ocupacional en España se encuentran en los cursos de la 
Promoción Popular Obrera destinados a personas de bajo nivel cultura venidas de la ciudad y que 
carecían de formación industrial.  (Vid. Marhuenda Fluixá Fernando,“La formación profesional. Logros y 
retos”. Ed. Síntesis. Madrid. 2012). 
470 Este derecho a un aprendizaje permanente viene recogido en la Ley orgánica de Educación en el 
artículo 5. que señala que “todas las personas deben tener la posibilidad de formarse a lo largo de la vida, 
dentro y fuera del sistema educativo, con el fin de adquirir, actualizar, completar y ampliar sus 
capacidades, conocimientos, habilidades para su desarrollo profesional y personal 
471 La formación impartida debe tener una acreditación oficial correspondiente a los títulos y certificados 
de profesional del Catálogo Nacional de Cualificaciones  Profesionales. 
472 Las modalidades de formación de oferta que se subvencionan son; planes de formación dirigidos a 
trabajadores ocupados; acciones formativas dirigidas prioritariamente a los trabajadores desempleados; 
programas destinados a la formación de personas con necesidades formativas especiales o que tengan 
dificultades para su inserción o recualificación profesional; programas para reclusos y para militares de 
tropa y marinería y programación de acciones formativas que incluyan compromisos de contratación 
dirigidos prioritariamente a desempleados y a trabajadores inmigrantes en sus países de origen. Art. 22 y 
23 RD 395/2007, de 23 de marzo. 
473 En la actualidad la Seguridad Social realiza funciones de recaudación de estas cuotas de financiación 
de la formación profesional. Esta cantidad es el 0’70 % de los salarios, de lo que el empresario paga el 
0’60% y el trabajador el 0’10% (Art. 32 Orden TIN/41/2011). 
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tiempo de trabajo474 o no, por su interrelación con la organización del trabajo diario en 
la empresa.  
 
6.2.La organización administrativa de la formación profesional.  
 
La financiación de la formación de demanda es con cargo a un suplemento en 
función de la base de cotización del trabajador y que es satisfecha fundamentalmente 
por el empresario y en menor cuantía por el trabajador475. Estos fondos que recauda la 
Seguridad Social, son gestionados por fundaciones476 participadas por sindicatos y 
organizaciones de empresarios477, que son los que diseñan una serie de acciones de 
formación o subcontratan su diseño. Estas fundaciones478  participan en adjudicaciones 
de acciones de formación que los servicios de empleo autonómicos, que son quienes 
tienen la competencia en gestión de estos fondos, aprueban todos los años a través de 
planes de formación anual. Las empresas pueden solicitar la inclusión de trabajadores 
en estos cursos, con el límite de las cuotas de formación que la empresa abone por sus 
trabajadores. Además, estos fondos reciben cantidades importantes de la Unión Europea 
a través de los Fondos de Cohesión y ello los convierte en el principal instrumento de 
adaptación de conocimientos y habilidades de muchas empresas; ya que, aunque las más 
grandes e innovadoras destinan parte de sus ingresos a gasto en formación e innovación, 
muchas empresas más pequeñas, que no dedican recursos a la misma (bien por falta de 
recursos disponibles o bien porque no lo consideran una prioridad -ya que la formación 
para muchas empresas está comenzando a ser vista como esencial sólo en los últimos 
años- y siguen viendo muchas de ellas a la formación, como un componente de gasto de 
poco retorno). 
                                                 
474 La Ley 3/2012, de 6 de julio, ha reformado el derecho a recibir la formación necesaria para adaptar a 
los trabajadores a las modificaciones del puesto de trabajo (Art.23.1 d) ET). El Art. 23 ET dice que el 
tiempo empleado en formación se considerará como trabajo efectivo y se remunerará según su salario y 
correrá a cargo de la empresa y en el marco de la modificación de funciones, el 52 b) del Estatuto 
determina la obligación de recibir formación para adaptarse a las nuevas funciones encomendadas. 
475 La Ley de Presupuestos Generales del Estado 17/2012, de 27 de diciembre, fija el porcentaje de 
bonificación establecido es el siguiente: empresas de 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento, de 10 a 49 
trabajadores: 75 por ciento, de 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento, de 250 o más trabajadores: 50 por 
ciento. 
476 La participación de los interlocutores el la gestión de la formación continua viene acordada en los 
Acuerdos Nacionales de Formación, el IV  actualmente en vigor, fue firmado el 27 de diciembre de 2010 
y renovada su vigencia el 10 de enero de 2012. 
477 Desde la reforma del mercado laboral de febrero de 2012 se permite a los centros y entidades de 
formación que intervengan directamente en el sistema de formación para el empleo. 
478 En 2011 esta Fundación Tripartita destinó a bonificaciones por formación de empresas y subvenciones 
a los agentes sociales, 1500 millones de euros que sirvió para formar a 3,5 millones de trabajadores. 
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6.3. Evaluación de la eficacia de la formación para trabajadores en activo.  
 
 Los planes de formación, como norma general, -sí han sido bien valorados por las 
empresas y los sindicatos con independencia de algunas irregularidades en su gestión. 
Probablemente el éxito de estos programas de formación se deba a que las empresas y 
sindicatos diseñan479 los mismos para necesidades de formación que las empresas y 
sindicatos observan; por lo tanto, cuando se diseñan estos planes está garantizado tanto 
el éxito480 en participación de trabajadores en activo como el posterior uso de estos 
nuevos conocimientos y habilidades adquiridos en la empresa. Este hecho  garantiza la 
eficacia481 de estos cursos formativos, debido a que previamente, se ha hecho un análisis 
de las necesidades de formación realizadas por parte de empresa y sindicatos, y a que 
existe una demanda real y presente de estas habilidades en las empresas; y por ello, el 
Estatuto da un amplio margen a la negociación colectiva para la organización de la 
formación dentro de la empresa. Por el contrario, en la formación que se ofrece a 
desempleados (en las que no hay en muchos casos un estudio real de las necesidades de 
formación en conocimientos y habilidades en esa zona geográfica donde se imparten los 
cursos, y por otra parte, muy pocos cursos han sido diseñados con compromisos de 
contratación por empresas de la región) se consigue una eficacia en la inserción 
laboral482 mucho menor. 
 
                                                 
479 Los planes destinados prioritariamente a trabajadores ocupados podrán ser sectoriales (para formar a 
trabajadores para un sector productivo concreto, o para desarrollar acciones de reciclaje y recualificación 
de trabajadores procedentes de sectores en situación de crisis) o intersectoriales. 
480 “El presupuesto en formación se concentra en los ocupados en lugar de los desempleados: menos del 
7% de los más de 3,8 millones de participantes en acciones formativas en 2010 se encontraba 
desempleados. Del mismo modo, tan solo un 34,2% de los los gastos presupuestados en 2011 para 
programas de formación para el empleo tienen como destino al colectivo de parados”, según el informe 
“Desempleo juvenil, causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de 
estudios económicos del BBVA. Pág.  11. 
481 El IV Acuerdos Nacionales de Formación, actualmente en vigor, estipula “ la medición del impacto e 
la formación que sobre personas, empresas y empleo produce la formación impartida.” 
482 No obstante, los datos de evaluación que aportan las instituciones públicas, sólo dan el dato de cuanto 
tardó el desempleado que recibión formación en encontrar empleo, pero no se indaga en que medida el 
haber recibido ese curso fue decisivo en obtener en el mismo, con lo que muy probablemente quien es 
interesante que sea cuestionado, es el empresario contratante y no sólo el desempleado. 
http://www.sistemanacionalempleo.es/pdf/resumen.pdf. Véase el Plan anual de evaluación de la calidad, 
impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del  subsistema de formación  profesional para el empleo  2010 
http://www.sistemanacionalempleo.es/pdf/resumen.pdf. Pág 41-46. 
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Desde la reforma de 2012483 en el Estatuto de los Trabajadores, se crea, para los 
mismos, una cuenta de formación individual484 en la que se archivará y computará485 las 
acciones de formación recibidas por el trabajador.486 Esta novedad pretende potenciar la 
importancia de la formación profesional y hacer consciente al trabajador de que éste es 
un derecho propio y exigible al empresario. Con ello se quiere que todas las empresas, 
con independencia de su tamaño, acudan a estos mecanismos de formación, ya que se ha 
observado que aunque todas las empresas pagan cuotas de formación en función de las 
nóminas de sus trabajadores, son especialmente las grandes las que solicitan estos 
recursos y envían trabajadores a esas acciones formativas, ya sea por tener más medios 
en sus departamentos de recursos humanos o bien porque subcontraten a empresas 
especializadas en la gestión de subvención y planes de formación este trabajo; mientras 
que las pequeñas, por desconocimiento o falta e medios, no lo hacen. Además, en las 
empresas grandes hay estructuras sindicales a través de los comités de empresa que 
tienen contacto con sus centrales y por tanto, les mantienen informados de las 
convocatorias de cursos y subvenciones487. Por el contrario, en las empresas pequeñas  
que son una gran mayoría en España, como mucho hay un delegado de personal que no 
siempre tiene mucha coordinación con algún sindicato y ni siquiera siempre está 
afiliado a alguno, ya que las tasas de afiliación en España son elevadas en empresas 
grandes, pero son bastante bajas en las empresas pequeñas y medianas. 
 
 Al aplicar nuestros criterios de evaluación a este tipo de formación, en principio 
las organizaciones sindicales y empresariales que organizan los planes sectoriales de 
                                                 
483 Blázquez Agudo E.Mª, en “El sistema de formación profesional para el empleo: hacia la creación de 
un derecho laboral. Las implicaciones de la Reforma Laboral 2012”.Thomson Reuters Aranzadi 2012. 
Cizur Menor (Navarra). 
484 La Ley 3/2012, de 6 de julio, en el apartado 3º del Art.23 reconoce un derecho al trabajador a un 
permiso retribuido para adquirir formación profesional. El derecho se reconoce a los trabajadores que 
tengan una antigüedad de al menos un año y  habrá de estar vinculada a la actividad de la empresa y 
tendrá una duración de veinte horas anuales, aunque se permite acumularlas por un período de hasta cinco 
años. 
485 El Art. 26.10 de la Ley de Empleo tras la reforma de 2012 dice “La formación recibida por el 
trabajador a lo largo de su carrera profesional, de acuerdo con el Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales y el Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior, se inscribirá en una 
cuenta de formación, asociada al número de afiliación a la Seguridad Social. Los Servicio Públicos de 
Empleo efectuarán las anotaciones correspondientes en las condiciones que se establezcan 
reglamentariamente.” 
486 La Ley 3/2012, de 6 de julio, en su Disposición Final 3ª, crea un “cheque formación” destinado a 
financiar el derecho individual a la formación de los trabajadores, previa consulta a los interlocutores 
sociales. 
487 La Orden 2307/2007 permite que las empresas que concedan permisos individuales de formación 
tengan de un crédito de bonificaciones para formación adicional al crédito anual concedido. 
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formación para trabajadores en activo y las empresas que inscriben a sus trabajadores en 
estros cursos, se supone que habrán desarrollado estudios previos de sus necesidades de 
formación. Por lo tanto, si están bien hechos estos estudios, las necesidades existirán y 
lo que habrá que analizar con posterioridad, es si las acciones de formación impartidas 
están correctamente desarrolladas; y en un momento aún más tardío se analizará en qué 
grado se ha producido una correcta transferencia de conocimientos adquiridos en esas 
acciones de formación a los puestos de trabajo. Los indicadores que en este último caso 
se usarán, serán los propios del control de la evaluación488 del desempeño de los 
trabajadores y demás indicadores del cuadro de mando integral de la empresa. 
 
7. La formación para  la inserción laboral de desempleados.  
 
 La formación para desempleados489 con cargo a presupuestos públicos es 
reconocida como una política activa de empleo en la Ley de empleo (Art.26). El 
desempleo, como ya se ha comentado, genera el problema del progresivo 
envejecimiento de los conocimientos y habilidades del trabajador, a la par que aísla al 
trabajador del mercado laboral. Por ello la formación se hace imprescindible, y muy 
especialmente para los jóvenes que suelen tener escasa experiencia en el mercado 
laboral y en los que por lo tanto, su mayor activo a la hora de la búsqueda de empleo es 
su potencial por sus conocimientos -pero siempre que la formación reglada que hayan 
recibido, esté adaptada a las necesidades del mercado con la problemática del diseño de 
los planes de estudios ya antes mencionada-.  
 
7.1.Las accciones de formación para desempleados de los servicios públicos 
de empleo.  
 
                                                 
488 Además de la evaluación de la eficacia, también se establecen algunos controles para el buen uso de 
los fondos asignados, así lo establece  el Art. 9 RD 395/2007, de 23 marzo por el que  los beneficiarios de 
las subvenciones dirigidas a financiar las acciones formativas, en materia de oferta, de trabajadores 
desempleados, deben justificar los gastos de las acciones formativas. 
489 El Subsistema de Formación Profesional para el Empleo se regula en RD 395/2007,de 23 de marzo.  
El Real Decreto termina con la división de la formación en el ámbito laboral entre formación profesional 
ocupacional y continua, y adapta la formación de los trabajadores ocupados y desempleados a las 
necesidades del mercado de trabajo. La finalidad de la formación se recoge en el apartado a) del Art. 2.2 
del Real Decreto, así: “favorecer la formación a lo largo de la vida de los trabajadores desempleados y 
ocupados, mejorando su capacitación profesional y desarrollo personal.” 
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La formación para desempleados es una política activa de empleo que está 
encomendada por la Ley de Empleo a los servicios públicos de empleo (Art. 24 sobre 
los principios generales de las políticas activas de empleo). En concreto, tras el proceso 
de transferencias a las Comunidades Autónomas, son los servicios de empleo 
autonómicos los que, o bien por propios medios, o mediante acuerdos con otras 
entidades a las que pagan por prestar este servicio, los que realizan este servicio de 
formación a desempleados. De hecho, hasta antes de la reforma laboral, los únicos 
habilitados para poder organizar cursos de fomación para desempleados eran las 
entidades públicas y sindicatos y organizaciones de empresarios490, en la creencia de 
que ellos al igual que en los cursos de formación ocupacional para trabajadores en 
activo, serían los que mejor conocerían las necesidades de formación en sectores y 
regiones concretas. No obstante, y debido a numerosos escándalos de financiación 
irregular de sindicatos y asociaciones empresariales con cargo a fondos para formación 
a desempleados que se desviaron a otros fines, se reformó la legislación, de modo que 
ahora estos cursos para desempleados pueden ser impartidos por entidades privadas a 
las que el servicio público de empleo adjudica los cursos de formación. Ello ha  
generado quejas entre sindicatos y empresarios, que creen que van a perder una vía 
indirecta de financiación491. 
 
 Los desempleados que quieran acceder a estos cursos de formación, es necesario 
que estén inscritos en las oficinas de empleo con demanda de empleo en vigor, ello sin 
perjuicio de otros requisitos de formación o de antigüedad de la inscripción en el 
servicio de empleo que algunas ofertas de formación pueden exigir a los demandantes 
                                                 
490 El Ministerio de Empleo tiene intención de que los fondos dedicados a la formación de desempleados, 
unos 1200 millones de euros en 2013, salgan a libre concurso para que puedan concurrir empresas de 
formación que cumplan requisitos de acreditación. De la misma manera, la formación de demanda tiene 
un presupuesto de 580 millones de euros en 2013. Según esta reforma que plantea el Ministerio, los 
sindicatos y organizaciones empresariales, no podrán concurrir directamente a estos concursos, pero sí a 
través de empresas que creen a tal fin. No obstante las CCAA, que son las competentes en la gestión de 
los presupuestos de formación, conservarán control sobre un 15% del presupuesto sin necesidad de 
diseñar libres concursos para ese porcentaje de fondos. La Fundación Tripartita en al ámbito autonómico 
gestionará un 20%, y la Administración central a través de la Fundación, un 5%, el 60% restante, se 
gestionará con el sistema de compensación por cuotas de formación aportadas por las empresas, a través 
de cursos directos seleccionados por la empresa ampliando la libertad de la empresa para inscribir, y 
bonificarse, al empleado, en el curso que considere oportuno. 
491 Ya que con independencia de que esos fondos no fueran desviados a otros fines, el hecho de que 
fueran ellos quienes los manejaran para la gestión de cursos de formación, siempre les daba una presencia 
mayor en el mercado laboral y una influencia que ahora pueden perder, ya que es indudable que estos 
fondos han servido para crear una red clientelar entre academias, centros formativos y demás proveedores 
que en muchos casos, ha servido para desviar fondos a personas pertenecientes a estas entidades. 
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de estos cursos. Los cursos están homologados por la Administración492 y muchos 
permiten obtener mediante ellos certificados habilitantes para el ejercicio de 
determinados puestos de trabajo para los que la normativa exige determinados carné o 
acreditaciones, como carné de manipuladores de frescos, títulos de prevención básica en 
riesgos laborales, carné de conductor de carretillas etc. 
 
7.2.Evaluación de la eficacia en la inserción laboral de la acción conjunta de   
los servicios públicos como intermediadores en el mercado laboral y como 
formadores. 
 
En este apartado corresponde realizar un análisis de la eficacia de la formación para 
desempleados; inicialmente, utilizando los criterios de evaluación que se han explicado 
previamente, identificados como indicadores para programas de formación para el 
fomento del empleo; y después, se harán otras consideraciones sobre la evaluación de la 
eficacia de dichos cursos493. 
 
Si aplicamos los criterios antes descritos en la evaluación de la eficacia de los cursos 
de formación para desempleados, se utilizan los indicadores que para los programas de 
formación puros se han explicado anteriormente. Por otra parte, además de estos 
indicadores también es muy frecuente utilizar por parte de las Administraciones, 
indicadores de tipo presupuestario de carácter cuantitativo, que analicen la calidad del 
curso y el gasto de recursos realizados en la impartición del mismo. Este tipo de 
indicadores que como ya se ha dicho, son fáciles de gestionar, además son muy 
utilizados por las Administraciones para realizar comparaciones entre ellas y las de 
otros países, en tanto que son fácilmente homologables. Este tipo de indicadores, son 
                                                 
492 Los certificados de profesionalidad son instrumento de acreditación de formación no reglada para 
desempleados y dispensados por la Administración laboral. Están regulados por el Art. 26.3de Ley de 
Empleo y por el RD 34/2008, de 18 de enero y fue modificado por el RD 189/2013, de 15 de marzo; 
acredita por la Administración laboral, competencias profesionales dentro del Catálogo Nacional de 
Cualificaciones Profesionales adquiridas a través de procesos formativos o por reconocimiento de la 
experiencia laboral y de vías no formales de formación. 
493 Para conocer el tipo de evaluación que realiza el Servicio Público de Empleo Estatal, Véase el Plan 
anual de evaluación de la calidad, impacto, eficacia y eficiencia del conjunto del  subsistema de 
formación  profesional para el empleo  2010 http://www.sistemanacionalempleo.es/pdf/resumen.pdf. Se 
podrá comprobar que el tipo de evaluación que realiza la Administración, es más bien prespuestario, y 
donde no se llega a indagar en que medida dichos cursos de formación han servido para encontrar empleo 
quienes lo han recibido, puesto que el mero control de la evolución de las tasas de empleo de quienes 
participan en los mismos, no es suficiente, en tanto que otros elementos de su currículo pueden haber 
influido más en el logro del empleo. 
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sólo válidos para realizar un estudio de control de costes a corto plazo, pero no sirven de 
cara a conocer el grado de eficacia que, para la obtención de un empleo por el alumno 
formado, aportan los conocimientos adquiridos en los mismos. Como ya se ha 
explicado, a nuestro parecer, un sistema de seguimiento mediante encuestas a los 
desempleados formados en los mismos, así como a empresas que hayan contratado a 
personas que hayan participado en ellos, nos servirán para conocer en qué medida, han 
sido eficaces para fomentar la inserción laboral.  
 
 Por otra parte, los indicadores cualitativos también pueden aplicarse a la 
evaluación de cursos de formación. Así por ejemplo, el indicador de necesidad de 
implantación en esta política de empleo, indica si es necesario crear un nuevo curso de 
formación, o si existen en el mercado otros con contenido similar y que pudieran ser 
subvencionados para desempleados, evitando el gasto en el diseño del mismo. De la 
misma manera, el indicador de utilidad aquí nos indica si realmente el coste del curso y 
de su diseño y subvención, va servir para que un número relevante de desempleados 
encuentre empleo, ya que, aunque no es fácil prever el éxito que la acción formativa 
tendrá de cara a la inserción laboral de los alumnos (si se imparte formación para 
sectores productivos con nulo crecimiento y donde hay grandes bolsas de desempleo), 
es más que probable que haya poco éxito en la inserción laboral de los alumnos. 
 
Si analizamos la eficacia de las acciones formativas dirigidas a desempleados, no 
se puede decir que hayan sido muy exitosas en el logro de la inserción laboral de los 
diversos colectivos, ni el de los jóvenes, que es el que a nosotros nos afecta. No sólo se 
puede basar esta afirmación en la evolución genérica de las tasas de desempleo (que 
podría estar afectada por otros aspectos económicos, con independencia de la mayor o 
menor bondad en el diseño de dichos programas formativos); incluso, durante los años 
de bonanza económica, hubo muchas críticas respecto a la calidad de estos cursos, tanto 
en su diseño, que en muchos casos no tenían nivel ni estaban actualizados a las 
demandas del mercado laboral, ni por el coste de los mismos, que en muchos casos era 
muy alto con relación al nivel y duración de los mismos. Además, su gestión, se ha visto 
envueltas en muchos casos en escándalos de corrupción, en tanto que podían existir 
comisiones ilegales, que incidían en precios inflados y que servían para desviar parte de 
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los fondos para otros fines494. Pero, además de estas consideraciones, los escasos 
estudios que se han hecho sobre la incidencia que la participación en estos cursos tiene 
en la posterior inserción del desempleado, indican que es muy baja su eficacia. Para 
aquellos que ya tienen unas titulaciones previas, éstas influyen de manera más directa en 
la posibilidad de que encuentren trabajo. Por lo demás,  salvo en aquellos casos en los 
que se adquiere una habilidad muy concreto, que puede ser indispensable para un puesto 
concreto y de la que el desempleado carece, la correlación entre los puestos obtenidos y 
las habilidades adquiridas a través de estos cursos, es escasa.  
 
En general, quienes acuden a los cursos de formación de los servicios públicos de 
empleo, corresponden a perfiles de desempleados con poca formación y que busca 
realizar algún curso para acceder a puestos de bajo nivel de cualificación. Esto en parte 
es debido a que los servicios públicos de empleo se han convertido en el medio que 
utilizan las empresas para reclutar personas que o bien, están obligadas a permanecer 
inscritas en el mismo para que la empresa pueda acceder a algún tipo de subvención o 
bien, se trata de puestos de trabajo con muy mal salario o de pésimas condiciones 
laborales, para los que no aparecen muchos candidatos495. Los cursos de formación para 
desempleados que se organizan por sindicatos y organizaciones de empresarios, en 
general, también adolecen de falta de empleabilidad en tanto que, al igual que los 
ofertados directamente por el Servicio Público de Empleo, tampoco tienen compromiso 
de contratación en su mayoría, lo que es aún más grave, ya que -obviamente- los 
sindicatos y organizaciones empresariales conocen las necesidades y perfiles 
profesionales, que pueden hacer falta en las empresas.  
 
La evaluación de la eficacia de estos cursos en la inserción de desempleados es 
negativa. El hecho que se hayan visto envueltos en casos de desvío de fondos a otros 
fines ha favorecido la creación de un estado de opinión crítico con los mismos, puesto 
que se les ve como una vía de financiación irregular de sindicatos y organizaciones de 
empresarios. Estos hechos, de manera conjunta, han inducido (además de la falta de 
                                                 
494 La reforma de la formación profesional que plantea el Gobierno Central, incluirá la creación de una 
unidad de control y de un buzón de sugerencias y de denuncia de irregularidades. 
495 Sólo un 3% de los desempleados encuentra empleo a través de los servicios públicos de empleo. Bote, 
V.Cuaderno Faes en Materia laboral, Julio 2014. 
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disponibilidades presupuestarias) a la Administración a disminuir496 el importe de 
fondos de políticas activas de empleo que en una parte importante se dedicaban a la 
financiación de estas acciones de formación.  Esta medida, si se hubiera hecho tras un 
análisis de la eficacia de las acciones de formación y tras un proceso de determinación 
de cuáles pueden ser más útiles para bajar el desempleo, podría ser hasta positiva, en 
cuanto concentraría gasto en acciones correctamente diseñadas, pero creemos que en 
términos generales, la Administración se ha limitado a reducir el presupuesto cedido a 
los servicios de empleo autonómicos y a sindicatos y organizaciones de empresarios 
para la organización de estos cursos de formación. 
 
Sería imprescindible que los servicios de empleo, en colaboración con sindicatos y 
organizaciones de empresarios, se sentaran a determinar cuál es la orientación que 
quieren dar a esos fondos, si se les quiere convertir en auténtico elemento de 
actualización y renovación de conocimientos de los desempleados que faciliten su 
inserción profesional, con un compromiso por parte de los empresarios a que los 
mismos sean valorados y considerados en los procesos de selección; o se continuará 
como hasta ahora, gastando grandes cantidades de dinero público para mantener toda 
una estructura de academias, centros, etc, con subvenciones de la Administración y todo 
un conjunto de desempleados, malgastando el tiempo en muchas ocasiones y 
haciéndoles falsas ilusiones en muchos casos de la valía que los mismos pueden tener 
para encontrar un empleo. Es imprescindible que los servicios públicos de empleo 
hagan una exhaustiva evaluación497 a posteriori de la eficacia de estos cursos, pero en 
cuanto al grado en que facilitan la inserción laboral, ya que hasta ahora, la evaluación de 
estos cursos que realizan los servicios públicos de empleo, se está limitando a la calidad 
del curso en lo referido al profesorado, a medios, al diseño de la acción, etc.:  pero tras 
acabar el curso, la evaluación que realmente nos interesa, es aquélla que puede 
                                                 
496 Al menos, esta es la visión que tienen algunos interlocutores sociales sobre los presupuestos en la 
materia para 2014, ya que el importe total dedicado a formación para el empleo en España, es difícil de 
calcular por la gran cantidad de entidades subvencionadas que reciben fondos por vías indirectas, además 
de las ayudas de la Fundación Tripartita. http://www.tercerainformacion.es/spip.php?article58530 
497 Según el citado informe del servicio de estudios del BBVA  sobre “Desempleo juvenil en España, 
causas y consecuencias” en su página 12, “los desempleados que participan en acciones formativas 
tienden a agruparse en tareas poco especializadas, con un peso reducido de la formación específica y una 
duración insuficiente de los cursos. Los datos del MTIN muestran que: i) un cuarto de los parados que 
completaron un programa formativo en 2010 adquirieron conocimientos genéricos de formación y 
gestión; y ii) la mitad de los desempleados formados en 2010 participaron en cursos cuya duración fue 
inferior a las 200 horas y únicamente un 19,3% completó un programa de 400 o más horas”. 
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realizarse meses después de finalizar el mismo y donde realmente pueden verse la 
eficacia de estos cursos. 
 
En cuanto a la organización de la formación para desempleados que se realiza con 
estos cursos, la misma está impartida por centros, academias y otras entidades 
subcontratadas por los servicios públicos de empleo, o por sindicatos o confederaciones 
de empresarios que organizan los cursos. Estas entidades han pasado previamente un 
proceso de homologación y un concurso público para poder acceder a este contrato para 
prestar el servicio de impartición de la acción formativa. No obstante, el proceso de 
homologación no es especialmente riguroso y, por otra parte, todos aquellos cursos 
organizados por asociaciones empresariales y sindicales, escapan al control directo de 
los servicios de empleo, con lo que en estos casos ni está garantizado un mínimo de 
calidad, que queda a la discreción de la entidad organizadora del curso y, por otra parte, 
la publicidad de los mismos, de cara al libre acceso de todas las entidades que quieran 
presentarse a la impartición de estos cursos, queda en entredicho; en tanto que estas 
entidades privadas, como son sindicatos y asociaciones empresariales, no están 
obligadas por la Ley de Contratos del Estado498 y no tienen por qué publicitar sus 
contratos, pese a que los mismos estén financiados con dinero público. Este punto es el 
que incide en la creación de cierto oscurantismo en cuanto a la manera como se 
adjudican estos cursos por parte de las entidades organizadoras. Por ello, sería 
imprescindible un mayor esfuerzo de control por parte de los servicios públicos de 
empleo sobre la organización de estos cursos con el fin de mejorar la calidad de los 
mismos. Además, sería interesante que desde las Administraciones se diseñaran 
acciones formativas para desempleados que estuvieran organizadas e impartidas por 
centros de enseñanza reglada, como institutos de formación profesional e incluso las 
propias universidades, ya que estos centros sí que tienen una solvencia más que 
acreditada, tanto en la organización de la actividad docente como investigadora, con lo 
que la necesidad de acreditar y homologar los medios y profesionalidad de los 
impartidores de los cursos es menor, al ser más obvia la calidad de los mismos. Por otra 
                                                 
498 La reforma laboral de 2012 introdujo la concurrencia competitiva en la selección de los proveedores de 
cursos formativos en busca de un uso más eficiente de los recursos públicos. Como resultado se han 
doblado las ofertas en la convocatoria general y se han multiplicado por más de cinco en la dirigida a 
jóvenes. El coste por hora se ha reducido hasta un 27%.El número de ofertas presentadas muestra un 
fuerte incremento, del 99% en la convocatoria estatal de planes de oferta, y del 456% en la convocatoria 
dirigida a jóvenes menores de 30 años. Informe de Impacto de la reforma del mercado laboral. Pág. 24. op 
cit. 
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parte, de esta manera, se suprimirían las redes clientelares que han surgido alrededor de 
las subvenciones para la impartición de estos cursos de formación, ya que al ser 
entidades públicas quienes los organizan, no sería necesario un afán de lucro y 
beneficio, como sí está presente entre las organizadoras de los cursos, cuando son 
academias y centros privados, subcontratados por sindicatos y organizaciones  de 
empresarios.  
 
Otro aspecto positivo que tendría este acercamiento de la enseñanza reglada a las 
acciones formativas para desempleados es, sin duda, la ventaja que supone para los 
mismos, en cuanto a calidad y prestigio de recibir un curso impartido por una 
Universidad, un centro oficial, y no por una academia homologada con criterios no 
siempre reconocibles. Por último, para los centros oficiales, tanto universidades como 
institutos de formación profesional, supone una doble ventaja: en primer lugar, tienen 
contacto con personas desempleadas que ya están o quieren entrar en el mercado 
laboral, y eso les permite tener más contacto con las necesidades y carencias que los 
mismos ven en su acceso al mercado laboral respecto a la formación que recibieron 
durante la obtención de sus títulos ofíciales de formación profesional o universitarios; y 
además, el hecho de impartir estos cursos de formación, sería una forma de obtener 
financiación para las universidades, y más en estos momentos, en que las 
disponibilidades presupuestarias para las mismas son mucho menores. El hecho de que 
el curso de formación sea organizado e impartido por estos centros oficiales, no implica 
necesariamente que tiene que darse en el recinto de estos centros, lo que dependerá de 
las posibilidades de espacio y personal, pero en cualquier caso, siempre es mejor que 
por esta vía se fomente más actividad de centros públicos de prestigio y con 
evaluaciones oficiales e internacionales de su calidad, en vez de apostar por centros 
privados y academias pequeñas de dudosa calidad para impartir formación que en 
muchos casos, por no decir en casi todos, pueden dar los centros oficiales con mayor 
calidad y rendimiento. Es sin duda, una solución con la que gana el sector público de la 
educación, hay un mayor control de los fondos públicos, una mayor calidad en la 
formación recibida y una retroalimentación para nuestros centros educativos, 




La evaluación de la eficacia de las acciones formativas, que como parte esencial 
de las políticas activas de empleo se ofrece para favorecer la inserción laboral de 
desempleados, es primordial499 para todos los colectivos que participan en estos cursos 
y entre los cuales están muy especialmente los jóvenes -que no siempre ven en los 
mismos una acción eficaz que les ayude a conseguir un empleo- y acaban viendo en los 
mismos, un elemento de “distracción,” que no puede perjudicar a su currículo, pero que 
tampoco les ayuda mucho. 
 
8. La formación en alternancia como medida transversal del fomento del empleo 
entre el sistema formativo y el mercado laboral.  
 
Una tercera modalidad de formación, relacionada muy directamente con la 
inserción laboral de desempleados, es la formación en alternancia500 con el desempeño 
de una actividad laboral dentro de una fórmula de contratación que implique las dos 
actividades, trabajo y formación. 
 
Desde que existe cierta consciencia por parte de las Administraciones501 -o de las 
propias empresas- de la importancia de la incorporación de los jóvenes al mercado 
laboral, siempre se ha visto desde ellas, así como desde los propios jóvenes parados, a la 
falta de experiencia laboral, como una de las mayores limitaciones que tienen para 
acceder al mercado laboral. Los jóvenes buscan, cuando acaban sus estudios -si carecen 
de experiencia laboral- algún tipo de prácticas, becas de inserción u otra figura que les 
permita introducirse en el mercado laboral en la rama profesional en la que se han 
formado. Es de hecho muy frecuente que carezcan de experiencia profesional al acabar 
sus estudios en España, ya que, a diferencia de otros países donde se potencia, incluso 
socialmente, el hecho de trabajar al tiempo que se estudia, en España se potencia el 
dedicarse a una actividad única (e incluso los cambios en el sistema de evaluación en 
los nuevos grados dificultan compatibilizar ambas actividades, debido a la enorme carga 
                                                 
499 En general, hay muy poco seguimiento por parte de la Admón. de la eficacia de estos cursos salvo el 
control asistencial salvo en los contratos formativos, por la evaluación que del mismo hace el empresario 
que tiene contacto con el centro formativo, pero tampoco de manera muy seguida. Homs, O..”La 
formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Barcelons : Fundación La Caixa, 
2008.Pág. 74 y 86. 
500 Homs, O..”La formación profesional en España: hacia la sociedad del conocimiento”. Barcelons : 
Fundación La Caixa, 2008.Págs. 73-76. 
501 Fue a partir de 1984 cuando aparecieron los Programas de Prácticas en Alternancia para los estudiantes 
de FP. 
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presencial que los nuevos títulos exigen del alumno). Los jóvenes, al acabar sus 
estudios, cuando carecen de experiencia laboral, valoran muy positivamente la 
realización de estas prácticas (incluso aunque no sean bajo una figura laboral 
determinada), siempre que sea en una actividad relacionada con sus estudios (el 
componente vocacional en la elección de los mismos es muy alto en España y por tanto, 
al acabar los mismos, aspiran a encontrar un empleo relacionado con él502). Por el 
contrario, las exigencias salariales son muy moderadas y el hecho de que en términos 
generales se independicen a edades muy avanzadas, permite, en el fondo, a las 
empresas, pagar sueldos bajos en esas edades que inciden a su vez, en que tarden en 
emanciparse.  
 
Una de las modalidades de contratación que permiten esta doble posibilidad de 
trabajar mientras se está formando el alumno, es la modalidad contractual formativa, en 
su doble vertiente de contrato de formación y contrato en prácticas, destinado el primero 
para los que carecen de titulación y el segundo para los que la poseen. En este apartado 
no se va a entrar en detalles sobre esta fórmula de contratación; tan sólo se comentará la 
formación aneja que es imprescindible que el empresario ofrezca al trabajador para que 
pueda realizarse este tipo de contratación. El Estatuto de los Trabajadores (E.T.) en la 
redacción que el legislador ha dado a esta figura contractual, que ha variado mucho,503 
exige que, si se opta por utilizar esta figura contractual, el trabajador tiene que dedicar 
el 15%504 de su jornada de trabajo a formación (Art.11 E.T.). Esta podrá realizarse, bien 
en la propia empresa, siempre que la misma disponga de medios personales y materiales 
para la misma y que hayan sido acreditadas como tales ante la Administración 
laboral505, o bien mediante la realización de cursos de formación,506 ya sean 
                                                 
502 El informe de la consultora Círculo de Formación que organiza todos los años la Feria e las 
universidades, dice que la “mayoría de los jóvenes eligen su carrera por motivos de vocación. 
http://www.circuloformacion.es/dossier.htm 
503 El Gobierno en la nueva redacción que le ha dado al contrato de formación en el Real Decreto ha 
vuelto a variar algunos aspectos de esta modalidad contractual, modifica por una parte, el nombre del tipo 
de contrato, denominada ahora contrato de formación y aprendizaje. RD 1529/2012, de 8 de noviembre, 
por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la 
formación profesional dual. 
504 El contrato de formación y aprendizaje en su última redacción fija el porcentaje de jornada dedicada a 
la formación en un 25% el primer año y un 15% los siguientes.(Art. 11.2 f) E.T.) 
505 No sólo la Administración central está diseñando la implantación de programas de formación 
profesional dual, si no que las Comunidades Autónomas y asociaciones empresariales dentro de sus 
competencias también están interesándose por el tema, así por ejemplo, la Cámara de Comercio de 
Zaragoza y la Asociación Alemana de Cámaras de Comercio e Industria firmaron un acuerdo en 2012 
para conocer la metodología de este modelo formativo. La tasa de paro juvenil en Aragón era el 44,23 % 
en 2012. 
 251
ocupacionales u otros (y por los que recibirá el correspondiente certificado de 
profesionalidad) que deberá costear el empresario con cargo a los fondos de la 
formación que financia el mismo a través de las cuotas de formación, o bien 
directamente a su cargo, si esta formación no está en el catálogo de cursos ofertados por 
las entidades que ofrecen la formación subvencionada (11. 2 d) E.T.)507. Esta formación 
no puede ser costeada por el trabajador, y por otra parte, no puede estar incluida en un 
programa de formación reglada para la obtención de un título oficial; es decir, no puede, 
mientras presta servicios con un contrato de formación, realizar estudios universitarios 
para conseguir un título ni un grado de formación profesional,508ya que se entiende que 
el trabajo y la formación que recibe, tienen que ir encaminados a desarrollar un puesto 
de trabajo para el que ya tiene en gran parte la formación que es necesaria, pero que es 
completable con otros cursos. Mientras que si está cursando estudios de Universidad o 
de formación profesional, mientras no puede estar desarrollando funciones de esa 
titulación en el trabajo. Por otra parte, la formación que reciba es imprescindible que le 
sea acreditada (Art.11.2 e) E.T.) con el fin de que pueda adjuntarse en un futuro para 
optar a algún otro puesto de trabajo o a convalidaciones para acceder a algún tipo de 
estudio u obtención de un certificado de cualificación profesional509 510 cuando estos 
cursos puedan, considerados en su conjunto, habilitantes para el ejercicio de una 
profesión511. La formación en alternancia, que en principio es un mecanismo muy eficaz 
para conseguir la integración de jóvenes con baja cualificación y nula o escasa 
experiencia profesional, en la práctica ha generado algunos problemas. Hay que 
destacar que el interés para la empresa en realizar este tipo de contrataciones, como se 
verá mas adelante, es que el salario que se paga a estos aprendices se fija en el convenio 
                                                                                                                                               
506 La nueva redacción dada a este contrato ha establecido que el Ministerio de Educación creará un 
modulo de formación dual combinando formación y realización de prácticas, al estilo del modelo de 
formación profesional alemán, siendo los centros de formación los que gestionarían las prácticas para este 
modelo de formación. 
507 En la nueva reforma del contrato de formación, se permite que esta formación esté impartida en 
institutos de formación profesional o por vías telemáticas. 
508 Una de las novedades de la reforma de esta modalidad del contrato de formación es la posibilidad de 
que la formación  de alternancia obligatoria en este contrato, sea recibida en institutos de formación 
profesional reglada, así como certificar la formación recibida generando un título profesional habilitante. 
509 Los certificados de profesionalidad están ordenados en tres niveles, formación básica, especialista o 
técnico superior de entre 300 y 800 horas de duración pero están divididos en módulos de entre 30 y 90 
horas que se certifican de manera independiente y permiten modular el tiempo para obtener el certificado. 
510 Al terminar la formación se realiza un examen presencial en el centro de formación que haya 
impartido el módulo, la cual comunica el resultado al Ministerio de Trabajo, que es quien emite el 
certificado. 
511 La formación tiene que ser obligatoriamente en el certificado de profesionalidad que más se adapte a la 
profesión desempeñada. (Art. 11.2 d) E.T.). 
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colectivo en proporción a la jornada efectiva que desarrolla y en ningún caso puede ser 
inferior al salario mínimo (Art 11.2 g) E.T.) y además existen importantes 
bonificaciones en la cuota de la Seguridad Social, (art 44 Orden de Cotización de 1 de 
febrero de 2014)  que conjuntamente con las subvenciones que se otorgan a la 
contratación a jóvenes en desempleo -que es a quienes va dirigido este contrato- llevan a 
suprimir el coste de la Seguridad Social de estos trabajadores durante los primeros años. 
El coste para la empresa de este contrato viene dado por la obligación de que el 
trabajador reciba formación -sea con medios propios de la empresa o en el exterior a la 
misma- (Art- 11.2 d) E.T.), con la consiguiente reducción de jornada que implica y que 
requiere flexibilidad laboral en la organización de la jornada del trabajador que esté 
contratado con esta fórmula. En algunos casos ha habido abusos, impidiendo al 
trabajador recibir esta formación o recibirla de una duración inferior a la que marca la 
ley, o ha sido sustituida por cursos de ínfima duración y calidad. En el caso de que sea 
la propia empresa la que ha dado esta formación, el problema ha surgido por que la 
misma no ha estado homologada en muchos casos, con lo que fuera de la empresa que 
la impartía no tenía validez ni reconocimiento. Otro de los problemas que ha generado 
la formación de estos contratos ha sido que, en algún caso, se ha intentado que el 
trabajador preste servicios toda la jornada y reciba esta formación en las horas fuera de 
su jornada laboral, que no es a la que obliga esta fórmula de contratación (Art. 11.2 f) 
E.T). Estas y otras limitaciones, han hecho que en la práctica, anteriormente esta 
fórmula de contratación se utilizase muy poco y apenas un 0,3% de los contratos se 
hacía usando esta modalidad. No ostante, desde la reforma del mercado laboral de 2012, 
se está viendo un aumento en el número de contratos realizados al amparo de esta 
reforma que llegan en torno al 1% unos 15000 al mes a fecha de julio de 2014, según 
datos del Servicio Público de Empleo Estatal.  
 
La formación de los contratos con formación en alternancia es una figura, en su 
esencia, muy utilizada en los modelos alemán y otros centroeuropeos y decimos en 
esencia, porque hay una serie de diferencias esenciales. En nuestro modelo, el contrato 
de formación está dirigido especialmente a trabajadores con ninguna o escasa 
cualificación, mientras que tal y como está definido el contrato en otros países europeos 
el mismo, se dirige a capas más amplias de formación. En España, la formación 
complementaria en alternancia que se recibe, no constituye parte de un título oficial de 
formación profesional, mientras que en otros países, el trabajador-alumno, trabaja a 
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media jornada y estudia a media jornada, compatibilizando ambas figuras (el modelo 
centroeuropeo se asemeja más a las prácticas curriculares, tal y como se describirán con 
posterioridad). En Europa512 esta formación y experiencia práctica,513se incorpora al 
curriculum académico del alumno, mientras que en España, los trabajadores, al amparo 
de esta figura, en verdad ya no son alumnos; son trabajadores con obligación de recibir 
formación de una manera intensiva; mientras que en el modelo dual alemán514 son 
auténticos alumnos y que trabajan.  
 
Otra diferencia es que en el modelo alemán estos trabajadores aprendices, están 
sometidos a la tutela conjunta de la empresa y de un centro educativo que le nombra un 
tutor en el centro, además de que la empresa nombre otros en el centro de trabajo. Por el 
contrario, en España, la legislación sí marca la obligación de nombrar un tutor en la 
empresa, pero no hay ningún control externo por parte de ninguna entidad educativa de 
este trabajador. En el fondo, si se analizan las dos figuras, la diferencia esencial es que 
en el caso español el contrato de formación funciona como una opción de contratación 
que el legislador da a la empresa, que si quiere usa, mientras que en Alemania515, la 
figura  es una parte del sistema de inserción laboral de jóvenes en el mercado laboral. 
Como tal, este modelo en esos países ha contado con el acuerdo en el diseño, puesta en 
funcionamiento y control de sindicatos, Administración, y asociaciones empresariales, y 
centros formativos y ven todos ellos la bondad del modelo. Por el contrario, en 
España516 no existe un mecanismo institucionalizado de inserción laboral de jóvenes 
estudiantes o recién salidos de los centros educativos, produciéndose un vacío 
socioeconómico que cada joven intenta solventar con su mejor saber y entender. En el 
modelo alemán, es el sistema el que entiende que una parte esencial del modelo es 
garantizar una transición e inserción en el mercado laboral de estos jóvenes y, por tanto, 
                                                 
512 Suiza, que también tiene programas de formación dual de este tipo, tiene una tasa de desempleo 
juvenil también tienen este modelo dual Austria y Dinamarca y también gozan de bajas tasas de paro 
juvenil.  
513 El Real Decreto 1224/2009 de 17 de julio, permite la acreditación de experiencia laboral para acreditar 
competencias de los certificados profesionales. 
514 En Alemania el sistema ofrece cursos para unos 350 oficios y el aprendizaje suele durar unos tres años 
y mientras los alumnos hacen prácticas en empresas que les han seleccionado durante tres o cuatro días a 
la semana y el resto de los días estudian en los centros de formación. 
515 En Alemania, el 50% de los alumnos participan en programas de formación dual, un 20% en 
programas de formación profesional reglada con realización de prácticas al finalizar sus estudios y el 
resto en programas de transición para jóvenes con dificultades o sin formación. 
516 El Ministerio de Educación ha diseñado unos cien programas piloto de implantación del modelo de 
formación dual en España al amparo del nuevo modelo de contrato en formación y aprendizaje para el 
que se han diseñado unos programas específicos de formación en alternancia. 
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los empresarios colaboran ofreciendo prácticas en aprendizaje a jóvenes (de hecho está 
obligados por ley a ofrecer estas prácticas), y tienen contacto con los centros educativos 
de su región, -y se respetan unos a otros- en tanto no están a la caza de los aprendices de 
las demás empresas, ya que si lo hacen, los sindicatos lo denuncian; por otra parte los 
alumnos buscan estas prácticas porque saben que son una vía inmejorable de acceso al 
mercado laboral, aunque sea inicialmente cobrando unos salarios muy bajos517.  
 
En España, por el contrario, las empresas no se dirigen, como norma general, a los 
centros educativos, ni para reclutar gente ni para participar con ellos en el diseño de los 
planes de estudio, sino que para reclutar jóvenes recurren a los llamados canales 
informales. Además, en términos generales, se muestran muy reacias a contratar jóvenes 
sin experiencia, pese a la enorme batería de ayudas y subvenciones que existen para 
ello, con lo que, si no hay un acuerdo entre los empresarios para no “robarse” los 
trabajadores jóvenes recién formados, ninguna de ellas apostará por fórmulas de 
contratación y formación de este tipo, que en sus momentos iniciales para jóvenes sin 
experiencia supone un coste en tiempo, porque hay que hacer un mayor esfuerzo de 
tutorización y adiestramiento del joven trabajador. En España no existe un modelo de 
transición de la fase educativa y formativa al mercado laboral mediante este tipo de 
fórmulas mixtas. Sí existen figuras legales que, más o menos, podrían cumplir los 
mismos objetivos; pero no se utilizan, ya que se apuesta, en una mentalidad 
cortoplacista, por trabajadores que ya tengan experiencia, desconfiando de los que 
carecen de ella; con lo que, a diferencia de lo que pasa en Alemania, donde está más 
institucionalizado un modelo en el que hay que dar una oportunidad al joven alumno 
donde pueda probar su valía, en España se apuesta sólo por el trabajador con 
experiencia. Por ello, el joven recién salido del sistema educativo, necesita conseguir 
alguna empresa que haga un acto de fe en él para conseguir un contrato que tenga que 
ver con su titulación, ya que el sistema no hace ningún acto de fe por él. Ello provoca 
una dualidad entre jóvenes que sí tienen suerte por poseer los contactos adecuados o 
tener unas titulaciones que estén en pleno auge de demanda, que se colocan con relativa 
rapidez y desarrollan carreras más o menos estables, mientras que aquéllos que no 
tienen esa suerte -por carecer de contactos o por no poseer titulaciones en las que haya 
una gran demanda- entran en un bucle de desempleo, cursos de  formación de dudosa 
                                                 
517 En Alemania el salario que reciben está entorno a los 700-800 euros al mes. 
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eficacia y, con suerte, algún tipo de trabajo esporádico, que no tenga nada que ver con 
su titulación y que les sirva sólo para obtener algún ingreso. 
 
Esta diferente concepción del contrato de formación y de la formación en 
alternancia que existe en España respecto a Alemania518, incide en la eficacia de esta 
medida en el logro de la inserción laboral y provoca, como se ha dicho, que esta 
modalidad de contratación sea muy poco utilizada en España (al menos hasta ahora, 
aunque todavía es pronto para saber si las nuevas contrataciones al amparo de esta 
fórmula tienen auténtica finalidad formativa o está más basada en las enormes 
bonificaciones que durante los primeros meses convierten en cero el coste salarial y de 
Seguridad Social). No obstante, los datos y la comparación con otros países de la Unión 
Europea que utilizan estas fórmulas o similares para lograr la inserción laboral, se van a 
comentar en el apartado en el que propiamente se tratará la modalidad del contrato de 
formación como fórmula bonificada de fomento del empleo juvenil, ya que en este 
apartado se ha abordado sólo la parte formativa del contrato. Por ello también, no vamos 
a aplicar en este momento nuestros criterios de evaluación a este tipo de formación, sino 
que lo haremos en un momento posterior en que expliquemos las modalidades del 
contrato de formación ya que este tipo de formación no puede evaluarse de manera 
separada a la actividad laboral que las acompaña, tal y como ya se ha visto en el 















                                                 
518 No todo son ventajas en el modelo dual de formación alemán, el modelo obliga a elegir al alumno 
especializarse a una edad muy temprana, sobre los 14 años y los canaliza hacia la formación profesional o 




Los programas especiales de inserción laboral para jóvenes en 
España y la evaluación de su eficacia en la creación de empleo 
(I). 
 
1. Los programas de bonificación a la contratación de jóvenes. 
 
Dentro del recorrido que se está haciendo por las distintas medidas de fomento del 
empleo juvenil, la bonificación o subvención de contratos realizados a jóvenes es, sin 
duda, la medida estrella en España, desde que existe conciencia por las dificultades de 
los jóvenes para acceder al mercado laboral, y que se puede fijar temporalmente a 
principios de los años ochenta como fecha de su implantación. 
 
La bonificación por la contratación de jóvenes consiste en la reducción de las 
cuotas de la Seguridad Social en unas determinadas cantidades fijadas por ley por la 
Administración central del Estado -que es la competente para fijar este tipo de 
beneficios- por cada contrato realizado a un joven que cumpla una serie de 
características de edad (a la que se suma en algunos casos antigüedad en inscripción en 
la oficina de desempleo)519, y estar en desempleo, obviamente. Esta reducción de las 
cotizaciones es de carácter temporal, unos dos años como máximo y además suele venir 
acompañada -como fomento a la contratación del joven- con el uso de determinadas 
fórmulas de contratación que promueven a la estabilidad, sean contratos indefinidos u 
otro tipo de contratos bonificados -como los de formación- pero siempre quedando 
excluidos los contratos temporales de obra y servicio, contratos de sustitución, o por 
circunstancias de la producción.  Esto es debido a que la bonificación quiere fomentar la 
contratación del joven, pero para casos en los que la empresa oferta un puesto que tiene 
visos de ser indefinido y no meramente temporal.  
 
                                                 
519 El Sistema de garantía juvenil creado por el Real Decreto Ley 8/2014,  de 4 de julio en su Artículo 92. 
“....crea el fichero del Sistema Nacional de Garantía Juvenil, que constituye el sistema oficial de 
información y seguimiento sobre la implementación de la Garantía Juvenil en España y, como tal, la lista 
única de demanda y el soporte para la inscripción de las personas interesadas en las acciones ejecutadas 
en el contexto de la Garantía Juvenil” 
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Además, a estas bonificaciones a la contratación indefinida, hay que sumar una 
serie de cantidades que se ofrecen a las empresas que conviertan contratos temporales 
en indefinidos, con el mismo objetivo de fomentar la estabilidad en el empleo. El 
objetivo de estas bonificaciones es abaratar el coste laboral de la Seguridad Social de la 
contratación de jóvenes con el fin de incentivar su colocación. Esta medida de 
bonificación, que también se utiliza para otros colectivos, es una medida introducida en 
nuestro ordenamiento en los años ochenta520, aunque entonces se hizo para parados 
mayores de 45 años y para desempleados de larga duración y pese a que se ha utilizado 
también en otros países como Italia o Francia, es sin duda en España521, entre los países 
de la órbita europea, donde se ha usado con más asiduidad, con resultados que luego se 
verá, son discutibles en cuanto a sí se cumple el objetivo de fomentar la contratación de 
jóvenes gracias a estas medidas, o si son otros los factores que inciden más en la 
contratación de los mismos; o si estas bonificaciones son simplemente un “regalo” con 
el que se encuentra el empresario, pero que si no las tuviera, también procedería, a la 
contratación de estos jóvenes.  
 
Teniendo en cuenta que el Estado gasta grandes cantidades de dinero522 en el 
fomento de la contratación de jóvenes mediante estas bonificaciones, es preciso analizar 
su eficacia, con independencia de la mayor o menor dificultad que ello pueda entrañar; 
debe ser un objetivo de la investigación en materia del empleo, como de hecho, así ha 
sido por parte de algunos autores y también algunos estudios han sido encargados por el 
Ministerio de Trabajo, Oficina Económica de la Presidencia del Gobierno o Agencia de 
Evaluación de Políticas públicas. Las conclusiones que se extraen de estos estudios, en 
general, son críticas con la eficacia de estas bonificaciones en el logro de la contratación 
de algunos colectivos (y especialmente, el de los jóvenes es uno de ellos). Estas 
                                                 
520 Las bonificaciones ya fueron puntualmente empleadas en 1984 para los contratos en prácticas y para la 
formación en el caso de jóvenes. 
521 Según el estudio ”Desempleo juvenil, causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30 de 
Septiembre de 2011 del Servicio de Estudios Económicos del BBVA,  “España dedica casi la mitad de los 
recursos dedicados a PAE a incentivar la contratación y el mantenimiento del empleo (principalmente, 
mediante bonificaciones de la cuota empresarial a la Seguridad Social), mientras que la UE15 asigna tan 
solo un cuarto. Por el contrario, los gastos en formación, integración laboral y reciclaje profesional son 
comparativamente reducidos. Así, la cuantía invertida en formación supuso un 24,5% del gasto en PAE 
durante el periodo 2005-2009 –por un 40,0% en la UE15- mientras que la destinada a integración y 
reorientación laboral apenas representó un 3,8%, frente al 14,1% de la UE15, el 51,9% de Dinamarca y el 
63,4% de Países Bajos”. 
522 El Gobierno estima que el gasto en bonificaciones a la contratación derivada de las medidas laborales 
incluidas, en el Decreto ley de Medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia 
ascenderá a unos 543,5 millones de euros hasta el año 2018.  según la memoria de impacto del citado 
Decreto Ley. 
 258
conclusiones, con independencia de que sean más o menos compartidas por la 
Administración, sindicatos  y organizaciones de empresarios, son conocidas por ellos y, 
aunque pueden estar en desacuerdo con las mismas, tampoco han sido capaces de 
presentar otros estudios con base científica que puedan demostrar la eficacia de las 
mismas.  
 
Esto nos vuelve a situar en e núcleo de esta tesis doctoral, la necesidad de una 
evaluación de la eficacia de las medidas con una metodología que sea aceptada por 
todos los partícipes en el diseño y ejecución de estas medidas, con el fin de que una vez 
establecido este método de evaluación de la eficacia de estas medidas, -y para lo que se 
puede contar con un panel de expertos de todos los signos políticos- el Ministerio de 
Trabajo o el Instituto Nacional de Estadística, pueden aplicarla para determinar la 
eficacia de éstas y otras políticas de fomento del empleo. De la misma manera que 
existe una metodología para realizar la encuesta de población activa, que es aceptada 
por todos como válida y que no deja de ser un muestreo amplio al que se le aplican una 
serie de preguntas y una metodología estadística (que mediante unos modelos, nos 
permite conocer unas tasas de desempleo, empleo etc) y que esos datos son aceptados 
por sindicatos, empresarios y Administración; de la misma manera, es necesario 
conocer el grado de eficacia de estas medidas de fomento del empleo, con el fin de que 
se puedan mantener las que parezca que funcionan y desechar las que no lo hacen, 
separando luchas políticas o ideológicas de unas medidas que se establecen para 
favorecer la contratación. Estas medidas de bonificación a la contratación no están 
pensadas para generar beneficio al empresario, que es poco probable que contrate un 
trabajador que no necesita por la mera bonificación en la cuota de la Seguridad Social, 
ni la Administración dará estas bonificaciones para mantener una imagen de cara a los 
desempleados, ya que éstos no reciben nada de esta bonificación, ni su cotización o 
futuras prestaciones, se ven afectadas de ninguna manera, por su existencia. Estas 
medidas, deben ser consideradas sólo desde un aspecto puramente técnico, si sirven o 
no, para favorecer la contratación de jóvenes.  
 
,La importancia de la evaluación de éstas y otras medidas, elimina, en parte, el 
aspecto de confrontación política e ideológica que las medidas de fomento del empleo 
pueden tener, en tanto debería favorecerse su consideración desde un punto de vista 
neutral, puesto que se adoptan para fomentar la contratación de trabajadores. Así como 
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nadie critica las subvenciones a empresas para inversiones, etc., sin perjuicio de que se 
dude de su eficacia en algunas ocasiones, y es asumida, en términos generales, por todas 
las fuerzas políticas y sindicales, de la misma manera, estas bonificaciones benefician al 
trabajador porque se supone que facilitan sus posibilidades de encontrar empleo y al 
empresario porque rebaja costes salariales y a la Administración, porque evita el pago 
de prestaciones por desempleo; a la par que ayuda a generar un empleo que paga 
impuestos genera consumo etc. Si la medida funciona, está claro que es eficaz, la 
pregunta a responder, es saber si realmente funciona.  
 
Se puede argumentar que la respuesta a esta pregunta es muy difícil por las 
implicaciones econométricas que plantea la misma, porque, como se ha explicado, una 
de las dificultades para conocer la eficacia de una determinada medida, es saber el grado 
de dependencia entre esta bonificación y la contratación de jóvenes, considerando 
estables el resto de las variables que inciden en la creación de empleo juvenil. Esta 
limitación del modelo, -ya que por una parte son muchas las variables y por otra no son 
estables- dificulta el estudio. No obstante, también es difícil hacer proyecciones de 
crecimiento, de desempleo, de inflación y multitud de variables macroeconómicas que 
realiza el Ministerio de Economía (y en función de las cuales se toman decisiones 
capitales como el cálculo de ingresos que permite confeccionar el Presupuesto General 
del Estado) y no por ello se dejan de hacer estimaciones. De hecho, por ejemplo, el 
Gobierno actual ha intentado hacer una evaluación de la eficacia de su reforma del 
mercado laboral y ha llegado a calcular los puestos de trabajo que se habrían destruido 
(no calcula los que se han creado porque el desempleo ha aumentado desde que se 
implementó la reforma) si no se hubiera puesto en vigor dicha reforma. Si la 
Administración se atreve a hacer una proyección econométrica (otra cosa será la 
consistencia y el valor de dicha compleja proyección) de un suceso que no ha acaecido, 
bien se le puede pedir que hagan una evaluación de la eficacia de las bonificaciones en 
la creación de empleo. Estas consideraciones que se hacen aquí sobre la evaluación de 
la eficacia de las medidas de fomento del empleo, hay que ponerla en relación con las 
conclusiones que se darán a la vista de estudios que, sobre la misma, han hecho 
fundamentalmente autores privados y algún estudio oficial que se ha encargado por la 
Administración, pero que no ha influido de ninguna manera en la política de diseño de 
estas medidas; y es que, con independencia de que se esté de acuerdo o no con nuestras 
conclusiones, es imprescindible que se insista, por aquellos que pueden ejercer 
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influencia, en la necesidad de realizar una evaluación de la eficacia de dichas medidas y 
muy especialmente, éstas que a continuación se van a tratar de las bonificaciones a la 
contratación, por la importancia en cuanto al gasto que las mismas suponen. 
 
La evaluación de los programas de bonificación a la contratación y fomento de la 
estabilidad en la misma, es probablemente el eje esencial de la evaluación de los 
programas de fomento de empleo, ya que, sin duda alguna, la Administración ha 
utilizado estas bonificaciones como eje esencial del fomento de la contratación de 
jóvenes.  
 
En la evaluación de la eficacia de los programas de fomento del empleo basados  
en la bonificación a nuevas contrataciones, siguiendo nuestros criterios, se deben 
utilizar, por un parte, todos los indicadores para la evaluación de las modalidades de 
contratación que se han desarrollado previamente; donde sobresalen, sin duda523, los 
datos que la Seguridad Social aporte sobre la contratación indefinida, pero que sólo nos 
dará una visión numérica del grado de utilización de determinada modalidad de 
contratación. A la hora de analizar la eficacia de dichas bonificaciones en el fomento de 
la contratación, interesa analizar si los trabajadores contratados al amparo de dichas 
modalidades de contratación mantienen sus puestos de trabajo una vez finalizadas las 
bonificaciones a la contratación; ya que la finalidad de dichas bonificaciones es abaratar 
el coste de la contratación de los jóvenes para que en el plazo que dura la bonificación, 
el trabajador pueda demostrar y desarrollar sus habilidades, con el fin de que al acabar 
las bonificaciones, el trabajador se haya hecho indispensable para el empresario y lo 
mantenga contratado. Por ello para evaluar estas bonificaciones en el tiempo, es 
necesario realizar estudios longitudinales en los que se analice la evolución de 
diferentes cohortes de trabajadores contratados al amparo de dichos programas.  
 
Además de esta evaluación de eficacia de las bonificaciones, hay otro tipo de 
indicadores que pueden ser utilizados para analizar la eficacia de las mismas. Así por 
ejemplo, entre los indicadores cualitativos analizados al inicio, la claridad como 
                                                 
523 La contratación indefinida frenó su ritmo de caída en los doce meses posteriores a la reforma, a pesar 
del entorno adverso y de fuerte incertidumbre, al caer el 1,2% frente al 13,5% de los doce meses 
anteriores. Destaca que las contrataciones indefinidas iniciales a tiempo completo aumentaron un 4,8% y 
las de tiempo parcial un 3,3%, frente a la caída de las conversiones a tiempo completo del -15%, similar 
al periodo anterior. Informe del Impacto de la reforma del mercado laboral. Pág. 30. Op. Cit. 
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indicador puede ser utilizado en estos programas de bonificación, entendiendo éste 
primeramente en la claridad normativa en el diseño de la bonificación, de modo que sea 
comprensible el cálculo de la misma y sobre todo los colectivos y los requisitos 
exigibles a quienes deseen utilizar este tipo de contratación. Además esta claridad, 
también debe entenderse en el sentido de que el empresario que se acoja a este tipo de 
medidas, comprenda que la finalidad de la mismas es favorecer la contratación estable 
mediante el abaratamiento inicial de la contratación de los jóvenes524, objetivo de la 
contratación, y no que estas bonificaciones se utilicen como vía para tener contratados 
jóvenes a un menor525 coste, pero que al finalizar el periodo en que dichos contratos 
sean subvencionados526, se proceda a despedir a los mismos. En cuanto a la necesidad 
de implantación de un nuevo programa de bonificación, la Administración, al diseñar 
nuevas medidas de fomento del empleo de este tipo, debe analizar si ya existen otras 
similares o si han existido otros programas de fomento de la contratación indefinida, 
con el fin de que se estudien los efectos en el mercado laboral, las múltiples 
modalidades similares que han existido y se determine en qué medida son nuevas y 
necesarias. En cuanto a la utilidad de la medida, las Administraciones que implantan un 
programa nuevo de bonificación deben analizar el coste de dichos programas y 
contraponerlos a una aproximación previa de cuáles pueden ser los contratos que al 
amparo de las mismas puedan producirse, con el fin de realizar un análisis coste 
beneficio de la medida. Por último, la Administración debe también, en el caso de 
gestión de programas de bonificaciones, analizar la facilidad de la implantación de 
dicha medida; ya que, si bien en el caso de bonificaciones gestionadas por la Seguridad 
Social la gestión de las mismas a través de su Gerencia Informática, se facilita a un 
coste razonable, en el caso de bonificaciones diseñadas por otras Administraciones, su 
                                                 
524 Aunque los estudios hechos sobre la eficacia de las bonificaciones no son muy positivos respecto a 
ellas, lo que sí determinan claramente es que son más útiles, aquellos que van dirigidos a colectivos 
específicos son más eficaces. En este sentido Alonso-Borrego et al. (2004), “tras efectuar una revisión de 
estudios realizados a partir de la aplicación de técnicas de análisis microeconómico, concluyen que como 
consecuencia de la aplicación de programas de fomento de empleo a gran escala, los colectivos a los que 
están dirigidas las medidas no tienen más probabilidades de encontrar empleo que aquellos que no forman 
parte de los colectivos beneficiados, siendo más efectivos los programas centrados en grupos específicos 
con necesidades claramente identificadas”. Citado en el informe de evaluaciones de bonificaciones y 
reducciones de la Seguridad Social Op. Cit. Pág. 55 
525 “Otro efecto inducido por la generalización o cuasi-generalización de las bonificaciones a la 
contratación de desempleados, es que en la práctica, la intervención actúe más como una reducción de 
cotizaciones sociales que como un instrumento de fomento de empleo indefinido”. Citado en el informe 
de evaluaciones de bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social. Op. Cit. Pág. 55. 
526 La contratación indefinida bonificada resulta más barata que los contratos temporales durante los dos 
primeros años de vigencia del mismo. En este sentido Malo y Toharia (1999) “Costes de despido y 
creación de empleo en España” Revista Economistas, nº 80. Pág. 308-316. 
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gestión puede ser costosa, disminuyendo y dificultando enormemente, las ventajas de 
dichos programas de bonificación.  
 
Los programas de bonificación también son uno de los programas de fomento 
del empleo donde los indicadores presupuestarios gozan de más predicamento por las 
Administraciones, ya que es sencillo calcular el coste de la contratación por 
desempleado y contraponerlo con los ingresos que se obtienen del mismo a través del 
pago de impuestos de la renta y otros beneficios fiscales que la Administración obtenga 
de la contratación de un nuevo trabajador. 
 
Estos indicadores presupuestarios además sirven para racionalizar a posteriori la 
gestión de dichos programas, y así deberían usarse, para que la Administración decida 
suprimirlas en aquellos programas que den pérdidas muy elevadas, desde un punto de 
vista financiero de manera sostenida, si no se consigue el objetivo final del programa; 
que hay que recordar que no es tanto el aumento del número de contrataciones, como 
que las mismas, se mantengan después de finalizar la bonificación. 
 
2. El contrato indefinido bonificado. Origen del mismo y evolución de su uso 
desde su creación. 
 
La primera figura de bonificación asociada a un contrato que se va a comentar es 
la bonificación por contratación indefinida. A la hora de comentar esta figura 
contractual, así como el resto de modalidades de contratación que se traten, sólo nos 
vamos a centrar en aquellos aspectos diferenciadores de ese tipo de contratación que 
inciden en favorecer la contratación y no otros que concurren en todas las modalidades 
de contratación laboral; y que, por tanto, no pueden tener una especial incidencia en la 
contratación de jóvenes, que es el colectivo en el que se centra nuestra evaluación.  
 
El origen de esta figura hay que encontrarlo en España en los años ochenta cuando 
comenzaron a estabilizarse altas tasas de desempleo nunca vistas en muchas décadas de 
largo crecimiento económico. En un principio, estas bonificaciones se pensaron para 
dos colectivos, los mayores de 45 años y parados de larga duración, que empezaban a 
ser víctimas de una feroz reconversión industrial y se encontraban con dificultades para 
su vuelta al mercado de trabajo. Por otra parte, también se crearon para favorecer la 
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contratación de jóvenes sin formación ni experiencia e incluso en algunos casos con 
problemas de inserción social, además de la laboral, que como consecuencia de la crisis 
económica de los años setenta y principios de los ochenta, no encontraban empleo, 
como sí podían encontrarse años anteriores. Así se bonificaba la contratación de jóvenes 
entre 16 y 24 años, que fueran contratados con un contrato indefinido mediante una 
bonificación en la cuota de la Seguridad Social. La contratación de estos jóvenes 
también se incentivó mediante la creación del programa de talleres de empleo y casas de 
oficio, si bien como se verá más adelante, en estos casos la fórmula de contratación que 
se utilizaba era el contrato de aprendizaje. En el caso del contrato indefinido bonificado, 
inicialmente no tenía ningún otro tipo de diferencia y de hecho el contrato, como tal, era 
el regulado por el Estatuto de los Trabajadores, sólo que, cuando se realizaba a jóvenes 
que cumplieran unos requisitos, daban el derecho a una reducción de las cuotas de la 
Seguridad Social a cargo de la empresa. En términos generales, este programa de 
bonificaciones a jóvenes que cumplieran este requisito, no tuvo mucho éxito, si no vino 
acompañada de otras políticas activas de fomento de empleo juvenil, como sí lo fueron, 
por ejemplo los programas de talleres de empleo y casas de oficio, tal y como se ha 
comentado anteriormente. La razón del fracaso de estas medidas, hay que encontrarla en 
la visión que del desempleo, en general, tenía el legislador en España. Después de 
décadas de pleno empleo, desde la Administración se veía el fenómeno del desempleo 
como pasajero, creyendo desaparecería con la vuelta de tasas de crecimiento económico 
adecuadas y persistentes en el tiempo; por ello, se pensaba que el desempleo podía 
afectar puntualmente a determinados grupos sociales y, abaratando su coste, mediante 
estas bonificaciones, se conseguiría disminuir la tasa de paro en los mismos. En los 
sucesivos años el crecimiento volvió y fue persistente y el desempleo en España no sólo 
no disminuyó sino que siguió aumentando hasta finales de los ochenta. Los cambios 
estructurales a los que la economía española se vio sometida con la entrada en la 
Comunidad Económica Europea en 1986, eliminaron las barreras arancelarias que 
protegían a muchos sectores en España de la competencia exterior. Por ello sufrieron 
una enorme reconversión, la cual generó desempleo, en unas tasas que han convertido al 
mismo -salvo momentos puntuales como lo fueron a mediados de los años 2000, en un 
fenómeno estructural.  
 
No obstante, según el desempleo se mantuvo, la Administración siguió apostando 
por la fórmula de la contratación indefinida bonificada, que siguió sin grandes cambios 
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hasta la reforma de los años 1997. Si hasta ahora, esta figura no había consistido más 
que en un contrato indefinido del Estatuto bonificado para algunos colectivos, pero sin 
más cambios en el contenido del mismo, en 1997527 se operó una reforma de la 
contratación indefinida por la que se creó un nuevo contrato indefinido diferenciado del 
regulado por el Estatuto de los Trabajadores. En el mismo, se concretaban por una parte, 
los colectivos que podían beneficiarse de él -y sólo ellos- entre los que se encontraban 
jóvenes desempleados de entre 16 y  29528 años con seis meses de antigüedad de 
inscripción en servicios públicos de empleo. Por otra parte, se regulaba una bonificación 
para la contratación del mismo, en términos muy similares a como se regulaba con 
anterioridad, y se establecía para los trabajadores que fueran contratados bajo esta 
modalidad de contrato de fomento de la contratación indefinida, una indemnización de 
33 días por años de servicio con un tope de 24 mensualidades, inferior a la de 45 días 
que fijaba el Estatuto para los contratos indefinidos regulados en él. La razón de esta 
modalidad de contratación fue, tanto las altas tasas de desempleo juvenil que imperaban 
en el momento -y que a diferencia de en los años ochenta, ya no sólo afectaban a 
jóvenes sin formación, si no que comenzaban a actuar sobre jóvenes también titulados- 
como, por otra parte, la creencia de que las meras bonificaciones no garantizaban la 
contratación de jóvenes. Los empresarios, en términos generales, siempre se habían 
quejado de las altas indemnizaciones que debían pagar en caso de despido; y que se 
situaban entre las más altas de Europa  y que dificultaban la flexibilidad, generando un 
mercado dual: por una parte personas con contratos indefinidos con alta indemnización 
de despido y por otra parte, muchos trabajadores, entre los que se encontraban una gran 
mayoría de los jóvenes, que accedían al mercado laboral con contratos temporales, que 
eran usados por los empresarios como fórmula para flexibilizar la plantilla, en caso de 
necesidad por razones de demanda o producción.  
 
                                                 
527 El Real Decreto-Ley 8/1997, de 16 de mayo, de medidas urgentes para la mejora del mercado de 
trabajo y el fomento de la contratación indefinida, transformado en Ley 63/1997, derogó  el contrato de 
lanzamiento de nueva actividad y restringió la disponibilidad de los contratos de obra y servicio y 
eventual por parte de la negociación colectiva, y creó el contrato de fomento de la contratación indefinida 
con una indemnización por despido declarado improcedente de 33 días con tope de 24 mensualidades  por 
año de servicio frente a los 45 del contrato indefinido ordinario que tenía un tope de 42. 
528 Este colectivo ya aparecía bonificado en la Ley 22/92 como jóvenes bien menores de 25 años o de 
entre 25 y 29 parados de larga duración. 
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Debido a esta dualidad de estructura de la contratación en España, donde en torno 
al 30 por ciento de los trabajadores en aquellos años tenían contrato temporal529, cuando 
venían crisis, las empresas, en un primero lugar, procedían a despedir a los trabajadores 
con contrato temporal mediante su no-renovación, ya que no tenían que indemnizarles, 
(al menos hasta la reforma de 2006, que estableció una indemnización de ocho días por 
año de servicio530, en el caso de finalización de contratos temporales, como medida de 
desincentivación del uso de los mismos para actividades que tuvieran carácter 
indefinido). Si bien, tanto la legislación como la jurisprudencia531, han determinado que 
no pueden ser utilizadas fórmulas de contratación temporal para actividades principales 
de la empresa que tengan carácter indefinido, la realidad ha demostrado que se hace un 
uso abusivo de estas modalidades de contratación, pese a las limitaciones que se 
establecieron en la reforma de 2006532, que impedía el encadenamiento de contratos 
temporales más allá de 24 meses (que fue suprimida en 2011 y reintroducida en la 
reforma de 2012 a partir del 31 de diciembre de 2012), y ello pese a que el Estatuto 
castiga con la conversión en indefinido en el caso del uso fraudulento de esta 
contratación temporal.  
 
Este contrato de fomento de la contratación indefinida se mantuvo con escasas 
reformas en la reforma de 2006, que promovía de nuevo la estabilidad en la 
contratación; se mejoraron las bonificaciones y se aumentaron los colectivos que podían 
beneficiarse de él, como mujeres víctimas de violencia de género, discapacitados, etc. 
En general, la razón por la que se apostó por continuar con esta forma bonificada de 
                                                 
529 En Europa, según datos de Eurostat, el 42% de los jóvenes que tienen empleo es temporal casi cuatro 
veces más que los mayores.  
530 Esta tiempo es sólo para contratos temporales firmados antes de 31/12/2011, los celebrados después se 
incrementan en un día por año hasta llegar a 12. (Art. 49.1  c) E.T.) 
531 El Tribunal Supremo en sus sentencias de 10 de diciembre de 1996 (RJ 1996, 9139) y 30 de diciembre 
de 1996 (RJ 1996, 9864) y 3 de febrero de 1999 (RJ 1999, 1152) señalaba que «el válido acogimiento a la 
modalidad contractual que autoriza el artículo 15.1.a) del Estatuto de los Trabajadores no sólo requiere 
que la obra o servicio que constituya su objeto sea de duración incierta y presente autonomía y 
sustantividad propia dentro de lo que es la actividad normal de la empresa, sino además que, al ser 
concertado, sea suficientemente identificada la obra o el servicio y que, en el desarrollo de la relación 
laboral, el trabajador sea ocupado en la ejecución de aquella o en el cumplimiento de éste y no 
normalmente en tareas distintas». 
532 Esta reforma también modificó la forma de calcularla cuantía de a bonificación y se cambió la rebaja 
de un porcentaje sobra las cuotas de contingencias comunes (25%) a una cuantía fija. El informe sobre 
bonificaciones realizado por la AEVAL  ya citado justifica esta cambio por “Este hecho provocaba, al 
menos en el ámbito teórico, que el incentivo económico fuese mayor en aquellos trabajadores con 
mayores salarios y cualificación, y, consiguientemente con mayores posibilidades de incorporarse al 
mercado de trabajo, frente a los trabajadores con menores salarios y más precarizados, colectivos que 
objetivamente presentaban mayores dificultades en la obtención de empleos”.Op. cit. Pág. 47 
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contratación indefinida fue el notable incremento de la contratación y del empleo que 
hubo en España entre 1997 y 2006, pero que no acabó con la dualidad de la contratación 
y no disminuyó las tasas de temporalidad (recuérdese aquí que según se comentó, el 
auge de la construcción fue el causante de una gran mayoría de los nuevos contratos 
realizados y esta es una actividad, por principio, temporal, mediante el uso de contratos 
de obra y servicio con independencia de que la gran demanda de trabajo en el sector 
permitiera  a los trabajadores de este gremio, encadenar trabajos en obras diferentes y 
con altas retribuciones).  
 
Este contrato bonificado ha convivido con el contrato indefinido normal regulado 
por el Estatuto de las Trabajadores, ya que, había colectivos a los que no era aplicable el 
contrato de fomento de la contratación indefinida533. En la reforma de la contratación 
realizada en el año 2012, se ha producido un importante cambio en la configuración del 
contrato de fomento de la contratación indefinida como reacción del legislador ante las 
elevadas tasas de desempleo. Se reformó la contratación indefinida, no sólo el contrato 
de fomento, sino también el propio contrato indefinido regulado en el Estatuto de los 
Trabajadores. Así, la principal novedad es que se modifica la indemnización de despido 
improcedente de todos los contratos indefinidos, no sólo el  fomento de contratación 
indefinida, que pasa a ser en todos los casos de 33 días por año de servicio con un tope 
de 24 mensualidades (art. 56 E.T.), computándose para los trabajadores que tuvieran 
contratos indefinidos de los regulados en el Estatuto, 45 días por año de servicio hasta la 
fecha de entrada en vigor de la reforma, y a partir de esa fecha la antigüedad, devenga 
una indemnización de 24 días por año (también se han reformado los criterios para 
realizar despidos colectivos flexibilizados pero, en tanto que estas normas no afectan 
especialmente a los jóvenes, que no tienen ningún tratamiento diferenciador en los 
despidos como tal, no se va a comentar aquí). Además, se mantienen las bonificaciones 
para la contratación de jóvenes desempleados que sean contratados con contratos 
indefinidos, pero desapareciendo la división entre contratos indefinidos amparados por 
                                                 
533 La negociación colectiva si ha tratado el tema de la contratación temporal, la ordenación del tiempo de 
trabajo o los compromisos de estabilidad que, de manera indirecta, han podido incidir algo en el fomento 
del empleo juvenil, pero no ha sido esa la finalidad de su introducción en los convenios de empresa, sí en 
los acuerdos marco o pactos sociales o en negociación colectivo de ámbito superior pero sin que se pueda 
decir que haya estado muy presente el empleo juvenil en este ámbito de negociación colectiva. Según 
datos de la Memoria sobre situación económica, social y laboral del Consejo Económico y Social el 
45,4% de los convenios incluía alguna cláusula de empleo, pero salvo alguna medida a favor de 
colectivos discapacitados, menos del 50% de los convenios establecen introducen medidas. 
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el Estatuto y contratos de fomento del empleo desarrollados por una normativa especial 
de fomento del empleo.  
 
Este cambio legal iguala la indemnización de despido para todos lo trabajadores 
con contrato indefinido (salvo la determinada para expediente de regulación de empleo, 
que es de 20 días por año de servicio con un tope de 12 mensualidades), con lo que ya 
no es más barato despedir o contratar a unos colectivos u otros, mientras que por el 
contrario, si se procede a la contratación de jóvenes desempleados en los términos 
regulados por la ley, se recibe una bonificación en las cuotas de la Seguridad Social. La 
reforma deroga todas las demás modalidades de contrato de fomento de la contratación 
indefinida, aunque obviamente, los contratos que se hicieron al amparo de ellas, se 
siguen rigiendo por la misma mientras duren. 
 
Para analizar la eficacia de esta modalidad contractual, nos remitimos al citado 
“Informe de evaluaciones de bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social” sobre 
eficacia bonificaciones de las cuotas de la Seguridad Social de 2008, realizado por la 
Agencia Española de Evaluación de Políticas Públicas (AEVAL)534. En él se manifiesta 
que “Los diversos análisis efectuados con posterioridad, han mostrado que se produjo 
un aumento de la contratación indefinida (casi se duplica la cuantía de estos contratos 
entre 1996 y 1997), así como una relativa sustitución entre los diferentes tipos de 
contratos indefinidos, pues se observa un trasvase entre contratos indefinidos ordinarios 
y contratos de fomento de la contratación indefinida. De hecho, a partir de 1997 la 
mayor parte de la contratación indefinida deja de ser ordinaria.535 Esta circunstancia 
aparece vinculada a la conversión de contratos temporales en indefinidos: los contratos 
indefinidos de fomento del empleo pierden cierto peso respecto a la contratación 
indefinida en el año 2000 (pasan del 65% al 54%), año en que desaparecen las 
bonificaciones a las conversiones, y vuelven a ganar terreno a partir de 2001, cuando se 
restablecen las bonificaciones a las conversiones (que pasan de representar el 18% en 
2000 al 36% en 2001)536.  
                                                 
534 534Informe de la AEVAL sobre bonificaciones a la seguridad social realizado en 2008. 
http://www.aeval.es/es/difusion_y_comunicacion/publicaciones/Informes/Informes_de_Evaluacion/Evalu
aciones_2008/E14.html 
535 Estas conclusiones se pueden leer también en L. Toharia Cortés (2005) e I. Cebrián, Gloria Moreno y 
Luis Toharia (2003) “¿Are Spanich open-ended contracts permanent? Reflections on the 1997 labour 
market reform in Spain. V Jornadas de Economía Laboral, 2003. Abril. 
536Informe de la AEVAL sobre bonificaciones a la seguridad social realizado en 2008. (Págs. 30-31) 
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Los principales efectos negativos que desde la doctrina se ven a las bonificaciones 
como política de fomento del empleo son. 
 
 
-Efecto peso muerto o ganga537. La contratación de un trabajador que se encuentra 
sujeto a incentivos de cualquier orden se habría producido de todos modos, aún 
cuando dichos incentivos no hubiesen existido. La bonificación o incentivo se 
traduce así en una ganancia neta para el empresario. 
 
-Efecto sustitución.538 Consiste en que el incentivo puede provocar que unos 
individuos consigan empleo a costa de otros. En relación con las bonificaciones a 
las cotizaciones, esto podría significar que la empresa que quiera cubrir un puesto, 
se decida por una persona de un colectivo bonificado y deje fuera a otra persona, lo 
que no implicaría disminución del paro. 
 
-Efecto desplazamiento. Este efecto consiste en la posibilidad de que la reducción de 
costes laborales provocada por las bonificaciones a la contratación (o las 
subvenciones al empleo) puedan permitir a una empresa determinada reducir precios 
y expulsar del mercado a otras empresas que no puedan acogerse a dichos 
programas539. 
 
En cuanto a la aplicación de nuestros criterios e indicadores de evaluación a los 
modelos de contratación indefinidos bonificados, no se puede añadir nada nuevo 
                                                                                                                                               
http://www.aeval.es/es/difusion_y_comunicacion/publicaciones/Informes/Informes_de_Evaluacion/Evalu
aciones_2008/E14.html 
537 “El efecto peso muerto implicaría que la empresa absorbe el beneficio de la política, al poder contar 
con el mismo número de trabajadores a un menor coste. El efecto desplazamiento implica la misma 
conclusión, más el hecho de incrementar el bienestar de unos grupos de parados a costa de otros. Por 
tanto, en la evaluación de las bonificaciones a las cotizaciones es necesario tener en cuenta aspectos 
fundamentales de equidad, si se quiere evitar que los programas produzcan consecuencias distributivas no 
deseadas en el largo plazo”. Citado en el informe de evaluación de bonificaciones. Pág. 46. Op. Cit. 
538 El efecto sustitución condiciona la eficacia de las bonificaciones de modo que para que el efecto neto 
en el mercado de trabajo sea positiva la oferta de trabajo para el colectivo afectado tiene que ser muy 
elástica respecto a dicha modificación. En este sentido “De hecho, la mayoría del os estudios que tratan 
de cuantificar dicha elasticidad mediante modelos econométricos obtienen que su cuantía es reducida. 
Citado en el informe de evaluación de bonificaciones. Pág. 45. Op. Cit. 
539 Extractado del informe de bonificaciones y reducciones de cuotas de la Seguridad Social. 
http://www.aeval.es/es/difusion_y_comunicacion/publicaciones/Informes/Informes_de_Evaluacion/Evalu
aciones_2008/E14.html, Pág. 44. 
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respecto a lo explicado con carácter general para los criterios generales de evaluación de 
programas bonificados, si bien al ser estos contratos especialmente dirigidos al fomento 
de la contratación indefinida, el logro de la estabilidad de la contratación después del fin 
de las bonificaciones540, será el indicador máximo de contraste de la evaluación de estos 
programas. Por lo demás, todos los aspectos en cuanto a indicadores presupuestarios 
que relacionan coste y beneficios de la implantación de estas medidas541, así como 
indicadores cualitativos de uso previo al diseño de estas medidas, son, como ya se ha 
indicado, aplicables a estas modalidades de contratación. 
 
3. La transformación bonificada de contratos temporales. Evaluación de la eficacia 
en la creación y mantenimiento del empleo del contrato indefinido bonificado.  
 
Una figura afín a este contrato de fomento de la contratación indefinida es la 
bonificación por transformación de contratos temporales en indefinidos. Como se ha 
comentado, ha sido una de las grandes preocupaciones del legislador y de los sindicatos 
la reducción de la temporalidad542 en la contratación por los efectos perniciosos que 
tiene en la estabilidad profesional y económica del trabajador. Por ello, una de las 
fórmulas que se ha usado para propiciar esta contratación, ha sido la bonificación con 
una cantidad en las cuotas de la Seguridad Social que paga la empresa por la conversión 
de contratos temporales en fijos. Esta fórmula que apareció por primera vez en la 
reforma de 1997 y que se renovó en la reforma de 2006, ha sido muy543 utilizada por las 
empresas544.  
                                                 
540 Respecto a la supervivencia de los contratos una vez finalizadas el periodo subvencionado del mismo 
este mismo informe manifiesta “Por otro lado, y respecto de la permanencia o tasa de supervivencia de 
los contratos indefinidos bonificados en relación con el resto de figuras contractuales, se ha puesto de 
manifiesto que los contratos indefinidos ordinarios suscritos con anterioridad a la reforma, tenían mayor 
probabilidad de permanencia que cualquiera de los contratos firmados después de la reforma (tanto 
ordinarios como de fomento de empleo) Igualmente se ha observado que los contratos de fomento eran 
más inestables que los indefinidos ordinarios y que las conversiones de contratos temporales a indefinidos 
(50% transcurridos tres años, frente a 60% y 70% respectivamente). (Informe de eficacia de 
bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social. Op. Cit. pág 32. 
541El diferente coste de ambas modalidades de contratación indefinida acaba generando un efecto 
sustitución de modo y tal y como afirma, B. Cueto Iglesias (2006)”El hecho de que los contratos indefinidos 
bonificados tengan un coste inferior a los temporales, puedo provocar un aumento de la rotación de los 
trabajadores indefinidos bonificados, de tal modo que el programa de fomento del empleo no reduciría la 
inestabilidad de los contratos temporales y sí aumentaría la inestabilidad de los indefinidos”.  Cueto 
Iglesias, Begoña, 2006. “Las ayudas a la contratación indefinida en España” Revista de Economía 
Laboral 3. 
542 Sobre temporalidad L. Toharia Cortés (2005). El problema de la temporalidad en España: un 
diagnóstico 
543 “El estudio de Toharia analiza la probabilidad relativa de acceder a un contrato bonificado – 
distinguiendo entre conversiones y bonificados iniciales- frente a un contrato ordinario, entre 2005 y 2008 
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La fórmula de la conversión, exige que se aplique a los contratos temporales de 
obra, circunstancia de la producción, etc, y que se hagan contratos indefinidos de los 
regulados en la reforma del mercado laboral o en un contrato indefinido normal del 
Estatuto de los Trabajadores, en el caso de que por edad, por ejemplo, este trabajador, 
ya no pudiera acogerse a este contrato de fomento de la contratación indefinida. 
Además, para mantener la bonificación por la conversión, es necesario mantener al 
trabajador en plantilla un período, con el fin de evitar las conversiones fraudulentas que 
pretendan cobrar la indemnización, procediendo al despido del trabajador (a quien se 
indemnizaría con una baja cantidad, debido al poco tiempo que ha prestado servicio con 
el contrato indefinido) y la posterior contratación de un nuevo trabajador temporal, 
cuando no directamente al mismo. El trabajador al que se le convierte el contrato de 
temporal en fijo, si cumple los requisitos del nuevo contrato de fomento de la 
contratación indefinida, genera unas nuevas reducciones en la cuota de la Seguridad 
Social, en las mismas condiciones que si se contratara directamente al trabajador fijo. 
Con esto se ve que la propia legislación favorece que, primero se proceda a la 
contratación mediante el uso de una modalidad temporal545, que es utilizada a modo de 
prueba por el empresario y, con posterioridad, proceder a la conversión del contrato a 
indefinido, beneficiándose tanto de la bonificación por la conversión como por la 
correspondiente al nuevo contrato.  
 
                                                                                                                                               
y en función de diferentes variables de clasificación. Los resultados del análisis indican que la 
probabilidad de acceder a un contrato indefinido a partir de una conversión bonificada es superior a la de 
acceder a un contrato ordinario a lo largo de todo el año 2006, especialmente en el último trimestre 
momento en el que se agota la posibilidad de acogerse al Plan Extraordinario de conversión” (Informe de 
eficacia de bonificaciones y reducciones de la Seguridad Social. Op. Cit.pág 59. 
544 El Ministerio de Empleo estudia que la conversión de contratos temporales ya existentes a indefinidos, 
puedan también beneficiarse de la nueva tarifa plana de la Seguridad Social de 100 euros por 
contingencias comunes, siempre que cumplan los requisitos anunciados de mantenimiento del empleo 
neto en los seis meses anteriores y posteriores a la contratación. No obstante, si mantienen el empleo, sí 
podrán proceder al despido de ese  trabajador hasta en los tres primeros años sin tener que devolver esas 
ayudas. 
545 “Los contratos bonificados tomados en conjunto son los que presentan una mayor pérdida de empleo, 
casi un 17%. Entre ellos, los contratos bonificados realizados a mayores de 45 años, seguidos de otros 
contratos bonificados, los bonificados a mujeres y a jóvenes varones menores de 30 años, son, por este 
orden, los que presentan una mayor proporción de personas que han perdido su empleo. 
 Como señalan los autores el hecho de que las conversiones bonificadas presenten una proporción mucho 
más baja puede relacionarse con una utilización más reciente de este tipo de contratos. “Las conversiones 
tanto bonificadas como no bonificadas tienen una probabilidad menor de perder el empleo que los 
contratos indefinidos ordinarios” Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de cuotas de la 
Seguridad Social” realizado por la AEVAL. Op. cit. Pág. 97 y 98. 
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4. La contratación temporal como figura de inserción laboral de los jóvenes en 
España.  
 
La contratación temporal en España como se ha visto, es utilizada con fines 
mucho más amplios que los de la mera contratación de trabajadores para cubrir 
necesidades temporales de la actividad económica de las empresas. Desde los 
empresarios siempre se ha culpado del alto coste de la contratación indefinida como 
causante de la alta temporalidad. Las altas indemnizaciones de despido en contratación 
indefinida,¡ generan que las empresas utilicen la vía de la contratación temporal como 
medio de prueba de las capacidades del trabajador para proceder, en un futuro, a la 
contratación indefinida, si el mismo se adapta a las necesidades de la empresa. 
 
La contratación temporal también le ofrece al empresario una vía más barata de 
indemnización ya que frente a una compensación fijada en 45 días por año de servicio o 
33 si se está  ante contratos de fomento de la contratación indefinida o el nuevo contrato 
indefinido que con carácter general ha fijado la reforma laboral de 2012546 (también se 
debería considerar la indemnización de 20 días por año de servicio  ex art. 53.1 b) E.T. 
que  se establece en el caso de despido colectivo por causas económicas, técnicas y 
organizativas que fija el Estatuto, pero como este supuesto afecta ya a un despido de 
carácter colectivo, sólo se plantea legalmente cuando procede causa que puede afectar a 
varios trabajadores, no a uno sólo, puesto que existen unos mínimo fijados en la 
legislación para poder plantear un despido colectivo). Los contratos temporales tienen 
como indemnización ocho días por año de servicio (hasta 12 días dependiendo de 
cuando se haya firmado el contrato como se ha explicado anteriormente) desde la 
reforma de 2006, indemnización que además, debido a los períodos cortos en que se 
devenga, suele constituir muy poco dinero en términos absolutos, con lo que constituye 
un coste bajo para las empresas. Como se ve, la conjunción entre las necesidades del 
                                                 
546 Los datos que ya se tienen de contratación laboral desde entrada en vigor de la reforma, parecen 
reforzar la contratación temporal como vía de acceso a mercado laboral; así hasta junio de 2012, en ese 
año la temporalidad en las nuevas contrataciones era el 69,9% del total mientras que a esa fecha de 2013 
se sitúa en el 70,8% y por el contrario, la contratación indefinida ha caído en ese mismo periodo de 17,3% 
a al 16,8%. No obstante, la tasa global de contratación temporal, si ha caído al 23,1% frente al 25% de 
2011, si bien en este aspecto hay que hacer notar la figura del nuevo contrato de emprendedores que 
figura como una modalidad de contrato indefinido pero que permite el despido sin indemnización durante 
el primer año. En tanto que estos contratos en su mayoría aún tienen menos de un año y que de esa 
modalidad se han firmado 120000 en el primer año de vigencia, hasta que no pase ese año y  no se vea el 
grado de estabilidad que estas contrataciones tienen, no se podrá ver si el mismo funciona como una 
modalidad de contrato indefinido o como uno temporal sin indemnización el primer año. 
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empresario y las opciones de contratación que posee el mismo, le llevan a proceder en 
un inicio a una contratación temporal547 con la triple ventaja de coste salarial548, coste 
de indemnización y flexibilidad en cuanto a la duración del mismo y con posterioridad -
si se dan las condiciones económicas en la evolución de la actividad de la empresa y en 
el rendimiento del trabajador- proceder a su conversión en temporal.  
 
Esta forma de proceder del empresario lleva a que, desde un punto de vista 
económico y sin atender a datos de evaluación de eficacia de dichas bonificaciones, no 
quede claro cual es la influencia que las mismas tienen en el empresario a la hora de 
dichas contrataciones. Por una parte, está claro que si el empresario no tiene necesidad 
de contratar un trabajador nuevo porque las condiciones económicas de la empresa no lo 
hacen necesario, no va a proceder a contratar a ningún trabajador con independencia de 
las bonificaciones (en verdad, ni aunque el coste de ese trabajador fuere cero el 
empresario  lo contrataría, ya que el mismo generaría un gasto inútil sólo con su 
presencia en la empresa; recordemos, llegados al extremo, las empresas que pagan a sus 
trabajadores en procesos de suspensión de puestos de trabajo pero que exigen a los 
mismos que no vayan al puesto de trabajo, aunque cobren parte de su salario). Esta 
conclusión obvia, genera otra no menos obvia; para estimular la creación de empleo es 
más efectivo generar condiciones financieras, económicas549, sociales550 etc, que 
faciliten o creen oportunidades de negocio y que sean éstas las que generen demanda de 
puestos de trabajo, con lo que parece más efectivo como tal, subvencionar o bonificar551 
de alguna manera la creación de la empresa que en sí la creación de puestos de trabajo, 
                                                 
547 En el mismo sentido se manifiesta 9 Informe de la Comisión de Expertos para el diálogo social, 2005. Pág. 22. 
548 Según la encuesta anual de estructura salarial de 2012, los trabajadores temporales cobran un 34% 
menos al año que los indefinidos y sus sueldos cayeron un 3,5% frente a un 0,9% que cayeron los de los 
indefinidos en comparación con el año 2011 Además en esa encuesta las mujeres cobran el 76,1% del 
sueldo de los hombres. 
549 Ver el artículo que es la base de las conclusiones sobre la evaluación de la eficacia de la contratación 
bonificada “El efecto de las bonificaciones de las cotizaciones a la Seguridad Social para el empleo en la 
afiliación a la Seguridad Social: un intento de evaluación microeconómica, macroeconómica e 
institucional” FIPROSS 2007/81 
550 Según el citado informe de evaluación de bonificaciones y reducciones de cuotas a la Seguridad Social 
“la ampliación o la reducción de la plantilla en 2008 ha dependido de otros factores ajenos a la 
bonificación, es decir se repite, como se verá, el mismo patrón que en la realización de contrataciones 
bonificadas: la bonificación ayuda pero no es determinante”. Op. Cit. Pág. 65. 
551 “Las empresas que integran el estudio de casos, consideran que la reforma laboral del 2006 no ha 
afectado al mayor o menor uso de las bonificaciones para ningún colectivo en concreto a pesar de los 
cambios producidos, pues, como se verá, las bonificaciones son valoradas como una medida interesante 
aunque no determinante a la hora de adoptar la decisión de contratar. Evaluación sobre la política de 
bonificación y reducción de cuotas de la Seguridad Social” realizado por la AEVAL. Op. Cit. Pág. 60. 
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que es algo necesario a lo que el empresario se ve obligado si las condiciones de 
negocio le fuerzan  a ello. 
 
En un modelo de contratación laboral, donde las modalidades temporales552 se 
convierten en el instrumento esencial de incorporación de los jóvenes553 al mercado 
laboral554, el analizar la eficacia de estas modalidades temporales elegidas por los 
empresarios como principal modalidad de inserción laboral de todos los colectivos, es 
sin duda primordial, aunque el fin de estos contratos no sea como tal el fomento del 
empleo, sino servir de cauce jurídico a las necesidades temporales de la actividad 
económica de las empresas555. No obstante, el fin de estas modalidades, el indudable 
uso que de estas figuras se hace para cubrir necesidades no temporales de las empresas, 
así como su uso como modalidades de contratación a prueba para decidir sobre una 
futura contratación indefinida de ese trabajador, hacen necesario aplicar indicadores de 
evaluación de modalidades de fomento del empleo a estos contratos que no tienen esa 
finalidad en principio.   
 
                                                 
552 Toharia Cortes, L. (2002). “El modelo español de contratación temporal”. Temas Laborales. Nº 64. 
2002. 
553 “La evidencia empírica demuestra que la temporalidad es un fenómeno persistente entre los jóvenes 
españoles. El 85% de los jóvenes que entran en el mercado laboral como asalariados lo hacen con un 
contrato de duración determinada. Si bien este porcentaje se reduce a lo largo de su vida laboral, lo hace 
lentamente, de tal modo que una década después todavía un 35% continúan como temporales, tras haber 
alternado etapas de empleo (temporal), con episodios de desempleo y de inactividad. ”Desempleo juvenil, 
causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de Estudios 
Económicos del BBVA. Pág.  10. 
554 La temporalidad no es un fenómeno exclusivo de España,  según el estudio ”Desempleo juvenil, 
causas y soluciones” Documentos de trabajo 11/30, Septiembre de 2011. Servicio de estudios económicos 
del BBVA. Pág. 9. “Se observa que la tasa de temporalidad es decreciente con la edad en la práctica 
totalidad de los países de la UE27; en España oscila entre el 58,6% para los menores de 25 años (cifra 
similar a las de Alemania, 56,9%, o Francia, 55,2%) y el 11,7% para los asalariados entre 50 y 64 años15. 
Con todo, la concentración de la temporalidad en la población juvenil española es inferior a la del 
conjunto de la UE15: mientras que en España el porcentaje de asalariados con contrato temporal entre los 
menores de 25 años es 2,3 veces superior a la tasa de temporalidad del total, en la UE15 es 3,1 veces 
mayor” 
555 “Los estudios de caso apuntan a un mayor uso de los contratos indefinidos: Cuando los convenios 
colectivos permiten la inclusión de períodos de prueba suficientemente largos (6 meses) para comprobar 
la valía del trabajador. En los puestos de trabajo que se requiere mayor especialización o están asociados 
a una categoría profesional cualificada. En aquellos casos en los que se quiere ofertar un contrato más 
atractivo para los candidatos que optan al puesto, etc. 
Mientras que la utilización de la contratación temporal es más intensiva: Cuando la propia actividad del 
negocio conlleve estacionalidad de la demanda o la realización de una obra o servicio durante un tiempo 
Determinado. En aquellas ocupaciones valoradas por los propios candidatos como temporales y no 
definitivas, pues implican un alto grado de rotación de personal. En los negocios o actividades específicas 
que requieren de un largo proceso de aprendizaje y cierta “vocación” cuyo resultado requiere ser 
comprobado previamente a un contrato indefinido”. 
Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de cuotas de la Seguridad Social” realizado por 
la AEVAL. Pág. 89. 
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El principal indicador que se puede utilizar para evaluar estas modalidades de 
contratación de cara al logro de la estabilidad en el empleo, es analizar cuántos 
contratos temporales se convierten en fijos, y de ellos hay que hacer un especial estudio 
separado de aquellas conversiones que sean bonificadas por la Seguridad Social, con el 
fin de detectar si esta bonificación a dichas conversiones, es más eficaz que la 
subvención directa a modalidades de contratación indefinida556.  
 
Además de este indicador cuantitativo, se pueden aplicar indicadores de tipo 
presupuestario que relacionen el coste de la bonificación de dichas conversiones a 
indefinidos con los beneficios e ingresos de carácter fiscal que se obtienen de la 
estabilidad de la contratación que dichas bonificaciones aportan, con el fin de analizar la 
rentabilidad de dichas conversiones y contraponerlas con las del fomento directo de la 
contratación indefinida desde un inicio; ya que, como se ha destacado, diversos estudios 
determinan que los contratos indefinidos, fruto de conversión de temporales, tienen una 
mayor duración que aquellos que son promocionados con modalidades indefinidas 
desde un primer momento. 
 
En cuanto a la aplicación de criterios cualitativos previos al diseño de medidas 
favorables a la conversión de contratos, sin duda, por una parte, el criterio de claridad en 
los requisitos de la conversión, incidirá en una mayor seguridad jurídica a que las 
empresas se animen a apostar por estas conversiones de contratos temporales y por otra 
parte. En cuanto a los de utilidad y  facilidad de la implantación de este tipo de medidas, 
llevarán aparejadas un estudio previo de coste de las mismas y una estimación del éxito 
que éstas pueden atender. Hay que destacar que esta medida de bonificación a la 
contratación de transformación de contratos temporales, si bien es sencilla, es una de las 
medidas que desde de su inclusión en la reforma del mercado laboral en 1997, ha 
ayudado más a promover la contratación indefinida en España y ha resultado más 
estable a la hora de promover una mayor duración de estos contratos indefinidos; por lo 
tanto, analizar el coste y beneficio de estas conversiones es muy interesante como 
medida de fomento del empleo estable. 
 
                                                 
556 En el informe de Impacto de la Reforma del Mercado laboral sólo se indica que “La reforma laboral ha 
reducido la dualidad del mercado laboral, incluso en un contexto adverso, al reducir la tasa de 
temporalidad del 25% del cuarto trimestre de 2011 al 23,1% del pasado trimestre.” 
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5.El efecto de la indemnización por despido en la contratación de jóvenes.  
 
Como es bien conocido, en España el despido calificado como improcedente por 
un juzgado ha determinado hasta la reforma del mercado laboral de 2102, una 
indemnización a favor del trabajador por un importe de 45 días por año de servicio con 
un tope de 24 mensualidades en el caso de contratos indefinidos no bonificados, 33 días 
por año de servicio con un tope de 12 mensualidades en el caso de contratos indefinidos 
bonificados realizados al amparo de las reformas de 1997 ó 2006, y una indemnización 
de ocho557 días por año de servicio en el caso de finalización de un contrato no 
indefinido558.  
 
Si debe plantear si es eficaz para fomentar la contratación indefinida, el proceder a 
bonificar los contratos indefinidos frente a los contratos temporales, hay que analizar el 
efecto que la diferente indemnización genera en la opción del empresario por una u otra 
modalidad de contratación –con diferentes indemnizaciones -. Como se ha explicado ya, 
la razón económica de dichas bonificaciones a la contratación indefinida es abaratar el 
coste salarial, con el fin de fomentar contrataciones, con lo que para que el empresario 
se decida por la contratación indefinida bonificada frente a un contrato temporal, la 
bonificación debería suponer un mayor ahorro que el que supone la diferencia en la 
indemnización en favor del contrato temporal. Además hay que tener en cuenta que la 
bonificación tiene carácter temporal, mientras que la diferencia de coste de 
indemnizaciones, es para siempre. Esta configuración temporal de la bonificación, 
                                                 
557 Respecto al coste de despido, en España ha habido propuestas de introducir el modelo austríaco de 
indemnización, por el que el empresario va aportando durante la vigencia del contrato una cantidad por 
despido, la cual el trabajador acumula en el caso de cambio de trabajo, y por ejemplo en EEUU, la 
cotización al seguro de desempleo se hace depender del nivel de despidos que realice esa empresa. 
558 Respecto al efecto que las indemnizaciones por despido generan en la decisión del empresario por 
optar por una u otra modalidad de contrato el citado informe sobre bonificaciones realizado por la 
AEVAL dice “La reforma de 1997 y la del 2001 abordan la cuestión de la temporalidad desde el prisma 
de la incentivación de la contratación indefinida mediante una aproximación de los costes empresariales 
en el supuesto de despido entre los contratos temporales e indefinidos: a través de la reducción de los 
costes por despido improcedente del nuevo contrato indefinido de fomento del empleo introducido en 
1997en primer lugar, y con el establecimiento de la indemnización de ocho días por año trabajado para 
los contratos a término en 2001. Se dejó de lado que las indemnizaciones por despido improcedente 
operan en conjunción con el criterio de la antigüedad. Esto es, en realidad la indemnización cobra fuerza 
cuanto mayor es la permanencia del trabajador en la empresa, no existiendo en realidad mucha diferencia 
entre las indemnizaciones de entre 45 días o 33 para los trabajadores con poca antigüedad. Informe sobre 
bonificaciones y reducciones de la seguridad social”. Op. Cit. Pág. 38. en el mismo sentido se manifiestan 
Cruz Villalón, J, 1998. “Los Instrumentos de Fomento de la Contratación Indefinida. Estabilidad en el 
Empleo, Diálogo Social y Negociación Colectiva. la Reforma Laboral de 1997”. Madrid. Tecnos y 
Álvarez del Cuvillo, A.,2006. “Análisis funcional del fomento de la contratación por tiempo indefinido en 
la reforma de 2006”. Temas laborales: Revista andaluza de trabajo y bienestar social. Pág. 12. 
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determina que si bien durante la duración de la misma, la contratación bonificada sí 
resulta más barata que el contrato temporal, con posterioridad esta ventaja desaparece, 
mientras que sí continúa el inconveniente de la mayor indemnización. Se puede aducir a 
favor de la contratación bonificada indefinida que el trabajador que tiene una relación 
estable con la empresa, trabaja mejor por tener una mayor motivación y vinculación con 
la empresa. Si bien hay estudios que indican estas conclusiones, hay que reconocer que 
siempre es difícil evaluar económicamente esa ventaja y la empresa tiende a considerar 
sólo los costes y beneficios que pueda evaluar tangiblemente y éste, no es nada fácil de 
conocer. Por ello, una vez más, incluso para actividades que para el empresario son 
estables y constituyen puestos de trabajo estructurales, es también mejor primero 
proceder a un contrato temporal y después realizar la conversión del mismo a fijo, 
aprovechándose de las bonificaciones e incluso de las subvenciones a la bonificación 
que se crean a tal efecto en muchos momentos por el legislador.   
 
Así, como conclusión, desde un punto de vista lógico, no se puede defender que 
las bonificaciones  favorezcan la contratación indefinida y más bien son una ventaja con 
la que el empresario se encuentra cuando ya ha decidido proceder  a esa contratación, 
con lo que la bonificación se constituye como un premio y no como un estímulo. 
 
Esta reflexión se debe contrastar con estudios que se han realizado sobre el tema, 
con el fin de poder tener una opinión basada en datos sobre la que se pueda concluir 
sobre el comportamiento de los empresarios ante las bonificaciones. Lo primero que se 
puede decir, es que no es fácil diseñar un modelo que permita separar el efecto que en la 
decisión de contratar han tenido las bonificaciones, ya que todos los elementos que 
están presentes en estas decisiones interactúan a la vez y no es fácil diferenciarlos. No 
obstante, mediante un potente muestreo entre empresarios que han contratado en un 
periodo concreto, se han realizado estudios estadísticos sobre este aspecto559. Las 
principales conclusiones a las que sobre esta materia se han llegado, se pueden decir que 
son que, efectivamente, las bonificaciones no tienen una influencia importante en la 
decisión de contratar que viene determinada por razones externas. Por otra parte, 
también se concluye que estas bonificaciones tienen influencia a la hora de determinar 
                                                 
559 Entre los estudios, que sobre la materia han sido auspiciados desde organismos oficiales, pueden 
citarse el de la Agencia de Evaluación de Políticas Públicas, el informe de las bonificaciones de la Oficina 
Económica del Gobierno en 2006 y en 2008, y dentro de los estudios privados hechos por autores 
españoles, destacan los estudios realizados sobre la materia de Luis Toharia. 
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la modalidad de contratación, pero que en la misma influyen de una manera más 
decisiva el coste del despido que es un elemento central para el empresario español. Por 
otra parte, la empresa española encuentra en el contrato temporal una garantía de 
flexibilidad a bajo coste560 en la contratación de trabajadores y apuesta por ella, antes 
que por otras fórmulas, diferentes al contrato de fomento de la contratación indefinida, 
como el contrato a tiempo parcial; y el hecho de que se utilize este contrato de duración 
determianda como medio de prueba, favorece este circuito, consistente en primero 
realizar un contrato de duración determinada y con posterioridad, convertirlo en 
indefinido.  
 
6. Evaluación de la eficacia de las bonificaciones.  
 
En cuanto al análisis de la eficacia de las bonificaciones561 para el fomento del 
empleo juvenil y en general para el fomento del empleo, no se realizan estudios de 
manera continuada sobre el grado de influencia que la existencia de estas bonificaciones 
tiene en los empresarios para proceder para optar por la contratación de personas bajo 
fórmulas que les otorguen estas ventajas. Probablemente el carácter coyuntural con el 
que se introdujo la medida en el sistema favoreció que no se entendieran como 
necesarias dichas medidas de evaluación y con posterioridad, ante las altas tasas de 
desempleo, se ha mantenido en el tiempo. Primero, porque tampoco se pudo demostrar 
que fueran perjudiciales dichas medidas; y sobre todo, porque existía presión de 
sindicatos y de organizaciones de empresarios por mantenerlas, ya que es cierto que, en 
teoría, como se ha explicado anteriormente, tienen lógica económica, si se abarata el 
coste del factor trabajo con estas bonificaciones, se deberían producir más 
contrataciones.  
                                                 
560 “respecto a los costes del despido, como factor que incline la decisión de acogerse a una u otra 
modalidad de contratación, las empresas integrantes del estudio de casos no lo sitúan como un factor 
sobre el que basen su política de contratación, si bien puede influir en mayor o menor medida según el 
tamaño de la empresa y la antigüedad que acumule el trabajador. Por esta razón afirman realizar sus 
procesos de selección de forma exhaustiva para garantizar resultados y minimizar riesgos. Nuevamente 
aparece el uso alternativo de contratos indefinidos con períodos de prueba suficientemente largos o de 
contratos temporales utilizados como “contratos de prueba” (eventuales, obra o servicio o formativos) 
según las posibilidades que les ofrezca la normativa laboral y los convenios colectivos de aplicación en su 
sector y ámbito territorial” 
Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de cuotas de la Seguridad Social” realizado por 
la AEVAL. Pág. 91. 
561 La cuantía de las bonificaciones a la contratación indefinida ha caído desde el recorte a las mismas 
operada por el Real Decreto Ley 20/20012 de 13 de Julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y el fomento de la competitividad y que han tenido una caída del 49,2%. 
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Ésta es una concepción simple de las razones que llevan a una empresa a contratar 
a un nuevo trabajador, ya que en ella no sólo existen consideraciones del coste laboral 
de los nuevos trabajadores, sino tanto las posibilidades de su sustitución por maquinaria 
o tecnología como la demanda que puedan tener de sus productos o sus servicios, 
influenciadas estas últimas, por multitud de variables macroeconómicas que escapan al 
control del empresario y que le vienen dadas como variables exógenas. En términos 
generales, la Administración, como se ha comentado ya en muchas ocasiones, no ha 
realizado de manera oficial evaluaciones de la eficacia de dichas políticas, aunque sí se 
han auspiciado estudios sobre la eficacia de las mismas desde algunos departamentos de 
la Administración. En términos generales, los estudios562 que se han hecho sobre la 
influencia que estas bonificaciones tienen sobre la contratación de personas de 
determinados colectivos, como los jóvenes563, indican que no se puede concluir564 que 
la existencia de estas bonificaciones sean decisivas565 para incitar a una empresa a 
contratar a un nuevo trabajador566.  
                                                 
562 Entre los diversos estudios que sobre el tema de bonificaciones se pueden citar los de Van der Linden. 
Van Der Linden, B. (ed.), 1997. “Chômage. Réduire la fracture”, De Boeck, Brussels. citado en Informe 
de evalución de bonificaciones y reducciones de cuotas a la Seguridad Social  2008, pág 45 Este autor 
analizó el efecto en el empleo de las bonificaciones por contratación de colectivos desfavorecidos en 
Bélgica mediante una encuesta a empresarios. Su resultado estimó un efecto peso muerto del 53%, lo que 
implica que más de la mitad de los trabajadores subvencionados hubieran sido contratados sin la 
bonificación. Además, se estimó un efecto sustitución del 36%, independiente del tamaño de la empresa, 
lo que señala que tanto las empresas grandes como las pequeñas usan las subvenciones al empleo sin 
apenas crear nuevos puestos de trabajo. Además, constata que las evaluaciones de subsidios a la 
contratación realizados en Australia, Bélgica, Irlanda y Holanda indican que sólo se produce una ganancia 
neta de empleo en el 10% de los trabajadores subvencionados Es importante destacar que la mayoría de 
los estudios europeos obtienen 
resultados similares. Por ejemplo, Gautié estima para Francia un efecto peso muerto general de algo más 
del 50% y uno cercano al 80% para las bonificaciones a trabajadores jóvenes. Spirzo () obtiene r Szpiro, 
D., 2000. “The French Unemployment System: Arquitecture and Perspective”. Mimeo. Citado en Mato 
Díaz (2003), pág. 23 citado en Informe de evalución de bonificaciones y reducciones de cuotas a la 
Seguridad Social  2008, pág 45.esultados incluso peores, al estimar un efecto peso muerto cercano al 
80%. Para el caso británico, Atkinson y Meager () obtie Atkinson J, Meager N,1994. “Evaluation of 
Workstart Pilots”. Report 279, Institute for Employment Studies citado en Informe de evalución de 
bonificaciones y reducciones de cuotas a la Seguridad Social  2008, pág 45nen un efecto peso muerto 
puro del 43% de los contratos subvencionados, a lo que hay que añadir un 28% de efecto sustitución puro, 
y un 11% donde se aprecian ambos efectos (peso muerto y sustitución), por lo que la creación neta de 
empleo gracias al programa es muy reducida. Extractado del Informe “Evaluación sobre la política de 
bonificación y reducción de cuotas de la Seguridad Social” realizado por la AEVAL. Págs. 44-45. 
563 Para ver el uso de la contratación bonificada entre los años 2006-2007, se debe ver el informe sobre 
evaluación de la eficacia de bonificaciones a la Seguridad Social. Op. Cit. Pág. 88. 
564 C. Alonso-Borrego, A. Arellano, Juan J. dolado, Juan F. Jimeno (2004) Eficacia del gasto en algunas 
políticas activas en el mercado laboral español. Fundación Alternativas 53/2004. 
565 Los estudios que han utilizado metodología economètrica para determinar la eficacia en la 
incorporación al mercado laboral de la contratación bonificada dicen que “En este caso el primer análisis 
de regresión (relación entre el número de contratos de fomento y la proporción de parados que salen de la 
situaciónde desempleo) indica que no existe relación en el caso de los contratos iniciales y sí, aunque la 
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Para poderse plantear la eficacia de las bonificaciones, se debe conocer primero 
cuál es el proceso que desarrolla el empresario antes decidir la contratación de un nuevo 
trabajador. El empresario para poder empezar a plantearse si necesita aumentar el 
número de trabajadores debe sentir la necesidad en el proceso de su actividad 
económica, si es necesario modificar los procesos de trabajo, afrontar un aumento de 
demanda o una nueva oportunidad de negocio que le hagan necesarios nuevos medios 
personales. El empresario, a la hora de decidirse o no a aumentar plantilla, primero 
realiza un estudio sobre si es absolutamente imprescindible proceder a esa nueva 
contratación, buscando previamente, fórmulas con las que pueda evitarlo como la 
adquisición de maquinaria o tecnología que le generara ahorros en el tiempo que 
compensen las inversiones que la misma suponen; también evalúa si mediante una 
reorganización de los medios personales, puede conseguir evitar esta contratación. Es en 
este punto donde la flexibilidad interna, vía movilidad geográfica, movilidad funcional 
entre grupos profesionales o categorías, modificación de la jornada de trabajo, entran en 
juego, como opciones reales. Las reivindicaciones de mayor flexibilidad de los 
convenios por parte de los empresarios para poder adaptarse a las necesidades de las 
empresas, como por ejemplo, la potenciación de los convenios de empresa567 frente a 
los de ámbito más amplio y todas las demandas de mayor poder organizador del 
empresario, inciden de una manera favorable en la competitividad568 de la empresa, pero 
a corto plazo, afectan de una manera negativa en la creación de empleo.  
 
Una vez que el empresario entiende que es necesario aumentar los medios 
personales que utiliza en su actividad económica, primero evalúa si es mejor hacerlo 
                                                                                                                                               
asociación es baja, en el de las conversiones”. “Evaluación sobre la política de bonificación y reducción 
de cuotas de la Seguridad Social” realizado por la AEVAL. Pág. 95. 
566 “los efectos netos de estas subvenciones (…) son en términos generales muy modestos” Mato Díaz, 
Francisco Javier, 2003, “Estudios sobre las experiencias europeas con los instrumentos de evaluación de 
las políticas del mercado de trabajo”, Comisión de Desarrollo Económico, Naciones Unidas. , “Estudios 
sobre las experiencias europeas con los instrumentos de evaluación de las políticas del mercado de 
trabajo”, Comisión de Desarrollo Económico, Naciones Unidas. 
567 Según el Informe de Impacto de la reforma del mercado laboral.”Se incrementa el número de 
convenios colectivos de empresa. La reforma también ha generado incentivos para que los convenios se 
acerquen a la realidad de la empresa, superando una regulación que determinaba una estructura 
inadecuada para el crecimiento. En particular, adquiere un mayor peso la negociación colectiva en el 
ámbito de empresa. En el primer semestre de 2013 se identificaron 158 nuevos unidades de negociación 
en empresas privadas que presentaron convenios que afectaron a 33.438 trabajadores, frente a las 92 para 
sólo 8.170 trabajadores en los seis primeros meses de 2010”. Pág. 20 Op. Cit. 
568 El crecimiento del coste laboral en España entre 2000 y 2008 ha sido de 39,7% frente al 25% de la 
zona euro lo que ha supuesto una pérdida de competitividad de las empresas españolas. 
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mediante la contratación directa de personal o mediante la subcontratación de esa 
actividad a una empresa externa. Esta decisión vendrá determinada por los costes569 de 
una u otra opción, y por la mayor importancia que el puesto tenga en su proceso 
productivo. Las ventajas de proceder a contratar a una persona en plantilla son: por una 
parte, un mayor control sobre la actividad que realiza y que, si es un puesto de 
importancia para la misma, es esencial a la par que otorga una mayor vinculación y 
motivación del trabajador con el proyecto de la empresa; como inconveniente está el 
hecho del coste salarial y de cotización a la Seguridad Social que el mismo implica, 
además de otros posibles costes de gestión de plantilla que puede implicar una nueva 
contratación. Si la empresa decide proceder a la contratación, entonces tiene que decidir 
si va a utilizar un contrato indefinido o uno temporal (aunque en teoría si el trabajo que 
va realizar va a ser temporal, la modalidad de contrato debería ser temporal y si la 
actividad a realizar tuviese visos de continuidad en el tiempo, se debería usar una 
fórmula de contratación indefinida); pero, en la práctica, a la hora de decidir una 
fórmula de contratación u otra, el empresario, evalúa tanto los costes salariales (que a 
igualdad de trabajo no siempre son iguales para trabajadores fijos que para trabajadores 
temporales, puesto que hay convenios que para poder acceder a determinados beneficios 
sociales o complementos, pueden exigir una antigüedad en la empresa); y por otra parte, 
un aspecto que los empresarios tienen muy en cuenta, es el riesgo que les genera la 
posibilidad de que se equivoquen en la contratación de un nuevo trabajador por uno de 
estos motivos: o bien, porque se equivoca en el desempeño que el trabajador realiza, o 
bien, porque desaparece la demanda que sustentaba la necesidad de ese puesto de 
trabajo o bien porque una reorganización interna del trabajo, le permite eliminarlo 
mediante los procedimientos de movilidad organizativa interna o bien, por un uso más 
intensivo de tecnología o de bienes de equipo que disminuyan las necesidades de nuevo 
personal.  
 
Ante esta incertidumbre que se le plantea al empresario si se ve obligado a reducir 
plantilla, se protege de dos formas: de acuerdo con primera, busca aquella fórmula de 
contratación que le permita tener a prueba al trabajador durante un mayor tiempo, con el 
fin de que el empresario pueda conservar y evaluar el rendimiento del trabajador y 
                                                 
569 Según la Encuesta de Costes Laborales de junio de 2013, el coste laboral de 2583,24 euros al mes por 
trabajador con un descenso interanual del 0,3% pero con un aumento del 0,4 de los costes no salariales en 
el último trimestre por el aumento de las cotizaciones y un descenso del 0,6% en ese trimestre los 
salariales. Por sectores subieron un 1,8% en la industria y construcción  bajaron un 0,8% en servicios.  
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constatar si el mismo es adecuado para el puesto de trabajo que desempeña; de acuerdo 
con la segunda: buscando la fórmula de contratación que le suponga un menor coste de 
despido de indemnización en caso de que se vea obligado a despedir a dicho trabajador. 
Entre las opciones jurídicas que tiene para conseguir dichos objetivos está en primer 
lugar, para reducir la incertidumbre, la maximización de los periodos del periodo de 
prueba, en los cuales el Estatuto de los Trabajadores (Art. 14 E.T) le permite despedir al 
trabajador sin indemnización y preaviso y que el Estatuto fija en dos meses para puestos 
sin cualificación y de seis meses para puestos de titulado y de tres meses en empresas de 
menos de 25 trabajadores para no titulados; además, el mismo Estatuto, concede la 
posibilidad de que en los convenios colectivos se fijen otros periodos de prueba. En la 
práctica, se ha hecho un uso muy limitado de esta posibilidad de modificar los periodos 
de prueba mediante la negociación colectiva por negarse los sindicatos a la misma, al 
entender que un amplio periodo de prueba, restringe derechos al trabajador, al 
configurar un despido libre durante el periodo de prueba, que si se alarga, genera 
inestabilidad laboral al trabajador. Los empresarios siempre han considerado limitados 
los periodos de prueba determinados en el Estatuto para evaluar las capacidades y el 
rendimiento en el trabajo, y por lo tanto, han optado por utilizar la fórmula de la 
contratación temporal570, como vía de prueba del trabajador, al tener estos contratos una 
duración determinada y con amplia libertad por el empresario (pese a los límites con 
que los diversos contratos de duración determinada vienen regulados por la ley, y que 
en general, permiten una amplia discreción del empresario al utilizarlos, sea para 
trabajos temporales o no).  
 
Otro aspecto que hay que analizar para determinar la eficacia de estas 
bonificaciones en la contratación indefinida, es determinar el tiempo de duración de 
estos contratos indefinidos al calor de estas bonificaciones571. Los datos de duración de 
estos contratos según los estudios de la Agencia Española de Evaluación, indican que 
los contratos indefinidos que provienen de conversión de previos contratos temporales 
tienen una mayor duración en el tiempo que aquellos que directamente son firmados 
                                                 
570 Según los datos de la EPA  del segundo trimestre de 2014, la temporalidad que había bajado desde el 
33% en el 2008 al 24% en 2013, comienza a subir ligeramente, debido a la incipiente recuperación que 
nuevamente vuelve a impulsar esta modalidad de contratación en los inicios de la misma como ha 
sucedido en recuperaciones anteriores o en las de otros países, aunque no partiendo de una tasa de 
precariedad tan altas como en España. 
571 Según datos del Ministerio de Empleo, sólo el 47,2% de los contratos indefinidos firmados desde 2008 
continúan en vigor y a finales de 2013 sólo el 36,7% de los contratos indefinidos se habían firmado 
durante los últimos seis años, mientras que en el año 2007 era el 51,1%. 
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bajo la figura de la contratación indefinida. Este dato demuestra que el empresario 
utiliza el contrato temporal como contrato a modo de prueba y cuando ya procede a su 
conversión en fijo, ya ha evaluado el rendimiento del trabajador, con lo que la 
posibilidad de que tenga que proceder a su despido con posterioridad por causas 
intrínsecas al trabajador, es muy baja. Así queda demostrada nuevamente la preferencia 
del empresario por el contrato de duración determinada como una primera opción de 
evaluación del trabajador. 
 
Si se centra el análisis de estas bonificaciones en el colectivo joven, se ve que este 
colectivo tiene una característica especial, que es que son jóvenes con poca o nula 
experiencia previa. Esta falta de experiencia para los empresarios supone una limitación 
importante, en cuanto que el mismo, cuando contrata, quiere que en la medida de lo 
posible, el tiempo que trascurre desde su contratación hasta que el trabajador es 
eficiente en su puesto de trabajo al máximo nivel, sea el mínimo posible. Para el 
empresario, esa garantía de mínimo tiempo de adaptación al puesto de trabajo, sólo se la 
da el hecho de que el trabajador haya desempleado puestos con funciones similares en 
otras empresas (una de las grandes dificultades que los jóvenes ven en su incorporación 
al mercado laboral, es la sobrevaloración que el mismo da a la tenencia de experiencia 
previa laboral y que dificulta su acceso a un puesto de trabajo y la consabida dificultad 
de encontrar a alguien que les dé una primera oportunidad, debido a la ausencia de un 
sistema de prácticas que permita su incorporación al mercado laboral desde el sistema 
educativo).  
 
Esta dificultad añadida que tienen los jóvenes  para encontrar empleo, hace que los 
empresarios valoren aún más el tener un amplio período de prueba para evaluar las 
capacidades de los mismos, que puede tener mucho potencial, y que será más difícil de 
evaluar, pero probablemente, a corto plazo, tengan una mayor dificultad de adaptación y 
necesiten labores de tutorización y “coaching” mayores que un trabajador con más 
experiencia (la contratación de un joven, siempre juega con estos elementos positivos, la 
falta de experiencia, la mayor motivación y la mayor capacidad, incluso física, además 
de que, al estar recién salidos del sistema educativo, traen en muchos casos, unos 
conocimientos teóricos actualizados). Esta necesidad de un mayor periodo de prueba, 
favorece, el uso de las modalidades de contratación por tiempo determinado, como 
contrato de prueba para jóvenes recién incorporados al mercado laboral. 
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Conclusiones y recomendaciones e sobre la eficacia de las bonificaciones en la creación de empleo 
en el Informe Informe “Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de cuotas de la 




Debería abordarse un rediseño de la política de bonificaciones para lograr que constituya un instrumento 
pertinente para afrontar los problemas que plantea el empleo en la coyuntura actual. 
 
Este rediseño debería tener presente que los dos grandes retos a los que debe dar respuesta las PAMT en 
España es la prevención de la pérdida de más puestos de trabajo e impulsar la generación de empleo. Para 
ello sería conveniente abordar una evaluación de necesidades, a partir de un buen diagnóstico de los 
problemas actuales del mercado de trabajo, que además tenga en cuenta los cambios estructurales que 
pretenden introducirse en la economía española, lo que permitiría identificar cuáles van a ser los retos del 
mercado de trabajo a corto, medio y largo plazo y en consecuencia qué instrumentos de intervención 




Los resultados de los diferentes estudios empíricos utilizados en la evaluación, cuestionan la eficacia de 
las bonificaciones cuando su población objetivo es excesivamente amplia. Por otra parte aunque en el 
conjunto de la contratación bonificada exista una mayor presencia de los grupos poblacionales con, en 
teoría, mayores dificultades de acceso al empleo, el actual diseño de la política obvia que dentro de estos 
grupos existe un importante grado de heterogeneidad respecto de su empleabilidad y que en consecuencia, 
esta falta de definición de los colectivos, hace que en la práctica puedan utilizarse recursos públicos para 
subvencionar la contratación de personas sin especiales dificultades de acceso al empleo, cuyo único 
efecto, en consecuencia, sería ahorrar a las empresas costes que hubiesen asumido igualmente sin existir 
la bonificación.  
 
La disponibilidad, desde el año 2006, del indicador de ocupabilidad de los desempleados, que permite 
identificar aquellos colectivos con mayores problemas de empleabilidad, y por tanto los colectivos a los 
que se debe prestar especial atención en el ámbito de las políticas activas de empleo permite avanzar en 
esta dirección. La utilización de dicho indicador, con el suficiente grado de desarrollo permitiría 
reorientar las bonificaciones hacia aquellos colectivos específicos que requieran la utilización de 




Los resultados de los diferentes estudios utilizados en la evaluación apuntan a una escasa eficacia de las 
bonificaciones en su diseño actual. Lo que por otra parte no hace más que confirmar los hallazgos de 
diversas investigaciones tanto en España como en otros países. En situación de bonanza económica han 
acreditado tener un peso pequeño, y además decreciente, en el conjunto de la contratación indefinida y en 
la relativa a sus colectivos objetivo, se evidencia un elevado efecto peso muerto - especialmente en las 
conversiones bonificadas- y sustitución. Los contratos iniciales bonificados además, son menos estables y 
presentan una mayor probabilidad de pérdida del empleo una vez alcanzada la situación de estabilidad y 
por último tienen una menor duración que los contratos indefinidos ordinarios y que las conversiones 
bonificadas o no. 
 
Todo esto refuerza la necesidad de abordar un rediseño de la política que a las cuestiones ya señalas 
debería añadir una reflexión sobre la idoneidad de este instrumento para el fomento del empleo estable. 
 
 
                                                 
572 Recomendaciones  copiadas del Informe “Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de 
cuotas de la Seguridad Social” realizado por la AEVAL que incluimos íntegro porque nos parece que 




 Esta necesidad de prueba del trabajador hace que, salvo que se iguale el coste de 
la indemnización entre todas las modalidades de contratación, de modo que no exista 
diferencia en el despido por este motivo, nos encontraremos que la bonificación tendrá 
una eficacia muy limitada en la contratación de jóvenes y, sólo desaparecida esta 
diferenciación en el coste de despido, la bonificación, puede establecer una preferencia 
del empresario por las fórmulas de contratación bonificada.  
 
A continuación reproducimos el cuadro de diseño de preguntas, indicadores y 
fuentes de verificación de este estudio sobre bonificaciones realizado por la AEVAL. La 
razón de su inclusión es que nos da una muestra del tipo de evaluación que debe ser 
realizado para todas las políticas de fomento de empleo.  
 
MATRIZ DE EVALUACIÓN: PREGUNTAS Y CRITERIOS DE VALOR573 
 
 
Preguntas  de evaluación 
 





Fuentes de verificación 
 
 
A la vista del cambio de  
ciclo económico y de sus 
impactos sobre el mercado  
 
¿las bonificaciones son un 
instrumento que pueda ayudar 
a resolver los problemas del 








Evolución de la contratación 
temporal de los asalariados 
del sector privado en el periodo 
2006-2008. 
 
Evolución de la tasa de 
desempleo de los asalariados 







correspondientes a los 
cuartos trimestres de los 
años 2005 a 2008 
 
¿El diseño de la política 
facilita la 
consecución de los objetivos 
que persigue? 
 
¿Qué efectos ha tenido el 
cambio de la forma de cálculo 
de las bonificaciones 
sobre la eficacia de la política? 
 
¿Supone un mayor incentivo 
para el uso 
de las bonificaciones o por el 
contrario 
desincentiva su uso? 
 
¿Qué percepción tienen las 
empresas de los cambios 
introducidos en el diseño de la 
intervención a partir de la 
reforma de 2006? 















Colectivos de desempleados cuya 
contratación se favorece/desfavorece  
con el cambio de la forma de 
cálculo. 
 
Opiniones de las empresas respecto 
de la cuantía y simplificación de la 











Encuesta de estructura 
salarial 2006. 
 
Estudio realizado por 







Estudio de casos 
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 Cuadro copiado del Informe “Evaluación sobre la política de bonificación y reducción de cuotas de la 




¿Hasta qué punto utilizan las 
empresas la contratación 
bonificada? 
 
¿Qué peso tiene la bonificación 
en la 
decisión de contratar? 
 
¿Son más eficaces las 
bonificaciones en 




¿Incentivan las bonificaciones 
la 




¿Qué efecto tienen las 
bonificaciones sobre las 
principales magnitudes del 














Peso de la contratación 
bonificada sobre el flujo de 
contratos indefinidos iniciales. 
 
Peso de la contratación 
bonificada sobre el stock de 
contratos indefinidos iniciales. 
 
Factores considerados por las 
empresas a la hora de 






Actitudes y comportamientos 
de las empresas frente a la 
contratación 
 
Impacto de las bonificaciones 
sobre el empleo, el 
desempleo y la transición de 













Estudio realizado por 
Toharia et al. 
-Encuesta a empresas 
-Estudios de caso 
 
¿Las medidas implementadas 
han incidido 
en la estabilización de las 
relaciones 
laborales una vez finalizado el 





Grado de estabilidad en el 
empleo que generan los 
contratos bonificados. 
 
Duración de los episodios de 




Estudio realizado por 




España no es el único país que tiene establecidas bonificaciones a la contratación 
de jóvenes, aunque sí es uno de los que ha creído en ellas con mayor fruición. En otros 
países europeos también existen fórmulas bonificadas de contratación para jóvenes, 
pero el hecho de que las tasas de desempleo sean más bajas, incide en que estas 
bonificaciones vayan destinadas a jóvenes que tienen problemas de incorporación al 
mercado laboral por otras causas además de su mera juventud, como problemas 
formativos, o problemas de destructuración personal y familiar; con lo que la 
bonificación se da como incentivo a contratar a un joven que tiene mayores dificultades 
para ser contratado y ,por lo tanto, juega como parte de un premio al empresario por 
haberlo contratado. Este tipo de bonificación es similar al carácter con el que aparece la 
bonificación en contratos para discapacitados, en los que el legislador premia a 
empresarios que contraten a estas personas porque, aunque las mismas tengan la misma 
valía para el ejercicio de una serie de puestos de trabajo, esta discapacidad puede 
generar un recelo en el empresario que, teniendo -como tiene- libertad de contratación, 
puede evitarse cualquier tipo de problemas o eliminar toda incertidumbre que la 
contratación de discapacitados pueda traerle, mediante la no-contratación del mismo, y 
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más en periodos en que las altas tasas de paro favorecen la posibilidad de elección del 
empresario. Así, como se verá en el siguiente apartado, para favorecer la contratación de 
jóvenes, otros sistemas europeos no apuestan por la bonificación, si no por sistemas que 
mediante una simbiosis entre el sistema educativo y el sistema productivo, faciliten 
mediante programas de prácticas y una formación interrelacionada con las necesidades 
de su entorno económico, de modo que se produzca una transición sencilla y natural 
desde el mundo educativo al mundo laboral. 
 
7. El contrato de formación y el contrato en prácticas.  
 
7.1. Historia y evolución de la figura contractual. 
 
Una de las modalidades que con distintos nombre ha sido más promovida por las 
Administraciones para favorecer la inserción laboral574 de los jóvenes es el contrato de 
formación575 y el contrato en prácticas o también conocido durante mucho tiempo como 
contrato de aprendizaje. Este contrato pretende conseguir la inserción del joven 
mediante un modelo mixto de formación y trabajo576, que intenta que el paso de la fase 
educativa a la inserción laboral plena, sea gradual y tutelada desde la empresa o por el 
centro formativo en algunos casos.  
 
El origen de esta modalidad de contratación está en la necesidad de las incipientes 
empresas en la industrialización en el inicio del siglo XX en España de contratar 
personal cualificado, y que el sistema educativo no les proveía; lo que les obligó a 
diseñar un sistema propio de formación mediante la creación de escuelas de artes y 
oficios577 vinculadas a estas empresas. Estas empresas procedían a la contratación de 
                                                 
574 En el Art. 26 de la Ley 56/2003, de Empleo, se cita como política de fomento del empleo“d) 
Oportunidades de empleo y formación: acciones y medidas que impliquen la realización de un trabajo 
efectivo en un entorno real y permitan adquirir formación o experiencia profesional dirigidas a la 
cualificación o inserción laboral”. 
575 Un estudio completo sobre el contrato de formación puede verse en Vila Tierno, F. “El contrato para la 
formación en el trabajo”, Aranzadi, 2008 
576 Dentro de esta doble naturaleza jurídica derivada de su especial retribución y como contrato formativo, 
se manifiesta Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. Op.cit. Págs. 44-48. 
577 En España se pueden citar las Escuelas de oficios de las empresas, Minero Siderúrgica de Ponferrada o 
la de los astilleros Euskalduna. 
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estos jóvenes mediante contratos de aprendizaje a media jornada578 y les ofrecían 
formación. Estas escuelas de carácter privado crearon una modalidad de vinculación a 
las empresas privadas que con posterioridad fue potenciado por la legislación para 
promover que todos los jóvenes que estudiaran titulaciones de formación profesional, 
pudieran ser contratados con un contrato de estas características. El modelo de escuelas 
de artes y oficios desapareció con la crisis de los años setenta y según se iban mejorando 
los centros públicos de formación profesional.  
 
7.2. Elementos singulares de las figuras contractuales, edad, duración, 
salario, protección social, periodo de prueba, la jornada, la formación 
recibida durante el contrato, acreditación de la misma.  
 
En la actualidad el contrato de formación tiene ligeras diferencias respecto a su 
configuración en tanto que éste sólo se puede adaptar para personas que no579 estén en 
posesión de un título en el caso del contrato de formación y que tengan entre580 16 y 
30581 años582. Esta modalidad de contrato también es la que se usa para favorecer la 
inserción laboral de jóvenes y demás personas que estén en programas de garantía social 
por ser personas con problemas de inserción social y laboral, que participan en 
programas que pretenden conseguir la inserción social de estos colectivos, mediante la 
formación.583   
                                                 
578 La edad de veinte años para ser aprendiz establecía el Art. 159 de la Ley de Contrato de Trabajo de 
1944, se subió a 21 con el Estatuto de 1980 y se elevó a 24 por la L. 35/ 2010 pero limitada a los 
desempleados que estuviesen cursando un ciclo de formación profesional de grado medio. 
579 Tiene que  ser jóvenes que carezcan de cualificación profesional en tanto que no esté “reconocida por 
el sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo requerida para concertar un 
contrato en prácticas”, pero “se podrán acoger a esta modalidad contractual los trabajadores que cursen 
formación profesional del sistema educativo.” RD 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla 
el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual. 
580 Tanto la edad como la menor protección social (muy regulado por la negociación colectiva) y el menor 
coste de salarial, han sido elementos delimitadores de esta modalidad. Vila Tierno, F. “El contrato para la 
formación en el trabajo”. Thomson- Aranzadi, 2008. Págs. 68 y 83 y han configurado al mismo desde 
siempre como una modalidad de fomento del empleo juvenil y la desregulación del mismo (como 
contrato de aprendizaje) en 1988 fue causante de la huelga general de 1988. 
581 Disposición transitoria novena de la Ley 3/2012 en relación al límite de edad del contrato para la 
formación y el aprendizaje, con una aplicación teóricamente transitoria que finalizará cuando la tasa de 
desempleo se sitúe por debajo del 15%. 
582 Desde su nueva denominación como contrato en formación y aprendizaje aprobada en noviembre de 
2012. No obstante, hay la intención de rebajar esta edad máxima a 25 años cuando disminuya la tasa de 
desempleo. 
583 La disposición adicional 15º del Estatuto de los trabajadores, determina que siempre que hayan sido 
acreditados por los servicios sociales competentes, no se tendrá en cuenta el límite de edad para la firma 
de contratos de formación en los siguientes colectivos: perceptores de rentas mínimas de inserción social, 
personas que no puedan acceder a las prestaciones anteriores por falta de periodo de residencia o para la 
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Este uso del contrato de formación sustituye al antiguo contrato de inserción 
social,584 que desapareció en la reforma de 2006 y que también bonificaba la 
contratación de dichos contratos realizados a estas personas que participaban en 
programas públicos de formación o de trabajo en puestos de trabajo en instituciones 
públicas de carácter temporal, ya que si bien, era posible también la realización de estos 
contratos por entidades privadas, en la práctica, fueron entidades públicas las que los 
promovieron. 
 
Este contrato de formación exige que el empresario ofrezca formación585 en 
alternancia a los trabajadores de una duración de  mínimo un año y máximo de tres (art. 
11.2 b) aunque, según el Estatuto, la duración puede venir fijada en el convenio 
colectivo, pero siempre con un mínimo de seis meses y máximo de tres años. Esta 
formación, como se ha comentado anteriormente, debe tener relación con el puesto 
desempeñado pero no podía estar encaminada a la obtención de un título oficial586 ni de 
formación profesional ni universitaria587, siendo el tipo de formación ofrecido más 
normalmente en este contrato, la formación de oferta para trabajadores en activo.588 Las 
                                                                                                                                               
constitución de la unidad perceptora o por haber agotado el cobro de la misma, jóvenes entre 18 y 30 años 
procedentes de instituciones protectoras de menores, personas con problemas de drogadicción o 
alcoholismo en proceso de rehabilitación, internos de centros penitenciarios cuya situación penitenciaria 
les permita acceder a un empleo, liberados condicionales y exreclusos. Los grupos concretos que entran 
en algún de estas categorías vienen determinados por la normativa de cada Comunidad Autónoma. 
584 Este contrato de inserción fue introducido en la Ley 12/2001, de 9 de julio, tenía como finalidad 
realizar una obra o servicio de interés social o general, como medio de adquisición de experiencia 
profesional y mejora de ocupabilidad del desempleado participante. Este contrato que exigía que no 
pudieran participar en tres años a quienes hubieran trabajado al amparo de esta fórmula durante más de 
nueve meses, con el fin de evitar el encadenamiento de contratos de este tipo por trabajadores en 
exclusión social, ya que el mismo se entendía como vía de acceso a la contratación normal y no como 
fórmula permanente de inserción laboral de este colectivo. 
585 El hecho de que el trabajador reciba  formación está en la causa de este contrato tal y como así afirma 
Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. Thomson- Aranzadi, 2008. Pág. 26 y de 
hecho la ausencia de formación total es causa de nulidad del mismo por fraude de ley pero hay diversidad 
en los efectos ya que hay sentencias que convierten al mismo en indefinido STS 30 de junio 1998 (RJ 
1998, 5540)  y otras sólo determinan la obligación de indemnizar por incumplimiento (STSJ Cataluña de 
19 de noviembre de 1996, STSJ, Andalucía de 5 de julio de 1996) citados por Vila Tierno, F. “El contrato 
para la formación en el trabajo”. Op. Cit.pág. 272. 
586 Según el informe Randastad de empleo de 2013, seis de cada diez jóvenes con contrato de formación 
tienen estudios secundarios, y el 27% tiene estudios primarios. 
587  De hecho si al empresario le consta al formalizar el contrato que el trabajador  tiene las habilidades 
necesarias por haber prestado los mismos servicios, previamente, a través de otra modalidad contractual 
durante un prolongado período de tiempo en la misma empresa, se vulnera el espíritu de la norma (R 
2010\146544) y el propio Estatuto en el Art. 11.2 b) 
588 No obstante, desde esta nueva reforma de esta modalidad, los créditos obtenidos en esta formación en 
alternancia, si son convalidables por créditos de los módulos de formación profesional de grado medio o 
superior que tienen un tronco común en el Catálogo Nacional de Cualificaciones profesionales que señala 
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características de la formación589 de este tipo de contrato ya han sido comentadas 
previamente, con lo que no se abordará de nuevo el tema. El elemento fundamental para 
hacer atractivo este contrato es el menor sueldo que viene determinado para ese tipo de 
contratos590, que no podrá ser inferior al del salario mínimo interprofesional o del fijado 
para la categoría en la que desarrolle este puesto de trabajo (Art.11.2 g E.T.)) En 
principio, la razón por la que se permite que el trabajador cobre menos, es que se supone 
que tiene una menor preparación para el puesto y que se encuentra en periodo de 
aprendizaje. El salario, en este tipo de contratos, puede venir fijado por los convenios 
colectivos de manera específica. 591 En cuanto a la duración máxima de esta modalidad 
contractual, como se ha comentado, se establece desde esta reforma entre uno y tres 
años592, estableciendo un período ni muy corto ni muy amplio, entendiendo que ni se 
puede eternizar este periodo en aprendizaje, ni debe ser tan corto que impediría el 
adiestramiento, ni recibir un mínimo de formación por la participación en  determinados 
cursos de formación y pueden establecerse diferentes duraciones del contrato en función 
de las necesidades organizativas de la empresa sin que puedan exceder la duración 
máxima (Art. 11. 2 b E.T)). Otro aspecto que también se debe comentar es la 
                                                                                                                                               
las convalidaciones entre certificados de profesionalidad y módulos formativos de FP de la enseñanza 
reglada. 
589 La gran  novedad de la reforma de este contrato realizada en 2012 en lo referido a la formación es la 
posibilidad de que la Administración certifique la formación y habilidades recibidas en este periodo 
formativo siempre que se adapten a unas de las especialidades de certificación profesional fijadas por el 
Ministerio de Trabajo o por las Comunidades Autónomas que los emiten al tener las transferencias 
asumidas. Estos certificados están dirigidos a trabajadores que no tienen cualificación necesaria para el 
desarrollo de una ocupación como los trabajadores contratados con este contrato de formación y 
aprendizaje. 
590 Por otra parte, esta modalidad de contrato tiene un coste de cotización a la Seguridad Social inferior 
para cumplir con el fin de fomento del empleo, y es una cantidad fija no vinculada al salario, lo que 
genera una prestaciones muy bajas por poca cotización y están por ejemplo exentos de la prestación de 
desempleo. Orden de cotización EES/106/2014 de 31 de enero. La justificación de esta menor protección 
social se encuentra en STC 39/1992,  de 30 de marzo o STC 70/1991, de 8 de abril en justificación de la 
diversidad de regímenes de la Seguridad Social.  
590 Se mantiene la reducción del 100 por 100 de las cotizaciones para las empresas de menos de 250 
trabajadores y del 75 por 100 para las de 250 o más trabajadores y la bonificación de hasta el 25 por 100 
por la actividad formativa, que debe ser, como mínimo, del 25 por 100 el primer año y del 15 por 100 el 
segundo y tercer año. Se añade una disposición adicional en la que se prevé que, para las personas 
beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía Juvenil, la cuantía máxima de las bonificaciones por la 
actividad formativa se pueda elevar a través de la modificación de su regulación. Igualmente, se tendrán 
en cuenta en el incentivo los costes inherentes de la necesidad de disponer de un tutor.  
590  Tras la reforma del mercado laboral del 2012, un joven puede encadenar contratos de formación y en 
prácticas en la misma compañía durante cuatro años, hasta los 30 años 
590 Por otra parte, el empresario controla el aprovechamiento formativo del trabajador que es la causa del 




posibilidad de que dentro de este contrato se pueda establecer un período de prueba, 
aspecto éste que no esta reñido con la normativa del contrato, según RD 488/1998,  de 
27 de marzo regulador de los contratos formativos en su art. 18, en cuanto este contrato 
también tiene indemnización de despido como la que se estipula para los contratos de 
duración determinada en el caso de que, acabado el mismo, no se proceda a su 
renovación. Por lo tanto, en los términos fijados en el Estatuto de los Trabajadores o en 
el convenio colectivo, se puede fijar un periodo de prueba con la posibilidad de despido 
sin indemnización en el caso de que el empresario decida no continuar con el contrato 
formativo593, si ve claramente su error en la elección del joven (sin  perjuicio de que 
puede decidir el despido por esta razón o por otra cualquiera).  
 
De la misma manera, el convenio puede limitar el uso de este contrato para 
puestos en los que sea posible el adiestramiento o que se consideren claves en el 
proceso productivo y que la propia empresa desee proteger de jóvenes cuya vinculación 
con la empresa es limitada; ya que, además, tampoco pueden establecerse limitaciones a 
la libertad del joven de abandonar  el puesto de trabajo cuando lo considere oportuno, 
debiendo en ese caso dejar cualquier curso o proceso formativo en el que estuviera 
participando con cargo a la empresa. En cuanto a la jornada de trabajo, se establece una 
obvia reducción en la misma para que el joven pueda participar en las acciones 
formativas a que obliga este tipo de contrato, planteándose el problema en la posibilidad 
de modificación de su jornada para que pueda acudir a estos cursos de formación 
mediante la acumulación de jornada, etc. Hay que decir que, en principio, pueden 
establecerse repartos de jornadas594, algo diferenciadas de las generales para los 
trabajadores, salvo que el propio convenio establezca la jornada de trabajo y su horario 
para los trabajadores contratados con esta modalidad de contratación595, sin perjuicio de 
                                                 
causa imputable al trabajador. En este sentido STSJ País Vasco 839/2005, de 5 de  abril constituyendo el 
mismo un despido disciplinario. Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. Op. Cit. 
Págs. 328. En el mismo sentido hay que decir que este contrato puede ser rescindido por el empresario 
por causas económicas técnicas y organizativas en los términos establecidos por el Estatuto para 
supuestos de despidos por estas causas o en despidos colectivos, siendo discutible si el trabajador puede 
pedir una indemnización por el incumplimiento del empresario de las obligaciones formativas de este 
contrato. Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. Op. Cit. Pág. 337. 
594 La jornada de esta modalidad de contrato viene determinada por el convenio aplicable, en el caso de 
que se contemple, esta modalidad de contrato y si no por los límites del Estatuto, en proporción a la 
jornada efectiva realizada por el trabajador, siendo posible la acumulación de horas pero respetando 
límites legales de descanso y el cumplimiento del itinerario formativo. Vila Tierno, F. “El contrato para la 
formación en el trabajo”. Op. Cit. 306-308. 
595 Con independencia de las especialidades que este contrato tiene, debe ser contrario al principio de 
igualdad, cualquier menor protección que no esté justificada realmente para el cumplimento de la causa 
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que, en cualquier caso, siempre será obligatorio cumplir los mínimos que el Estatuto de 
los Trabajadores determina en cuanto a duración máxima de la jornada de 12 horas y la 
obligación de descansar un mínimo de ocho horas entre el inicio y  el fin de la jornada 
laboral, además de los descansos de fines de semana y demás fiestas y vacaciones 
determinadas por la ley596. Esta modalidad no puede establecerse a tiempo parcial según 
el Art. 12.2 del E.T. 
 
Una modalidad cercana al contrato de formación, en tanto a que está también 
enfocada a favorecer la contratación de jóvenes, es el contrato en prácticas regulado en 
el Estatuto de los Trabajadores en el artículo 11.1597. Esta modalidad de contrato está 
pensada para jóvenes que tengan una titulación universitaria o profesional, y por tanto, 
ya no necesitan participar en ningún proceso formativo, puesto que ya la poseen. Esta 
modalidad de contrato permite contratar a un joven titulado superior o de formación 
superior o media en los cinco años siguientes (Art. 11.1 a) a la finalización de sus 
estudios con un salario entre el 60-75 por ciento del fijado para una categoría asimilar 
durante el primer y segundo año respectivamente, salvo que se fije otra específica en 
convenio (Art. 11.1 e). Este contrato tiene una duración de entre seis meses y dos años 
(Art. 11.1 a) y está pensado directamente para favorecer la inserción laboral de jóvenes 
titulados sin experiencia pero con formación, por cuanto el puesto de trabajo en el que 
tiene que estar clasificado en el contrato, debe ser acorde a su titulación. Este contrato 
que establece un salario inferior por las mismas causas de inexperiencia que el contrato 
de formación, también puede venir regulado en el convenio colectivo, determinando 
para qué puestos de trabajo puedan utilizarse, dentro de los de las categorías que 
correspondan por la titulación del joven. Este contrato permite el despido del trabajador 
                                                                                                                                               
formativa del contrato. En este sentido Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. 
Thomson- Aranzadi, 2008.Pág. 136. 
596  La coordinación entre actividad laboral y actividad formativa viene regulada en la cláusula relativa a 
“Calendario, jornada, programación y horarios en los que la persona trabajadora realizará su actividad 
laboral en la empresa y su actividad formativa” (Art.21.1, aptdo. g), RD. 1529/2012). 
597 El RDL 4/2013 reforma la contratación en prácticas, y eliminar el requisito de los cinco años entre la 
obtención del título formativo habilitante y la contratación, para jóvenes menores de treinta años. Esta vía 
de inserción para menores de treinta años, se ve acompañada de una reducción de la cuota empresarial por 
contingencias comunes del 50% o incluso del 75% si el trabajador encadenara en la misma empresa las 
prácticas no laborales con el contrato en prácticas.  
597 El Real Decreto 8/2014, de 4 de julio que implanta el Sistema de Garantía Juvenil subvenciona se 
establece una bonificación adicional del 50 por 100 a las cotizaciones de la empresa a la Seguridad Social 
por continencias comunes  que añadido la reducción del 50 por 100 en las cotizaciones por contingencias 
comunes para los contratos en prácticas, las personas beneficiarias del sistema Nacional de Garantía 
Juvenil, tendrán un 50% adicional, por lo que el incentivo será del 100 por 100 cuando las empresas 
contraten a los jóvenes inscritos en el Sistema de Garantía Juvenil 
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con una indemnización de ocho días por año de servicio, siendo posible también el 
establecimiento de período de prueba en lo mismos términos que el contrato de 
formación. En cuanto a la jornada, no hay ningún tipo de especialidad ni diferenciación 
respecto a los demás trabajadores que ocupan un puesto de la misma categoría (esta 
modalidad sí puede establecerse a tiempo parcial) ni se establece ninguna limitación en 
su uso para determinados puestos, con excepción de las salvedades que puedan fijarse 
en el convenio colectivo. En términos generales, este contrato, se diferencian  
esencialmente por el salario598, que es menor que el fijado para el desempeño de un 
puesto normal. Este contrato también se encuentra bonificado, por lo que su coste 
salarial también se ve muy reducido.599 No conlleva obligación de prestar formación por 
parte del empresario, ya que se supone que al estar este modelo de contrato orientado a 
titulados, ya han completado su ciclo formativo. 
 
7.3. Eficacia en el fomento del empleo juvenil. Aspectos comparativos con 
otras figuras similares en Europa. 
 
En cuanto a la evaluación de la eficacia de esta modalidad contractual para 
conseguir la inserción de jóvenes en España, hay que considerar dos aspectos: el grado 
de utilización por las empresas de esta modalidad contractual y la estabilidad en la 
permanencia de los trabajadores que son contratados con esta modalidad al acabar el 
mismo. Respecto a su uso por parte de los empresarios de estas dos modalidades 
contractuales, hay que decir que se utilizan muy poco en España, apenas un 0,5% en el 
caso de los contratos firmados eran contratos de formación y apenas un 0,3% de los 
contratos lo son en prácticas; pero es cierto que desde la reforma laboral de 2012 su 
peso se ha duplicado hasta el 0,9% en 2014600, lo que es obvio si se recuerda el 
considerable aumento de edad desde 25 a 30 años, que se ha aprobado en dicha reforma. 
                                                 
598 Hay que tener en cuenta que los mínimos del salario mínimo interprofesional en proporción a la 
jornada que el trabajador realice, operan como límite inferior del salario del aprendiz. Vila Tierno, F. “El 
contrato para la formación en el trabajo”. Op. Cit. Pág. 285-287. y es importante la STC 119/2002 (RTC 
2002/119) que establece que la igualdad retributiva no es absoluta en nuestro derecho, si no que se 
establece en función de criterios de proporcionalidad objetiva y razonable, aplicable a esta modalidad 
perfectamente; pero también dentro de la lógica del contrato está el hecho de que e salario suba con el 
paso del tiempo y según va adquiriendo experiencia el trabajador. Vila Tierno, F. “El contrato para la 
formación en el trabajo”. Op. Cit. Pág. 298. 
599 Se ha establecido una bonificación del 100% de la cotización para empresas de hasta 250 trabajadores 
y del 75% para las de menor tamaño, con una bonificación de 1500 euros si se hace indefinida la 
contratación al finalizar el mismo y 1800 euros en el caso de que se haga indefinida a una mujer. 
600 Datos del Servicio Público de Empleo Estatal. 
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Estos datos ya muestran la poca confianza que tienen los empresarios en estas fórmulas 
de contratación; y en cuanto a la estabilidad posterior de los trabajadores al acabar el 
mismo, si se analiza la media de duración de los contratos601 así como el número de 
contratos de esta modalidad que son convertidos a indefinidos, se puede ver un mayor 
optimismo en los datos, ya que se aprecia que los empresarios que apuestan por esta 
fórmula de contratación, en muchos casos acaban contratando a estos jóvenes de manera 
indefinida y mantienen una relación estable con la empresa al finalizar el mismo602.  
 
Esto lleva a dos conclusiones: por una parte, la baja utilización de esta fórmula de 
contratación por las empresas603 se debe, la primera es que, quizás, al desconocimiento 
de la existencia de estos tipos de contratos, si bien esta opción sólo se puede sostener 
para empresas muy pequeñas en las que el empresario sea un autónomo, o pequeña 
empresa que tenga dos o tres trabajadores; en cuyo caso es posible que no se tengan 
conocimientos técnicos en materia de contratación laboral -aunque es más que posible 
que este tipo de pequeñas empresas, que constituyen el mayor número de empresas en el 
tejido económico empresarial español,604 tengan contratados a servicios de asesoría para 
todos los temas de contabilidad, liquidación de impuestos etc. y estos profesionales, ya 
si es seguro que conocen la figura contractual-.  
 
Otra opción605 que se puede considerar como explicación de la poca utilización de 
esta formula contractual, es que las empresas crean que la gestión de esta modalidad de 
contractual es rígida y poco flexible a las necesidades organizativas de la empresa  y 
compleja desde el punto de vista de la gestión. Respecto a esta aseveración en lo 
                                                 
601 Es interesante que se haya incluido en los instrumentos de evaluación, el número de alumnos que 
continuarán trabajando en la empresa que los ha formado y realizando funciones relacionadas con el ciclo 
formativo cursado al término de los dos años posteriores a la finalización del proyecto, Art. 34.3 RD 
1529/2012. 
602 Ver datos del SPEE de abril de 
2014.https://www.sepe.es/contenidos/que_es_el_sepe/estadisticas/datos_estadisticos/contratos/datos/2014
/abril_2014/ESTADISTICA_DE_CONTRATOS_MES.pdf 
603 Desde las reformas de 2012, hay que reconocer que el contrato de formación si se está utilizando más. 
El tiempo dirá si es con auténticos fines formativos. Así el porcentaje de los contratos para la formación y 
el aprendizaje ha aumentado en un 69,5%, los de prácticas lo un 4,1% Indicadores Económico-sociales, 
Mercado de trabajo y Políticas de empleo, Bol. Cauces, Cuaderno nº 24, 2013, Pág. 55). 
604 La Exposición de Motivos de la Ley 3/2012 fija el número de empresas españolas con menos de 50 
trabajadores en un 99,23%, a un 93,11% sobre el total las que no alcanzan los 10 trabajadores, según 
datos de la OCDE. 
605 Por otra parte, esta modalidad de contrato va dirigida a personas sin titulación, los cuales son dirigidos 
al contrato de prácticas, por ello el ámbito subjetivo al que se dirige esta modalidad contractual es cada 
vez menor, debido al aumento del nivel formativo en España. Vid Vila Tierno, F. “El contrato para la 
formación en el trabajo”. Op. Cit. Pág. 223-226. 
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relacionado con el contrato en prácticas, su dificultad una vez conocida la figura no es 
relevante, en tanto a que se comporta como un contrato normal dirigido a un tipo de 
desempleados; y en cuanto al contrato de formación, sí se puede aducir  la dificultad de 
la gestión del contrato (ya que hay que buscar cursos de formación que capaciten al 
trabajador para el puesto que desempeña con el contrato de formación,  a la par de 
gestionar una jornada que tiene que repartirse entre las horas efectivas de prestación de 
servicios y las horas dedicadas a la formación con los límites que fija esta modalidad 
contractual y los que de manera genérica fija el Estatuto para la duración de jornadas y 
descansos entre las mismas).  
 
Esta rigidez que los empresarios manifiestan para no utilizar esta fórmula 
contractual, si bien puede ser cierta, en el fondo se ve afectada una vez más por la 
competencia606, que supone para esta modalidad de contratación, la contratación 
temporal607 mediante la fórmula de contrato de obra, contrato eventual, o interinidad. 
Nuevamente, las fórmulas de contratación temporal aparecen como una forma más 
barata y sencilla que el contrato de formación o que el contrato en prácticas; y si bien, 
en este caso, no hay diferencia en la indemnización por despido que se fija en ocho días 
por año de servicio, el hecho es que un trabajador con contrato temporal presta servicios 
a jornada completa y uno en formación, la presta a tiempo parcial para poder atender a 
sus obligaciones formativas, con el consiguiente problema de compatibilidad con el 
trabajo diario, ya que muchos puestos, como tales, están diseñados por los convenios 
con una duración de jornada completa (puesto que son parte de un proceso productivo, 
diseñado para estar en funcionamiento una jornada entera). Por otra parte, este contrato 
exige que el empresario organice con el trabajador un itinerario formativo608 a través de 
                                                 
606 La nueva regulación del contrato se flexibiliza en muchos aspectos dentro de la idea de flexiseguridad 
auspiciada como eje de las relaciones laborales por la Unión  Europea; los límites entre este concepto y el 
de precariedad laboral son difusos. En este sentido, Moreno Vida, Mª.N., “La reforma de la contratación 
laboral: de nuevo el fomento del empleo a través de la precariedad”, Revista General de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social n. 34, 2013, Pág.3 y en el mismo sentido afirma Quesada Segura, R 
cuando afirma.” De nuevo se ha caído en la tentación de su utilización como vía de fomento de empleo 
precario con el consiguiente desequilibrio respecto de las obligaciones formativas a cargo del empresario 
 “Derecho de formación profesional y contratos formativos”, R. Temas Laborales, n. 115, 2012, Pág. 180. 
607 En el año 2013, el 80% de los jóvenes que trabajaban entre 16 y 29 años tenía un contrato temporal, un 
8% indefinido y un 2% una modalidad formativa, según datos del INE extraídos del informe de 
Manpower titulado “El fomento del empleo juvenil a través de la adquisición de experiencia laboral.”  
608 Es obligatorio también el nombramiento de un tutor pero esta obligación está muy desdibujada en la 
legislación de este contrato, ya que puede estar concentrada en una persona o varias y puede estar dirigido 
por personal externo de la empresa; en este aspecto la regulación de la figura del tutor está más definida 
en las prácticas de carácter no profesional. Vid. Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el 
trabajo”. Op. Cit. Pág. 264. 
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una serie de cursos de formación externos (en la mayoría de los casos) lo cual exige un 
esfuerzo de gestión de información de cursos, gestión de la presencia del trabajador en 
estos cursos de formación; y además, si los cursos forman parte del catálogo de 
formación de oferta de los servicios públicos de empleo o de la oferta destinada por 
sindicatos y empresarios, son gratuitos; pero si los mismos, no están incluidos en él, 
tendrán un coste  que será con cargo al empresario.  
 
Como se ha comentado anteriormente, la calidad de esta formación de oferta para 
trabajadores en activo gestionada por los servicios públicos u organizaciones de 
empresarios y sindicatos, es muy discutida y en muchos casos la empresa no encuentra 
formación gratuita entre los cursos que se ofrecen, con lo que si el empresario opta por 
la firma de uno de estos contratos de formación, se verá obligado, en muchos casos, a 
incurrir en un coste de formación que no siempre está dispuesta a afrontar una pequeña 
empresa. En cuanto al potencial efecto positivo que podría tener la rebaja del salario 
respecto a un trabajador contratado con un contrato de duración determinada, el hecho 
de que el contrato de formación tenga una duración de la jornada inferior a la estipulada 
para trabajadores de la misma categoría, provoca que sea más interesante de nuevo la 
contratación mediante la fórmula de la contratación temporal que esta fórmula de 
contratación de formación.  
 
La elección del contrato de formación como fórmula de inserción laboral de 
jóvenes, sólo se produce entre empresas que busquen en la misma una auténtica 
implicación de la empresa en el proceso formativo y de adaptación del joven al mercado 
laboral para una posterior incorporación a la plantilla de la empresa, con carácter 
indefinido. De hecho, de lo que se desprende de los datos referidos al grado de 
conversión en fijos de los trabajadores contratados con esta fórmula de contratación es 
de que, en general, las escasas empresas que las usan,  apuestan por mantener en 
plantilla a estos jóvenes. De todo ello se puede deducir que, con independencia de las 
mejoras que se puedan hacer en la modalidad contractual -y a las que el legislador es 
especialmente adicto con esta modalidad de contratación, ya que son múltiples los 
cambios de denominación, de franja de edades,  porcentaje de reparto entre horas de 
formación y horas de trabajo efectivo, colectivos que pueden beneficiarse de esta 
modalidad de contratación etc. que se suceden en el tiempo- la modalidad de contrato 
cumple sus objetivos entre aquellas empresas que la utilizan con el fin para el que fue 
 296
diseñado609. En el fondo, las dos razones por las que esta modalidad de contratación no 
es utilizada por las empresas para la incorporación de jóvenes sin experiencia a la 
empresa son, por una parte, la existencia de contratos temporales que permiten sin 
mayores dificultades proceder a la contratación de jóvenes con una flexibilidad de la 
que carecen las demás fórmulas de contratación; y por otra, la falta de implicación de 
las empresas en la inserción laboral de jóvenes. Así como ya se ha comentado que en 
Europa, el promover de manera institucional sistemas que faciliten la incorporación de 
jóvenes al mercado laboral mediante programas de becas, prácticas o contratos del estilo 
de este contrato de formación, es muy frecuente, en España no hay esa conciencia entre 
las organizaciones empresariales y no se apuesta por procesos de incorporación de 
jóvenes, con más o menos formación y escasa experiencia, apostando por trabajadores 
que ya posean experiencia, en la creencia que los mismos, se adaptarán a la empresa en 
menos tiempo. 
 
 Esta visión muy cortoplacista, en tanto a que minusvalora la capacidad de que 
jóvenes con formación pero sin experiencia puedan aportar a la empresa, es sin duda, 
uno de los grandes problemas ante el que se encuentra un joven sin experiencia que 
busque empleo; y le hacen al mismo tener que confiar en que algún conocido le ofrezca 
un puesto de trabajo de su capacitación o bien, sufrir una trayectoria de inserción laboral 
por aproximación sucesiva, mediante múltiples pequeños contratos -muchas veces 
alejados a su formación- que dificultan que el joven pueda diseñar mínimamente una 
trayectoria profesional adecuada y obtener una estabilidad económica que le permita su 
emancipación. Esta falta de institucionalización de un sistema de incorporación de 
jóvenes al mercado laboral y la falta de implicación de sindicatos y empresarios, 
dificulta cualquier intento de introducir un modelo de formación dual610 como el que 
                                                 
609 El elemento decisivo a la hora de determinar el éxito de esta modalidad contractual es el verdadero 
interés que la empresa tenga en promover inserción laboral de jóvenes mediante modalidades formativas, 
en este sentido dice “El problema de fondo es que falta, en nuestras relaciones laborales, una verdadera 
cultura de los contratos formativos que trascienda a una óptica puramente coyuntural y se sitúe dentro de 
un modelo más equilibrado donde convivan, de una manera mucho más eficiente, las dos almas que 
anidan en el interior de los contratos para la formación y el aprendizaje” (Escudero Rodríguez, R., 
“Nuevos derechos de formación y contrato para la formación y el aprendizaje”, Relaciones Laborales, 
n. 23, Diciembre 2012., Pág. 71. 
610 La formación profesional dual se desarrollará a través de alguna de las siguientes modalidades: 
a) Formación exclusiva en centro formativo, que compatibiliza y alterna la formación que se adquiere en 
el centro de formación y la actividad laboral. 
b) Formación con participación de la empresa, consistente en que las empresas faciliten a los centros de 
formación los espacios, las instalaciones o los expertos para impartir total o parcialmente determinados 
módulos profesionales o módulos formativos. 
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existe en Alemania611 y que se pretende introducir en España612 y que en el fondo, se 
basa en la confianza que sindicatos y empresarios613 tienen en la importancia para la 
economía nacional y para sus propias empresas, en facilitar un primera oportunidad a 
jóvenes en proceso formativo o recién titulados. 
 
La otra gran conclusión que se puede extraer -y que afecta a la eficacia de estas 
modalidades de contratación y se puede aplicar a todas ellas, tanto las fomento de la 
contratación indefinida como las modalidades de contrato de formación- es que queda 
claro que la temporalidad del sistema de contratación laboral en España, no es una causa 
ajena a la alta tasa de desempleo juvenil ni a las dificultades para insertarse de una 
manera estable en el mercado laboral. El diseño de las opciones de contratación laboral 
influye para que al empresario le suponga una opción más económica, y que le otorgue 
una mayor flexibilidad, la contratación temporal, con lo que hay pocas ventajas en optar 
por otras fórmulas de contratación para un trabajador al que se reclute por primera vez y 
respecto al que haya dudas en su capacitación y rendimiento. Mientras existan estas 
                                                                                                                                               
c) Formación en empresa autorizada o acreditada y en centro de formación, que consiste en la impartición 
de determinados módulos profesionales o módulos formativos en la empresa, complementariamente a los 
que se impartan en el centro de formación. 
d) Formación compartida entre el centro de formación y la empresa, que consiste en coparticipar en 
distinta proporción en los procesos de enseñanza y aprendizaje en la empresa y en el centro de formación. 
La empresa deberá disponer de autorización de la Administración educativa y/o de la acreditación de la 
Administración laboral correspondiente para impartir este tipo de formación, y estará adscrita al centro 
con el que comparta la formación. 
e) Formación exclusiva en la empresa, que consiste en que la formación se imparte en su totalidad en 
la empresa de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18 del RD 1529/2012, de 8 de noviembre.( Art. 3 
RD 1529/2012, 8 de noviembre). 
611 En este sentido, se manifiesta también Escudero Rodríguez, Ricardo, “Nuevos derechos de formación 
y contrato para la formación y el aprendizaje”, Relaciones Laborales nº 23/24, 2012, Págs. 72-73, quien 
califica de “quimera inasequible, hoy por hoy”,  la implantación de un modelo dual debido a las enormes 
diferencias entre empresas alemanas y españolas, y al tejido económico productivo que hay en ambos 
países. 
612 La formación dual ha sido regulada por el RD 1529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla 
el contrato para la formación y el aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual y 
la define como “el conjunto de las acciones e iniciativas formativas, mixtas de empleo y formación, que 
tienen por objeto la cualificación profesional de los trabajadores en un régimen de alternancia de 
actividad laboral en una empresa con la actividad formativa recibida en el marco del sistema de 
formación profesional para el empleo o del sistema educativo.” 
613 El desarrollo de proyectos de formación profesional dual tendrá las siguientes finalidades: 
a) Incrementar el número de personas que puedan obtener un título de enseñanza secundaria 
postobligatoria a través de las enseñanzas de formación profesional. 
b) Conseguir una mayor motivación en el alumnado disminuyendo el abandono escolar temprano. 
c) Facilitar la inserción laboral como consecuencia de un mayor contacto con las empresas. 
d) Incrementar la vinculación y corresponsabilidad del tejido empresarial con la formación profesional. 
e) Potenciar la relación del profesorado de formación profesional con las empresas del sector y favorecer 
la transferencia de conocimientos. 
f) Obtener datos cualitativos y cuantitativos que permitan la toma de decisiones en relación con la mejora 
de la calidad de la formación profesional. Arts. 28 y 29 del RD 1529/2012, de 8 de noviembre. 
 
 298
diferencias en la indemnización por despido –fundamentalmente- además de otros 
aspectos que se han comentado que favorecen la contratación temporal, las diversas 
reformas que se hagan para favorecer la contratación de jóvenes (e incluso otros 
colectivos que se ven afectados por altas tasas de desempleo como discapacitados, 
parados de larga duración, mayores de 45 años y cuya contratación también promociona 
el legislador con bonificaciones o fórmulas de contratación especiales para ellos) 
estarán abocadas al fracaso, ya que, salvo aquellos empresarios comprometidos con la 
formación o con la inserción laboral de jóvenes, los demás, ante la duda y para evitar 
complicaciones, optarán por la fórmula de la contratación temporal. 
 
Acudiendo al Derecho comparado614 se ve que contratos con una naturaleza 
similar de compatibilizar trabajo y formación o contratos con salarios más bajos para 
jóvenes titulados, están muy presentes en la legislación europea. Así por ejemplo con 
características muy similares al contrato en prácticas, se encuentra en Francia el 
contrato primera inserción laboral615 y una modalidad similar al contrato de formación 
aparecen tanto en Gran Bretaña como modalidad dirigida a jóvenes con problemas de 
inserción social que participan en el programa del “New Deal” y “Flexible New Deal”o 
su sucesor el “Work programme” aprobado en 2010 con un novedoso modelo de 
privatización del asesoramiento y de ayuda a la inserción laboral financiada por el 
Estado. En Alemania, dentro del sistema de formación dual, existe un contrato de 
aprendizaje, si bien en este último caso se debe destacar que hay una diferencia 
fundamental; y es que, así como en España, el contrato de formación está pensado para 
jóvenes sin titulación y que mediante esta modalidad de contrato aspiran a conseguir un 
empleo mediante este programa mixto formación empleo, en el caso de Alemania, el 
contrato de aprendizaje está pensado como parte del proceso de inserción laboral de los 
jóvenes que están estudiando formación profesional y  por tanto, es diseñado como un 
contrato a tiempo parcial de formación. El modelo alemán, tal y como se verá más 
                                                 
614 La “Alianza Europea para la Formación de Aprendices” busca la mejora de esta figura de contratación 
mediante el estudio de “buenas prácticas nacionales” en las experiencias desarrolladas en Alemania, 
Dinamarca, Países Bajos y Austria. 
615 En Bélgica podemos citar el programa “start up bonus” que desde 2008 que bonifica a menores de 18 
años para que tenga ya una primera experiencia laboral o en el mismo sentido el Programa Supra 
Business en Austria o los programas “Campaña por el futuro” o “Campaña +6000” de fomento de 
contratos en prácticas mediante subvenciones, o el Community Educational Centre en Irlanda que diseña 
planes personalizados de aprendizaje para jóvenes de 16 –21 años. “Políticas activas de empleo para los 
jóvenes: ¿hacia dónde nos dirigimos ahora?”, Dalia Ben-Galim, Asunción Candela Terrasa, Carmen de 
Paz Nieves. Fundación Ideas, Abril 2012. Pág. 13-16. 
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adelante, en el fondo se parece más a lo que en España constituyen las prácticas 
curriculares en la carrera o a las becas de inserción laboral que no tienen carácter 
laboral. 
 
 Los indicadores de eficacia616 que se deberían utilizar para este tipo de 
formación son los que se han desarrollado para los programas mixtos de formación 
empleo; ya que, al ser formación dirigida a la obtención de un empleo dentro de un 
programa mixto, el éxito del mismo claramente vendrá determinado por el número de 
trabajadores en prácticas que se incorporen de manera definitiva a la empresa, muy 
especialmente, en el en el caso del contrato en prácticas, que no tiene un periodo de 
formación asignado.  
 
No obstante, además de estos indicadores, también puede evaluarse la formación 
recibida con indicadores del tipo que se ha visto el epígrafe anterior para la contratación 
indefinida bonificada; ya que, además de la medición del logro de un puesto del trabajo 
por el alumno, medir la calidad y el coste de dicho formación también es interesante, 
aspecto éste donde entra en juego todo lo que se ha desarrollado previamente en cuanto 
a los indicadores de tipo presupuestario. En el contraste del criterio de utilidad de esta 
formación en alternancia, el conocer la opinión del empresario es muy importante 
además de la de los ex alumnos, porque estas acciones de formación están totalmente 
dirigidas a satisfacer las necesidades de las empresas. 
 
  En cuanto a las modalidades de contratación asociadas a la formación en 
alternancia, será necesario, por una parte, aplicar todos los indicadores que se han 
desarrollado previamente a la hora de analizar los indicadores propios para programas 
mixtos formación empleo, para que nos den información del grado en que a posteriori 
de la aplicación de estos modelos de contratación, se logra la inserción laboral de los 
alumnos participantes en estos programas de formación y de empleo. No obstante, los 
                                                 
616 En el modelo de formación dual que se quiere implementar en España, el seguimiento y evaluación de 
los proyectos corresponde a la Administración educativa la cual recabará información sobre los alumnos 
participantes, los alumnos que abandonan y los alumnos que culminan con éxito el programa de 
formación previsto; y los alumnos que continúan en la empresa al término de los dos años posteriores a la 
finalización del proyecto desempeñando funciones relacionadas con el ciclo formativo cursado. La 
Dirección General de Formación Profesional del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en 
colaboración con las Comunidades Autónomas, establecerá los mecanismos de recogida y tratamiento de 
la información obtenida tras el desarrollo e implantación de los proyectos así como los mecanismos para 
su difusión. 
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indicadores que se pueden aplicar a la evaluación de estos programas de formación 
empleo, no finalizan en el uso de estos indicadores cuantitativos617. Nuevamente, es 
interesante realizar un análisis presupuestario de la relación entre el coste y el  beneficio 
que para las arcas públicas tienen estos programas de fomento de empleo. 
 
 Además sin duda, en estos programas mixtos también son aplicables criterios 
cualitativos previos al diseño de nuevas medidas de este tipo por la Administración. Así 
por ejemplo, en cuanto al criterio de claridad, es imprescindible que la normativa que 
regula este tipo de programas y de modalidades contractuales, sea clara, para que el 
empresario no sienta inseguridad jurídica que le lleve  descartar el uso de estas medidas 
y opte por la elección de modalidades de contratación temporal que no tiene como fin el 
objetivo de la creación de empleo. Por otra parte, es interesante que el empresario 
comprenda y esté de acuerdo con la finalidad última de esta modalidad de contratación, 
que es proporcionar formación y experiencia al trabajador y que sirve para que el 
empresario compruebe la capacitación del trabajador, de cara a una futura incorporación 
como indefinido a su plantilla. Puesto que, el fin de estas modalidades de contrato no es 
permitir  la contratación a bajo coste durante un periodo de tiempo al empresario, sino 
que su  objetivo es aumentar a medio plazo la contratación indefinida y favorecer la 
incorporación de jóvenes al mercado laboral. En cuanto a los criterios de utilidad de la 
medida y necesidad de implantación de la misma, es importante que desde la 
Administración se considere, tanto el posible futuro éxito de fomentar una medida como 
ésta, tanto en función de la situación del mercado laboral, como, sobre todo, que 
considere si existen ya programas similares que unan formación y empleo, porque este 
tipo de programas mixtos formación empleo, ya llevan siendo promovidos por la 
Administración desde hace mucho tiempo. Con lo que, en muchas ocasiones, es 
conveniente que se proceda a reformar los modelos ya existentes,  que no implantar 
                                                 
617 En los doce primeros meses de aplicación de la reforma su uso aumentó un 22% respecto a los 12 
meses anteriores, revertiendo el declive de los cuatro periodos anteriores. 
En el primer semestre de 2013, su uso se ha acelerado superando en un 64% al del mismo periodo de 
2012. Además, este contrato está siendo usado en mayor medida que hasta ahora por jóvenes con baja 
cualificación. De esta forma, el número de contrataciones realizadas por trabajadores sin estudios o con 
estudios primarios se incrementó en un 137,8% entre los dos últimos periodos de referencia marzo-
febrero, y ha alcanzado la cuarta parte del total de las contrataciones. 
El peso promedio de este colectivo en el total de contrataciones ha pasado de 14,8% en 2009, 12,7% en 
2010 y 12,3% en 2011, a un 25,3% desde la aprobación de la reforma (marzo2012-mayo 2013). 
Informe del Impacto de la reforma laboral. Pág. 25. Op. Cit. 
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programas nuevos que se solapan en sus objetivos con los ya en vigor, y sólo sirven 
para generar más gasto de gestión y generar inseguridad jurídica en la contratación.  
 
8. El nuevo contrato de trabajo de apoyo a emprendedores creado en la reforma 
del mercado laboral de febrero de 2012 
 
La reforma del mercado laboral que, como cosa lógica, tiene como una de sus 
grandes preocupaciones las altas tasas de desempleo juvenil, afronta este problema con 
la creación de una nueva modalidad contractual, especialmente dirigida a jóvenes 
desempleados. La creación de una nueva figura contractual618 se contrapone contra la 
opinión de muchos expertos, así como la de algunas instituciones o la propia patronal, 
que abogan por la disminución del número de contratos (fijados en la actualidad en unos 
45), cuando no por la existencia del llamado contrato único. Es cierto que en la 
actualidad existen en España619  demasiados de contratos laborales, si bien muchos de 
ellos, ya sólo están en vigor para aquellos contratos que fueron realizados mientras 
estaban en vigor dichas modalidades contractuales620, y quizás cierta simplificación en 
cuanto a la gran variedad,621 pudiera ser positiva. Es cierto también que esta 
simplificación622 puede facilitar la gestión de la administración de personal pero 
tampoco hay ningún tipo de estudio623 que demuestre que el mayor o menor número de 
                                                 
618 En verdad, figuras de contratación en términos similares a esta nueva modalidad de contratación para 
jóvenes se han aprobado en otros países europeos como Francia que aprobó el contrato de primera 
incorporación que es una modalidad de contrato indefinido para jóvenes menores de 26 años y empresas 
de más de 20 empleados y que tiene un periodo de prueba de dos años. Este contrato, que generó 
importantes revueltas en París en otoño de 2005, obligó a que este modelo de contrato fuera retirado y se 
optó por mejorar las bonificaciones a los contratos de inserción en la vida social, los contratos joven en 
empresa y los contratos de profesionalización antes denominados contratos de cualificación. 
619 Ley n° 2012-1189 de 26 de octubre de 2012,  también fomenta en Francia mediante contratos de 
trabajo subvencionados hasta el 75% la contratación de jóvenes  poco cualificados.  
620 La Ley nº 2013-185, de 1º de marzo de 2013 que crea el contrato de generación, es el instrumento más 
reciente de fomento de creación de empleo en Francia en la línea seguida por el legislador Francés y 
similar a la Española de creación de nuevos modelos de contratación. Esta línea de actuación no ha sido 
seguida por el legislador alemán que incide más en modificar los elementos de los modelos de contrato ya 
existentes como el salario, jornada etc pero sin crear modalidades nuevas para el fomento del empleo 
juvenil. 
621 El Gobierno ha avanzado su intención de reducir las modalidades de contratación  de 41 a tres o 
cuatro, que serían contrato indefinido, formación y aprendizaje, prácticas y temporal. 
622 Las propuestas de crear una única modalidad de contrato en España han sido defendidas por varios 
institutos o investigadores, así por ejemplo Tres premios Nobel de Economía Eric Maskin, Finn Kyndland 
y Christopher Pissarides en la entrega de Premios Rey Juan Carlos I el 3 de junio de 2013.En el mismo 
sentido se manifestó el Comisario de Empleo Lazlo Andor 
623 No obstante, tanto Gobierno, sindicatos y patronal se han manifestado en España en contra del contrato 
único por ser considerado inconstitucional ya que al no poder aglutinar en una única causa en un único 
modelo de contrato, el mismo, tendría que regularse como un contrato sin causa, lo que permitiría a su 
vez ,el despido sin causa, lo que ha sido prohibido reiteradamente por la jurisprudencia de los tribunales. 
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contratos que existan, tiene alguna influencia en la tasa de desempleo o en la mejora de 
la productividad de la empresa. Con independencia de la gran cantidad de modelos de 
contratación laboral que existan, la realidad de los datos de contratos registrados 
demuestra que el 97 por ciento de las contrataciones se concentran en muy pocas 
variedades, con lo que en la práctica, ya existe esa simplificación de contratos. El hecho 
de que existan los demás en el ordenamiento jurídico, tampoco puede en sí generar 
ningún daño a la economía ni a nadie, más que a los expertos en la materia que, por otra 
parte, a ello se dedican. En cuanto a este nuevo contrato llamado de emprendedores, 
creado en la reforma, obedece a la creencia que el desarrollar una nueva modalidad 
contractual puede aportar soluciones para disminuir la tasa de paro. Por otra parte, como 
se verá, no hay tantas novedades en este contrato como para que pueda ser denominado 
un nuevo contrato, aunque así lo hace el legislador. Si se hubieran realizado 
determinadas reformas en el Estatuto en el régimen legal del periodo de prueba o del 
despido, se habrían conseguido efectos muy similares; pero el legislador prefirió juntar 
todos los cambios que preconizaba para determinados tipos de contrato asociados al 
colectivo objetivo de los jóvenes, que es a quien está dirigido, con una nueva modalidad 
contractual a la que llamo contrato de emprendedores.  
 
Este nuevo contrato pretende favorecer la contratación de jóvenes en desempleo, 
tanto por la vía de la bonificación de los mismos como, sobre todo, mediante la 
introducción de una serie de elementos de flexibilidad en la relación laboral, que 
supriman los recelos que generaban al empresario la contratación de jóvenes. Este 
nuevo contrato de emprendedores,  regulado en el Art. 4 del Real Decreto Ley 3/2012, 
va dirigido (entre otros) a jóvenes desempleados que tengan entre 16 y 29 años como 
público objetivo y pueden beneficiarse de esta modalidad contractual no todas las 
empresas, sino sólo las pequeñas y medianas empresas que tengan menos de 50 
trabajadores, ya que lo que pretende es beneficiar a las empresas que generan mayores 
puestos de trabajo en España y que tienen una posición financiera más débil que les 
impide aumentar plantilla, con lo que la Administración intenta aglutinar los escasos 
recursos que tiene en esta crisis económica entre los mayores generadores de empleo en 
España.  
 
Este nuevo contrato se configura como una variedad de contrato de duración 
indefinida. El legislador, ante el hecho de que el empresario utilizaba la contratación 
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temporal con finalidad de evaluación del rendimiento del trabajador con posibilidad de 
despido barato en caso de desear no continuar con el mismo, decide crear un contrato de 
carácter indefinido que se configura ya directamente, como un contrato para evaluar 
este rendimiento en un año624. Este contrato indefinido puede utilizarse para cubrir 
puestos de trabajo de todo tipo, tanto temporales como puestos de estructura. El contrato 
puede resolverse por voluntad del empresario durante el mismo con previo aviso pero 
sin  ningún tipo de indemnización ni necesidad de manifestar o probar ningún tipo de 
causa.625 La razón es que durante ese año el empresario puede establecer o analizar el 
rendimiento del trabajador, y si en algún momento estima que el trabajador no se adapta 
al puesto de trabajo, puede proceder a su despido y, además, si finalizado el año626 
decide no proceder a mantener al trabajador con el  contrato -ya que la modalidad sólo 
puede ser utilizada una vez por cada trabajador y por cada empresario- y no le renueva, 
no tiene que darle una indemnización. Esta modalidad, como se ve, se comporta como 
un contrato a prueba con una duración de un año, con independencia de su pretendido 
carácter indefinido, con lo que la novedad no sería mayor que la que se produciría si en 
las ya existentes modalidades se hubiera pactado en los convenios del sector unos 
períodos de prueba de un año de duración, tal y como prevé el Estatuto de los 
Trabajadores que se puede pactar.  
 
Además, con el fin de favorecer la contratación de jóvenes, se elimina por 
completo la indemnización durante el primer año en el caso de que se dé por finalizado 
el contrato y que existía desde la reforma de 2006 en todas las contrataciones, tanto los 
indefinidos como los de duración determinada, que como se ha visto, era una de las 
razones que aducían los empresarios como recelo a aumentar plantilla por el coste del 
despido. El contrato completa su promoción del empleo juvenil, con una bonificación 
                                                 
624 Esta posibilidad de despedir a al trabajador al año de este contrato sin alegar causa por el empresario 
fue recurrido al TC,  el cual en STC 112/2014 de 16 de julio de 2014,  amparó dicha posibilidad sobre la 
base de la necesidad de valorar “la sostenibilidad económica del nuevo puesto de trabajo creado” y en que 
“constituye una medida legislativa coyuntural adoptada en un contexto de grave crisis económica con una 
elevada tasa de desempleo.” En esta sentencia, que el tribunal alega razones de índole económica para 
determinar la constitucionalidad de la medida, en cuanto a que del tenor de la sentencia, se deduce que 
entendería que dicha medida vulnera la Constitución en el caso de que el desempleo estuviera por debajo 
de los niveles actuales. 
625 Esta posibilidad de despido sin causa ha generado polémica e incluso la nulidad de algún despido 
aduciendo la inconstitucionalidad del precepto por ir contra la STC 22/81 de 2 de julio (RTC 1981, 22) 
que manifiesta el derecho “a no ser despedidos si no existe una causa justa.” 
626 Hubo una enmienda del Grupo parlamentario de Convergencia i Unió en la tramitación de la ley que 
con posterioridad sustituyó al Decreto Ley que aprobó en febrero de 2012 la reforma laboral que quiso 
introducir una indemnización de entre siete y ocho días por resolución de este contrato al año de su firma 
para evitar un uso abusivo del mismo, pero dicha enmienda no prosperó.  
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de 3000 euros por cada contrato generado, que es una cantidad considerable, puesto que 
se descuenta de la totalidad de cuotas de la Seguridad Social con cada firma de un 
nuevo contrato de emprendedores; lo que supone una importante entrada de dinero en el 
momento, a diferencia de cómo se configuraban las bonificaciones anteriormente, que 
era una cuantía que se bonificaba cada mes que estaba ese trabajador contratado con una 
modalidad bonificada627 de contratación. 
 
El contrato de emprendedores se diseña por legislador como un contrato de prueba 
para jóvenes desempleados, pero adolece de varias limitaciones: por una parte, no se 
exige ningún tipo de vinculación entre la formación del trabajador y las funciones 
desempeñadas, probablemente ante las alarmantes tasas de desempleo, el legislador ya 
sólo piensa en fomentar la cantidad de empleo juvenil, dejando para mejores momentos 
económicos la resolución del problema de la sobrecualificación; por otra parte, como 
este contrato no tiene indemnización de despido, se corre el riesgo de que se utilice, 
como un contrato temporal durante el primero año -pero ya sin indemnización de 
despido- con lo que se precariza la relación laboral aún más, en tanto a que se llega ya a 
descausalizar el despido por completo. Incluso el propio contrato se convierte en una 
prestación de servicios por un periodo de tiempo, dando lugar al fenómeno de la 
sustitución de funciones estructurales, que deberían ser cubiertas con contratos 
indefinidos, sin que, a la luz del texto, se pueda ni siquiera llegar a determinar que 
exista un fraude de ley, puesto que la ley no parece que lo impida. Con el fin de 
favorecer que el contrato tenga una duración de más de un año, para que el empresario 
no tenga que devolver las ayudas, deberá mantener a este trabajador durante al menos 
tres años y la empresa deberá mantener el volumen de empleo durante al menos un año 
desde el momento de la firma del mismo. En caso de que se incumplan estos requisitos, 
el empresario deberá devolver el importe de las ayudas. Estas limitaciones se establecen 
con el fin de evitar que se convierta en un contrato de carácter temporal de un año de 
duración sin indemnización, aunque en muchos casos a la empresa le resulta rentable 
incumplir las condiciones del contrato, aunque tenga que devolver las ayudas; ya que las 
recibe durante un año y además no tiene que pagar indemnización de despido si este se 
produce durante el primer año. El salario no viene regulado de manera especial en el 
Estatuto de Trabajadores, con lo que en principio se establecerá el correspondiente a la 
                                                 
627 Esta modalidad de contratación tiene una bonificación de 3600 euros en los tres primeros años si se 
contrata a un joven de entre 16 y 30 años y hasta 4500  si es un mayor de 45 años. 
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categoría del puesto al que se adscriba. Otra de las críticas que se le hace al contrato es 
que favorece la contratación de trabajadores que estén cobrando prestación contributiva 
de desempleo, ya que permite al trabajador compatibilizar el 25 por ciento de la 
prestación por desempleo que le quedara por cobrar y por otra parte el empresario puede 
deducirse fiscalmente el 50% de  la prestación de desempleo que viniera percibiendo 
(con lo que la Administración está favoreciendo la contratación de trabajadores que 
cobren prestación de desempleo, que le supone un gasto, frente a aquellos que ya la 
hubieran agotado).628 Esta medida se debe considerar injusta, en tanto a que la 
Administración fomenta o prioriza la contratación de aquellos parados que le cuestan 
dinero, frente a aquellos que no le suponen  gasto. En cuanto a la jornada, este contrato 
tenía que ser firmado a tiempo completo en un inicio, pero desde el Real Decreto Ley 
16/2013, de 20 de diciembre se puede constituir a tiempo parcial, y debe ser realizado 
por escrito en formulario oficial.  
 
Es pronto para proceder a la evaluación de la eficacia de esta nueva modalidad 
contractual en su objetivo de disminución de las tasas de desempleo juvenil. Aunque las 
mismas no han parado de subir desde que esta reforma entró en vigor, tampoco se puede 
calificar de fracaso a la figura contractual, ya que antes de que el mismo entrara en 
vigor el mercado ya tenía una potente dinámica destructiva de empleo juvenil y no se 
puede pedir a la nueva figura contractual que sea la panacea, y sería injusto realizar una 
simplista relación de causalidad entre el aumento de la tasa de paro juvenil y este 
contrato de emprendedores. Sí se pueden dar datos respecto al número de contratos de 
emprendedores que se han registrado, aunque el Ministerio tardó en darlos porque se 
estaba esperando a que el contrato fuera más conocido por los empresarios y pudiera ser 
utilizado. El número de contratos firmados con esta modalidad es de 143000 desde la 
entrada en vigor de la reforma y que constituyen el 0,57% del total firmado y el 7,3% 
del total indefinidos hasta noviembre de 2013; de estos contratos, 56000 se han firmado 
con menores de 30 años. Como se ha dicho, es pronto para poder hacer una evaluación 
                                                 
628 Ya la Ley 45/2002 que reformó el artículo 228 de la Ley General de Seguridad, previendo la 
posibilidad de compatibilizar la prestación de desempleo con el trabajo por cuenta ajena, siempre que así 
lo estableciera algún programa de fomento del empleo destinado a colectivos con dificultades de 
inserción laboral pero en este caso el Servicio Público de Empleo Estatal no cotizará a la Seguridad Social 
por estos desempleados ya que lo hará la empresa donde preste servicios y el empresario abonará la 
diferencia salarial entre el salario que le correspondiera y el importe de las prestación, no obstante, este 
precepto jamás se había aplicado hasta la aparición de este nuevo contrato de emprendedores. 
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del mismo,629 ya que apenas ha pasado ni el año inicial que permite el despido del 
trabajador sin indemnización630. Según este contrato lleve más años en vigor, se verá si 
se utiliza como un contrato indefinido, para promover el empleo indefinido dando la 
oportunidad al empresario de tener a prueba al trabajador durante el primer año, o si el 
mismo es utilizado de manera torticera como un contrato temporal de un año de 
duración sin indemnización. 
 
Así como sucede con el nuevo contrato de emprendedores, tampoco las nuevas 
modalidades de fomento de contratación aprobadas por el Gobierno en la Ley de 
emprendedores, aportan desde su configuración jurídica o técnica, especiales novedades 
al diseño de las políticas de fomento del empleo. En este sentido, la Ley de apoyo a los 
emprendedores  y su internacionalización, en el art. 12  crea, con carácter transitorio, el 
“contrato de primer empleo joven”, dirigido a los jóvenes desempleados menores de 
treinta años que no tengan experiencia laboral, o que en el caso de tenerla la misma no 
sea superior a tres meses, sin exigir ningún requisito respecto a las características del 
empleador y podrá celebrarse hasta que la tasa de desempleo sea inferior al 15%. Es un 
contrato que puede asimilarse al antiguo contrato temporal de fomento del empleo que 
fue creado en 2001 y derogado en marzo de 2006631, más que compararse con el 
contrato eventual establecido en el art. 15.1.b) ET. Esta modalidad contractual puede 
usarse para cualquier puesto y está desvinculada de las necesidades de la empresa, 
teniendo una duración de entre tres y seis meses (art. 12.2 b) Ley de emprendedores). El 
contrato parece no tener causa temporal puesto que no está vinculado con una necesidad 
temporal, como hasta632 ahora633 venía exigiéndose634 en todas las modalidades 
temporales635. 
                                                 
629 Según datos del Ministerio de Empleo, el 82% de los contratos de emprendedores se firma para durar 
solo un año con renuncia a las bonificaciones que ofrece el contrato si se mantiene en plantilla al 
trabajador al menos tres años, según el Ministerio, la renovación de contratos en trabajadores que habían 
sido contratados inicialmente con esta fórmula era del 60%. 
630El 59,4% de los contratos de apoyo a emprendedores celebrados hace más de 12 meses se mantiene en 
el empleo. Este nivel es similar al del resto de los contratos indefinidos iniciales a tiempo completo 
celebrados en el mismo momento del tiempo (58%). La tasa de supervivencia es muy cercana a la del 
resto de contrataciones indefinidas: los contratos no se extinguen sistemáticamente superado el año de 
duración. Informe de Impacto de la Reforma del mercado laboral. Pág.107. Op. Cit. 
631 Dicho contrato fue derogado por el RD-L 5/2006, de 9 de junio, para la mejora del crecimiento del 
empleo, y la Ley 46/2006, de 29 de diciembre, por no haber cumplido las expectativas para las que se 
había creado. 
632 La reforma de 1997  impidió  celebrar contratos temporales que no estén basados en una causa de 
temporalidad. 
633 Sobre la causa en contratos laborales ver Aguilera Izquierdo, R., “El principio de causalidad en la 
contratación temporal”, RMTAS nº 33, 2001, p. 102 
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 Entramos ya en la aplicación de nuestros criterios de evaluación a estas nuevas 
modalidades de contrato. Acerca del contrato de emprendedores que, como ya se ha 
explicado, se configura como un contrato de carácter indefinido, pero sin indemnización 
en caso de despido en el primer año. Su evaluación desde un punto de vista cuantitativo  
vendrá dada por el número de contratos que se firmen y sobre todo por la estabilidad en 
el tiempo que tengan al finalizar el período en el que reciben subvención por la 
Administración. En cuanto a la aplicación de indicadores cualitativos a estas nuevas 
modalidades de subvención o de contratación, desde el prisma de la claridad, es 
importante que la medida esté diseñada de manera que genere seguridad jurídica a los 
empresarios y que entiendan y acepten el fin último de la medida, que es el fomento de 
la contratación indefinida. Por otra parte, en cuanto a la utilidad de la medida y la 
necesidad de la implantación, la Administración debe realizar un estudio que relacione 
el coste en subvenciones con el beneficio en ingresos por impuestos, etc,  que pueda 
tener la medida y, por otra parte, debería previamente comparar estas nuevas 
modalidades con otras similares que ya existan en el mercado laboral; ya que, por 
ejemplo, el contrato de emprendedores no deja de ser un contrato indefinido bonificado 
con un año de prueba, con lo que hay modalidades contractuales que se superponen 
entre ellas, creando una dualidad jurídica de consecuencias impredecibles debido a lo 
novedoso de la figura. Otra de las medidas estrella de fomento de la contratación 
indefinido incluida en el Decreto Ley 3/2014, de 26 de 1 de marzo, es la llamada “tarifa 
plana” de contratación regulada en su artículo único. No tiene ninguna especialidad de 
tipo técnico esta medida, funcionando como una bonificación más, que reduce el costo 
salarial, con los beneficios e inconvenientes ampliamente comentados en otros puntos 
de este apartado. La nueva medida se encaja en el deseo de la patronal de disminución 
del coste de los seguros sociales.  
 
 
                                                                                                                                               
634 La STS de 6 de marzo de 2009 (RJ 2009/1843) reconoce que en la contratación temporal exige tal 
causa de carácter temporal y en el mismo sentido Entre otras, STS de 21 de septiembre de 1993 (RJ 
1993/6892), STS de 20 de febrero de 1997 (RJ 1997/1457), STS de 21 de febrero de 1997 (RJ 
1997/1572), STS de 14 de marzo de 1997 (RJ 1997/4424), STS de 29 de septiembre de 1999 (RJ 
1999/7540), STS de 15 de febrero de 2000 (RJ 2000/2040), STS de 31 de marzo de 2000 (RJ 2000/5138), 
STS de 15 de noviembre de 2000 (RJ 2000/10291) y STS de 18 de septiembre de 2001 (RJ 2001/1984). 
635 En este sentido ver Como se ha precisado (Vallecillo Gámez, M.R. y Molina Navarrete, C.: “La 
reforma de segunda generación del mercado laboral: incentivos al espíritu emprendedor y el retorno del 




Los programas especiales de inserción laboral para jóvenes en 
España y la evaluación de su eficacia en la creación de empleo 
( y II).  
 
1.Las becas de inserción laboral.  
 
1.1. Los programas de prácticas de cooperación educativa. Los EPES y las 
prácticas profesionales dentro del sistema de formación profesional 
reglado.  
 
Dentro de la multitud de fórmulas que se han creado en España para fomentar el 
empleo juvenil, una vía que se está fomentando mucho durante estos últimos años y que 
es muy demandada por los jóvenes, es la realización de prácticas profesionales de 
carácter no laboral en una empresa. La falta de experiencia laboral de los jóvenes al 
acabar sus estudios es uno de los mayores inconvenientes en su incorporación al 
mercado laboral. Este círculo vicioso en el que se encuentra el joven al intentar acceder 
al mercado laboral en un puesto que requiera cierta cualificación, consistente en que las 
empresas le piden experiencia en los procesos de selección a los que acude y no tiene 
trabajo -luego no tiene experiencia- ni puede acceder al mercado laboral hasta que 
mediante algún contacto, o a través de medios informales de reclutamiento, el joven, 
rompa el círculo.636 Ésta es la causa por la que los jóvenes valoran muy positivamente 
estos periodos en prácticas profesionales637; ya que, por una parte, les permiten tener un 
contacto con el mercado laboral tutorizados desde la empresa a la que van a realizar las 
prácticas y, por otra parte, el centro educativo donde estudian, también controla las 
                                                 
636 La OIT ha manifestado que la creación de programas de inserción laboral mediante becas (o fórmulas 
similares) con el que los jóvenes aprendan trabajando mientras estudian, es positivo, como así lo 
demuestran las bajas tasas de paro juvenil en los países que así las tienen como Alemania. 
637 Un aspecto relacionado con la realización de prácticas en empresas mediante becas, es la participación 
como voluntario en entidades juveniles ONGs etc. Según el “Estudio sobre el impacto de la educación no 
formal en la empleabilidad de la juventud” elaborado por la Universidad de Bath y GHK consulting por 
iniciativa del Foro Europea de la Juventud, la participación de los jóvenes en actividades de voluntariado 
les aporta competencias y habilidades como trabajo en equipo, habilidades de comunicación muy 
valoradas por las empresas, pese a ello, sólo el 30% de los jóvenes españoles participan activamente en 
estas entidades frente al 40-50% de media en Europa. 
 309
mismas, para garantizar al alumno que éste desarrolla una actividad de prácticas para 
aprender durante las mismas y que tienen que estar relacionadas con sus estudios y que 
además, no es sometido a condiciones de trabajo indignas. 
 
. Estas prácticas para la empresa son un medio de reclutamiento de bajo coste, 
siendo que el mejor proceso de selección es tener al joven alumno en la empresa durante 
el período que duran estas prácticas, que suele ser entre 6 meses y 9 meses, ya que 
aunque tenga que pagarle algún tipo de ayuda, la misma, no tiene consideración de 
salario (y es una cantidad muy pequeña, que en muchos casos subvencionan en todo o 
en parte el centro educativo donde estudia el alumno u otra entidad pública). Estas 
prácticas, le permiten al joven tener contacto con el mercado laboral y acceder a una 
posibilidad de empleo, en la en medida que al finalizar su periodo de prácticas, puede el 
estudiante ser contratado por la empresa. Además, como se ha apuntado, durante la 
realización de estas prácticas, que compatibiliza con sus estudios, suele recibir una 
pequeña cantidad de dinero en forma de beca. Pero la razón fundamental que hace a 
estas prácticas profesionales muy apreciadas entre los jóvenes, no es ni monetaria ni el 
hecho de que les garantice el quedarse en la empresa en las hacen, -ya que muchos de 
ellos no se quedan en las mismas- sino que, por un parte, estas prácticas suelen 
realizarse en empresas medianas o grandes,638que enriquecen los curriculos 
profesionales de los jóvenes de cara a buscar empleo en otras empresas en un futuro. En 
principio, las empresas grandes suelen tener una capacidad de formación y unos 
sistemas de producción más avanzados y modernos que los que suelen encontrarse en 
otro tipo de empresas más pequeñas, por lo que  constituye una ventaja competitiva para 
el joven en su currículo. La otra razón que las hace especialmente deseadas por ellos, es 
que siempre están relacionadas con sus estudios, con lo que constituyen una valiosa 
vacuna contra la sobrecualificación que es un fenómeno que también preocupa a los 
jóvenes junto al desempleo. Además, como se ha visto, están muy correlacionadas con 
una mala perspectiva profesional, puesto que la sobrecualificación minusvalora la 
formación del joven, ya que tiene que desempeñar un puesto de trabajo no relacionado 
con su formación. 
 
                                                 
638 Según el INE el 95% de las empresas del país tienen menos de 50 empleados, por ello se valora 
especialmente poder realizar prácticas en ese 5% que se considera, tiene un nivel de gestión y formación 
más avanzado. 
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En cuanto al régimen jurídico de estas prácticas profesionales639, lo primero que 
tiene que quedar claro, es que las mismas no constituyen una relación laboral640; por lo 
tanto, no están reguladas ni regidas en ningún aspecto de las mismas por el Estatuto de 
los Trabajadores641. La práctica profesional conlleva la obligación de la empresa de 
colaborar en el desarrollo y aprendizaje del joven, poniendo a su disposición los medios 
materiales y el conocimiento de la empresa, en términos que no impidan el normal 
desarrollo de la actividad económica de ésta ni vulneren la protección de patentes o 
conocimientos que la propia empresa pueda considerar como secretos. Por otra parte, 
también deberá nombrar un tutor en la empresa que guíe al alumno y le ayude en su 
periodo formativo en la misma. Este tutor deberá ser una persona con los conocimientos 
y experiencia suficiente para que se pueda dar de manera efectiva la labor de 
tutorización para el alumno. Además se le pagará al joven la cantidad, denominada 
beca, fijada en el convenio que regule estas prácticas profesionales y se procurará que 
las mismas no generen ningún tipo de gastos al joven alumno. Por su parte, el alumno se 
compromete a realizar las tareas de apoyo que se le encomienden, sin que puedan 
constituir prestación laboral, lo que implica que, de las actividades que realiza el joven 
becario, siempre será responsable alguna persona en la empresa. Además se 
compromete a atender las explicaciones que se le den en la misma y a observar en todo 
momento sus normas propias de organización y comportamiento. Todas las condiciones 
de la realización de la práctica se fijan en el convenio de colaboración que firman la 
empresa y el centro educativo en el que también se nombra un coordinador en el centro 
educativo de estas prácticas, que supervisará que se cumplan los objetivos formativos de 
las mismas. Al finalizar las prácticas, el joven recibirá un certificado acreditativo de las 
mismas, en el que constará la duración de las mismas y su contenido.  
 
La regulación normativa de estas prácticas profesionales es variada, y lo primero 
que hay que decir es que no requieren un rango normativo legal, ya que no son una 
                                                 
639 El RD 1701/2011, de 18 de noviembre, que regulaba las prácticas externas de los estudiantes fue 
declarado nulo, por la STS  de 21 de mayo de 2013; previamente eran reguladas estas prácticas en el 
ámbito universitario en el RD 1497/1981, de 19 de junio, modificada por RD 1845/1994, de 9 de 
septiembre. 
640 En este tema es interesante el criterio de interés predominante para determinar cuando prima sobre el 
objeto de las funciones que realice el alumno el contenido laboral o el fin formativo como ilustran las 
SSTS de 13.6.1988 (RJ.5270) y de 24.5.1996 (RJ. 4490). 
641 El carácter no laboral de estas prácticas en contraposición con el contrato laboral de formación se 
estudia también en Vila Tierno, F. “El contrato para la formación en el trabajo”. Thomson- Aranzadi, 
2008. Págs.. 118-120. 
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modalidad contractual; la norma más antigua y que ha servicio como régimen general 
del desarrollo de estas prácticas, es el RD 1497/1981, de 19 de junio, de realización de 
prácticas de cooperación educativa, que regulaba la realización de las mismas por 
jóvenes que cursen estudios universitarios642 o de formación profesional. Aunque 
recientemente el Gobierno había aprobado el RD 1493/2011, de 24 de octubre  
regulador de esta prácticas643 que altera el régimen de cotización de las mismas644y del 
que hasta ahora estaban excluidas estas prácticas los universitario, tras una sentencia del 
Tribunal Supremo de 21 de mayo de 2013, éste declaró la obligación de tener que 
cotizar645 a la Seguridad Social de estos becarios, lo que ha obligado a la regularizar 
unos 40000 becarios en España646. 
 
Con la adaptación de los planes de estudio al proceso homologador de Bolonia, 
entre otros objetivos se ha intentado acercar los planes de estudio y la formación del 
joven a las necesidades del mercado laboral. Entre las novedades que en los mismos se 
han introducido, está la posibilidad de que el alumno reciba créditos ECTS por la 
realización de prácticas en empresas dentro de programas de cooperación educativa 
diseñados por las universidades. Estas prácticas, llamadas curriculares, suelen permitir 
al alumno, conseguir un máximo de 12 créditos ECTS, debiendo el mismo realizar una 
pequeña memoria en la que comente y evalúe su experiencia en las prácticas. El 
régimen normativo regulador con el que se realizan las mismas, es el que se ha 
desarrollado previamente conteniendo como única novedad la inserción de las mismas 
directamente en el curriculum académico del alumno. Además de estas prácticas 
curriculares por las que la empresa no tiene que cotizar a la Seguridad Social, según ha 
                                                 
642 La Ley de Reforma de Pensiones de 2011 incluyó la obligación de cotización por los becarios desde 
noviembre de 2011 y ello incluyó en el sistema de Seguridad Social a 41135 becarios. No obstante, tras la 
exclusión de cotización por el Real Decreto del Ministerio de Educación que los excluía, sólo quedaron 
20000 becarios dados de alta. 
643 Esta modalidad de prácticas reguladas en el Real Decreto de  24 de octubre de 2011, se establece para 
titulados de entre 18 y 25 años, con experiencia inferior a tres meses. Tienen una duración de un máximo 
de 9 meses con una beca mínima de 425 euros al mes por la que se cotiza a la seguridad social salvo para 
la parte de prestación de desempleo. 
644 El régimen de cotización de estos becarios es el mismo que el de un trabajador normal salvo que no se 
cotiza por desempleo, siendo la cuota 34,72 euros a pagar por el empresario y 6,09 por el becario en 2013. 
645 La Resolución de 19 de agosto de 2013, de la Tesorería General de la Seguridad Social, da plazos 
extraordinarios para la presentación de las altas y, en su caso, las bajas y para la cotización a la Seguridad 
Social de los estudiantes universitarios que realicen prácticas académicas externas, a consecuencia de la 
sentencia del Tribunal Supremo de 21 de mayo de 2013. 
646 El Ministerio de Empleo ha publicado un orden de cotización que ha confirmado los términos de esta 
sentencia y la obligación de cotización de becarios universitarios que deroga el declarado nulo Real 
Decreto del Ministerio de educación que los excluía, esta orden da un plazo hasta el 30 de septiembre de 
2013 para proceder a la regularización de los becarios.  
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aprobado el Ministerio de Educación, existe otro tipo de prácticas profesionales 
extracurriculares por las que las empresas sí tienen la obligación de cotizar según ha 
declarado el Tribunal Supremo, en la sentencia que se ha comentado. Estas prácticas se 
rigen en su contenido por la normativa antes mencionada sin perjuicio de que las CCAA 
puedan dictar la suya propia en la materia para programas de prácticas que impulsen, ya 
que al no tener contenido laboral las mismas, están fuera de la competencia exclusiva en 
legislación laboral que la Constitución le reserva al Estado en el 149 1º. 7º.  
 
Por otra parte, si ha existido un tipo de formación en el que se haya promocionado 
la realización de prácticas durante los estudios, es sin duda la formación profesional. El 
carácter eminentemente práctico de estos estudios donde las habilidades con maquinaria 
y otro tipo de habilidades profesionales, requieren el contacto directo con el centro de 
trabajo, ha provocado que, desde siempre, los estudios de formación profesional 
contaran como parte de sus itinerarios formativos con la realización de prácticas en 
empresas. Es este carácter práctico y la realización de estas prácticas, lo que ha seducido 
desde hace años a muchos jóvenes, que han visto en esta experiencia profesional 
obtenida durante los estudios, una garantía de conseguir un empleo al acabar los 
mismos. El contenido y el régimen organizativo de estas prácticas son similares al que 
se ha descrito anteriormente. La regulación académica de las mismas, se determina en la 
norma que regule el plan de estudios que aprueba el respectivo título de formación 
profesional. La regulación de la prestación de estas prácticas en la empresa viene 
regulada por la normativa anteriormente indic,ada u otras normas que con contenido 
similar, aprueban las Comunidades Autónomas, que son las competentes en la gestión 
de la formación profesional en sus respectivos regiones.  
 
Estos programas de prácticas, que tienen mucha aceptación entre los jóvenes y 
entre las mismas empresas, no están sin embargo exentos de algunos riesgos y críticas 
que se hacen a las mismas. Así entre éstas, la primera que aparece es la posibilidad de 
que alguna empresa sustituya trabajo remunerado por estos becarios. Como se ha 
comentado, estas prácticas no tienen contenido laboral, pero sí hay obligación por parte 
del empresario de cotizar647 (no en las curriculares) por este alumno y su finalidad no es, 
                                                 
647 El Real Decreto 8/2014, de 4 de julio que implanta el Sistema de Garantía Juvenil subvenciona el 
100% de los coste de seguridad social este tipo de becas de inserción laboral y prácticas a estudiantes 
cuando medie algún tipo de retribución. 
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en sí, que el joven apoye el proceso productivo de la empresa, sino que aprenda con la 
participación en algún aspecto del mismo pero sin soportar la responsabilidad que un 
contrato laboral normal implica ni tener los derechos que el mismo conlleva. Existe el 
riesgo, si no se someten la realización de estas practicas a los controles preceptivos de la 
autoridad académica y de la propia Administración, que sean utilizados los becarios 
como unos trabajadores con unos sueldos ínfimos  (puesto que la beca que por ella 
perciben, no se puede considerar salario ni tiene entidad para constituir un sueldo en la 
inmensa mayoría de los casos), y caer en una situación de explotación648. Así, son cada 
vez mas frecuentes las noticias en medios de comunicación sobre la explotación de la 
figura del becario que realiza un trabajo exactamente igual que el de los demás 
trabajadores. Por otra parte, otra de las críticas que se les realiza, y muy cercana en su 
contenido a la anterior, es que estas prácticas, en muchos casos, implican  la realización 
de tareas que no están relacionadas con los estudios del joven649, con lo que aportación a 
su proceso formativo es discutible. Estas críticas a estas prácticas profesionales, en 
general, son todas ellas eliminables con la actividad de supervisión que se ha comentado 
anteriormente y no pueden afectar a la muy alta consideración que las mismas tienen 
para jóvenes y empresarios. 
 
Si analizamos los demás modelos europeos de inserción profesional para jóvenes, 
se ve como las prácticas también están presentes en sus modelos, si bien el carácter y la 
naturaleza jurídica de las mismas son diferentes. Algunos modelos integran estas 
prácticas profesionales dentro del contrato de aprendizaje, de modo que el estudiante 
realmente participa en una relación laboral, aunque con un contenido y bajo un control 
que intenta evitar que las mismas perjudiquen el proceso formativo del joven; éste es el 
modelo que se sigue en Alemania. Otros modelos integran estas prácticas con carácter 
no laboral como una parte del itinerario formativo del joven. Las diferencias entre 
ambos modelos son claras; si se opta por un modelo de prácticas profesionales de 
carácter no laboral como vía de inserción del joven en el mercado laboral, se atrasa su 
integración en el mismo de manera plena, en tanto que la realización de las mismas no 
evita que, con posterioridad a ellas, el joven sea contratado con alguna de las variedades 
                                                 
648 El Consejo de Ministros de Empleo de la Unión europea del 28 de marzo de 2014, ha adoptado una 
serie de recomendaciones para mejorar la calidad de las prácticas que se ofrecen a los jóvenes. Las 
mismas no podrán durar más de seis meses y con condiciones por escrito.  
649 Según el Eurobarómetro de enero diciembre de 2014, una de cada tres prácticas, no cumplen los 
requisitos mínimos de condiciones de trabajo ni de objetivos de aprendizaje. 
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que tienen fines similares, como contratos en prácticas, en formación u otros contratos 
temporales que se usen con esta finalidad. En tanto estas prácticas son sin carácter 
laboral, no llegan a ser una plena integración en el mercado laboral, y se plantean (y 
diseñan como un ensayo de participación en el mercado de trabajo), mientras que las 
otras modalidades de contratación, integran todas los elementos de una relación laboral 
plena, que no impiden el desarrollo de un proceso formativo complementario. De todas 
formas, en la medida en que tanto jóvenes como empresarios, están a favor de este 
modelo de inserción profesional, y que este modelo tiene además un coste bastante bajo, 
debe potenciarse por los poderes públicos como vía de inserción laboral en España; y 
con independencia de todas las críticas que puedan hacerse, es una vía que goza de gran 
popularidad y aceptación. 
 
Las Comunidades Autónomas, siendo conscientes de la importancia que estas 
prácticas profesionales tienen para lograr la inserción laboral de los jóvenes, han 
diseñado programas para jóvenes egresados que permiten a los mismos realizar 
prácticas en empresas, siempre que cumplan una serie de requisitos. Estas prácticas se 
realizan al margen de la tutela y control de un centro educativo, puesto que participan en 
ella jóvenes ya egresados, aunque si es cierto que tienen que haberlo sido de manera 
reciente, y son también una vía para que estos jóvenes tengan una primera experiencia 
profesional; así por ejemplo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, esta prácticas 
que reciben el nombre de EPES650, vienen regulados por  el Decreto-ley 6/2014, de 29 
de abril, por el que se aprueba el Programa Emple@Joven y la Iniciativa @mprende  de 
la Junta de Andalucía. El objetivo de estas prácticas651 y el contenido y régimen de la  
realización y desarrollo de las mismas es similar al que se ha explicado ya con  relación 
                                                 
650 El programa de experiencias profesionales para el empleo son acciones que se desarrollan en centros 
de trabajo para favorecer la inserción laboral de desempleados, sin que supongan relación laboral con las 
empresas donde se integran; el programa va dirigido a personas que dispongan de una titulación 
universitaria, de formación profesional reglada, o certificación profesional ocupacional, que no haya 
transcurrido más de dos años desde la obtención de dicha titulación y que carezcan de experiencia laboral 
relacionada con su titulación, personas con discapacidad, minorías étnicas y desempleados en riesgo de 
exclusión. Con la misma finalidad, se crearon los proyectos de interés general y social que son una serie 
de ofertas de empleo que gestiona el  SAE para obras y servicios de interés general y social que ejecutan 
entidades sin ánimo de lucro en Andalucía y en las que la Junta subvenciona parte de los costes salariales 
pero para trabajadores que cumplan unos requisitos como las que se exigen a los partícipes del antiguo 
plan Motiva. 
651 En el ámbito nacional existen estas modalidades de prácticas que vienen reguladas por el RD 
543/2011, de 31 octubre y dirigidas a los jóvenes entre 18 y 25 años para hacer prácticas no laborales en 
empresas que hayan celebrado previamente un convenio con los Servicios Públicos de Empleo, los 
jóvenes reciben una beca y la empresa tiene la obligación de cotizar por todos los conceptos salvo el 
desempleo. El Decreto 1493/2011, de 24 de octubre, regula las condiciones de inclusión en el Régimen 
General de la Seguridad Social de las personas que participen en programas de formación en desarrollo. 
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al antiguo Decreto de 1981 de prácticas de cooperación educativa y las adaptaciones a 
las que se viene obligado por la nueva jurisprudencia del Tribunal Supremo que 
obligaría también el caso de este tipo de prácticas a su cotización652 a la Seguridad 
Social653. 
 
1.2. La eficacia sobre las becas y prácticas como instrumento de inserción 
laboral de los jóvenes. 
 
 Corresponde aquí analizar la eficacia654 de esta figura en la inserción laboral de 
los jóvenes. Nuevamente se comentarán algunos aspectos sobre las dificultades que 
plantea la evaluación de este tipo de prácticas profesionales para a continuación aplicar 
los criterios de evaluación que han sido desarrollados con anterioridad. 
 
Si analizamos la eficacia de la realización de prácticas profesionales como vía 
para acceder al mercado laboral, se debe analizar dos aspectos: por una parte, cuantos 
jóvenes participan en ellas y por otra parte, en qué medida la participación en las 
mismas sirven para que el joven obtenga un puesto de trabajo, bien en esa empresa o en 
otra, en un periodo de tiempo posterior al acabar las mismas, ya que la realización de 
estas prácticas no es un fin en sí mismo, sino un medio para conseguir la integración 
laboral del joven. 
 
No hay muchos informes que analicen este aspecto, como en tantas políticas de 
fomento del empleo juvenil; pero sí se puede contar con algunos estudios que se han 
realizado sobre las mismas tanto en España como en el ámbito europeo. Unos de los 
estudios que se han realizado en España más exhaustivos sobre este modelo, es el de la 
Fundación Universidad Empresa, que fue de las primeras instituciones655 que diseñó en  
los noventa un programa de becas para la realización de prácticas profesionales en 
                                                 
652Antonio V. Sempere Navarro; “La Seguridad Social de los Becarios tras la Anulación del RD 
1707/2011”. Aranzadi Social BIB 2013\1663; p.5. 
653 El RD-L 4/2013, de 22 de febrero fija  una reducción del 75% de la cuota empresarial por 
contingencias comunes durante la vigencia del contrato si se contrata a un trabajador que estuviera 
realizando estas prácticas. 
654 La Unión europea encargó un estudio sobre la materia en el Informe “Study on a Comprehensive 
Overview on Traineeship Arrangements in Member Status. Publications office of the European Union” en 
2012. 
655 Un programa de prácticas que también se debe destacar en el Programa Banco Santander en 
colaboración con las universidades españolas y CEPYME, por el que 5000 universitarios al año podrán 
realizar prácticas durante 3 meses remuneradas con 1800 euros. 
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empresas. Desde que a mediados de los noventa comenzaron a crecer las tasas de 
desempleo entre jóvenes titulados, fueron muchas fundaciones, tanto públicas como 
privadas, las que crearon programas de prácticas profesionales para ayudar a la 
inserción laboral de los mismos. Entre ellas, podemos citar a Fundación Universidad 
Empresa, Fundación SEPI656, etc. Todas estas entidades organizadoras de los programas 
de prácticas, procedían con posterioridad a evaluar el grado de inserción laboral de los 
jóvenes al acabar las mismas, siendo los resultados muy positivos. No obstante, el 
hecho de que las empresas participantes en las misma, sean, en general, empresas 
grandes y con un nivel de concienciación de la importancia de los recursos humanos 
muy alto, además de que los procesos de selección para las mismas, fueran rigurosos, 
quizás sesgaba el resultado, en tanto que los jóvenes que participaban en ella ya tuvieran 
alta capacitación antes de realizar las mismas, aunque no contaran con experiencia 
laboral. Por ello, es de mayor interés que esta evaluación abarque todo tipo de prácticas 
profesionales y becas, y así, el estudio que sobre la materia realizó la Comisión Europea 
en 2012657 en el informe sobre becas y prácticas profesionales, es de mucho interés. Este 
informe, con carácter europeo, realiza un estudio comparativo de estas becas entre los 
distintos países de la Unión Europea, analizando su eficacia en la inserción laboral de 
los jóvenes que participaban en ellas. 
 
En lo referido a la evaluación de la eficacia de estas becas para lograr la  
inserción laboral para jóvenes hay que decir que, aunque las mismas tienen un 
contenido no laboral desde un punto de vista jurídico, en la práctica, funcionan como 
una vía más que se ofrece a la empresa para poder tener jóvenes en su organización658; y 
que, si bien no prestan servicios en esas empresas desde un punto de vista jurídico, si 
colaboran en la realización de funciones de puestos de trabajo. Por lo tanto, y muy 
especialmente en los programas de becas de inserción laboral que se desarrollan para 
jóvenes que ya tienen una titulación profesional, las medidas de evaluación deben ser 
                                                 
656 Un caso específico de becarios es el personal investigador regulados en la Ley 14/2011, de 1 de junio, 
de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación; los investigadores pueden trabajar en régimen contractual o 
bajo un estatuto de investigador en formación que aparece regulado en el RD 63/2006, de 27 de enero. 
657 En el estudios realizado por la Comisión Europea sobre las prácticas se realiza un estudio comparativo 
en los países europeos entre ellos España en las páginas señaladas.“Study on a comprehensive overview 
on traineeship arrangements in Member States” European Comisión, Mayo 2012. Págs.. 352-387 y 
también en una propuesta de mejora de las prácticas en “Marco de calidad para los periodos de prácticas” 
COM 212 (99) final. Págs.. 8-10. 
658 José Luis Goñi Sein;“Las Becas y el Encubrimiento de Contratos Laborales”. Revista Española de 
Derecho del Trabajo nº 14/1983; pp. 293-204. 
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muy similares a las que se utilizan para las modalidades de contratación de programas 
de fomento del empleo. Así, es obvio que el indicador principal será, el hecho de 
conocer cuantos jóvenes de los que participan en este tipo de programas de becas, se 
incorporan a las empresas donde las han realizado659; o en su defecto, se debería realizar 
por el ente convocador de estas becas, sea una institución académica u otra institución 
publica o privada, un seguimiento de la vida laboral de los jóvenes que participan en 
dichos programas de becas. En el caso de las llamadas prácticas660 universitarias661, en 
tanto que el fin de las mismas es sólo un primer contacto con el mundo laboral del 
joven, no sería tan útil este indicador, porque su resultado del mismo sería muy bajo. En 
este tipo de becas y prácticas universitarias, sería más útil la metodología de evaluación 
cualitativa, enfocada sobre todo a los criterios de  claridad de las prácticas, 
estableciendo criterios de utilidad, grado de inserción del joven en las labores asignadas, 
relación con el tutor nombrado en la empresa y la propia institución académica -y sobre 
todo el grado de aprovechamiento de las mismas para el alumno- pero entendiendo 
siempre que el éxito de las mismas no viene tan dirigido a la contratación del joven por 
la empresa. No obstante, aunque el fin de esa práctica universitaria no sea lograr un 
empleo en esa misma empresa, se debería hacer un seguimiento de los alumnos que 
participan en estos programas de prácticas para conocer en qué medida ha sido positivo 
para sus carreras profesionales de manera inmediata el hecho de participar en estos 
programas de prácticas. 
 
En cuanto a la aplicación de criterios cualitativos de evaluación a las becas de 
inserción laboral, valen los mismo criterios que se han definido para las demás 
modalidades de contratación para el fomento de la inserción laboral de jóvenes. Así en 
cuanto a la claridad en el diseño de las convocatorias de estas becas, deben quedar 
claras para la empresa que admita a jóvenes en prácticas cuáles son las obligaciones de 
tutoría a las que se compromete en el caso de querer tener jóvenes en su organización; y 
de la misma manera, la entidad que las convoque debe ser responsable de la 
coordinación de las mismas para garantizar que las empresas que participan en estos 
                                                 
659 La mitad de los empresarios  encuestados por un estudio realizado Infojobs-ESADE admiten que no 
contrataron como indefinidos a ninguno de sus becarios en el año 2013. 
660 Josep Moreno Gené;“La Nueva Regulación de las Prácticas Académicas Externas de los Estudiantes 
Universitarios: La Potenciación de la Finalidad Formativa y de Mejora de la Empleabilidad. CEF. Revista 
de Trabajo y Seguridad Social nº 350/2012; p.18. 
661 Relacionadas con las prácticas dentro de los estudios están las prácticas profesionales en las empresas 
contempladas en el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, que se regula el subsistema de formación 
profesional para el empleo. 
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programas cumplan el objetivo de aprendizaje fundamental que tienen, y que no las 
conviertan en una vía de abaratar coste con la sustitución de trabajo asalariado por 
trabajo realizado por becarios. En cuanto a la utilidad de esta medida, la Administración 
o entidad que las convoque debe hacer un estudio previo para conocer si la relación 
coste-beneficio de este tipo de programas es rentable, ya que en el caso de que sean 
prácticas remuneradas de alguna manera con una beca, el coste puede ser alto. Por otra 
parte, estos programas de becas en el fondo colisionan claramente con las modalidades 
de contratos en  prácticas y en formación, puesto que, si bien unas tienen contenido 
laboral y  las otras no, luego en la práctica, es muy difícil, diferenciar a un alumno que 
está prestando servicios laborales bajo la figura del contrato de formación -que también 
tiene un tutor, etc- de un joven que sea becario en una empresa662. Esta dualidad de vías 
de inserción de un joven mediante becas de inserción o mediante contratos formativos, 
requeriría, por parte de la Administración, un análisis comparativo de qué modalidad 
tiene un mayor éxito en el logro de la inserción laboral de los jóvenes; y si bien pueden 
mantenerse ambas663, con el fin de que la Administración promueva una vía u otra, es 
necesaria una evaluación de ambas medidas de fomento del empleo, puesto que tienen 
un contenido muy similar, dejando aparte diferenciaciones jurídicas que quedan muy 
desdibujadas en la práctica. 
 
2. Otras medidas que favorecen el empleo juvenil.  
 
2.1. El contrato a tiempo parcial, el contrato a domicilio, el contrato de 
sustitución por jubilación parcial o contrato de relevo.  
 
Una de las características que diferencia al modelo de relaciones laborales en 
muchos países europeos del modelo español664 es la mayor presencia de la contratación 
                                                 
662 Por ejemplo en el RD 395/2007 que determina las prácticas en el subsistema de formación las 
empresas las que pueden «recibir una compensación económica por alumno / hora de práctica, en la que 
se incluirá el coste de la suscripción de una póliza colectiva de accidentes de trabajo mientras que con la 
nueva regulación la empresa tiene la obligación de alta en la seguridad social cotizando por él como en un 
contrato de formación. 
663 Moreno y Gene, analiza si las prácticas no laborales son “un mero sucedáneo del contrato en 
prácticas”. “La regulación de las prácticas no laborales en Real Decreto 1543/2011”, EF, núm. 347, 2012, 
Págs. 77 a 118. 
664 Según la EPA del cuarto trimestre de 2013, el 16% del empleo es a tiempo parcial frente al 14,7% que 
suponía en 2012 y el 11,% que era a finales de 2007, mientras que la media en la UE  es del 20%. Fuente:  
INE. Las CCAA de Valencia, Murcia y Andalucía tienen tasas de entre el 16 y el 19% mientras que 
Baleares, Asturias y Madrid no llegan al 14%. 
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a tiempo parcial. En muchos países europeos el fomento de la contratación a tiempo 
parcial ha permitido: por una parte, para las empresas una mayor flexibilidad 
organizativa en tanto a que pueden disponer de una fuerza de trabajo que está dispuesta 
a trabajar un menor número de horas y con una mayor variedad de jornadas laborales, lo 
que permite al empresario abarcar un mayor horario, que no podría atender en el caso de 
que todos sus trabajadores quisieran tener un mismo horario de jornada completa de 
mañana y parte de tarde. Para los trabajadores, este contrato a tiempo parcial les 
permite, por un lado, desarrollar una actividad laboral compatibilizándola con otras 
actividades, ya sean formativas665, u otro tipo de labores domésticas, o de cuidado de 
familiares, y además, les permite desarrollar una actividad laboral por la que cotizan 
para poder devengar las prestaciones de jubilación y otras que requieren un gran número 
de años de cotización.  
 
En España, en general, el contrato a tiempo parcial, siempre se ha visto como una 
opción de segunda categoría porque, no sólo eran trabajos que recibían menor salario 
por desempeñar un menor horario, sino que además, eran trabajos de bajo nivel de 
cualificación. Otro aspecto que en España ha caracterizado al trabajo a tiempo parcial es 
que ha sido tradicionalmente la vía a través de la cual se integraban en el mercado 
laboral las mujeres,666 debido a que les permitía continuar encargándose de las labores 
del hogar,667 lo que ha encasillado a las mismas en trabajos de inferior categoría y peor 
pagados, en muchas ocasiones. No obstante estas críticas que se hacen aquí al contrato a 
tiempo parcial, es una figura contractual que está teniendo una gran aceptación668 en los 
últimos años, en parte debido a las reformas que en su regulación jurídica se han 
operado, que han aumentado su flexibilidad horaria y lo han convertido en una atractiva 
                                                 
665En los artículos. 9 y 12, respectivamente de la L. 11/2013 de 26 de Julio que analizan tanto el contrato 
a tiempo parcial con compatibilidad en formación como el contrato de primer empleo joven se ve la 
nueva orientación del legislador a favor del contrato a tiempo parcial como auténtica vía de inserción 
laboral y en el caso del primer empleo joven regulado en esta nueva ley  de emprendedores, se apuesta 
por la contratación temporal como vía de inserción laboral. Vid. “Incentivos a la contratación a tiempo 
parcial con vinculación formativa”, en “La estrategia de emprendimiento y empleo joven en la L: 
11/2013: desempleo, empleo y ocupación juvenil”, (Directores, Fernández López, M.F. y Calvo Gallego, 
J.), Albacete, 2013, Págs. 181-182). 
666 El 70% de las mujeres, según Adecco, prefiere tener un empleo de tiempo parcial para poder ocuparse 
de sus hijos, mientras que un 30% prefiere estar contratada a jornada completa porque necesita más 
ingresos. 
667 Según este mismo estudio, el 60% de las mujeres no encuentran empleos con horarios que les permita 
conciliar empleo y cuidado de los hijos y el 75% no está manifiesta con las medidas de conciliación que 
les ofrece su empresa. 
668 En el Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva de 25 de enero de 2012, se reconoce que esta 
modalidad de contratación “puede ser una alternativa a la contratación temporal o a la realización de 
horas extraordinarias en determinados supuestos.” 
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modalidad contractual para los empresarios669 y en parte también, debido a que la crisis 
económica ha aumentado la demanda de empleo en cualquier modalidad de contrato 
antes de permanecer en el paro. 
 
La regulación jurídica de este contrato a tiempo parcial viene en el artículo 12 del 
Estatuto de los Trabajadores670; éste define al mismo como una modalidad contractual 
en el que la duración de la jornada laboral es inferior a la que el convenio colectivo 
regulador de dicha actividad, fija para ese puesto de trabajo definido y a jornada a 
tiempo completo. Se establece en la nueva regulación que la reforma de 2012 ha 
operado ) por el empresario y se elimina la prohibición de realizar horas 
extraordinarias671. El trabajador a tiempo parcial tiene los mismos derechos que el 
trabajador a jornada completa672, salvo el relativo al cobro del salario, que será la que le 
corresponda en proporción a la jornada efectiva realizada. En cuanto a su régimen de 
cotización, el empresario cotizará en proporción a la base reguladora que le corresponda 
por el importe del salario, complementos y demás pagas extras. Es interesante la 
sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 22 de noviembre de 2012, 
(Asunto C-385/11, Elbal Moreno) en la que se ha determinado contrario al derecho de 
igualdad, el diferente cómputo de los años prestados con contrato a tiempo parcial para 
el cómputo del requisito que establece la legislación de seguridad social en lo referido al 
número de años necesarios para tener derecho a cobrar una pensión de jubilación, ya 
que hasta ahora, los días prestados a tiempo parcial se reconvertían a días completos, 
con lo que se necesitaban más años para poder cobrar la misma pensión de jubilación 
que si se hubiesen prestado servicios con un contrato a jornada completa. El Tribunal de 
                                                 
669 Están siendo muchas las propuestas desde diversos sectores para fomentar el contrato a tiempo parcial 
o para recuperar el contrato de fomento para el empleo que era una modalidad temporal creado en 1984 
con indemnización de ocho días, o el contrato de lanzamiento de actividad. 
670 La ley de emprendedores ha creado el llamado “contrato a tiempo parcial con vinculación formativa”.  
Es un contrato a tiempo parcial ordinario, temporal o indefinido pero con jornada no superior al 50% de la 
jornada correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable, cuyos costes empresariales 
respecto de la Seguridad Social con una serie de requisitos. El trabajador, se requiere que tenga menos de 
treinta años, estar desempleado y cumplir una de las siguientes tres características: no tener experiencia 
laboral o tenerla de menos de tres meses, proceder de otro sector de actividad o estar desempleado e 
inscrito en la oficina de desempleo al menos 12 meses en los últimos 18; además debe recibir 
simultáneamente, o haber recibido con una antelación no mayor a los seis meses previos a la celebración 
del contrato, una formación teórica, ya sea esta “acreditable oficial o promovida por los Servicios 
Públicos de Empleo. 
671 El  nuevo contrato a tiempo parcial con vinculación formativa limita  la jornada al 50% de la 
correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable (Art. 9.4 de la Ley 11/2013) 
672 El Art. 12 ET reconocen el derecho a la FP continua de los trabajadores a tiempo parcial o con 
contratos temporales. 
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Luxemburgo ha establecido que esto constituye una doble penalización en tanto que es 
lógico que la pensión se vea disminuida por el hecho de que se recibe un salario inferior 
pero no es lógico que se exija un mayor periodo de cotización para recibir una misma 
pensión porque ello discrimina a los trabajadores que han prestado servicios a tiempo 
parcial, distorsionando el concepto de período de cotización para ambas modalidades de 
contratación a tiempo completo y a tiempo parcial. Además el Tribunal Constitucional 
en Sentencia 61/2013, de 14 de marzo, también estableció que era una vulneración del 
artículo 14 de la Costitución Española por discriminación de sexo, en tanto que la 
mayoría de personas afectadas por dicha modalidad contractual eran mujeres, que ha 
supuesto una modificación de la regulación de la cotización a tiempo parcial y su 
consideración en el cálculo de prestaciones en el Real Decreto Ley 11/2013, de 2 de 
agosto. 
 
Este contrato a tiempo parcial, como se ha comentado, es muy utilizado en 
Europa673 y en concreto, Alemania, ha hecho del fomento del contrato a tiempo parcial, 
los llamados “minijobs”,674 uno de los motores de la recuperación del empleo y de la 
competitividad675 por la vía de flexibilización organizativa del tejido empresarial 
alemán. Esta figura, también presente en otros países como Holanda, Bélgica676 y los 
países nórdicos ha permitido, además de una altísimas tasas de ocupación y de empleo, 
una gran oportunidad para que las personas compatibilicen su vida personal y la laboral, 
en tanto que los trabajadores optan por contratación a tiempo completo o parcial, en 
función de sus necesidades pero siempre de manera voluntaria.  
 
                                                 
673 En otros países de Europa el empleo a tiempo parcial ocupa al 17,1% en Italia, 14,3% en Portugal, 
10,7% en Chipre,7,9% en Polonia, 7,7% en Grecia, 18% en Francia, 24% en Irlanda, 25,1% Bélgica, 
26,7% Alemania, 27,2% en Reino Unido, 49,8% en Holanda en 2012. Datos del Instituto de Estudios 
Económicos. 
674 Según Der spiegel el 25% de trabajadores germanos, entre 6-8 millones de trabajadores, trabajan por 
unos 11 euros la hora en la Alemania del oeste y 8 euros en la del Este. 
675 Alemania ha introducido un salario mínimo de 8,5 euros la hora a partir de 2015, pero que no se 
aplicará a los menores de 18 años, becarios ni desempleados de larga duración durante los seis primeros 
meses de contrato. 
676 En Bélgica, el programa Win-win y el programa Activa, facilita el acceso a desempleados con 
dificultades el acceso a puestos de trabajo y entre las medidas que propone, está la educación a tiempo 
parcial mediante un sistema mixto de estudios y trabajo. 
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Por el contrario, en Alemania, tras la reforma de mercado laboral, que favoreció 
estos “minijobs” en el año 2002677 (debido a la enorme tasa de paro que tenía Alemania 
tras la reunificación y toda la reconversión de la Europa del este), se vio como una 
prioridad la generación de empleo de mayor o menor calidad, además de fomentar la 
competitividad empresarial, con el fin de hacer despegar las exportaciones que, gracias 
a la enorme capacidad de innovación de la industria alemana, ha sido siempre una de 
sus grandes bazas para conseguir crecimiento económico. Estos “minijobs” en 
Alemania, se configuran como trabajo a tiempo parcial por salarios bajos de en torno a 
500 euros mensuales que, por supuesto, no permiten una adecuado nivel de vida en 
Alemania, especialmente en las grandes ciudades. No obstante, el modelo suaviza las 
consecuencias de los bajos salarios de estos “minijobs” mediante un potente sistema de 
ayudas sociales como subsidios678 para la vivienda, etc.,  lo que permite hacer más 
soportables las condiciones laborales de estas contrataciones. Además, otra de las 
reformas que se operaron en el sistema de pensiones en Alemania es la posibilidad de 
compatibilizar la pensión con el trabajo remunerado y así está siendo cada vez más 
frecuente que jubilados alemanes trabajen con estos “minijobs”. El modelo, si bien es 
cierto que ha permitido disminuir la tasa de paro de manera considerable, además de 
favorecer una competitividad de la potente industria exportadora alemana, también está 
generando una cada vez mayor masa de trabajadores con condiciones salariales malas -
aunque con empleo,- y por otra parte, cada vez se está extendiendo más la opción de las 
empresas alemanas de sustituir empleo por jornada completa por estos “minijobs”, ya 
que -a diferencia de los trabajadores a jornada completa679 que, además del salario suele 
acceder a un generoso sistema de ayuda y beneficios sociales a cargo de la empresa, 
tales como complementos, planes de pensiones, ayuda a la natalidad, seguros médicos 
etc- estos minijobs, suelen estar fuera del acceso a estas ayudas, con lo que la 
sustitución de empleo de calidad por estos “minijobs”, es aún más rentable para la 
empresa.  
 
                                                 
677 Entre 1995-2012 aumentó en 2,3 millones de trabajadores que recibieron el salario mínimo según un 
estudio del Instituto para el Trabajo y la Cualificación de la Universidad de Duuisburg-Essen y en él se 
avisa  que hay 1,4 millones de empleados que no llegan a cinco euros hora de salario. 
678 En Alemania existe la posibilidad de compatibilizar estos minijobs con muchas prestaciones sociales  
y que son muchas de ellas gestionadas por la Agencia Federal de Empleo y no por los servicios sociales. 
679 Según un estudio del Instituto para el Trabajo y la Cualificación de la Universidad de Duuisburg-
Essen, el salario medio en Alemania es de 13,73 euros hora en 2013. 
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En España, en la última Encuesta de Población Activa, se está viendo un gran 
impulso de la contratación a tiempo parcial, en parte debido al impulso flexibilizador 
que el legislador ha dado a esta modalidad contractual en la última reforma y, por otra 
parte, también debido a que la debilidad de la economía no permite extender mucho la 
contratación a tiempo completo. Además, cada vez es más frecuente que, aunque se 
realizan contrataciones a tiempo parcial -y por lo tanto, se paga y se cotiza por una 
duración de jornada reducida-, el trabajador presta servicios a jornada completa, 
recibiendo por este exceso en horas, un pago, por el que ni se retiene a efectos de IRPF 
ni se cotiza a la Seguridad Social; y esto, en el mejor de los casos, ya que la dramática 
situación del empleo en España hace que en algunos casos, incluso se trabajen más 
horas sin cobrar más salario del fijado en el contrato a tiempo parcial680.  
 
Como se ha explicado, esta figura del contrato a tiempo parcial, por supuesto, no 
está diseñada para luchar contra el desempleo juvenil, pero la razón por la que se ha 
introducido aquí, es el hecho de que hay muchos jóvenes que son contratados con esta 
figura de contratación, ya que los mismos, es muy normal que tengan que 
compatibilizar el trabajar a tiempo parcial, normalmente con estudios, y este trabajo, les 
permite, por un parte tener un contacto con el mercado laboral y por otra parte, cierta 
independencia económica; aunque el importe de los salarios, no suele permitir una 
emancipación plena de la casa familiar. 
 
En cuanto a la eficacia de esta modalidad de contratación para disminuir el 
desempleo juvenil, según los datos del Informe de Impacto de la Reforma Laboral681, el 
número de jóvenes que son contratados con esta modalidad, en los cuatro trimestres 
posteriores a la reforma laboral, se incrementó en 155.700 personas, cuando en los 
cuatro trimestres anteriores se perdieron más de 60.000 empleos en este tipo contractual. 
682 Hay que tener en cuenta que, a la hora de analizar esta figura y su relación con el 
                                                 
680 Véase para ver como puede influir la reforma del mercado laboral en conexión con la situación del 
mercado laboral  Molina Navarrete, C. “Nuevos capítulos de una reforma laboral sin líneas rojas: qué hay 
de nuevo en el RDL 11/2013”, RTSS CEF, nº365-366, 2013, pp.75 ss 
681 Desde la reforma laboral se ha producido un incremento del 6,2% en el empleo a tiempo parcial. 
Informe de Impacto de la reforma laboral. Pág.110. Op. Cit. 
682 El Sistema Nacional de garantía juvenil aprobado en Julio de 2014 apuesta claramente por el contrato 
a tiempo parcial y así en el artículo 107 establece las siguientes bonificaciones.” En el supuesto de que la 
contratación sea a tiempo parcial, la jornada será como mínimo el 50 por ciento de la correspondiente a la 
de un trabajador a tiempo completo comparable, aplicándose la bonificación para este supuesto de la 
siguiente manera: 
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desempleo juvenil, hay que considerar la misma en términos desestacionalizados, ya 
que durante los meses de verano, debido al fuerte tirón en la contratación que el sector 
servicios sufre como consecuencia del turismo, hay muchos jóvenes que son 
contratados bajo esta modalidad en verano para puestos de carácter temporal y a tiempo 
parcial (pues esta figura también permite la contratación de manera temporal en 
combinación con otras figuras de contratación temporal como el contrato de obra, 
interinidad o lanzamiento de producto según el Art. 12.2 E.T).   
 
En cuanto al grado de estabilidad en la contratación de los jóvenes que trabajan 
bajo el amparo de esta figura, hay que decir, que en términos generales, es muy baja la 
estabilidad que proporcionan a los jóvenes estos contratos que suelen tener una duración 
en el tiempo corta. Estos datos demuestran que el contrato a tiempo parcial no es 
utilizado como una vía de aproximación del joven al mercado laboral, sino como una 
mera modalidad de contratación que permite a la empresa atender necesidades puntuales 
de demanda con trabajadores por horas y por períodos cortos de contratación. Además 
los puestos de trabajo que se ocupan con esta modalidad de contratación, en términos 
generales, son de baja cualificación; a diferencia de lo que ocurre en Europa683 donde 
este contrato se utiliza con una mayor variedad de puestos de trabajo. Como conclusión, 
se puede decir que esta fórmula de contratación permite al joven efectivamente tener 
una aproximación al mercado laboral, pero no entendida como preparación a una plena 
incorporación al mercado laboral, sino como una mera vía de obtener unos ingresos y 
una pequeña experiencia profesional, pero que tampoco es especialmente considerada 
por los empresarios, si nos atenemos a la escasa estabilidad que los trabajadores que son 
contratados con esta vía tienen. 
 
Otra modalidad contractual que, aunque no ha sido diseñada pensando en el 
desempleo juvenil, pero sí es muy utilizada entre jóvenes con un perfil profesional muy 
específico, es el contrato a domicilio, o trabajo a distancia. Esta modalidad contractual 
que ha sido regulada con extensión, en la reforma del mercado laboral del 2012, se 
                                                                                                                                               
• Cuando la jornada de trabajo sea, al menos, equivalente a un 75 por ciento de la correspondiente a un 
trabajador a tiempo completo comparable, 225 euros mensuales. 
• Cuando la jornada de trabajo sea, al menos, equivalente a un 50 por ciento de la correspondiente a un 
trabajador a tiempo completo comparable, 150 euros mensuales”. 




recoge en el art. 13 del E.T, afecta lo que se llama el tele trabajo684, que consiste685 en la 
prestación de servicios laborales fuera de un centro de trabajo siendo el lugar desde 
donde se trabaja el propio domicilio personal. Las nuevas tecnologías permiten que 
muchos trabajos que hasta ahora era imprescindible realizar en una oficina, debido a que 
sólo en ella se podía disponer de los medios informáticos necesarios, pueda realizarse 
ahora desde la propia casa. De hecho, son cada vez más frecuentes los casos de grandes 
empresas que deslocalizan hacia países en desarrollo actividades informáticas sencillas, 
como el grabado de datos e incluso otro tipo de actividades de oficina de poco valor 
añadido, como confección de  cartas, envío de misivas comerciales, etc;  ya que Internet 
permite acceder a toda la información que esté en una base de datos desde cualquier 
lugar y enviar y procesar información con la misma facilidad. Estos trabajos, de 
contenido informático en algunos casos, como diseño  de páginas web, mantenimiento 
de la mismas, diseño de aplicaciones informáticas y toda una gran variedad de 
actividades relacionadas con el gran avance de las tecnologías y el trabajo relacionado 
con redes sociales, son, en general, realizados por jóvenes con altos conocimientos en 
informática y tecnología. Hasta la existencia de esta modalidad contractual, muchos de 
estos trabajos eran realizados bajo la figura conocida como “freelance,” que era una 
persona que trabajada sólo para una empresa en trabajos de contenido informático desde 
su propia casa pero, que no estaba contratada laboralmente por la misma, sino que 
facturaba esos servicios como empresario dado de alta en el régimen de autónomos, 
siendo éste responsable de la organización del trabajo, pago de sus gastos para la 
realización del mismo, seguros sociales, etc,  marcando la empresa cliente instrucciones 
sobre qué tipo de trabajo quería que se le realizara y en qué plazos.  
 
Este forma de organizar el trabajo es una vía de abaratar costes, evitando para la 
empresa receptora de este trabajo tener que contratar y dar de alta en Seguridad Social a 
este trabajador, ya que los servicios que presta este trabajador autónomo no son 
puntuales sino que los presta de manera reiterada y está bajo el poder organizador del 
empresario, aunque goce de mayor libertad por trabajar desde su propio hogar; además 
del hecho de que el producto que con su trabajo genera, no lo hace suyo sino que 
                                                 
684El II Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva 2012, se refiere al tele trabajo en que apuesta 
por “ la conveniencia de que se regulen aspectos como la privacidad, la confidencialidad, la prevención 
de riesgos laborales, las instalaciones, la formación etc.” 
685 Sobre esta materia se ha firmado un Acuerdo Marco Europeo sobre tele trabajo firmado por los 
agentes sociales comunitarios el 16 de julio de 2002. 
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repetitivamente lo entrega a su cliente, con lo que se dan los requisitos de ajenidad en la 
propiedad de los producido y transferencia del riesgo al empresario que pide el artículo 
1.1 del Estatuto de los Trabajadores para determinar la existencia de una relación 
laboral. 
 
La nueva regulación de este contrato en el Estatuto ha pretendido precisamente 
evitar este fraude en la contratación de estos “freelance”, regulando las características 
de este contrato y estableciendo un régimen de control por parte del empresario respecto 
a la evaluación de las condiciones del trabajador en su casa  (art. 13.4 E.T.) y sobre todo 
para evitar disfrazar relaciones laborales con forma mercantil. El tele trabajo es en otros 
países una vía de acceso al mercado laboral mucho más extendida que en España, 
probablemente debido a que han tenido una incorporación a una economía dominada 
por la tecnología y las redes sociales anterior a la que ha tenido España. De hecho, esta 
modalidad, que en otros países es considerada como una más y es utilizada por grandes 
empresas del sector informático que permiten a sus trabajadores realizar parte de su 
trabajo desde sus casas (una parte del trabajo y dentro de una contratación laboral 
normal, no un contrato de domicilio), en España,  es considerada una vía de 
contratación que aleja al trabajador de la empresa en porque no trabaja en el centro del 
trabajo, y por lo tanto, la vinculación que trabajador y empresa tienen recíprocamente, 
es menor que la que tiene un trabajador presencial. En una economía donde las 
tecnologías permiten cada vez más trabajar desde cualquier parte del mundo, 
manteniendo conexión con la empresa por medios telemáticos, ésta es una opción de 
trabajo que probablemente tendrá cada vez más aceptación y generará menos recelos, 
aunque necesitará una reconsideración del papel que estos trabajadores a domicilio 
tienen en la empresa, diseñando mecanismos que eviten la sensación de marginalidad 
que pueden tener respecto a la toma de decisiones o de pertenencia, que, por su lejanía.  
 
En cuanto a la eficacia de esta forma de contratación en la lucha contra el 
desempleo juvenil, por la propia configuración del tipo de trabajo que se puede realizar 
desde casa, esta modalidad de trabajo está reservada a jóvenes con perfiles profesionales 
de informático, gestor de redes sociales, y otras de contenido tecnológico, con lo que la 
eficacia de esta modalidad de contrato, no vendrá condicionada tanto por la forma 
contractual en sí, como por la importancia que estos sectores económicos de tecnología, 
informática, redes sociales, etc. puedan tener en España. 
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Otra figura contractual que se va a comentar brevemente y que en verdad sí fue 
diseñada para el fomento del empleo juvenil es el contrato de relevo686 por jubilación a 
tiempo parcial, o contrato de relevo regulada en el artículo 12.7 del E.T. Esta figura, 
creada en España a principios de los años ochenta, hay que entenderla como una opción 
diseñada para afrontar el enorme problema que se le planteaba a la Seguridad Social y al 
Gobierno con los planes de prejubilación anticipada, que la Administración se vio 
obligada a fomentar, como consecuencia de la reconversión industrial que se produjo en 
España en los años ochenta. Debido a la crisis económica y a la necesidad de reconvertir 
los sectores que sobrevivían gracias a ayudas públicas y a aranceles que desaparecían 
(con la entrada de España en la Comunidad Económica Europea, afectando a muchas no 
competitivas entre las que había muchas públicas que habían acabado en manos de la 
Administración para evitar su cierre), se generaron unos enormes excedentes de 
trabajadores en sectores industriales clásicos como la siderurgia, el sector naval, la 
minería, etc. 
 
 Ante esta situación, la Administración fomentó la prejubilación de muchos  
trabajadores que tenían sueldos muy altos, debido a la gran antigüedad en el puesto de 
trabajo. Estas prejubilaciones, que eran realizadas con cargo a la Seguridad Social, 
(puesto que estas empresas carecían de fondos para poderlas acometer y eran muy 
costosas), fueron entendidas como una vía para disminuir el coste de las mismas a la par 
que rejuvener las plantillas y disminuir el desempleo juvenil, que ya en aquellos años 
comenzaba a manifestarse con crudeza, y para ello se creó esta figura contractual que 
aquí se comenta. La misma constituía, tal y como regula el Estatuto de los Trabajadores, 
como una  posibilidad de la empresa de reducir la jornada (o sustituir) de un trabajador 
que tuviera una serie de requisitos de antigüedad de cotización, y sobre todo posibilidad 
de acceder a la jubilación, y proceder a la contratación de un joven desempleado o 
trabajador con contrato de duración determinada (art. 12.7 a) E:T.). El trabajador 
procedía a jubilarse de manera parcial compatibilizando en los años que le faltaran 
desde ese momento hasta la edad de jubilación, la pensión de jubilación (que también 
quedaba reducida proporcionalmente y el salario que se veía de igual manera reducido); 
                                                 
686 Sobre el contrato de relevo, vid. Monedeo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del empleo: 
instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. 
Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 248. 
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la empresa contrataba al joven con un contrato de relevo indefinido a tiempo completo o 
parcial (o como mínimo de la duración similar a lo que le queda al trabajador 
parcialmente hasta le edad de jubilación) por un salario menor (aunque según el artículo 
12.7 d) del E.T. las bases de cotización tenían que ser similares en los términos 
previstos en el 166.2 de la LGSS, lo que incrementaba algo los costes salariales) que el 
que cobraba el jubilado -debido a que no existía la antigüedad- y en principio, se veía 
beneficiada por el hecho de mantener el conocimiento y experiencia del jubilado 
parcialmente y por el rejuvenecimiento de la plantilla que suponía la contratación de 
este joven. Por su parte, la Administración veía aligerado el coste de la prejubilación en 
cuanto estos prejubilados voluntariamente sufrían una quita en la pensión de jubilación  
en función de cuantos años les faltaran para la jubilación. Además, como se procedía a 
la contratación de un desempleado, se creaba empleo e incluso quizás ahorraba algo en 
algún tipo de prestación o subsidio para el desempleo. 
 
 Esta figura contractual que como se ve, está más bien diseñada para favorecer las 
prejubilaciones más que en sí para crear empleo joven, no tuvo éxito y fue muy poco 
utilizada. Las razones por las que la misma fue más bien un fracaso son varias: la 
primera de ellas es que la figura está basada en el principio del mantenimiento del 
empleo de modo que da por hecho, que en estas empresas -que precisamente estaban 
sufriendo graves procesos de reducción de plantilla para ganar competitividad- era 
posible la sustitución de una persona mayor por un joven y ésto en la gran mayoría de 
los casos, no era posible porque ni era mantenible el empleo en la empresa que tenía 
posibilidad de acogerse a esta figura, ni era viable la sustitución de la persona de edad 
por una joven, ya que las habilidades que uno y otro podían tener, no eran 
intercambiables de manera sencilla. Por otra parte y en segundo lugar, durante el tiempo 
en que opera la reducción de la jornada de trabajo y se firma el contrato del relevo con 
el joven hasta que el trabajador mayor se jubila definitivamente y el joven es contratado 
ya a plena jornada, se produce un aumento del empleo por la vía de la reducción de 
jornada. La gestión de esta situación de reducción de jornada de trabajo de un trabajador 
y contratación de otro por la otra medida, que es lo que implica a corto plazo el contrato 
de relevo, es muy complicada, ya que no es sencillo que el contenido de un puesto de 
trabajo se pueda dividir por dos, manteniendo un trabajador la mitad de la carga laboral 
y contratar a otro por la otra mitad, que encima deber ser un joven desempleado o con 
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contrato temporal. La realidad687 es que el uso de esta modalidad de contratación 
llevaba una reordenación organizativa de los puestos de trabajo muy compleja que las 
empresas no estaban dispuestas a acometer y más teniendo en cuenta que estas medidas 
se planteaban en empresas con problemas e inmersas en procesos de reconversión 
industrial. 
 
Esta figura se ha planteado en Europa como vía para crear empleo con 
modalidades diferentes, fundamentalmente vinculadas a la reducción de jornada para la 
creación de empleo. Así, fue Francia688 el país que más apostó durante los años 90 por 
la reducción de la jornada laboral a 35 horas como vía para crear empleo y se aprobaron 
leyes para tales fines. Esta ley, que dotaba de bonificaciones y ayuda a las empresas que 
apostaron por esta forma para crear empleo joven, no tuvo éxito y aunque mantuvieron 
su eco en la lucha sindical también en España como reivindicación y solución propuesta 
por los sindicatos para creer empleo, no tuvieron en España más manifestación remota 
que este contrato de relevo (que no fue creado en el contexto de la reivindicación de la 
jornada de 35 horas ya que es mucho anterior a la misma) y un cierto impulso en la 
negociación colectiva por la disminución de las horas de trabajo; pero sin que, en 
términos generales, la misma fuera acompañada de compromiso de creación de empleo 
por reducción del salario. Con la llegada de una fase de crecimiento económico en 
España a finales de los noventa en el que la tasa de paro comenzó a descender de 
manera continuada, esta reivindicación por la jornada de 35 horas y demás demandas de 
diseño de  medidas que vía legal o por negociación colectiva, consiguiera la creación de 
empleo (mediante la disminución de la jornada laboral), desaparecieron; ya que, durante 
toda una década de crecimiento y expansión, el problema con el que se encontraron los 
empresarios con más frecuencia fue el de encontrar trabajadores preparados para 
atender la gran demanda de trabajo que existía en España aquellos años.  
 
Desde que la crisis económica y el desempleo se han ido adueñando del mercado 
laboral español (desde el 2008), en términos generales la reivindicación de creación de 
                                                 
687 Esta modalidad de contratación ha sido defendida en II Acuerdo para el empleo y la negociación 
colectiva de 2012, 2013 y 2014 donde se manifiesta que “La jubilación parcial y el contrato de relevo 
deben seguir siendo un instrumento adecuado para el mantenimiento del empleo y el rejuvenecimiento de 
plantillas.” 
688 La ley nº 96-502, de 11 de junio de 1996 que reducía la jornada para evitar despidos y facilitar la 
contratación y con  reducciones de las cotizaciones sociales. También las leyes Aubry I y II y la Ley n° 
2000-37 de 19 de enero de 2000 que regulaban el paso a la jornada semanal de 35 horas y fomentaban la 
jornada parcial. 
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empleo por la reducción de jornada o por el uso de este contrato de relevo, no ha estado 
presente en las  reivindicaciones de los sindicatos, ni ha sido presentada por los mismos 
como forma de luchar contra el desempleo, como sí lo fue durante la crisis de los años 
noventa; lo que demuestra que ni ellos mismos, que fueron quienes impulsaron la 
medida aquellos años, debieron quedar muy convencidos de su eficacia para lograr crear 
empleo juvenil. Para acabar con el análisis de este contrato interesa señalar que se 
firman muy pocos contratos de relevo en España y, por ejemplo, de marzo de 2012 a 
marzo de 2013, se firmaron 23375 contratos con esta modalidad contractual, lo que 
manifiesta el carácter más que residual que tiene el mismo. 
 
 A la hora de analizar la eficacia de estos tipos de contratación, nuevamente sin 
duda, el indicador que inicialmente debemos usar es el de número de contratos 
realizados al amparo de estas figuras, ya que como indicador cuantitativo nos habla del 
éxito que las figuras tienen. No obstante, especialmente en el caso de la contratación a 
tiempo parcial, deben ser analizadas, además las razones que llevan a que las empresas 
opten por este tipo de contrato, para poder conocer si se utiliza la nueva regulación del 
contrato a tiempo parcial como vía para sustituir contratos a tiempo completo. En este 
punto, un análisis cuantitativo de los datos que desde la Seguridad Social se tiene del 
tipo de contratos que realizan las empresas, puede llevar  a comprobar como evoluciona 
la contratación a tiempo parcial en relación con la contratación a tiempo completo. No 
será lo mismo si el contrato a tiempo parcial, se utiliza para satisfacer necesidades de las 
empresas que se pueden solucionar con este tipo de contrato, que si el mismo se utiliza 
como vía de abaratar costes.689 De la misma manera, sería interesante realizar estudios 
que muestren si los trabajadores, en general, optan a la contratación a tiempo parcial 
para poder compatibilizar el trabajo con otras actividades laborales o  no, o si lo hacen, 
porque es el tipo de contrato que se les ofrece; para ello la introducción de preguntas 
específicas en la Encuesta de Población Activa, sería un medio interesante para conocer 
el objetivo que se busca por el empresario, al ofrecer este tipo de contrato a tiempo 
parcial.  
 
                                                 
689 Según datos del Ministerio de Empleo, el coste salarial por hora de un trabajador a tiempo completo 
era de 16,2 euros y de 10,81 euros en trabajadores a tiempo parcial y desarrollan una jornada de trabajo de 
33,2 horas y 17,4 horas respectivamente todo ello en 2013 
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 En cuanto al contrato a domicilio, es interesante analizar la razón por la que se 
acude a este tipo de contrato y, de la misma manera, hay que conocer si es un tipo de 
contratación demandada por los trabajadores, o si aquellos que las tienen, son por que la 
empresa organiza la actividad empresarial de modo que algunas actividades se realizan 
desde sus casas por los trabajadores. Debido a que estas dos modalidades de 
contratación, tanto la de domicilio como la de a tiempo parcial, no requieren una 
actividad especial de la Administración que se limita al establecimiento de la normativa 
propia, no procede utilizar los demás indicadores, ni presupuestarios ni cualitativos, ya 
que en la evaluación de este tipo de contrataciones se aplicarán indicadores 
cuantitativos. 
 
En el caso del contrato de sustitución  por jubilación a tiempo parcial, más que 
evaluar la eficacia de esta modalidad, que ha sido un fracaso total, hay que orientar los 
estudios a indagar por qué este tipo de contratos, basados en el reparto del tiempo de 
trabajo y que implican una sustitución de unos trabajadores por otros, sea a tiempo 
completo o a tiempo parcial, suelen ser un fracaso. Como ya se ha visto, en general, 
estas modalidades, tanto en España como en Europa, no han tenido éxito. Por lo que  
realizar estudios sobre los materia en la que se analicen de forma conjunta el reparto de 
la jornada de trabajo, con relación a ésta u otras modalidades de contratación similares, 
sería más interesante que, buscar indicadores de evaluación de esta modalidad 
contratación, que no ha tenido apenas uso. 
 
2.2. La limitación de la edad de jubilación. 
 
La edad de jubilación como causa de extinción de la relación laboral está regulada 
en el Estatuto de los Trabajadores en el artículo 49 f). El acceso del trabajador a la 
jubilación extingue la relación laboral y le otorga el derecho a solicitar una pensión de 
jubilación de la Seguridad Social contributiva, siempre que reúna, además de los otros 
requisitos establecidos, el de edad (art. 167 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio del Texto Refundido Ley General de la Seguridad Social) fijados inicialmente 
en la actualidad  65 años (ya que desde la reforma que se realizó en la prestación de 
jubilación en 2011, está se va alargando poco a poco hasta que llegue a los 67 años 
como edad de jubilación(Art. 161.1 a) LGSS). El aspecto que tradicionalmente ha sido 
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más controvertido en lo referido a la edad de jubilación690 es el carácter obligatorio o 
voluntario691 para acceder a la jubilación cuando el trabajador llega a la edad fijada por 
la ley. La consideración jurídica de la misma es importante en tanto a que si la 
consideramos como voluntaria, el trabajador, al llegar a esa edad, puede decidir si desea 
jubilarse o bien seguir trabajando sin que incurra en ningún tipo de incumplimiento 
contractual; si decide jubilarse, no se le puede forzar a la extinción de la relación laboral 
acogiéndose a la jubilación692. Por el contrario, si se considera la jubilación como 
forzosa, al llegar a la edad de jubilación, el empresario puede exigir al trabajador que 
extinga el contrato laboral y solicite la jubilación en los términos que le permita la 
legislación de la Seguridad Social.  
 
Han sido varias las opciones legislativas del legislador así como las líneas 
interpretativas de la jurisprudencia constitucional. Inicialmente en el Estatuto de los 
trabajadores se incluyó en una disposición adicional 5ª que establecía la edad de 
jubilación como obligatoria. Esta disposición se introdujo con el fin de favorecer la 
renovación y la jubilación de las plantillas que se vieran afectadas por la crisis 
económica y por los periodos de reconversión industrial. Con posterioridad, la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional en STC 22/1981 de 2 de julio, modificó el 
carácter de esta norma, proscribiendo cualquier interpretación que la entienda como una 
cláusula de jubilación forzosa- general e incondicionada- al cumplir aquella edad, pero 
sin excluir su utilización como medida de fomento del empleo y técnica de reparto del 
trabajo en sectores con especiales problemas de desempleo..693 Esta jurisprudencia 
obligó a las empresas a intentar por otra vía reintroducir la jubilación obligatoria, ya que 
                                                 
690En otros países como Francia la edad de jubilación también ha sido un instrumento de política de 
fomento de empleo juvenil, así pueden citarse la Ley n° 2003-775 de 21 de agosto de 2003 de reforma de 
las pensiones o la ley de 21 de agosto de 2003 que deroga el dispositivo de prejubilación progresiva o la 
Ley nº 2008-1330 de 17 de diciembre de 2000 de Financiación de la Seguridad Social  que  obliga al 
empleador a negociar en la empresa un acuerdo colectivo y, en su defecto, a elaborar un plan de actuación 
sobre el empleo de los mayores. 
691 En el Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva de 25 de enero de 2012, se insta a “seguir 
desarrollando, a través de la negociación colectiva, la habilitación para el establecimiento de cláusulas 
que posibiliten la extinción del contrato de trabajo al cumplir el trabajador la edad ordinaria de jubilación, 
siempre que se cumplan los supuestos y requisitos legalmente establecidos.” 
692 Las reformas de la edad de jubilación van en el sentido de promover el retraso en el momento de la 
jubilación y el mantenimiento en activo con posterioridad al cumplimiento de la edad legal. En este 
sentido se puede ver la disp. final 4ª del RDL. 5/2013 Medidas para favorecer la continuidad de la vida 
laboral de los trabajadores de mayor edad y promover el envejecimiento activo. 
693 La inconstitucionalidad de las cláusulas de convenios que obligaban a la jubilación obligatoria como 
permitía la derogada Disposición adicional 10º del ET  se declaró en STC 22/81, de 2 de junio (RTC 
1981, 22) , STC 58/1985, de 30 de abril (RTC 1985,58) y en TS  de 9 de marzo de 2004 (RJ 2004, 81). 
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comenzó a ser muy frecuente la introducción de cláusulas que obligaban a los 
trabajadores a jubilarse al llegar a la edad determinada por la legislación de la Seguridad 
Social,694 si bien éstas, continuaron manteniendo el carácter de potestativas para 
solicitar la pensión de jubilación (reconocido en STS 28/03/83, Ar 1207 entre otras). 
Estas cláusulas que obligan al trabajador a solicitar la jubilación al llegar a los 65 años, 
están vinculadas, en muchos casos a la posibilidad de acceder a complementos o 
mejoras de pensiones que la empresa haya podido establecer en beneficio de los 
trabajadores. La obligatoriedad  no impide, en el fondo, el derecho a optar entre seguir 
trabajando o acceder a la jubilación, aunque es cierto que los sindicatos suelen favorecer 
el cumplimiento de las mismas.695 
 
 Esta cláusula de jubilación obligatoria en algunos convenios, ha venido unida a 
planes de empleo y de rejuvecimiento de plantillas. De hecho, ha sido frecuente entre 
grandes empresas, como bancos, compañías eléctricas y otras grandes compañías con 
posibilidades financieras, el uso de la prejubilación de trabajadores mediante la 
suspensión de la relación laboral del trabajador durante el máximo de tiempo que la 
legislación le permite el cobro de la prestación de desempleo (complementando total o 
parcialmente la diferencia que pudiera existir entre la misma y el salario); para, con 
posterioridad, acceder a la jubilación anticipada con las reducciones que, en la cuantía 
de la prestación, establece la Ley General de la Seguridad Social (en su art. 161 bis); 
complementando la empresa la diferencia con la pensión de que le correspondiera si se 
hubiera jubilado a la edad de jubilación. Estos términos, que vienen negociados entre 
sindicatos y empresa como parte del convenio colectivo, suelen ser utilizados como vía 
para abaratar los costes salariales, ya que los nuevos jóvenes contratados tienen salarios 
más bajos por efecto de la ausencia de acumulación de antigüedad en los puestos de 
trabajo. Como se ve, la gestión y regulación de la edad de jubilación, puede influir en el 
nivel de empleo juvenil696, ya que, cuanto más se alargue la edad para poder solicitar la 
jubilación por los trabajadores de mayor edad, un menor número de puestos pasará a ser 
ocupado por jóvenes. No obstante, esta visión de la relación de la edad de jubilación y el 
                                                 
694 La prolongación de la vida laboral ya aparece como una política de empleo en la Decisión de 22 de 
julio de 2003 del Consejo de la Unión Europea como una estrategia para el fomento del pleno empleo. 
695 La Ley 14/2005 ha reintroducido esta posibilidad en la negociación colectiva, en principio vinculando 
estas jubilaciones forzosas en la edad ordinaria a medidas de fomento del empleo como transformaciones 
de contratos temporales en fijos, contratos de nuevos trabajadores. 
696 La propia Unión Europea ha aprobado una directiva 2000/78/CE,  de 27 de noviembre que permite 
establecer discriminaciones por razón de edad amparadas por objetivos de política de empleo. 
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volumen de contratación de jóvenes, expuesta de esta manera, corresponde a una visión 
muy simplista. Si bien es cierto que en empresas muy grandes, con gran número de 
empleados por cada tipo de puesto de trabajo, puede hacerse una cierta rotación entre 
trabajadores con antigüedad próxima a la jubilación y trabajadores jóvenes, -ya que el 
conocimiento y el saber hacer de la empresa está en posesión de muchas personas-, en 
empresas más pequeñas donde sólo hay un trabajador por tipo de puesto de trabajo, no 
será fácil esta sustitución entre trabajadores mayores y trabajadores jóvenes.  
 
Como ya se ha comentado, la mayoría del tejido empresarial español está formado 
por pequeñas y medianas empresas con lo que la eficacia de esta medida para crear 
empleo juvenil, está limitada a empresas muy grandes y no  se extiende a otro tipo de 
empresas. De hecho, este modelo de prejubilación para rejuvenecimiento de plantillas 
que se ha descrito, ha estado presente en convenios colectivos de ámbito empresarial o 
pactos para este ámbito de negociación, pero no ha sido utilizado  en general en 
convenios de ámbito superior provincial o de ámbito sectorial. No obstante, con 
independencia de que no existe una relación directa entre la edad de jubilación y el nivel 
de empleo juvenil, tampoco parece que alargar la edad de jubilación favorezca el 
empleo juvenil; y si bien, las razones por las que se promociona el alargamiento de la 
edad laboral, están relacionadas con el sostenimiento financiero del sistema de 
Seguridad Social, el legislador debe ser consciente de que, atrasar la edad de jubilación, 
no favorece la incorporación de jóvenes trabajadores a la empresa. Quizás sería 
necesario modificar el contrato de relevo que se ha comentado anteriormente para que 
se consiguiera de una manera más eficiente esta sustitución entre trabajadores mayores 
y jóvenes, intentado remover las dificultades organizativas que genera la rigidez de la 
figura contractual, ya que la misma sólo podrá desplegar eficacia en este aspecto si la 
empresa no se ve afectada negativamente (ya que, en caso contrario, la empresa no se 
acogerá a esta modalidad contractual, como ha sucedido hasta ahora).  
 
2.3. El período de prueba. 
 
A lo largo de la tesis doctoral ya se ha aludido varias ocasiones, al papel que el 
periodo de prueba puede tener para ayudar a disminuir el riesgo que, para un  
empresario puede suponer contratar a un trabajador joven. Este plazo, que permite de 
facto despedir al joven sin indemnización, debería ser utilizado para que las empresas 
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realizaran las pruebas pertinentes o evaluaran el rendimiento del recién contratado. Su 
regulación viene establecida en el artículo 14 del Estatuto y en ella se fija que dicho 
periodo tendrá un plazo de 2 meses para puestos sin cualificación y 6 meses para 
puestos de categoría de titulados697. Además, se establece la posibilidad de que los 
convenios regulen el periodo de prueba. Esta regulación, en los términos que viene 
definidos por el Estatuto, ha sido considerada por los empresarios escasa en su duración, 
ya que entienden que esos plazos no permiten evaluar a un trabajador. Por el contrario, 
los sindicatos han considerado que la misma tiene una duración más que suficiente, 
puesto que alargar el periodo de prueba sólo sirve para dar inseguridad al trabajador en 
ese puesto de trabajo. Esta discrepancia entre ambos interlocutores sociales, ha hecho 
que la posibilidad normativa que el Estatuto ofrece dentro de la negociación colectiva 
haya sido utilizada con escasa frecuencia, con lo que los plazos de duración del periodo 
de prueba que se utilizan en la mayoría de los casos, suelen ser fijados en la ley por 
defecto.  
 
La importancia que para la disminución del desempleo juvenil tendrá una 
regulación más concreta del periodo de prueba es obvia, en tanto que son los jóvenes 
quienes con carácter general ofrecen mayores incertidumbres al empresario -en cuanto a 
sus habilidades en el trabajo- por su falta de experiencia. Como para el empresario es 
este aspecto uno de los elementos más predictores de un adecuado rendimiento en el 
puesto de trabajo (entendiendo, que cuanto más y más adecuada sea la experiencia que 
el trabajador posea, más corto y más eficiente es su adaptación al puesto de trabajo y, 
por lo tanto, en menos tiempo comienza a ser más rentable su aportación al beneficio de 
la empresa, necesitando menos formación a corto plazo, así como una menor 
tutorización al inicio de su contratación), el fomento del uso del periodo de prueba, 
como plazo para conocer las habilidades del joven y su adecuación al puesto de trabajo, 
debería potenciarse más en la negociación colectiva.De hecho, como se ha visto, uno de 
los puntos donde hace hincapié, el nuevo contrato de emprendedores para fomentar la 
contratación de jóvenes, es en la regulación del período de prueba de un año.  
 
                                                 
697 El Tribunal Supremo en sentencia de 20 de enero de 2014, ha dictaminado que el hecho de que un 
trabajador ya haya cumplido un periodo de prueba en una empresa durante un corto periodo de tiempo, no 
impide que se le haga pasar por un nuevo periodo de prueba, para prestar los mismos servicios, siempre 
que la duración total de ese periodo de prueba no exceda del máximo legal permitido 
 336
Una correcta regulación del periodo de prueba puede ayudar698 mucho al fomento 
de la contratación de jóvenes, en tanto a que permitiría una mayor estabilidad en la 
contratación mediante el uso de contratos indefinidos, que tendrían en sus fases iniciales 
unos periodos de prueba más definidos y regulados, en que el empresario podría 
conocer la valía del trabajador.La rigidez con el que el mismo es regulado en el Estatuto 
y la falta de voluntad de los interlocutores sociales en redefinir una norma que lo regule, 
dirige al empresario hacia la contratación temporal como vía para conseguir un efecto 
similar, pero que tiene como consecuencia la precarización del modelo de relaciones 
laborales. 
 
2.4. La problemática del salario mínimo como elemento que facilita  la 
contratación de jóvenes. La doble escala salarial.  
 
En nuestro modelo de relaciones laborales, el convenio colectivo tiene una 
importancia vital en la definición del contenido de las relaciones laborales. La fuerza 
vinculante que la Constitución atribuye a los mismos (Art. 37 C.E ) que el ET concreta 
en carácter de norma, para todos los aspectos que el Estatuto de los Trabajadores deja a 
la negociación de las partes, hace del mismo, una pieza fundamental que puede tener un 
papel esencial en el fomento del empleo juvenil. Desde la negociación colectiva, 
empresario y representantes de los trabajadores pueden acordar criterios de políticas de 
contratación que pueden establecer diferentes aspectos que favorezcan la contratación 
de colectivos, como por ejemplo, los jóvenes. Hay que tener en cuenta que el 
empresario, dentro del contenido que la libertad de empresa le concede, tiene  libertad 
de contratación, siguiendo los criterios que considere oportunos -incluso ninguno- 
siempre que no se establezcan criterios discriminatorios contrarios al principio de 
igualdad (en los términos que el mismo viene definido por la doctrina del Tribunal 
Constitucional para la configuración del derecho del empresario a la libertad de 
contratación, tal y como ya se vio previamente al tratar la opacidad del mercado de 
                                                 
698 Sin embargo, a pesar de que la duración del periodo de prueba parece ser un elemento importante al 
optar entre contratación indefinida o temporal, solo un 38,3% de las empresas encuestadas indican como 
medida o iniciativa pública que fomentaría en mayor grado la contratación estable el aumento del periodo 
de prueba en los contratos indefinidos. Informe de evaluaciones de bonificaciones y reducciones de la 
Seguridad Social. Op. Cit. Pág. 90. 
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trabajo). Así, es posible, y de hecho en algunos convenios699 se ha hecho, el fomento de 
la contratación de determinados colectivos- como por ejemplo el de jóvenes- pero  
contextualizando este objetivo, dentro de un fin más amplio, de rejuvenecimiento de 
plantillas.  
 
Por otra parte, uno de los aspectos esenciales que regulan los convenios 
colectivos, según determina el artículo 82. 3d) del Estatuto de los Trabajadores, es el 
salario y demás complementos salariales. El salario constituye el principal coste 
asociado700 a la contratación de trabajadores, y por lo tanto, su adecuada gestión es una 
de los aspectos más relevantes para el empresario de cara a tener una estructura de 
costes de personal competitiva. No cabe la menor duda de que, para el fomento de la 
contratación de jóvenes, el manejo de la variable salario701 es uno de los aspectos de la 
relación laboral con los que más se puede jugar de cara a conseguir unas mayores tasas 
de contratación. Parece lógico reconocer que, puesto que un joven que carece de 
experiencia, necesita un periodo de adaptación a su puesto de trabajo mayor que el que 
probablemente requeriría una persona con experiencia laboral en el mismo tiempo (y 
que además probablemente, necesitará una atención y supervisión por parte el 
empresario, mayor que la que necesitaría un empleado experimentado), el salario que 
este joven debe recibir los primeros meses de su contrato, debe ser inferior al que 
recibiría un trabajador con la experiencia adecuada a ese mismo puesto de trabajo. En 
términos generales, ha sido aceptada por todos -jóvenes y sindicatos- esta disminución 
del salario de los mismos de manera temporal; si bien, en lo que han surgido 
discrepancias ha sido tanto en el importe de esa reducción como en el periodo en el que 
la misma debe ser efectiva, con el fin de evitar situaciones de explotación derivada de la 
                                                 
699 Dentro de la modalidad de acuerdo colectivo, se puede recoger como ejemplo, el VII Acuerdo de 
Concertación  Social que recoge una serie de medidas a favor de los jóvenes. Así se recoge como 
acuerdos: ofrecer oportunidades de formación a menores de 25 años, desarrollar programas combinados 
de inserción laboral y formación profesional para jóvenes y elaborar y desarrollar, de forma consensuada, 
un programa que tenga como objetivo ofrecer una primera experiencia laboral para facilitar la inserción 
laboral de las personas jóvenes. 
700 Según datos del INE, los salarios medios en España en el tercer trimestre de 2013 eran de 1801 euros 
mensuales. 
701 Es un hecho que elevadas tasas de desempleo reducen los salarios por existir mucha oferta de manos 
de obra; no obstante, el grado en que se dé esa sustitución entre más empleo por menos salario depende 
de la elasticidad de dicha curva y en España, la misma es más bien plana, ya que los trabajadores 
temporales pagan con su despido las demandas de incremento salarial ( o las necesidades de recortes de 
plentilla) de los trabajadores fijos. La gran caída del empleo, demuestra que la rigidez de la curva de 
demanda de empleo  en España, ha ajustado cantidad de empleo demandada a la nueva situación de 
menor demanda de trabajo en el mercado y no la ha ajustado mediante rebajas salariales. En Europa el 
ajuste vía empleo ha sido mucho más suave, habiendo destruido cinco veces menos empleo que la 
economía española en esos años. 
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condición de joven en el acceso al mercado laboral. En general, son muchos los 
convenios colectivos que establecen la necesidad de contar con una determinada 
antigüedad en la empresa o bien la necesidad de contar con un contrato indefinido para 
poder acceder a determinados beneficios y complementos salariales, y tampoco ha sido 
cuestionado ni motivo de polémica jurídica, diferenciando los tribunales claramente 
entre el principio de igualdad y el de no-discriminación.702   
 
El aspecto relacionado con el salario que ha generado más discrepancias jurídicas 
en cuanto a su legalidad, ha sido la inclusión en los convenios colectivos de una doble 
escala salarial703 de manera que se mantiene una escala salarial para los empleados que 
están en plantilla en el momento de la introducción y una segunda escala, con niveles 
salariales inferiores, para los trabajadores nuevos -y generalmente jóvenes- que sean 
contratados a partir de ese momento. La jurisprudencia704 se ha manifestado sobre estas 
                                                 
702 En este sentido a favor de cláusulas de este tipo se manifiestan las STS 17 de mayo de 2000 (RJ 2000), 
5513; 17  de octubre de 1990  (RJ 1990, 7929). La sentencia de esta Sala de 17 de mayo de 2000 ( recurso 
4500/1999 [ RJ 2000, 5513] ), citando las de 17 de octubre de 1990 ( RJ 1990, 7929) y 23 de septiembre 
de 1993 ( RJ 1993, 7032) , «el artículo 14 de la Constitución Española ( RCL 1978, 2836) comprende dos 
prescripciones que han de ser diferenciadas : la primera, contenida en el inciso inicial de ese artículo, se 
refiere al principio de igualdad ante la Ley y en la aplicación de la Ley por los poderes públicos; la 
segunda se concreta en la prohibición de discriminaciones y tiende a la eliminación de éstas en cuanto 
implican una violación más cualificada de la igualdad en función del carácter particularmente rechazable 
del criterio de diferenciación aplicado ». 
703 Un interesante estudio sobre el grado de competencia entre los trabajadores de distintas edades por los 
mismos puestos de trabajo puede verse en el informe “Combining the Entry of Young People in the 
Labour Market with the Retention of Older Workers”. Directorate General For International Policies. 
European Parliament. IP/A/EMPL/ST/2012-04. PE 507.445. 2013.  
703 En este sentido la STC 34/2004: “ respecto del principio de igualdad en materia retributiva, hemos 
afirmado que «el art. 14 CE no impone en el ámbito de las relaciones laborales una igualdad de trato en 
sentido absoluto, pues la eficacia en este ámbito del principio de la autonomía de la voluntad deja un 
margen en el que el acuerdo privado o la decisión unilateral del empresario, en ejercicio de sus poderes de 
organización de la empresa, puede libremente disponer la retribución del trabajador, respetando los 
mínimos legales o convencionales. En la medida, pues, en que la diferencia salarial no tenga un 
significado discriminatorio, por incidir en alguna de las causas prohibidas por la Constitución o el 
Estatuto de los Trabajadores ( RCL 1995, 997) , no puede considerarse como vulneradora del principio de 
igualdad» ( SSTC 34/1984, de 9 de marzo [ RTC 1984, 34] , F. 2; 2/1998, de 12 de enero [ RTC 1998, 2] 
, F. 2; 74/1998, de 31 de marzo [ RTC 1998, 74] , F. 2; 119/2002, de 20 de mayo [ RTC 2002, 119] , F. 6; 
y 39/2003, de 27 de febrero [ RTC 2003, 39] , F. 4).  
 
704 Un asunto relacionado con la introducción de cláusulas en los convenios que favorezcan el empleo 
juvenil pero que no se ha dado en la práctica de la negociación colectiva, es el del establecimiento de 
cuotas de puestos de trabajo para jóvenes en los convenios. El tema de las cuotas para colectivos sólo se 
ha planteado en lo referido a discapacitados, así la Ley de Integración Social de Minusválidos o la Ley de 
Empleo Público de Discapacitados 53/2003, de 10 de diciembre, realizan una reserva de puestos de 
trabajo para discapacitados, sobre la que se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en STC 269/1994, 
de 3 de octubre (RTC 1994, 269). Esta medida es claramente desfavorecedora de los demás colectivos de 
trabajadores y se establecen las limitaciones de proporcionalidad, efectividad y temporalidad aducidas en 
STC109/1993, de 25 de marzo (RTC 1993,109) pero además el tribunal exige dos requisitos adicionales 
para su establecimiento, como que se cumpla el principio de mérito y capacidad y que la reserva no pueda 
ser personalizada a favor de una persona concreta; hay que recordar que ni la legislación ni los convenios 
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escalas, en tanto han surgido dudas referidas a la colisión de la existencia de las mismas 
con el derecho a la igualdad, puesto que supondría valorar la prestación de un mismo 
trabajo con diferentes salarios y donde la única diferencia vendría motivada por el 
momento en que se produce la contratación. En términos generales, la jurisprudencia se 
ha manifestado a favor de la constitucionalidad de estas dobles escalas, ya que no 
suponen una vulneración del principio de igualdad por que la escala ya está aprobada en 
el momento en que se produce la contratación; no está establecida con finalidad 
discriminatoria, siempre que  se haga respetando los límites legales y convencionales. 
El trabajador nuevo no tiene un derecho a cobrar un salario determinado, sino el que el 
convenio establezca libremente para ese puesto de trabajo y que, por razones de 
mercado, se puede ver obligado a valorar de manera diferenciada entre los trabajadores 
antiguos -a los que se ve obligado a mantener el salario y demás derechos adquiridos- y 
que no pueden ser modificados, salvo que se realice utilizando algunos de los 
procedimientos a tal efecto previstos en el Estatuto (tales como el descuelgue salarial o 
la modificación sustancial de las condiciones de trabajo por causas económicas, técnicas 
y organizativas, por pérdidas de demanda que pueda tener la empresa)705. 
 
 Esta medida de las dobles escalas salariales que en general, ha sido aprobada por 
grandes empresas en convenios de empresa y que se han visto afectadas por procesos de 
liberalización que han mermado su capacidad de generación de beneficios en los 
mercados domésticos (como por ejemplo compañías eléctricas, telefonía, banca etc.),  
permiten que estas empresas (que en general, son generadoras de puestos de trabajo de 
alta calidad), contraten y rejuvenezcan sus plantillas con jóvenes a un coste salarial más 
aceptable para ellas; y por tanto, se puede considerar una vía eficaz para que estas 
empresas contraten a jóvenes, y más cuando la introducción de estas dobles escalas es 
negociada por representantes de trabajadores y empresarios.  
 
                                                                                                                                               
han apostado por las cuotas como vía para la reducción del desempleo juvenil con lo que la medida en 
verdad no se puede analizar por analogía de la jurisprudencia del colectivo de discapacitados claramente. 
El artículo 17.3 del E.T habilita al gobierno a regular medidas de reserva duración y preferencia en el 
empleo que tengan por objeto facilitar la colocación de demandantes de empleo. Sobre este precepto ver 
Quesada Segura, Rosa. “Comentario al Estatuto de los Trabajadores, Ed.Comares, Granada, 1998, 
Págs.273 y ss. 
705 Según el Informe de Impacto de la reforma del mercado laboral. “Hasta un 27% de empresas de más 
de 250 trabajadores han aplicado en 2012 medidas de modificación de las condiciones de trabajo. Estas 
medidas han sido fundamentalmente de salarios (70% de los casos) y de jornada 40%.”) Pág. 18. op cit. 
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Esta problemática de las dobles escalas salariales trae a colación un aspecto más 
general relacionado con el salario de los jóvenes706 que es la influencia que el nivel 
salarial de los mismos tiene en la determinación del volumen de empleo juvenil. Desde 
un punto de vista económico, no cabe la menor duda de que la demanda de trabajo es 
decreciente en función del precio707, manteniéndose constantes el resto de los factores. 
Esto nos podría llevar a concluir que la vía para generar empleo, especialmente entre 
jóvenes, es reducir el salario,708 hasta aquellos niveles que les permitiera  eliminar el 
desempleo709. Esta conclusión parte de una serie de premisas falsas710: la primera de 
ellas, es olvidar que la empresa jamás va a contratar trabajadores que no le hagan falta, 
aunque este salario asociado a los mismos fuera cero -tal y como se vio en la 
explicación que del proceso de contratación se dio en un punto anterior-. Por otra parte, 
el nivel salarial dentro del entorno económico y social en el que vivimos, tiene un límite 
por debajo del cual se considerarían condiciones laborales rozando la semiesclavitud,711 
condiciones que no serían permitidas en nuestro país, con lo que el salario tiene un tope 
socialmente permitido por debajo. Además, considerar el salario únicamente desde la 
perspectiva del coste, olvida toda la importancia que tiene como elemento motivador 
para fomentar la máxima involucración del trabajador con la empresa (y que se verá 
                                                 
706 “Un análisis de las diferencias salariales entre los trabajadores con cuotas bonificadas y no bonificadas 
se realiza en J. Clemente López, Economic Strategies and Intitatives SL. “Estudio cuantitativo del 
impacto de las bonificaciones sobre el empleo” Secretaria de Estado de Seguridad Social, Madrid Febrero 
2007. El estudio de Toharia utitlizado como base en esta evaluación, apunta a un uso mas intensivo en los 
contratos bonificados de los contratos de fomento de empleo que implican una menor indemnización en 
caso de despido”. Citado en el informe de evaluación de bonificaciones....Op. cit. Pág. 56. 
707 El salario se fija en teoría en función de las productividades marginales del factor trabajo, el 
empresario, sólo contrata mientras la productividad del nuevo trabajador sea mayor que el salario que le 
tiene que pagar, por ello en principio, un trabajador joven debe cobrar poco si su productividad marginal 
es baja. Los estudios clásicos de David Ricardo sobre remuneración de factor trabajo, demostraron ésto 
hace siglos.  
708 Un estudio sobre la relación entre salario y empleo juvenil puede verse en el informe sobre empleo 
juvenil de la OCDE de 2007. Organización de Cooperación y Desarrollo Económico “Empleo juvenil 
España”. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2007.Pág. 13 
709 Según FEDEA en un estudio realizado con datos del INE, el ajuste salarial se ha cebado especialmente 
en los estratos de trabajadores peor remunerados con pérdidas desde 2008 del 17%. 
710
 Por otra parte, el grado de posibilidad de que bajando salarios juveniles de cree empleo depende 
también de la sustituibilidad de empleo adulto por empleo joven,  en lo que influirá mucho el nivel de 
cualificación. En este sentido O'Higgins, N. “Desempleo juvenil y política de empleo: una perspectiva 
Global”.. Madrid: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Subdirección General de Publicaciones, 
2001. Pág. 55 
711 El trabajo digno, entendiendo como tal aquel con unas condiciones mínimas de salario entre otras, ha 
sido reconocido por el TC al incluir en su contenido el derecho a la estabilidad como parte de un derecho 
al trabajo de calidad. STC 22/1981, de 2 de julio (RTC 1981, 22). El derecho del trabajo tutelado en un 
derecho libremente elegido para ejercer una profesión en condiciones de igualdad efectiva y que de 
manera efectiva permita una promoción y desarrollo profesional; no obstante, la reinterpretación de este 
precepto con el 40.1 de la CE referido a la orientación al pleno empleo en un entorno de alto desempleo, 
ha derivado este precepto hacia políticas favorecedoras del aumento del empleo más que de su calidad. 
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reflejada de alguna manera en la calidad del producto o servicio de la empresa y que 
desde luego, no es compatible con condiciones salariales miserables).  
 
El hecho de que consideremos una mínima cantidad que deba ser pagada (de 
hecho, incluso el Estado fija un salario mínimo interprofesional como tope mínimo que 
puede ser pagado como contraprestación y que se entiende que es el mínimo que la 
sociedad está dispuesta a aceptar como salario digno por debajo del cual se entra en 
condiciones miserables injustificables por condicionamientos económicos de la empresa 
Art. 27 E.T.) implica aceptar la premisa de que el empresario es el que fija el salario y 
esta suposición, no es acertada. Así por ejemplo, en épocas de bonanza económica, 
como lo fueron en España hasta el año 2007, en algunos sectores -como el de la 
construcción- la falta de mano de obra se hizo que dispararan los costes salariales, 
llegando a que los empresarios fueran en búsqueda de trabajadores especializados a pie 
de obra. Incluso, en estos momentos de crisis económica y amplias tasas de paro, 
existen sectores económicos y determinados puestos, donde la oferta de trabajadores 
especializados en el mismo es escasa  y la demanda de los mismos es muy alta, con lo 
que sus salarios son altos (por ejemplo en este momento todos los especialistas en redes 
sociales como los “comunity manager” son muy apreciados por las empresas que 
quieren introducirse en ellas y posicionar sus productos y servicios en las redes 
sociales).  
 
Esta reflexión sobre el salario712 lleva a la controversia  sobre si bajando el salario 
de los jóvenes se conseguirían mayores tasas de empleo entre los mismos. Lo primero 
que hay que hacer es, en el fondo, plantearse los términos de la misma, en el sentido de 
sí bajando el salario de los jóvenes aún más713, se podría conseguir una aumento del 
nivel de empleo entre este colectivo. Como se ha visto, el mercado ya fija para los 
jóvenes salarios bajos, con lo que establecer una disminución de los mismos, 
probablemente nos acerque a situaciones cercanas a niveles salariales intolerables en 
nuestro modelo social. Con independencia de las consideraciones éticas que sobre este 
tema puedan tenerse, los estudios que sobre el tema se ha realizado, no han mostrado 
                                                 
712 El salario real de los españoles descendió un 0,3% en 2013 según datos del INE. 
713 Según el informe sobre el “Estado del mercado laboral en España” de 2013, el 40% de los jóvenes 
entre 16 y 29 años ganan menos de 1000 euros al mes y un 43% entre los jóvenes de 20 y 24 años. Un 
53% de los menores de 29 años ganan menos de 24000 euros. Los universitarios cobran más, como era 
previsible, así el 14% cobra más de 24000 euros, los jóvenes sin estudios, el 52%, cobra entre 12000 y 
24000 euros y el 42% de los mileuristas sólo tienen estudios básicos.  
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una relación directa entre la bajada714 de salarios para los jóvenes715 y una mayor 
empleabilidad, como sí la ha demostrado la relación entre la flexibilidad716 en la 
contratación de jóvenes y su nivel de empleo717. Estas conclusiones nos hacen pensar 
que, probablemente, el nivel salarial de los jóvenes opera en unos baremos que hagan 
poco eficaz una bajada de los mismos, por entrar los salarios en una zona de la curva de 
demanda de empleo menos elástica, y por lo tanto, menos sensible a la modificación del 
precio del coste de la hora de salario del joven718.  
 
Como conclusión, se debe decir que las apelaciones que desde algunos sectores 
patronales a una bajada de salarios para favorecer la creación de empleo en este 
colectivo, no están respaldadas en estudios sobre la materia; y la introducción de 
medidas que de manera estructural bajaran los salarios de los mismos en el tiempo, sólo 
podría tener efectos adversos en la plena incorporación de los jóvenes a la vida adulta. 
Además, en un país de la órbita europea, apelar como medida para ganar 
competitividad, a la bajada de los sueldos de los jóvenes, ya de por sí bastante escasos, 
sólo puede calificarse como una mentalidad propia de modelos de gestión empresarial 
de otras épocas o de otras latitudes diferentes a la que puede corresponder a un país 
como España. 
 
Para finalizar con el tema de la regulación legal de los salarios en España para el 
colectivo juvenil, no se pueden dejar de comentar las reformas recientes que se han 
introducido en el Estatuto de los Trabajadores en el 2012, que van encaminadas a la 
posibilidad de que las empresas  modifiquen unilateralmente las condiciones salariales, 
siempre que la empresa opte por una modificación sustancial de las condiciones de 
trabajo al amparo del artículo 41 del Estatuto que, tras la reforma, incluye, como uno de 
los aspectos que puede ser modificado, el salario (siempre que la empresa se encuentre 
                                                 
714 Banco de España (2011) “El ajuste de los salarios frente a las perturbaciones en España”. Boletín 
Económico, febrero 2011. 
715 La patronal ha propuesto la creación de un contrato para el fomento de empleo juvenil con el salario 
mínimo interprofesional 645,30 euros. 
716 Alemania ha establecido un SMI  de 8,5 euros la hora, exceptuando expresamente a los menores de 18 
años sin formación. En Reino Unido y Holanda, el salario mínimo es progresivo en función de la edad y 
en otros países como Austria, Suiza, Finlandia, Suecia o Dinamarca, no hay un salario mínimo. 
717 En Alemania en 2002 se eliminó el SMI y en 2013 sus tasa de desempleo juvenil es el 7,6% pero al ser 
un periodo de tiempo tan largo no se puede establecer una relación directa entre las variables salario y 
empleo juvenil, ya que las circunstancias laborales de las que partía Alemania después de la reunificación, 
eran muy especiales. 
718 El 62% de los jóvenes españoles cobran más de 1000 euros al mes según datos extraidos de la Agencia 
tributaria.  
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en una de las causas  económicas, técnicas y organizativas719 que permiten esta 
modificación y que vienen determinadas en el mismo artículo).  
 
Esta modificación sustancial de las condiciones, aunque necesite un período de 
consultas con los representantes de los trabajadores, permite que en el caso de que no se 
llegue a un acuerdo, se realice de manera unilateral por el empresario, que además sólo 
necesita una comunicación a la autoridad laboral, sin perjuicio de que los trabajadores 
puedan recurrir ante los tribunales que deberán evaluar, si existen las causas económicas 
para la misma .  
 
Además de esta vía para la reducción de salarios por modificación sustancial de 
las condiciones laborales, también la reforma ha potenciado la posibilidad de 
descuelgue salarial. Esta vía permite a las empresas -que cumplan los requisitos fijados 
en el Estatuto en el artículo 82.3-  que se acuerde en la comisión paritaria el descuelgue 
del convenio, que es el acuerdo entre representantes de los trabajadores y de la empresa 
para proceder a la inaplicación del convenio durante un período, con el fin de que ese 
ahorro de costes permita superar a la empresa este período de dificultad. La reforma del 
mercado laboral, como se ve, ha aumentado más que notablemente las posibilidades de 
que la empresa, sea de manera acordada o de manera unilateral, decida, tanto una rebaja 
en las condiciones salariales, como una reestructuración organizativa de la empresa (en 
la que se puede llegar al despido colectivo de trabajadores si se dan las causas 
económicas técnicas y organizativas que precisa el Estatuto de los trabajadores en el 
artículo 51 y siempre que estas medidas se justifiquen en el expediente de regulación o 
modificación de condiciones salariales y puedan ayudar a superar el bache económico 
por el que pasa la empresa). La razón por la que se explica este aspecto de la reforma 
del mercado laboral y su relación con el fomento del empleo juvenil es que, como se ve, 
con independencia del tipo de contratación que tengan los trabajadores, la reforma del 
mercado laboral ha introducido la suficiente flexibilidad y libertad para que, en aquellos 
casos autorizados por la legislación, se modifiquen las condiciones de los contratos, 
bien reconocidas a los trabajadores por el convenio de la empresa o directamente en 
                                                 
719 El número de empresas que se están desvinculando de los convenios colectivos por estas causas está 
aumentando; no obstante, los tribunales están determinando la nulidad de muchos de los expedientes de 
regulación de empleo por defectos de forma, especialmente por no motivar correctamente la causa del 
despido colectivo. Así, durante el año 2012, el 71% de las sentencias dictadas en relación a este tema, 
declararon nulas por defectos de forma. 
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contrato individual. Esta reforma determina que en los casos previstos, la empresa 
puede alterar el salario del trabajador, con lo que las condiciones que se fijen en el 
momento de la contratación, no tienen porque mantenerse inalteradas durante toda la 
duración de la relación laboral. 
 
 Este aspecto debería favorecer la contratación indefinida de trabajadores y 
también de jóvenes, ya que el uso de esta modalidad de contratación, no es tan rígida 
como lo era con anterioridad a la misma, tanto por las nuevas posibilidades de despido 
de trabajadores como en reducción de salario. No puede hacerse aún una evaluación de 
la eficacia de esta reforma del mercado laboral ya que el breve periodo en que ha estado 
en vigor, no permite conocer datos suficientes para la misma, aunque el Gobierno 
presentó un informe sobre la eficacia que la misma había tenido calculando como se 
dijo, incluso el número de puestos de trabajo, que no se habían  destruido gracias a la 
misma. Hay que volver a decir que si es difícil calcular la relación directa entre la 
creación de empleo y una determinada legislación laboral -puesto que el mismo se ve 
afectada por diversos factores- presentar un modelo que relacione los puestos que se han 
dejado de destruir gracias a la dicha reforma, no puede dejar de calificarse como una 
proeza que, en términos generales los institutos económicos internacionales como el  
Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, etc, jamás realizan en sus predicciones.  
 
La reforma del mercado laboral, con todas las limitaciones que se le pueden 
achacar, podría ser utilizada por las empresas para favorecer una mayor estabilidad en la 
contratación, siempre que no se optara de nuevo por la fórmula de la contratación 
temporal, tan utilizada en todos los colectivos de trabajadores; ya que existen 
legalmente mecanismos más que suficientes para que haya la necesaria flexibilidad ante 
las condiciones de mercado. Sólo con el tiempo se verá el rumbo que la aplicación de 
esta nueva reforma del mercado laboral tiene: bien una apuesta por la contratación 
indefinida o bien el mantenimiento de la contratación temporal como eje del modelo 
laboral en España. 
 
2.5.Programas de inserción social para jóvenes con problemas. La 




A lo largo de esta tesis doctoral, como norma general, al abordar la problemática 
del desempleo juvenil, nos hemos limitado a tratar la referida a jóvenes que no tienen 
ninguna dificultad física, psicológica o social y, por lo tanto, las dificultades en su 
inserción laboral, se ciñen a las derivadas de la situación económica o a los desajustes 
de oferta y demanda del mercado laboral720.  
 
Por el contrario, en el grupo de jóvenes a los que se refiere este apartado, es el de 
aquellos jóvenes que tienen algún tipo de limitación o bien tienen graves problemas de 
desestructuración social o familiar; por tanto, este tipo de jóvenes, tienen problemas 
para insertarse laboralmente incluso en momentos de alta demanda de trabajo cercanos 
al pleno empleo721. Su problemática es muy diferente de la que se ha abordado hasta 
ahora, ya que los parámetros en función de los cuales el mercado laboral dificulta a los 
jóvenes en su inserción722 en el mercado laboral y que son los que se han tratado en esta 
tesis, se ven aumentados por aquellas dificultades derivadas de las situaciones de 
exclusión que se han comentado. No obstante estas dificultades de inserción que tienen 
estos jóvenes, precisamente se considera que la inserción plena de los mismos se 
consigue con la inserción laboral723; de modo, que muchos de los programas que se 
diseñan, tienen como finalidad la contratación de estos jóvenes724 para que adquieran 
experiencia profesional725. Las particularidades que estos jóvenes tienen en la inserción 
                                                 
720 La Ley de Empleo incide en su artículo 25 en que en el diseño de las políticas activas de empleo se  
deben “promover políticas destinadas a la inserción laboral de personas en riesgo de exclusión social.” 
721 El Sistema Nacional de Garantía Juvenil atiende especialmente a este colectivo de jóvenes “Asimismo, 
se garantizará la puesta en marcha del Sistema en todo el territorio nacional y el acceso en igualdad de 
condiciones para todos los jóvenes objeto de atención, con independencia de sus circunstancias 
personales y/o sociales, y atendiendo a sus necesidades específicas, con especial dedicación a quienes se 
encuentren en una situación de desventaja y/o riesgo de exclusión.” Art. 89.2 del Real Decreto Ley 8/ 
2014 de 4 de julio. 
722 Se debe también mencionar las empresas de inserción social para fomentar la creación de empresas 
que contratan a personas de colectivos desfavorecidos pudiendo utilizar cualquier fórmula de contratación 
ya que las ventajas sociales las tiene la empresa que cumple los requisitos fijados en la Ley de empresas 
de inserción social de 2007. vid Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del empleo: 
instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo”. 
Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 289. 
723 La coordinación entre los PNIS y las Estrategias de Empleo en estos colectivos, que es obvia desde la 
Agenda Renovada de Lisboa, es positiva, pero hay que decir que, en general, ni se ha podido evaluar si se 
ha logrado ese objetivo de inclusión social a través del empleo ni si las personas que participan en 
programas de inclusión social consiguen después un empleo, con lo que también en este aspecto hace 
falta establecer metodología de evaluación, si bien en las políticas sociales son, per se, necesarias aunque 
no se consiga el fin de la inserción laboral. 
724 Aznar Díaz, I., Hinojo Lucena, FJ.: “La integración social a través del empleo y la formación origen y 
evolución histórica de la Formación Profesional Ocupacional” Rvta. Iberoamericana de Educación, vol 
48, nº 6, 2009. 
725 En algunos países europeos con mejores tasas de empleo juvenil, estos programas para jóvenes en 
riesgo de exclusión se asimilan a desempleados jóvenes de larga duración, (generalmente más de seis 
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laboral, hacen que, aunque estos jóvenes puedan acogerse a todas las medidas de 
fomento de empleo juvenil que se han comentando726, existan programas específicos de 
bonificaciones727 para algunos colectivos como discapacitados y programas mixtos de 
formación empleo en los que se contrata a los jóvenes, bien con la modalidad de 
contrato en formación728 o bien con alguna otra modalidad,729 pero aprovechándose de 
las bonificaciones que existen para estos colectivos especialmente730. Por otra parte, las 
capacidades técnicas y conocimientos de los servicios de empleo y otros organismos y 
entes que se han comentado que ayudan a los jóvenes en su inserción laboral,731 se 
quedan limitadas en el caso de estos jóvenes, porque los servicios sociales u otros 
organismos especializados en el trato de jóvenes con alguna discapacidad o con 
problemática especial, tienen muchísimo mayor conocimiento732 y experiencia733 en 
                                                                                                                                               
meses). Así en este sentido el Gobierno Británico creó en 2010 el Job Guarantee, una garantía de empleo 
transcurridos seis meses de desempleo, y el Future Jobs Fund (este ya derogado por el Gobierno 
conservador en 2011) para los jóvenes desempleados de larga duración. En España debido a las altas tasas 
de paro juvenil de larga duración, estos programas están diferenciados para aquellos destinados a jóvenes 
con otro tipo de problemas añadidos.  
726 La Ley de las Cualificaciones y de la Formación Profesional en su artículo 12, presta atención a los 
grupos con especiales dificultades de integración laboral mediante una oferta formativa adaptada a los 
jóvenes con fracaso escolar, discapacitados, minorías étnicas, parados de larga duración y, en general, 
personas con riesgo de exclusión social. 
727 Hay que incluir entre estas normas a la Ley de Empresas de Inserción  44/2007, de 13 de diciembre 
que define los colectivos susceptibles de acogerse a esta ley entre los que figuran: menores, internos en 
centros penitenciarios al amparo de la Ley Orgánica 5/2002 de 12 de enero de Responsabilidad Penal del 
Menor con un régimen que les permita desempeñar un trabajo, jóvenes de entre 18 y 30 años procedentes 
de instituciones de protección de menores drogodependientes en rehabilitación. El fin de estas empresas 
de inserción es la plena integración laboral y el acceso al empleo ordinario de los colectivos beneficiados 
según el Art. 4 de la citada ley; además, estas empresas se beneficiarán de subvenciones  la contratación y 
podrán firmar convenios de colaboración con las Administraciones mediante contratos formativos, 
(puesto que el contrato de inserción social está ya derogado) u otras modalidades permitidas para 
discapacitados permitidos por la ley que pueden ser jóvenes, obviamente, en cualquier caso 
728 El artículo 11.2 del ET, ya regulaba como colectivo susceptible de ser contratado con la modalidad de 
contrato de formación a quienes se encuentren en situación de exclusión social. 
729 Ver como ejemplo de modalidad específica de contrato de inserción social, Sirvent Hernández, N.: “El 
contrato de inserción social y los programas de mejora de empleabilidad, Tirant lo Blanc, monografías 
311, Valencia, 2004, Pág. 22. 
730 Una de las razones por la que se aprobó la derogación del contrato temporal de inserción de la Ley 
12/2001 fue que se consideró, y así lo consideró el dictamen del Consejo Económico y  social de la Ley 
de Empleo de 2003 que lo suprimió, que la inserción laboral de personas en riesgo de exclusión debía 
hacerse con las fórmulas de contratación ordinarias y no con modalidades especiales que podría dar lugar 
a guettos de contratación con estos nuevos tipos de contratos. Ver en este sentido. Torollo González, F.J.: 
“El contrato de inserción”, AS, núm. 7, 2001, pág.84. 
731 La negociación colectiva ha introducido medidas a favor de la contratación de discapacitados en las 
que pueden aparecer jóvenes, así un estudio en este sentido puede verse en Olarte Encabo, S. “Políticas de 
empleo y colectivos con especiales dificultades”, Aranzadi, Madrid: 2008. Pág. 64. 
732 Ya el Plan nacional de Inclusión Social de 2003-05, hacía referencia a la necesidad de coordinación de 
las políticas de protección social y especialmente de empleo e inserción social, mediante la cooperación 
de Administraciones públicas. 
733 El artículo 26.2 de la Ley de Empleo manifiesta que “cuando sea necesario, los servicios públicos de 
empleo valorarán la necesidad de coordinación con los servicios sociales para dar una mejor atención al 
desempleado.” 
 347
lograr que estos jóvenes puedan incorporarse al mercado laboral con éxito. Por ello, 
muchos de los programas de empleo para estos jóvenes son dirigidos y tutelados por los 
servicios sociales,734 siendo los servicios de empleo unos meros gestores de las ayudas y 
bonificaciones de empleo. El hecho de que estas entidades conozcan mejor el tipo de 
empleos que pueden ser desempeñados por estos jóvenes y qué tipo de empresas y 
asociaciones están más dispuestas a contratarlos, es un conocimiento del mercado 
laboral específico para este colectivo que debe ser aprovechado para lograr una plena 
inserción laboral de estos jóvenes735. 
 
 En el análisis de la eficacia de los programas de inserción laboral para jóvenes 
con algún tipo de problemas sociales que dificulten su inserción laboral, los indicadores 
que pueden aplicarse son los mismos que ya han sido desarrollados para los programas 
para colectivos de desempleados sin ningún tipo de dificultad añadida. Estos programas 
que siempre consisten, o bien en bonificaciones a la contratación, o bien en modalidades 
específicas de contratación que de alguna manera abaraten el coste de la salarial de estos 
empleados, pueden consistir en programas mixtos formación empleo, en la participación 
en programas de formación puros, sin acceder a ningún tipo de prácticas. Por ello, los 
indicadores cuantitativos deben ser referidos a jóvenes con dificultades para acceder a 
un empleo que lo logren tras participar en algún tipo de programas de política activa de 
los referidos a los jóvenes con dificultades736.  
                                                 
734 Muchas ONGs tienen cada vez un papel más activo en programas de inserción sociolaboral de 
personas con especiales dificultades de acceso al empleo y tienen itinerarios de apoyo a la inserción 
individualizados en su formación y empleo, como por ejemplo el Programa operativo pluriregional de 
lucha contra la discriminación con el apoyo del Fondo Social Europeo que se desarrolla desde el año 
2000, o la Fundación Vives, que subvenciona a casi dos centenares de ONG sociales para la mejora de 
programas de inserción sociolaboral. 
735 La colaboración entre servicios de empleo y servicios sociales, se manifiesta también en las rentas 
mínimas de inserción que las CCAA competentes (si bien el programa de rentas activas de inserción fue 
creado en el año 2000 en el ámbito estatal en el RD 236/2000, de 18 e febrero) en materia social, que es el 
título competencial al amparo del cual se conceden a ciudadanos en estado de exclusión social. Esta 
prestación de tipo asistencial, combina la obligación de participar en programas de recualificación o de 
empleo tutelado por los Servicios de Empleo Públicos con un compromiso de actividad por el preceptor 
con el cobro de un subsidio durante un periodo de seis meses ampliable. Este subsidio tiene poca 
importancia en el colectivo juvenil, ya que la misma está limitada a personas con cargas familiares, 
mayores de 45 años con lo que salvo jóvenes con cargas familiares, no cobran los demás jóvenes en 
exclusión social a menos que sean minusválidos con más del 33% de incapacidad, emigrantes retornados, 
víctimas de violencia de género tal y como introdujo la Ley 45/2002 en el programa de renta activa de 
inserción, (si bien el RD 1369/2006, de 24 de noviembre que convirtió el programa de Renta Activa de 
Inserción en una prestación más, no sometido a la habilitación presupuestaria anual, incluye a los parados 
de larga duración como colectivo beneficiado). 
736 Para ver un estudio sobre la eficacia de las bonificaciones en el fomento del empleo de discapacitados 
se debe ver el Informe realizado por la AEVAL en 2009. 
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En lo referido a la aplicación de criterios cualitativos a este tipo de programas, 
en cuanto al criterio de claridad, las ayudas en que puedan consistir los mismos, deben 
estar explicadas en la norma de concesión, o bien en las condiciones de contratación, 
claramente, ya que, para el empresario, el contratar un trabajador de estas 
características, siempre supone un esfuerzo a la hora de apostar por la contratación de 
jóvenes en dificultades; con lo que todos los impedimentos de tipo legal o 
administrativo que generen inseguridad jurídica o que retrasen la contratación del joven, 
pueden abocar a que el empresario opte por contratar a un joven sin dificultades de 
inserción. En lo referido a la necesidad de implantación de un nuevo programa, debe 
contrastarse en qué medida no existen ya otros con finalidad similar, de modo que no se 
solapen diferentes programas con el mismo objetivo o, si lo hacen, que queden 
diferenciados los colectivos o requisitos a los que van dirigidos. Una vez más, el hecho 
de crear inseguridad jurídica al empresario en la contratación, suele conllevar la no-
contratación, o bien optar por modalidades como las temporales, que no generan 
problemas administrativos de gestión de los contratos y en las que las normas de 
funcionamiento del contrato son muy claras. En cuanto a la facilidad de implantación, 
este tipo de programas llevan aparejadas la necesaria colaboración entre entidades que 
gestionan la inserción social de estos jóvenes con las entidades gestoras de empleo; es 
por ello, que el diseño de protocolos de colaboración entre ambos tipos de entidades, es 
crucial para el logro del fin de la inserción laboral de estos jóvenes con problemas. En 
cuanto al criterio de utilidad, aunque desde un punto de vista social es muy claro el gran 
éxito que supone la inserción social de estos jóvenes, debe analizarse de todas maneras 
la posibilidad real de que los mismos se mantengan en el mercado laboral una vez 
finalizadas las subvenciones o bonificaciones de la Administración; ya que las mismas, 
deben ser un impulso de cara a favorecer su contratación en un primer momento, pero 
no que el fin de su logro sea la razón del nuevo contrato. Por ello en su diseño, los 
programas de ayuda a la contratación de estos jóvenes no deberían suponer una 
eliminación total del coste salarial para el empresario, ya que si el empresario debe 
pagar una parte, se verá el interés en mantener al joven después del fin de estas 
subvenciones, y que no se podrá contrastar, en el caso de que la subvención o ayuda 
suprima por completo el coste salarial. 





3. Las prestaciones y subsidios de desempleo y su influencia en el fomento del 
empleo juvenil.  
 
Hasta este momento se ha aludido a diversas políticas de fomento del empleo 
juvenil -ya sean modalidades de contratación, bonificaciones o acciones formativas- que 
tienen como característica común que constituyen todas ellas políticas activas de 
empleo, tal y como las define la Ley de empleo en su artículo 23. La otra gran política 
de empleo; que consume la mayor parte de los recursos públicos dedicados a la lucha 
contra el desempleo737, está constituida por las prestaciones y subsidios al desempleo y 
que configuran las políticas pasivas de empleo. Estas políticas se crean para mantener 
un nivel de vida para los desempleados mientras encuentran un nuevo empleo, mediante 
el pago de unas cantidades económicas.  
 
3.1. Características de ambas figuras. Datos sobre receptores de prestaciones 
de desempleo y subsidios en España del sector juvenil. 
 
Las prestaciones de desempleo738 en España739 tienen dos modalidades, una 
contributiva740 para aquellos trabajadores que según la Ley General de Seguridad 
Social741, en sus artículos 203-214 (modalidad contributiva) 742  haya estado cotizando 
                                                 
737 Aunque las autoridades comunitarias hagan hincapié en las políticas activas de empleo, la realidad es 
que el gasto en políticas pasivas es mayoritario y creciente en todos los países de la UE.  
738 Las prestaciones de desempleo de todo tipo en España son en torno a un 3% del PIB. 
739En el año 2014 se prevé en los Presupuestos Generales del Estado que cobrarán prestaciones de 
desempleo en España  2794000 personas en la modalidad contributiva y 1139000 en la asistencial. Por 
otra parte la Renta activa de inserción será cobrada por 229000 personas con una partida de 1169 millones 
de euros, unos 440 euros mensuales, 125000 personas cobrarán el subsidio especial agrario con un 
importe total de 657 millones de euros.  El gasto en pago de prestaciones de desempleo en 1998 era de 
9000 millones de euros y el número de preceptores de prestaciones contributivas al inicio de la crisis era 
de 1421480 personas. 
740 El alto desempleo en muchos países de Europa hace que el gasto en políticas de empleo sea para pagar 
prestaciones de desempleo o para fomento del empleo estén disparadas, así según datos de Eurostat  en 
2012 en pago de prestaciones de desempleo Francia gastó el 1,4% del PIB, Portugal  el 1,4%, Italia el 
1,5% y Alemania el 1,3% en políticas de fomento del empleo España gastó el 0,7% del PIB, Italia el 
0,4%, Portugal el 0,8%, Francia el 0,6% y Alemania el 0,6% del PIB. 
741 Según los Presupuestos Generales del Estado para 2014 el gasto en prestaciones de desempleo 
contributivas, será de 21041 millones de euros y 8837 millones para subsidios de desempleo de todo tipo,  
con un crecimiento del 10,1% y constituye el 8,1% del gasto de los presupuestos del Estado, sólo por 
detrás del capítulo de pensiones, transferencias  las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos y el pago 
del servicio de la deuda. El total del gasto presupuestado prestaciones de desempleo de todo tipo son 
29426 millones de euros para 2014. El importe ha caído desde los 32000 millones del año 2009 y 2010 
debido tanto a los recortes que se han impuesto a la misma, como por número de desempleados que van 
agotando todo tipo de subsidios. 
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más de 360 días durante los últimos seis años (art.210 LGSS) como mínimo y que 
cobrarán una prestación por un tiempo que vendrá determinado por el número de días 
que hayan estado cotizando con un máximo de 24 meses de cobro de la prestación para 
aquellos que hayan cotizado durante 2160 días como mínimo.743 Por otra parte, la 
cuantía de esta prestación viene determinada por la base reguladora del trabajador en los 
últimos 180 días anteriores al momento de devengar el derecho a cobrar la prestación 
(art. 211 LGSS)y por las cargas familiares que el desempleado pudiera tener (art. 211.3 
LGSS). Aquellos trabajadores que no cumplan el requisito del mínimo de tiempo de 
cotización, pueden solicitar (en el caso de que, o bien tengan cargas familiares, o bien 
tengan un nivel de rentas inferior al límite determinado en la legislación, o sean 
mayores de 52 años), un subsidio de desempleo744 -o pensión no contributiva por un 
importe inferior y por un periodo inferior, tal y como establece el artículo 215 de la Ley 
General de Seguridad Social de 1994745. Este subsidio de desempleo746 tuvo una nueva 
variante con la aprobación747 del plan Preparaque establecía el cobro de una cantidad748  
                                                                                                                                               
742 Habría que comentar la función del Fondo de Garantía Salarial (FOGASA) cuyo objetivo es el pago de 
las indemnizaciones de despido de aquellas empresas que no puedan atender el pago de las mismas. El 
presupuesto para 2014 de esta entidad será de 1375 millones de euros con un crecimiento de 58,4% 
derivado del notable incremento de expedientes de regulación de empleo facilitados por la nueva reforma 
del mercado laboral de febrero de 2012. 
743 El importe de la cuantía ha quedado reducido, a partir del 2012, desde el séptimo mes de desempleo 
del 70% al 50% de  la cobertura en el caso de prestación de desempleo contributiva. 
744 El subsidio de desempleo también ha quedado recortado ya que se exige ahora que las rentas 
familiares no superen el 75% del salario mínimo interprofesional mientras que esa exigencia antes sólo 
venía referida al beneficiario. 
745 1. Serán beneficiarios del subsidio: 
Los parados que, figurando inscritos como demandantes de empleo durante el plazo de un mes, sin haber 
rechazado oferta de empleo adecuada ni haberse negado a participar, salvo causa justificada, en acciones 
de promoción, formación o reconversión profesionales, y careciendo de rentas de cualquier naturaleza 
superiores, en cómputo mensual, al 75% del salario mínimo interprofesional. 
Los parados que, reuniendo los requisitos a que se refiere el apartado 1.1 de este artículo, salvo el relativo 
al período de espera, se hallen en situación legal de desempleo y no tengan derecho a la prestación 
contributiva, por no haber cubierto el período mínimo de cotización. 
Los trabajadores mayores de 52 años, aun cuando no tengan responsabilidades familiares. 
Los desempleados mayores de cuarenta y cinco años en la fecha en que hayan agotado un derecho a 
prestaciones por desempleo de setecientos veinte días de duración. Resumen extraido de la LGSS. 
746 En Alemania por ejemplo la gestión de estos subsidios es más global en cuanto a que los subsidios que 
gestiona la Agencia Federal de Empleo, no se limitan al pago de una cantidad mensual, sino que esta 
agencia paga otro tipo de prestaciones. Así los desempleados de larga duración reciben un subsidio 
llamado el Hartz-4 y que pueden solicitar los que están en el paro o no ganan suficiente porque el cobro 
del mismo es compatible con un “minijob”, pero para solicitarlo no es necesario haber cotizado o haber 
trabajado nunca, pero que  sí puede solicitar el que agota sus prestación de desempleo normal, que tiene 
una duración de un año. Este subsidio son unos 382 euros mensuales para solteros  independientes, o 345 
para la cabeza de familia, más entre 224 y 285 euros por hijo a cargo. Los jóvenes de entre 18-25 años 
reciben 306 euros al mes si viven con sus padres.  
747 El RDL 1/2011, de 11 de febrero creó este plan que ha sido prorrogado hasta su conversión en política 
pasiva de empleo no permanente mientras la tasa de desempleo se mantenga alta, a través del RDL 
1/2013 de 25 de enero. Para recibir estas ayudas  los desempleados deben estar inscritos como 
demandantes de empleo en el período que se extiende entre el 16 de febrero de 2013 y el 15 de agosto de 
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fijada en 420 euros al mes, para aquellos desempleados que hubieran agotados estas 
subvenciones y cumplieran los requisitos de carencia de medios y tenencia de cargas 
familiares  y durante un periodo de seis meses. Este plan hacía depender esta ayuda de 
que el desempleado participara en una evaluación749 por un orientador del servicio 
público de empleo de cara a la inclusión del mismo en un programa de recualificación750 
o de reciclaje del mismo.751 No obstante, hay que decir, que debido al desbordamiento 
de los servicios públicos de empleo752, que además también se han visto obligados a 
reducir el número de orientadores de empleo por la disminución de los presupuestos que 
las Administraciones han dedicado a los servicios administrativos de esos servicios 
públicos de empleo, la mencionada reorientación laboral se ha convertido prácticamente 
en un trámite burocrático sin una mayor consecuencia en la recualificación profesional 
del trabajador. Este plan Prepara753 que inicialmente tenía carácter temporal, fue 
redefinido como definitivo por el Gobierno mientras la tasa de desempleo estuviera por 
encima del 15 por ciento, lo que evitó las angustias que su renovación generaba entre 
amplios colectivos de desempleados que han agotado los demás subsidios y 
prestaciones de desempleo y necesitan desesperadamente esta ayuda temporal como 
último recurso. 
                                                                                                                                               
2013, haber agotado la prestación por desempleo en el ámbito contributivo y sin derecho a subsidio por 
desempleo o haberlos agotado; deben estar inscritos como demandantes de empleo doce de los dieciocho 
meses anteriores, tener responsabilidades familiares (Art. 215.2 LGSS) y carecer de rentas superiores en 
cómputo mensual al 75% del SMI, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias. Los 
beneficiarios pueden participar en medidas de políticas de empleo dirigidas a la recualificación y 
reinserción profesional.  
748 El presupuesto para el plan Prepara en 2014 será según los Presupuestos Generales del Estado de 2014, 
de 357 millones de euros. 
749 El RD-ley 11/2013, de 2 de agosto en su arículo 7 señala que: “Los beneficiarios de prestaciones y 
subsidios por desempleo inscritos en los servicios públicos de empleo, una vez hayan suscrito el 
compromiso de actividad, deberán participar en las políticas activas de empleo que se determinen en el 
itinerario de inserción, sin perjuicio de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 231.1 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
750 Sobre la coordinación entre políticas activas y pasivas de empleo. Monereo Pérez, J. L..”Manual de 
política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y marco legal de las políticas públicas 
y derecho social del empleo” . Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 197-205.  
751 La activación de las políticas pasivas de empleo con el fin de favorecer e impulsar la búsqueda de 
empleo por los perceptores de prestaciones de desempleo, es una constante en la voluntad del legislador 
así la nueva reforma del mercado laboral impulsa “que los desempleados que estén cobrando prestación 
realicen servicios de interés general en beneficio de la comunidad a través de convenios de colaboración 
con las Administraciones.” De la misma manera la LGSS, en su Art. 228.4, pfo. 3º, permite a las 
empresas sustituir a los trabajadores en formación por otros trabajadores desempleados beneficiarios de 
prestaciones por desempleo, siendo compatible la prestación con el trabajo. 
752 El presupuesto del Servicio de Empleo Estatal  en 2014 será de 14597 millones de euros un incremento 
del 40%. 
753 En Alemania como prestaciones accesorias para desempleados de larga duración, la Agencia Federal 




 Pero en términos generales, las prestaciones de desempleo no tienen754 una gran 
importancia en el análisis del desempleo juvenil, ya que al carecer los jóvenes de 
experiencia laboral o tenerla escasa, no suelen tener derecho a solicitar la prestación 
contributiva o bien la cobran durante un periodo de tiempo muy corto. Por otra parte, el 
hecho de que los jóvenes en general suelan carecer de cargas familiares, limita mucho 
su posibilidad de acceder a subsidios de desempleo o la ayuda al desempleo del plan 
Prepara.755 
 
3.2. El plan de empleo rural y su influencia en el empleo rural juvenil. 
 
 Una prestación de desempleo que se va a comentar brevemente por la importancia 
y la polémica que siempre ha generado en Andalucía es el subsidio de ayuda al 
desempleo rural, o más conocido por “el PER” (Plan de Empleo Rural). Esta prestación 
se trae a colación en esta tesis de fomento de empleo juvenil  porque en Andalucía esta 
prestación tiene importancia de cara al mantenimiento del empleo en zonas rurales y 
sobre todo para intentar evitar la despoblación de estas zonas por la emigración de 
jóvenes de estas zonas. 
 
El origen de esta prestación está en la crisis del sector agrícola de principios de los 
años ochenta756, que estaba viviendo una fuga masiva de jóvenes que abandonaban el 
campo para ir a trabajar a otros sectores, como servicios y, en menor medida, el 
industrial. Además, en el campo andaluz seguían existiendo situaciones laborales en las 
que el trabajador era contratado por jornales y no mediante un contrato laboral estable, 
dando lugar a situaciones de manifiesta inferioridad al ser contratado por el empresario 
agrícola en las tareas de temporada (más cuando éste era el único empleador en amplias 
                                                 
754 Monereo Pérez, J. L..”Manual de política y derecho del empleo: instituciones, relaciones de empleo y 
marco legal de las políticas públicas y derecho social del empleo” . Madrid: Tecnos, 2011. Pág. 294. 
755 Los jóvenes en situación de exclusión social, sí pueden acceder a las subvenciones de los programas de 
rentas activas de inserción regulados con carácter estatal en el RD205/2005 que incluye en su 
compromiso de actividad a parados de larga duración, entre los que pueden encontrarse jóvenes. 
756 El plan fue creado en 1984 para potenciar un plan de empleo agrario que ya existía y ha invertido más 
de 4000 millones de euros sólo en Andalucía desde entonces, el plan fue rebautizado en 1996 como 
Acuerdo para el empleo y la protección social agraria, AEPSA que fue cuando se extendió a ocho 
comunidades si bien, Andalucía y Extremadura reciben el 80%. La diferencia fundamental es que en estas 
dos comunidades existe un plan de inversiones rurales para poder obtener las peonadas que dan derecho 
al cobro de la prestación, mientras que en las demás, sólo pueden obtenerse mediante jornales agrícolas, 
cobrando el subsidio agrario únicamente. Los datos sobre el cobro de prestaciones del PER se han 
obtenido del reportaje del El País,”Los mitos del per se derrumban”  de 22 de abril de 2013. 
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zonas y pueblos). El plan de obras públicas que, como se verá, iba anejo al cobro de 
estas ayudas, sirvió para realizar obras públicas en estos pueblos, que permitieron que 
éstos tuvieran unos servicios públicos y dotaciones en infraestructuras de las que habían 
carecido históricamente. Estas ayudas funcionan de la siguiente manera: los 
trabajadores recibían una cantidad fija durante un periodo de seis meses, fijada por los 
presupuestos, y que ronda en la actualidad en torno a los 426 euros.757 A esta 
cantidad,758 se le suma un complemento en el caso de que el receptor de esta ayuda 
cuente con cargas familiares, o sea mayor de 52 años. Para poder recibir esta ayuda, el 
trabajador debe estar inscrito como demandante de empleo y acreditar haber prestado 
servicios durante el período de seis meses anteriores al momento de aquel en que 
solicite la prestación de desempleo, de 35 jornadas de trabajo, las llamadas peonadas (en 
2011 han sido rebajadas a 20). Estas peonadas podían obtenerse, bien por la realización 
de jornadas en trabajos agrícolas o bien por trabajar en obras públicas financiadas por el 
plan de empleo rural759. 
 
Esta prestación ha sufrido muchas críticas: sobre todo la discriminación que 
supone que la misma sólo existe en ocho Comunidades Autónomas y con un régimen 
especial para Andalucía y Extremadura. Por otra parte, se acusó de que esta prestación, 
que permite obtener estas peonadas por la realización de obra que gestionaban los 
ayuntamientos, servían como una vía de mantenimiento cautivo de votos, ya que eran 
estos ayuntamientos quienes elegían los trabajadores de estas obras. Otra de las críticas 
que se ha hecho es que este plan ha adormecido el espíritu emprendedor en zonas 
rurales, en tanto a que esta prestación, ha permitido mantener un nivel de vida bajo pero 
suficiente en entornos rurales donde el nivel de gasto es más bajo, y donde es frecuente 
que la vivienda sea en propiedad y está plenamente ya pagada al ser en muchos casos 
adquirida por herencia.  
 
Como aspecto positivo de esta prestación está el hecho de que efectivamente ha 
moderado la emigración de jóvenes del campo en Andalucía y Extremadura. Esta 
                                                 
757 A esta cantidad hay que restar la cotización unos 87 euros al mes, el llamado sello agrario. 
758 Esta cantidad es la que no reciben los trabajadores de las demás comunidades que sólo reciben el 
subsidio agrario pero no pueden acceder al cobro del PER. 
759 El plan de empleo rural tendrá en 2013 una inversión total de 215 millones, (Andalucía recibe unos 
148 millones) y genera unos 500000 jornales que dan derecho al cobro del subsidio agrario o renta 
agraria, y que tiene un coste de unos 900 millones de euros al año, un 2% del coste total del desempleo en 
España que se sitúa en 33000 millones de euros. 
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prestación,760 según los datos del Servicio de Empleo Estatal761 es cobrada por unos 
132.000 trabajadores en todo el país, manteniéndose la cifra muy estable en el tiempo 
durante estos últimos años de la crisis, aunque con cierto sesgo a la baja; lo que es 
lógico, ya que el sector agrícola es uno de los que menos desempleo ha generado en esta 
crisis, debido a que el masivo trasvase de trabajadores del campo a la ciudad, ya se 
produjo durante la década de los ochenta y noventa, siendo los flujos migratorios más 
moderados estos últimos años. 
 
3.3.Las reformas introducidas en 2012 en el cobro de la prestación de 
desempleo. El plan Prepara. 
 
Como ya se ha comentado al tratar el contrato de emprendedores, una de las 
novedades en relación con la prestación de desempleo introducida por la reforma del 
mercado laboral de 2012, es la posibilidad de compatibilizar el cobro de la prestación de 
desempleo762(art 4, de la Ley 3/2012, de 6 de julio, que convirtió en ley el Real Decreto 
Ley que aprobó la reforma laboral en febrero de 2012) con la prestación de servicios al 
amparo de esta nueva modalidad de contratación laboral. Así, la reforma permite que 
los trabajadores que cobren prestación de desempleo y sean contratos con esta 
modalidad, puedan compatibilizar la misma, siempre que le quede de periodo de cobro 
de prestación más de tres meses, lo que queda acreditado con un certificado que 
expedirá el Servicio de Empleo Estatal a tal efecto y que deberá entregar al ser 
contratado el trabajador. Esta posibilidad de compatibilizar trabajo y cobro de 
prestación de desempleo constituye una novedad en nuestro sistema jurídico, que 
precisamente configura el cobro de la misma como un ingreso alternativo para aquellos 
que carecen de trabajo.  
 
                                                 
760 Esta prestación la cobran unas 132000 personas al año en ocho Comunidades: Andalucía, 
Extremadura, Valencia, Castilla-La mancha, Aragón, Murcia, Castilla-León, Canarias si bien es cierto el 
67% de los jornales se generan en Andalucía y Extremadura.  
761 El plan Prepara tendrá en 2014 un presupuesto de 357 millones de euros. 
762 La Ley 3/2012 modifica la disposición transitoria 6ª de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, que 
contemplaba estos programas y extiende tales programas a todas las empresas, cualquiera que sea el 
tamaño de su plantilla, durante el tiempo en que los desempleados beneficiarios de las prestaciones por 
desempleo sustituyan a los trabajadores en formación y siempre que tales acciones de formación estén 
financiadas por cualquiera de las Administraciones Públicas. El empresario abona al trabajador la 
diferencia entre el 50% de la prestación y el salario que corresponda, además de la cotización por el 
importe entero de la prestación. 
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Desde algunos sectores se ha visto esta reforma como una vía del Gobierno para 
potenciar la contratación de desempleados que cobran prestación y así ahorrarse el pago 
de parte de la misma. Aunque es muy prematuro pensar que el objetivo de dicha medida 
sea ése, puesto que también puede entenderse como una vía de fomentar la contratación 
de trabajadores que cobren prestación de desempleo haciéndoles más atractiva la 
búsqueda activa de empleo, es cierto que puede llegar a provocar ese efecto, aunque el 
corto periodo en que esta compatibilidad sería factible, hace que ésta no tenga 
probablemente importantes efectos en la actuación de los empresarios. 
 
 
4. Medidas de fomento del empleo juvenil adoptadas por la Comunidad de 
Andalucía.  
 
Las Comunidades Autónomas, como se ha visto, tienen competencia en ejecución 
de la legislación laboral, siendo las gestoras de los servicios autonómicos de empleo. 
Además también poseen competencias en materia de fomento y promoción de la 
juventud y pueden aprobar las medidas económicas que en el ejercicio de la 
competencia de la gestión de su propia economía regional consideren oportunas para el 
fomento de la actividad económica de la misma, siempre, por supuesto, respetando las 
competencias que sean exclusivas para el Estado y las leyes de bases que el Estado 
apruebe en el marco competencial del artículo 149.1 de la Constitución Española. 
 
En el ejercicio de dichas competencias, la Junta de Andalucía ha aprobado una 
serie de normas que fomentan el empleo juvenil, como no podría ser de otra manera, 
encontrándonos ante una Comunidad Autónoma con una de las tasas de desempleo 
juvenil más elevada. Según la última encuesta de población activa de junio de 2014, la 
tasa de desempleo entre jóvenes entre 16 y 24 años, se fija para esta región en un 60%. 
Las medidas que se han aprobado para el fomento del empleo juvenil, han sido 
canalizadas a través de la Consejería de Empleo y han sido aprobadas de manera 
sucesiva en diferentes decretos de la Junta. Con posterioridad, estas medidas, fueron 
aglutinadas inicialmente en un plan denominado plan Motiva.763 Este plan diseñaba una 
                                                 
763 El programa Integral de Empleo para personas jóvenes en Andalucía, plan Motiva, era un plan 
destinado a jóvenes desempleados entre 18-29 años con cuatro ejes de actuación: Cursos de formación 
para el empleo reservando para jóvenes el 50% de las plazas en cursos de formación del SAE, talleres de 
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serie de acciones para el fomento del empleo juvenil; entre ellas se destacaban  acciones 
de formación que son impartidas por los sindicatos y la patronal o por centros 
concertados con los Servicios Públicos de Empleo Autonómico que subvencionan estos 
cursos; y por otra parte, el plan también incluye subvenciones para la contratación de 
jóvenes desempleados que cumplan una serie de requisitos. Este plan, que llevaba en 
vigor desde 2010, no estuvo sometido a una especial evaluación de la Consejería de la 
Junta y son muchas las voces autorizadas que han criticado su eficacia aunque, tampoco 
han presentado datos específicos que evalúen la misma, más allá de los datos generales 
de contratación de jóvenes desempleados que ofrece el Servicio Público de Empleo 
Estatal o el observatorio Argos de seguimiento y elaboración de datos y estadísticas en 
materia de empleo en la Comunidad Autónoma. Este observatorio no es más que una 
oficina estadística especializada en materia de empleo que aglutina información 
estadística y la pone a disposición del público en una pagina web. En absoluto es un 
centro de evaluación de eficacia de políticas de empleo. Este plan Motiva ha sido 
sustituido por el plan Bono empleo764 joven que es una subvención a la contratación 
indefinida de jóvenes andaluces titulados universitarios765 o de formación profesional y 
o los partícipes en el plan 2ª oportunidad766. Este plan permite a las empresas elegir 
entre estos jóvenes que tengan el perfil que necesite y si proceden a la contratación 
indefinida del mismo y lo mantienen mínimo 12 meses767, reciben hasta 9550 euros por 
contrato768. 
                                                                                                                                               
emprendimiento, becas de asistencia y otras subvenciones para gastos; escuelas taller y casas de oficio; 
experiencias profesionales y proyectos IGS,  este plan facilitaba a jóvenes la adquisición de experiencia 
reservando el 50% de las contrataciones que se realicen dentro de los proyectos de interés general y social 
incentivados por la Junta, así como el 60% de las plazas de los programas de experiencias profesionales 
para el empleo; fomento de la movilidad laboral con ayudas a la misma y fomento del espíritu 
emprendedor. 
764 Aprobado en el Decreto Ley 8/2013, de 20 de mayo. 
765 Se destinan a este plan 15 millones de euros y 3125 menores de 35 años se verán beneficiados de un 
pago de 400 euros mensuales durante un año, cantidad que es compatible con el salario en el caso de que 
una empresa le contrate, ahorrándose ese importe. Los jóvenes que deseasen ser titulares de un Bono de 
empleo joven, habían de reunir cumulativamente cuatro requisitos: estar empadronado/a en un municipio 
andaluz; tener entre 18 y 35 años; no estar dados de alta en el sistema de Seguridad Social; y haber 
obtenido en las promociones 2010, 2011 y 2012 un título universitario oficial o superior equivalente de 
enseñanzas artísticas (Grupo 1), un título de técnico o técnico superior de Formación Profesional, o en 
artes plásticas y diseño o en enseñanzas deportivas (Grupo 2), o un título de Graduado en ESO procedente 
del Programa de Segunda Oportunidad Educativa. En la primera edición de este bono de empleo juvenil, 
12600 jóvenes pidieron acogerse al mismo y a 3000 se les concedió pero sólo 267 han sido contratadas. 
766 Programa Segunda Oportunidad, su objetivo es incentivar a los jóvenes de entre 18 y 24 años para 
retornar al sistema educación y obtener una titulación de educación pos/obligatoria que les ayude en la 
incorporación al mundo laboral. Orden de 25 de julio de 2011. 
767 Se recoge la compatibilidad del Bono de empleo joven con los incentivos a la contratación indefinida 
del Decreto 149/2005, de 14 de 2005 junio, también para quienes transformen los contratos de duración 
determinada en el plazo de doce meses desde la formalización del contrato con lo que las subvenciones a 
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La información sobre las ayudas que la Junta de Andalucía ofrece a la contratación 
de desempleados jóvenes, así como toda la información de convocatorias de cursos de 
formación y ayuda de subvenciones e incluso muchas ofertas de empleo o la gestión del 
programa de prácticas para titulados -el programa EPES-, se realiza a través de la Red 
Orienta, que es un organismo autónomo dependiente de la Consejería de empleo 
especializado en la orientación laboral a desempleados y de que hacen un uso muy 
especial los jóvenes. Esta organización, dedicada exclusivamente a proporcionar 
información y orientación laboral, permite un tratamiento más personalizado y una labor 
de los orientadores más volcada en la gestión activa de ayudas a la inserción laboral que 
la que ofrece el Servicio Público de Empleo Autonómico, el  Servicio Andaluz de 
Empleo (SAE), que se encuentra totalmente colapsado por la gestión del enorme 
volumen de desempleados. Hay que decir, de todas maneras, que el hecho de que 
existan dos redes de apoyo al empleo, en el ámbito regional -como son el SAE y la Red 
Orienta- no deja de generar aún más confusión sobre quién tiene las competencias en 
materia de políticas activas de empleo. Además, los recortes presupuestarios han 
obligado al despido de muchos orientadores, con lo que las oficinas de la Red Orienta se 
están convirtiendo cada vez más en unos centros de recepción de documentación e 
información para los desempleados, perdiendo cada vez más su carácter orientador 
personalizado al servicio de los desempleados. 
 
Además del plan Motiva, han sido varios los programas de fomento del empleo 
auspiciados por la Junta de Andalucía que aquí sólo se mencionarán brevemente; así se 
puede comentar el plan Menta, que pretendía la contratación de jóvenes becarios sin 
experiencia laboral que entraban al servicio de empresas, las cuales debían nombrarle 
un tutor. Este plan que fue el predecesor de los EPES,769 se implementó en los 
momentos iniciales de la crisis, cuando la tasa de desempleo juvenil, aunque subiendo, 
aún era gestionable; con posterioridad el programa ha sido desbordado y además los 
                                                                                                                                               
esta contratación indefinida pueden ser cuantiosas y solo se exige el mantenimiento de los contratos 
durante dos años para no tener que devolver la subvención según el Decreto 149/2005. 
768 El Gobierno andaluz aprobó el 29 de febrero de 2014, un nuevo plan del Bono de empleo juvenil con 
200 millones de euros de presupuesto para 2014 y 2015. El plan beneficiará a 25000 personas de 18 a 29 
años. La Junta sufragará el 100% de la contratación durante seis meses y siempre que sean los 
consistorios municipales los que empleen a estos jóvenes. 
769 Dentro de los planes de becas que potencian la inserción laboral de jóvenes en el ámbito autonómico 
también se puede citar 77000 euros que la Junta dedicará a becas para trabajadores especializados en 
comercio exterior incluidas también en el plan Bono Joven. 
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fondos presupuestarios dedicados a tal fin también desaparecieron. No se realizó ningún 
seguimiento o evaluación que hayamos podido constatar respecto a si este plan fue 
eficaz para conseguir reducir la tasa de paro juvenil, ni si fueron muchos o pocos los 
jóvenes que se incorporaron a las empresas donde hicieron estas prácticas, o cuál fue su 
devenir laboral en los siguientes años.  
 
Otros dos programas de empleo financiados por la Junta, aunque no están 
especialmente dirigidos a jóvenes, pero del que sí es verdad que los beneficiaron a ellos 
fueron el plan OLA y el plan PROTEJA. Ambos planes pretendían hacer frente al 
enorme desempleo generado por el hundimiento del sector de la construcción en el que 
trabajaban muchos jóvenes con poca formación. Este sector, que fue uno de los que tuvo 
más auge en Andalucía en los años del auge inmobiliario, también fue uno de los que 
creó más desempleo en las primeras fases de la crisis. Este plan tuvo una finalidad y una 
ejecución muy parecida al plan de fomento de la inversión local, el llamado plan E,  e 
intentaba hacer frente a este derrumbe del sector de la construcción mediante el fomento 
de obra pública financiada por la Junta (en la creencia errónea de que si se conseguía 
mantener la actividad económica en el sector de la construcción, al menos parcialmente, 
se conseguiría pasar el bache que la crisis suponía para este sector). Lo prolongado de la 
crisis hizo inútil cualquier intento artificial de las Administraciones por mantener el 
sector de la construcción. El plan OLA fomenta la realización de obras en centros 
educativos que tenían que ser realizadas por desempleados; este presupuesto estaba a 
cargo de la Consejería de Educación y gestionado por los Servicios Públicos de Empleo 
Autonómico, que era quienes canalizaban las ofertas de empleo para estas pequeñas 
obras. En cuanto al plan PROTEJA, son unos fondos gestionados por las Diputaciones 
provinciales que fomentaban la obra pública en pequeños municipios con similares 
criterios al plan OLA. Nunca se han evaluado770 estos planes que, en términos 
generales, eran un parche temporal para ganar tiempo, en la esperanza de que la crisis 
económica no tuviera la duración y la crudeza que luego ha tenido. 
 
5. El autoempleo juvenil.  
                                                 
770 En el VII Acuerdo de Concertación social de Andalucía se acordó evaluar la eficacia y continuidad del 
Programa de Transición al del Empleo de la Junta de Andalucía (PROTEJA), del Plan de Medidas 
Extraordinarias para la mejora de la empleabilidad de las personas demandante de empleo (MENTA), y 
del Programa de Actuaciones Territoriales Integrales preferentes (ATIPEs) pero sin que haya sido posible 
encontrar ningún documento público que analice estas medidas que sea de dominio público. 
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5.1. El fomento del trabajo por cuenta propia entre los jóvenes. 
 
Un análisis de las políticas de fomento del empleo juvenil no podría estar 
completo sin hacer una mención al fomento del autoempleo juvenil. En términos 
generales, las políticas de empleo han estado siempre orientadas a conseguir que los 
jóvenes obtuvieran un empleo por cuenta ajena. Las políticas activas de empleo -fueran 
bonificaciones, acciones formativas u otras acciones de orientación- no estaban 
dirigidas a la creación de empresas por jóvenes; y, de hecho, cuando estos demandaban 
apoyo de las Administraciones para conseguir insertarse en el mercado laboral, siempre 
la solicitaban para conseguir empleo por cuenta ajena. El hecho de que los jóvenes 
carecieran de experiencia laboral, parecería que hacía prácticamente imposible que los 
mismos se plantearan la creación de una empresa. Durante los largos años de 
crecimiento económico, en que disminuyó mucho la tasa de paro juvenil, la opción de 
crear una empresa como vía de inserción laboral entre los jóvenes,771 aún decayó más, 
ya que tenían relativamente sencillo la obtención de un contrato por cuenta ajena- que 
siempre había sido vista por los jóvenes como la opción principal para organizar sus 
vidas laborales-. Con la llegada de la crisis772- y sobre todo con el mantenimiento en el 
tiempo de altas tasas de paro juvenil y la impresión que los jóvenes comienzan a tener 
de que el deterioro de las condiciones laborales de los jóvenes y de los trabajadores en 
general, se va a mantener en el tiempo, incluso cuando la economía comience a mejorar- 
hace que la opción del autoempleo773 sea cada vez más considerada por un mayor 
número de jóvenes como vía de inserción laboral; y por lo tanto, cada vez se demanda 
por éstos más ayuda a las Administraciones774 para la creación de empresas. Por otra 
parte, desde las mismas se ve también el autoempleo, tanto como una vía para disminuir 
el desempleo juvenil, como una forma de activar la economía española; y por lo tanto, 
es promocionada y se considera prioritaria para la salida de España de la crisis 
económica. 
 
                                                 
771 Según un estudio de la Fundación José Manuel Entrecanales el 70% de los titulados españoles quiere 
trabajar en grandes empresas por el contrario ese porcentaje quiere desarrollar un negocio en EEUU 
772 El setenta por ciento de los emprendedores que quieren montar un negocio en Málaga, provienen del 
desempleo según datos de la Asociación de Jóvenes Empresarios de Málaga. 
773 Según estimaciones de la Asociación de trabajadores Autónomos en 2012 se dieron de alta 590000 
personas en ese régimen de cotización de los que el 30% eran jóvenes menores de 30 años. 
774 El fomento del autoempleo viene recogido en la Estrategia de empleo 
http://www.boe.es/boe/dias/2011/11/19/pdfs/BOE-A-2011-18146.pdf . Pág. 50. 
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5.2. La visión de los jóvenes del emprendimiento en España. Las dificultades 
de los jóvenes para emprender. 
 
En España tradicionalmente la figura del empresario no ha estado bien 
considerada, al menos durante los últimos años. Serían muy largas y muy discutibles las 
razones por las que  esto ha sido así; probablemente razones políticas y sociales han 
creado esta visión negativa y no han favorecido el espíritu emprendedor en España. Esta 
visión del emprendimiento775; además, ha variado con el paso del tiempo, habiendo 
mejorado la misma, según la figura del empresario ha sido cada vez menos identificada 
con el gran capitalista de los años de la industrialización y se ha ido identificando más 
con el dueño de una pequeña y mediana empresa que crea la misma como vía de 
autoempleo y que, si tiene éxito, puede crear varios puestos de trabajo. Además, con el 
paso del tiempo, cada vez ha sido más patente para la sociedad que, para que existan 
empleos tiene que haber empresarios776. No obstante esta mejora en la consideración 
social777 de la figura del empresario entre los jóvenes y el resto de la sociedad, la 
valoración que se ha tenido del mismo no ha sido igual en zonas urbanas -donde la 
rehabilitación de la figura gracias a la imagen de las pequeñas y medianas empresas, ha 
favorecido mucho la misma- que la imagen que del empresario se tiene en las zonas 
rurales, más vinculada a consideraciones peyorativas, quizás por el hecho de que en el 
entorno rural las empresas que se creen estén muchas vinculadas al sector agrícola, 
donde la posesión de la tierra, separa mucho socialmente al empresario del trabajador 
(aunque probablemente existan otro tipo de razones más sociológicas en las que no se 
va a entrar)778. Además, en verdad, esta visión también está cambiando en los entornos 
rurales y está mejorando de la misma manera que lo hizo en los urbanos. 
                                                 
775 En la actualidad, está muy de moda el concepto de emprendedor y no se habla de empresario, las 
figuras no son distinguibles en la práctica a nuestro parecer y no es más que un intento de dar una mejor 
imagen de la figura del empresario cambiándole de nombre. No obstante algunos autores ven diferencias, 
en este sentido Fernández Esquinas, M; Ruiz Ruiz, J. “Los jóvenes y la creación de empresas: actitudes y 
comportamientos emprendedores en la juventud andaluza”: Instituto de Estudios Sociales Avanzados de 
Andalucía, Consejo Superior de Investigaciones Científicas, 2006.Pág. 29 
776 La ley de emprendimiento es el máximo exponente de este nuevo enfoque del Derecho del Empleo que 
pone quizás demasiado énfasis en el autoempleo como vía para la creación de empleo. En este sentido se 
manifiesta 20Mª Rosa Vallecillo Gámez y Cristóbal Molina Navarrete;“La Nueva Ley de Fomento del 
Autoempleo: en Busca de EL Dorado”. CEF. Revista de Trabajo y Seguridad Social nº 367/2013; p.64. 
777 Un estudio sociológico de la figura del empresario en distintos ámbitos rurales, urbanos etc. Fernández 
Esquinas, M; Ruiz Ruiz, J. “Los jóvenes y la creación de empresas: actitudes y comportamientos 
emprendedores en la juventud andaluza”: Pág. 30-98. 
778 El informe 2011 del Observatorio Mundial sobre Actividad Emprendedora del Global 
Entrepreneurship Monitor (Informe GEM) manifiesta un menor espíritu emprendedor en España que en 
los países de nuestro entorno. 
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Si se analizan las dificultades779 que los jóvenes tienen para crear una empresa, se 
encuentran con que la mayoría son las mismas que tiene cualquier persona que se decida 
por el reto de crear una empresa, aumentadas en términos generales, ya que un joven 
está en condiciones peores que una persona adulta para crear una empresa en los 
aspectos que a continuación se comentarán. 
 
Uno de los principales problemas780 a que se enfrenta el joven a la hora de crear 
una empresa, es la dificultad para acceder a la financiación para el capital inicial para la 
creación de la misma. En el momento en que se crea la empresa y hasta que la misma es 
rentable, con suerte, se generan una serie de gastos de puesta en funcionamiento y 
mantenimiento. Las fuentes de financiación de la empresa son, por una parte; capital 
propio -del que el joven suele carecer puesto que no ha desempeñado puesto de trabajo 
que le hayan permitido ahorrar una mínima cantidad para crear y mantener el negocio 
durante un tiempo,- y por otra parte, se puede recurrir a financiación ajena. La banca, 
para conceder créditos, tiene en cuenta más que la viabilidad del proyecto empresarial 
que quiere emprender el solicitante del crédito, las garantías de pago que el mismo 
pueda aportar, por la posesión de bienes propios o avales personales o garantías reales 
que el mismo pueda aportar. Como el joven, lo más normal, es que carezca de bienes 
propios, tiene que recurrir para recibir un préstamo bancario a garantías reales o a que se 
lo presten como avalistas del préstamo, familiares o amigos; lo cual limita -obviamente- 
las posibilidades de que el proyecto empresarial comience a andar. Ante la dificultad 
que tienen los jóvenes para conseguir financiación (en el fondo las mismas que 
cualquier persona sólo que en mayor grado) lo normal es que el modo a través del cual, 
consiguen dinero para sus proyectos, sea a través de préstamos de familiares o amigos 
que confían en las capacidades del joven y de su proyecto.781 Por otra parte, debido 
                                                 
779 En este estudio se puede ver un análisis por edades y estudios de  los empresarios jóvenes en España. 
Fernández Esquinas, M; Ruiz Ruiz, J. “Los jóvenes y la creación de empresas: actitudes y 
comportamientos emprendedores en la juventud andaluza”Pág. 98-101. 
780 En este estudio“Los jóvenes y la creación de empresas: actitudes y comportamientos emprendedores 
en la juventud andaluza”, también se citan las ventajas que los jóvenes le ven a la creación de su propia 
empresa, como la libertad, el potencial de crecimiento, el desarrollo de una actividad acorde con los 
estudios, el prestigio social si la empresa tiene éxito y como una alternativa a la situación económica. 
781 La nueva Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los Emprendedores  y su internacionalización 
de otorga beneficios fiscales (Art. 25-27) a los llamados busines angels como amigos o familiares que 
aportan capital a nuevos proyectos empresariales. Estos inversores tendrán una deducción de hasta 4000 
euros en la cuota estatal del impuesto de la renta y exenciones por reinversión de beneficios en otros 
proyectos empresariales. 
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también a esta falta de financiación, que entre otras cosas, dificulta la contratación de 
personal a corto plazo, es muy frecuente que los proyectos empresariales sean 
coparticipados por varios jóvenes que se asocian, creando una sociedad limitada u otra 
sociedad mercantil, como sociedades anónimas laborales o incluso en algunos casos, 
meras comunidades de bienes, de modo que aportan su trabajo personal y sus medios 
económicos a la empresa común.  
 
Otra de las dificultades que tienen los jóvenes para emprender, es la falta de 
formación específica en materia de emprendimiento y la propia carencia de experiencia 
profesional. El hecho de que no hayan tenido una incorporación al mercado laboral o 
que la misma haya sido con trabajos por espacios de tiempo cortos  -no siempre 
relacionados con sus estudios- dificulta el proyecto de emprendimiento, ya que 
desconocen el funcionamiento de una  empresa desde un punto de vista práctico y 
carecen de los conocimientos técnicos y contactos profesionales que pudieran ayudar en 
los inicios de su proyecto empresarial782.  
 
Muchas de estas dificultades están también presentes en el desarrollo de proyectos 
profesionales impulsados por personas adultas, pero la experiencia y la edad les permite 
a éstos tener un arsenal de recursos, tanto económicos como habilidades y redes de 
contactos de los que el joven suele carecer. 
 
5.3. Los programas de subvenciones para jóvenes. 
 
Las Administraciones, y la sociedad en general, son muy conscientes de estas 
dificultades de los jóvenes para poder emprender, y por ello, se han habilitado desde la 
misma y desde otras entidades públicas y privadas, programas específicos que ayuden a 
los jóvenes a desarrollar sus proyectos empresariales. Los programas de fomento del 
espíritu emprendedor783 han tenido, como línea de actuación; el diseño de programas de 
formación en conocimientos para la creación de empresas, en los que se suelen incluir 
temas relacionados con los aspectos jurídicos y burocráticos sobre la creación de una 
                                                 
782 La Estrategia de Emprendimiento Joven en el apartado“Saber emprender” apuesta por la  creación de 
oficinas de referencia en los Servicios Públicos de Empleo especializadas en el asesoramiento y 
acompañamiento del nuevo emprendedor. 
783 Dentro del llamado plan Bono joven de fomento del empleo juvenil de la Junta de Andalucía, se 
contemplan seis millones de ayudas a la economía social y 51,7 millones para incentivos a autónomos que 
contraten o transformen en indefinidos  menores de 35 años. 
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empresa como modelo de sociedad, licencias, contratación laboral y mercantil, y otros 
conocimientos referidos al proyecto empresarial en sí, donde se enseña al alumno cómo 
tiene que organizar los medios personales y materiales en su empresa y sobre todo 
cuáles son las políticas que tiene que llevar a cabo, tanto para conseguir clientes y 
ventas; como para controlar gastos y costes. Todo ello con el fin de intentar que su 
negocio sea rentable en el menor tiempo posible para ello; se les enseñan técnicas de 
marketing, control de costes, etc. y con independencia de que para la puesta en 
funcionamiento del negocio será necesario tener otro tipo de habilidades relacionadas 
con el negocio y que serán las que el joven tiene adquiridas ya de alguna manera, bien 
por alguna experiencia profesional, o bien por conocimientos adquiridos en sus estudios 
o por autoaprendizaje, que es una vía que suele estar muy presente en los proyectos 
emprendidos por jóvenes.  
 
Estos programas de formación de habilidades y conocimientos para la creación de 
empresas suelen ser gratuitos y están impulsados por muchas entidades;784 desde cursos 
financiados al amparo de los fondos de los servicios públicos de empleo hasta cursos 
organizados por entidades locales que, a través de sus áreas de fomento de empleo y 
actividad empresarial, suelen organizar este tipo de cursos en el ámbito municipal. Son 
precisamente los Ayuntamientos, las entidades que más han apostado por el fomento de 
la actividad empresarial en sus municipios y han diseñado programas formativos de este 
tipo de fomento del autoempleo juvenil. Además de estas entidades, también han 
apostado mucho por la vía del autoempleo, los centros formativos de ámbito superior, 
tanto universidades, cuya experiencia se comentará más desarrollada en el punto 
siguiente, como  los centros de formación profesional. 
 
La otra forma de actuación de las entidades es la aprobación de líneas de crédito o 
ayudas económicas a la creación de empresas. Aunque las Administraciones públicas 
han anunciado estas subvenciones,785 o créditos blandos, en muchas ocasiones, el 
                                                 
784 Dentro de la Estrategia de Emprendimiento y Empleo joven diseñada por el Gobierno en 2013, unas 
300 empresas se han adherido a la misma, que en su conjunto, han aportado unos 200 millones de euros 
adicionales al prosupuesto de 3500 millones con los que está dotada la para los próximos cuatro años. 
Esta estrategia ha beneficiado a unos 101793 jóvenes según el Ministerio de Empleo de los cuales el 66% 
son medidas de apoyo al emprendimiento y el resto bonificaciones a la contratación. Esta estrategia se 
recoge en el  RD-l 3/2011 en la Ley 11/2013, de 26 de junio, de medidas de apoyo al emprendedor y de 
estímulo del crecimiento y de la creación de empleo 
785 Las deducciones y ayudas fiscales incluidas en la nueva Ley de Emprendedores, tendrán un coste de 
2000 millones de euros entre 2014-15. Una de las novedades de esta ley es el llamado IVA de caja (Art. 
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importe de estos programas ha sido siempre absolutamente insuficiente,786 con lo que 
esta ausencia de fondos, junto a la sequía de financiación que en estos momentos sufren 
todas las empresas, dificulta la creación de empresas787. De hecho, también hay que 
decir que, líneas de créditos específicas para proyectos impulsados por los jóvenes, sólo 
suelen tener las universidades o las antiguas cajas de ahorro, que disponían, algunas de 
ellas, de programas de créditos blandos para empresas de jóvenes; pero por ejemplo, 
tampoco el Instituto de Credito Oficial (ICO) tiene ninguna línea de crédito especial 
para jóvenes emprendedores. Lo que sí encontramos con mayor frecuencia es la 
concesión de subvenciones o premios a proyectos emprendedores por multitud de 
entidades sean fundaciones públicas o privadas, entes públicos, bancos, instituciones 
públicas etc. Estas ayudas suelen ser instrumentadas a través de un concurso de ideas 
que tiene como premio la concesión de una cantidad para la idea ganadora.  
 
En general, como se ve, aunque hay iniciativas de apoyo al autoempleo juvenil, el 
importe de estas ayudas, considerado en términos globales, es escaso. Una importante 
novedad que ha aparecido durante el año 2013 para fomentar el emprendimiento juvenil 
es la llamada “tarifa plana de jóvenes emprendedores788” de la Seguridad Social, que es 
una medida que pretende favorecer la creación de empresas, disminuyendo la cuantía 
del régimen de autónomos, al que tiene que afiliarse el empresario al iniciar una 
actividad económica. La llamada tarifa789 plana de la Seguridad Socia para 
                                                                                                                                               
23) por el que las pymes sólo tendrán que ingresar en Hacienda los pagos de IVA a devolver  de aquellas 
facturas que hayan cobrado y no simplemente de las que hayan emitido y el cliente no podrá deducírsela 
hasta que la pague. 
786 El presupuesto de la Estrategia de Emprendimiento son 3.485 millones de euros, de esa cantidad 1750 
se distribuirán de esta manera, el 40% están destinados a estímulos a la contratación, el 38% a las 
medidas de auto empleo y emprendimiento y el 22% a la formación y a la mejora de la intermediación. 
Para el reto de las medidas, también se ha previsto una cantidad de 1.700 millones de euros de los que el 
50% se destinarán a acciones sobre la formación y la educación. 
787 Hay que recordar la posibilidad de capitalizar el desempleo para el fomento del autoempleo. Estas y 
otras medidas que relacionan la prestación de desempleo y el fomento del autoempleo se puede ver en 
Juan Carlos Álvarez Cortés y Nieves Rico Bueno;“Nuevas Reglas en la Protección por Desempleo para 
Facilitar el Emprendimiento”en: Mª Fernanda Fernández López y Javier Calvo Gallero (Dir.); La 
Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven en la Ley 11/2013: Desempleo, Empleo y Ocupación 
Juvenil. Bomarzo. Albacete. 2013; pp 151. 
788 Artículo 1.1 del Real Decreto Ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y 
estímulo del crecimiento y la creación de empleo. 
789 Durante los primeros nueve meses de 2013 el número de trabajadores autónomos menores de 29 años 
afiliados a la Seguridad Social ha sido de 11397 con un crecimiento del 5,2% según datos de la Unión 
Profesional de Trabajadores Autónomos. 
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emprendedores, reduce a 50 euros790mensuales esta cuantía durante los primeros seis 
meses791  de alta en el sistema, manteniendo el asegurado, por supuesto, el792 mismo 
nivel de prestaciones793. Esta subvención es sólo válida para nuevos autónomos 
menores de 30 años; además esta cuantía es compatible con el cobro del desempleo en 
esos seis meses794. Esta medida, que ha sido acogida muy satisfactoriamente por la 
asociación de empresarios autónomos de España, se está estudiando para ser ampliada a 
todas las edades, puesto que ha sido una tradicional demanda de los autónomos la 
disminución de la carga de la cuota de la Seguridad Social de este régimen de 
autónomos en el inicio de la actividad económica795. 
 
Además de los programas de impulso de creación de empresas específicamente 
diseñadas para al fomento del empleo juvenil, los jóvenes, al buscar financiación u otro 
tipo de ayuda para este fin, pueden acogerse a las líneas de crédito, subvenciones, así 
como programas formativos, que las Administraciones y cualquier otro tipo de entidad, 
                                                 
790 Además de esta tarifa plana para la creación de empleo juvenil también se pueden beneficiar los 
autónomos de la tarifa plana de contratación indefinida por 100 euros al mes de pago de contingencias 
comunes en los términos que han sido descritos anteriormente de mantenimiento de empleo 
791 Los primeros 6 meses: 80% de reducción de la cuota. Con las bases (858,60) y tipos(29,80%) de 2013 
suponen una reducción mensual de 204,69 euros, por lo que tendría que abonar 51,16 euros mensuales 
durante estos primeros 6 meses por ellos el popular nombre de  “Tarifa plana de 50 euros”.  Los meses 7 
al 12: 50% de reducción, lo que supone una reducción mensual de 127,93 euros. ;meses 13 al 15: 30% de 
reducción, lo que supone una reducción mensual de 76,75 euros; meses 16 al 30: 30% de bonificación 
adicional. Durante los 15 meses siguientes, se bonificaría 76,75 euros, con lo que la cuota se mantendría 
en 179,10 euros mensuales. Los autónomos mayores de 30 años pueden acogerse a las bonificaciones de 
La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización, en su 
artículo 29 añade una nueva disposición adicional, Reducciones a la Seguridad Social aplicables a los 
trabajadores por cuenta propia posibilita que los autónomos que tengan 30 o más años de edad y que 
causen alta inicial en el RETA, puedan beneficiarse igualmente de reducciones en la cuota de cotización a 
la Seguridad Social. 
792 No obstante, la Asociación de Profesionales Autónomos ha declarado la mayoría de ellos, no pueden 
garantizar durante tres años el mantenimiento de ese puesto de trabajo y la norma de esta subvención, 
determina que si el despido de produce el primer año, la empresa deberá reintegrar el 100% de la 
subvención, el 50% el segundo año, y el 33% el tercero. 
793 Otros medidas de apoyo a la contratación que aparecen en esa Estrategia de emprendimiento son: 
Incentivo a la contratación a tiempo a tiempo parcial con vinculación formativa,  la eliminación de la 
cotización a la Seguridad Social por la contratación indefinida de jóvenes a través de microempresas y 
Autónomos, el contrato “Primer Empleo” joven,  Incentivos al contrato en prácticas para el primer 
empleo. 
794 La posibilidad de capitalizar la prestación de desempleo en el caso de que se  quiera constituir una 
sociedad anónima laboral, cooperativa o establecerse como empresario del régimen de autónomos, se 
amplía hasta el 100% de la prestación para menores de 30 años contemplaba ya el Real Decreto 
1044/1985, de 19 de junio; actualmente se regula en la disp. transitoria 4ª de la Ley 45/2002, de 12 de 
diciembre. 
795 La Estrategia de Emprendimiento Joven permite la compatibilización de la prestación por desempleo 
con el inicio de una actividad por cuenta propia. Estrategia de Emprendimiento y de Empleo Joven 
2013/2016. Pág. 14 y ss 
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promocionan.796 Son multitud los programas aprobados con este fin por las 
Administraciones, bien destinados a la subvención del proyecto en su conjunto, o bien a 
algún aspecto particular, como la adquisición de equipos informáticos, mobiliario de 
oficina, vehículos, etc. Además, como ya se ha destacado, están también los préstamos 
del ICO, gestionados por la banca privada, como vía para acceder a la financiación en 
condiciones mejores.  
 
Los emprendedores plantean dos tipos de problemas a estas ayudas: por una parte 
que son escasas en el importe y, por otra, el retraso con el que suelen recibirse hace que 
en algunos casos se cobren en un momento en el que la empresa, o ya ha conseguido 
continuar en el mercado sin la misma o ya ha desaparecido; con lo que se pierde parte 
de la eficacia de la medida que está pensada para apoyar a la empresa en su nacimiento, 
no cuando ya no lo necesita; ni mucho menos que la empresa fracase porque una ayuda 
concedida y aprobada por la Administración competente, se tardó demasiado en pagar.  
 
Otra queja que los empresarios plantean respecto a estas ayudas o subvenciones es 
la enorme dificultad burocrática que generan en su tramitación, tanto por la gran 
cantidad de documentos, certificados etc.,  -que se requiere adjuntar para las solicitudes 
de las mismas-, como el hecho de que, para la tramitación de toda esta documentación, 
en la mayoría de los casos, haya que lidiar con distintas Administraciones, con la 
pérdida de tiempo y dinero que el emprendedor podría estar dedicando a los cruciales 
momentos del inicio de una empresa. Los programas de la llamada ventanilla única, 
impulsada por muchas Administraciones, suponen un inicio en la simplificación 
administrativa en la gestión de la relación de la iniciativa empresarial con las mismas, y 
es deseable que estos programas -junto con el impulso de la administración electrónica- 
faciliten la gestión de estas ayudas y subvenciones a la creación de empresas. 
 
                                                 
796 Dentro de la Unión Europea los jóvenes han contado con el instrumento de microfinanciación 
“Progress” incluido en el Programa Europeo de Empleo e Innovación Social para el período 2014-2020 y 
otras posibilidades de financiación se encuentran en organismos como el Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional (FEDER), el Fondo Social Europeo (FSE); Fondo de Cohesión, el Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural (Feader) y el Fondo Europeo Marítimo y de Pesca (FEMP); no obstante, estos 
programas no financian directamente proyectos sino que presupuestan cantidades que se entregan a los 
Estados con estos fines. 
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Para finalizar este punto del emprendimiento juvenil797 y para poder evaluar el 
grado de eficacia de este tipo de medidas, hay que destacar que la gran dispersión de las 
medidas de apoyo al emprendimiento hacen que resulte imposible, hacer de manera 
conjunta, un seguimiento del grado de supervivencia de las empresas apoyadas o 
subvencionadas de alguna manera por programas de ayuda a la creación de empresas798. 
Sería deseable que las distintas Administraciones o entidades que aprueban este tipo de 
medidas, hicieran seguimientos de los proyectos por ellas financiados, con el fin de 
conocer los problemas o errores que se hayan podido cometer, con el fin de establecer 
mejoras y, sobre todo, para poder facilitar tanto la investigación en el tema como poder 
justificar ante los contribuyentes, o antes los patronos o gestores de estas fundaciones o 
entidades, la eficacia de dichas medidas. 
 
5.4. El papel de las universidades y centros de formación en la creación de 
empresas. Las júnior empresas. El fomento del espíritu emprendedor. 
 
Las universidades y los institutos de formación profesional, constituyen los 
últimos centros de formación donde se forman los jóvenes antes de comenzar a 
insertarse en el mercado laboral Por lo tanto, su papel en el fomento del espíritu 
emprendedor es esencial,  al igual que lo es en el fomento de la contratación de jóvenes 
recién titulados. Estos centros educativos, sin duda alguna, no podían mantenerse al 
margen del impulso de planes para la promoción de este espíritu emprendedor entre los 
jóvenes799 y, de la misma manera, en el diseño de sus planes de estudios o en la oferta 
de formación complementaria que imparten, no podían faltar asignaturas o seminarios 
que formaran al alumno en conocimientos y habilidades necesarias para la creación de 
empresas. En la reforma de los planes de estudio son muchas los grados que han 
incluido asignaturas referidas a la creación de empresas, tanto en universidades como en 
grados de formación profesional y son muchas también las actividades que se organizan 
                                                 
797 En los cinco meses de desarrollo de la Estrategia de Emprendimiento y Empleo Joven, casi 70.000 
jóvenes menores de 30 años se han beneficiado de alguna de las medidas ya implementadas. 
Además, casi 50.000 jóvenes autónomos se han beneficiado de la reducción del 80% en el régimen 
especial de la Seguridad Social (Tarifa Plana) y más de 20.000 han encontrado un empleo por cuenta 
ajena a través de alguno de los nuevos incentivos a la contratación establecidos. Informe de Impacto de la 
Reforma Laboral. Pág. 25. y 59-62 Op. Cit.  
798 La Asociación de Trabajadores Autónomos ha hecho un estudio sobre el grado de impacto de las 
medidas a favor de los autónomos que puede consultarse en www.ata.es/noticia.php?id=547. 
799 En el Informe “Datos y cifras del Ministerio de Educación” ya citado, la tasa de Autónomos entre la 
población universitaria es el 8%. 
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que pretenden mentalizar a los alumnos que la creación de una empresa, puede ser una 
opción a considerar en el inestable mercado laboral actual. Nuevamente, la crisis 
económica y la dificultad que tienen los jóvenes para encontrar empleo al acabar sus 
estudios, es lo que impulsa a los centros educativos a este fomento del espíritu 
emprendedor, que estaba mucho menos presente en épocas de crecimiento económico 
en las que el joven encontraba empleo al acabar sus estudios con facilidad.  
 
Además de estas acciones formativas, la mayoría de los centros universitarios e 
incluso particularmente algunas facultades más vinculadas al mundo empresarial, tienen 
departamentos propios de ayuda a la creación de empresas, donde se da asesoramiento 
técnico para la creación de empresas y que se les oriente en vías a través de las cuales 
pueden conseguir fondos para la creación de estos proyectos800. Además, todos los 
centros formativos tienen programas de ayudas para la creación de empresas801 
mediante la convocatoria de concursos de ideas que reciben un premio a la mejor idea y, 
además, cada vez es más frecuente que a través de estos centros, se intente poner en 
contacto a alumnos que puedan tener ideas para el fomento de empresas con “business 
angels” u otros financiadores de proyectos. Por otra parte desde la propia Universidad, 
preferentemente, se facilita la creación de “júnior” empresas,802 que son empresas que 
carecen de ánimo de lucro, ya que el beneficio que obtienen se lo queda la Universidad, 
pero que es también la que aporta los medios materiales para la puesta en 
funcionamiento de dicha empresa. Estas “júnior” empresas, suelen estar limitadas a 
actividades económicas de consultoría asesoría, y otras que, como instalación, 
requieren, una oficina dotada de teléfono, equipos informáticos, etc.,  que son medios 
materiales muy habituales en una Universidad, que los cede gratuitamente, además del 
espacio físico para la propia oficina. El objetivo de estas júnior empresas es que los 
jóvenes obtengan experiencia profesional y hagan contactos en el mundo profesional en 
el que tengan intención de desarrollar su carrera profesional, contactos que les serán 
valiosísimos para su pronta y exitosa inserción en el mercado laboral. 
                                                 
800 La Junta de Andalucía financiará a emprendedores de las universidades andaluzas con hasta 
500000.euros dentro del Fondo para el Fomento de la Cultura Emprendedora dotado de 22,3 millones de 
euros. 
801 La Ley de Emprendedores habilita al gobierno para la regulación de estas empresas universitarias que 
tradicionalmente han tenido mucha presencia especialmente en facultades del ámbito económico. 
(Disposición adicional 9ª) 
802 Otra figura para fomentar las habilidades empresariales de los alumnos, son las “start ups” que son 
compañías directamente relacionadas con el emprendimiento que posibilitan conocer el procedimiento de 
creación de una empresa, por poner en contacto a jóvenes empresas con estudiantes. 
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El fomento del espíritu emprendedor, cada vez está siendo considerado uno de los 
aspectos más decisivos para salir de la crisis y generar empleo en España803. La 
formación de este objetivo que, como se ha visto, está ya muy presente en centros de 
educación superior, se quiere que sea introducida en niveles educativos inferiores con el 
fin de que desde jóvenes los alumnos convivan con la idea de crear una empresa desde 
jóvenes. Así, desde las organizaciones patronales, se apuesta por crear algún tipo de 
asignatura o seminario en los centros de educación de enseñanza obligatoria, que 
explique a los jóvenes cómo funciona una empresa y cómo se crea de una manera 
entendible y accesible para los mismos. Así,  por ejemplo, de la misma manera que 
también se apuesta por ofrecer una formación financiera esencial a los jóvenes en los 
institutos y colegios que les permita desenvolverse en la vida laboral, esta formación 
complementaria en creación de empresas804, también sería una de las novedades que  
algunas voces destacadas, apuestan por introducir en los estudios obligatorios805.  
 
 El análisis de la eficacia de las medidas de fomento del autoempleo juvenil, 
permite la utilización de los mismos indicadores cuantitativos y cualitativos que se han 
desarrollado para las políticas del fomento del empleo por cuenta ajena. La única 
alteración que debe hacerse en el caso de la aplicación de los criterios cuantitativos, es 
que en este caso el objetivo final no va a ser el número de empleos creados, sino que el 
mismo va a ser el número de empresas creadas al amparo de dichas subvenciones, 
siendo necesario también analizar el grado de supervivencia en el tiempo de esas 
empresas, ya que el objetivo de las ayudas a la creación de empresas, pretende que las 
mismas permanezcan en el tiempo, de modo que al crecer generen más empleo. 
 
                                                 
803 La Unión Europea también ha apostado por el emprendimiento como vía de creación de empleo joven 
y aunque de manera tímida, también ha diseñado algún programa de financiación para micropymes, así se 
puede destacar el instrumento de microfinanciación Progress incluido en el Programa Europeo de Empleo 
e Innovación Social para el período 2014-2020. Además de otras posibilidades que aparecen en otros 
fondos como el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), el Fondo Social Europeo (FSE); Fondo 
de Cohesión, el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (Feader) y el Fondo Europeo Marítimo y de 
Pesca (FEMP). 
804 El Título I de la Ley de Emprendedores. “Apoyo a la iniciativa emprendedora”, concretamente en su 
capítulo I. “Educación en emprendimiento”  de la Ley de emprendedores, ha encomendado a las 
Administraciones educativas la revisión y adecuación de los currículos de las enseñanzas regladas a estos 
nuevos fines 
805 En este sentido , puede mencionarse la “miniempresa” o “empresa de estudiantes” a la que alude, 
como herramienta pedagógica, la Disposición Adicional novena de la Ley 14/2013. 
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 Además de los indicadores de tipo cuantitativo relacionados con el número de 
empresas creadas, se pueden aplicar los criterios cualitativos a la evaluación de los 
programas de ayuda para la creación de empresas. Si nos referimos, por ejemplo, al 
criterio de claridad, este indicador debe entenderse en el sentido de que los requisitos y 
documentación que deben  presentar los solicitantes de subvenciones, sean sencillos de 
entender y a poder ser que se reduzcan a lo mínimo posible tanto la documentación a 
aportar como el tiempo en que la Administración concede las ayudas a las empresas. En 
cuanto al criterio de utilidad del programa de ayuda a la creación de empresas, el  
mismo se refiere a que la norma subvencione algún tipo de inversión o gasto que la 
empresa realmente necesite y que por su coste con relación al beneficio que puede 
obtenerse de esa inversión, sea interesente promover, ya que el dinero público tampoco 
debe subvencionar inversiones muy caras o de dudosa rentabilidad; es por ello, que al 
diseñar la norma de concesión de subvenciones, deben considerarse criterios de 
rentabilidad, entendidos en sentido amplio, pero que se limite subvencionar proyectos 
dudosos. En cuanto al criterio de facilidad de implantación, la Administración, al 
impulsar normas de este tipo, debe determinar si la gestión de las ayudas a la creación 
de empresas o a la inversión va a suponer un coste administrativo elevado con relación  
al importe de las subvenciones y debe analizar si los sistemas de gestión administrativos 
que va a tener que implantar para el desarrollo de estas subvenciones van a ser sencillos 
















 Sin duda  la necesidad de diseñar e impulsar desde las Administraciones un 
modelo de evaluación de la eficacia de las medidas de fomento del empleo, constituye  
la idea o eje principal sobre el que ha pivotado esta tesis. 
 
 La necesidad de evaluación de las políticas de fomento de empleo, y muy 
especialmente las referidas al colectivo juvenil, ha estado siempre presente en nuestro 
Sistema Nacional de Empleo, pero ha sido desde el espectacular repunte del desempleo 
con esta crisis, ya iniciada en 2008, cuando la misma se vuelve imprescindible, tanto 
por la gravedad que alcanzan las cifras de desempleo como por el hecho de que las 
restricciones presupuestarias ahondan aún más en la necesidad de la mayor eficacia en 
la gestión de los recursos públicos. 
 
 La evaluación de las políticas públicas debería haber sido un elemento 
consustancial a la implantación de las mismas, dentro del más que lógico control del 
logro de los fines pretendidos con las mismas. No obstante, diversas han sido las 
razones políticas que han llevado al desinterés por implantar estas medidas de 
evaluación y en las que, probablemente, la evolución dispar del desempleo desde los 
inicios de los años ochenta -fecha en la que el desempleo comienza a ser un fenómeno 
económico estructural y no una mera consecuencia de la crisis económica- ha sido un 
elemento decisivo. 
 
 Si hay un sector de la población donde los efectos del desempleo han sido 
especialmente duraderos, tanto en periodos de crisis como de auge económico, es el 
juvenil. El desempleo juvenil, que no existía en los años 60 y 70 en España, como se ha 
visto, comenzó, tanto a ser crónico, como a tener unas tasas mucho más elevadas que las 
del entorno europeo.  
 
 La lucha contra el desempleo juvenil ha sido uno de los aspectos del desempleo 
en que  las Administraciones han diseñado y llevado a la práctica un mayor número de 
medidas de fomento del empleo; y tanto las políticas educativas, a través de sus 
múltiples reformas, como las diversas reformas de modalidades de contratación, 
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medidas de apoyo a la contratación, etc.,  han tenido en el colectivo juvenil, uno de sus 
focos esenciales. 
 
 Es por ello que si había un núcleo de programas de empleo que deberían haber 
sido diana de las políticas de evaluación es el de fomento del empleo juvenil, y por eso, 
nos pareció que si diseñábamos un sistema de indicadores de evaluación de la eficacia 
de las políticas de fomento del empleo, tendría especial interés que aplicáramos los 
mismos a las diferentes medidas de fomento del empleo juvenil impulsadas por la 
Administración. 
 
 El desarrollo de un sistema estructurado de evaluación de las medidas de 
fomento del empleo no ha sido una prioridad de las Administraciones, salvo un mero 
seguimiento de la evolución de las tasas de desempleo. Las únicas reformas que, en 
aspectos referidos al seguimiento y control de la eficacia de las políticas de fomento del 
empleo, han sido introducidas en nuestro sistema de empleo, son aquéllas que han 
venido obligadas desde la Unión Europea, debidas a las exigencias de formulación de 
Estrategias nacionales de empleo, que debían incluir una serie de indicadores 
económicos referidos al mercado laboral.  
 
 Estos indicadores de control del mercado laboral no pueden considerarse una 
auténtica evaluación de las medidas de fomento del empleo por ser muy amplios y sobre 
todo, por no discriminar la eficacia de las diferentes medidas de fomento del empleo, 
sino que sólo nos pueden servir como evaluación conjunta de toda la política de 
fomento del empleo, y a lo sumo, de una evaluación de todas las medidas de fomento 
del empleo, aplicables  en su conjunto, a un sector de la población.  
 
Además, las consecuencias que el incumplimiento de estos indicadores ha tenido 
para los países, ha sido muy diferente de los efectos a los que el país se expone, en el 
caso de indicadores de tipo financiero o macroeconómico, donde la UE ha impuesto 
sanciones, calendarios de cumplimiento y medidas de control estrictos; por el contrario, 
en los indicadores de empleo, su incumplimiento no ha dado lugar más que a 
recomendaciones de reformas o mejoras, pero sin que los objetivos que los propios 
países se obligan a cumplir en los Planes Nacionales de Reforma a través de las 
Estrategias de empleo, en cumplimiento de unas directrices aprobadas por el Consejo de 
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Ministros de la UE, tengan un carácter más que programático, no sancionable por la 
Unión Europea. 
 
 Ante la falta de un modelo completo de evaluación de políticas de fomento de 
empleo, se han citado algunos intentos de evaluación de carácter parcial de algunas 
medidas, pero se ha querido, como objetivo de esta tesis, diseñar una serie de 
indicadores para la evaluación de políticas de empleo, específicos para cada tipo de 
política. 
 
 Los ejes del diseño del modelo de evaluación, que hemos propuesto y después 
aplicado al fomento del empleo juvenil, han sido los siguientes: 
 
1ª     La evaluación de las medidas de fomento del empleo no puede estar basada 
en el mero control de las tasas de empleo, ni de las generales para todo el país, ni 
de las específicas para cada colectivo; puesto que las mismas nos dan una visión 
global, en la que interfieren, no sólo las bondades de las políticas de fomento de 
empleo, sino todo el contexto económico que incide -obviamente- en la creación 
de empleo. 
 
2ª    La evaluación de las políticas de fomento de empleo deber realizarse una 
por una, estableciendo indicadores específicos para cada tipo de política de 
fomento del empleo. Las mismas deben ser evaluadas en el tiempo, con el fin de 
poder comparar la evolución de todos los indicadores, tanto en momentos de 
crecimiento como de crisis económica. 
 
3ª   El diseño de los indicadores aplicables a cada política de fomento de empleo, 
debe incluir toda una serie de indicadores cuantitativos y cualitativos, obtenidos 
con técnicas estadísticas como muestreos y entrevistas aplicables al colectivo 
que se ve afectado por cada tipo de medida, y ni deben estar sólo basados en 
indicadores presupuestarios de gestión de los presupuestos públicos dedicados a 
cada política, ni en la aplicación exclusiva de modelos econométricos. Nosotros 
hemos definido una serie de indicadores para cada tipo de política de empleo y 
los hemos aplicado a los distintos programas y medidas de fomento del empleo 
juvenil que se han aprobado. Indicadores dirigidos a evaluar la eficacia de cada 
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política de empleo, incluso antes de su entrada en vigor para evitar, en la medida 
de lo posible, políticas ineficientes.  
 
4ª    El diseño de estos indicadores debe ser consensuado con las fuerzas 
políticas e interlocutores sociales, con el fin de que la política de evaluación se 
institucionalice y sean aplicados por todos los Gobiernos; y que los datos que de 
la evaluación de las diferentes políticas impulsadas por las  Administraciones, se 
admitan como válidos y no se discutan desde un punto de vista político. Con ello 
se pretende que, con independencia de las diferentes soluciones que aporte cada 
Gobierno en función de los diversos criterios económicos que cada ideología 
puede aportar para la lucha contra el desempleo juvenil, no existan 
interpretaciones de los datos que esa evaluación aporta.  
 
5ª    En cuanto a las conclusiones concretas que se han obtenido, tanto de la 
aplicación de los criterios de evaluación que personalmente hemos diseñado, 
como del diseño general de medidas que se han desarrollado por los diferentes 
Gobiernos en la lucha contra el desempleo juvenil, se puede decir lo siguiente: 
 
1º  Las distintas Administraciones han diseñado programas de creación de 
empleo juvenil que han pivotado sobre los siguiente ejes: primero, una 
apuesta por un amplio programa de bonificaciones a la contratación de 
jóvenes desempleados, consistentes en disminuciones de la carga de 
seguros sociales durante un periodo inicial de la contratación; segundo, 
se ha optado por el diseño de modelos de contratos específicos para 
jóvenes que han apostado por la flexibilización en las condiciones de 
despido del joven y de duración del contrato; tercero, la formación como 
eje esencial para lograr el aumento de tasas de empleo juvenil ha estado 
presente, tanto en el diseño de los programas mixto de formación y 
empleo como en las acciones formativas para desempleados y 
trabajadores en activo. 
 
2ª  Las distintas medidas de fomento de empleo, aprobadas ya desde los años 
ochenta, no han sido evaluadas y adolecen, en general, de cierto carácter 
repetitivo a lo largo del tiempo; y por otra parte, se produce cierta 
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yuxtaposición entre las medidas de fomento impulsadas por las distintas 
Administraciones con competencias en la materia (que en la práctica, han 
resultado ser todas), y de las que, al no haber sido evaluadas, no hay 
manera de determinar su efectividad. 
 
3ª  La estructura administrativa de fomento del empleo juvenil que han 
diseñado las distintas Administraciones en cumplimiento de sus 
competencias, tampoco ha sido evaluada, en el sentido de determinar el 
grado en que la misma apoya el proceso de creación de empleo o el  de 
contratación. Las duplicidades que, en general, se achacan a nuestro 
modelo territorial, tal y como se ha reconocido por el Gobierno en su 
apuesta por una simplificación del modelo, están presentes en la 
Administración de la competencia del empleo. 
 
4ª  Aunque no hemos procedido a evaluar el sistema educativo como política 
activa de empleo, en tanto que el mismo tiene más objetivos que lograr la 
inserción laboral de sus alumnos, es necesario diseñar unos planes de 
estudio que ponderen bien los contenidos prácticos y los teóricos, con 
mecanismos más ágiles de adaptación de los mismos a las necesidades de 
la situación económica; pero sobre todo, es imprescindible que las 
empresas participen de manera activa, tanto en el diseño de dichos planes 
de estudio, como que estén presentes en  los centros formativos de su 
entorno, de modo que se conviertan en centros de reclutamiento para 
puestos de trabajo de jóvenes. 
 
5ª La formación para desempleados y para trabajadores activos, debe: 
primero de todo, gestionarse con criterios de transparencia eliminando 
cualquier sombra de sospecha del destino de los fondos que 
subvencionan estas acciones de formación; en segundo lugar, las 
acciones de formación deben ser de calidad y deben diseñarse en función 
de las reales necesidades que tienen las empresas para evitar el 
despilfarro de recursos públicos. Además, debe ser evaluada 
introduciendo criterios que determinen la auténtica utilidad que la 
formación impartida tiene para ayudar a que el desempleado encuentre 
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empleo, o a que el trabajador activo, realmente, incorpore los 
conocimientos que adquiera en los cursos de formación a su trabajo. 
 
6ª   En cuanto a la eficacia de los contratos bonificados para el fomento de la 
contratación juvenil. Hay que destacar ante todo, que no está demostrado 
que la bonificación a la contratación, incentive la creación de empleo; 
porque los elementos económicos y organizativos de la empresa tienen 
un peso en la decisión de contratar muy superior a la que la bonificación 
a la contratación supone. 
 
7ª El menor coste de indemnización de despido y la mayor flexibilidad 
organizativa que otorga la contratación temporal, inciden en que las 
empresas utilicen estas modalidades temporales de contratación, no sólo 
para actividades de carácter temporal, sino también para otras 
estructurales en la organización de la empresa. Además, estas 
características de la contratación temporal provocan que las empresas 
usen contratos temporales como vía de inserción de jóvenes, que son 
puestos a prueba durante la duración de los mismos. Es por ello que la 
fórmula bonificada de la conversión de contratos temporales en 
indefinidos, es una de los medios que más éxito ha tenido en el fomento 
de la contratación indefinida de jóvenes, y por el contrario, la corta 
duración de los periodos de prueba -según los empresarios- hace que los 
mismos no sean una vía válida para probar la valía de los trabajadores. 
 
8ª  Las modalidades de contratación en formación no han tenido éxito en 
España para lograr la inserción de jóvenes. Nuevamente, la formidable 
competencia que las modalidades temporales de contratación suponen 
para estos contratos formativos, hace que los empresarios los descarten 
de manera generalizada por su complejidad organizativa, a pesar de las 
enormes bonificaciones que los mismos tienen. 
 
9ª  Las fórmulas de becas de inserción constituyen una vía de acceso de los 
jóvenes al mercado laboral que son muy valoradas por las empresas y por 
los jóvenes. Esta fórmula, que entra en clara competencia con las 
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modalidades de contratación formativa de carácter laboral, debe ser 
regulada de una manera más completa y deben establecerse más 
mecanismos de control para garantizar que los jóvenes en la realización 
de estas prácticas no son utilizados para sustituir a trabajadores con 
costes muy bajos. 
 
10ª   El autoempleo, como vía de fomento de empleo juvenil, tiene los mismos 
problemas, de financiación y formación, que tienen las personas más 
adultas al crear un negocio. Es interesante fomentar el espíritu 
emprendedor, así como incorporar formación emprendedora en todas las 
fases del sistema educativo. 
 
11ª   El fomento del empleo juvenil requiere soluciones y reformas en muchos 
frentes, tanto en el educativo, como en el ámbito laboral, como muy 
probablemente en la reforma de la estructura económica de España. La 
pretensión de solucionar el problema enfocando la solución en un único 
frente de actuación, sea con mejoras en la educación, sea en la mejora de 
las fórmulas de contratación, sea en la mejora de la Administración, sólo 
nos aportaría soluciones parciales, puesto que el objetivo de la creación 
de empleo juvenil debe consistir en la creación de condiciones para que 
el mercado laboral cree empleo en cantidad y en calidad suficiente, para 
que permita que los jóvenes puedan desarrollar sus proyectos de vida.  
 
12ª   Las experiencias del auge y posterior caída del sector de la construcción, 
donde se dieron las condiciones para crear mucho empleo juvenil que, 
con posterioridad, desapareció con la misma rapidez, nos debe servir de 
ejemplo para que al desarrollar el modelo de transición a la vida laboral 
del joven, se tengan presentes las consecuencias de apostar por uno u 
otro modelo económico. 
 
13ª  Las consecuencias que se han visto de la aplicación de las diversas 
reformas que se ha implementado en las últimas décadas, tanto en 
materia de educación, como en la reforma de modelos de contratación y 
entre las que podemos citar a la sobrecualificaciòn y a la precariedad en 
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la contratación, nos debe servir para ser conscientes de las consecuencias 
que ya han tenido los diferentes tipos de soluciones por las que ya se ha 
apostado; y por lo tanto, ahondar en medidas similares, tendrán muy 
probablemente, los mismos efectos. 
 
14ª   Como última conclusión de esta tesis doctoral, habría que decir, que el 
desempleo juvenil trunca las posibilidades de desarrollo de una vida 
profesional y personal de manera grave; es por ello que sería deseable, 
que todos los implicados en los procesos de reforma que puedan afectar a 
la búsqueda de soluciones al desempleo juvenil, intenten buscar el bien 
común a la hora de desarrollar medidas contra el mismo, y que, por otra  
parte, se tenga una visión de largo plazo, puesto que la creación de 
empleo juvenil, sólo puede traer mejoras en la prosperidad y en la calidad 
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